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La presentan los señores senadores Gargano. Ba- 
talla, Pozzolo. Ricaldoni, Cassina, Elso Goñi y 
Zumarán, relacionada con la situación de ta Co- 
misión de Fomento Edilicia y Social del Cerro, 
la Asociación de Jubilados y Penstonistas del 
Cerro y el Sub Programa Adultos Mayores 
(APEX - Cerro). 
8) Pedidos de Informes ....ooconmonmarranseniuonrosors EA 
- — Por moción del señor senador Hackenbruch, se 
resuelve que el Senado haga suyo los siguientes 
pedidos de informes: 


al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
relativo a un proyecto de ley por el que se otor- 
gaba a particulares la explotación de los peajes 
de Pando y Solís, en régimen de concesión; 


- al Tribunal de Cuentas de la República por el 
viaje del señor intendente municipal de Canelo- 
nes realizado en marzo de 1991 y sobre la situa- 
ción de dicha Comuna con la Cooperativa Médi- 
ca COMECA, con el Hipódromo de Las Piedras, 
con el Mercado de Haciendas y sobre la compra 
del edificio que servirá de sede a la Junta Depar- 
tamental: 


al Ministerio de Economía y Finanzas y al Ban. 
co de Previsión Social para conocer la situación 
de la Intendencia Municipal de Canelones en el 
período 1990-1993 con referencia a los aportes 
que seguramente debió realizar 'al Banco de Pre- 
visión Social para cumplir con sus obligaciones. 


9) Extensión hasta el 31 de marzo del aporte rural 
al seguro social de enfermedad. Proyecto de ley. 
Funcionarios en Comisión. Proyecto de ley. Em- 
pleados del Parque de Vacaciones de UTE-AN- 
TEL. Se les confiere la calidad de funcionarios 
públicos. Proyecto de ley .......... 


Por moción de los señores senadores Llso Goñi 
y Korzeniak se resuelve reparticlos. 


10 y 14) Banco de Seguros del Estado, Denuncias por 
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presuntas irregularidades en su ámbito ......... 152 y 160 


Se resuelve continuar considerando el tema en la 
sesión ordinaria del próximo martes 13, figuran- 
de como único punto del orden del día. 


11) Cuarto intermedio ......rcconoonnnccconcccccnanonononnnnnanonnos 


- Se resuelve, por moción del señor senador Olas- 
coaga, realizar un cuarto intermedio de 10 minutos, 


12) Hora de finalización de la sesión .........onocoomoormom.o 


Se resuelve, por moción del señor senador Olas- 
coaga, sesionar hasta ta hora 19. 
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13) Empleados del Parque de Vacaciones de UTE- 
ANTEL. Se les confiere la calidad de funciona- 
rios públicos. Proyecto de ley c..ommnonicccccnnononon oro 

En consideración. 
- — Aprobado. 


- Se comunicará a la Cámara de Representantes. 


15) Partidos políticos. Se establecen normas para su 
organización y actividad. Proyecto de ley ......... 


- Se resuelve que fígure en primer término del 
orden del día de la sesión ordinaria del miérco- 
les 14 de setiembre. 


7 de Setiembre de 199.1 
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16 y 19) Alteración del orden del día ................... 163 y 416 


- Se resuelve considerar un proyecto de ley en 
forma urgente por el que se prorroga hasta el 
31 de marzo de 1995 lo dispuesto por la 
ley N* 16.377; a continuación el asunto que 
figura en segundo término; luego, votar en blo- 
que los asuntos que figuran del octavo al vigési- 
mo primero término, con excepción del noveno 
y del decimoctavo y, finalmente, los que figu- 
ran en vigésimo tercero, vigésimo cuarto y vi- 
gésimo quinto término. 


17) Ley N* 16.377 de 1” de junio de 1993, Se prorro- 
ga hasta el 31 de marzo de 1995 lo dispuesto por 
la misma. Proyecto de ley ...noooocncnonnonnno. o. risas 

lón consideración. 

- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 

18) Código Civil. Modificación. Proyecto de ley ..... 

- En consideración. 

- Se resuelve incluirlo en segundo término de la 
sesión ordinaria del próximo miércoles 14 de 
setiembre. 

20) Acuerdo Marco de Cooperación Hacendario Fi- 
nanciera con los Estados Unidos Mexicanos. 
Aprobación. Proyecto de ley .....oooocomcocanannenonanoos- 

- — En consideración. 

- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo 

21) Convenio Básico con la Organización Panameri- 
cana de la Salud, Organización Mundial de la 
Salud, sobre Relaciones Institucionales, Privile- 


gios e inmunidades. Aprobación. Proyecto de lev 


- En consideración. 


po 


7 de Setiembre de 1994 


22) 


23) 


24) 


25) 


26) 


27) 


28) 


Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
Adhesión de la República al Convenio Interna- 
cional para la Protección de Obtenciones Vegeta- 
les. Aprobación. Proyecto de ley ...o.oomoo..ooo.... MES 


- En consideración. 


- Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


Acuerdo Marco de Cooperación con la Comuni- 
dad Económica Europea y sus anexos. Proyecto 


O A A 
- En consideración. 

Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
Comisión Nacional de Prevención y Control de 
Accidentes de Tránsito. Creación y cometidos. 
Proyecto de ley ...oomoo........ Moreda mios dcio oigan 
- En consideración. 

- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
Fundación “Bianchi Ardoino Danero”. Se desig- 
na con este nombre la Escuela Rural N” 23 de 


Costa de Pando, departamento de Canelones, de- 
pendiente del Consejo de Educación Primaria 


(Administración Nacional de Educación Públi- 


ca). Proyecto de ley ............. aiind ia o 
- En consideración. 
- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


“Clemente Estable”. Se designa con este nombre 
varias escuelas del interior de la República, de- 
pendientes del Consejo de Educación Primaria 
(Administración Nacional de Educación Públi- 
ca). Proyecto de ley ...... A O 


- — En consideración. 

- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
“Maestro Luis Arbenoiz Gambardella”. Se de- 
signa con este nombre la Escuela N” 160 de tiern- 
po completo del departamento de Canelones, de- 
pendiente del Consejo de Educación Primaria 


(Administración Nacional de Educación Públi- 
ca). Proyecto de ley ....oooonnoconnccnonicninicianiarorozosons oo 


- En consideración. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


“Alejandro Zorrilla de San Martín”. Designación 
de un tramo de la Ruta N* 45. Proyecto de ley .. 


- —En consideración. 
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ya Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
29) Padrón N” 9.041, manzana 98, de la Primera Sec- 
ción Judicial del departamento de Tacuarembó. Se 
declara de utilidad pública su expropiación .......... 


En consideración. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


30) Desafectación de un inmueble en el departamen- 
to de Rocha. Proyecto de ley .....onommencomo. ibi 


- En consideración. 


- — Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


31) Registro de Administradores de Edificios. Crea- 
ción. Proyecto de ley .....ooooccnnoccccnnonanonanaronacacanrocos 


En consideración. 
- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
32) Tráfico lícito de Estupefacientes y Sustancias Sico- 
trópicas. Aprobación a la Convención de las Nacio- 
nes Unidas adoptada en Viena. Proyecto de ley ..... 
En consideración. 
- — Aprobado. Se comunicará al Poder Lijecutivo. 
34) “Capitán de Corbeta Ernesto Motto”. Desígnase 
con este nombre a la base naval secundaria de la 
Armada Nacional ubicada en el actual Aposta- 
dero Naval de La Paloma. Proyecto de ley ........ 


En consideración. 


- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 
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Residencias Médicas Hospitalarias. Modificación 
del decreto ley N” 15.372 de 4 de abril de 1983. 
Proyecto de ley c.onooonnonnonccnonncnononnanccinararantonaononos 


- —Enconsideración 


- — Aprobado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


36) Salud cardiovascular. Se declaran de interés na- 
cional las actividades de control de los factores 
de riesgo y se crea la Comisión Honoraria para 
la Salud Cardiovascular. Proyecto de ley ........... 


En consideración. 


Aprobado. Se comunicará a la Cámara de Re- 
presentantes. 


37) Se levanta la sesión .....oooomocccnoccconeosononnnrnas ias 
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tl) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo. 6 de setiembre de 1994. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria mañana miércoles 7. a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL. DIA 


1% Informes de la Comisión Investigadora sobre presun- 
tas irregularidades en el ámbito del Banco de Seguros 
del Estado. 


(Carp. N? 1459/94 - Rep. N” 892/94.) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 
2%) Por el que se modifica el Codigo Civil 


(Carp. N*” 1545/94 - Rep. N* 902/94 y 
Anexo L) 


3%) Por el que se establecen normas para la organización 
y la actividad de Jos partidos políticos. 


(Carp. N* 1292/93 - Rep. N" 915/04.) 


4% Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se establecen normas sobre dopaje deportt- 
vo. 


(Carp. N"911/92 - Rep. N” 772/94 y 
Anexos l y IT.) 


5% Elección de miembros de la Comisión Permanente 
(artículo 127 de la Constitución de la República). 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 


6% Por el que se establecen normas para adjudicar la ex- 
plotación de juegos de azar. 


(Carp. N? 1405/94 - Rep. N* 871/94.) 


7% Por el que se sustituyen disposiciones que regulan el 
Impuesto a los vehículos pasoleros. 


(Carp. N* 1319/93 - Rep. N” 806/94.) 


8% Por el que se aprueba el Acuerda Marco de Coopera- 
ción Hacendario Financiera con Jos. Estados Unidos 
Mexicanos. 


(Carp. N* 843/92 - Rep. N* 239/94.) 
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12) 


13) 


14) 


15) 


16) 


Im 


18) 
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Por el que se aprueba la Convención de las Naciones 
Unidas contra Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sus 
tancias Psicotrópicas. 


(Carp. N*990/92 -Rep. N” 894/94. 
Anexo Ta 


Por el que se aprueba el Convenio Básico entre el 
gobierno y la Organización Panamericana de la Sa- 
lud - Organización Mundial de la Salud, sobre Rela 
ciones Institucionales, Privilegios e Inmunidades. 


(Carp. N* 1551/94 - Rep. N* 906/94.) 


Por el que se aprueba la adhesión de la República al 
Convenio Internacional para la Protección de las Ob- 
lenciones Vegetales. 


(Carp. N” 1546/94 - Rep. N* 905/94.) 


Por el que se aprueba el Acuerdo Marco de Coopera- 
ción entre la República y la Comunidad Económica 
Europea y sus Anexos. 


(Carp. N* 1556/94 - Rep. N” 904/04.) 


Por el que se crea la Comisión Nactonal de Prevención 
y Control de Accidentes de Tránsito. 


(Carp. N* 979/92 - Rep. N" 888/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Fundación Bian. 
chi Ardoino Danera” la Escuela Rural N* 23 del depas 
tamento de Canelones. 


(Carp. N? 1507/94 - Rep. N* 889/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Clemente Fsta- 
ble” diversas escuelas del interior del país. 


(Carp. N* 1480/94 - Rep. N* 890/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Maestro luis 
Arbenoiz Gambardella” la lscuela N? 160 del depinta 
mento de Canelones. 


(Carp. N" 1497/94 - Rep. N” 891/01.) 


Por el que se designa con el nombre “Alejandro Zorri 
Ha de San Martín” un tramo de la Ruta Nacional N" 45. 


(Carp. N* 1505/94 - Rep. N' 893/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Capitán de Cor 
beta Ernesto Motto” la Base Naval Secundaria de la 
Armada Nacional ubicada en La Paloma. 


(Carp. N? 1495/94 «Rep. N'ESI/01> 
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19) Por el que se declara de utilidad pública la expropia- 
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ción del Padrón 9.041, sito en la Ira. Sección Judicial 
del departamento de Tacuarembó. 


(Carp. N* 1536/94 - Rep. N” 872/94.) 


Por el que se desafecta del dominio de la Intendencia 
Municipal de Rocha un inmueble ubicado en la 9* 
Sección Judicial de dicho departamento. 


(Carp. N” 1496/94 - Rep. N” 873/94.) 


Por el que se crea en la órbita del Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, el Registro de Administrado- 
res de Edificios. 


(Carp. N* 1162/93 - Rep. N” 895/94.) 


Por el que se sustituye el artículo 111 del decreto-ley 
N* 14.416, de 28 de agosto de 1975, relacionado con 
el retiro militar del personal reservista. 


(Carp. N” 1586/94 - Rep. N* 899/94.) 


Por el que se modifican varios artículos del decreto- 
ley N” 15.372, de 4 de abril de 1983, relativo a la 
creación y fijación de cometidos de la Comisión Téc- 
nica de Residencias Médicas Hospitalarias. 


(Carp. N” 1579/94 - Rep. N" 913/94.) 


Por el que se declara de interés nacional las activida- 
des tendientes a controlar los factores de riesgo para 
la salud cardiovascular y se crea la Comisión Honora- 
ría. 


(Carp. N* 1568/94 - Rep. N” 912/94.) 


Continúa la discusión general y particular del proyec- 
to de ley por el que se establece que los convenios 
colectivos de trabajo suscritos por las organizaciones 
gremiales representativas de empleadores y trabajado- 
res serán obligatorios para todas las empresas. 


(Carp. N* 1604/94 - Rep. N* 914/94.) 


Informes de la Comisión de Defensa Nacional relacio- 
nados con las solicitudes de venia del Poder Ejecutivo 
para: ; 


- designar al general en situación de retiro Dardo E. 
Grossi como integrante del Supremo Tribunal Mili- 
tar. 


(Carp. N* 1443/94 - Rep. N* 817/94.) 


- conferir el ascenso al grado de coronel médico, con 
fecha 1% de febrero de 1994, a la señora teniente 
coronel médico Erme E. Márquez. 


(Carp. N* 1578/94 - Rep. N” 898/94.) 
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27) Informes de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionados con los Mensajes del Poder Ejecutivo 
solicitando venias para exonerar de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence 10 de octubre de 1994.) (Carp. 
N? 1541/94 - Rep. N* 910/94.) 


un funcionario del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence 10 de octubre de 1994.) (Carp. 
N? 1542/94 - Rep. N* 909/94.) 


un funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca. (Plazo constitucional vence 6 de octubre 
de 1994.) (Carp. N” 1533/94 - Rep. N* 916/94.) 


un funcionario del Ministerio de Ganadería, Apricul- 
tura y Pesca. (Plazo constitucional vence 6 de octubre 
de 1994.) (Carp. N” 1534/94 - Rep. N” 917/94.) 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Amo- 
rín Larrañaga, Astori, Batalla, Blanco, Bouza, Bouzas, Brue- 
ra, Cassina, Elso Goñi, Gargano, González Modernell, Gren- 
no, Hackenbruch, Irurtia, Korzeniak, Millor, Moreira Gra- 
ña, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Raffo, Ricaldoni, Ru- 
bio, Santoro, Urioste y Zumarán. 


FALTAN: con lícencia, los señores senadores Belvisi, Ra- 
mírez y Silveira Zavala; sin aviso, los señores senadores Jude 
y Librán Bonino. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 


sesión. 
(Es la hora 16 y 7 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 7 de setiembre de 1994. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo, al que acompaña un pro- 
yecto de ley, por el que se crea el Instituto de Desarrollo 
Aeronáutico Uruguayo. se establece su integración y sus 
competencias. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación imte- 
grada con dos miembros de la Comisión de Defensa Na- 


cional. 
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La Presidencia de la Asamblea General remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo comunicando haber dicta- 
do los siguientes decretos por los que designa: 


Miembro integrante del Directorio de la Administra- 
ción Nacional de Puertos a la doctora María Laura 
Rey Moreno: 


Presidente de la Administración de Ferrocarriles del 
Estado al procurador Rodalfo Flores Amargós; 


Miembro integrante del Consejo Directivo Central de 
la Administración Nacional de Educación Pública, al 
señor Jorge Emilio Carbonell; 


y ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca al inge- 
niero agrónomo Gonzalo Cibils Dutra. 


-Ténganse presente. 


La Suprema Corte de Justicia remite varios Mensajes 
comunicando: 


las resoluciones adoptadas por las que se efectúan 
varias transformaciones de cargos: y. 


fa sentencia dictada en autos caratulados “Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública c/Fredes Fran- 
co, Jorge Luis -Denuncia- Artículo 3 -Inciso 2 de la 
ley N* 16,099 -Excepción de Inconstitucionalidad”. 


-Ténganse presente. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas acusa 
recibo de la versión taquigráfica de las manifestaciones 
formuladas por el señor senador Wilson Elso Goñi rela- 
cionadas con el atraso en los pagos de las partidas, con 
las que el Estado debe atender a las Intendencias. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador Wil- 
son Elso Goñi. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores acusa recibo 
de la versión taquigráfica de las manifestaciones formu- 
ladas en sala por el señor senador Jaime Pérez relaciona- 
das con los acuerdos del CAUCE y de complementación 
de la industria automotriz. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador Jai- 
me Pérez. 


Los señores senadores Luis B. Pozzolo. Tabaré Hac- 
kenbruch y Wilson Elso Goñt presentan, con exposición 
de motivos, un proyecto de ley por el que se establece 

por vía interpretativa el régimen jubitatorio de todos los 
funcionarios del Banco de Previsión Social y de los orga- 
nismos agentes de la Dirección General de la Seguridad 
Social. 
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-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad. 
Social. 


El señor senador Tabaré Hackenbruch solicita se cur- 
se, de conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución, un pedido de informes al Ministerio 
de Industria, Energía y Minería relacionado con la insta- 
lación de una fábrica procesadora de cueros en la zona 
de Etcheverría, departamento de Canelones. 


-Procédase como se solicita. 


La Comisión de Hacienda eleva informado el pro- 
yecto de ley que refiere a la posibilidad de que las 
entidades de intermediación financiera emitan acciones 
al portador. 


-Repártase e inclúyase en el orden del día de la próxi. 
ma sesión ordinaria.” 


PROYECTO PRESENTADO 


“ANTE-PROYECTO LEY JUBILATORIA 
FUNCIONARIOS BPS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los actuales funcionarios del Banco de Previsión 
Social provienen, en su gran mayoría, de la ex-Direc- 
ción General de la Seguridad Social ya que el Banco - 
sucedió de pleno derecho a ésta (Art. 2” de la ley 
N* 15.800, del 17 de enero de 1986). De acuerdo 
al Art. 29 de dicha norma (ley de reinstitucionali 
zación del BPS) se mantuvo la situación funcional que 
tenían a ese momento, 


A su vez la ex-Dirección General de la Seguridad 
Social se integró con los funcionarios de los organismos 
estatales y paraestatales que el llamado Acto Institucional 
N? 9, de 23 de octubre de 1979, suprimió a partir del día 
1” de diciembre de 1979, anulándoseles el cargo presu- 
puestal que ostentaban al transformarlos en “Agentes de 
la Seguridad Social” (Título IT Capítulo D. 


Los organismos suprimidos fueron: el Banco de Pre 
visión Social; la Administración de los Seguros Sociales 
por. Enfermedad; ej Consejo Central de Asignaciones 
Familiares y las Cajas de su dependencia; la Caja de 
Compensación por Desocupación de las Barracas de La- 
nas, Cueros y Afines: la Caja de Compensación pot 
Desocupación de la Industria Frigorífica; y la Caja de 
Compensación por Desocupación de la Industria Frigo- 
rífica del interior. 


Los funcionarios tenían al 1” de diciembre de 1979, 
según el organismo del que provenían, expectativas dis 
tintas con respecto a los regímenes jubilatorios. En efec 
to, los de los organismos paraestatales poseían afiliación 
de Industria y Comercio (ley N” 6.962 de 6/10/9109): los 
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de los organismos estatales, con excepción del BPS, su 
afiliación era Civil (ley N* 9.940, de 2/7/940); y las del 
Banco de Previsión Social contaban con afiliación esco- 
lar (ley N* 10.014, Art. 8” -parte final- y ley N* 13.666). 


El gobierno de facto intentó igualar a la totalidad de 
los funcionarios para lo cual cometió infinidad de injus- 
ticias al cercenar derechos adquiridos en lo funcional, 
tanto para la actividad como para la futura pasividad. 


En el aspecto funcional, relativo a la actividad, las 
injusticias fueron subsanadas con la aplicación de la ley 
N* 15.783 del 28 de noviembre de 1985 (lev de destitui- 
dos). 


En el aspecto jubilatorio únicamente se había logra- 
do, por Sentencia N? 94 del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo de fecha 31 de marzo de 1986 (ticha 
123/82), el reconocimiento de los derechos jubilatorios 
para alguno de los funcionarios del ex-Banco de Previ- 
sión Social, que habían adquirido la causal en el año 
1981. 


Con la sanción del Art. 449 de la ley N*” 16.320, de 
12 de noviembre de 1992, el legislador intentó solucio- 
nar la situación de todos los funcionarios del actual Ban- 
co de Previsión Social, en el aspecto jubilatorio, y así 
reconocer los derechos que habían sido lesionados. 


No obstante, la Administración ha interpretado esta 
norma en forma que no sólo no cumple con el principio 
de igualdad querido por el legislador, sino que profundi- 
za las diferencias existentes. 


En efecto, mientras que a algunos funcionarios, que 
no tenían expectativa cierta, se les concede el derecho al 
aludido régimen; a otros, que eran los originarios del 
mismo, se los excluye. 


Esto de dehe au que en la interpretación realizada no 
se pondera, como sería de justicia, los servicios presta- 
dos a la Seguridad Social, razón sustancial del amparo 
al régimen, sino que exige únicamente la edad y servi- 
cios reconocidos, en cualquier puesto de trabajo al 23/ 
10/981 e ingreso a la Seguridad Social con anterioridad 
al 1? de diciembre de 1979. 


Lo establecido precedentemente implica en la prácti- 
ca la incongruencia de que funcionarios con más de 30 
años de servicios dedicados a la Seguridad Social, sean 
o no originarios del régimen, no puedan jubilarse por el 
mismo; mientras que otros, ingresados sin ninguna ex- 
pectativa a la Seguridad Social en el año 1979, sí lo 
puedan hacer, por completar al 23/10/9811, con servicios 
de otra naturaleza, la causal determinada por el régimen. 


Por lo expuesto entendemos que a efectos de solu- 
cionar los problernas descritos, el legislador debe reali- 
zar una interpretación auténtica de la ley N” 13.666, de 
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17 de junio de 1968, del Art. 23 del llamado Acto Insti- 
tucional N? 9, del 23 de octubre de 1979, del Art. 29 de 
la ley N? 15.800, del 17 de enero de 1986, y del Art. 449 
de la ley N” 16,320, del 1% de noviembre de 1992; a 
cuyos efectos proponemos el siguiente: 


Luis B. Pozzolo, Tabaré Hackenbruch, Wil- 
son Elso Goñi. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. - Declárase por vía interpretativa del 
Art. 1? de la ley N” 13.666, de 17 de junio de 1968, y de 
la remisión del Art. 449 de la ley N* 16.320, de 1” de 
noviembre de 1992, que el derecho jubilatorio de to- 
dos los funcionarios del Banco de Previsión Social, 
incluidos los de los Organismos que el llamado Acto 
Institucional N? 9, del 23 de octubre de 1979, incorporó 
como agentes de la Dirección General de la Seguridad 
Social, se rige por lo establecido en: artículo 8”, parte 
final, de la ley N” 10.014, de 23 de mayo de 1941; 
artículo 1% inciso 2? de la ley N* 13.666, de 17. de junio 
de 1968, artículo 9” inc. a) de la ley N* 12.996, de 28 de 
noviembre de 1961; artículo 323 de la ley. N* 13.835, de 
7 de enero de 1970; aplicándose el llamado Acto Instí- 
tucional N* 9 de 23 de octubre de 1979, modificado 


- por el llamado Acto Institucional N* 13 del 12 de 


octubre de 1982, en sólo las excepciones establecidas en 
el Art. 82 del nombrado en primer término. Á estos 
beneficiarios, como así también a los que su causal jubi- 
latoria esté regulada por la integración del coeficiente 
ochenta (80) puntos, se les aplicará exclusivamente la 
limitación dispuesta por el artículo 579 de la ley N* 
14.106 del 14 de marzo de 1973. 


Luis B. Pozzolo, Tabaré Hackenbruch, Wil- 
son Elso Goñi. Senadores”. 


5) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud 


licencia. 


(Se da de la siguiente:) 
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de 


“El señor senador Juan Andrés Ramírez solicita licencia”. 


-Léase. 


(Se lee:) 


“Montevideo, 7 de setiembre de 1994, 
Sr. Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente .- 


De mi mayor consideración: 


Le dirijo la presente a fin de solicitar a la Cámara de 
Senadores Hcencia por tres días a partir de hoy, fundada 
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en motivos personales, y la inmediata convocatoria de 
mi suplente respectivo de acuerdo con el Art. 1? inciso 
3 de la ley N” 10.618, en la redacción dada por el Art. 
único de la ley N* 16,465. 

Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente. 


Juan A. Ramírez. Senador”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la licencia solicita- 
da. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a dar cuenta de dos notas 
de desistimiento. 


(Se da de las siguientes:) 

“El doctor Enrique Cadenas Boix remite nota comunicando 
que por esta vez no acepta la convocatoria que se le ha formu- 
lado para integrar el Cuerpo”. * 

-Léase. 

(Se lee:) 

“Montevideo, 7 de setiembre de 1994, 
Señor Presidente del Senado 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 
De mi mayor consideración: 
Habiendo pedido licencia en el día de ja fecha el Dr. 
Juan Andrés Ramírez, comunico a Ud. que me es impo- 
sible aceptar su suplencia. 
Saludo a Ud. muy atte. 
Enrique Cadenas Boix.” 

“El doctor Juan Oribe Stermmer remite nota comunicando 
que por esta vez no acepta la convocatoria que se le ha formu- 
lado para integrar el Cuerpo”. : 


-Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 7 de setiembre de 1994, 


Señor presidente de la 

Asamblea General 

Senador Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración. 


Habiendo sido convocado como suplente del senador 
Juan Andrés Ramírez, comunico a Ud. que por esta vez 
renuncio a dicha suplencia. 


Saluda atentamente al Sr. presidente de la Asamblea 
General con la seguridad de su más alta estima. 


Juan Oribe Stemmer”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde convocar al suplente 
señor Julián Olascoaga, quien ya ha integrado el Cuerpo en 
diversas oportunidades por lo que. si se encuentra en antesala, se 
le invita a ingresar al hemiciclo. 


(Entra a sala el señor senador Olascoaga) 
7) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de varias solicitudes 
de envío de exposiciones escritas. 


(Se da de las siguientes: ) 


“El señor senador Tabaré Hackenbruch, de confor- . 
midad con Jo establecido en el artículo 169 del Regla- 
mento, solicita se cursen las siguientes exposiciones es- 
critas: al Ministerio de Salud Pública, relacionada con el 
eventual traslado de la Policlínica del Balneario La Flo- 
resta y al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, relacionada con la situación 
de la Escuela N* 62 de la zona Etcheverría, de instalarse 
una procesadora de cueros en la zona.” 


-Se van a votar los trámites solicitados. 
(Se vota:) 
-19 en 19, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de las exposiciones escritas) 
: “Montevideo, 19 de agosto de 1994. 

Señor presidente del Senado. 
Señor presidente: 

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo N* 169 


del Reglamento, solicito a usted se remita al Ministerio 
de Salud Pública, la exposición que se adjunta. 
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Saluda atentamente. - 
Tabaré Hackenbruch. Senador”. 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 


En conocimiento de la posibilidad de un eventual 
traslado de la Policlínica del Barrio La Floresta, desea- 
mos manifestar nuestra preocupación al respecto. 


Desde hace varios años la referida dependencia fun- 
ciona en el inmueble propiedad de la señora Gladys Pousa 
de Lorenzo Rial. Allí se ha llevado a cabo una importan- 
te labor en la atención de las personas del lugar y además 
su ubicación facilita el traslado de las personas que se 
asisten en ella. 


Por disposición testamentaria la señora Gladys Pousa 
ha expresado la voluntad de que a su muerte dicho in- 
mueble pase al Ministerio de Salud Pública. 


Considerando la importancia que tiene para los habi- 
tantes de la zona la actual ubicación de la policlínica y 
teniendo en cuenta que ello no signiticará erogación «al- 
guna para ese Ministerio es que solicitamos se revise la 
decisión de trasladarla.” 


“Montevideo, 19 de agosto de 1994. 


Señor presidente del Senado. 


E 


Señor presidente: 


De acuerdo con lo dispuesto por el Art. N* 169 del 
Reglamento, solicito a usted se remita al Ministerio de 
Vivienda y Medio Ambiente, la exposición que se adjun- 
ta. 


Saluda muy atentamente. 
Tabaré Hackenbruch. Senador. 
EXPOSICION 


Nos ha causado enorme preocupación la inquietud 
que se nos planteara con relación a la Escuela N* 62 
(zona Etcheverría). 


En el predio contiguo a dicha escuela se ha proyec- 
tado instalar una industria procesadora de cuero (salade- 
ro y secadero) lo que determinará sin duda una grave 
contaminación del medio ambiente de la zona. 


Todos conocemos los efectos de esas industrias: aguas 
residuales, malos olores, moscas, etc. y los perjuicios que 
ocasionan en la salud de los habitantes del lugar. 
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Estas consecuencias son aun más graves si conside- 
ramos que dicha empresa se establecería al lado de la 
Escuela Rural N” 62 que cuenta con noventa alumnos 
provenientes de cincuenta y cinco familias vecinas de la 
zona. 


Asimismo es importante señalar que el lugar se ca- 
racteriza por su producción agrícola ganadera (tambos) 
para la que se utiliza el agua de la cañada Etcheverría 
que hasta el momento tiene un bajímiso índice de conta- 
minación. 


Por otra parte desde el punto de vista urbanístico 
Canelones sería privado de una de las pocas zonas que 
le permite expandirse ya que en otras direcciones choca 
con otros focos contaminantes tales como el frigorífico 
Ameglio o con extensiones inundables. 


Si bien creemos que el desarrollo industrial es funda- 
mental para el crecimiento del país, también creemos 
que dicho desarrollo debe contemplar el medio ambien- 
te como única forma de que el bienestar colectivo de 
hoy se proyecte hacia el mañana. 


Por los motivos expuestos es que solicitamos que el 
Ministerio de Vivienda y Medio Ambiente tome inter- 
vención en el presente case a efectos de evitar las graves 
consecuencias que se derivarían de la instalación de la 
referida industria.” 


8) PEDIDOS DE INFORMES . 


SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de continuar con la sesión, 
quien ejerce la Presidencia desea dejar constancia de que no 
hará uso de la licencia solicitada y concedida por el Senado en 
el día de ayer. 


No hay oradores inscriptos para hacer uso de la palabra en 
la hora previa, 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR HACKENBRUCH. - Hace algunos meses -concre- 
tamente en noviembre y diciembre del año pasado y en febrero 
del corriente- hemos realizado una serie de pedidos de infor- 
mes a distintos organismos. Uno de ellos, enviado al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, se refería a un proyecto de ley 


por el que se otorgaba a particulares la explotación de los 


peajes de Pando y Solís. en régimen de concesión. Por otra 
parte, solicitamos al Tribunal de Cuentas de la República infor- 
mes sobre el viaje del señor intendente municipal de Canelones 
realizado en marzo de 1991, Asimismo, requerimos informa- 
ción acerca de la situación de la Intendencia Municipal de 
Canelones con la Cooperativa Médica COMECA, con el Hipó- 
dromo de Las Piedras, con el Mercado de Haciendas de ese 
departamento y sobre la compra del edificio que servirá de 
sede a la Junta Departamental. 


Como dije. estas solicitudes fueron formuladas hace ya va- 
rios meses y, sin embargo, no hemos obtenido respuesta alguna 
hasta el momento. Estos, señor presidente, han sido pedidos de 
informes muy concretos. 


Par atro lado, formulamos una solicitud de informes al Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas y al Banco de Previsión Socia) 
para conocer la situación de la Intendencia de Canelones en el 
período 1990-1993 con reterencia a los aportes que seguramente 
debió realizar al Banco de Previsión Social para cumplir con sus 
obligaciones. 


Luego de haber transcurrido ya siete meses desde que envia- 
mos estos pedidos, rogamos al Senado que los haga suyos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud del señor 
senador Hackenbruch en el sentido de que el Senado haga suyo 
tos pedidos de informe a que se ha hecha referencia. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) EXTENSION HASTA EL 31 DE MARZO DEL APOR- 
TE RURAL AL: SEGURO SOCIAL DE ENFERME- 
DAD. Proyecto de ley. Funcionarios en Comisión. Pro- 
yecto de ley. Empleados del Parque de Vacaciones de 
UTE-ANTEL. Se les confiere la calidad de funcionarios 
públicos. Proyecto de ley 


SEÑOR ELSO GONTL. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ELSO GONI. - Señor presidente: solicitamos que 
sean repartidos dos proyectos de ley; uno de ellos se refiere a la 
extensión hasta el 31 de marzo del aporte rural al seguro social 
de enfermedad, y el otro a funcionarios en comisión, que ha sido 
votado por la Cámara de Representantes y cuya Carpeta Heva el 
número 2495/93, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se procede al 
repartido de los proyectos de ley a que ha hecho alusión el señor 
senador Elso Goñi. 

(Se vota:) 


-18 en 20. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: solicitamos que 


se distribuya un proyecto de ley por el cual se resuelve la 
situación de los empleados del Parque de Vacaciones de 
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UTE-ANTEL. Al respecto. debemos señalar que ya se ha He 
vado a cabo todo lo relativo a la parte de oficina, por lo que la 
iniciativa está en condiciones de ser distribuida. Además, ade- 
lantamos que en la sesión de hoy vamos a proponer que el tema 
se trate en forma urgente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se procede al 
repartido del proyecto de ley relativo a la situación funciona! 
de las empleados del Parque de Vacaciones de UTE-ANTEL.. 


(Se vota:) 
21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a proceder al repartido del mencionado proyecto de 
ley. 
10) BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO. Denuncias por 
presuntas irregularidades en su ámbito 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado ingresa al orden del 
día con la consideración del asunto que figura en primer téri 
no: “Informes de la Comisión Investigadora sobre presuntas 
irregularidades en el ámbito del Banco de Seguros del Estado 
(Carp. N” 1459/94 - Rep. N” 892/94)" 


(Antecedentes: Ver 40* S.O.) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el miembro in- 
formante en mayoría, señor senador Alonso Tellechea 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - La Comisión Investiga 
dora sobre presuntas irregularidades en el ámbito del Banco de 
Seguros del Estado fue designada el 11 de mayo y, de acuerdo 
con la resolución, contó con un plazo de treinta días para expe- 
dirse. Su instalación se llevó a cabo el día 16 de ese mismo 
mes y se celebraron veintiuna reuniones, en las que se realizó 
un trabajo verdaderamente importante, no sólo por parte de los 
señores legisladores, sino también del personal de la Secretaria, 
que desempeñó una labor destacada, y de todos los funciona 
rios que prestaron su colaboración para el desenvolvimiento de 
nuestras tareas. Por esa razón, y en primera instancia, deseo 
dejar expresamente la constancia de mi reconocimiento 4 tos 
señores secretarios y funcionarios. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: con la toleran 
cia del señor senador Alonso Tellechea y del Cuerpo, voy a 
partir de una presunción verosímil señalando que, a mi juicio, 
el tema que vamos a tratar con el informe del miembro infor 
mante en mayoría va a insumir un largo tratamiento, sobre todo 
teniendo en cuenta que no existe un único informe, sino tres, 
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Por consiguiente. habiéndose distribuido el proyecto refe- 
rente a la situación jurídica de los empleados del Parque de 
Vacaciones de UTE-ANTEL, considerando que cuenta con fir- 
mas de los distintos sectores políticos, que consta de un solo 
artículo y que tenemos la esperanza de que no motive discu- 
sión, apelamos a la benevolencia del señor senador Alonso 
Tellechea, del Cuerpo y de la Mesa para que acepten que esta 
iniciativa sea tratada en forma urgente. De esta manera, inten- 
tamos aprobar en forma rápida este proyecto, para luego abor- 
dar el tema del Banco de Seguros, que seguramente insumirá 
un estudio más extenso y polémico. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se declara urgente 


la consideración del proyecto de ley relativo a la situación de los 
funcionarios del Parque de Vacaciones de UTE-ANTEL. 


(Se vota:) 
-16 en 23. Afirmativa. 


Correspondería pasar a considerar el proyecto de ley cuya 
urgencia fue solicitada. 


11) CUARTO INTERMEDIO 


SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador 
Olascoaga, que empieza con mucho brío. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Sí, señor presidente y, a la vez, 
con mucho gusto; más aun si la sesión es presidida por el 


doctor Aguirre Ramírez. 


Solicito que el Cuerpo pase a cuarto intermedio por diez 
minutos antes de considerar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se pasa a cuarto 
intermedio por diez minutos. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por el término de diez 
minutos. . 


(Así se hace a la hora 16 y 23 minutos) 
12) HORA DE FINALIZACION DE LA SESION 
(Vueltos a sala) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, continúa la se- 
sión. 


(Es la hora 16 y 34 minutos) 
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SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor presidente: en nombre de 
mi sector político quiero señalar que a las 19 horas debemos 
asistir a una reunión, a la que no podemos faltar. Por tal motivo, 
hago moción en el sentido de que la sesión del día de hoy se 
levante a la hora mencionada, para que podamos cumplir con 
dicho compromiso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) EMPLEADOS DEL PARQUE DE VACACIONES DE 
UTE-ANTEL. Se les confiere la calidad de funcionarios 
públicos. Proyecto de ley 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el proyecto 
de ley por el que se confiere la calidad de funcionarios públicos 
a los empleados del Parque de Vacaciones de UTE-ANTEL. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1274/93 


Artículo. - Declárase que los empleados del Parque 
de Vacaciones de UTE-ANTEL, tienen la calidad de 
funcionarios públicos. 


El organismo competente adoptará las medidas ne- 
cesarias para que los empleados del Parque de Vacacio- 
nes se incorporen presupuestalmente a UTE. 

A todos los efectos, se les reconocerá como antigile- 
dad en la Administración Pública, la fecha de ingreso al 
Parque de Vacaciones de UTE-ANTEL. 

Presentado por los señores senadores Danilo Astori, 
Carlos Cassina, Carlos W. Cigliuti, Reinaldo Gargano, 
Julio C. Grenno y Jaime Pérez”. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lec) 
-En discusión general. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: el proyecto de 
ley que está a consideración del Cuerpo tiene un contenido muy 
concreto. Por el mismo se declara que los empleados del Parque 
de Vacaciones de UTE-ANTEL tienen la calidad de funciona- 
rios públicos. En realidad, con esta iniciativa, no estamos -de 
acuerdo con todos los antecedentes que hay en torno a este 
artículo- ni siquiera innovando. En definitiva -tal como lo expre- 
sa el primer vocablo empleado en este único artículo- este pro- 
yecto es meramente declarativo de una situación de hecho ya 
existente desde hace muchos años. 


En ese sentido, casualmente, estuve revisando todos los ante- 
cedentes y el tema viene siendo considerado de la misma mane- 
ra -con mucha tranquilidad, salvo algunas excepciones formales 
y accidentales- desde la década de 1940, 


Al respecto, pienso que el Senado -que ha contado en la 
promoción de este proyecto, con miembros de distintos partidos 
- políticos que lo integran- debería aprobarlo sin más discusión, 
En ese sentido, considero que no debemos dilatar el informe que 
estamos brindando. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: antes 
de entrar a analizar el tema concreto que plantea este proyecto 
de ley, quisiera hacer una exhortación al Cuerpo, en el sentido 
de que este tipo de procedimientos, que últimamente están sien- 
do utilizados, no nos permite tener a todos los integrantes del 
Senado el mismo tiempo para estudiar las distintas iniciativas. 
Personalmente, considero que tenemos derecho a reclamar este 
criterio. En ese sentido, el hecho de estar trabajando sobre un 
proyecto que se ha declarado de urgente consideración, dificulta 
la toma de posición de los diferentes sectores políticos y de los 


legisladores y representa una forma imperfecta de funciona- 


miento del sistema legislativo. 


Este proyecto de ley que hoy se plantea como urgente es -si 
no me equivoco- igual o similar a una iniciativa presentada 
como aditivo en la última o en la penúltima Rendición de Cuen- 
tas, en la que figuraba -entre otras- la firma del extinto señor 
senador Cigliuti. 


Por otra parte, creo que no está de más tomarnos el tiempo 
necesario para realizar el análisis de los proyectos de ley porque, 
por encima del espíritu que nos empuja a unos y a otros, no nos 
hace bien estar legislando de esta forma. 


Este es un punto de vista personal y pido disculpas a los 
señores senadores que presentaron el proyecto si estoy siendo 
demasiado pragmático en el análisis del procedimiento. 


En el estudio de cualquier norma legal, es necesario pedir la 
información pertinente a los servicios que se ven involucrados 
en esa normativa. Por ejemplo, en este caso, pienso que el pro- 
yecto de ley tendría que ser enviado a Comisión y, en ella, por 
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lo menos, se debería recibir a los Directorios de UTE y AN- 
TEL, para que luego los legisladores que hoy estamos ocupan- 
do las distintas bancas, pudiéramos decidir si apoyamos o no la 
iniciativa. El hecho de que la misma haya estado en Comisión 
hace 12, 24 ó 36 meses, no implica que todos tengamos la 
información acerca de algo en lo que no participamos. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - El tema que está en análisis tiene 
una larga historia. Al respecto, puedo decir que ha sido plantea- 
do sucesivamente en varias leyes de Presupuesto y de Rendi- 
ción de Cuentas y el material documental existente al respecto 
prueba que estos funcionarios tienen sus: salarios liquidados 
primero dentro del presupuesto de UTE y luego en el de ambos 
organismos. Todos los antecedentes indican que el Ente los 
considera funcionarios públicos, y lo que este proyecto de ley 
contiene es una aspiración de larga data del conjunto de los 
empleados de ser considerados corno lo que efectivamente son 
funcionarios públicos. 


El Senado y todas las bancadas, en oportunidad de analizar- 
se las leyes de Presupuesto de este período y también las de 
Rendición de Cuentas, estudiaron el tema, de modo que, si hay 
voluntad política, estamos en condiciones de dar solución a 
este problema, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor senador 


Alonso Tellechea. 


SEÑOR PEREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ. - Este es un tema que hace años está 
planteado en el Parlamento. En la última Rendición de Cuen- 
tas, los señores senadores Cigliuti -desgraciadamente desapare- 
cido- Gargano, Grenno y quien habla, presentamos un artículo 
aditivo con el propósito de dar solución al problema. Lamenta- 
blemente, no fue posible su aprobación, por lo que procedimos 
al desglose del mismo; pasó a Comisión por voluntad del Cuer- 
po y, en el día de ayer -como todos recordamos- un señor 
senador del Partido Socialista solicitó que fuera incorporado y 
repartido. Por lo tanto, estamos en perfectas condiciones. de 
aprobarlo y, a mi entender, dilatar su consideración no tiene 
sentido, ya que se trata de una cuestión que es conocida por-el 
Senado e, inclusive, por los señores representantes. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Alonso Tellechea. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - En el día de ayer no 
estaba integrando el Cuerpo, ya que estaba gozando de una 
licencia especial por viaje. De todas formas, en el orden del día 
no figura la consideración de este proyecto de ley, quizás, por- 
que la Secretaría no contó con el tiempo suficiente para incorpo- 
rarlo en el repartido o, tal vez, me esté manejando con el orden 
del día equivocado, aunque no Jo creo. Es decir que cuando 
preparé mi trabajo para concurrir al pleno, no tenía conocimien- 
to de que se iba a tratar esta iniciativa. Quisiera tener la oportu- 
nidad de analizarlo con el criterio que normalmente impera, o 
sea, a través del estudio en Comisión, donde se realiza un inter- 
cambio de opiniones, se recaba información y se toma una posi- 
ción al respecto. Pienso -y no está en mi ánimo incomodar a 
nadie- que querer apurar una resolución del Cuerpo con un pro- 
yecto de ley sobre el cual no todos teníamos de antemano cono- 
cimiento de que iba a ser presentado, dificulta la toma de posi- 
ción de los señores senadores. Mociono en el sentido de que esta 
iniciativa sea enviada a Comisión a efectos de que sea estudiada. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La moción de orden que ha pre- 
sentado el señor senador Alonso Tellechea, de acuerdo con el 
literal a) del artículo 66 del Reglamento, admite discusión. 


En consideración la moción de orden propuesta por el señor 
senador. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: comprendo el plan- 
teamiento realizado, pero no lo voy a acompañar, porque este 
tema, que seguramente no ha sido analizado por el señor sena- 
dor Alonso Tellechea, creo sí que es conocido por todos los 
sectores políticos. Naturalmente que puede haber señores sena- 
dores que no hayan tenido oportunidad de estudiarlo y que, 
inclusive, esta sea la primera noticia que tienen sobre este pro- 
yecto de ley. Pero, concretamente, en lo que hace a los sectores 
políticos que integran el Senado, este tema es bien conocido. No 
quiero apartarme del tratamiento de la moción de orden, pero 
agrego que este asunto es tan claro -por lo menos para quien 
habla- que, de aprobarse la ley, no se le inventaría a estas perso- 
nas una condición de funcionario público que ya no tengan. En 
todas las definiciones que se quieran tomar -como las del dere- 
cho penal o las de la vieja ley jubilatoria de la Caja Civil del 2 
de julio de 1940- ya sean amplias o restrictivas, la calidad de 
funcionarios públicos de estas personas no varía. Á estas perso- 
nas las designa y las destituye UTE y se les fija y paga el salario 
en planillas de este organismo. Asimismo, están sometidas a su 
disciplina. Los informes jurídicos que se han solicitado, incluso 
los presentados por los asesores de UTE, son claros al respecto. 
Por una razón que no alcanzo a entender, formalmente esta 
gente no ha sido considerada -como en efecto lo son- funciona- 
rios de UTE. 
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En consecuencia, para quien habla, la aprobación de este 
proyecto de ley no plantea la menor duda, vacilación u obser- 
vación, dado que no estamos inventando una categoría de 
funcionarios públicos que no se corresponda con las defini- 
ciones -cualesquiera sean eilas- que en la materia existen en el 
país y con la real situación de estos funcionarios de UTE, le 
guste o no a su Directorio. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!L. - Señor presidente: le voy a hacer el 
favor al Cuerpo de no referirme a la parte sustancial de lo que a 
este respecto pensaba decir, porque lo ha hecho muy bien -con 
gran claridad y en la misma forma en que yo lo hubiera hecho 
en cuanto a la argumentación- el señor senador Cassina. 


Si hay un caso evidente en el país de funcionarios que son 
públicos -aunque quizás pueda argumentarse que en lo formal 
no todo en ellos coincide con las características de los funciona- 
rios públicos- lo constituye este grupo de trabajadores del Par- 
que de Vacaciones de UTE. Cabe señalar que no tengo absoluta- 
mente ninguna duda de ello y entiendo que en esta materia mal 
se podría sostener que estamos haciendo designaciones de fun- 
cionarios públicos por vía legal. En realidad, no hay ningún 
motivo para pensar otra cosa que lo que acaba de manifestar, 
con gran exactitud, el señor senador Cassina. 


Por otra parte, quiero decir -porque soy de los que creen en 
ciertas normas, no escritas, de nuestra práctica en el Senado y, 
además, por ser el señor senador Alonso Tellechea quien realizó 
el pedido- que en este caso el Foro Batllista no va a. acompañar 
la solicitud de pase a Comisión. 


En tal sentido, se ha dicho, y creo que con razón, que este 
tema no es nuevo en el Senado. Incluso creo que el propio señor 
senador Alonso recordaba que uno de los más decididos partida- 
rios de una norma de este tipo era el senador Cigliuti, En reali- 
dad, este asunto se viene discutiendo a nivel del Senado desde 
hace más de un año. Sin duda, este tema lo hemos tratado mu- 
chos senadores que no formamos parte de la Comisión de Asun- 
tos Laborales y Seguridad Social porque estos trabajadores no 
sólo se interesaron por informar a quienes sí la integran sino 
también a otros que, como quien habla, no forman parte de ella, 
En lo personal, me han visitado en más de una oportunidad y 
han dejado en-mi poder una copiosa documentación -que pienso 
debe tener la enorme mayoría de los miembros del Senado- que 
demuestra en una forma a mi juicio indiscutible que este tema 
debe tener una solución por vía legal ya que es de una claridad 
absoluta, tal como acabo de señalar. Entonces, habida cuenta de 
las dificultades que -sabemos- frecuentemente tiene el Senado 
para funcionar en estos últimos meses del año y teniendo, ade- 
más, el conocimiento debido, aunque más no sea general -lógi- 
camente, no con la profundidad con que debe haber estudiado 
el tema cada uno de los miembros de la Comisión respectiva- 
creo que hay elementos de juicio como para poder tomar una 
posición -sea cual sea- a éste respecto. 
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Por lo tanto, señor presidente, por esta vez y quebrando una 
práctica que para mí ha sido casi siempre la contraria -salvo en 
casos excepcionales como, creo, lo es éste- debo decir que sien- 
* to mucho no acompañar la moción de pase a Comisión y adelan- 
to que estamos dispuestos a votar este proyecto de ley porque, 
reitero, entiendo que soluciona de una buena vez una situación 
que se viene arrastrando durante años y que no le hace ningún 
favor a lo que debe ser la justicia en las relaciones laborales. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: resulta difícil opo- 
nerse a la proposición que hace un compañero del Cuerpo cuan- 
do desea tener tiempo para estudiar un proyecto de ley. Sin 
embargo, tal como se ha manifestado, no se trata de un tema 
desconocido; este proyecto fue discutido y estudiado con bas- 
tante detenimiento en el seno de la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda en oportunidad de considerarse la últi- 
ma Rendición de Cuentas. Finalmente, no existieron los votos 
necesarios para aprobarlo y por tal razón no llegó a discutirse en 
el Plenario. 


Por otra parte. debo destacar que los funcionarios del Parque 
de Vacaciones de UTE nos exhibieron abundante documenta- 
ción que prueba que prácticamente son tratados por UTE y AN- 
TEL como si fueran funcionarios; inclusive en los recibos de 
liquidaciones de sueldos y demás elementos que han puesto a 
nuestra disposición figuran en las mismas condiciones que cual- 
quier otro funcionario. 


En consecuencia, en virtud de que el tema ha estado en la 
agenda parlamentaria y porque no me cabe duda que deben ser 
incorporados como funcionarios de los respectivos Entes, tal 
como de hecho lo están -aunque no de derecho- quiero señalar 
que estamos en condiciones de tratar hoy el proyecto de ley y 
de votarlo afirmativamente. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: adelanto que voy a 
acompañar la moción del señor senador Alonso Tellechea pese a 
que personalmente conozco el tema, estoy en condiciones de 
pronunciarme y de que en caso de que se trate, voy a votarlo 
afirmativamente porque, como se ha recordado en sala, ya ha 
sido objeto de tratamiento en la Comisión de Presupuesto inte- 
grada con Hacienda, de la que formo parte. Por tal motivo co- 
nozco el tema y comparto las argumentaciones de carácter jurí- 
dico que señalaron los señores senadores Cassina, Ricaldoni y 
Pereyra. 


No obstante lo expresado, creo que le asiste razón al señor 
senador Alonso Tellechea al reclamar un tiempo para la consi- 
deración de este asunto que, por otra parte, no figura en el orden 
dei día de esta sesión. En tal sentido; me permito destacar que 
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sí constan en él 27 puntos que constituyen 32 temas diferentes, 
todos ellos informados por la Comisión respectiva y distribui- 
dos con anterioridad, sin que hasta el momento no hayamos 
podido pronunciarnos sobre ninguno. Sin embargo, sí lo esta- 
mos haciendo sobre otro que no figura, repito, en el orden del 
día. Personalmente, considero que no es una forma conveniente 
de trabajo; pienso que debemos aprovechar más el fin de esta 
legislatura aunque, probablemente, a medida que pase el tiem- 
po este procedimiento se acelere, Entiendo que legislar sobre la 
marcha acerca de asuntos que en algún caso podemos conocer 
relativamente y en otro no puede impedir que actuemos con el 
orden necesario que se requiere en esta tarea. 


Por esas razones acompaño la propuesta del señor senador 
Alonso Tellechea, aun cuando dejo constancia de mi concar- 
dancia sobre el fondo del tema y adelanto mi voto afirmativo 
en caso de que sea considerado, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor senador Alonso 
Tellechea. 


(Se vota:) 
-8 en 25. Negativa. 


Por vía de fundamento de voto, la Presidencia quiere expre- 
sar que, si bien con carácter general las manifestaciones de tos 
señores senadores Alonso Tellechea y Blanco son absoluta- 
mente de recibo y ésta no es la manera adecuada de legislar, 
encontrándonos a cinco semánas de la iniciación del receso -ya 
que estamos en un año electoral- y siendo éste un proyecto que, 
luego de ser aprobado, debería pasar a la Cámara de Represen- 
tantes, mandarlo a Comisión sería decretar que en esta legisla- 
tura no se apruebe. Como al mismo tiempo es un proyecto del 
cual todos hemos tenido anterior conocimiento, así como lo 
tuvimos del tema al que se refiere en ocasión de la anterior 
Rendición de Cuentas, creo que estamos en condiciones de 
pronunciarnos en el día de hoy, aun reconociendo que el proce- 
dimiento no es el adecuado. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Había manifestado que quería 
unir mi fundamento de voto a las expresiones que tengo sobre 
este proyecto, Voté el pase a Comisión propuesto por el señor 
senador Alonso Tellechea porque considero que es un deber del 
legislador -no ineludible, ya que otros señores senadores tam- 
bién han pensado sobre la posibilidad de acompañar la moción 
de pase a Comisión y no lo han hecho- votarlo para tnejor 
ilustración de quien lo pida. Sin embargo, el fracaso de la 
moción de pase a Comisión me hace decir que voy a votar 
afirmativamente el proyecto, aunque encuentro que se ha pre- 
sentado en forma irregular. 
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Estuve presente en el Senado a primera hora de la tarde y 
solicité el texto del proyecto, pero la Secretaría me contestó 
que todavía no estaba pronto. Me encuentro con el proyecto 
“aquí, en sala -así como también muchos señores senadores lo 
han encontrado, cuando no todos- y considero que su presenta- 
ción no es la que debe tener para ser tratado por el Cuerpo, le 
faltan todas las consideraciones y fundamentos que se necesi- 
tan. Esto es, simplemente, la presentación de un artículo avala- 
do por las importantes firmas de varios señores senadores. No 
hay un proyecto completo. Como debe ser. 


Como bien ha dicho el señor presidente, quiero prevenir en 
cuanto a que este proyecto tendrá que pasar a la Cámara de 
Representantes, que en algún momento tendrá que escuchar las 
opiniones de ANTEL y de UTE a quien, de acuerdo con la 
redacción de este artículo, le estamos imponiendo la carga de 
recibir a estos funcionarios en sus planillas. Hago esta aprecia- 
ción en el sentido de prevenirnos contra el optimismo fácil de 
pensar que, por el hecho de haber pasado esta etapa, el proyec- 
to ya está aprobado. Por el contrario, aún falta mucho, pero es 
evidente que si en el día de hoy lo aprobamos, el largo calvario 
que sufren los funcionarios del Parque de Vacaciones de UTE 
habrá franqueado, por lo menos, la primera valla, lo que indi- 
caría que ya no se encuentran tan lejos de sus fines. En lo que 
me es personal, hablo con propiedad sobre este asunto porque 
fui de los primeros en tratarlo en el Parlamento nacional. En 
momentos en que ocupaba el cargo de representante nacional 
por Lavalleja, los funcionarios del Parque de Vacaciones de 
UTE todavía no tenían Caja a la cual dirigirse cuando se que- 
rían jubilar; no sabían si los amparaba la Caja Civil o la de 
Industria o la Rural. Entonces, presenté un proyecto para que la 
situación se clarificara y por fin los funcionarios tuvieran una 
solución al respecto amparándolos a la Caja Civil. 


Existe un antecedente que me induce a votar este proyecto, 
aun con la falta de información con que llega al Cuerpo para su 
consideración, y es el hecho de que esto abre el carino y la 
posibilidad de que un eficientísimo personal, como lo es el del 
Parque de Vacaciones de UTE, pueda concretar la aspiración 
mayor que puede tener quien trabaja: saber definitivamente 
quién es su patrón. En esas circunstancias, más que todos los 
argumentos que se puedan formular, me convence la justicia 
que representa dar un futuro cierto a este personal que, repito, 
en una forma eficientísima, atiende el Parque de Vacaciones de 
UTE. Cuando vienen delegaciones extranjeras a visitar el Par- 
que, quedan admirados del servicio que allí se presta, sobresa- 
liente en todos los aspectos, y de la corrección y capacidad del 
personal que los atiende. 


Considero que por encima de las comas y los puntos -que 
en este caso se han salteado- y la debida presentación que 
debió haber tenido el proyecto está la justicia de abrirles una 
mejor perspectiva de futuro a estos buenos funcionarios, que 
hoy no son del Estado, y cuando lo sean continuarán siendo tan 
buenos como ahora. 
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Reitero que quiero prevenir en cuanto al optimismo fácil, 
porque ahora queda el pase a la Cámara de Representantes, 
donde habrá que escuchar las opiniones de los Entes correspon- 
dientes a fin de que esto, que es justicia, definitivamente pueda 
concretarse. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - En oportunidad de considerarse un 
proyecto similar a éste durante la discusión de la última Rendi- 
ción de Cuentas que procedió a aprobar el Parlamento, nosotros 
tuvimos la posibilidad de intervenir. Lo hicimos en calidad de 
integrantes de la Comisión de Presupuesto y en la condición de 
vaceros del sector de senadores del Herrerismo. En dicha oca- 
sión, manifestamos una posición contraria a este proyecto y 
expusimos las razones en que fundamentábamos esa actitud. 
Ahora bien; como somos los mismos, es decir, como no hemos 
cambiado de identidad, tampoco podemos cambiar de posición 
con respecto a este tema, por lo que señalamos que no vamos a 
fundamentar nuestro voto. Simplemente nos remitiremos a lo 
que en forma abundante dijimos durante la discusión de la 
Rendición de Cuentas. Señalamos que nuestra posición es la 
misma que en aquel entonces y que razones de tiempos electo- 
rales no nos hacen cambiar de postura. El Herrerismo, durante 
la discusión de la Rendición de Cuentas correspondiente al año 
1993 -es decir la del ejercicio 1992- votó en bloque contra este 
proyecte. 


Por otra parte, quiero agregar que, de acuerdo con la dispo- 
sición constitucional consiguiente, este proyecto necesita ma- 
yoría absoluta del total de componentes de la Cámara porque 
hace referencia a una modificación de la estructura del Ente 
Autónomo UTE. Se trata del artículo 185 -al que se apega el 
señor presidente del Cuerpo, que maneja la Constitución mejor 
que nosotros- que dice en el inciso primero: “Los diversos 
servicios del dominio industrial y comercial del Estado serán 
administrados por directorios o directores generales y tendrán 
el grado de descentralización que fijen la presente Constitución 
y las leyes que se dictaren con la conformidad de la mayoría 
absoluta del total de componentes de cada Cámara”. Debe re- 
cordarse que la parte que establece que “las leyes que se dicta- 
ren con la conformidad de la mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara” fue incorporado en la Constitu- 
ción de 1967, Esto ya fue abundantemente discutido en la Cá- 
mara, en el sentido de que esta incorporación, que modifica la 
disposición constitucional de los textos anteriores, da la posibi- 
lidad de que por ley se cambie la descentralización de los Entes 
Autónomos. 


Es claro que esta disposición lo está modificando y que, 
además, la norma es muy particular. Hay que destacar que el 
Parque de Vacaciones de UTE y ANTEL. fue creado en la época 
en que esos Entes se unían en una sola entidad, pero ahora están 
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separados. En su momento se harán las parcelas de funcionarios 
para ir incorporándolos a los distintos organismos. El proyecto 
de ley no dice nada sobre este aspecto y, simplemente, los decla- 
ra con la calidad de funcionarios públicos. 


Nosotros simplemente indicamos que se necesita la mayoría 
absoluta del Cuerpo para que este proyecto de ley sea aprobado. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar el proyecto de ley en general. 


(Se vota:) 
-21 en 26. Afirmativa. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para fun- 
dar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Quiero dejar constancia 
de que nuestro sector no acompaña este proyecto de ley, tal 
como lo ha expresado oportunamente el señor senador Santoro 
en la discusión genera). 


SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra para fundar el 


voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene. la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Quiero decir que he votado afir- 
mativamente aunque estoy sujeto a las normas del sector que 
integro. Sin embargo, creo que con ello no cometo pecado, el 
señor presidente ha expresado un argumento sencillo y entendi- 
ble que me convence más en el sentido de que si este proyecto 
no se vota ahora, no será aprobado hasta el próximo Período. En 
tal caso, habrá que decirle a los funcionarios que sigan esperan- 
do mientras nosotros ajustamos los puntos y las comas. 


El doctor de Herrera siempre decía: ¡Cuidado con los doctor- 
citos de letra menuda! 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Usted es un atrevido. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Señores senadores, no dialoguen. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor senador usted se equivoca. 
Personalmente, prefiero afiliarme a este pincelazo de brocha 
gorda que al otro sistema al cual adherí cuando el señor sena- 
dor Alonso Tellechea propuso el pase a Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia advierte al señor 
senador Olascoaga que ya ha hablado extensamente sobre el 
tema y que en los fundamentos de voto no se pueden hacer 
alusiones personales. Por consiguiente. le ruega que se concrete 
a fundar el voto. 
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SENOR OLASCOAGA. - Entonces, voy a retomar mi idea 
diciendo que prefiero afiliarme a este pincelazo de brocha gor- 
da, a pesar de que adherí al pedido de pase a Comisión que 
hubiera significado la postergación del asunto porque entiendo 
justificado el planteo procurando la información de la que care- 
ce el proyecto. Pero, en esta situación, quiero que mi voto señale 
la justicia de su consideración por encima de las deficiencias. 


No me mueven propósitos electoreros o electorales; siem- 
pre he mantenido la misma línea de conducta y he sido el 
mismo desde que me inicié en la actividad política. Por lo 
tanto, gano O pierdo con mi línea política, pero no con agacha- 
das o expresiones que puedan significar un acomodamiento a 
circunstancias eventuales. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Mi intención era pedir la palabra 
para una cuestión de orden, pero ya que el señor presidente me 
la concedió aprovecho para preguntar si el fundamento de voto 
del señor senador Olascoaga va a quedar en la versión taquigrá- 
fica tal como lo manifestó o va a ser borrado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La versión taquigráfica del fun- 
damento de voto del señor senador Olascoaga será leída deteni- 
damente por la Presidencia para eliminar las alusiones políticas 
que contiene. 


SEÑOR SANTORO. - El señor senador Olascoaga incurrió 
en alusiones políticas y de otro carácter que no tiene derecho a 
formular por ningún concepto. Con respecto a la expresión: 
“doctorcitos de letra menuda”, quiero decir que por lo menos 
hemos llegado a doctores, mientras que otros sólo a gauchos de 
la radiotelefonía. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa exhorta a los señores 
senadores que guarden el estilo y no salgan del Reglamento. 
porque se está fundando el voto sobre un proyecto de ley. 


SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - He votado afirmativamente este pro- 
yecto de ley porque considero que los funcionarios tienen dere- 
cho a conocer exactamente su situación jurídica y a tenerla defi- 
nida con precisión por la ley. En el caso específico de la iniciati- 
va que acaba de votarse debo decir que, a mi juicio, es pertinen- 
te la expresión “declaración”, ya que se limita a reconocer una 
situación creada y fundada en todo el Estatuto y en el régimen 
jurídico que rige actualmente a los empleados del Parque de 
Vacaciones y que ahora se reconoce formalmente. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Por vía de fundamento de voto, 
la Presidencia quiere expresar que ha acompañado en general 
este proyecto de ley por las razones que ya manifestó anterior- 
mente y que, por consiguiente, no va a reiterar. Asimismo, 
agrega que en su Opinión este proyecto de ley para ser aproba- 
do no requería ni requiere mayoría absoluta del total de compo- 
nentes del Cuerpo, porque regula un problema que no hace al 
grado de descentralización del Ente Autónomo UTE. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra, para contestar 
una alusión política, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Me sorprende la irascibilidad que 
causaron mis expresiones, porque la frase del doctor Luis Al- 
berto de Herrera que cité data de 1920 y todos la hemos mane- 
jado en cualquier momento y lugar y hasta los adversarios lo 
han hecho. Por lo tanto, es una expresión que está por encima 
del bien y del mal y no agrede ni molesta a nadie. 


Como ya expresé, considero que a este proyecto le faltan 
todas las formalidades para ser presentado en la forma correcta. 
Asimismo, he acompañado la moción de pase a Comisión, 
pensando que esto igual debería votarse. Por lo tanto, no com- 
prendo las expresiones violentas con que se han manejado dos 
señores senadores. Considero que estas actitudes no correspon- 
den. No es mi estilo agredir. Nunca me he peleado con nadie, 
pero también advierto que llegada la instancia, no sé cómo le 
irá al otro. 


Reitero que no tengo ninguna animosidad de disputa y sim- 
plemente ejerzo mi derecho a discrepar cuando creo que debo 
hacerlo. En tal caso, no necesito tutores ni enseñanzas para 
disentir, 

SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión particular. 


Léase el artículo único. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

-23 en 25, Afirmativa. 

SEÑOR RAFFO. - Que se rectifique la votación. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a rectificar la votación. 
(Se vota:) 

-23 en 25. Afirmativa. 


En consideración el artículo único. 
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(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“Artículo Unico. - Declárase que los empleados del 
Parque de Vacaciones de UTE-ANTEL, tienen la calidad 
de funcionarios públicos. 


El organismo competente adoptará las medidas ne- 
cesarias para que los empleados del Parque de Vacacio- 
nes se incorporen presupuestalmente a UTE. 


A todos los efectos, se les reconocerá como antigije- 
dad en la Administración Pública, la fecha de ingreso al 
Parque de Vacaciones de UTE-ANTEL.”.) 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RAFFO. - Nou voy a referirme al contenido del 
artículo cuya lectura fue suprimida, simplemente quiero saber cómo 
queda el proyecto de ley que está repartido y que figura con la 
firma de ilustres colegas, algunos de ellos desaparecidos, Al 
respecto, desearía que se me informara si se ha presentado en 
forma verbal o a través de una firma la solicitud del señor sena- 
dor Korzeniak para regularizar la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En su momento -creo que hace 
alrededor de un año- este proyecto de ley fue presentado regu- 
tarmente por varios señores senadores cuyos nombres figuran en 
el repartido que se ha hecho, y luego fue archivado. Por moción 
de orden presentada ayer, creo que por el señor senador Korze- 
niak, fue retirado del archivo y, por lo tanto, estamos en condi- 
ciones de considerar el proyecto de ley original que fue presen- 
tado anteriormente y que ahora está en consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único del proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-21 en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de ley 
que será comunicado a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


(Aplausos en la barra) 

(Campana de orden) 

-La Presidencia, como en ocasiones similares, manifiesta que 
se hace cargo del estado de ánimo felizmente. positivo de la 


barra, pero es sabido que ésta no puede hacer manifestaciones, 
aunque sean para aplaudir lo resuelto por el Cuerpo. 
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SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pida la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - En nombre del Herre- 
rismo, quiero decir que los señores senadores del Herrerismo 
no hemos acompañado este proyecto de ley, siguiendo lo que 
es la línea del sector. 


14) BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO. Denuncias por 
presuntas irregularidades en su ámbito 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa una moción 
de orden. 


Léase. 
(Se lee:) 


“Solicitamos fijar la sesión ordinaria correspondiente al próxi- 
mo martes 13 de setiembre de 1994 para considerar los informes 
de la Comisión Investigadora sobre Presuntas Irregularidades en 
el Ambito del Banco de Seguros del Estado como único punto 
del orden del día. 


Firman: los señores senadores Astori. Cassina, Bouzas, Alonso 
Tellechea y Blanco”. 


-Se va a votar la moción presentada a que se ha dado lectura. 
(Se vota) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


15) PARTIDOS POLITICOS. Se establecen normas para 
su organización y actividad. Proyecto de ley 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor presidente: en nombre de la 
Comisión Especial que está analizando el proyecto de ley relati- 
yo a la organización y actividad de los partidos políticos, deseo 
solicitar prórroga del tiempo que se le otorgó para brindar su 
informe, cuyo plazo venció el día 6 del corriente. Los miembros 
de la Comisión intercambiamos opiniones y llegamos a la con- 
clusión de que en quince días estaríamos en condiciones de 
informar al Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia tiene una suerte de 
perplejidad, como le gustaba decir al extinto doctor Juan Vicen- 
te Chiarino, porque el señor senador Santoro -con todo derecho- 
está pidiendo una prórroga del plazo que tenía la Comisión res- 
pectiva para expedirse sobre el tema de la organización de los 
partidos políticos, pero en el tercer punto del orden del día 
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figura la discusión general y particular de un proyecto de ley 
que refiere a esa materia. 


SEÑOR SANTORO. - Entonces, solicito que este asunto 
pase nuevamente a Comisión y se le otorgue a ésta una prórro- 
ga de quince días para informar. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR POZZOLO. - Pese a la buena voluntad que advier- 
to en la moción, es evidente que la propuesta significaría -subrayo 
que esta no es la intención de los mocionantes- darle un entierro de 
lujo a esta iniciativa. Digo esto porque dentro de quince días 
habrá culminado el período de sesiones ordinarias del mes, por 
lo que solamente se podría considerar dentro de Jos primeros 
quince días de octubre, ya que luego comienza el receso previs- 
to por la Constitución de la República, en función de que se 
trata de un año electoral. Por lo tanto, proponer una prórroga de 
quince días en estas condiciones, prácticamente es lo mismo 
que decir que el proyecto de ley no va a ser considerado. 


En función de ello, de que se trata de una moción que creo 
presentó el señor senador Bouzas hace ya varios meses y de 
que ha vencido el plazo que a la Comisión Especial se le dio 
para que analizara esta iniciativa -según tengo entendido, fue 
citada en dos o tres oportunidades y se reunió muy pocas veces, 
al'no tener quórum, para tratar un tema tan importante y conno- 
tado por los últimos episodios políticos e institucionales que 
han ocurrido en el país- propongo que se le prorrogue el tienpo 
de que dispone hasta el miércoles 14 de setiembre y que el 
tema relativo a la Ley de Partidos Políticos figure como primer 
punto del orden del día de esa sesión. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SANTORO. - Quiero decir que la Comisión Espe- 
cial no contó con mucho tiempo para trabajar. Creo que en una 
oportunidad no tuvo número, pero en las demás instancias tra- 
bajó normalmente, La realidad es que el proyecto de ley, tal 
como está redactado, no tiene posibilidad de ser aprobado a 
nivel del Senado. De acuerdo con lo que expresaron los distin- 
tos señores senadores que concurrieron a las reuniones de la 
Comisión, esta iniciativa tiene que ser objeto de una serie de 
modificaciones importantes. Por esa razón, la Comisión enten- 
dió que debía contar con más tiempo para tratar de introducir 
esos cambios, a fin de que el proyecto de ley resultara final- 
mente aprobado en el Senado. En el seno de la Comisión seña- 
lamos, en forma reiterada, que todos tenemos interés en que el 
país cuente con una Ley de Partidos Potíticos, pero el texto que 
vino de la Cámara de Representantes no está en condiciones de 
ser aprobado en bloque. Esta última posición fue sustentada por 
el señor senador Ricaldoni, pero no recibió aprobación. 
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De modo que está planteada la siguiente situación: o bien la 
Comisión ene un plazo adecuado para trabajar o el proyecto 
de ley será considerado en el Senado, pero no aprobado. Quiere 
decir que luego de haber mantenido contacto con todos los 
integrantes de la Comisión, hemos optado por solicitar una 
prórroga del plazo que se le había otorgado a la Comisión. 
Todos sabemos que estamos en época electoral y que ello dis- 
minuye la posibilidad de dedicar mayor tiempo al trabajo legis- 
lativo, 


En definitiva, sj se establece que este tema debe ser tratado 

“41 14 de setiembre, retiramos la moción y advertimos, reitero, 

que este proyecto de ley no contará con los votos necesarios 
para su aprobación. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para contestar una 


alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No podemos hacer un debate so- 


bre cuestiones de orden. El señor senador Santoro presentó una 


moción de orden y el señor senador Pozzolo se pronunció sobre 
ella, proponiendo modificarla y presentando otra. Lo que co- 
rrespondería sería que se votaran ambas mociones, por su or- 
den. 


SEÑOR POZZOLO. - Pido la palabra para hacer una acla- 
ración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR POZZOLO. - Comprendo las observaciones que 
formula el señor senador Santoro, pero ya se ha hablado dema- 
siado en los últimos días del doble discurso. Quiero aclarar que 
este proyecto de ley de partidos políticos tuvo un trámite de 
casi tres años en la Cámara de Representantes y lo votamos los 
integrantes de todas las bancadas. Entonces, ¿cómo se puede 
decir que ahora partidos que en el aquel ámbito lo votaron, 
aquí no lo van a hacer, por lo que no se obtendrá el consenso o 
la mayoría? 


En realidad, la votamos los representantes de todos los par- 
tidos en una Comisión Especial. En esa oportunidad, brinda- 
mos nuestros aportes. Admito que puedan hacerse objeciones, 
pero no debemos olvidar que este proyecto de ley es muy 
importante para la vida de todos los partidos políticos -y, por lo 
tanto, para el país- pues dictamina no sólo que entrará en vi- 
gencia a partir del próximo gobierno, sino también un hecho 
que tiene que ver con la propia realización del acto electoral 
del próximo noviembre, porque establece un mecanismo de 
instalación de las nuevas autoridades de los partidos políticos. 
Todos recordamos -aclaro que esto no es un reproche, ni un 
agravio a nadie- que hace pocos días, por el peso de las cir- 
cunstancias, le hemos propuesto al país un proyecto de reforma 
que no pasó siquiera por la puerta de las autoridades partida- 
Tias. 


SEÑOR SANTORO. - Lo votamos todos los partidos, 


SEÑOR POZZOLO. - No fue así, señor senador. En reali- 
dad, no lo votaron tados los partidos. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa insta a los señores sena- 
dores a no dialogar. Asimismo, desea recordar que se está dis- 
cutiendo una moción de orden que no tiene nada que ver con la 
reforma de la Constitución. 


SEÑOR POZZOLO. - Entonces, me pregunto cómo no va- 
mos a votar siquiera parte de este proyecto de ley a fin de 
organizar mejor a los partidos políticos a partir de las próximas 
elecciones, 


A mi juicio, la propuesta simplemente apunta a que en los 
últimos quince días previos al receso -que se va a producir desde 
el punto de vista constitucional- se asegure que no va a haber 
una Ley de Partidos Políticos. Confieso que esto me alarma 


mucho. 
SENOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 


de orden. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - En realidad, el señor senador Ri- 
caldoni había pedido la palabra antes que yo, Por lo tanto, si la 
Mesa está de acuerdo, le cedo el lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia tiene dificultades 
para entender si el señor senador Ricaldoni pide la palabra, por- 
que cuando se la otorgó en su momento él se la concedió, con 
un pase “de muleta”, a su compañero el señor senador Pozzolo. 


Tiene la palabra el señor senador Ricaldoni, 


SEÑOR RICALDON!. - Señor presidente: simplemente de- 
seaba hacerle notar que el señor senador Pozzolo deseaba efec- 
tuar una aclaración. Confieso que el papel de torero, a veces, no 
me desagrada. 


En primer lugar, quiero señalar que la actuación del señor 
senador Santoro, como presidente de la Comisión -aunque esto 
lo sorprenda- merece mi reconocimiento personal. Sé como ha 
trabajado en ese Cuerpo junto a los cuatro -o cinco, en casos 
excepcionales- miembros que asistíamos regularmente a sus se- 
siones. Aclaro que esto no es un reproche para los señores sena- 
dores que estuvieron ausentes. Por experiencia propia -en virtud 
de que participo de ocho o nueve Comisiones- sé lo difícil que 
es desempeñarse como presidente, sobre todo, cuando se tratan 
temas tan sensibles como éste. 


Precisamente, en el día de ayer, a pesar de no haber podido 
sesionar por falta de quórum, estuvimos conversando con el 
señor senador Santoro y con otros miembros de la Comisión. A 
este respecto, quiero salir en defensa de lo que está proponiendo 
el señor senador Santoro -y quizás lo vuelva a sorprender- e 
indicar que esto no significa que no esté listo para discutir este 
proyecta de ley. Más allá de que coincido con él en algunos 
puntos, en tanto discrepo con respecto a otros, debo reconocer 
que ha realizado un análisis de enorme profundidad -que consta 
en la versión taquigráfica- sobre la nueva legislación relativa a 
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los partidos políticos. Asimismo, ha expresado la opinión que 
le merece el proyecto de ley sancionado por la Cámara de 
Representantes. En realidad, él está listo para discutir el tema; 
y los representantes del Foro Batilista también. En este sentido, 
digo -probablemente esta sea la tercera vez que sorprenda al 
señor senador Santoro- que el Foro Balllista puede discutir ya 
mismo este proyecto de ley; y las razones las indicamos en 
Comisión, es decir que aprobar una Ley de Partidos Políticos 
significaría un primer paso hacia otras cosas que sin duda fal- 
tan, tal como él lo ha indicado. Pero creo que, por lo menos, 
deberíamos dar esta señal. 


Digo esto, reitero, aun compartiendo lo que significó mi 
modesta coincidencia con ciertas observaciones -algunas de las 
cuales constan en la versión taquigráfica, en tanto otras simple- 
mente se las manifesté en las conversaciones cordiales que siermn- 
pre mantenemos- que expresó el señor senador Santoro. 


Sin perjuicio de ello, pienso que también tiene razón el señor 
senador Pozzolo -al que en esta ocasión, señor presidente, no le 
hago ningún pase de muletas- en cuanto a que no podemos 
trasladar el tema para dentro de quince días porque, práctica- 
mente, significaría dejarlo en estado de ingravidez, o sea, fuera 
del almanaque de lo que es la tarea de esta legislatura. 


Por último, quiero decir francamente cuál es, a nuestro jui- 
cio, la verdadera dificultad que“explica por qué el señor senador 
Santoro, presidente de la Comisión, a petición de los miembros 
que en ella participábamos, solicitó esta prórroga de quince días. 
En realidad, le encomendamos que consultara con los represen- 
tantes de aquellos sectores que no concurrieron a la Comisión en 
ninguna oportunidad. El ha hecho una especie de muestreo de 
opiniones políticas que lo Hevan a tener la impresión quizás con 
un pesimismo que todavía no tiene quien habla- de que proba- 
blemente en el Senado perdamos el tiempo discutiendo el pro- 
yecto de ley porque, de antemano, no se alcanzarán los votos 
suficientes para aprobarlo. 


Deseo manifestar -a modo de reflexión para aquellos a los 
que quizás el señor senador Santoro les atribuye la postura de no 
votar en este momento- que queremos votar este proyecto de ley 
tal como viene, porque nos parece que es la única manera de 
que haya algo. Asimismo, ante ciertas reservas que pudieran 
existir en algún sector político en cuanto a que, faltando ochenta 


días para las elecciones, no se pueden establecer ciertas normas : 


que modifiquen la situación existente. deseo indicar que nuestro 
sector político está dispuesto a votar un solo artículo aditivo a 
este proyecto de ley que establezca la vigencia posterior -aunque 
lo más cercanamente posible- a las elecciones nacionales del 
próximo 27 de noviembre. Queremos que se establezca esto a 
fin de que no se diga que se alteran las reglas de juego muy 
poco antes de los comicios electorales. 


Probablemente, mis palabras sirvan como reflexión. Si se 
aprobara una moción llena de realismo como la que ha hecho el 
señor senador Pozzolo, a efectos de que este lema se trate en 
primer lugar del orden del dia de la sesión del próximo miérco- 
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les, quizás algunas posturas sean más flexibles que las que exis- 
ten en este momento. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Si me permiteri, deseo referirme a 
dos puntos. 


En primer lugar, en virtud de que se han hecho algunos 
comentarios, no digo reiterados pero sí frecuentes, con respecto 
al número de sesiones de la Comisión y a la asistencia, quisiera 
efectuar una aclaración. En esta Comisión, al igual que en todas, 
los miembros del Frente Amplio concurrieron siempre, o sea, no 
han faltado nunca. 


En segundo término, cabe destacar que esta Comisión, la- 
mentablemente, se reúne con un quórum muy reducido. Incluso, 
en algún caso el señor senador Ricaldoni -por razones muy com- 
prensibles que tenían que ver con un problema mecánico insu- 
perable, tal como él lo manifestó- tampoco estuvo presente. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción. señor 
senador? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Las cuestiones de orden no admi- 
ten discusión. 


Puede continuar el señor senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En tercer lugar, debemos recordar 
que uno de los puntos que se comentaron en las reuniones de la 
Comisión fue el relativo a la necesidad de la prórroga. Desde la 
primera sesión, el señor senador Astori y quien habla señalamos 
que, si bien teníamos algunas observaciones importantes con 
respecto al texto del proyecto de Jey -que ya habían sido plan- 
teadas en la Cámara de Representantes- estábamos en condicio- 
nes de votarlo en general desde ese momento. Asimismo, mani- 
festamos que, no obstante, reconocíamos que este proyecto de 
ley ofrecía dificultades importantes, En la última sesión, quien 
habla puso de manifiesto el hecho de que se había añadido un 
nuevo elemento que considerábamos debía ser tenido en cuenta. 
Me refiero a que ha habido un pronunciamiento popular muy 
categórico hace pocos días, de lo que puede interpretarse, entre 
otras cosas, que aparentemente al cuerpo electoral no le ha gus- 
tado modificar las reglas electorales a tan pocos meses de las 
elecciones. Creo que este es uno de los posibles factores que 
determinaron un voto tan categórico por el “NO”. Ante esta 
reflexión, el señor senador Ricaldoni expresó que lo que podría 
hacerse es darle a una ley de partidos políticos una vigencia 
que no alcanzara la próxima elección, sino las siguientes. Sin 
embargo, debo advertir -y no lo digo para generar ninguna 
controversia interna dentro de los partidos y de sus distintos 
sectores, incluido el que integro, ya que deseo que exista siem- 
pre la mayor fraternidad- que uno de los méritos importantes 
que señalaba el señor senador Pozzolo a este proyecto de ley 
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era que se pudiera aplicar para este acto electoral. De manera 
que el tema es bastante complejo y confusa, 


Aclaro que nosotros na tenemos ningún inconveniente en 
que la consideración de este terna se prorrogue para dentro de 15 
días o para la sesión del 14 de setiembre. Estamos en condicio- 
nes de pronunciarnos sobre el proyecto de ley y exponer nues- 
tras diferencias. No obstante, se me ocurre que lo que tendría 
que hacerse para evitar una discusión de tono político es lograr 
un acuerdo muy sencillo en el sentido de fijar hasta qué día se 
prorroga, sin entablar una discusión que en el fondo tuviera 
matices de búsqueda de controversias políticas, absolutamente 
inconsistentes a esta altura de la sesión. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: me gustaría que pu- 
diéramos orientar nuestro trabajo hacía la búsqueda de una fór- 
mula que concilie las anteriormente planteadas. 


La Comisión Especial que estudía el proyecto de ley de 
partidos políticos -entre cuyos miembros me cuento- tal como se 
ha mencionado anteriormente' ha estado trabajando y se ha re- 
unido en varias oportunidades. Como recordaba hace unos mo- 
mentos el señor senador Ricaldoni, el presidente de dicha Comi- 
sión, señor senador Santoro, efectuó un planteo como conse- 
cuencia de una propuesta que quien habla tuvo oportunidad de 
formular en ese ámbito, en el sentido de que éste estableciera los 
contactos pertinentes con los sectores políticos de manera que 
un proyecto de esta trascendencia -coincido en esto con lo que 
argumentaba el señor senador Pozzolo hace unos instantes- pu- 
diera llegar al Senado en las mejores condiciones posibles, tanto 
en su estructuración técnica como en su respaldo político. Toda 
la ciudadanía, y nosotros como legisladores, le asignamos enor- 
me importancia a una ley que verse sobre la organización de los 
partidos políticos. Entonces, no parece adecuado que su-consi- 
deración llegue insuficientemente preparada al Plenario, por- 
que se trata de algo política e institucionalmente muy trascen- 
dente y no simplemente de una cuestión de orden de trabajo. 


De ser posible, desearía que esas gestiones que la Comisión 
Especial le encomendó al señor senador Santoro como su presi- 
dente, pudieran continuar, sin que esto signifique una manera 
indirecta -porque no es esa la intención- de postergar un pronun- 
ciamiento sobre el proyecto de ley, sino que, por el contrario, se 
trata de darle el mejor ámbito político para que su tratamiento 
sed exitoso. 


Pensando en voz alta, creo que una forma de conciliación 
podría ser, por un lado, incluir el tema en el orden del día de la 
sesión del 14 de setiembre y, por otro, mantener la encomienda 
efectuada al presidente de la Comisión Especial, señor senador 
Santoro, en el sentido de realizar contactos entre los sectores 
políticos. Si en esa sesión encontráramos que no se han arbitra- 
do los acuerdos necesarios o no se han realizado los ajustes al 
texto -uno de ellos podría ser el señalado por el señor senador 
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Ricaldoni- tendríamos la posibilidad de postergar otra vez el 
tratamiento de este tema e. incluso, celebrar una sesión extraor- 
dinaria en la que podría estudiarse este tema con todas las garan- 
tías del caso. 


Es cuanto quería expresar, 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿El señor senador Santoro insiste 
en mantener su moción original? 


SEÑOR SANTORO. - Nosotros estamos dispuestos a buscar 
soluciones. Por lo tanto, si hay consenso para incluir el trata- 
miento de este tema en el orden del día de la sesión del 14, 
aceptaríamos tal criterio; y mientras tanto, como señalaba el 
señor senador Blanco, procederíamos a hacer las consultas del 
caso para saber cuál es el ánimo de los señores senadores con 
respecto a este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción de orden presentada, en el sentido de que el 
punto sea retirado del orden del día de esta sesión y pase a 
figurar como primer punto de la sesión ordinaria del día 14. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: formo parte de la 
Comisión Especial que está estudiando este proyecto de ley y 
debo decir que, por lo menos, en dos oportunidades sus sesiones 
coincidieron con las de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Como creo que el Presupuesto eliminó el cargo que exis- 
tía anteriormente de director de Comisiones -que era el que se 
encargaba de coordinar las sesiones de éstas- solicitaría que la 
sección correspondiente cursara a las distintas Comisiones los 
días y horas en que se reúnen, a los efectos de que no haya 
coincidencias que nos impidan cumplir con nuestras obligaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El cargo de director general de 
Comisiones sigue existiendo y actualmente se encuentra vacante 
en virtud de la jubilación de su titular. 


16) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: vamos a plantear 
una moción de orden con el propósito de que esta sesión no 
culmine sin que se apruebe alguno de los muchos puntos que 
figuran en el orden del día. En ese sentido, haría moción sobre 
tres asuntos concretos. 


En primer término, sugiero que pasemos a considerar el se- 
gundo punto que figura en el orden del día, que refiere a la 
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modificación del Código Civil. Tengo la esperanza de que po- 
damos aprobarlo a tapas cerradas, visto el respaldo técnico con 
el que cuenta este proyecto de ley. Como es de conocimiento 
del señor presidente, el mismo fue elaborado por una Comisión 
Nacional integrada por magistrados pertenecientes al Poder Ju- 
dicial, de la talla del doctor Alonso De Marco, por miembros del 
Colegio de Abogados, de la Asociación de Escribanos y de la 
Cátedra de la Facultad de Derecho, entre los que se encuentra 
quien nos acompañara en este Cuerpo, el doctor Jorge Gamarra, 
cuya erudición en el tema nadie desconoce. Por estos motivos, 
pensamos que se podría obtener una rápida sanción de este pro- 
yecto de ley. 


En segundo lugar, según consultas que han efectuado algu- 
nos señores senadores entre las distintas bancadas, parece que 
estamos en condiciones de votar en bloque los puntos 8%) a 21) 
inclusive, del orden del día, con excepción del 9%) y 18), respec- 
to de los cuales la bancada del Frente Amplio tiene, al parecer. 
algunas observaciones que formular. 


En tercer término, consideraríamos los puntos 9%) y 18), para 
continuar luego con el resto del orden del día. 


Creo que si antes de las 19 horas lográramos aprobar la 
modificación al Cádigo Civil y votar, reitero, los puntos 8%) a 
21) inclusive, excepto el 9%) y 18), mereceríamos algún premio 
a nuestra productividad, que hasta ahora ha sido bastante baja. 


SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra a efectos de hacer un 
agregado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: quisiera pedir al señor 
senador Zumarán que incorpore a su moción los puntos 23 y 24 
que tienen relación con decisiones de la Comisión de Salud 
Pública y el 25 que la tiene con la de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Los señores senadores recordarán que 
en virtud de las dificultades que hubo para la aprobación del 
proyecto relativo a DISSE hemos ido prorrogando la aplicación 
del sistema vigente, anterior a la última ley sobre el tema. En 
este momento el plazo está a punto de vencer, en tanto la Comi- 
sión respectiva de la Cámara de Representantes está estudiando 
un proyecto que, finalmente, podría dar una solución definitiva 
al problema. En tanto esto no suceda y para no volver a estar en 
una situación que perjudique a un importante número de pro- 
ductores, pediría que este asunto, que no va a dar motivo a 
discusión -dado que se trata únicamente de la ampliación de una 
prórroga- fuera tratado en el día de hoy. De esta manera, solu- 
cionaríamos un problema que afecta a mucha gente. 


En este sentido, solicitaría a los señores senadores Zumarán 
y Pérez que permitiesen que este asunto se tratara en primer 
término. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa quiere decir que no exis- 
tiría inconveniente en realizar lo que el señor senador solicita. 
Sin embargo, habría que votar la urgencia del tratamiento de ese 
proyecto de ley, que no figura en el orden del día. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para 
ocuparme de la moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Quisiera pedir al señor 
senador Zumarán, que es el proponente de la nueva secuencia 
del orden del día, que analice la posibilidad de no tratar en el día 
de hoy la reforma del Código Civil. Digo esto porque estaba 
previsto que el Senado considerase los informes de la Comisión 
Investigadora del Banco de Seguros del Estado y, en virtud de 
ello, el señor senador Ramírez tenía sumo interés en intervenir 
en la discusión de este asunto. Por esa razón, me consultó sobre 
cuál, supuestamente, iba a ser el tema que se trataría en la sesión 
de hoy, a los efectos de concurrir o no a Ja misma. Dado que los 
hechos parecían indicar que se iban a tratar los informes de la 
Comisión Investigadora del Banco de Seguros del Estado, le 
sugerí que pidiera licencia, para que pudiese entrar en su lugar el 
señor senador Olascoaga y así contar con los votos necesarios, 
en caso de que se tratasen los ternas referidos. 


Pienso que el parecer del señor senador Ramírez puede enri- 
quecer la opinión del Cuerpo, por lo que solicitaría al señor 
senador Zumarán -quien, creo, no va a tener inconvenientes al 
respecto- que procediera a modificar su propuesta. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. . 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: pienso que no soy 
Tristán Narvaja como para ver qué hacemos con el Código Ci- 
vil. El propósito de mi moción era lograr sancionar algunos 
puntos. Naturalmente, si respecto a algunos de ellos se va a 
suscitar algún tipo de controversia, mi moción no tendría senti- 
do y, entonces, ta retiraría. Lamentaría hacerlo, porque pienso 
que se trata de una obra de verdadera enjundia. 


Quiero destacar que sancionaríamos, en bloque, desde el 
punto 8” al 21 inclusive, excepto el 9” y el 18, Con respecto a 
los puntos 23 y 25 que el señor senador Pérez solicita que se 
traten, expreso que los acompañaré con mi voto, pero creo que 
ese no es el temperamento que prima en el Cuerpo. Lo que se 
buscó, de una agenda de 27 puntos, fue votar aquellos que no 
ofrecieran problema. Le expreso al señor senador Pérez que si 
votamos los puntos comprendidos entre el 8” y el 21, los que él 
propone van a poder ser tratados rápidamente, ya que de esa 
manera figurarían en cuarto o quinto lugar. Si el señor senador 
Pérez acompaña mi moción se verá favorecido en su propósito, 
ya que 10 puntos del orden del día se resolverían en una única 
votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En primer lugar, se votaría la 
moción de tratamiento urgente a que se ha referido el señor 
senador Pereyra. En segundo término, se procedería a votar los 
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puntos del orden del día que van del 8? al 21. Más tarde, se 
votarían el 9% y el 18 y, por último, los que figuran con los 
números 23, 24 y 25, : 


Sin embargo, la Presidencia desea expresar que está en ra- 
dical discrepancia con la no consideración del proyecto relativo 
a la modificación del Código Civil. La Mesa dice esto porque 
si lo que quiere el señor senador Ramírez es opinar sobre el 
tema y el proyecto se va a aprobar tal cual está, ¿para qué 
vamos a postergar su consideración? En cambio, si lo que el 
señor senador desea es hacerle objeciones para modificarlo, en 
ese caso, el proyecto volvería a la Cámara de Representantes, 
con lo cual le daríamos un entierro de lujo. Dado que el punto 
figuraba en el orden del día y el señor senador quería opinar 
respecto del mismo, debería estar en sala. Se trata de un pro- 
yecto de una enorme importancia y, si en el Cuerpo hay mayo- 
ría para aprobarlo, debemos considerarlo. 


SEÑOR KORZENIAK. - Apoyado, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se declara urgente el proyecto de ley por el que 


se prorroga hasta el 31 de marzo de 1995 lo dispuesto por la 
ley N* 16.377, de 1 de junio de 1993, 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 


17) LEY N* 16,377 DE 1” DE JUNIO DE 1993. Se prorroga 
hasta el 31 de marzo de 1995 lo dispuesto por la misma. 
Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el proyecto 
de ley por el que se prorroga hasta el 31 de marzo de 1995 to 


dispuesto por la ley N* 16,377, de 1” de junio de 1993. (Carp. 
N" 1589/94) 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 1589/94 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Prorrógase hasta el 31 de marzo 
de 1995 lo dispuesto por la ley N” 16,377, de 1” de junio 
de 1993. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de agosto de 1994. 


Mario Cantón 


Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario”. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 
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SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO, - Quiero dejar constancia que voy a 
votar negativamente, por los argumentos que expresé anterior- 
mente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 

-16 en 18. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo Unico. - Prorrógase hasta el 31 de marzo de 1995 
lo dispuesto por la ley N” 16.377, de 1? de junio de 1993”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-1 3 en 18. Afirmativa. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley, que ya contaba con la aprobación de la Cámara de Repre- 
sentantes. Por consiguiente, será comunicado al Poder Ejecuti- 
vo, a los efectos de su promulgación, 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


SEÑOR PRESIDENTE. - A continuación corresponde pasar 
a considerar la moción del señor senador Alonso Tejlechea, quien 
ha solicitado la postergación del tratamiento del segundo punto 
del orden del día. Considero que ello constituye una moción de 
orden, que debe ser sometida a votación. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se posterga la 
consideración del segundo punto del orden del día por el cual se 
modifica el Código Civil. 


(Se vota:) 
-5en 17. Negativa. 


18) CODIGO CIVIL. Modificación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el segundo 
punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se modifica 
el Código Civil. (Carp. N” 1545/94 - Rep. N* 902/94 y Anexo I)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 1545/94 
Rep. N* 902/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”, - Apruébase, con las modificaciones dis- 
puestas en los artículos 2” y 3” de la presente ley, el 
texto del Código Civil elaborado por la Comisión Na- 
cional designada por la ley N* 15.821, de 14 de agosto 
de 1986, y que consta en anexo elevado por el Poder 
Ejecutivo así como las reformas por él introducidas, 
declarándose el mismo “Texto Oficial”. 


Art. 2”. - Sustitúyense los artículos 209, 210, 230, 
285, 395, 416, 441, 442, 442.1, 842, 871, 889, 900, 
1108, 1956, 1968, 1969, 2003, 2006, 2008, 2018 y 
2391.1, proyectados de conformidad con lo establecido 
en el artículo 1” de ta presente ley, por los siguientes: 


“ARTICULO 209. - Anulado el matrimonio, la si- 
tuación de los hijos se regulará por lo dispuesto en el 
artículo 174”. 


“ARTICULO 210. - No obstante la mala fe por parte 
de ambos cónyuges, los hijos serán considerados siem- 
pre hijos legítimos”. 


“ARTICULO 230. - La legitimación puede tener lu- 
gar aun en favor de hijos fallecidos, que han dejado 
descendientes legítimos o naturales y en tal caso les 
aprovecha”. 


“ARTICULO 285. - Los padres podrán perder la 
patria potestad a instancia de parte, previa sentencia del 
juez competente, en los casos siguientes: 


1% Si fueren condenados a penitenciaría como auto- 
res o cómplices de un delito común. 


2%) Si por dos veces fueren condenados por sustitu- 
ción, ocultación, atribución de falsa filiación o 
paternidad, exposición o abandono de niños; o en 
el caso de mendicidad establecido por el artículo 
348.1 inciso primero, sin perjuicio de lo dispues- 
to en el número anterior. 


3%) Si fueren condenados por cualquiera de los deli- 
tos del artículo 274 del Código Penal, con excep- 
ción del caso previsto en el numeral 1? del artícu- 
lo 284. 
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4%) Si fueren condenados por dos veces a pena de 
prisión como autores o cómplices de delitos a 
que hubieren concurrido con sus hijos. 


5% Los que fuera de los casos expresados en este 
artículo y el anterior, excitaren o favorecieren en 
cualquier forma la corrupción de menores. 


67) Si por sus costumbres depravadas o escandalosas, 
ebriedad habitual, malos tratamientos o abando- 
no de sus deberes, pudieren cormprometer la sa- 
lud, la seguridad o la moralidad de sus hijos, aun 
cuando esos hechos no cayeren bajo la ley penal. 


7”) Si se comprobare en forma irrefragable que du- 
rante un año han hecho abandono culpable de los 
deberes inherentes a su condición de tales, no 
prestando a sus hijos los cuidados y atenciones 
que les deben. 


El Ministerio Público y el juez competente aprecia- 
rán la prueba, atendida la situación de los padres y muy 
especialmente las conveniencias del menor. 


Sólo por causas excepcionales acreditadas debida- 
mente el juez podrá conceder a los padres la readquisi- 
ción de los derechos de que hubieran sido privados por 
la causal expresada en el presente numeral 79). 


Es aplicable a los casos de este artículo lo dispuesto 
en cuanto a los derechos y obligaciones de los padres y 
demás, en la última parte del artículo 284”. 


“ARTICULO 395. - No podrá el tutor, sin previo 
decreto judicial, enajenar los bienes raíces del menor ni 
constituir sobre ellos ningún derecho real ni enajenar o 
empeñar los bienes muebles preciosos o los que tengan 
un valor de afección o cuyo valor exceda las 500 unida- 
des reajustables ni podrá el juez autorizar esos actos, 
sino por causa de absoluta necesidad o evidente utilidad 
y oyendo antes al Ministerio Público. 


La autorización para enajenar o gravar los bienes, a 
que refiere este artículo, deberá recaer, en cada caso, 
sobre fincas u objetos especialmente designados”. 


“ARTICULO 416. - Durante su cargo, el tutor está 
obligado a presentar al juez, dentro de los treinta días 
últimos de cada trienio, un estado de la situación en que 
se encuentra el patrimonio del menor. El juez, de oficio 
o a solicitud del Ministerio Público, podrá disponer que 
dicho estado sea presentado en un período menor. 


El Ministerio Público, a quien ese estado debe co- 
municarse, podrá pedir, si lo creyese conveniente, que el 
tutor exhiba los libros de la administración y hacer las 
observaciones que le sugiera su celo por los intereses 
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del menor; teniendo presente lo dispuesto en la Sección 
Il, Capítulo TI de este Título. 


La aprobación que el juez diese al estado presentado 
por el tutor será en cuanto haya lugar y sin perjuicio de 
repararse cualquier agravio del menor, al tiempo de la 
formal rendición de cuentas”. 


“ARTICULO 441. - El marido es el curador legíti- 
mo de su mujer declarada incapaz y ésta lo es de su 
marido, 


El cónyuge curador tendrá la administración extraor- 
dinaria de la sociedad conyugal. (artículos 1979 y 1984)”. 


“ARTICULO 442. - Los hijos mayores de edad son 
curadores de su padre o madre, viudos o divorciados, 
declarados incapaces. Si hubiere dos o más hijos, el juez 
elegirá el que debe ejercer la curaduría. 


Los padres son de derecho curadores de sus hijos 
legítimos o naturales reconocidos, solteros, viudos o di- 
vorciados, que no tengan hijos mayores de edad que 
puedan desempeñar la curaduría. El juez determinará 
cuál de ellos ejercerá el cargo”. 


“ARTICULO 442.1. - El Tribunal por motivos fun- 
dados podrá apartarse del orden de la curatela legítima, 
o aun prescindir de ella, así como regular los modos de 
su ejercicio”. 


“ARTICULO 842. - Son indignos y como tales no 
pueden adquirir por testamento: (artículo 1012) 


19) El condenado en juicio por homicidio intencional 
O tentativa del mismo contra la persona de cuya 
herencia se trata, contra el cónyuge y contra los 
descendientes del mismo. 


2”) El heredero mayor de edad que sabedor de la 
muerte violenta del difunto no la denuncia dentro 
de sesenta días a la justicia cuando ésta no ha 
procedido ya de oficio sobre ella. 


Si los homicidas fueren ascendientes o descen- 
dientes o hermanos del heredero o cónyuge cesa- 
rá en éste la obligación de denunciar. 


3%) El que voluntariamente acusó o denunció al di- 
funto de un delito capital. 


4%) El pariente que, sabiendo ser heredero presuntivo 
del difunto y hallándose éste demente y abando- 
nado, no cuida de recogerle O hacerle recoger en 
un establecimiento público. 
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5”) El que para heredar estorbó, por fuerza o fraude, 
que el difunto hiciera testamento o revocara el ya 
hecho o sustrajo éste o forzó al difunto para tes- 
tar. 


Las causas de indignidad, expresadas en este artícu- 
lo, comprenden también a los legatarios”. 


“ARTICULO 871. - Los alimentos que el difunto 
debía por ley a ciertas personas y que en razón de la 
indigencia de éstas eran exigibles antes de abrirse la 
sucesión gravan, por una cuantía que se determinará en 
unidades reajustables, la masa hereditaria; excepto el 
caso en que el testador haya impuesto ese gravamen a 
uno o más partícipes en la sucesión”. 


“ARTICULO 889. - Para fijar la porción legitimaria 
se atenderá al valor de los bienes que hayan quedado a 
la muerte del testador, previas las deducciones indicadas 
en el Título VI de este Libro y sin comprender las deu- 
das y cargas impuestas en el testamento. (artículos 893 y 
1043). 


Al valor líquido de los bienes hereditarios se agregará 
imaginariamente el que tenían todas las donaciones del 
mismo testador de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 
1108 y siguientes. (artículos 1100, 1613 y 1639)”. 


“ARTICULO 900. - Son además justas causas de 
desheredación de los hijos y descendientes: 


1?) Haber maltratado de obra o injuriado gravemente 
de palabra al padre o ascendiente que le deshere- 
da. 


2?) Haberle negado los alimentos, sin motivo legíti- 
mo. 


3%) Haber sido declarado por sentencia pasada en au- 
toridad de cosa juzgada, culpable de un delito y 
condenado como tal a la pena de cinco años de 
penitenciaría o a otra pena de mayor gravedad”. 


“ARTICULO 1108. - La colación se hace no de las 
mismas cosas donadas, sino del justiprecio en unidades 
reajustables que tenían al tiempo de la donación. 


El aumento o deterioro posterior y aun su pérdida 
total, casual o culpable, serán a cargo o riesgo del dona- 
tario”. 


“ARTICULO 1956. - La propiedad de las cosas que 
uno de los cónyuges poseía con otra persona pro indivi- 
so y de que durante el matrimonio se hiciere dueño por 
cualquier título oneroso, pertenecerá pro indiviso a di- 
cho cónyuge y a la sociedad en proporción a las respec- 
tivas cuotas”. 
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“ARTICULO 1968. - La sociedad debe el precio, en 
unidades reajustables, de cualquiera cosa del marido o 
de la mujer que se haya vendido, siempre que no se 
haya invertido en subrogarla por otra propiedad (artículo 
1958) o en un negocio personal del cónyuge cuya era la 
cosa vendida”. 


“ARTICULO 1969. - Se debe compensar a la socie- 
dad siempre que se tome de los gananciales alguna suma, 
sea para pagar deudas u obligaciones personales de uno 
de los cónyuges, como el precio o parte del precio de 
cosas que le pertenezcan o la redención de servidum- 
bres, sea para la cobranza de sus bienes propios; y, en 
general, siempre que alguno de los cónyuges saca pro- 
vecho personal de los bienes de la sociedad. 


Cada cónyuge deberá asimismo compensar a la so- 
ciedad los daños y perjuicios que le hubiere causado con 
dolo o culpa grave. 


El provecho personal y los daños y perjuicios a que 
refiere este artículo se calcularán en unidades reajusta- 
bles al tiempo de obtener el provecho o causar el daño”. 


“ARTICULO 2003. - El inventario comprenderá nu- 
méricamente y se traerán a colación, determinadas en 
unidades reajustables, las cantidades que, habiendo sido 
satisfechas por la sociedad, sean rebajables del capital 
de la mujer y del marido. 


También se traerá a colación, en unidades reajusta- 
bles, el importe de las donaciones y enajenaciones que 
deban considerarse ilegales o fraudulentas con arreglo al 
artículo 1974, Exceptúanse los casos en que proceda la 
colación real”. 


“ARTICULO 2006. - Se liquidarán y pagarán los 
capitales de los cónyuges y las deudas, cargas y obliga- 
ciones de la sociedad. 


Cuando el caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesto en este artículo, se observará lo determinado 
sobre los créditos privilegiados y graduación de acree- 
dores”. 


“ARTICULO 2008. - Hechas las reducciones deter- 
minadas en los artículos anteriores, el resto del caudal 
compondrá el fondo de gananciales. 


Las pérdidas o deterioros ocurridos en las especies O 
cuerpos ciertos, pertenecientes a cualquiera de los cón- 
yuges, deberá sufrirlas el dueño, salvo que procedan de 
dolo o culpa grave del otro cónyuge, en cuyo caso debe- 
rá éste resarcirlas. 


Los bienes propios existentes, muebles o inmuebles, 
los conservará cada cónyuge en el estado en que se 
hallaren. 
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Si:durante el matrimonio hubiesen sido enajenados, 
se restituirá el precio en unidades reajustables que se les 
dio al tiempo de ser aportados; y si entonces no se 
estimaron, se entregará el precio en unidades reajusta- 
bles de enajenación. (artículo 1947). 


A falta de convenio de los interesados los créditos de 
los capitales propios deberán pagarse siempre en dinero. 
Las restituciones que deban hacerse en dinero, si éste no 
existe, se harán en el término de seis meses, vencidos 
los cuales empezarán a deberse los intereses de ley”. 


“ARTICULO 2018. (Disposición especial). - Declá- 
rase derogada desde la vigencia de la ley N” 10.783, de 
18 de setiembre de 1946, la Sección VII del presente 
Capítulo II del Título VII, Parte Segunda del Libro IV. 


Las renuncias de gananciales efectuadas con poste- 
rioridad a dicha ley y hasta la vigencia de la presente 
disposición, son válidas siempre que no hubiera recaído 
sentencia ejecutoriada en contrario”. 


“ARTICULO 2391.1. - Las modificaciones incorpo- 
radas al texto del Código se regirán, en cuanto a su 
vigencia, por las leyes respectivas. 


Los artículos 1108 inciso primero, 871, 889 inciso 
segundo, 1968, 1969 inciso tercero, 2003 y 2008 inciso 
cuarto, en la redacción dada por la presente ley, se apli- 
carán a las sucesiones que se abran y a las sociedades 
conyugales que se disuelvan con posterioridad a la vi- 
gencia de ésta. 


Se exceptúan los casos en los que resulte de 'aplica- 
ción el artículo 1112, siempre que la enajenación del 
donatario haya tenido lugar con anterioridad a esa le- 


a 


cha”. 


Art. 3%. - Deróganse los artículos 237 y 2007 del 
Código Civil. 


Art. 4”. - Cométese al Ministerio de Educación y 
Cultura la publicación de la edición oficial del Código 
Civil, con el informe de la Comisión Nacional que lo 
elaborara, así corno las publicaciones ajenas al texto que 
contenía la edición oficial hoy corregida, la que se efec- 
tuará con cargo al Tesoro Nacional. 


Art. 5”. - Este Código entrará en vigencia a los doce 
meses de su promulgación. 


Art. 6". - El Poder Ejecutivo, previo informe de la 
Comisión Nacional designada por la ley N* 15,821, de 
14 de agosto de 1986, podrá efectuar la corrección de 
los errores u omisiones numéricos o formales que se 
comprueben en la presente ley, dando cuenta a la Asam- 
blea General. 


7 de Setiembre de 1994 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 6 de julio de 1994, 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


MENSAJE Y PROYECTO DE LEY DEL PODER 
EJECUTIVO CON EXPOSICION DE MOTIVOS 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 31 de marzo de 1992. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de acompañar el 
texto del Código Civil elaborado por la Comisión Na- 
cional creada por la ley N* 15.821, de 14 de agosto de 
1986 con el cometido de actualizar aqué! introduciendo 
las modificaciones legislativas posteriores a su última 
edición oficial. 


La citada Comisión Nacional fue integrada por los 
doctores Rafael Robatto Calcagno, Eduardo Piaggio Soto 
y Daniel Bervejillo en representación del Poder Ejecuti- 
vo, los doctores Raúl Alonso De Marco y Manuel Mer- 
cant en representación del Poder Judicial, doctores Eduar- 
do Vaz Ferreira y Santiago Carnelli -como titulares- y 
Carlos de Cores y Arturo Caumont -como alternos- en 
representación del Colegio de Abogados del Uruguay, 
escribanos Eugenio Cafaro y Walter Pardías -como titu- 
lares- y Teresa Gnazzo -como alterna- en representación 
de la Asociación de Escribanos del Uruguay y doctores 
Jorge Gamarra y Enrique Arezo Píriz en representación 
de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. 


- La Comisión elevó oportunamente el proyecto que 
hoy se pone a consideración de ese Cuerpo con un In- 
forme que es suficientemente elocuente respecto a la 
dificultad e intensidad de la labor desarrollada y en la 
que se adelantan las principales características del pro- 
yecto, razón por la cual el Poder Ejecutivo ha de remi- 
tirse a él en virtud de la profundidad con la que es 
analizado el mistno. 


De entre los aspectos allí señalados, importa espe- 
cialmente destacar dos que el Poder Ejecutivo comparte 
y que son: por un lado, la conclusión a la que arribara la 
Comisión en cuanto a que ciertos institutos no admiten 
actualización de sus textos sino que deben ser directa- 
mente modificados por lo que se proponen en este pro- 
yecto los textos sustitutivos y las razones por las cuales 
entendió conveniente su modificación y que son las de- 
sarrolladas en los Capítulos IV, V y VI de su Informe. 
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Por otro lado, la advertencia que la Comisión realiza de 
que esta impostergable tarea de actualización ha demos- 
trado la necesidad de encarar a corto plazo la reforma 
total del Código por cuanto varias de las disposiciones - 
en él contenidas no se corresponden ya con las exigen- 
cias de la época, habiendo institutos que habrán de des- 
aparecer y otros que deberán ser sustancialmente modi- 
ficados por hacerlos útiles, así como obtener, por la vía 
de la reforma el ajuste necesario para aquellas situacio- 
nes que hoy se propone modificar y que en razón de las 
limitaciones que la Comisión tenía, no se hicieron en 
esta instancia. 


Como ya se adelantara, el Poder Ejecutivo comparte 
ambas inquietudes expuestas por la Comisión. Estima 
acertado el procedimiento elegido por ella de proponer 
las modificaciones imprescindibles en aquetlas disposi- 
ciones que así lo exigían destacando la prudencia con 
que se hicieran las propuestas en aquellos puntos en que 
era insoslayable efectuarlas y considera asimismo nece- 
sario enfrentar la tarea de reforma del Código Civil con 
lo que se continuaría la obra que ya se ha iniciado con la 
sanción del nuevo Código General del Proceso, el Códi- 
go de Proceso Penal, la Ley de Sociedades Comerciales 
y, próximamente el nuevo Código del Niño. 


El proyecto comete también, en su artículo 2” al 
Ministerio de Educación y Cultura la publicación de la 
Edición Oficial del Código Civil con el informe de la 
Comisión, así como las normas ajenas al texto que con- 
tenía la anterior edición oficial, con cargo al Tesoro 
Nacional. 


En su artículo 3* se propone la fijación de un plazo 
razonable para la vigencia del nuevo texto. 


Saludo al señor presidente de la Asamblea General 
con la mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE DE 
LA REPÚBLICA), Guillermo García Costa. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébase el texto del Código Civil 
elaborado por ta Comisión Nacional designada por la 
ley N” 15.821, de 14 de agosto de 1986 y que consta en 
anexo elevado por el Poder Ejecutivo así como las re- 
formas por él introducidas, declarándose el mismo, “Tex- 
to Oficial”. 


Art. 2”. - Cométese al Ministerio de Educación y 
Cultura la publicación de la Edición Oficial del Código 
Civil, con el informe de la Comisión Nacional que lo 
elaborara, así como las publicaciones ajenas al texto que 
contenía la edición oficial hoy corregida, la que se efec- 
tuará con cargo al Tesoro Nacional. 
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Art. 3. - Este Código entrará en vigencia a los doce 
meses de su promulgación. 


Montevideo, 31 de marzo de 1992. 
Guillermo García Costa. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
. Le 


1. - La ley N* 15.821, de 14 de agosto de 1986 
dispuso en su artículo 2” la creación de “una Comisión 
Nacional para la elaboración de un texto actualizado del 
Código Civil con el objeto de publicar una nueva edi- 
ción del mismo, que incorpore las modificaciones legis- 
lativas posteriores a su última edición oficial”. 


De acuerdo al artículo 4? la Comisión debía integrar- 
se por dos miembros designados por la Suprema Corte 
de Justicia, dos por el Colegio de Abogados del Uru- 
guay, dos por la Asociación de Escribanos del Uruguay, 
dos por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales y 
tres por el Poder Ejecutivo, uno de estos últimos en 
carácter de presidente. 


Por resolución del Ministerio de Educación y Cultu- 
ra de fecha 18 de marzo de 1988. se designó a los 
doctores Rafael Robatto Calcagno -en calidad de presi- 
dente de la Comisión-, Eduardo Piaggio Soto y Daniel 
Bervejillo como miembros del Poder Ejecutivo. 


Par su parte, la Suprema Corte de Justicia nombró a 
tos doctores Raúl Alonso De Marco y Manuel Mercant; 
el Colegio de Abogados del Uruguay a los doctores 
Eduardo Vaz Ferreira y Santiago Carnelli y como miem- 
bros alternos a los doctores Carlos de Cores y Arturo 
Caumont; la Asociación de Escribanos del Uruguay a 
los escribanos Eugenio Cafaro y Walter Pardías y como 
integrante alterno a la escribana Teresa Gnazzo y la 
Facultad de Derecho a los doctores Jorge Gamarra y 
Enrique Arezo Píriz. 


El día 13 de mayo de 1988,'la señora ministra de 
Educación y Cultura doctora Adela Reta dio posesión de 
sus cargos a los miembros designados. 


La Comisión se abocó de inmediato a la misión en- 
comendada, designando tres subcomisiones para exami- 
nar las distintas materías componentes del Código. Di- 
chas subcomisiones, en un trabajo preliminar estudiaron 
y revisaron el articulado de las áreas asignadas a cada 
una de ellas; y completada esa labor, se ingresó a su 
análisis por la Comisión en pleno. 


2. - Múltiples fueron los problemas que debió en- 
frentar la Comisión para el desarrollo y culminación de 
su trabajo. 
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Entre ellos y el primero en considerar, estuvo referi- 
do a que el Código Civil, luego de las reformas aproba- 
das por la ley N? 4.845, de 28 de abril de 1914, obra del 
doctor Serapio del Castillo y con las modificaciones 
introducidas en el Parlamento, careció de edición ofi- 
cial. Tal situación determinó que la Comisión, ampara- 
da en los artículos 3” y 4? de la precitada ley, tomara 
como base de trabajo la edición de la “Librería Nacional 
A. Barreiro y Ramos” del año 1914, que se consideró 
auténtica, aun cuando no fue posible realizar el cotejo 
con el texto oficial aludido en los artículos 1? y 3” de la 
misma, en mérito a que la búsqueda de éste, realizada 
por los integrantes de la Comisión, resultó infructuosa, 


Otra temática a la que se vio enfrentada la Comisión 
fue la de delimitar precisa y correctamente el ámbito de 
la misión encomendada, ya que como se advertía exac- 
tamente en el Informe de la Comisión de Constitución y 
Legislación de la Cámara de Senadores al dictaminar 
sabre el proyecto de ley que recibiera aprobación legis- 
lativa y se convirtiera en ley N* 15.821, “la tarea a 
realizar no se reduce únicamente a una adecuación ins- 
trumental, sino que dada la importancia de los textos de 
que se trata, su compilación requiere ser hecha con fine- 
za y escrupulosidad que exceden en trascendencia a una 
simple tarea de adecuación”. (Informe de fecha 10 de 
mayo de 1985). 


Debe además destacarse como circunstancia que com- 
plicó y provocó dilaciones en el trabajo de la Comisión, 
la sanción del Código General del Proceso (ley N* 15,892) 
promulgado el 18 de octubre de 1988, que introdujo -no 
obstante su naturaleza procesal- múltiples y complejas 
modificaciones al Código Civil, lo que obligó a un aná- 
lisis revisivo de normas ya estudiadas con anterioridad a 
la sanción de aquel nuevo cuerpo normativo. 


Estas aclaraciones permiten explicar y justificar la 
dilatoria en la labor desarrollada por la Comisión, que 
debió oportunamente solicitar prórroga en el plazo de 
un año -que fuera fijado por la ley de su creación- 
para finiquitar la misión encomendada, prórroga que 
le fuera concedida hasta el 31 de marzo de 1991, por 
ley N” 16.132, de 17 de setiembre de 1990. 


Con fecha 13 de mayo del corriente año ocurrió el 
lamentable fallecimiento del distinguido integrante de 
esta Comisión, profesor escribano Eugenio Cafaro, ra- 
zón por la cual se vio impedido de suscribir la presente 
exposición. 


-M- 


Una de las cuestiones más debatidas en la Comisión 
fue la planteada respecto a la conveniencia de mantener 
la actual numeración de los artículos del Código o cam- 
biarla a consecuencia de la derogación de ciertos textos 
y agregación de otros, según se hiciera en las anteriores 
actualizaciones de 1893 y 1914, 
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Por reducida mayoría prevaleció la opinión favora- 
ble al mantenimiento de la actual numeración, aplican- 
do para el caso de que la incorporación de nuevas dispo- 
siciones así Jo hiciera indispensable el método seguido 
en la reciente ley N” 16.081, de 18 de octubre de 1989, 
modificativa del artículo 881 del Código. Se entendió 
por dicha mayoría que el cambio dificultaría sin mayo- 
res ventajas el manejo de la jurisprudencia y doctrina de 
derecho civil contenidas en los centenares de volúmenes 
publicados en más de tres cuartos de siglo y se tuvieron 
presentes asimismo las dificultades suscitadas por los 
necesarios cambios de remisiones internas del Código 
(cerca de mil en el actual texto) que la solución des- 
echada habría de provocar. 


Se optó así por seguir el ejemplo de las más impor- 
tantes reformas de los Códigos Civiles extranjeros. En 
efecto, en Francia, a pesar de las múltiples reformas 
operadas en el siglo pasado y en el presente, se mantie- 
ne la numeración original del año 1804, En Jtalia, la 
radical reforma del Derecho de Familia efectuada en el 
año 1975 (separación de cuerpos y divorcio, régimen 
patrimonial de bienes en el matrimonio, filiación, etc.), 
se realizó declarando derogados ciertos textos y modifi- 
cando otros, pero sin alterar la numeración. En Argenti- 
na también el Código Civil fue objeto de numerosas 
reformas en todas las materias, sin cambio de numera- 
ción, modificando unos artículos y derogando o agre- 
gando otros (artículos 264 bis, artículo 264 ter, artículo 
264 quater, etc.). Lo mismo la reforma alemana de los 
regímenes matrimoniales del año 1958. Tampoco cam- 
bió la numeración la ley suiza de 1984, por la que se 
introdujeron en el Código fundamentales reformas en lo 
concerniente a los efectos del matrimonio, al régimen 
matrimonial de bienes, a las sucesiones, etc. 


En nuestro caso, el criterio de no cambiar la numera- 
ción resulta especialmente justificado si se tiene en cuenta 
que no se reforma el Código (a diferencia de las citadas 
leyes extranjeras) sino que sólo se trata de actualizar, sin 
modificarla, la legislación vigente en la materia. (artícu- 
lo 19, ley N* 15,821 citaga). 


Por otra parte, cabe tener presente que si se optara 
por el cambio de la numeración, la nueva habría de 
durar pocos años, ya que en muchos temas el Código 
requiere urgentes reformas, según se indica en otro lugar 
de la presente exposición de motivos. 
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Las correcciones del actual texto propuestas por la 
Comisión y su fundamento lega! se indican en notas al 
pie de cada artículo en el proyecto acompañado; no 
obstante se estima conveniente señalar aquí las modifi- 
caciones de carácter general efectuadas (las que no es- 
tán rontenidas en las referidas notas partientares), 
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En primer lugar, se han actualizado las menciones a 
organismos estatales, adecuándolas a su presente denio- 
minación. Así se ha puesto “Intendencia Municipal” en 
lugar de “Junta Económico-Administrativa”, “Suprema 
Corte de Justicia” donde dice “Alta Corte de Justicia”, 
“Instituto Nacional del Menor” en vez de “Consejo de 


Protección de Menores” o “Consejo del Niño”, etc. 


La misma solución se ha seguido respecto a las nu- 
merosas referencias a “escribano” contenidas en el texto 
vigente, sustituyéndolas en su caso por la actual deno- 
minación de los funcionarios de que se trata, es decir 
“actuarios”. 


A su vez, se han eliminado del texto propuesto las 
menciones individualizadas a determinados Juzgados o 
Registros, incorporándose en cambio las expresiones “res- 
pectivo” o “competente”, con el doble objetivo de ex- 
cluir referenciás superadas por la organización judicial o 
registral vigente y de evitar que eventuales cambios fu- 
turos de dichas organizaciones puedan envejecer prema- 
turamente la adecuación efectuada. (Se ha hecho excep- 
ción en algún caso al criterio indicado cuando media un 
texto legal reciente que individualiza el Órgano intervi- 
niente: véase por ejemplo el artículo 267). 


Del mismo modo y por similares razones y salvo el 
caso de ser necesaria la individualización de una deter- 
minada norma, se han eliminado las referencias a los 
demás Códigos (Código de Procedimiento Civil, de Co- 
mercio, Penal, Rural), incorporándose las expresiones 
“ley procesal”, “ley comercial” o “legislación mercan- 
ul”, eto. 


Las referencias extracódigo -ya fueren a normas cons- 
titucionales, legales O reglamentarias- contenidas entre 
paréntesis en múltiples artículos y provenientes en su 
mayoría de la compilación efectuada en el año 1914, 
han sido totalmente eliminadas. La Comisión consideró 
unánimemente que además de las referencias actuales a 
disposiciones derogadas, tales como aquellas relativas a 
la Constitución de 1830 (artículos 1*, 22 y 492), al Có- 
digo Rural de 1875 y al Código de Procedimiento Civil 
-que necesariamente debían excluirse- es conveniente 
eliminar referencias que recargan innecesariamente el 
texto legal y que eventualmente podrían comprometer la 
actualidad de la compilación que se intenta, de modifi- 
carse las normas objeto de las referencias. 


Corresponde anotar que en cambio se han mantenido 
las remisiones del texto a otros artículos del propio Có- 
digo Civil, modificando las mismas cuando ello resulta- 
bu de otras adecuaciones normativas e incluso corrigien- 


" do en algunos casos (artículos 116, 118, 488 y 1611) 
relerencías que son notoriamente equivocadas. 


Cabe precisar asimismo que si bien -siguiendo el 
criterio de las compilaciones de 1893 y 1914- no se han 
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incorporado normas de leyes especiales que tratan temas 
afines al Código (por ejemplo, legitimación adoptiva, 
propiedad horizontal, prenda agraria e industrial, arren- 
damientos urbanos y rurales, registros públicos) se ha 
hecho referencia en el texto a la existencia de dicha 
legislación (artículos 213, 491, 1664 N* i, 1777, 2321, 
etc.). Se estima ello conveniente para completar el pa- 
norama legislativo al lector del Código y para dejar bien 
establecido que la aprobación del nuevo texto no impor- 
ta modificación o derogación tácita de la aludida legis- 
tación especial. 


- IV - 
Una modificación de carácter general de los textos 


del Código que importa a la vez una adecuación y una 
reforma legislativa es la sustitución de las referencias 


del texto vigente a determinadas cantidades en pesos . 


por otras expresadas en unidades reajustables por la mi- 
tad de la suma en pesos. (Por ejemplo en el artículo 310, 
conforme al actual texto, el menor habilitado no puede 
contraer deudas que pasen del valor de mil pesos: se 
establece que no podrán contraer deudas que pasen de 
500 unidades reajustables). 


Es claro que la millonaria desvalorización de la uni- 
dad monetaria nacional aludida en el texto vigente del 
Código operada desde 1914 ha superado las previsiones 
posibles del legislador, tervigersándose así sus propósi- 
tos y restando eventualmente toda significación a las 
disposiciones correspondientes, por lo que el mero tras- 
lado de las cantidades establecidas a la nueva unidad 
monetaria -mil veces inferior a la anterior- creada por el 
decreto-ley N* 14.316 sería insuficiente e incluso absur- 
do. 


La Comisión ha entendido entonces que a pesar de 
la limitación de sus funciones debía proponer una refor- 
ma que reafirmara el objetivo perseguido por el codifi- 
cador en las presentes circunstancias fácticas, llegando 
en definitiva, tras cuidadosa deliberación, a la propuesta 
adelantada precedentemente. La introducción de la uni- 
dad reajustable sigue el criterio adoptado recientemente 
en el Código General del Proceso y en diversas actuali- 
zaciones realizadas en los últimos años (V. para el Códi- 
go Penal artículo 216 de la ley N” 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987); lá expresión numérica en unidades 
reajustables que se propone se reputa razonable, salvo 
mejor opinión legislativa (en el caso del artículo 310 al 
que se hace referencia “ut supra” el menor habilitado o 
emancipado no podría contraer deudas superiores a unos 
N$ 6.500.000, según el actual valor de la unidad reajus- 
table). 


-v- 


La Comisión, en su prolongado trabajo de compila- 
ción integral de nuestro Código Civil, se enfrentó con 
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disposiciones que, si bien técnicamente están vigen- 
tes, se entendió que su supresión, en algún caso o su 
nueva redacción, en otros, era altamente aconsejable a 
fin de acompasar nuestro Código Civil al espíritu de 
las disposiciones de los pactos ratificados por la Re- 
pública, v.g.: Pacto de San José de Costa Rica, ratifi- 
cado por la ley N” 15.737, de 8 de marzo de 1985 y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
19 de diciembre de 1966 (Protocolo Facultativo). 


En otros casos, las propuestas de modificaciones se 
imponían para resolver invencibles dificultades de inter- 
pretación, a las que se podía poner punto final, v.g. 
artículo 1956. También existían razones prácticas para 
otras modificaciones, ya que los textos actuales, a través 
de la larga vigencia del cuerpo legal, han demostrado 
ser perjudiciales a aquellos valores que. precisamente, 
se dirigían a proteger, v.g.: artículo 441. 


También la Comisión, en algún caso excepcional, 
encontró necesario suprimir algunas disposiciones; es el 
caso de los numerales 8” y 9” con excepción del último 
inciso del artículo 285, ya que, el N” 8 genera confusas 
situaciones que conllevan a la pérdida de ta patria potes- 
tad de personas que no han abandonado culpablemente 
a sus hijos. Y, en el N” 9 la expresión “riesgo cierto en 
la formación corporal, intelectual y moral del menor”, 
puede crear dificultades en la valoración de tales crite- 
rios con la consiguiente inseguridad en las relaciones 
familíares. 


Debe destacarse que la Comisión ha vacilado en for- 
mular tales propuestas. En efecto, la Comisión ha sido 
consciente de que su labor se limitaba a compilar y 
actualizar el Código Civil y, por lo mismo, dichas pro- 
puestas no se encuentran asignadas en la ley que organi. 
zó sus cometidos. Sin embargo, la gran mayoría de sus 
integrantes ha estimado que debía llevarse a conoci- 
miento del legislador la existencia de normas cuya ade- 
cuación reclama una reforma legislativa. Ciertamente, 
en los inicios del trabajo de la Comisión las propuestas 
de reforma legislativa era muy abundantes; finalmente 
se han limitado a veinte las disposiciones que se estiman 
de urgente consideración por los poderes públicos. 


Así, eñ lo relativo al Capítulo 1 del Título XI del 
Libro Primero, la Comisión se ha limitado a introducir 
las modificaciones mínimas al texto, de acuerdo a la ley 
procesal y se ha evitado insertar aquellas modificacio- 
nes que suponen una alteración sustancial de la naturale- 
za del instituto de la incapacidad, sin las precisiones 
normativas exigibles para la caracterización de la figura, 
de lo que sería en derecho comparado, una verdadera 
inhabilitación. No obstante, se estima pertinente advertir 
al Poder Legislativo sobre la conveniencia de efectuar 
un replanteo del tema y se propone la suspensión de la 
vigencia del artículo 447-2 del Código General del Pro- 
ceso, hasta que se realice un estudio global de dicha 
materia. 
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Igualmente la Comisión, si bien entendió que el cam- 
bio de las costumbres y los avances tecnológicos hacían 
necesario un reexamen de otras disposiciones del dere- 
cho de familia (filiación, etc.), tanto como de otras ra- 
mas del derecho civil, consideró en definitiva conve- 
niente no efectuar propuestas al respecto, desde que tal 
problemática excedía- el marco de sus atribuciones al 
requerir la adopción de criterios de política legislativa. 


Entrando en el análisis de las normas que se propone 
ajustar en su redacción, dejando de lado el caso ya refe- 
rido (artículo 285 números 8? y 9”), se mencionan las 
siguientes disposiciones: 


-], - Artículo 209. - Se propone regular la situación 
de los hijos del matrimonio declarado nulo, por lo dis- 
puesto en el artículo 174 por entender que no puede 
recaer sobre la condición legal de los hijos, la invalidez 
del matrimonio. 


2. - Artículo 210. - Se propone modificar su texto, 
por razones de justicia y a fin de adecuarlo al espíritu 
del Pacto de San José de Costa Rica ratificado por ley 
N* 15.737, de 8 de marzo de 1985. 


3. - Artículo 230. - Se propone agregar, luego de 
legítimos “o naturales”, por las razones referidas en el 
caso del artículo anterior. (artículo 210 del Código Ci- 
vil). 


4. - Artículo 237. - Se aconseja su derogación por las 
razones referidas anteriormente. 


5. - Artículo 284-1. - Se propone su inclusión en el 
artículo 285, como supuestos de pérdida de la patria 
potestad a instancia de parte. 


6. - Artículo 395. - En el actual texto legal sólo se 
prevén los bienes muebles preciosos o que tengan valor 
de afección; eso excluye del contralor jurisdiccional todo 
el universo mobiliario que la tecnología y los avances 
del presente siglo han colocado en una trascendencia 
patrimonial nunca vista antes. Así, los vehículos, camio- 
nes, complejos electrónicos, computadoras altamente.so- 
fisticadas han adquirido una creciente importancia que 
supera a la de los inmuebles. Al establecer la preceptivi- 
dad del contralor jurisdiccional para enajenar o gravar 
bienes muebles de un valor superior a las 500 unidades 
reajustables, se asegura una efectiva protección al pupi- 
lo y al interdicto, sin afectar el comercio jurídico. 


7. - Artículo 416. - La presentación por parte del 
tutor (y el curador general) cada tres años del estado de 
la situación en que se encuentra el patrimonio del pupilo 
(o interdicto), ya había sido reducido a un año, para, 
más adelante volver a los tres años. Hoy, sin embargo, 
la celeridad de la vida negocial hace necesario un con- 
tralor menos dilatado en el tiempo. 
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La disposición proyectada no altera la trienalidad de 
la presentación; en principio, simplemente faculta al juez 
y al fiscal, atento a las circunstancias particulares del 
caso, para reducir ese plazo como garantía de eficiente 
contralor sobre la administración del patrimonio de me- 
nores y de interdictos. 


8. - Artículo 441. Inciso 1%. - Se evita la preceptivi- 
dad de la curatela legítima. La experiencia indica que 
cuando existe un estado de separación de hecho o de 
conflictividad entre los esposos resulta altamente peli- 
groso confiar la curatela, necesariamente, a quien no 
guarda afecto a su cónyuge. 


9. - Artículo 442. Inciso 2”. - Se incorpora a los hijos 
naturales reconocidos como posibles curatelados por sus 
padres. Se busca conciliarlo con el espíritu del Pacto de 
San José de Costa Rica. 


LO. - Artículo 442-1. - Se procura flexibilizar el régi- 
men de la curatela legítima. en protección de los incapa- 
ces. 


EJ. - Artículo 842. N* 2. - Se elimina “varón y” a fin 
de que también sea susceptible de incurrir en esta causal 
de indignidad la mujer, ya que su estado cultural actual 
no justifica esta discriminación. 


12. - Artículo 900, N* 3, - El Protocolo facultativo 
del Pucto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
de 19 de diciembre de 1966 consigna que deben equipa- 
rarse los derechos de la mujer, por lo que, esta norma 
establece una discriminación contra la mujer, desde que 
el ejercicio de la prostitución no es privativa de ésta. 


13. - Artículo 1956. - La redacción que se aconseja 
elimina la ambigiedad del actual texto legal en cuanto 
al cotejo de la entidad de las cuotas en la copropiedad, 
sin referencia alguna a su costo. 


14. - Finalmente, se incorpora -como artículo 2018- 
una norma interpretativa relativa a la derogación del 
instituto de la renuncia a los gananciales operada por la 
ley N* 10.783 (artículos 1? y 2%), A su vez, el inciso 2” 
proyectado evita el efecto retroactivo absoluto de la nor- 
ma interpretante, salvaguardando el comercio jurídico y, 
en especial, obviando la observación de títulos antece- 
dentes inmobiliarios en cuyas procedencias exista una 
renuncia a los gananciales. 


La modificación de los valores en materia de cola- 
ción, los alimentos forzosos y de recompensas se exami- 
na en el capítulo siguiente. 


-VI- 
El tema de la corrección monetaria ha sido uno de 


los que mayores dificultades ha planteado a la Comi- 
sión. 
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El conflicto ya señalado entre disposiciones caídas 
en desuso cuya “actualización” suponía una reforma y 
cuyo mantenimiento no cumplía ningún objetivo, se hizo 
en este tema, de una magnitud considerable, habiendo 
existido en la Comisión discrepancias sobre la inciden- 
cia del decreto-ley N” 14,500, de 8 de marzo de 1976, 
en el derecho de familia y sucesorio. 


El Código Civil, como es sabido y como es propio 
de la legislación del siglo XIX, se adhiere a una concep- 


ción. nominalista por la cual las sumas debidas deben : 


satisfacerse en la misma especie, salvo acuerdo en con- 
trario y por su valor nominal y no por el valor real o de 
cambio. 


Coincidente con esta concepción, es especialmente 
en sede de alimentos forzosos, colación y de recompen- 
sas donde la inflación ha distorsionado totalmente la 
finalidad de estos institutos, ya que, pasados algunos 
años, el valor de los alimentos, de la donación y el de la 
recompensa es devorado por la inflación y, a la época 
de su liquidación, normalmente muchos años después, 
ha prácticamente desaparecido. Es cierto que en materia 
de sociedad conyugal y, por ello, con referencia a las 
recompensas el cónyuge acreedor de la misma no tiene 
porqué aguardar muchos años para percibirla, pudiendo, 
si así lo desea, provocar la disolución de la sociedad 
conyugal (artículo 6? de la ley N” 10,783 de 18 de se- 
tiembre de 1946) y, como operación de la liquidación, 
obtener el cobro de su recompensa. En todo caso, de 
común acuerdo, los esposos pueden restablecer la socie- 
dad conyugal (artículo 1996 Código Civil). 


Sin embargo, además de que esta solución puede no 
resultar siempre viable o práctica, obligaría a sucesivas 
disoluciones (y los consiguientes restablecimientos de la 
sociedad conyugal) para evitar la pérdida del valor de la 
recompensa y el costo de tales disoluciones gravaría, 
innecesariamente el crédito a cobrar. 


Por otra parte, en materia de colación los coherede- 
ros forzosos no donatarios, no pueden, siquiera, contar 
con un mecanismo que anticipe la liquidación de la 
donación ya que si se lo acordare sería absolutamente 
nulo por ilicitud de su objeto (artículo 1285 Código 
Civil). i 


Esta situación de injusticia originó discrepancias doc- 
trinarias y jurisprudenciales. La solución de este acu- 
ciante problema no está comprendida dentro de los co- 
metidos de esta Comisión. Por otra parte, a diferencia de 
las propuestas legislativas efectuadas en el Capítulo an- 
terior, que no suponían una modificación sustancial de 
ta estructura y de los principios rectores, originales del 
Código Civil, en sede de alimentos forzosos, recompen- 
sas y colación se hacía necesario adoptar criterios de 
política legislativa y económica de gran trascendencia. 
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En función de ello se estimó conveniente limitar la 
propuesta de reforma en materia de corrección moneta- 
ria a aquellos temas en los que el mantenimiento de la 
redacción del Código presenta cotidianamente probie- 
mas y advertir, a un tiempo, la necesidad de abordar 
también en la etapa ya anunciada de reforma de éste, 
tan acuciante cuestión. 


La Comisión no pretende, de acogerse la propuesta 
que se analiza en este Capítulo, alterar el nominalismo 
estructural sobre el que se asienta el Código Civil y la 
legislación en general. Pero, como ocurre con el decre- 
to-ley N” 14,500, de 8 de marzo de 1976, la ley acude a 
resolver situaciones especialmente afectadas por el no- 
minalismo legal y cuya urgencia hace necesaria la inter- 
vención del legislador. 


En consecuencia y dada la importancia del problema 
de la desvalorización en estos institutos, como son: la 
colación, tas recompensas y los alimentos forzosos, la 
Comisión tomó soluciones puntuales en determinadas 
normas, sugiriendo una reforma sobre los artículos 1108 
inciso 17, 871, 889 inciso 2”, 1968, 1969 inciso 3", 2003 
y 2008 inciso 4” cuyo texto se indica al pie de cada uno. 
Se advierte que esto es sin perjuicio de aspirar una solu- 
ción global para la generalidad de los casos y aquellas 
situaciones que puedan haber quedado sin contemplar, 
entre ellas las de los artículos 71, 211, 269, 425, 427, 
493, 507, 512, 602, 684, 695, 700, 734, 751, 997, 1100, 
1135, 1156, 1308, 1312, 1319, 1482, 1706, 1955 inciso 
6”, 1957, 1959, 1965 y 2363. 


Asimismo se encontró necesario redactar una dispo- 
sición transitoria (que se incluiría como incisos segundo 
y tercero del artículo 2391-1) que resuelva el problema 
de la vigencia en el tiempo de aquellas modificaciones. 


- VH - 


Corresponde precisar finalmente, que una situación 
especial se planteó en relación a los artículos 2006 y 
2007, en tanto lo inconciliable de las tres interpretacio- 
nes formuladas, impidió llegar a una conclusión que 
recogiese al menos la mayoría absoluta de las opiniones 
de los integrantes de la Comisión, a pesar de las múlti- 
ples deliberaciones llevadas a cabo a tal objeto. 


Se indica a consecuencia, en el lugar de los referidos 
artículos las tres interpretaciones formuladas y se acom- 
paña a la presente exposición por separado, la funda- 
mentación de cada una de las interpretaciones aportadas 
por los doctores Vaz Ferreira; Arezo; y escribanos Cafa- 


ro, Pardías y doctores Carnelli y Bervejillo -respectiva- 


mente- con las adhesiones correspondientes. 
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LIQUIDACION DE LA SOCIEDAD CONYUGAL 
Artículos 2006 y 2007 
Interpretación “A” 


Artículo 2006. - Se liquidarán y pagarán los capita- 
les de los cónyuges y las deudas, cargas y obligaciones 
de ta sociedad. 


Cua e) caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesto en este artículo, se observará lo determinado 
sobre los créditos privilegiados y graduación de acree- 
- dores. 


Artículo 2007. - Derogado en virtud de los artículos 
[* y 2? de la ley N” 10.783, de 18 de setiembre de 1946. 


“Si en la liquidación de la sociedad conyugal los 
acreedores sociales pueden considerarse privilegiados res- 
pecto a los cónyuges acreedores de recompensas”. 


Para responder a esta cuestión, basta leer las dos 
primeras líneas del artículo 2368 del Código Civil: 


“Privilegio es un favor especial con que la ley mira 
ciertos créditos personales en concurso de acreedores”. 

“Favor especial”: es decir, de interpretación estricta. 
Con que “la ley” mira ciertos créditos; es decir, que sólo 
los puede determinar la ley, no la imaginación de nin- 
gún intérprete. 


El texto del Código es suficientemente claro, pero, 
ya que desde hace décadas se intenta desconocerlo, cita- 
remos algunas indiscutidas opiniones doctrinarias. 


García Goyena por ejemplo (cuyo capítulo “De los 
privilegios” es citado por Narvaja como antecedente en 
esta materia) decía anotando su artículo 1923: “Que con- 
cede la ley: por la calidad favorable del mismo crédito, 
como acabo de decir, no por consideración a la persona 
del acreedor. Todo privilegio es una exorbitancia y des- 
vió del derecho común; así, pues, no puede proceder 
sino de la ley: el simple convenio de los particulares no 
bastaría a darlo”. 


Es decir: que el privilegio de los acreedores sociales 
contra los cónyuges sólo podría admitirse, en el derecho 
vigente, si algún texto legal se los concediera. Nunca 
nadie dijo cuál es ese texto. i 


En el régimen del Código Civil, el artículo 2371 
número 3, concedía un privilegio a la mujer casada so- 
bre los bienes del marido y del texto del artículo 2005 
surgía un privilegio de la mujer contra los acreedores 
por deudas, cargas y Obligaciones de la sociedad, Este 
privilegio ha quedado tácitamente derogado, pero nunca 
se sancionó un texto legal que diga por ejemplo: “Los 


CAMARA DE SENADORES 


acreedores por deudas, cargas y obligaciones de la so- 
ciedad conyugal son privilegiados respecto a las recorn. 
pensas adeudadas a la mujer”. 


Que el privilegio sólo puede fundarse en un texto 
legal expreso, es una verdad elemental que siempre ad- 
mitió la más autorizada doctrina, 


Se transcribe p. ej. de una obra contemporánea de 
nuestro Código, la de Reodiere y Pont “Traité du contrat 
de mariage et des droits respectifs des époux relative- 
ment á leurs biens” t.2 N” 1088, p.360. “El privilegio es 
un derecho excepcional y absolutamente exorbitante. Por 
lo mismo no podría ser establecido por vía de analogía y 
no existe sino a condición de encontrarse escrito en un 
texto positivo y formal. Entre los principios admitidos, 
no hay ninguno más cierto que éste”. 


Podría continuarse con las citas, todas en el mismo 
sentido. Por ejemplo: Planiol, Traité éiémentaire, t. II 
N* 2544: “Primera idea del privilegio. Propiamente ha- 
blando, el privilegio es una disposición de la ley que 
favorece a un acreedor (es Planiol quien escribe esto en 
bastardilla)... De ello resulta que un privilegio no puede 
ser establecido sino por la ley. Es la idea que expresa 
todavía la palabra privilegio: ley hecha en un interés 
privado. En consecuencia los privilegios son de inter- 
pretación estricta y no existen sin un texto que los acuerde 
expresamente”. 


En este sentido, existe absoluta unanimidad doctri- 
naria. Así como en derecho penal es verdad incontrover- 
tida que no hay delito sin ley que lo prevea, que no hay 
pena sin ley, en derecho civil no se discute que no hay 
privilegio sin ley que lo conceda. 


Con esto no queremos decir que la palabra “privile- 
gio” sea sacramental. En ciertos casos la ley no habla de 
privilegios sino de preferencias. O, como ocurría en los 
artículos 2005 a 2007, disponiendo en qué orden se de- 
bían pagar las deudas. Pero se trata siempre de privile- 
gios concedidos por textos legales, 


Puede entonces preguntarse en qué texto legal se 
funda actualmente el pretendido privilegio de los acree- 
dores de la sociedad respecto a los créditos por recom- 
pensas. 


En la fundamentación de la interpretación “B” no se 
cita ninguno. Simplemente, teniendo en cuenta la equí- 
paración de las facultades de ambos cónyuges, se da por 
derogado el artículo 2005 y se traslada a la mujer al 
2007, Con idénticos fundamentos pudo considerarse de- 
rogado el 2007 y ubicar al marido en el 2005. 


En cuanto a la posición del doctor Gatti, se basaba 
en un grueso, evidente e inexplicable error. Para demos- 
trarlo, basta transcribir lo que decía intentando refutar la 
posición de Vaz Ferreira: 
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“Supongamos que el marido, que tiene un capital 
propio de $ 200.000 y ha adquirido durante el matrimo- 
nio a título oneroso, un inmueble de $ 200.000 y tiene 
" además deudas por $ 400.000, enajena sus bienes pro- 
pios. En tal supuesto no solamente ha sustraído de la 
prenda de sus acreedores $ 200.000 eliminando la posi- 
bilidad de que éstos puedan cobrarse íntegramente sus 
créditos de $ 400.000, sino que ese hecho, la enajena- 
ción del bien, que disminuye la garantía de los acreedo- 
res, le da aún la posibilidad de concurrir con éstos a 
repartirse proporcionalmente los $ 200.000 que quedan 
de bienes gananciales”. 


Argumentación sin sentido. 


Que enajenando bienes se pueda burlar a los acree- 
dores, es algo que puede hacer cualquier persona, casa- 
da o soltera, si los acreedores no han pedido garantías y 
no prospera la acción pauliana. 


Pero en el párrafo transcrito no se advirtió que la 
concurrencia dei marido al reparto de los gananciales 
nunca perjudica a los acreedores sino que en muchos 
casos los favorece, pues el crédito del marido contra la 
masa ganancial es un bien que integra la prenda común 
de los acreedores y al hacerlo efectivo el marido, los 
acreedores (que normalmente ya le habrán trabado un 
embargo genérico) se cobrarán inmediatamente sobre lo 
que por concepto de recompensa haya obtenido el mari- 
do. Es decir, repetimos, que no sufrirán ninguna clase de 
daño. 


Es lamentable que cuando, en la década del 50, en 
las deliberaciones de la Comisión organizada por el de- 
cano Couture para proyectar la coordinación de las dis- 
posiciones del Código Civil con las de la ley de dere- 
chos civiles de la mujer, el citado argumento de Gatti 
haya sido aceptado por algunos miembros de la Comi- 
sión, lo que impidió Negar a un acuerdo. 


Hacemos notar que en tales divergencias influían, no 
sólo las maneras de razonar, sino también las diferen- 
cias de puntos de vista originadas por la diversidad de 
especializaciones. 


Algunos integrantes de la Comisión, vinculados a 
actividades bancarias, tendían a pensar, con total since- 
ridad, en los problemas del crédito y de los acreedores 
(en la mayoría de los casos: instituciones bancarias). 


Otros centrábamos nuestra atención en los proble- 
mas de familia. En el caso particular de Vaz Ferreira, 
como profesor de Derecho de Familia y Defensor de 
Menores en el Poder Judicial. dio siempre primordial 
importancia al interés de la familia. Se han conocido 
numerosos casos en que la esposa fue propietaria de 
algunos bienes y en que el marido contrajo importantes 
deudas e indujo a la mujer a vender sus propiedades. En 
tales situaciones consideramos inocuo que el privilegio 
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que se concediera a los Bancos acreedores impidiera a 
la mujer recuperar, en su beneficio y en ciertos casos en 
el de sus hijos menores, siquiera una cuota de lo perdi- 
do, 


Pero estas son consideraciones secundarias. Lo deci- 
sivo es que el pretendido privilegio no surge de ningún 
texto legal. 


Se ha leído atentamente la fundamentación de la 
interpretación “B”. En su mayor parte sólo tiene interés 
histórico, en cuanto se refiere al Código Civil y a su 
reforma por la ley de derechos civiles de la mujer. Sólo 
en los tres parágrafos finales entra, dice, “en el meollo 
de la cuestión” y afirma que “Derogado, entonces, el 
artículo 2005, quedan los acreedores sociales como los 
primeros en cobrar”, que “El inciso segundo del artículo 
2006 está derogado en la dote” y que “primero se pagan 
las deudas y las cargas y las obligaciones de la sociedad 
(artículo 2006, inciso primero)” (citas textuales). Es de- 
cir: que afirma la derogación del 2005, la derogación 
del inciso segundo del artículo 2006 en cuanto a la dote 
y la vigencia del inciso primero del artículo 2006 pero 
con la supresión de las palabras “después de la dote de 
la mujer”. 


Este planteamiento nos resulta inaceptable. Los artícu- 
los 2005, 2006 y 2007 constituían un conjunto de normas 
inescindiblemente ligadas entre sí e inobjetables dentro 
del régimen del Código. Su derogación sólo puede inter- 
pretarse como total, no puede pensarse que alguna parte 
del artículo 2006 sobreviva aislada y mutilada. 


No dudamos, pues, que actualmente no subsiste nin- 
gún privilegio, porque ningún texto lo concede a ningún 
crédito. 


La redacción propuesta es entonces la que se cita ut 
supra. Fuera de las razones de técnica jurídica que im- 
ponen esta redacción (imposibilidad de admitir privile- 
gios que no se funden en textos legales) entendemos que 
la negación de todo privilegio a los acreedores es la más 
justa y la que da mejor solución a problemas que fre- 
cuentemente se plantean en la práctica. Suele por ejem- 
plo suceder que la mujer, inducida por el marido, vende 
un inmueble propio sin subrogarlo por otro y que el 
marido, por malos negocios o por gastador, contrae deu- 
das y cae en la insolvencia. Si se optara por conceder un 
privilegio a los acreedores, en muchos casos el capital 
propio de la mujer quedaría totalmente perdido. La ne- 
gación del privilegio permitirá salvar al menos un por- 
centaje de dicho capital propio, en perjuicio de los acree- 
dores, pero en beneficio de la esposa y en muchos casos 
de los hijos menores. 

En el planteamiento de la interpretación “B” influye 
un grave error de interpretación de las normas de nues- 
tro viejo régimen legal. Dice por ejemplo textualmente 
“que el pago de la dote de la mujer no se hacía a expen- 
sas de los acreedores de la sociedad, sino que la menta- 
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da situación privilegiada de la dote no suponía que en su 
pago se desplazara a los acreedores de la sociedad ni se 
hiciera en desmedro del resto del pasivo social (deudas, 
cargas y obligaciones de la sociedad) administrados por 
el marido”; “Y, aún en el concurso, podía suceder que el 
crédito dotal que gozaba de un privilegio de tercer grado 
se viera desplazado por acreedores con mejor privile- 


gio”, 

En estos y en otros párrafos se advierte una total 
confusión entre lo dispuesto por los artículos 2005 y 
2371. Tal confusión es posiblemente provocada por la 
remisión del artículo 2005 al 2371: esta remisión, que 
hace valer la interpretación “B” para negar que las re- 
compensas adeudadas a la mujer fueran privilegiadas, 
no se encontraba en el texto de Narvaja ni en la edición 
oficial de 1893, es una de las tantas remisiones carentes 
de sentido apregadas por del Castillo. Es sabido que 
estas remisiones se hicieron en algunos casos para remi- 
tirse de un texto a otro concordante, en otros para seña- 
lar diferencias de soluciones o por cualquier otro motivo 
y que por lo tanto no se les puede dar en ningún sentido 
fuerza obligatoria. 


Los artículos 2005 y 2371 se referían a créditos dife- 
rentes. El primero: a las recompensas adeudadas a la 
mujer, a créditos de la mujer contra la sociedad conyu- 
gal, pagaderos con gananciáles. El segundo: a créditos 
de la mujer contra el marido, pagaderos con bienes de 
éste. 


Para aclarar lo expuesto con un ejemplo supondre- 
mos que, bajo la vigencia del régimen de! Código Civil, 
a la disolución de ta sociedad conyugal existían ganan- 
ciales por valor de 100, que durante la sociedad el mari- 
do había enajenado los bienes de la mujer por valor de 
200, que había contraído otras deudas a cargo de la 
sociedad no favorecidas por un privilegio por valor de 
400 y que los bienes propios del marido valían 250. 


No existía ninguna duda de que debía ante todo cum- 
plirse el artículo 2005: “En primer lugar se pagará la 
dote de la mujer”. Es decir: que la totalidad de los 
gananciales, 100 correspondían a la mujer, nada a los 
acreedores. : 


Y se configuraba lo previsto por el artículo 2006, el 
caudal ganancial no alcanzaba para pagar la dote de la 
mujer y las deudas y cargas y obligaciones de la socie- 
dad. Entonces y recién entonces, correspondía aplicar el 
segundo inciso del artículo 2006 en su remisión a “lo 
determinado sobre los créditos privilegiados y gradua- 
ción de acreedores”. En el ejemplo que hemos tomado, 
ya no existen gananciales, pues los que existían por 
valor de 100 fueron agotados por el pago a la mujer de 
la mitad de la recompensa adeudada. Sobre los 250 que 
constituyen los bienes propios intentarán cobrarse, en 
concurso, la mujer 100 y los acreedores 400. Si, como 


CAMARA DE SENADORES 


hemos supuesto, ningún acreedor es privilegiado, la mu- 
jer cobraría 100 (completando así los 200 que por re- 
compensas se le adeudaban) y los 15() restantes propios 
del marido se repartirían a prorrata entre los acreedores 
por 400. 


Podía ocurrir, al contrario, que todos los créditos 
fueran privilegiados en primer grado (expensas funera- 
les, gastos de enfermedad, honorarios de abogados, atra- 
sos de impuestos, etc.): entonces la mujer no cobraría 
nada. 


Es decir: que en el sistema del Código dos textos 
daban privilegios a la mujer: el artículo 2005 (“En pri- 
mer lugar...) sobre los gananciales y 2371 sobre los 
bienes del marido. 


Es lógico admitir que tales privilegios fueron dero- 
gados por el cambio de régimen matrimonial; pero no 
tiene ningún fundamento la interpretación conforme a la 
cual actualmente todos los créditos, incluidos los que 
nunca gozaron de ningún privilegio, ahora, a consecuen- 
cía de la ley de derechos civiles de la mujer, pasarían a 
ser privilegiados respecto a las recompensas debidas a 
cualquiera de los cónyuges. 


Todos estamos de acuerdo en que son privilegiados 
respecto a las recompensas las expensas funerales del 
deudor difunto, los gastos de enfermedad de que haya 
fallecido el deudor, los gastos de subsistencia del deudor 
y su familia durante el último año y en su caso todos los 
privilegiados conforme a los artículos 2369 y siguientes. 
Pero es inadmisible la innovación propuesta en la fór- 
mula “B” conforme a la cual serían privilegiados res- 
pecto a las recompensas todos los créditos sin distin- 
ción. Si por ejemplo el marido ha contraído deudas ban- 
carias para dilapidar el dinero en el juego y otros vicios 
y la mujer ha vendido sus bienes para mantener a la 
familia (esto no es imaginación: lo hemos visto más de 
una vez en la práctica) los créditos de los bancos serían 
privilegiados respecto a las recompensas adeudadas a la 
mujer. Tal privilegio no tiene ninguna base legal (pues 
no resulta de ningún texto) ni tiene el menor fundamen- 
to de justicia o equidad. Sería una reforma que (a dife- 
rencia de las otras propuestas) no tendería a mejorar 
sino a empeorar el sistema vigente. 


En cuanto a la interpretación “C” (que en dos opor- 
tunidades obtuvo en la Comisión el voto mayoritario): 
la consideramos muy preferible a la “B” en cuanto pue- 
de evitar que en casos como el expuesto las ditapidacio- 
nes de un cónyuge puedan tener como consecuencia la 
pérdida total del capital propio del otro, en perjuicio 
suyo y de la familia. Pero, desde que significaría la 
creación de un nuevo privilegio, esta interpretación sólo 
podría plantearse como reforma legislativa. 


Doctor Eduardo Vaz Ferreira. 
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Adhiriendo a la fundamentación del doctor Eduardo 
Vaz Ferreira, sin compartir todas las consideraciones 
formuladas. 


Doctor Raúl Alonso de Marco 
interpretación “B” 


Artículo 2006. - En primer lugar se liquidarán y pa- 
garán las deudas y las cargas y obligaciones de la socie- 
dad. 


Cuando el caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesta en este artículo, se observará lo determinado 
wbre los créditos privilegiados y graduación de acree- 
dores. 


Artículo 2007. - Seguidamente se liquidará y pagará 
el capital de los cónyuges hasta donde alcance el caudal 
inventariado de acuerdo a las reglas de la presente Sec- 
ción. 


l. - La ley N* 10.783 de 18 de setiembre de 1946 
modificó y derogó diversos artículos del Código Civil. 
especialmente, en sede de liquidación de la sociedac! 
conyugal. Este dictamén se limita a ¡ilustrar acerca de l:: 
incidencia de la referida ley en cuanto a los artículos 
2005, 2006 y 2007. - 


2. Para ello y habida cuenta que la ley N* 10,783 
operó la derogación tácita del texto civil originario, es 
necesario conocer la operatividad de la sociedad conyu- 
gal antes de dicha ley y en qué forma ésta derogó tácita- 
mente al anterior texto del Código Civil. La derogación 
tácita, presupone, claro está, que la nueva ley sea incon- 
ciliable con el texto anterior. No puede, pues, admitirse 
una derogación que no sea inconciliable con el régimen 
del Código Civil y, menos aun, si cabe, una modifica- 
ción de la operatividad de la liguidación de la sociedad 
conyugal divorciada del nuevo texto legal (ley N? 10,783). 

, 


3. - La ley N* 10,783 (“de Derechos Civiles de la 
Mujer”) resulta claro que no introdujo modificación al- 
guna al régimen de liquidación de la sociedad conyugal, 
sino en lo que fuera, necesariamente inconciliable con 
el nuevo texto, en especial el artículo 1”, en cuanto 
dispone que “la mujer y el hombre tienen igual capaci- 
dad civil”. 


4. - Es más, en la única disposición en la que alude a 
la liquidación de la sociedad conyugal (artículo 6* inciso 
2%) se remite a las reglas del Código Civil. Comence- 
mos, entonces, con una rápida reseña del régimen ante- 
rior a 1946. 


5. - En el régimen originario del Código Civil exis- 
tían, durante la vigencia de la sociedad conyugal, tres 
masas de bienes: a) las dotales (hoy, propios de la mu- 
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jen), b) los maritales (hoy, propios del marido) y, e) los 
gananciales. La administración de las tres masas corres- 
pondía, ordinariamente, al marido: los maritales y ga- 
nanciales (artículo 1970 Código Civi)) y los dotales (ar- 
tículo 2033 Código Civil). 


6. - La administración unipersonal hacía al marido 
responsable del pasivo social y del personal con sus 
bienes maritales y los gananciales (artículo 1975 Código 
Civil). Aun cuando la mujer fuera administradora ex- 
traordinaria de la sociedad conyugal, sus actos y contra- 
tos se “miraban como celebrados por el marido” (artícu- 
lo 1982 Código Civil). 


7. - Entrando, ahora, a la sistemática legal, la dote 
de la mujer era el crédito de ésta contra el marido. Esa 
fue la enseñanza unánime (Conf.: Joaquín Secco lla: 
“Capitulaciones Matrimoniales y Sociedad Legal”, en 
Revista Jurídica, Centro de Estudiantes de Derecho, Mon- 
tevideo Año II, Setiembre 1929, N” 29, especialmente 
páginas 160 y siguientes). Tal crédito (dote) gozaba de 
un tratamiento especial y privilegiado “lato sensu”, en 
cuanto el artículo 2005 Código Civil disponía: “En pri- 
mer lugar se liquidará y pagará la dote de la mujer, 
según las reglas que para su restitución están determina- 
das en cl Capítulo HI de este Título, con las modifica- 
ciones que resultarán de las disposiciones siguientes (ar- 
tículo 2371, número 3)”. 


8. - Al respecto cabe hacer notar que, siempre bajo 
cl régimen anterior a la vigencia de la ley N* 10,783, de 
18 de setiembre de 1946, la dote, si bien la ley disponía 
su liguidación y pago “en primer lugar”, agregaba a 
continuación algo muy importante “con las modificacio- 
nes que resultarán de las disposiciones siguientes” y se 
remitía, precisamente, al artículo 2371, N” 3 Código 
Civil que establecía que en caso de concurso de acree- 
dores del marido, la esposa tenía un privilegio “strictu 
sensu” de tercer grado; que, a su vez, de acuerdo al 
artículo 2378 Código Civil son “créditos que se refieren 
indistintamente unos a otros, según las fechas de las 
causas”. 


9. - También, entre las “modificaciones que resulta- 
rán de las disposiciones siguientes” al artículo 2005 Có- 
digo Civil, se encuentra la disposición medular del artículo 
2006, inciso segundo que, luego de expresar que “des- 
pués de la dote de la mujer, se pagarán las deudas y las 
cargas y las obligaciones de la sociedad” (inciso prime- 
ro), dispone: “Cuando el caudal no alcanzare para cum- 
plir todo lo dispuesto en este artículo y el anterior, se 
observará lo determinado sobre los créditos privilegia- 
dos y graduación de acreedores” (inciso segundo). 


10, - De manera, pues, que el pago de la dote de la 
mujer no se hacía a expensas y en desmedro de los 
acreedores de la sociedad, sino que la mentada situación 
privilegiada de la dote. no suponía que en su pago se 
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desplazara a los acreedores de la sociedad ni se hiciera 
en desmedro del resto del pasivo social (deudas, cargas 
y obligaciones de la sociedad) administrados por el ma- 
rido. En suma, entonces, “el primer orden de pago” 
(artículo 2005 ab-initio Código Civil) no era preclusivo 
y autónomo del pago a los acreedores sociales (como lo 
son los grados de privilegio dentro del concurso civil o 
la quiebra), ya que, en caso de que no alcanzare el 
activo para satisfacer, a la vez, el crédito dotal y el 
crédito de los acreedores sociales debían todos (esposa y 
acreedores) concurrir al concurso del marido. 


11. - Y, aun en el concurso podía suceder que el 
crédito dotal que gozaba de un privilegio de tercer grado 
(precedente parágrafo N” 8) se viera desplazado por acree- 
dores con mejor privilegio. Pero, en cualquier caso, el 
crédito dotal era un crédito más que debía soportar el 
marido (el pasivo social administrado por éste) y al que 
respondía con sus gananciales y propios sin limitación 
alguna, ya que el beneficio de emolumento (artículo 
2014, Código Civil), como la renuncia a los gananciales 
para liberarse (artículo 2018 Código Civil) eran institu- 
tos reservados exclusivamente a la mujer o a sus herede- 
ros). 


12. - Finalmente, el artículo 2007 Código Civil dis- 
ponía: “Seguidamente se liquidará y pagará el capital 
del marido hasta donde alcance el caudal inventariado, 
haciendo las rebajas que correspondan por las mismas 
reglas que respecto de la dote se determinan en la Sec- 
ción II del Capítulo siguiente”. En otras palabras, el 
marido, el deudor en surna, cobraba, si quedaba caudal 
y en la medida en que lo hubiese, sus créditos por re- 
compensas. Si quedaba remanente, el resto componía el 
fondo de gananciales (artículo 2008, inciso primero Có- 
digo Civil). 


13. - En síntesis, pues, el régimen originario de li- 
quidación de la sociedad conyugal era muy simple. La 
dote y los acreedores sociales cobraban en primer lugar 
(ya que las expresiones de los artículos 2005 y 2006 ab- 
initio se desvanecen ante el contundente inciso segundo 
del artículo 2006 Código Civil). Y si restaba caudal, y 
en cuanto quedare, permitía al marido cobrar sus crédi- 
tos contra la sociedad. El resto componía el fondo líqui- 
do de gananciales que (antes como después de la ley N* 
10.783) “se dividirá entre marido y mujer o sus respecti- 

vos herederos” (artículo 2010 Código Civil). 


14. - La ley N* 10.783, de 18 de setiembre de 1946, 
no modificó, insistimos, el sistema de liquidación de la 
sociedad conyugal por lo que régimen de tiquidación 
por masa única (y no doble como sostenía Gatti) es el 
vigente. Pero alteró la estructura interna de las masas 
que de tres pasaron a ser cinco (y ho cuatro como sostie- 
ne Vaz Ferreira), a saber: a) propios del marido, ex 
maritales; b) propios de la mujer; ex dotales; c) ganan- 
ciales administrados por el marido; d) gananciales admi- 
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nistrados por la mujer; y e) gananciales administrados 
por ambos. 


15. - Claro está que tanto las actuales cinco masas 
como las anteriores tres son de existencia eventual, se- 
gún las circunstancias de cada caso. Cuando se habla de 
tres y de cinco masas se alude al número máximo que 
pueden darse, pero que, obviamente, no tienen por qué 
darse en todas las sociedades conyugales. 


16. - A partir de la ley N* 10.783 y en aplicación del 
principio de igualdad entre ambos cónyuges, que quiere 
decir que la mujer dejó de ser incapaz relativa (artículo 
1280, inciso primero Código Civil) y se los igualó en el 
estatuto de capacidad que, antes de 1946, tenía el hom- 
bre y, en principio, la mujer soltera (ya que la incapaci- 
dad relativa era sólo para la mujer casada). Como con- 
secuencia, la mujer (casada) vio desaparecer todos aque- 
llos institutos que, hasta 1946, se inspiraban en una pro- 
tección o contrapeso a los poderes casi omnímodos del 
marido, como ser: separación judicial de bienes (artícu- 
los 1985 y siguientes Código Civil), beneficio de inven- 
tario o emojumento (artículo 2014 Código Civil), renun- 
cia a los gananciales (artículo 2018 Código Civil) y el 
régimen dotal mismo como todo lo que es anejo: potes- 
tad marital, relativa inalienabilidad de los bienes dota- 
les, etcétera y su situación especial en cuanto a la liqui- 
dación y cobro de los bienes dotales. 


17. - Cuando decimos que desaparecieron institutos 
anteriores a 1946, aludimos a que fueron derogados tá- 
citamente tal como funcionaban antes. En algún caso la 
ley N” 10.783 lo sustituyó expresamente: separación de 
bienes (artículos 6% y 7*); otros los hizo extensivos a 
ambos esposos (beneficio de inventario o emolumento); 
a otros los derogó (renuncia a los gananciales) y, sin 
asomo de duda, legítima, eliminó el régimen dotal y sus 
connotaciones aludidas en el número anterior. 


18. - Desde la ley N” 10.783 la esposa, bajo el régi- 
men legal, administra sus propios y los gananciales que 
adquiere y coadministra los adquiridos por ambos; como 
el marido, por su parte, administra sus propios, los ga- 
nanciales que adquiere y coadministra los gananciales 
adquiridos por ambos (siempre a título oneroso). Cada 
cónyuge, conjunta o separadamente, también, contraen 
deudas con cargo al fondo social (acreedores sociales), 
sin perjuicio, por supuesto, de contraer también deudas 
personales. 


19. - Sin entrar, siquiera remotamente a analizar el 
funcionamiento de la sociedad conyugal, punto ajeno al 
tema en examen, sí cabe aludir a que hoy tanto el mari- 
do como la mujer pueden obligar al fondo ganancial o 
social (de ahí parte Gatti para sostener la proyección de 
la duplicidad de la administración al tiempo de la liqui- 
dación). Pero el fondo social, una vez disuelta la socie- 
dad conyugal, responde a todo el pasivo social, sea cual 
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sea el cónyuge que se obligó, esto es, se liquida por 
masa única, ya que ninguna norma de la ley N” 10,783 
innovó en la materia ni la supervivencia del sistema de 
liquidación por masa única es inconciliable con la igual- 
dad de capacidad de los cónyuges, como, acertadamen- 
te, opina Vaz Ferreira. 


20. - Corresponde, ahora, entrar en el meollo de la 
cuestión, es decir, cómo quedan los artículos 2005 a 
2007, al desaparecer el régimen dotal y sus consecuen- 
cias. No parece dudoso que, desaparecida la dote, el 
artículo 2005 Código Civil queda enteramente deroga- 
do. La mujer casada, igualada en su capacidad con el 
hombre, que administra, coadministra y obliga a la so- 
ciedad legal al igual que su cónyuge, está, ineludible- 
mente, en idéntica situación jurídica que éste, frente a 
los acreedores sociales, por lo que es abiertamente ¡le- 
gal, sostener que los créditos de los cónyuges por re- 
compensas (que hasta 1946 el marido sólo cobraba si 
alcanzaba el caudal inventariado luego de satisfechos 
los acreedores sociales) (artículo 2007 Código Civil) se 
encuentren en el primer lugar junto a los acreedores 
sociales como ocurría con la dote que, como se dijera 
(Parágrafos Nos. 8 a 11) tampoco se hacía en desmedro 
de los acreedores sociales la satisfacción de la misma, 
antes de 1946. ú 


21. - Derogado, entonces, el artículo 2005 quedan 
los acreedores sociales como los primeros en cobrar. Y 
ello resulta, como creemos haberlo explicitado y demos- 
trado, con lo dicho antes, del impacto de la ley N* 10.783 
con el Código Civil. Es totalmente inconciliable con la 
igualdad de los cónyuges, ambos como deudores del 
pasivo social, admitir que los acreedores sociales se en- 
cuentren equiparados con los esposos. A ello se puede 
agregar que hasta 1946, el marido, único administrador 
de la sociedad legal y que podía obligarla, respondía por 
el total de las deudas de la sociedad (artículo 2015 Có- 
digo Civil). Hoy, tal responsabilidad total la tiene cada 
cónyuge por las deudas que él contrae, punto que no se 
discute. La situación jurídica de la mujer casada como 
la del marido es idéntica frente al pasivo social: primero 
se pagan las deudas y las cargas y las obligaciones de la 
sociedad (artículo 2006, inciso primero). El inciso se- 
gundo del artículo 2006 está derogado, en la dote. Se- 
guidamente se liquidará y pagará el capital del marido y 
de la mujer hasta donde alcance el caudal inventariado. 
Y nada más. 


22. - Es por ello que estimamos que el proyecto de 
ajuste de los artículos 2005 (derogado), 2006 y 2007 es 
el que se indica al comienzo de esta exposición y el que 
se practica, sosegadamente, en la práctica profesional. 


Dr. Enrique Arezo Píriz. 
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ADHIRIENDO A LA FUNDAMENTACION PRE- 
CEDENTE, DR. EDUARDO PIAGGIO, DR. RAFAEI. 
ROBATTO, DR. MANUEL MERCANT, 


POSICION DEL PROF. HUGO GATTI RESPECTO 
ALOS ARTS. 2005, 2006 Y 2007 DEL CODIGO CIVIL 


“Paridad de derechos de los cónyuges y acreedores. 
Según la fórmula del Dr. Vaz Ferreira, conforme a los 
Arts. 2005 y 2006, se deben pagar las recompensas y 
capitales de los cónyuges y las deudas y cargas de la 
sociedad en un plano de absoluta paridad y cuando el 
caudal no alcance, se observará lo dispuesto sobre crédi- 
tos privilegiados y graduación de acreedores. 


Las ideas al respecto las aclara en su Tratado. 


Dice: “El pago de las recompensas debidas a la co- 
munidad se hace normalmente por colación, o sea por 
imputación a la parte que el deudor debe recibir en la 
partición: se trata de una operación de la partición y se 
rige por los principios de esta... (N* 387 p. 746)”. 


En cambio, la recompensa debida por la comunidad 
se paga en la liquidación, que es una operación previa a 
la partición y ajena a la misma (p. 747)”. 


Más adelante, refiriéndose al orden de pago, dice 
“que según el CC debían pagarse: primero las recom- 
pensas debidas a la mujer, después las deudas de la 
sociedad y después las recompensas debidas al marido... 
Actualmente, administrando cada cónyuge sus propios; 
deben considerarse derogados los privilegios que el Có- 
digo concedía a la mujer... Pero en cambio puede dudar- 
se en qué condiciones concurren a la liquidación ambos 
cónyuges con los acreedores, si ambos tienen el privile- 
gio de que antes gozaba la mujer o si los acreedores 
tienen contra ambos cónyuges el privilegio que antes 
podían invocar contra el marido o si cónyuges y acree- 
dores concurren en igualdad de condiciones sin existir 
privilegios de los unos ni de los otros”. 


“Entendemos, dice, que la solución correcta es la 
que admite la equiparación de los créditos por recom- 
pensa con los demás créditos que son de cargo de la 
sociedad, porque el orden de prioridad que establecen 
los Arts. 2005 a 2007 está evidentemente derogado, y 
porque ninguna otra disposición legal da preferencia a 
las créditos por recompensa respecto a los otros ni vice- 
versa tampoco y el privilegio es un derecho excepcional 
y exorbitante que sólo existe a condición de encontrarse 
escrito en un texto positivo formal. Y salvo algún caso 
de una deuda privilegiada (expensas funerales del deu- 
dor difunto, gastos de la enfermedad de que ha fallecido 
el deudor), entendemos, agrega, que los bienes ganan- 
ciales deben distribuirse a prorrata entre los cónyuges 
que ejercen sus recompensas y los demás acreedores de 
la sociedad” (N* 392, págs. 755-756), 
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Y aclara con un ejemplo: supónganse que al disol- 
verse la sociedad no existen ni bienes propios ni deudas 
personales, que existen gananciales por valor de $ 100.000 
y que existen deudas contraídas por el marido contra la 
sociedad, también por 100.000 pesos y que cada uno de los 
cónyuges tiene (con motivo, por ejemplo, de haber enaje- 
nado bienes propios durante la sociedad) derecho a re- 
compensas por 50.000 pesos. Si se admitiera que los 
acreedores tienen privilegio contra los cónyuges que re- 


claman la restitución de sus propios, los acreedores por 


deudas del marido se cobrarían la totalidad de sus crédi- 
tos y los propios enajenados quedarían definitivamente 
perdidos. Si se admitiera que los créditos por recompen- 
sa tienen privilegio contra los demás créditos de cargo 
de la sociedad, cada uno de los cónyuges empezaría a 
recibir las recompensas que se les adeudan ($ 50.000) y 
en la masa ganancial no quedaría nada para los acreedo- 
res, pero mientras la mujer conservaría en este caso 
íntegros (como ocurría en el régimen del CC) los $ 50.000 
que ha percibido (porque como veremos al tratar el benefi- 
cio de emolumento con lo que uno de los cónyuges ha 
percibido a título de recompensa no responde a las deu- 
das comunes contraídas por el otro có::yuge), la parte 
del marido se consumiría con pagar un porcentaje de sus 
créditos a los acreedores por deudas contraídas por él. Y 
finalmente, si se admite, como creemos correcto, con- 
cluye Vaz Ferreira, que los acreedores y los cónyuges 
están equiparados por la ley, se llega a la conclusión de 
que todos ellos deben cobrar cada uno el 50% de sus 
créditos y que la mujer conserva definitivamente los $ 25.000 
que ha percibido, mientras que sobre los $ 25.000 que ha 
percibido el marido todavía podrían cobrarse los acree- 
dores comunes, quienes llegarían a hacer efectivo el 
total el 75% de sus créditos (N* 392 págs. 756-757), 


Crítica. Reputamos inadmisible esta solución de Vaz 
Ferreira. Evidentemente ha desaparecido el privilegio 
de la mujer de cobrar en primer término la dote, porque 
al desaparecer el estatuto dotal, desaparecieron, tam- 
bién, todas las garantías y privilegios inherentes al mis- 
mo, que se explicaban precisamente por el régimen de 
administración omnímoda que centralizaba en manos del 
marido todos los bienes del matrimonio, es decir el ca- 
pital marital, los gananciales y la dote. 


Pero creemos que no puede admitirse la paridad que 
proclama Vaz Ferreira entre los créditos por recompen- 
sa de los cónyuges contra el haber de la sociedad y los 
acreedores sociales. 


Esta tesis es contraria a la opinión del propio Vaz 
Ferreira de que están vigentes las disposiciones sabre 
sociedad conyugal, es contraria al régimen de adminis- 
tración y responsabilidad instaurado por la ley N* 10.783 
y es arbitraria e injusta para los acreedores, violándose 
así los principios fundamentales que gobiernan las rela- 
ciones entre acreedores y deudores. 
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1) Es contraria a la opinión de Vaz Ferreira, de que 
subsisten las disposiciones sobre liquidación de la socie- 
dad conyugal consignadas en el CC. Es lógico, desde 
luego, que se proclame la desaparición del privilegio o 
preferencia que se le atribuía a la dote, pero no tiene 
ningún asidero afirmar que los capitales de los cónyuges 
o mejor dicho el cobro de las recompensas que la socie- 
dad le deba a los cónyuges se coloque en un pie de 
absoluta paridad con el pago de las deudas sociales. El 
propio Vaz Ferreira admite que el artículo 2015 está 
vigente, es decir, que tanto el marido como la mujer 
deben responder por las deudas que contrajeron y la 
fórmula que él propone en los artículos 2005-2006 son 
contrarias a ese principio general. Es también contraria 
al artículo 4 de la ley que impone a los cónyuges la 
obligación de pagar con sus bienes propios y los ganan- 
ciales cuya administración le corresponde, a sus acree- 
dores, 


2) No se trata acá de privilegios de los acreedores 
frente a los cónyuges, sino que se trata pura y simple- 
mente de las relaciones entre acreedor y deudor. La 
responsabilidad por las deudas consignada en el artículo 
4 de la ley y robustecida en el artículo 2016 del CC, no 
puede atenuarse O modificarse por un acto voluntario 
del propio deudor. Si un artículo debe estar vigente, 
evidente e indiscutiblemente, es el que manda pagar 
primero las deudas, cargas y obligaciones de la sociedad 
(artículo 2006) y luego de abonadas esas deudas, cargas 
y obligaciones de la sociedad, recién podrán los cónyu- 
ges cobrarse sus respectivas recompensas. 


No se ha percibido que actualmente se da, con rela- 
ción a la mujer y al marido respecto a la responsabilidad 
por las deudas, la misma situación que antes se daba 
exclusivamente con relación al marido. El marido res- 
pandía con sus bienes propios y los gananciales de todas 
las deudas contraídas por él, tanto durante la vigencia de 
la sociedad como después de disuelta (artículos 1975 y 
2015) y es por eso que el marido retiraba su capital 
propio, es decir, cobraba el capital marital en especie o 
por vía de recompensa (artículo 2007) y después de 
pagada la dote y de pagados los acreedores sociales. Y 
para que no quedara ninguna duda de su responsabili- 
dad, todavía el artículo 2015 preveía el caso de que ya 
hubiera hecho la partición de los gananciales y hubiera 
acreedores impagos, estableciendo categóricamente la 
obligación ilimitada del marido. No era posible que el 
marido que era totalmente responsable e ilimitadamente 
responsable con sus bienes propios y gananciales frente 
a los acreedores sociales, pudiera ver limitada su res- 
ponsabilidad por la circunstancia de que se había disuel- 
to la sociedad conyugal, 


Actualmente se da frente a la mujer y al marido la 
misma situación jurídica: cada uno responde con sus 
bienes propios y los gananciales cuya administración le 
corresponda, por las deudas personales y sociales que él 
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ha contraído. Y tanto es así, que el propio Vaz Ferreira, 
en el artículo 2019 de su proyecto, consigna esta respon- 
sabilidad equiparando a cada cónyuge, con evidente acier- 
to, con lo que antiguamente establecía el artículo 2015 
con relación al marido. 


3) Por último, la tesis es absolutamente arbitraria, 
contraria a los principios generales del derecho y total- 
mente injusta para los acreedores. No creemos que se 
pueda invocar un principio no ya legal, sino de equidad, 
en virtud del cual un hecho voluntario del deudor que 
disminuye la prenda de sus acreedores, haga nacer en 
favor del deudor un derecho de crédito, por el importe 
de la enajenación realizada, en virtud del cual puede 
concurrir con sus propios acreedores pagarse sus propios 
bienes. 


Supongamos que el marido, que tiene un capital pro- 
pio de $ 200.000 y ha adquirido durante el matrimonio a 
título oneroso, un inmueble de $-200.000 y tiene además 
deudas por $ 400.000, enajena sus bienes propios. En tal 
supuesto no solamente ha sustraído de la prenda de sus 
acreedores $ 200.000 eliminando la posibilidad de que 
estos puedan cobrarse Íntegrarnente sus créditos de $ 400.000, 
sino que ese hecho, la enajenación del bien, que disminu- 
ye la garantía de los acreedores, le da aún la posibilidad 
de concurrir con éstos a repartirse proporcionalmente 
los $ 200.000 que quedan de bienes gananciales!!! 


Interpretación “C” 


Artículo 2006. - Después de liquidarse y pagarse el 
capital propio de cada cónyuge se pagarán las deudas y 
Jas cargas y las obligaciones de la sociedad. 


Cuando el caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesto en este artículo se observará lo determinado 
sobre los créditos privilegiados y graduación de acree- 
dores. 


Artículo 2007. - Derogado. 


1. - Como Jo expresa Vaz Ferreira (Tratado de la 
Sociedad Conyugal N” 392, p.755-756) el orden de pago 
es: “primero las recompensas debidas a la mujer, des- 
pués las deudas de la sociedad y después las recompen- 
sas debidas al marido...” 


Es decir que la mujer tenía un beneficio de pago en 
primer lugar y además, respecto del crédito por dote, 
contaba con un privilegio de tercer grado. (Artículo 2371 
num. 3 Código Civil). 


Por ello no debe confundirse el beneficio de pago 
que establecían los artículos 2005 y siguientes con el 
crédito privilegiado que tenía, en tercer grado la dote en 
caso de concurso. O, en otras palabras, en las normas 
sobre liquidación de la sociedad conyugal no se consa- 
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gra para el pago de las recompensas a la mujer un privi- 
legio, sino un beneficio de pago, consistente en que 
debe ser satisfecho antes que otros créditos (los sociales 
y las recompensas debidas al marido). 


¿Este sistema de liquidación con tres órdenes de pago, 
primero la mujer, después los acreedores sociales y fi- 
nalmente el marido, está modificado por la ley N” 10.7932 


Expresamente, no ha sido derogado. Mas aun, el in- 
ciso 2” del artículo 6”, de la ley N” 10.793, consagra 
expresamente su vigencia al disponer: “...Se aplicarán, 
en lo pertinente, las disposiciones de la Sección VI, 
Capítulo II, Título VII, Parte II, Libro IV del Código 
Civil y lo preceptuado en el artículo 157 del mismo 
Código...” 


Esto último significa que la ley N” 10,793 específi- 
camente mantuvo el sistema de liquidación de la socie- 
dad conyugal consagrado en el Código Civil. 


La oración “...en lo pertinente...” en nada modifica 
esa conclusión, por cuanto significa, en la medida que 
no sea incompatible o inconciliable con el sistema de 
igualdad jurídica que consagra esa nueva normativa. 


2. - El artículo 10 del Código Civil, en cuanto a la 
derogación tácita, entiende que se configura cuando la 
nueva norma es inconcitiable con la anterior, entendien- 
do por tal, cuando ambas normas versando sobre la mis- 
ma materia, la nueva “pugna” con la antigua. 


¿Puede afirmarse que haya incompatibilidad o que 
sea inconciliable el sistema de liquidación de la socie- 
dad conyugal establecido en el Código Civil por el que 
se establecían tres Órdenes sucesivos de pago y un bene- 
ficio a la mujer de cobrar primero? 


Entendemos que no. 


Primero, porque la igualdad en la capacidad de obrar 
que consagró la ley N” 10.783, no conlleva inexorable- 
mente, como consecuencia fatal y necesaria, que des- 
aparezcan beneficios que la ley estableció en favor de la 
mujer. 


Es decir, que la situación de ventaja que establecía 
el Código Civil, cual es cobrar antes que los acreedores 
de la sociedad conyugal, no es incompatible jurídica- 
mente con la atribución otorgada por la ley N” 10.783, 
de otra ventaja, cual es la igualdad de la capacidad de 
ejercicio. 


Para que opere la derogación tácita es menester que 
haya inconciabilidad jurídica entre ambas ventajas (co- 
brar primero y la igual capacidad de obrar) y, evidente- 
mente, ello no sucede. No son inconciliables entre sí, el 
beneficio de la mujer de cobrar antes que los acreedores 
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de la sociedad conyugal, con el nuevo beneficio institui- 
do por la ley N* 10,783 de igualar su capacidad de 
ejercicio con el hombre. 


Y, como se expresó, la ventaja de cobrar antes que 
los acreedores sociales que el Código Civil consagraba 
en beneficio de la mujer y la ventaja de igualar su capa- 
cidad de ejercicio con el del hombre, no coliden entre 
sí. 


3. - El beneficio que el Código Civil estableció para 
la mujer de cobrar antes que otros acreedores, es un 
mecanismo de protección a la misma que la realidad 
social, económica y jurídica exige mantener. 


Si bien la ley N* 10.783 consagró legalmente la igual- 
dad jurídica de la mujer y el hombre, persiste, en los 
hechos, una desigualdad social y económica en desme- 
dro de la mujer que impone la necesidad de mantener el 
beneficio referido. Si bien los poderes jurídicos del ma- 
rido sobre los bienes de la mujer han cesado por virtud 
de la ley N” 10.783, de hecho, la mujer está sometida a 
la potestad marital, lo que implica actuación discrecio- 
nal y muchas veces abusiva sobre los bienes de la espo- 
sa. Así, por ejemplo es un fenómeno cotidiano que el 
marido requiera la venta a la mujer de sus bienes pro- 
pios para el pago de deudas contraídas por él. Mantener 
el beneficio para la mujer de cobrar antes que los acree- 
dores de la sociedad conyugal que establece el Código 
Civil significa la posibilidad de recomponer la mujer, 
para sí y sus hijos, en definitiva para la familia, el patri- 
monio del que dispuso, fácticamente, el hombre. 


Jurídicamente en la actualidad, luego de la Ley de 
Derechos Civiles de la Mujer, se establece un nuevo 
administrador que es autónomo en su administración, 
puesto que de acuerdo al artículo 4” cada administrador 
responde con sus bienes propios y gananciales que ad- 
ministra. Ello significa que el riesgo por la mala admi- 
nistración se mantiene, lo que hace coherente mantener 
al otro cónyuge la misma ventaja que antes, que te per- 
mita cobrar prioritariamente a los acreedores sociales, 
atemperando de esa manera la equivocada o errónea 
administración del otro. 


4. - ¿La desaparición de la dote, puede alterar la 
conclusión antedicha? 


Entendemos que no. 


No cabe duda que la dote está derogada por los artícu- 
los 1? y 2? de la ley N” 10.783. 


Pero de ello ¿cabe concluir, que se altera el orden de 
pago por virtud del cual, cobra primero la esposa (ahora 
ambos cónyuges) y luego los acreedores de la sociedad 
conyugal? 
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Consideramos que no. 


Desaparecida la dote, una interpretación exclusiva- 
mente semántica, sin considerar el contexto, la situación 
y el “telos” de la disposición consagrada en el artículo 
2006 del Código Civil conduciría a la pérdida para la 
mujer del beneficio de cobrar primero su capital propio. 


Y ello sería así, por cuanto el artículo 2006 del Có- 
digo Civil expresa que: “...Después de la dote de la 
mujer se pagarán las deudas y las cargas y las obligacio- 
nes de la sociedad...”,. lo que significaría, que si no 
existe más la dote, la mujer no puede cobrar primero, 
sino que cobraría en un pie de igualdad con los demás 
acreedores de la sociedad conyugal, como lo postulan 
en esta Comisión los doctores Vaz Ferreira y Alonso De 
Marco o después de pagados los acreedores sociales, 
como lo afirman en la misma los doctores Arezo, Ro- 
batto, Mercant y Piaggio. 


No obstante entendemos que ello no es así, por cuanto 
la interpretación de una ley no cabe hacerla, exclusiva- 
mente, siguiendo un método que tome sólo en cuenta el 
significado de las palabras individuales o de las frases, 
sino que y además, debe efectuar una interpretación her- 
menéutica y teleológica de la norma, estudiando el con- 
texto, su situación y su “telos”, esto es, el propósito que 
persigue. No la ley o norma concreta, sino la directiva 
jurídica que la misma contiene. 


El artículo 2006 del Código Civil, a nuestro criterio, 
consagra una directiva jurídica que persigue un claro 
propósito social, cual es el de proteger el patrimonio 
propio de la mujer, que aportado como dote, era admi- 
nistrado, antes de la ley N? 10.783, por su marido. 


Si bien ha desaparecido la contribución que como 
dote efectuaba antes de la citada ley la mujer y su admi- 
nistración por el marido, persisten todavía las contribu- 
ciones económicas, ya no como dote, que efectúa la 
mujer y de las que, de hecho, dispone discrecionalmente 
el marido. 


Ello sucede, cuando la mujer enajena un bien propio 
con la finalidad de pagar deudas sociales contraídas por 
su marido. 


En consecuencia, si permanece la posibilidad de la 
contribución económica de un cónyuge a la sociedad 


- conyugal, se mantiene la finalidad social de tutelar el 


patrimonio del cónyuge contribuyente, de la misma ma- 
nera que cuando la contribución se efectuaba como dote. 


Pero, desde que esa contribución económica la pue- 
den efectuar cualquiera de los cónyuges y no solamente 
la mujer, corresponde equiparar ese beneficio de cobro 
prioritario, a ambos, aplicando al hombre y la mujer en 
forma igualitaria el mismo régimen tuítivo. 
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El propósito social contenido en la prescripción nor- 
mativa contenida en el artículo 2006 de tutelar la inte- 
gridad del patrimonio personal de la mujer, que aporta- 
do durante el régimen del Código Civil como date, po- 
día perderlo por la mala administración del marido, es 
todavía en la actualidad, una imperiosa necesidad que 
incluye al marido por darse hoy el protagonismo a la 
mujer como administradora de parte del patrimonio so- 
cial. 


La realidad social y económica de nuestro país, en 
los últimos tiempos, ha mostrado la quiebra o concurso 
de patrimonios familiares administrados exclusivamente 
por el hombre pero a cuya formación contribuyó, mu- 
chas veces de manera importante y significativa, la nvu- 
jer, quien vendiendo bienes propios volcó su precio al 
patrimonio de la sociedad conyugal. La pérdida de éste, 
por la mala administración del marido quien, no jurídi- 
camente, pero sí fácticamente, era quien la ejercitaba, 
no puede arrastrar al patrimonio de quien se limitó a 
aquella contribución pecuniaria, no participando en la 
administración que condujo a la ruina societaria. 


S. - De admitirse las otras interpretaciones que se 
postulan en la Comisión, significaría que la mujer, en un 
caso, cobraría su crédito en un plano de igualdad con los 
demás acreedores de la sociedad conyugal y en la otra, 
recuperaría su aporte económico, luego de satisfechos 
los acreedores de la sociedad conyugal, es decir, con el 
remanente, si queda, después de pagadas las deudas y 
obligaciones contraídas por su marido, de la que fuera 
ajena totalmente por no participar en la administración. 


Entendemos, por el contrario, que la mujer -e igual 
beneficio corresponde extender al marido por virtud de 
la igualdad jurídica que consagra la ley N” 10.783- que 
ha contribuido económicamente con bienes propios a la 
formación del patrimonio de la sociedad conyugal, de- 
ben ser pagados antes que los acreedores de la sociedad, 
manteniendo su preferencia de cobro por su aporte, aun- 
que ésta no sea, después de la ley N” 10.783, bajo el 
título de dote. 


De esta manera la mujer se encontrará actualmente, 
después de la vigencia de la ley N” 10.783, tan protegida 
como antes de la misma. 


Las otras dos interpretaciones expuestas en la Comi- 
sión, implican que la mujer, después de la vigencia de la 
ley denominada de “Derechos Civiles de la Mujer”, de- 
jaría de tener un beneficio (cobrar primero) que antes 
tenía. Es decir, se la igualó a la mujer en la capacidad 
de obrar con el hombre, pero se la habría privado de 
beneficios o ventajas legalmente asignadas no por la 
incapacidad relativa que tenía, sino por su situación so- 
cial y económica en la sociedad. 


Afirmamos que a partir de la ley N? 10.783 la situa- 
ción jurídica de la mujer no puede estar, por virtud de la 
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misma, peor que durante la vigencia del Código Civil, 
lo que así sería, si se la privara del beneficio de cobrar 
primero sus aportes económicos a la sociedad conyugal. 


6. - Puede sostenerse válidamente entre nosotros, el 
criterio de que los bienes propios deben restituirse en 
primer lugar, a la disolución de ía sociedad conyugal, 
porque está de acuerdo con los antecedentes tenidos en 
cuenta por nuestro codificador. En efecto Narvaja al 
redactar el artículo 2005 tuvo en cuenta a Florencio 
García Goyena, quien al comentar el artículo 1343 (nor- 
ma similar española, al nuestro) sigue a Febrero e indica 
que en esta sociedad a semejanza de la convencional, 
para saber si hay utilidades o pérdidas se han de separar 
previamente del cúmulo, de todo e: caudal, los bienes, 
capital o fondo que cada socia puso o su importe y las 
deudas contraídas durante ella. 


7. - La solución que aquí se propugna mantiene en 
un mismo plano a los acreedores sociales y a los propios. 
de cada uno de los cónyuges, ya que al pagarse recom- 
pensas, los acreedores propios de cada cónyuge obtie- 
nen de esa forma la garantía de hacer efectivos sobre 
ellos, sus créditos. En aquella interpretación que propo- 
ne el pago prioritario de los acreedores sociales, se pri- 
vilegia a éstos en desmedro de los cónyuges y de los 
acreedores personales de éstos. 


En definitiva, a criterio de los firmantes, la lectura 
que debe efectuarse de las normas de liquidación debe 
ser la que se indicó al comienzo, de modo que los cón- 
yuges se harán las restituciones antes de pagar las deu- 
das sociales y siempre que el caudal alcanzare. De no 
ser así, los cónyuges y los acresdores sociales irán a 
concurso entre ellos, por lo que todos cobrarán a prorra- 
ta de sus respectivos créditos, porque el privilegio que la 
dote tenía en el régimen dei Código Civil en el concurso 
de acreedores ya no existe. 


Dr. Eugenio Cafaro, Dr. Santiago Carneili, Esc. 
Walter Pardias, Dr. Daniel Bervejillo. 
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TEXTO ELABORADO POR LA 
COMISIÓN NACIONAL 
INDICE 


TITULO PRELIMINAR. De las leyes 
LIBRO PRIMERO. De las personas 
Título 1. De las diferentes personas civiles 
Título 11. Del domicilio de las personas 
Título IM. Del estado civil de las personas 
Título 1V. De los ausentes 

Capítulo 1, De la presunción de ausencia 
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Capítulo QM. De la declaración de ausencia 

Capítulo 11. De los efectos de la ausencia 

Sección !. De los efectos de la ausencia, relativamente a 
los bienes que el ausente poseía 

Sección IL. De los efectos de la ausencia, con relación a 
los derechos eventuales que pueden competer al au- 
sente 

Sección IH. De los efectos de la ausencia, relativamente 
al matrimonio 

Título Y. Del matrimonio 

Capítulo 1. De los esponsales 

Capítulo Y. De la celebración del matrimonio 

Capítulo WI. De dos requisitos civiles previos al matri- 
monio en general 

Capítulo 1V. De las obligaciones que nacen del matri- 
mono 

Sección I. De los deberes de los esposos para con sus 
hijos y de su obligación y la de otros parientes a 
prestarse recíprocamente alimentos 

Sección H. De los derechos y obligaciones entre marido 
y mujer , 

Capítulo Y, De la separación de cuerpos y de la disolu- 
ción del matrimonio 

Sección 1. De la separación de cuerpos 

Sección IL De las medidas provisionales a que puede 
dar lugar la demanda 

Sección JII, De las excepciones a la acción de separa- 
ción, pruebas y recursos 

Sección IV. Efectos de la separación de cuerpos 

Sección V. De la disolución del matrimonio 

Capítulo VI 

Sección 1. De la nulidad del matrimonio 

Sección IL. Efectos de la declaración de nulidad 

Título VI. De la paternidad y filiación 

Capítulo 1. De los hijos legítimos 

Capítulo 1. De los hijos naturales 

Sección 1. De la legitimación de los hijos naturales 

Sección 11. Del reconocimiento de los hijos naturales y 
de la investigación de la filiación natural 

Título VI. De la adopción 

Título VIII De la patria potestad 

Capítulo 1. De la patria potestad en los hijos legítimos 

Capítulo 11. De la patria potestad en los hijos naturales 

Capítulo WI. De los modos de acabarse, perderse, O sus- 
penderse la patria potestad 

Título IX. De la habilitación de edad 

Título X. De la tutela 

Capítulo 1. Disposiciones generales 

Capítulo TU. De las diversas especies de tutela 

Sección 1. De la tutela testamentaria 

Sección II. De la tutela legítima 

Sección MH. De la tutela dativa 

Sección IV. De la organización de la tutela en caso de 
pérdida de la patria potestad 

Sección V. De la organización de la tutela de los meno- 
res desamparados o sin padres conocidos 

Sección VI. De los menores infractores y abandonados 
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Sección VII. De la tutela de los hijos naturales 

Capítulo MI. De las incapacidades para la tutela y de las 
causas de excusa y remoción de los tutores 

Sección l. De las causas de incapacidad y de excusa 

Sección Il. De la remoción de la tutela 

Capítulo 1V. De las diligencias y formalidades que de- 
ben preceder al ejercicio de la tutela 

Capítulo Y. De la administración de la tutela 

Capítulo VI, De las cuentas de la tutela 

Título X1. De la curaduría o curatela 

Capítulo 1. De la curaduría general 

Capítulo 1. Curaduría de los bienes 

Capítulo UH. Curadurías especiales 

LIBRO SEGUNDO. De los bienes y del dominio o 
propiedad 

Título L De la división de los bienes 

Capítulo 1, De los bienes considerados en sí mismos 

Sección I. De los bienes corporales 

Sección II. De los bienes incorporales 

Capítulo 1. De los bienes con relación a las personas 

Título 1. Del dominio 

Título TI. Del usufructo, uso y habitación 

Capítulo 1. Del usufructo 

Sección I. De los modos de constituirse el usufructo 

Sección II. De los derechos y obligaciones del usufruc- 
tuario 

1”. De los derechos del usufructuario 

2”. De las obligaciones del usufructuario 

Sección IH. De los derechos y obligaciones del propieta- 
río 

Sección IV. De los modos de extinguirse el usufructo 

Capítulo MH. Del uso y de la habitación 

Título IV. De las servidumbres 

Capítulo 1, De las servidumbres en general 

Capítulo 1. De las servidumbres legales 

Sección 1. De las servidumbres de aguas 

Sección II. De la servidumbre de paso 

Sección Il. Servidumbres de demarcación, cerramiento 
y medianería 

Sección IV. De la distancia y obras intermedias que se 
requieren para ciertas construcciones y plantaciones 

Sección V. De las luces y vistas en la pared del vecino 

Sección VI. Del desagiie de los edificios 

Sección VIL De la obligación de prevenir un daño que 
amenaza 

Capítulo 1. De las servidumbres voluntarias 

Sección I. De los que pueden constituir servidumbres 

Sección II. Cómo se constituyen las servidumbres 

Sección lIL Derechos y obligaciones de los dueños de 
predios dominantes y sirvientes 

Sección IV, Cómo se extinguen las servidumbres 

Título Y. De la posesión 

Capítulo 1. De la naturaleza de la posesión y de sus 
efectos y vicios 

Capítulo 1. De las acciones posesorias 

Título VI De la reivindicación 

Capítulo 1. De la naturaleza y condiciones de la reivin- 
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dicación y de los efectos que produce 

Capítulo 1. De la restitución de la cosa reivindicada 

LIBRO TERCERO. De los modos de adquirir el do- 
minio 

Título L De la ocupación 

Capítulo 1. De la caza y de la pesca 

Capítulo 1. Del hallazgo o invención 

Título IM. De la accesión 

Capítulo 1. De la accesión respecto del producto de las 
cosas 

Capítulo IL De la accesión respecto de las cosas mue- 
bles 

Sección I. De ta adjunción 

Sección lI. De la especificación 

Sección 1. De la conmixtión 

Sección IV. Reglas comunes a las tres especies de acce- 
sión en cosas muebles 

Capítulo VI De la accesión respecto de las cosas in- 
muebies 

Título MI. De la tradición 

Capítulo 1. De las diversas especies de tradición 

Sección 1. De la tradición real 

Sección II. De la tradición ficta 

Capítulo 1. De las calidades que se requieren para ad- 
quirir el dominio por la tradición y del efecto de la 
tradición 

Título IV. De la sucesión testamentaria 

Capítulo 1. Del testamento - 

Sección J. De la naturaleza y efectos del testamento 

Sección II. Del testamento solemne 

Sección HI. Del testamento menos solemne o especial 

Sección IV. Del testamento otorgado por el oriental en 
país extranjero 

Disposición común a las tres secciones anteriores 

Capítulo ll. De la capacidad para disponer y adquirir 
por testamento 

Capítulo UI. De la institución de heredero 

Sección I. De la institución de heredero 

Sección II. De la sustitución 

Capítulo TV. De las asignaciones forzosas 

Sección I. De las asignaciones alimenticias 

Sección II. De la porción conyugal 

Sección II. De las legítimas 

Capítulo V. De la desheredación 

Capítulo VI De las mandas o legados 

Capítulo VII. De las condiciones, plazos y objeto o fin 
de las disposiciones téstamentarias 

Capítulo VIIL De los albaceas 

Capítulo 1X. De la revocación y reforma del testamento 

Sección 1. De la revocación del testamento 

Sección Il. De la reforma del testamento 

Título V. La sucesión intestada 

Capttulo 1. Disposiciones generales 

Capítulo U. Del orden de llamamiento 

Título VI. De las disposiciones comunes a la sucesión 
testada o intestada 

Capítulo 1. De la sucesión y de los derechos de los 
herederos 
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Capítulo Y. Del derecho de acrecer 

Capítulo MI. De la aceptación y repudiación de la heren- 
cia 

Capítulo IV. Del beneficio de inventario 

Capítulo V. De la colación y partición 

Sección 1. De la colación 

Sección II. De la partición 

Sección HI. De los efectos de la partición 

Sección IV. De la nulidad o rescisión de la partición 

Sección V. Del pago de las deudas hereditarias 

Sección VI. Del beneficio de separación 

Disposición transitoria 

Título VIL De la prescripción 

Capítulo 1. De la prescripción en general 

Capítulo U. De la prescripción considerada como medio 
de adquirir 

Sección 1. De la prescripción adquisitva de los bienes 
inmuebles 

t”. De la prescripción de diez y veinte años 

2”. De la prescripción de treinta años 

Sección II. De la prescripción adquisitiva de bienes mue- 
bles 

Capítulo WI. De la prescripción considerada como tme- 
dio de extinguir los derechos 

Sección 1. De las prescripciones de treinta, veinte y diez 
años 

Sección II. De algunas prescripciones más cortas 

Sección HI. Disposiciones generales 

Capítulo YV. De las causas que interrumpen la prescrip- 
ción o suspenden su curso 

Sección I. De las causas que interrumpen la prescripción 

Sección II. De las causas que suspenden el curso de la 
prescripción 

LIBRO CUARTO. De tas obligaciones 

Primera parte. (De las obligaciones en general) 

Título 1. De las causas eficientes de las obligaciones 

Capítulo 1. De los contratos en general 

Sección 1. Disposiciones preliminares 

Sección II. De los requisitos esenciales para la validez 
de los contratos 

1%. Del consentimiento 

2”. De la capacidad de los contrayentes 

3". Del objeto de los contratos 

4”. De la causa para obligarse en los contratos 

Sección III. De los efectos jurídicos de los contratos 

Sección IV. De la interpretación de los contratos 

Capítulo 1. De los cuasicontratos, delitos y cuasidelitos 

Sección 1. De los cuasicontratos 

Sección II. De los delitos y cuasidetitos 

Título IL. De las diversas especies de obligaciones 

Capítulo 1. De las obligaciones con relación a su objeto 

Sección 1. De la obligación de dar 

Sección II. De la obligación de hacer o de no hacer 

Sección ITI. De los daños y perjuicios 

Sección IV, De las obligaciones alternativas 

Sección V. De las obligaciones facultativas 

Sección VÍ. De las obligaciones de género 
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Sección VI. De las obligaciones con cláusula penal 

Sección VIII. De las obligaciones divisibles e indivisi- 
bles ! 

1”. De los efectos de la obligación divisible 

2”. De los efectos de la obligación indivisible 

Capítulo . De las obligaciones con relación a las per- 
sonas 

Sección única. De las obligaciones solidarias 

1”. Disposiciones generales 

2”. De los efectos de la solidaridad activa 

3”, De los efectos de la solidaridad pasiva 

Capítulo TI, De las obligaciones con respecto al modo 
de contraerse 

Sección 1. De las obligaciones condicionales 

1”. Disposiciones generales 

2”. De la condición suspensiva 

3”. De la condición resolutoria 

Sección II. De las obligaciones a plazo 

Capítulo YV. De las obligaciones con retación a sus efec- 
tos 

Sección única. De las obligaciones civiles y de las me- 
ramente naturales 

Título 11. De los modos de extinguirse las obligaciones 

Capítulo 1. De la paga en general 

Sección 1. De la paga 

Sección II. De la subrogación 

Sección III. De la imputación de la paga 

Sección IV. De la ablación y consignación 

Sección V. De la paga por entrega de bienes 

Sección VI. De la paga con beneficio de competencia 

Capítulo 11. De la compensación 

Capítulo WI. De la remisión 

Capítulo IV. De la novación 

Capítulo V. De la confusión 

Capítulo V1. De la imposibilidad del pago 

Capttulo VU. De la anulación o declaración de nulidad 

Título IV. Del modo de probar las obligaciones y liberacio- 
nes 

Capítulo 1. De la prueba instrumental 

Sección 1. De los instrumentos públicos 

Sección 11. De los instrumentos privados 

Sección III De las copias de escrituras públicas 

Capítulo 1. De la prueba testimonial 

Capítulo YI. De las presunciones 

Capítulo IV. De la confesión de parte 

Capítulo Y. Del juramento judicial 

Segunda parte. De las obligaciones que nacen de los con- 
tratos 

Título I. De las donaciones 

Capítulo 1. De la naturaleza de la donación y de sus diferen- 
tes especies 

Capítulo 1. Del modo de hacerse las donaciones 

Capítulo 11. De los límites y efectos de la donación 

Capítulo YV. De la rescisión, revocación y reducción de las 
donaciones 

Capítulo V. De las donaciones por causa de matrimonio 

Sección 1. Disposiciones generales 
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Sección II. De las donaciones por causa de matrimonio 
hechas para después de la muerte del donante 

Sección HL De las donaciones matrimoniales de un esposo 
a otro 

Título II. De la compraventa 

Capítulo 1. Disposiciones generales 

Capítulo 1. De las incapacidades especialmente relativas al 
contrato de compraventa 

Capítulo TI. De los efectos inmediatos del contrato de com- 
praventa 

Capítulo TV. De las obligaciones del vendedor 

Sección I. De la entrega de la cosa vendida 

Sección IL Del saneamiento 

1”, Del saneamiento en caso de evicción 

2”, Del saneamiento por defectos o vicios redhibitorios 

Capítulo Y, De las obligaciones del comprador 

Capítulo VI. De los pactos accesorios al contrato de venta 

Sección I. Del pacto comisorio 

Sección IL Del pacto de mejor comprador 

Sección Ill. De la retroventa 

Capítulo VII De la venta de una cosa común por licitación 
o subasta 

Capítulo VUL. De la cesión de derechos creditorios y here- 
ditarios 

Sección 1. De la cesión de créditos 

Sección 1. De la cesión de derechos hereditarios (Artículo 
1664) 

Título MM. De ta permuta o cambio 

Título TV. Del arrendamiento 

Capítulo 1. Del arrendamiento de cosas 

Sección 1. Disposiciones generales 

Sección II. De las obligaciones del arrendador 

Sección III. De las obligaciones del arrendatario 

Capítulo 1. Del arrendamiento de obras 

Título Y. Del censo 

Capítulo I. De la naturaleza y forma del censo 

Capítulo 1. De los efectos del censo 

Título VI. De las compañías o sociedades 

Capítulo 1. Disposiciones generales 

Capítulo Y. De las principales cláusulas del contrato de 
sociedad 

Capítulo 11. De la administración de la sociedad 

Capítulo YV. De las obligaciones de los socios entre sí y con 
respecto a terceros 

Sección 1. De las obligaciones de los socios entre sí 

Sección IL. De las obligaciones de los socios respecto de 
terceros 

Capítulo Y. De la disolución de la sociedad 

Título VIT De la sociedad conyugal 

Capítulo 1. Disposiciones generales 

Capítulo 11. De la sociedad legal 

Sección I. Del capital respectivo de los cónyuges y haber de 
la sociedad 

Sección ll. De las cargas y obligaciones de la sociedad legal 

Sección MI, De la administración ordinaria de la sociedad 
legal 

Sección IV. De la administración extraordinaria de la socie- 
dad conyugal 
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Sección V. De la separación judicial de bienes durante el 
matrimonio 

Sección VI. De la disolución y liquidación de la sociedad 

Título VIH. Del mandato 

Capítulo 1. De la naturaleza, efectos y especies del mandato 

Capítulo IU. De las obligaciones del mandatario 

Capítulo TM. De las obligaciones del mandante 

Capítulo IV. Del modo de acabarse el mandato 

Título IX. De la fianza 

Capítulo 1. De la naturaleza y extensión de la fianza 

Capítulo 11. De los efectos de la fianza 

Sección I. De los efectos de la fianza entre el fiador y el 
acreedor 

Sección II. De los efectos de la fianza entre el deudor y el 
fiador y entre varios fiadores 

Capítulo 1. De los modos de acabarse la fianza 

Título X. De la transacción 

Título XL De tos contratos aleatorios 

Capítulo 1. Del juego, apuesta y suerte 

Capítulo 11. De la constitución de renta vitalicia 

Título XII. Del préstamo 

Capítulo 1. Del mutuo o préstamo de consumo 

Capítulo 1. Del comodato o préstamo de uso 

Sección I. De la naturaleza del comodato 

Sección II. De las obligaciones del comodatario 

Sección III. De las obligaciones del comodante . 

Título XI. Del depósito 

Capítulo 1. Del depósito en general y de sus diversas espe- 
cies 

Capítulo 1. Del depósito voluntario 

Sección I. De la naturaleza del depósito voluntario 

Sección II. De las obligaciones del depositario 

Sección II. De las obligaciones del depositante 

Capttulo 1. Del depósito necesario 

Capítulo 1V. Del secuestro 

Título XIV. Del contrato de prenda 

Título XV. De la hipoteca 

Título XVI. De la anticresis 

Título XVII. De la cesión de bienes 

Título XVHI. De los créditos privilegiados 

Título XIX. De la graduación de acreedores y distribución 
de los bienes en concurso 

Título final. De la observancia de este Código 

Apéndice del Título final de este Código 


CODIGO CIVIL 


Título preliminar 
de las leyes 


1.- 


Las leyes sólo son obligatorias en virtud de su pro- 
mulgación por el Poder Ejecutivo. 


El Poder Ejecutivo determinará la forma de la pro- 
mulgación; y desde que ésta pueda saberse, las leyes 
serán ejecutadas en todo el territorio de la República. 
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La promulgación se reputará sabida diez días des- 
pués de verificada en la capital. 


2.- 
La ignorancia de las leyes no sirve de excusa. 
3.- 


Las leyes obligan indistintamente a todos los que 
habitan en el territorio de la República. 


4.- 

**DEROGADO por Jey N” 10.084 del 3.12.41. 
5.- 

**DEROGADO por ley N* 10.084 del 3.12.41. 
6.- 


La forma de los instrumentos públicos se determina 
por la ley del país en que hayan sido otorgados. 


En los casos en que las leyes orientales exigieren 
instrumento público para pruebas que han de rendirse y 
producir efecto en la República, no valdrán las escritu- 
ras privadas, cualquiera sea la fuerza de éstas en el país 
en que hubieren sido otorgadas. 


7,.- 


Las leyes no tienen efecto retroactivo (Artículos 2390 
a 2392). 


8.- 

La renuncia general de las leyes no surtirá efecto. 

Tampoco surtirá efecto la renuncia especial de leyes 
prohibitivas: lo hecho contra éstas será nulo, si en las 
mismas no se dispone lo contrario. 

9.- 

Las leyes no pueden ser derogadas, sina por otras 
leyes; y no valdrá alegar, contra su observancia, el desu- 


so ni la costumbre o práctica en contrario. 


La costumbre no constituye derecho, sino en los casos 
en que la ley se remite a ella. (Artículo 594, inciso 29). 


10.- 


La derogación de las leyes puede ser expresa o táci- 
ta. 


Es expresa, cuando la nueva ley dice expresamente 
que deroga la antigua. 
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Es tácita, cuando la nueva ley contiene disposiciones 
que no pueden conciliarse con las de la tey anterior. 


La derogación tácita deja vigente en las leyes ante- 
riores, aunque versen sobre la misma materia, todo aquello 
que no pugna con las disposiciones de la nueva ley. 


La derogación de una ley puede ser total o parcial. 
11.- 


No pueden derogarse por convenios particulares, las 
leyes en cuya observancia están interesados el orden 
público y las buenas costumbres, 


12.- 


Sólo toca al legislador explicar o interpretar la ley, 
de un modo generalmente obligatorio. 


Las sentencias judiciales no tienen fuerza obligato- 
ria, sino respecto de las causas en que actualmente se 
pronunciaren. 


13.- 


La interpretación auténtica a hecha por el legislador, 
tendrá efecto desde la fecha de la ley interpretada; pero 
no podrá aplicarse a los casos ya definitivamente con- 
cluidos. 


14.- 


La Suprema Corte de Justicia, siempre que lo crea 
conveniente, dará cuenta al Poder Legislativo de las du- 
das y dificultades que hayan ocurrido en la inteligencia 
y aplicación de las leyes y de los vacíos que note en 
ellas, a fin de estimular, sea la interpretación de las 
leyes preexistentes, sea la sanción de nuevas leyes. 


15.- 


Los jueces no pueden dejar de fallar en materia civil, 
a pretexto de silencio, oscuridad O insuficiencia de las 


leyes. 
16.- 


Cuando ocurra un negocio civil, que no pueda resol- 
verse por las palabras ni por el espíritu de la ley de la 
materia, se acudirá a los fundamentos de las leyes aná- 
logas; y si todavía subsistiere la duda, se ocurrirá a los 
principios generales de derecho y a las doctrinas más 
recibidas, consideradas las circunstancias del caso. 


17.- 


Cuando el sentido de la ley es claro, no se desaten- 
derá su tenor literal, a pretexto de consultar su espíritu. 
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Pero bien se puede, para interpretar una expresión 
oscura de la ley, recurrir a su intención o espíritu, clara- 
mente manifestados en ella misma o en la historia fide- 
digna de su sanción. 


13.- 


Las palabras de la ley se entenderán en su sentido 
natural y obvio, según el uso general de las mismas 
palabras; pero cuando el legislador tas haya definido 
expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas 
su significado tegal. 


19.- 


Las palabras técnicas de toda ciencia o arte se toma- 
rán en el sentido que les den los que profesan la misma 
ciencia O arte; a menos que aparezca claramente que se 
han tomado en sentido diverso. 


20.- 


El contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido 
de cada una de sus partes, de manera que haya entre 
todas ellas la debida correspondencia y armonía. 


LIBRO PRIMERO 
De las personas 
TITULO 1 
De las diferentes personas civiles 
21.- 


Son personas todos los individuos de la especie hu- 
mana. ' 


Se consideran personas jurídicas y por consiguiente 
capaces de derechos y obligaciones civiles, el Estado, el 
Fisco, el Municipio, la Iglesia y las corporaciones, esta- 
blecimientos y asociaciones reconocidas por la autori- 
dad pública. 


22.- 


Son ciudadanos los que la Constitución del Estado 
declara tales. Los demás son extranjeros. 


La ley oriental no reconoce diferencia entre orienta- 
les y extranjeros, en cuanto a la adquisición y goce de 
los derechos civiles que regla este Código. 


23.- 


Las personas son además, domiciliadas o transeúntes. 
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TITULO Il 
Del domicilio de las personas 
24.- 


El domicilio consiste en la residencia, acompañada, 
real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en 
ella. 


El domicilio civil es relativo a una sección determi- 
nada del territorio del Estado. 


25.- 


El lugar donde un individuo está de asiento o donde 
ejerce habitualmente su profesión u oficio, determina su 
domicilio civil o vecindad. 


26.- 


No se presume el ánimo de permanecer ni se adquie- 
re consiguientemente domicilio en un lugar, por el solo 
hecho de habitar un individuo por algún tiempo casa 
propia o ajena en él, si tiene en otra parte su hogar 
doméstico O por otras circunstancias aparece que la resi- 
dencia es accidental, como la del viajero o la del que 
ejerce una comisión temporal o la del que se ocupa en 
algún tráfico ambulante. 


27.- 


Ai contrario, se presume desde luego el ánimo de 
permanecer y avecindarse en un lugar, por el hecho de 
abrir en él tienda, almacén, fábrica, taller, posada, es- 
cuela u otro establecimiento durable, para administrarlo 
en persona; por el hecho de aceptar en dicho lugar un 
cargo concejil o un empleo fijo, de los que regularmente 
se confieren por largo tiempo; y por otras circunstancias 
análogas. 


28.- 


El domicilio no se muda por el hecho de residir 
voluntariamente el individuo largo tiempo en otra parte 
o forzadamente o por vía de pena, con tal que conserve 
su familia y el asiento principal de sus negocios en 
aquel domicilio. 


29.- 


Los eclesiásticos obligados a una residencia determi- 
nada, tienen su domicilio en ella. 


30.- 


Cuando concurran en varias secciones territoriales, 
con respecto a un mismo individuo, circunstancias cons- 
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titutivas de domicilio, se entenderá que en todas ellas lo 
tiene; pero si se trata de cosas que dicen relación espe- 
cial a una de dichas secciones exclusivamente, ésta sola 
será para tales casos el domicilio del individuo. 


31.. 


La mera residencia hará las veces de domicilio, res- 
pecto de las personas que no lo tuvieran en otra parte. 


32.- 


Se podrá en un contrato establecer de común acuer- 
do un domicilio especial para los actos judiciales y ex- 
trajudiciales a que diera lugar el mismo contrato. 


33.- 


El domicilio conyugal se fijará de común acuerdo 
entre los esposos, 


**Texto dado por el Art. 9 de Ley N* 10.783 de 
18.9.46. 


M.- 


El menor no emancipado o habilitado, así como el 
mayor a quien se ha nombrado curador, no tiene atro 
domicilio que el de sus padres, tutores o curadores. 


35.- 


Los mayores de edad que sirven o trabajan en casa 
de otros, tendrán el mismo domicilio de la persona a 
quien sirven o para quien trabajan, si viven en la misma 
casa. 


36.- 


El domicilio del difunto, siendo en territorio nacio- 
nal, determina el lugar en que debe radicarse la testa- 
mentaría, sin perjuicio de lo dispuesto por la ley proce- 
sal. 


**La última parte del Art. se agregó en virtud del 
Art. 69 bis de ley N* 15.750 de 24.6.85, modificado 
por el Art. 1* de ley 15.860 de 10.4.87. 


37.- 


El domicilio de las corporaciones, establecimientos 
y asociaciones reconocidas por la autoridad pública, es 
el lugar donde está situada su dirección o administra- 
ción, si en sus estatutos o en la autorización que se les 
dio, no tuvieren su domicilio señalado. 


38.- : 


Las reglas de este Título se entenderán sin perjuicio 
de lo que por disposiciones especiales se estableciere, 
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con relación a objetos particulares de gobierno, policía y 
administración. 


TITULO 1 
Del estado civil de las personas 
39.- 


EJ estado civil es la calidad de un individuo en cuan- 
to le habilita para ejercer ciertos derechos o contraer 
ciertas obligaciones. 


40.- 


El estado civil de casados, de padres o hijos legíti- 
mos, se probará por las respectivas partidas de matrimo- 
nio o nacimiento, extraídas de los Registros Civiles co- 
rrespondientes. La edad y la muerte se probarán por las 
partidas de nacimiento y defunción. 


Para que toda partida o testimonio extraído de los 
Registros Parroquiales produzca efectos en juicio o fue- 
ra de él, con el fin de comprobar un estado civil anterior 
al 1? de julio de 1879, es necesario que sea autorizado 
por un certificado del director general del Registro del 
Estado Civil, cuyas resultancias se tomarán por base 
para apreciar la fuerza probatoria de aquel instrumento. 


Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjui- 
cio de lo que establezca la ley respecto al valor probato- 
rio de los certificados de las partidas. 


**Redacción del inciso 3” adaptada al texto del 
Art. 54 ley N” 13.318 de 28.12.64. 


41.- 


Las disposiciones sobre los Registros del Estado Ci- 
vil y los deberes que a su respecto incumben a los fun- 
cionarios públicos encargados de ellos son objeto de 
leyes especiales. 


42.- 


El estado civil de padre o madre o hijo natural se 
probará por las respectivas partidas del Registro de Es- 
tado Civil o por la escritura pública entre vivos o por el 
testamento que al efecto se hubiese otorgado o por sen- 
tencia ejecutoriada que establezca la filiación natural. 


**Redacción adaptada al decreto-ley N” 1.430 de 
11.2.1879 y Art. 233 inc. 2” del Código Civil 


43.- 


Estando en debida forma los testimonios de los re- 
gistros mencionados en los artículos 40 y 42, se presu- 
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me la verdad de ellos; salvo, sin embargo, a los interesa- 
dos el derecho de impugnar, en todo o en parte, las 
declaraciones contenidas en esos documentos o la iden- 
tidad de la persona de que esos documentos trataren. 


44.- 


La falta de los referidos testimonios podrá suplirse, 
en caso necesario, por otros documentos auténticos, por 
declaraciones de testigos que hayan presenciado los he- 
chos constitutivos del estado civil de que se trata y, en 
defecto de estas pruebas, por la posesión notoria de ese 
estado civil. 


45. 


La posesión notoria del estado de matrimonio con- 
siste principalmente en haberse tratado los supuestos cón- 
yuges como marido y mujer en sus relaciones domésti- 
cas y sociales; y en haber sido cada uno recibido en ese 
carácter por los deudos y amigos del atro y por el vecin- 
dario de su domicilio en general. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1? 
ley N” 10.783 de 18.9.46. 


46.- 


La posesión notoria del estado de hijo legítimo con- 
siste en que sus padres le hayan tratado como tal, prove- 
vendo a su educación y establecimiento de un modo 
competente y presentándole en ese carácter a sus deudos 
y amigos, y en que éstos y el vecindario de su domicilio 
en general, le hayan reputado y reconocido como hijo 
legítimo de tales padres. 


47.- 


Para que la posesión notoria se reciba como prueba 
del estado civil, deberá haber durado diez años conti- 
nuos, par lo menos. 


48.- 


La posesión notoria del estado civil se probará por 
un conjunto de testimonios fidedignos, que la establez- 
can de un modo irrefagable; particularmente en el caso 
de no explicarse y probarse satisfactoriamente la falta 
de la respectiva partida o la pérdida o extravío del libro 
o registro, en que debiera encontrarse. 


49.- 


En falta absoluta de prueba de la edad por documen- 
tos o declaraciones que fijen la época del nacimiento y 
cuando su determinación fuese indispensable, se decidi- 
rá por el aspecto físico del individuo, a juicio de faculta- 
tivos nombrados por el juez. 


E€.S.- 191 


192 -C.S. 
TITULO Iv 
De los ausentes 
CAPITULO I 
De la presunción de ausencia 
50.- 


La ley sólo considera ausente para los efectos de este 
Título, al individuo cuya residencia actual se ignora O 
de quien no se tienen noticias y cuya existencia es por 
consiguiente dudosa. 


51.- 


El ausente a los ojos de la ley ni está vivo ni está 
muerto. : 


A los que tienen interés en que esté vivo, toca probar 
la existencia, como el fallecimiento a los que tienen 
interés en que haya muerto. 


52.- 


Si hay necesidad real de proveer a la administración 
de todos o parte de los bienes dejados por un ausente 
presunto, que no tiene apoderado bastante, se proveerá 
por el juez del lugar en que se hallen situados los bie- 
nes, a solicitud de los interesados o del Ministerio Públi- 
co. 


Sólo se llaman interesados, a los efectos de este 
artículo, a los que tienen interés existente y actual en 
provocar las medidas que solicitan, como los acreedo- 
res, socios, comuneros y coherederos. 


53.- 


El Juzgado, a solicitud de cualquiera de los interesa- 
dos, nombrará persona hábil para representar a los au- 
sentes en los inventarios, particiones y liquidaciones en 
que tengan interés. 


En el caso de este artículo o del anterior, el cónyuge 
ausente será representado por el que esté presente. 


54.- 


El Ministerio Público queda especialmente encarga- 
do de vigilar los intereses de las personas que se presu- 
men ausentes y será oído en todos los negocios que les 
conciernan. 


Los parientes y amigos del ausente pueden estimular 
al Ministerio Público, participándole el perjuicio que 
sufren los intereses del ausente, 
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CAPITULO Il 
De la declaración de ausencia 
55.- 


Cuando se haya dejado de ver a una persona en el 
lugar de su domicilio y en cuatro años no se hayan 
recibido noticias suyas, podrán los interesados solicitar 
ante el juez competente del último domicilio conocido, 
la declaración de ausencia. 


Los interesados a los efectos de este artículo, son los 
herederos presuntivos y todos los demás que tienen en 
los bienes del ausente derechos que se subordinan a la 
condición de su fallecimiento. 


56.- 


Si el ausente había dejado apoderado, la declaración 
de ausencia no podrá reclamarse hasta pasados seis años, 
contados desde la ausencia o las últimas noticias; y eso, 
aun en el caso de que el mandato hubiese caducado 
antes de vencidos los seis años. : 


57.- 


Si después que una persona recibió una herida grave 
en la guerra o naufragó la embarcación en que navegaba 
o le sobrevino otro peligro sernejante, no se ha sabido 
más de ella y han transcurrido desde entonces dos años, 
podrá solicitarse la declaración de ausencía. 


Los dos años serán contados desde el día de la ac- 
ción de guerra, naufragio o peligro o no pudiendo ser 
determinado ese día, desde un término medio entre el 
principio y fin de la época en que pudo ocurrir el suce- 
so. 


58.- 


El que solicite la deciaración de ausencia, tendrá que 
justificar los extremos en que la funde, con arreglo a los 
artículos precedentes, a lo menos, por una información, 
con citación del Ministerio Público. 


59.- 
El Juzgado, tan luego como se le presente la solici- 
tud, ordenará su publicación en los periódicos de acuer- 


do a lo dispuesto por la ley procesal. 


**Redacción adaptada al texto del art. 544-1 Có- 
digo Gral. del Proceso 


60.- 


La declaración de ausencia no podrá decretarse por 
el juez hasta pasado un año desde la primera publica- 
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ción, con arreglo al artículo anterior. Decretada que sea, 
el juez mandará que se publique por los periódicos. 


CAPITULO II 
De los efectos de la ausencia 
SECCION I 


Pe los efectos de la ausencia, relativamente a los 
bienes que el ausente poseía 


61.- 


Declarada la ausencia, si hubiese testamento cerra- 
do, se abrirá a solicitud de los interesados o del Ministe- 
rio Público. 


Los herederos testamentarios, con citación de los he- 
rederos ab intestato o a falta de testamento, los que 
fueren herederos ab intestato del ausente a la fecha de la 
desaparición o de las últimas noticias o del suceso de 
que habla el artículo 57, podrán pedir la posesión interi- 
na de los bienes que tenía el ausente, ofreciendo fianza 
idónea para garantía de su administración. 


Los legatarios y demás que tienen derechos eventua- 
les que se hacen exigibles con la muerte, podrán tam- 
bién ejercerlos provisoriamente, dando fianzas. 


62.- 


El cónyuge presente, cuando no tenga la calidad de 
heredero, podrá oponerse a la misión en posesión interi- 
na, solicitada por los que tuvieren esa calidad y conser- 
var la administración de los bienes del cónyuge ausente. 
(Artículos 58 y 1979). 


Si prefiere la disolución provisoria de la sociedad, 
podrá ejercer sus derechos legales y convencionales, con 
obligación de afianzar, por lo que toca a las cosas suje- 
tas a restitución. 


63.- 


La posesión interina sólo dará a los que la obtengan, 
ta administración de los bienes del ausente, con calidad 
de rendirle cuentas, si volviese o nombrare apoderado. 


64.- 
Los que hubieren obtenido la misión en posesión 


interina o el cónyuge en el caso del artículo 62, deberán 
proceder inmediatamente a un inventario formal, con 


citación del Ministerio Público, de todos los bienes raí- . 


ces, muebles y acciones del ausente, 
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65.- 


Los que hayan obtenido la posesión provisoria po- 
drán exigir para su garantía, que se proceda por peritos 
designados por el Juzgado, a un reconocimiento del es- 
tado de los bienes raíces. 


Los gastos que se ocasionen saldrán de los bienes 
del ausente. 


66.- 


Si el ausente volviere o nombrare apoderado, los 
poseedores interinos no tendrán que devolverle sino el 
quinto de los frutos o rentas, quedando a su beneficio 
los cuatro quintos. 


67.- 


Los que no tengan sino posesión interina, no podrán 
enajenar ni hipotecar los bienes raíces del ausente. 


Si conviniera a los intereses del ausente la enajena- 
ción de los muebles, podrá procederse a ella, con la 
venia judicial. 


68.- 


Si la ausencia ha continuado por ocho años contados 
desde que se hizo la declaración, en los casos de los 
artículos 55 y 56 o por cinco años en el caso del artículo 
57 o si han pasado ochenta años contados desde el naci- 
miento del ausente, quedarán sin efecto las fianzas; los 
interesados podrán solicitar la partición de los bienes y 
pedir que la posesión interina se declare definitiva. 


Al efecto deben dirigirse al mismo Juzgado que de- 
claró la ausencia y les otorgó la misión en posesión. 


El juez, en la forma del artículo 58, declarará si la 
ausencia ha continuado sin interrupción o no; y, según 
el resultado, dará Ja posesión definitiva, si hubiese Ju- 
gar. 


No podrá impedir los efectos definitivos de esa de- 
claración el cónyuge que administra, por haber usado 
del derecho que le acuerda el artículo 62. 


**Modificado por ley N” 15.882 de 26.8.87 

69.- 

Desde el día del fallecimiento probado del ausente, 
quedará expedita la herencia a los herederos testamenta- 


rios o a falta de testamento, a los que, en la época de la 
muerte, fuesen herederos ab intestato. 


CS.- 193 


194 -ES. 


Si otros hubieren obtenido la posesión, sea proviso- 
ria, sea definitiva, de los bienes del ausente, tendrán que 
restituirlos, salvo los frutos, conforme al artículo 66. 


70.- 


Si el ausente vuelve o se acredita su existencia, du- 
rante la posesión provisoria, cesarán Jos efectos de la 
declaración de ausencia, sin perjuicio, si el caso lo exi- 
giere, de las medidas conservatorias prescritas en el ca- 
pítulo 1 del presente Título, para la administración de 
sus bienes. 


71.- 


Si el ausente vuelve o si se acredita su existencia, 
aun después de la posesión definitiva, recobrará sus bie- 
nes en el estado en que se encuentren, el precio de los 
que se hubiesen enajenado o las cosas adquiridas con el 
precio de las que se hubiesen vendido; pero no podrá 
reclamar frutos ni rentas. 


72.- 


Los descendientes del ausente podrán asimismo den- 
tro de quince años contados desde la posesión definitiva, 
solicitar la restitución de sus bienes, en la forma expre- 
sada en el artículo anterior. 


**Modificado por ley N? 15.855 de 25.3.87 
73.. 


Después del auto de declaración de ausencia, cual- 
quiera persona que tenga algo que demandar al ausente, 
tendrá que dirigirse a los que han obtenido la adminis- 
tración o posesión de los bienes. 


SECCION II 


De los efectos de la ausencia, con relación a los 
derechos 
eventuales que pueden competir al ausente 


74.- 


Cuando se reclame un derecho que recaiga en indivi- 
duo cuya existencia no sea legalmente reconocida, con- 
forme a lo establecido en el artículo 51, deberá probarse 
que ese individuo existía en la época en que el derecho 
recayó en él. 


75.- 
Si se verifica herencia a que sea llamado individuo 
que se presume ausente, se procederá en la forma de los 


artículos 52 y 53. (Artículos 1071 y 1124). 


Si ya ha tenido lugar la declaración de ausencia, la 
sucesión corresponderá exclusivamente a los que habían 
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de concurrir con él o a los que habían de entrar en su 
representación o en su defecto. 


76 .. 


Las disposiciones de los dos artículos precedentes se 
entienden sin perjuicio de las acciones de petición de 
herencia, y otras que competan a los ausentes y a sus 
sucesores universales o singulares. 


77.- 


Mientras que el ausente no se presente o no se de- 
duzcan acciones a su nombre, los poseedores de la he- 
rencia harán suyos los frutos percibidos de buena fe. 
(Artículo 694). 


SECCION II 


De los efectos de la ausencia, relativamente al 
matrimonio 


78.- 


La presunción que resulta de la ausencia, por larga 
que sea, no basta para disolver el matrimonio. 


Sin embargo, sólo el cónyuge ausente, por sí o por 
apoderado que presente prueba acabada de su existen- 
cia, podrá atacar la validez del matrimonio contraído 
por el otro cónyuge. 


79.. 


Pasados seis meses después de la desaparición del 
padre o madre ausentes, sin haberse recibido noticias 
suyas, se proveerá de tutor a los hijos menores cuando el 
otro padre no exista o no esté en ejercicio de la patria 
potestad. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 ley 
N* 10.783 de 18.9.46 


80.- 

Lo mismo sucederá en el caso de que cualquiera de 
los cónyuges se haya ausentado, dejando hijos menores 
de un matrimonio precedente. 

TITULO v 
Det matrimonio 
CAPITULO 1 * 
De los esponsales 


81.- 


Los esponsales o sea la promesa de matrimonio mu- 
tuamente aceptada, es un hecho privado, que la ley so- 
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mete enteramente al honor y conciencia del individuo y 
que no produce obligación alguna en el foro externo. 


No se puede alegar esta promesa ni para pedir que se 
efectúe el matrimonio ni para demandar indemnización 
de perjuicios. 


82.- 


Tampoco podrá pedirse la multa que por parte de 
uno de los esposos se hubiese estipulado a favor del 
otro, para el caso de no cumplirse lo prometido, 


Pero si se hubiese pagado la multa, no podrá pedirse 
su devolución. (Artículos 1441 y 1445). 


CAPITULO II 
De la celebración del matrimonio 
82.- 


El matrimonio civil es obligatorio en todo el territo- 
rio del Estado, no reconociéndose, a partir del 21 de 
julio de 1885, otro legítimo que el celebrado con arreglo 
a este capítulo y con sujeción a las disposiciones esta- 
blecidas en las leyes de Registro del Estado Civil y su 
“ reglamentación. 


84.- 


Efectuado el matrimonio civil a que se refiere el 
artículo 83, los contrayentes podrán libremente solicitar 
la ceremonia religiosa de la Iglesia a que pertenezcan, 
pero ningún ministro de la Iglesia Católica o pastor de 
las diferentes comuniones disidentes en el país, podrá 
proceder a las bendiciones nupciales sin que se le haya 
hecho constar la celebración del matrimonio civil, por 
certificado expedido en forma por el oficial del Estado 
Civil y si lo efectuase sin dicha constancia incurrirá en 
la pena de seis meses de prisión y en caso de reinciden- 
cia un año de prisión. 


Exceptúase de la disposición que antecede, los ma- 
trimonios in extremis, que no producirán, sin embargo, 
efectos civiles. 


**Se suprime “por juicio breve y sumario” en 
virtud de lo dispuesto por el Código del Proceso Pe- 
nal, 


85.. 


Si al acto a que se refiere la excepción del inciso 
último del artículo precedente, fuere llamado el oficial 
del Estado Civil, éste procederá previa presentación de 
certificado médico que acredite el peligro de muerte de 
uno de los contrayentes, a efectuar el contrato civil de 
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matrimonio, con anotación de las circunstancias espe- 
ciales que lo motivan. 


En los puntos de la República donde no resida médi- 
co, suplirá el certificado de éste la declaración de dos 
testigos de respetabilidad. 


86.- 


En el mismo día y si no fuese posible, en el siguiente 
a la celebración del contrato, el oficial del Estado Civil 
fijará y publicará edictos anunciando el acto practicado, 
llenando las demás formalidades prevenidas en los nú- 
meros l a 4 del artículo 92, 


87.- 


Llenados estos requisitos y corrido el término de la 
publicación, el oficial del Estado Civil pasará los ante- 
cedentes al juez letrado competente del domicilio de tos 
contrayentes, quien no teniendo reparo que hacer al pro- 
cedimiento seguido y no habiéndose interpuesto oposi- 
ción justificada, declarará válido el contrato de matri- 
monio civil celebrado in extremis. 


Tratándose de viudo o viuda, divorciado o divorcia- 
da, el juez letrado exigirá que acredite la presentación 
de la declaración jurada prescripta por el artículo 113. 


**El inc. 2” está adecuado al texto del Art. 50 ley 
N” 13.318 de 28.12.64 


88.- 


Todos los matrimonios efectuados civilmente duran-. 
te la vigencia de las leyes anteriores, aunque hayan teni- 
do lugar entre personas católicas, que por razones de 
conciencia o cualesquiera otras prefirieron el acto civil 
con prescindencia de la ceremonia religiosa establecida 
por las leyes canónicas o eclesiásticas, se declaran váli- 
dos y legítimos ante las leyes civiles; considerándose 
que esos matrimonios producen todos sus efectos lega- 
les desde el día de su celebración. 


$9.- 


Los hijos que procedan de dichos matrimonios se 
declaran legítimos, cualquiera que sea la anotación que 
a su respecto arrojen los libros parroquiales de la Igle- 
sia. 


9.- 
El acto de matrimonio producirá los efectos civiles 


que le atribuye este Código, si fuere celebrado con suje- 
ción a las siguientes disposiciones. 


E.S.- 195 


196 -C.S. 


91.- 
Son impedimentos dirimentes para el matrimonio: 


1”- La falta de edad requerida por las leyes de la 
República; esto es, catorce años cumplidos en el varón y 
doce cumplidos en la mujer. 


2”- La falta de consentimiento en los contrayentes. 


Los sordomudos que no puedan darse a entender por 
escrito son hábiles para contraer matrimonio, siempre 
que se compruebe que pueden otorgar consentimiento. 
La comprobación se hará por informe médico aprobado 
judicialmente. 


3*- El vínculo no disuelto de un matrimonio anterior. 


4*- El parentesco en línea recta por consanguinidad 
o afinidad, sea legítimo o natural. 


S”- En la línea transversal, el parentesco entre her- 
manos legítimos o naturales. 


6”- El homicidio, tentativa o complicidad en el ho- 
micidio contra la persona de uno de los cónyuges, res- 
pecto del sobreviviente. 


7”- La falta de consagración religiosa, cuando ésta se 
hubiere estipulado como condición resolutoria en el con- 
trato y se reclamase el cumplimiento de ella en el mis- 
mo día de la celebración del matrimonio. 


92.- 


El expediente informativo que debe preceder al ma- 
trimonio para acreditar los novios hallarse desimpedidos 
y haber cumplido los demás requisitos civiles del caso, 
se instruirá ante el oficial del Estado Civil del domicilio 
de cualquiera de los contrayentes. 


El mismo funcionario publicará el proyectado matri- 
monio por medio de la prensa y edicto, que permanece- 
rá fijado en la puerta de la oficina por espacio de ocho 
días y contendrá: 


1”- Los nombres y apellidos de los novios y los de 
sus padres. 


2”- La nacionalidad de cada uno de ellos, su edad, 
profesión y domicilio. 


3"- Si alguno de ellos fuese viudo o ambos lo fuesen, 
los nombres de los cónyuges fallecidos, según lo que 
conste de la partida de óbito que debe presentarse o de 
otra prueba subsidiaria. 
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4”- Intimación a los que supieren algún impedimento 
para el matrimonio proyectado que lo denuncien o ha- 
gan conocer la causa. 


**Redacción del inc. 1” adaptada al texto del de- 
creto-ley N* 14.269 de 28.9.74 


93.- 


Si son diversos los domicilios de los contrayentes, se 
pasará oficio deprecatorio al otro oficial del Estado Ci- 
vil que corresponda, para que también haga fijar en las 
puertas de la oficina el edicto de que habla el artículo 
precedente. 


En este caso, el oficial del Estado Civil en cuya 
oficina debe celebrarse el matrimonio, no podrá pasar 
adelante sin haber recibido la contestación del otro ofi- 
cial, avisándole que, hecha la publicación, no ha habido 
denuncia de impedimento o acormpañándole la denuncia 
si se le hubiese presentado. 


**+Redacción del inc. 1” adaptada al texto del de- 
creto»ley N” 14,269 de 28.9.74 


94.- 


Las denuncias de impedimentos (artículo 91) serán 
dadas por escrito al oficial del Estado Civil, quien man- 
dará agregarlas al expediente con noticia de los novios y 
remitirá al Juzgado Letrado competente para su trámite 
y posterior resolución. 


Al Ministerio Público incumbe dar esas denuncias, si 
tuviere prueba de cualquier impedimento, 


**Redacción del inc. 1? adaptada al texto del de- 
creto-ley N*“14.269 de 28.9.74 


95.- 


**DEROGADO por el Art. 544-1 del Código Gral. 
del Proceso y Art. 69 ley N* 15.750 de 24.6.85 


96.- 


Siempre que se declare improcedente la denuncia 
del impedimento, será condenado el denunciante en las 
costas, costos, daños y perjuicios. 


Exceptúase el caso de haberse dado la denuncia por 


el Ministerio Público o agente de éste. 


97.- 


Juzgada improcedente la denuncia o no habiendo 
aparecido alguna, el Oficial del Estado Civil procederá 
a celebrar el matrimonio en público, pro tribunali, a 
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presencia de cuatro testigos, parientes o extraños, reci- 
biendo la declaración de cada novio, de que quieren ser 
marido y mujer. Acto continuo declarará el Oficial del 
Estado Civil, a nombre de la ley, que quedan unidos en 
matrimonio legítimo; y levantará en forma de acta la 
partida del matrimonio, dando copia a los contrayentes, 
si la pidieren. j 


**Redacción adaptada al texto del decreto-ley 
N” 14.269 de 28.9.74 


98. - 
En el acta o partida de matrimonio se enunciará: 


1”. - El nombre, edad, profesión, lugar del nacimien- 
to y domicilio de cada uno de los contrayentes. 


2”. - El nombre, profesión y domicilio de sus padres. 


3%, - El consentimiento de los padres, ascendientes, 
tutores O curadores, conforme a los artículos 105 y si- 
guientes. 


4”. - La circunstancia de haber precedido al matri- 
monio el edicto y publicación del caso. 

5”, - La denuncia, si la ha habido, con la sentencia 
sobre ella recaída, declarándola improcedente o la cons- 
tancia de no haberse denunciado impedimento alguno. 


6”. - La declaración de los contrayentes de recibirse 
por esposos y la de su unión por el Oficial del Estado 
Civil. 


El consentimiento del sordomudo contrayente que 
no pueda darse a entender por escrito, será expresado 
por su representante legal, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 105 y siguientes. 


7”. - Los nombres, edad, profesión y domicilio de los 
testigos. 


**Redacción del inc. 6” adaptada al texto del de- 
creto-ley N” 14.269 de 28.9.74 


99.- 

Por causas que a su juicio sean bastantes podrá el 
Oficial del Estado Civil, celebrar el matrimonio fuera de 
su oficina, pero en el caso del artículo 85 deberá necesa- 
riamente concurrir donde fuere solicitado. 


100. - 


El matrimonio puede celebrarse por medio de apo- 
derado con poder especial en forma. 


CAMARA DE SENADORES 


**SE SUPRIME la “SECCION II - DEL MATRI- 
MONIO CELEBRADO O DISUELTO EN PAIS EX- 
TRANJERO” (Arts. 101 a 104 inc. 1) por los Arts. 
2395, 2396 y 2404 del Apéndice del Código). 


CAPITULO Hi 


De los requisitos civiles previos al matrimonio en 
general 


105. - 


No se procederá a la celebración de matrimonio al- 
guno, sin el asenso o licencia de la persona o personas, 
cuyo consentimiento sea necesario, según las reglas que 
van a expresarse o sin que conste que el respectivo con- 
trayente no ha menester para casarse el consentimiento 
de otra persona o que ha obtenido el de la justicia en 
subsidio. 


106. - 


Los hijos que no haya cumplido veintiún años de 
edad, cualquiera sea su sexo, necesitan para casarse el 
consentimiento expreso de sus padres legítimos o, a fal- 
ta de ambos, el del ascendiente o ascendientes legítimos 
en grado más próximo. 


En igualdad de votos contrarios, preferirá el favora- 
ble al matrirmonio 


**Texto dado por decreto-ley N” 14.350 de 29.3.75 
107. - 


A falta de dichos padres o ascendientes legítimos, 
será necesario al que no haya cumplido veintiún años, el 
consentimiento expreso de su tutor o curador especial. 
(Artículo 308). 


**Texto dado por decreto-ley N* 14.350 de 29.3.75 
108. - 


Se entenderá faltar el padre, madre u otro ascendien- 
te, no sólo por haber fallecido, sino por estar demente o 
fatuo o por hallarse ausente del territorio de la Repúbli- 
ca y no esperarse su pronto regreso o por ignorarse el 
lugar de su residencia. 


109. - 


Los hijos naturales reconocidos que no hayan cum- 
plido la edad de veintiún años según el artículo 106, 
están obligados a obtener el consentimiento del padre o 
madre que los haya reconocido con las formalidades 
legales y de los dos si ambos lo han reconocido y viven, 
siendo de aplicación para este último caso lo dispuesto 
en el inciso segundo del artículo 106. 


C.S.- 197 


198 -C.S. 


A los efectos de este artículo y de los anteriores, se 
entenderá faltar el padre o la madre, si han perdido la 
patria potestad, pero no si tes ha sido simplemente limi- 
tada, salvo resolución expresa. 


**Texto dado por decreto-ley N” 14.350 de 29.3.75 
110. - 


Cuando el consentimiento para el matrimonio se nie- 
gue por la persona o personas que deben prestarlo, habrá 
recurso ante el Juzgado competente, para que declare 
irracional el disenso. 


**Redacción adaptada al régimen del Código Gral. 
del Proceso 


111.- 


No se procederá a la celebración del matrimonio 
entre el tutor o curador ni sus descendientes, con la 
persona que ha tenido en guarda, mientras que fenecida 
la guarda, no haya recaído la aprobación judicial de las 
cuentas de su cargo. 


112.- 


Tampoco se procederá a la celebración del matrimo- 
nio de la viuda o divorciada, hasta los trescientos y un 
días después de la muerte del marido o de la separación 
personal, según el caso, bien que si hubiese quedado 
encinta, podrá casarse después del alumbramiento. 


Esta disposición es aplicable al caso en que la sepa- 
ración de los cónyuges se verifique por haberse declara- 
do nulo el matrimonio. 


No obstante la mujer que se encuentre en las situa- 
ciones previstas precedentemente podrá contraer nuevo 
matrimonio antes del lapso prefijado y siempre que hu- 
bieren transcurrido noventa días naturales desde que se 
consumó su viudez, la separación personal o se ejecuto- 
rió la sentencia de nulidad respectiva, si acreditare que 
no se encuentra embarazada mediante certificación de 
médico especialista, la que se agregará ai expediente 
respectivo. 


**Inc. final incorporado por el Art. 2” del decre- 
to-ley N* 14.350 de 29.3.75 


113. - 


No permitirá la autoridad civil el matrimonio del 
viudo o viuda, divorciado o divorciada que tratare de 
volver a casarse, sin que présente en el expediente ma- 
trimonial, declaración jurada de que no tiene hijos bajo 
su patria potestad o de que sus hijos no tienen bienes o 
de que si los tuvieren, han hecho de ellos inventario ante 
juez competente. 
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Igual declaración deberá formular el padre o madre 
naturales respecto de sus hijos reconocidos o dados por 
reconocidos. 


**Texto dado por Art. 50 ley N” 13,318 de 28.12.64 
114. - 

**DEROGADO por la ley N” 10.783 

115. - 


El funcionario público que bajo cualquier forma in- 
fringiera las disposiciones que le incumban relativamen- 
te al matrimonio incurrirá en la misma pena que el 
artículo 162 del Código Penal establece. 


**Redacción adaptada al actual Art. 162 Código 
Penal 


CAPITULO IV 
De las obligaciones que nacen del matrimonio 
SECCION I 


De los deberes de los esposos para con sus hijos y 
de su obligación y la de otros parientes a prestarse 
recíprocamente alimentos 


116. - 


Por el mero hecho del matrimonio, contraen los cón- 
yuges la obligación de mantener y educar a sus hijos, 
dándoles la profesión u oficio conveniente a su estado y 
circunstancias. (Artículo 250). ; 


Los padres no tienen obligación de dar a sus hijos 
los medios de formar un establecimiento. 


**En el inc. 1? se corrigió la remisión, 
**El ínc. 2* corresponde al texto del Art. 2027 del 
Código Civil, adaptado a la ley N” 10.783 de 18.9.46 


117. - 


En defecto o imposibilidad de los padres, se extien- 
de la obligación expresada en el artículo precedente a 
los abuelos y demás ascendientes, sean legítimos o natu- 
rales. 


** Redacción adaptada al texto del Art. 222 Códi- 
go del Niño 


118. - 


La obligación de alimentar es recíproca entre los 
ascendientes y descendientes. 
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**Se suprime la remisión por ser errónea 
119.- 


Los yernos v nueras deben igualmente y en las mis- 
mas circunstancias, alimentar a sus suegros y éstos a 
aquéllos; pero esa obligación cesa: 


1? - Cuando el suegro o suegra, yerno o nuera, pasa a 
segundas nupcias. 


2” - Cuando ha fallecido aquel de los cónyuges que 
producía la afinidad y los hijos nacidos de su unión con 
el otro. 


Subsistirá, sin embargo, la obligación en este caso 
cuando el cónyuge sobreviviente no tenga ascendientes, 
descendientes ni hermanos en condiciones de prestar ali- 
mentos y prueba que observa buena conducta. 


120. - 


La obligación de alimentar se extenderá a los herma- 
nos legítimos, en caso de que por vicio corporal, debili- 
dad de Ja inteligencia u otras causas inculpables, no 
puedan proporcionarse los alimentos, 


121.- 


Bajo la denominación de alimentos se comprende, 
no sólo la casa y comida, sino el vestido, el calzado, las 
medicinas y salarios de los médicos y asistentes, en caso 
de enfermedad. 


Se comprende también la educación, cuando el ali- 
mentario es menor de edad. 


122. - 


Los alimentos han de ser proporcionados al caudal 
de quien los da y a las necesidades de quien los recibe. 


El juez, según las circunstancias del caso, reglará la 
forma y cuantía en que hayan de prestarse los alimentos. 


123. - 


Cuando el que suministra los alimentos o el que los 
recibe, llega a un estado tal, que el uno ya no puede 
darlos o el otro no los necesita en todo o en parte, puede 
solicitarse la exoneración o reducción de la cuota seña- 
lada. 


124. - 
El derecho de pedir alimentos no puede transmitirse 


por causa de muerte ní venderse o cederse de modo 
alguno ni renunciarse. (Artículo 2155), 
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125. - 


El que debe alimentos no puede oponer al deman- 
dante en compensación lo que el demandante le deba a 
él. (Artículo 1510). 


126. - 


No obstante lo dispuesto en los artículos preceden- 
tes, las pensiones alimenticias atrasadas podrán renun- 
ciarse y el derecho de demandarlas transmitirse por cau- 
sa de muerte, venderse y cederse, sin perjuicio de la 
prescripción que competa al deudor y de la limitación 
establecida en el artículo 1766 inciso 2”. (Artículo 1222). 


**Texto coordinado con el Art. 1766 inc. 2” del 
Código Civil 


SECCION H 


De los derechos y obligaciones entre marido y 
mujer 


127. - 


Los cónyuges se deben fidelidad mutua y auxilios 
recíprocos. 


128. - 


**DEROGADO por Art. 1” ley N” 10.783 de 
18.9.46 


129.- 


El deber de convivencia es recíproco entre marido y 
mujer. 


Ambos contribuirán a los gastos del hogar (artículo 
121) proporcionalmente a su situación económica. 


**Redacción adaptada al texto de los Arts, 1” y 10 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


130. - 


Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de 
bienes entre los cónyuges, según las reglas que se ex- 
pondrán en el Título VI Parte II del Libro IV de este 
Código. 


**Redacción del inc. 1” adaptada al texto del Art. 
2" ley N” 10.783 de 18.9.46 

El inciso 2* está derogado por el Art, 2,397, incor- 
porado por la ley N* 10.084 del 3,12,41 


131 a 144. - 


CS.- 199 


200 -C.S. 


**DEROGADO por Arts. 1? y 2" ley N” 10.783 de 
18.9.46 


CAPITULO V 


De la separación de cuerpos y de la disolución del 
matrimonio 


145. - 


Los juicios de separación de cuerpos, disolución y 
nulidad de matrimonio, se regirán privativamente por 
las leyes y las judicaturas civiles, con absoluta prescin- 
dencia de las autoridades eclesiásticas. 


146. - 


Los efectos civiles de dichos juicios, esto es, todo lo 
que concierne a los bienes de los cónyuges, a su libertad 
personal, a la crianza y educación de los hijos, se rigen 
por las leyes y judicaturas civiles. 


Es juez competente para entender en ellos el juez de 
familia o quien hiciera sus veces, del domicilio del de- 
mandado. Si se ignorase el domicilio de éste, o no lo 
tuviera en la República, será juez competente el del 
último domicilio que se le hubiere conocido. 


**Redacción del inc. 2” adaptada al texto del Art. 
69 de la ley N* 15.750 de 24.6.85 


147. - 


De acuerdo con el artículo 145, en todas las cuestio- 
nes relacionadas con los matrimonios, incumbe conocer 
a los Tribunales ordinarios, los cuales resolverán Jos 
casos, de conformidad a las leyes civiles de la Repúbli- 
ca. 


SECCION I 
De la separación de cuerpos 
148. - 
La separación de cuerpos sólo puede tener lugar: 
17 - Por el adulterio de cualquiera de los cónyuges. 


2” - Por la tentativa de uno de los cónyuges contra la 
vida del otro, pronunciada la sentencia criminal conde- 
natoria. 5 


3" - Por sevicias o injurias graves del uno respecto 
del otro. Estas causales serán apreciadas por el juez 
teniendo en cuenta la educación y condición del cónyu- 
ge agraviado. 
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4” - Por la propuesta del marido para prostituir a la 
mujer. 


5” - Por el conato del marido o el de la mujer para 
prostituir a sus hijos y por la connivencia en la prostitu- 
ción de aquéllos. 


6” - Cuando hay entre los cónyuges riñas y disputas 
continuas, que les hagan insoportable la vida común. 


7” - Por la condenación de uno de los esposos a pena 
de penitenciaría por más de diez años. 


8” - Por el abandono voluntario del hogar que haga 
uno de los cónyuges, siempre que haya durado más de 
tres años. 


9” - Por la separación de hecho, ininterrumpida y 
voluntaria de por lo menos uno de los cónyuges durante 
más de tres años, sea cual fuere el motivo que la haya 
ocasionado. 


10 - Por la incapacidad de cualquiera de los cónyu- 
ges cuando haya sido declarada por enfermedad mental 
permanente e irreversible (artículos 431 y siguientes en 
cuanto sean aplicables) y siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos: 


a) Que haya quedado ejecutoriada la sentencia que 
declaró la incapacidad. 


b) Que, a juicio del juez, apoyado en dictamen peri- 
cial, la enfermedad mental sea de tal naturaleza que 
racionalmente no pueda esperarse el restablecimiento de 
la comunidad espiritual y material propia del estado de 
matrimonio. 


Ejecutoriada la sentencia, el cónyuge o ex cónyuge 
en su caso deberá contribuir a mantener la situación 
económica del incapaz, conjuntamente con todos los de- 
más obligados por ley a la prestación alimenticia según 
las disposiciones aplicables (artículos 116 y siguientes). 


**El texto de los numerales 1”, 9” y 10 fue dado 
por el Art. 1” decreto-ley N* 14.766 de 18.4.78 


149, - 


La acción de separación de cuerpos no podrá ser 
intentada, sino por el marido o por la mujer; pero ningu- 
no de los cónyuges podrá fundar la acción en su propia 
culpa. 


150. - 


Si alguno de los cónyuges fuere menor de edad, no 
podrá comparecer en juicio ni como demandante ni como 
demandado, sin la asistencia de un curador especial que 
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elegirá la parte o nombrará el juez en su defecto, con la 
intervención del Ministerio Público. 


151.- 
**DEROGADO por la ley N” 16.077 de 11.10.89 


152. - 


Presentada al Juzgado cualquier demanda que no se 
funde clara y terminantemente en alguna de las causales 
establecidas en la ley, el juez la desechará de plano. 


153. - 


Si la demanda se funda en una de las causas estable- 
cidas en los números 2” y 7” del artículo 148, deberá 
presentarse la sentencia condenatoria ejecutoriada y pro- 
barse que la acción no ha prescrito. 


Redacción adaptada al texto del Art. 369 Códi- 
go Gral. del Proceso 


SECCION Il 


De las medidas provisionales a que puede dar 
lugar la-demanda 


154, - 


En todos los casos, al proveer sobre la demanda o 
antes de ella en caso de urgencia apreciada por el juez, a 
instancia de parte, el Juzgado decretará la separación 
provisoria de los cónyuges. 


En la audiencia preliminar se resolverá lo relativo a 
las pensiones alimenticias, al régimen de tenencia y de 
visitas de los hijos menores o incapaces y la cuestión de 
cuál de los cónyuges habrá de permanecer en el hogar 
conyugal, así como las expensas necesarias para el jui- 
cio al cónyuge que las necesitare y no tuviere derecho a 
auxiliatoria de pobreza. 


El Juzgado fijará dichas cantidades, teniendo en con- 
sideración las circunstancias del caso. 


**Redacción adaptada al texto de los Arts. 1? y 2” 
ley N* 10.783 de 18.9.46 y adecuada al Art. 350 del 
Código Gral. del Proceso 


155. - 


Mientras no se hagan efectivas las litis expensas, 
podrá el cónyuge diferir el pago de tributos y demás 
gastos judiciales. Todo sin perjuicio de imputarse al ha- 
ber del cónyuge deudor al tiempo de liquidarse la socie- 
dad conyugal, las sumas que debió abonar por los con- 
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ceptos expresados y las condenas que estableciere: la 
sentencia definitiva. 


**Redacción adecuada al texto del Art. 2* ley N* 
10.783 de 18.9.46 


156. - 


**DEROGADO por Art. 1” ley N* 10.783 de 
18.9,46 


157.- 


Decretada la separación provisional, el juez a instan- 
cia de parte mandará que se proceda a la facción del 
inventario de los bienes del matrimonio, así como todas 
las medidas conducentes a garantizar su buena adminis- 
tración, pudiendo separar al marido o a la mujer de la 
administración o exigirle fianza. 


**Redacción adecuada al texto de los Arts. 1* y 2* 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


158. - 


Serán nulas todas las obligaciones contraídas por el 
marido o la mujer a cargo de la sociedad conyugal, así 
como las enajenaciones que se hagan de los bienes de 
esa sociedad, toda vez que fueren en contravención de 
las providencias judiciales, que se hubieren dictado e 
inscrito en el Registro respectivo. 


**Redacción adecuada al texto del Art. 17 de ley 
N* 10.783 de 18.9.46 


159. - 


Mientras dure el juicio de separación, la situación de 
los hijos menores será determinada de acuerdo con lo 
que prescriben los artículos 171 y siguientes. 


SECCION II 


De las excepciones a la acción de separación, 
pruebas y recursos 


160. - 


Cesa la acción de separación cuando ha habido re- 
conciliación entre los cónyuges después de los hechos 
que dieron mérito a la acción, aun cuando esta ya hubie- 
ra sido intentada. 


Si la reconciliación tuvo lugar después de deducida 
la demanda, se restituirá todo el estado de cosas anterior 
aella. 


€.S.- 201 


202 -C.S. 


161. - 


Producida la reconciliación, el cónyuge demandante 
podrá nuevamente iniciar la acción ya por causa super- 
viniente -en cuyo caso podrá hacer uso de las anteriores 
para apoyarla-, ya por causa anterior que hubiera sido 
ignorada por el actor al tiempo de la reconciliación. Si 
la causa que dio mérito a la sentencia de separación 
fuera el adulterio de la mujer, no podrá el marido des- 
pués de la conciliación entablar acción fundándose en la 
misma causal. 


La ley presume la reconciliación cuando ambos cón- 
yuges cohabitan, después de haber cesado la habitación 
común. 


162.- 


La excepción de compensación no es admisible en 
este juicio. 


163. - 


La reconciliación anterior a la demanda podrá opo- 
nerse antes de la contestación de ésta, como excepción 
previa; pero si fuere posterior a la contestación a la 
demanda, podrá oponerse en cualquier estado del juicio 
y se sustanciará en incidente por separado. Si el deman- 
dante niega que haya habido reconciliación, la prueba 
incumbe al demandado. — * 


**Redacción adecuada al texto de Arts. 133 y 318 
del Código Gral. del Proceso 


164. - 


Esta acción se prescribe a los seis meses de conocer 
el cónyuge el hecho que le da mérito; en caso de igno- 
rancia, a los tres años de producido el hecho. 


Si el hecho ha continuado o se ha reproducido, el 
término para la prescripción se contará desde que cesó o 
dejó de reproducirse. 


La excepción sólo podrá oponerse por cualquiera de 
los cónyuges, en cualquier estado del juicio y hasta que 


los autos estén en situación de dictarse sentencia. 


**El inc. 3” fue agregado por decreto-ley N* 14.766 


de 18.4.78 y modificado por Art. 343 del Código Gral. 


del Proceso 
165. - 


En todos los juicios de separación intervendrá nece- 
sariamente el Ministerio Público desde su iniciación. 


166. - 


Todas las especies de pruebas serán admitidas en 
estos juicios; pero la confesión o juramento de los cónyu- 
ges no será bastante para que la separación sea decretada. 
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Queda excluido el testimonio de los descendientes y 
ascendientes de los cónyuges; la circunstancia de otro 
parentesco no constituye tacha legal. 


167. - 


En los autos no se dictará sentencia definitiva si 
antes no se acredita que se ha resuelto la situación de los 
hijos menores de edad o incapaces, en cuanto a su guar- 
da, régimen de visitas y pensión alimenticia. 


El tiempo que transcurra como consecuencia de lo 
dispuesto en el inciso precedente, no se computará a los 
efectos de la perención de la instancia. 


**Texto dado por el Art. 1” del decreto-ley 
N” 14.766 de 18.4.73 y adecuado al régimen del 
Código Gral. del Proceso 


168. - 
De la sentencia que pronunciare el juez letrado de 
Familia o quien hiciera sus veces, habrá recurso para el 


Tribunal de Apelaciones competente. 


**Redacción adecuada al texto del Art. 69 
ley N* 15,750 de 24.6.85 


169. - 

Las sentencias dictadas en los juicios de separación, 
nunca pasan en autoridad de cosa juzgada, para el efecto 
de impedir que los cónyuges separados se reconcilien. 

SECCION IV 
Efectos de la separación de cuerpos 

170. - 

Comienzan entre los cónyuges los efectos de la se- 
paración desde el día en que pasare en autoridad de cosa 
juzgada la sentencia pronunciada en el juicio respectivo. 


171.- 


**DEROGADO por Art. 151 Código del Niño y 
Art. 350 del Código Gral. del Proceso 


172. - 


En todo tiempo podrán los cónyuges celebrar acuer- 
dos relativos a la situación de los hijos, salvo que la 
separación personal fuera motivada por la causal com- 
prendida en el inciso 5” del artículo 148. 


**Este artículo se fusionó con el inc. 2” del ante- 
rior Art. 171 Código Civil, por razones de coherencia 
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173. - 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
el juez, de oficio o a instancia de cualquiera de los 
cónyuges, proveerá sobre la situación de los menores, 
teniendo en cuenta el interés de éstos y con arreglo a lo 
dispuesto en los artículos siguientes. 


En todo caso se oirá al Ministerio Público. 


**Redacción adecuada al texto del Art. 151 del 
Código del Niño y Art. 350 del Código Gral. del Pro- 
ceso 


174. - 


Salvo motivo grave, a juicio del juez, los hijos que 
tengan menos de cinco años serán confiados a la madre. 


En cuanto a los que tengan más de cinco años, el 
juez proveerá contemplando las razones que expusieran 
los padres y la opinión del fiscal. 


175. - 


**DEROGADO por Art. 151 Código del Niño y 
Art. 350 Código Gral. del Proceso 


176. - 


Ambos cónyuges quedan solidariamente obligados 
al sostén y educación de sus hijos. 


177.- 


Las convenciones que celebren los cónyuges y las 
resoluciones judiciales a que se refieren los artículos 
anteriores, sólo podrán recaer válidamente sobre la te- 
nencia de los hijos, que podrán ser confiados a uno, a 
ambos cónyuges o a un tercero o repartida entre ellos, 
pero todos los demás derechos y deberes de la patria 
potestad corresponderán a los cónyuges con arreglo a 
las disposiciones del Título VIII de este Libro. 


**Se modifica el término “guarda” por “tenen- 
cla” a efectos de adecuarlo al régimen general y al 
contexto de este Cuerpo normativo 

178. - 

Cualquiera que sea la persona a quien se confíen los 
hijos, el padre y la madre conservan el derecho de vigi- 
lar su educación. 


179. - 


El cónyuge que diere causa a la separación, perderá 
todo lo que se le hubiere dado o prometido por su con- 
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sorte o por cualquiera otra persona, en consideración al 
matrimonio; el cónyuge inocente conservará lo recibido 
y podrá reclamar lo prometido en su provecho. (Artícu- 
los 875 y 1031). 


Si la separación fuera pronunciada contra los dos 
cónyuges, en caso de reconvención, perderán ambos las 
ventajas referidas, conforme a lo dispuesto en el inciso 
anterior. 


180. - 


Las revocaciones impuestas por el artículo anterior 
serán inscritas de oficio en el Registro correspondiente y 
sólo después de la inscripción producen efectos contra 
terceros de buena fe. 


181. - 


Por la separación de cuerpos se disuelve la sociedad 
legal de bienes, debiendo observarse lo dispuesto en el 
Título respectivo del Libro Cuarto. 


182. - 


**DEROGADO por artículo 4” decreto-ley 
N* 14.766 de 18.4.78 


183. - 


El marido queda siempre en la obligación de contri- 
butr a la congrua y decente sustentación de la mujer no 
culpable de la separación, con una pensión alimenticia 
que se determinará teniendo en cuenta las facultades del 
obligado y las necesidades de la mujer, de manera que 
ésta conserve en lo posible la posición que tenía durante 
el matrimonio. Cesará esta obligación si la mujer lleva 
una vida desarreglada. 


El cónyuge que se encuentre en la indigencia, tiene 
derecho a ser socorrido por su consorte, en lo que nece- 
site para su modesta sustentación, aunque él sea el que 
ha dado motivo a la separación; pero en este caso, el 
juez, al reglar la asignación, tomará en cuenta la con- 
ducta actual del cónyuge que reclama el socorro. 


184, - 


En las cuestiones a que diere lugar la separación de 
bienes, como efecto de ta de cuerpos, se determinará la 
competencia del juez por las reglas del procedimiento 
civil. 


185. - 
Transcurridos tres años de una sentencia de separa- 


ción personal, cualquiera de los cónyuges podrá solicitar 
la conversión en divorcio basándose en la sentencia. 


C.S.- 203 


204 -C.S. 


Solicitada la conversión, debe concederla el juez, de 
acuerdo a la ley procesal, 


**Redacción adaptada al texto del Art. 369 Códi- 
g0 Gral. del Proceso 


SECCION V 

De la disolución del matrimonio 
186. - 
El matrimonio se disuelve: 
1? - Por la muerte de uno de Jos cónyuges. 
2” - Por el divorcio legalmente pronunciado. 
187. - 
El divorcio sólo puede pedirse: 


1% - Por tas causas enunciadas en el artículo 148 de 
este Código. 


2” - Por el mutuo consentimiento de los cónyuges. 

En este caso será necesario que los cónyuges compa- 
rezcan personalmente en el mismo acto ante el juez 
letrado de su domicilio, a quien expondrán su deseo de 
separarse. El juez propondrá los medios conciliatorios 
que crea convenientes y si estos no dieren resultado, 
decretará desde luego la separación provisoria de los 
cónyuges y las medidas provisionales que correspondan. 


De todo se labrará acta que el juez firmará con las 
partes y al final de la que fijará nueva audiencia con 
plazo de tres meses a fin de que comparezcan nueva- 
mente los cónyuges a manifestar que persisten en sus 
propósitos de divorcio. También se labrará acta de esta 
audiencia y se citará nuevamente a las partes que com- 
parezcan en un nuevo plazo de tres meses, a fin de que 
hagan manifestación definitiva de su voluntad de divor- 
ciarse. Si asf lo hicieren se decretará el divorcio, pero si 
los cónyuges no comparecieren a hacer la manifesta- 
ción, se dará por terminado el procedimiento. 


3” - Por la sola voluntad de la mujer. 


En este caso la solicitante deberá comparecer perso- 
nalmente ante el juez letrado de su domicilio, a quien 
expondrá su deseo de disolver el matrimonio. El juez 
hará constar en acta este pedido y en el mismo acto 
fijará audiencia para celebrar un comparendo entre los 
cónyuges en el que se intentará la conciliación y se 
resolverá la situación de los hijos, si los hubiere, se 
fijará la pensión alimenticia que el marido debe sumi- 


nistrar a la mujer mientras no se decrete la disolución - 
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del vínculo y se resolverá sobre la situación provisoria 
de los bienes. Si no comparece el cónyuge contra quien 
se pide el divorcio, el juez resolverá, oídas las explica- 
ciones del compareciente, sobre la situación de los hijos 
y la pensión alimenticia decretando en todos los casos la 
separación provisoria de los cónyuges y fijando nueva 
audiencia con plazo de seis meses a fin de que compa- 
rezca la parte que solicita el divorcio a manifestar que 
persiste en sus propósitos. También se labrará acta de 
esta audiencia y se señalará una nueva, con plazo de un 
año, para que la peticionante concurra a manifestar que 
insiste en su deseo de divorciarse. 


En esta última audiencia el juez citará a los cónyu- 
ges a un nuevo comparendo e intentará de nuevo la 
conciliación entre ellos y comparezca o no el esposo, 
decretará siempre el divorcio, en caso de no conciliarse, 
sea cual fuere la oposición de éste. 


Siempre que la que inició el procedimiento dejara de 
concurrir a alguna de las audiencias o comparendos pres- 
criptos en este numeral, se la tendrá por desistida. 


El divorcio por esta sola voluntad no podrá solicitar- 
se sino después de haber transcurrido dos años de la 
celebración del matrimonio. 


Cada cónyuge tendrá derecho, desde el momento que 
se decrete la separación provisoria, a elegir libremente 
su domicilio. 


Cuando el cónyuge que no ha pedido el divorcio no 
se le pudiera citar personalmente o estuviera ausente del 
país, el juez lo citará por edictos y si no compareciese 
vencido el término del emplazamiento, se le nombrará 
defensor de oficio. 


**Texto dado por el Art. 1” decreto-ley N' 14,766 
de 18.4.78 

El numeral 2” fue modificado por la ley N” 16.094 de 
26.10.89. Su último inc. fue derogado por ley N* 16.077 
de 11.10.89 que deja sin efecto el requisito de la concilla- 
ción. 

La redacción del penúltimo inc. del numeral 3" 
está adaptada al texto del Art. 1” ley N” 10,783 de 
18.9.46 


188. - 

Para la ley es nula toda renuncia o reserva que se 
establezca en las capitulaciones matrimoniales, respecto 
de la facultad de pedir el divorcio. 

189. - 

Lo dispuesto en las cuatro secciones anteriores rige 


en materia de divorcio, sin perjuicio de lo que se dispo- 
ne especialmente en esta Sección. 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


En los casos previstos por los numerales 2* y 3” del 
artículo 187, se cumplirá también con lo previsto por el 
artículo 167. 


**El inc. 2” fue agregado por Art. 1” decreto-ley 
N” 14.766 de 18.4.78 


190. - 


Disuelto legalmente el matrimonio, los cónyuges que- 
dan facultados para contraer nueva unión. 


Los cónyuges divorciados podrán volver a unirse en- 
tre sí, celebrando nuevo matrimonio; pero una vez reali- 
zado éste, el cónyuge demandante en el primer matri- 
monio no podrá deducir acción de divorcio que se funde 
en una causa de la misma naturaleza de la que sirvió 
para decretar el divorcio anterior. 


No es aplicable al caso del inciso anterior lo dispues- 
to por el artícuto 112 de este Código. 


191. - 


Ejecutoriada la sentencia de divorcio, no podrá la 
mujer usar al apellido de su marido. 


192. - 


La acción de divorcio se extingue absolutamente por 
la muerte de uno de los cónyuges. 


193. - 


Ejecutoriada una sentencia de divorcio, será inme- 
diatamente comunicada por el juez de la causa a fin de 
que sea anotado al margen de las actas de matrimonio. 
En caso de matrimonio cuya celebración no se hubiere 
realizado civilmente o hubiese sido realizado en el ex- 
tranjero por cuyas razones no estuviera registrado, se 
tomará nota en un libro especial. 


**Redacción adaptada al texto de la ley N” 1.430. 


de 12.2.879 

194. - 

Cesa la obligación que impone al marido el artículo 
183 inciso 1? de este Código, si la mujer contrae nuevas 
nupcias. 


195. - 


El derecho sucesorio entre padres e hijos se ejercerá 
con arregío al derecho común. 
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196. - 


**DEROGADO por Art. 1” ley N” 10.783 de 
18.9.46 


197. - 


Después del divorcio la afinidad que había creado el 
matrimonio sólo continúa corno impedimento dirimente 
a los efectos del artículo 9] número 4” de este Código y 
tal como existía al pasar la sentencia en autoridad de 
cosa juzgada. 


CAPITULO VI 
SECCION I 
De la nulidad del matrimonio 
198. - 


Corresponde al Juzgado Letrado del domicilio de los 
cónyuges o del demandado en su caso, conocer de la 
nulidad de los matrimonios. 


**Redacción adaptada al texto de la ley N* 15.750 
de 24.6.85 


199.- 


No puede decirse de nulidad del matrimonio contraí- 
do sin el consentimiento libre de los cónyuges, sino por 
el contrayente, cuyo consentimiento no ha sido libre. 


Si el vicio del consentimiento proviniese de violen- 
cia o de error sobre la persona, no será admisible la 
demanda de nulidad, cuando haya mediado cohabita- 
ción continuada por sesenta días, desde que el cónyuge 
adquirió su libertad absoluta o conoció el error de que 
había sido víctima. 


200. - 


De los matrimonios contraídos con alguno de los 
impedimentos dirimentes de los números 1,3, 4,5, 6 y 
7 del artículo 91, puede decirse de nulidad, según el 
caso, por los mismos cónyuges, por cualquier interesado 
o por el Ministerio Público. 


Esta disposición es aplicable al caso del matrimonio 
clandestino, esto es, que no se haya contraído pública- 
mente, en presencia del funcionario competente y de 
acuerdo con las disposiciones de este Código. 


201.- 
No podrá, sin embargo, decirse de nulidad del matri- 


monio contraído por individuos, de los cuales uno o los 
dos eran impúberes al tiempo de la celebración: 


C.S.- 205 


206 -C.S. 


- 1% - Cuando han pasado ciento ochenta días, desde 
que ambos cónyuges fueron legalmente púberes. 


2” - Cuando la mujer ha concebido antes de la puber- 
tad legal o antes de vencerse los ciento ochenta días 
sobredichos. 


202. - 


Si en el caso del número 3 del artículo 91, los cón- 
yuges se excepcionan con la nulidad del primer matri- 
moniío, debe juzgarse previamente sobre la calidad de 
ese matrimonio. 


203. - 


En todo juicio de nulidad, aunque se siga a instancia 
de parte interesada, intervendrá el Ministerio Público. 


Al Ministerio Público se le dará la voz del pleito, 
por rebeldía o abandono de los litigantes, hasta que re- 
caiga sentencia que pase en autoridad de cosa juzgada. 


204. - 


Si la nulidad es de las de que hablan los incisos 1, 3, 
4, 5 y 6 del artículo 91, el Ministerio Público no sólo 
puede, sino que debe pedir que ella se pronuncie y obte- 
ner la separación, sin perjuicio de las penas impuestas 
por la ley. 


Si el matrimonio na ha sido precedido del edicto 
requerido por los artículos 92 y 93 o se ha faltado a lo 
que respectivamente disponen los artículos 105 a 114 
del Capítulo IM de este Título, el Ministerio Público 
hará condenar al Oficial del Estado Civil de conformi- 
dad con el artículo 115 y a los contrayentes o a aquellos 
bajo cuya potestad obraron, en una multa proporcionada 
a sus facultades. 


Esta disposición penal se entenderá aun en el caso 
de declararse válido el matrimonio, 


**Redacción adaptada al texto del decreto- 
ley N* 14.269 de 28.9.74 


205. - 


Durante el juicio de nulidad, el Juzgado decretará las 
medidas provisorias a que hubiere lugar, según los artículos 
154 y siguientes. 


206.- 


La sentencia será apelable para ante el superior in- 
mediato, en la forma prescrita para las demás causas de 
su competencia. 


**Redacción adaptada al texto de la ley N” 15.750 
de 24.6.85 
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SECCION II 
Efectos de la declaración de nulidad 
207. - 
Ejecutoriada la sentencia declarando la nulidad del 
matrimonio, el juez a que se refiere el artículo 198 de- 
berá dar los avisos que correspondan para que se haga la 


anotación en los libros respectivos. 


**Redacción adaptada al texto del decreto-ley 


-N” 1.430 de 12.2.879 


208. - 


El matrimonio nulo, sí ha sido celebrado con las 
solemnidades de la ley, produce los mismos efectos ci- 
viles que el válido, tanto respecto de los hijos, como del 
cónyuge que de buena fe y con justa causa de error lo 
contrajo; pero dejará de producir efectos civiles desde 
que falta la buena fe por parte de ambos cónyuges. 


209. - 


Anulado el matrimonio, los hijos varones, mayores 
de cinco años, quedarán al cargo del padre; y las hijas 
en el mismo caso, al cuidado de la madre, si de parte de 
ambos cónyuges hubiera habido buena fe. 


Si la buena fe hubiese estado de parte de uno sólo de 
los cónyuges, quedarán bajo su poder y cuidado los hi- 
jos de ambos sexos. 


Los hijos e hijas menores de cinco años se manten- 
drán en todo caso, hasta que cumplan esta edad, al cui- 
dado de la madre. 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE EL 
SIGUIENTE TEXTO: 


“A nulado el matrimonio, la situación de los hijos 
se regulará por lo dispuesto en el artículo 174”, 


210.- 


Si hubo mala fe por parte de ambos cónyuges, los 
hijos serán considerados como hijos naturales reconoci- 
dos. 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE EL 
SIGUIENTE TEXTO, POR RAZONES DE JUSTI- 
CIA: 


“No obstante la mala fe por parte de ambos cón- 
yuges, los hijos serán considerados siempre hijos legí- 
timos”. 


7 de Setiembre de 1904 


7 de Setiembre de 1994 


211. - 


La nulidad producirá, respecto de los bienes del ma- 
trimmonio, los efectos siguientes: 


19 - Si hubo buena fe de parte de ambos cónyuges, 
cobrará cada uno sus bienes, incluso la mitad de ganan- 
ciales y conservará las donaciones y ventajas pactadas al 
contraer el matrimonio. 


2 - Si hubo mala fe en los dos, se practicará to 
mismo, salvo que las donaciones y ventajas pactadas 
serán nulas. 


3" - Si la mala fe estuvo de parte de uno solo, éste 
recobrará sus bienes propios, mas perderá la mitad de 
gananciales y todas las donaciones y ventajas matrimo- 
niales. 


212.- 


Lo dispuesto en el artículo 184 es aplicable al caso 
de haberse declarado nulo el matrimonio. 


TITULO VI 


De la paternidad y filiación 
CAPITULO 1 
De los hijos legítimos 


213. - 


Se considerarán legítimos únicamente los hijos que 
procedan de matrimonio civil y los legitimados adopti- 
vamente. 


**El inc. 2” fue derogado por ley N” 15.855 de 
25.3.87 

El agregado final responde a la ley N” 10.674 de 
20.11.45 


214. - 


Viviendo los cónyuges de consuno, la ley considera 
al marido, padre de la criatura concebida durante el 
matrimonio. 


215... 


Se considera ta criatura concebida durante el matri- 
monio, cuando nace fuera de los ciento ochenta días 
después de contraído o dentro de los trescientos días 
siguientes a la disolución del matrimonio. 
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216. - 


Sin embargo de lo dispuesto en el artículo preceden- 
te, el marido no podrá desconocer la paternidad de la 
eniatura nacida antes de transcurridos ciento ochenta días 
de la celebración del matrimonio, en los siguientes ca- 
508: 


1? - Si el marido tuvo conocimiento de la preñez 
antes del matrimonio. 


2” - Si se probase que, estando presente, consintió 
que se expresara su apellido en la partida de nacimiento 
o bautismo. 


3? - Si la criatura no ha nacido viable, esto es, de 
vida y que haya vivido veinticuatro horas naturales. 


217.- 


El marido podrá desconocer la criatura, si prueba 
que durante el tiempo transcurrido desde el tricentésimo 
día, hasta el centésimo octogésimo, antes del nacimien- 
to de esa criatura, le era físicamente imposible tener 
acceso con su mujer. 


218. - 


No podrá el marido desconocer la criatura, alegando 
su impotencia natural. 


Tampoco podrá desconocerla por causa de adulterio, 
aunque sea confesado por la mujer, a menos que el 
nacimiento le haya sido ocultado, en cuyo caso podrá 
probar todos los hechos conducentes a justificar que no 
es hijo suyo. 


219.- 


En los casos de divorcio, separación de cuerpos y 
nulidad de matrimonio, el marido podrá desconocer la 
criatura nacida trescientos días después que se realizó de 
hecho la separación provisoria, conforme al artículo 154 
o la definitiva por sentencia que cause ejecutoria. 


Pero, en tal caso, podrán proponerse todos los he- 
chos conducentes a probar la paternidad del marido. 


220. - 


En los casos en que el marido tiene derecho para 
desconocer la criatura, deberá hacerlo en juicio, dentro 
de dos meses contados desde que tuvo noticia del naci- 
miento de aquélla, 


CS. 207 


208 -C.S. 


221. - 


Si el marido muere antes de hacer su reclamación, 
pero dentro del término hábil para deducirla, sus herede- 
ros tendrán cuatro meses para interponer la demanda, 
negando la paternidad del difunto. Este término comen- 
zará desde el día en que el hijo haya sido puesto en 
posesión de los bienes del marido. 


La acción se dirigirá en este caso y en el del artículo 
anterior, contra un curador ad hoc dado al hijo, si fuese 
menor. La madre será citada, pero no obligada a parecer 
en el juicio. 


No hay lugar a demanda, cuando el padre hubiese 
reconocido al hijo en su testamento o en otro instrumen- 
to público. 


222. - 


La legitimidad del hijo, cuya madre no fuere dudosa, 
puede ser contestada: 


O por no haber habido matrimonio entre sus padres. 
O por ser nulo o haberse anulado el matrimonio. 


O por no haber sido matrimonio putativo..(Artículo 
208). 


O por haber sido adulterina la concepción del hijo 
nacido dentro de los ciento ochenta días de la celebra- 
ción del matrimonio. 


O por haber nacido fuera de los trescientos días si- 
guientes a la disolución del matrimonio. (Artículo 215). 


La contestación de legitimidad pertenece a cualquie- 
ra persona que tenga interés actual en deducirla. 


223, - 


La mujer que, muerto el marido, se creyese embara- 
zada, debe denunciarlo a los que serían herederos del 
difunto, si no existiera el hijo póstumo. 


Los interesados pueden pedir todas las medidas que 
fuesen necesarias para asegurarse de que el parto es 
efectivo y ha tenido lugar dentro de los trescientos días 
siguientes a la disolución del matrimonio. 


224. - 


La filiación de que el hijo está en posesión, aunque 
sea conforme a la partida de nacimiento o bautismo, 
puede ser contestada en razón de parto supuesto o por 
haber habido sustitución del verdadero hijo o en gene- 
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ral, por no ser la mujer la madre propia del hijo que 
pasa por suyo. 


225. - 


Durante la vida del hijo, sólo a €l compete la acción 
para reclamar su filiación legítima. Sus herederos y des 
cendientes podrán continuar la acción intentada por él o 
intentarla cuando el hijo hubiese muerto en la menor 
edad. 


Esta acción deberá ser dirigida contra el padre y 
madre conjuntamente y por fallecimiento de éstos, con 
tra sus herederos. 


226. - 


El derecho de reclamar la filiación o de contestarla o 
de contestar la legitimidad, no se extingue ni por pres- 
cripción ni por renuncia expresa o tácita; pero los dere- 
chos pecuniarios ya adquiridos pueden renunciarse y pres 
cribirse. 


CAPITULO II 
De los hijos naturales 
SECCION 1 
De la legitimación de los hijos naturales 
227.- 


Son hijos naturales los nacidos de padres que, en el 
acto de la concepción, no estaban unidos por matrimo- 
nio. 


No tienen, sin embargo, la calidad legal de hijos 
naturales, sino cuando son reconocidos o declarados ta 
les, con arreglo a lo dispuesto en la Sección siguiente. 


Los hijos naturales nacidos durante el matrimonio de 
los padres no podrán ser reconocidos por ninguno de 
éstos hasta tanto no se disuelva ese matrimonio, a no ser 
que el reconocimiento se haga en testamento cerrado o 
se verifique después de sentencia judicial que haga lugar 
al desconocimiento de la paternidad del marido. 


Tampoco se admitirá el reconocimiento de hijo ile 
gítimo, aun después de disuelto el matrimonio, cuando 
ese reconocimiento se pretenda hacer a favor de una 
persona que tenga la posesión notoria de hijo legítimo. 
sin perjuicio de las acciones que para contestar esa filia 
ción admite el derecho común. 


228. - 


Los hijos naturales pueden solamente legitimarse por 
subsiguiente matrimonio válido de sus padres. 


7 de Setiembre de 1904 


7 de Setiembre de 1994 


229. - 


En los casos de legitimación de hijos naturales por 
subsiguiente matrimonio válido de sus padres, la ins- 
cripción de los mismos como legítimos se hará en idén- 
tica forma a la de los hijos nacidos durante el matrimo- 
nio, en el Registro de Nacimientos. El acta de matrimo- 
nio de los padres, la de inscripción del hijo legítimo y la 
anotación en la libreta de Organización de Familia de- 
bcrán extenderse sin mención ni referencia alguna a la 
legitimación, de manera que nada las diferencie de las 
comunes de matrimonio ni de las de inscripción ni ano- 
tación de hijos legítimos. 


Presentada la partida de matrimonio respectiva y la 
de reconocimiento del hijo natural, el oficial del Estado 
Civil efectuará la inscripción en la forma establecida en 
el inciso anterior. Realizada ésta, quedarán sin valor las 
partidas y constancias preexistentes, sean de nacimiento 
o de reconocimiento y prohibida su exhibición, así como 
la expedición de testimonio, salvo en los casos en que se 
dispusiere lo contrario, con citación e intervención de 
los interesados. 


En el caso de simple inscripción de hijo natural no 
reconocido, la presentación de la partida de matrimonio 
deberá ser hecha por los padres. 


En lo demás se estará a lo dispuesto por la ley 12,689 
de 29 de diciembre de 1959. 


**Texto dado por los Arts. 1? y 2” -ines. 1 y 2- de 
ley N* 12.689 de 29.11.59 


230.- 


La legitimación puede tener lugar aun en favor de 
hijos fallecidos, que han dejado descendientes legítimos 
y en tal caso les aprovecha. 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
INCORPORAR A LOS HIJOS NATURALES, EN 
CUMPLIMIENTO DEL ART. 15 DE LA LEY 15.737 
DE 8.3.85 -PACTO DE. SAN JOSE DE COSTA RICA 
(ART. 17) e 


231.- 
Los hijos legitimados por subsiguiente matrimonio 


gozan de tos mismos derechos que si hubieran nacido en 
el matrimonio. 


232.- 


La legitimación no tiene efecto retroactivo. Surte sus 
efectos desde que existe el matrimonio que la produce. 
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SECCION Il 


Del reconocimiento de los hijos naturales 
y de la investigación de la filiación natural 


233.. 


El reconocimiento de un hijo natural puede hacerse 
expresa 0 tácitamente. 


El reconocimiento expreso debe hacerse por escritu- 
ra pública o por testamento o ante el oficial del Estado 
Civil en el acto de la inscripción del nacimiento o des- 
pués de verificada. 


Cuando se efectúe el reconocimiento ante el oficial 
del Estado Civil, si la persona que lo hace no fuese de 
conocimiento del funcionario, deberá justificar su iden- 
tidad con dos testigos de conocimiento de éste, todo lo 
cual deberá constar en el acta. 


Cuando se haga el reconocimiento después de la ins- 
cripción del nacimiento, deberá acompañarse la partida 
respectiva. 


El reconocimiento tácito es el que resulta de la cons- 
tatación, ante el juez competente, de la posesión notoria 
del estado de hijo natural de conformidad con los artícu- 
los 44, 46, 47 y 48 de'este Código en lo que fueren 
aplicables. 


234.- 


El hijo natural podrá ser reconocido por su padre y 
su madre de común acuerdo o por uno soto de ellos. 


En el segundo caso, el reconocimiento no tendrá 
efecto, sino relativamente al que lo ha practicado. 


235..- 


El menor que no sea casado, emancipado o habilita- 
do de edad, no podrá reconocer válidamente a un hijo . 
natural. 


236.- 
Cuando el padre o la madre reconozca separadamen- 
te un hijo natural, no podrá revelar en el acto del reco- 


nocimiento el nombre de ta persona con quien lo hubo, 
a menos que ésta ya lo hubiese reconocido. 


237.- 


El hijo natural reconocido no puede reclamar los 
derechos de legítimo o legitimado. 


CS. - 209 


210-C.S. 


Los que le correspondan como tal hijo natural, se 
determinarán en los títulos respectivos. 


***PROPUESTA: SE PROPONE SU DEROGA- 
CION EN VIRTUD DE LO DISPUESTO POR EL 
ART. 17 numeral 5 DEL PACTO DE SAN JOSÉ DE 
COSTA RICA, LEY N” 15,737 DEL 8 de marzo de 
1985. 


238.- 


El que fuere reconocido como hijo natural, podrá 
quitar al reconocimiento sus efectos legales toda vez 
que lo repudie dentro del año en que tuvo conocimiento 
del hecho, si es mayor de edad y dentro del mismo 
plazo y condición al llegar a la mayoría de edad. Sin 
perjuicio de este derecho, podrá impugnar el reconoci- 
miento del padre o la madre, lo propio que todos los que 
en ello tengan interés actual, así como podrán también, 
todos los que se hailen en esta condición, oponerse a las 
reclamaciones de parte del hijo. 


Podrá el hijo o el fiscal respectivo, en su caso, pedir 
en cualquier tiempo se quite al reconocimiento, los efec- 
tos legales, únicamente en lo que se refiere a la patria 
potestad, cuando haya mediado la causal que establece 
el artículo 285, inciso 7” de este Código. 


**El texto del inc. 2” proviene del Art. 2* 
ley N” 8.304 de 15.10.28 


239.. 


El reconocimiento del hijo natural, sea hecho por 
escritura pública o por testamento, es irrevocable y no 
admite condiciones, plazos o cláusulas de cualquier na- 
turaleza, que modifiquen sus efectos regulares, sin ser 
necesaria la aceptación por parte del hijo ni la notifica- 
ción a éste, sin perjuicio de lo que al respecto establece 
la Ley de Registro de Estado Civil. 


240.- 


Si alguno fuese reconocido como hijo natural por 
más de un hombre como su padre, o por más de una 
mujer como su madre, no habrá prueba de paternidad o 
de maternidad, mientras que uno de estos reconocimien- 
tos contradictorios no fuese excluido por sentencia que 
cause ejecutoria. 


Se atenderá en tal caso el reconocimiento que tuvie- 
se a favor más presunciones o probabilidades. 


241.- 


La paternidad ilegítima puede ser judicialmente de- 
clarada: 
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1? Sí ha habido rapto o violación, cuando la época 
de la concepción coincida con el rapto o violación. 


2” En el caso en que el marido haya desconocido la 
paternidad del hijo, obteniendo sentencia ejecutoriada a 
su favor. 


3” Cuando el padre haya reconocido por escrito la 
paternidad que se reclama. 


4” Cuando el pretendido padre haya vivido en concu- 
binato notorio con la madre durante el período de la 
concepción. 


5” Cuando el padre haya provisto al mantenimiento, 
educación y vestido del hijo, de manera pública y conti- 
nuada por un año, por lo menos, invocando su calidad 
de padre. 


6* En el caso de seducción de la madre, cumplida 
con abuso de autoridad o con promesa de matrimonio, 
en época contemporánea de la concepción y siempre 
que para el segundo caso exista principio de prueba por 
escrito. 


Sin perjuicio de las excepciones del derecho común, 
el demandado podrá excepcionarse contra la acción, pro- 
bando: 


A) Que durante el período legal de la concepción la 
madre observaba notoriamente costumbres deshonestas 
o mantenía comercio con otro individuo. 


B) Que durante el período de la concepción le ha 
sido físicamente imposible tener acceso con la madre. 


La acción no pertenece sino al hijo, pero durante su 
menor edad sólo podrá ser deducida por la madre o por 
su representante legal, salvo que esté habilitado de edad. 
Si la madre es menor, se la proveerá de curador espe- 
cial. La madre sólo podrá iniciar la acción dentro de los 
dos años de producido el alumbramiento y el tutor den- 
tro de los seis meses de su nombramiento. En los casos 
de los números 4? y $” estos plazos empezarán a correr 
desde la cesación de fos hechos a que se refieren y en el 
caso del número 2”, desde que quede ejecutoriada la 
sentencia que haga lugar al desconocimiento de la pater- 
nidad. Si la acción no ha sido intentada durante la me- 
nor edad del hijo, éste podrá deducirla dentro de los 
cinco años de su mayor edad. 


Cuando el demandado sea absuelto, si el juez esta- 
blece que el actor ha procedido con intención dolosa, se 
pasarán los autos al Juzgado competente en materia pe- 
nal que corresponda. 


Cuando el presunto hijo o su representante legal 
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ejercite conjuntamente con la acción que este artículo le 
acuerda, la de petición de herencia, el actuario, bajo la 
pena de 100 Unidades Reajustables de multa lo comuni- 
cará dentro de quince días al Registro correspondiente 
para la inscripción que corresponda, que producirá los 
efectos enunciados en el artículo 685. Si entre los de- 
mandados hubiese herederos, testamentarios o de tos 
llamados a la herencia por el artículo 1025 o cónyuge 
con derecho a gananciales o a porción conyugal, cual- 
quiera de ellos podrá obtener que se limite la interdic- 
ción a un bien o lote de bienes hereditarios cuyo valor 
cubra ampliamente la legítima del actor, quien sólo so- 
bre ese bien o lote podrá perseguir ej pago de su haber 
hereditario en caso de que le sea reconocida la filiación 
invocada y sin perjuicio de la acción personal que le 
corresponda por restitución de frutos. Cuando por la 
naturaleza de los bienes sea imposible separar parte de 
ellos para garantizar la efectividad del derecho heredita- 
rio invocado, cualquiera de los demandados a que se 
refiere el párrafo anterior podrá pedir que en vez de 
limitarse la interdicción se cancele totalmente, constitu- 
yendo garantía hipotecaria o prendaria que asegure al 
actor el pago de su legítima y de sus intereses. 


**Del numeral 1* se elimina la mención al estupro 
violento ya que el Código Penal de 1934 no lo prevé. 
El texto actual resulta de las modificaciones introdu- 
cidas por las leyes Nos. 5.153 de 5.9.14, 5.391 de 
25.1.16 (Art. 77) y 9.428 de 6.2.34 (art. 1”) y 15,855 de 
25.3,87 (Art. 1”). 


242.- 


Se admite la investigación de la maternidad, cuando 
no se trate de atribuir el hijo a una mujer casada. 


Si la demandada negare ser suyo el hijo, será admiti- 
do el demandante a probarlo con testimonios fehacien- 


tes que establezcan el hecho del parto y la identidad del 
hijo. 


La partida de nacimiento o bautismo no hace por sí 
sola prueba alguna. 


242.1.- 
El padre o madre naturales declarados judicialmente 
tales de acuerdo a los artículos anteriores quedan obliga- 


dos en los términos del.artículo 277, 


**Redacción resultante de la coordinación de los 
Arts. 195 del Código del Niño y 277 de este Código. 


TITULO VIH 
De la adopción 
243.- 


La adopción se permite a toda persona que tenga 
más de treinta años de edad, cualquiera sea su estado 
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civil y siempre que tenga por lo menos veinte años más 
que el adoptado. 


**Texto dado por el Art. 156 Código del Niño 
244.- 


El tutor no puede adoptar al menor hasta que hayan 
sido aprobadas judicialmente las cuentas del cargo. 


**Texto dado por el Art. 157 Código del Niño 
245.. 


Nadie puede ser adoptado por más de una persona, a 
no ser por dos cónyuges. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar o ser adop- 
tado sin el consentimiento del otro, salvo que estuviere 
impedido de manifestar su voluntad o que exista senten- 
cia de separación de cuerpos. 


Realizada la adopción, la separación o divorcio ulte- 
rior de los cónyuges no les exime de sus obligaciones 
con respecto al adoptado, si fuese menor, aun cuando 
fueran privados del ejercicio de la. patria potestad o de 
su tenencia. 


**Texto dado por los Arts. 159 y 158 Código del 
Niño Ñ 


246.- 


No valdrá la adopción de los hijos ilegítimos hecha 
por el padre o por la madre. 


247.- 


Para la adopción de una persona mayor de dieciocho 
años se requiere su expreso consentimiento. 


- Cuando el adoptado sea un demente o sordomudo 
que no sepa darse a entender por escrito, prestará el 
consentimiento su representante legal. 


Si se trata de un menor de edad que tenga padre y 
madre, es necesario el consentimiento de ambos padres. 
Si uno ha muerto o está impedido de manifestar su vo- 
luntad el consentimiento del otro es suficiente, 


Si los padres están divorciados o separados basta el 
consentimiento de aquel que tenga la tenencia del me- 
nor. 


Cuando el menor no tenga padres en ejercicio de la 
patria potestad o ambos están impedidos de manifestar 
su voluntad, deberá prestar el consentimiento su repre- 
sentante legal. 


€.S.- 211 


212 -C.S. 


El consentimiento deberá ser otorgado en la escritu- 
ra pública de adopción, pudiendo en el extranjero efec- 
tuarse ante los agentes diplomáticos o consulares uru- 


guayos. 


**Texto dado por los Arts. 164, 161, 162 y 163 
respectivamente del Código del Niño y por el Art. 1* 
ley N” 7.290 de 13.10.20 : 


248.- 


La adopción ha de ser necesariamente hecha por es- 
critura pública, aceptada por el adoptado o sus represen- 
tantes legales de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
anterior, debiendo ser inscripta dentro de treinta días 
contados desde el otorgamiento de la escritura en un 
libro especial que llevará al efecto la Dirección General 
del Registro de Estado Civil y deberá constar, además, 
al margen del acta de nacimiento. 


La omisión de la inscripción será penada con multa 
al escribano autorizante de la escritura, de 12 a 50 Uni- 
dades Reajustables, a más de no surtir efecto la adop- 
ción hasta después de ser inscripta. 


Una vez inscripta surtirá efecto desde la fecha de su 
otorgamiento. 


Cuando se trate de la adopción de un menor de edad, 
ningún escribano podrá autorizar la escritura respectiva 
sin previa autorización dei Instituto Nacional del Menor 
en que se acredite: 


1” La idoneidad moral y la capacidad del adoptante 
probada por todos los medios de investigación que el 
Instituto Nacional del Menor juzgue necesarios. 


2” Que el adoptante ha tenido durante dos años bajo 
su protección y cuidado al adoptado. 


**Texto dado por los Arts. 169 y 170 Código del 
Niño y Art. 1” ley N* 7,290 de 13.10.20 


249..- 


El adoptado continúa perteneciendo a su familia na- 
tural donde conserva todos sus derechos. 


Los padres que consienten la adopción pierden la 
patria potestad que pasa al adoptante. 


En caso de interdicción, de desaparición comproba- 
da judicialmente, de muerte del adoptante o de revoca- 
ción de la adopción, producida durante la menor edad 
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del adoptado, la patria potestad pasa de pleno derecho a 
los padres de éste. 


249-1.- 


La adopción confiere el apellido del adoptante al 
adoptado agregando éste a su apellido propio el del pri- 
mero. Si el adoptante y el adoptado tienen el mismo 
apellido patronímico no se modificará el apellido del 
adoptado. Si el adoptado es un hijo natural el nombre 
del adoptante se le puede conceder pura y simplemente, 
previo consentimiento de las partes, en el acta misma de 
adopción, quedando anulado el apellido propio del adop- 
tado. 


**Texto dado por los Arts. 166 y 165 respectiva- 
mente del Código del Niño 


250.- 


La adopción sólo establece relaciones jurídicas entre 
el adoptante y el adoptado y no entre cualquiera de ellos 
y la familia del otro. 


No produce otros efectos que los declarados expresa- 
mente en este Código y son: 


1? Obligación del adoptado de respetar y honrar al 
adoptante. 


2” Obligación recíproca de prestarse alimentos; no 
obstante los ascendientes y descendientes del adoptada 
no están obligados a suministrar alimentos a éste mien- 
tras los pueda obtener del adoptante, observándose en 
cuanto sea aplicable, lo dispuesto en la Sección 1 Capí- 
tulo IV del Título V, 


3” Derecho a heredarse sin testamento en los casos y 
con la distinción que se determina en el Título De la 
Sucesión Intestada, 


**Texto dado por los Arts. 168 y 167 Código del 
Niño y 249 inc. 2” Código Civil respectivamente 


251.- 

La revocación de la adopción cuando existan moti- 
vos graves puede solicitarse por el adoptante o el adop- 
tado ante el Juzgado competente, con apelación ante el 


Tribunal respectivo. 


La revocación hace cesar para el porvenir todos los 
efectos de la adopción. 


**Texto dado por el Art. 171 Código del Niño 
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TITULO VII 
De la patria potestad 
CAPITULO I 
De la patria potestad en los hijos legítimos 
252.- 


La patria potestad es el conjunto de derechos y debe- 
res que la ley atribuye a los padres en la persona y en 
los bjenes de sus hijos menores de edad. 


La patria potestad será ejercida en común por los 
padres, sin perjuicio de las resoluciones judiciales que 
priven, suspendan o limiten su ejercicio o lo confieran a 
uno de ellos y de los convenios previstos en el artículo 
172. 


Cuando no se obtenga el acuerdo de los padres, cual- 
quiera de ellos podrá recurrir ante el juez competente. 


**Texto resultante de los Arts. 11, 12, 13, 16 y 17 
de la ley N” 10.783 de fecha 18.9.46 


253.- : 


Cualquiera de los padres podrá solicitar la interven- 
ción del juez letrado competente para corregir o preve- 
nir los actos o procedimientos del otro que considere 
perjudiciales para la persona o bienes del menor, con 
arreglo a lo determinado en los artículos 288 y siguien- 
tes de este Código. 


**Este art. se entiende modificado por resultar 
inconciliable con la igualdad preconizada por la ley 
N 10.783 

Esta redacción surge de los Arts. 11 y 13 de la 
eltada ley. 


254.- 


**Se entiende derogado por resultar inconciliable 
con la igualdad preconizada por la ley N* 10.783 


255.. 


Si el progenitor que ha perdido la patria potestad 
contrajere nuevo matrimonio, su cónyuge podrá pedir al 
juez, en caso de nacer hijos, que se le otorgue la patria 
potestad exclusiva sobre éstos, de acuerdo a la ley pro- 
cesal. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N* 10.783 
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256.- 


Los hijos, cualquiera que sea su estado, edad y con- . 
dición deben honrar y respetar a su padre y a su madre. 


257.- 


Los hijos menores de edad no pueden, sin permiso 
de sus padres, dejar la casa paterna o aquella en que sus 
padres los han puesto; debiendo en todos los casos ser 
auxitiada la autoridad doméstica por la pública, al efec- 
to de hacer volver los hijos al poder y obediencia de sus 
padres. 


258..- 


Los padres dirigen la educación de sus hijos y los 
representan en todos los actos civiles. 


259.- 


Los padres pueden exigir de los hijos que están en su 
poder, que les presten los servicios propios de su edad, 
sin que ellos tengan derecho a reclamar recompensa 
alguna. - 


260.- 


Si el hijo de menor edad ausente de la casa paterna, 
no pudiese ser atendido por sus padres con lo que nece- 
sita por razón de alimentos (Artículo 121), las suminis- 
traciones que con ese objeto se le hagan por cualquier 
persona, se juzgarán hechas con autorización de aqué- 
Mos. 


El que haga las suministraciones deberá dar noticia 
de ellas a los padres lo más pronto posible. 


Toda omisión voluntaria en ese punto, hará cesar la 
responsabilidad de los padres. 


261.- 


Los padres tienen la facultad de corregir moderada- 
mente a sus hijos y cuando esto no bastare, podrán ocu- 
rrír aun verbalmente al juez competente para su interna- 
ción en un establecimiento destinado a ese objeto. El 
juez, atendiendo las circunstancias del caso, dispondrá 
lo que estime conveniente. 


**Texto resultante de los Arts. 113 del Código del 
Niño, 11 de la ley N” 10.783 y 350.4 del Código Gene- 
ral del Proceso 


262.- 


Los empleados públicos menores de edad son consi- 
derados como mayores en lo concerniente a sus em- 
pleos. 


C.S.- 213 


214 -E.S. 


263.- 


Los hijos no pueden dernandar a sus padres sina por 
sus intereses propios y previa licencia del juez, quien, al 
otorgarla, proveerá al hijo de curador ad litem. 


+*Se suprime la expresión “de familia” por resul- 
tar innecesaria, ya que este es el Capítulo referido a 
los hijos legítimos 
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264,- 


No es necesaria la intervención paterna para proce- 
der criminalmente contra los hijos, pero los padres serán 
obligados a suministrarles los auxilios que necesiten para 
su defensa. 


**Se suprime la expresión “de familia” por resul- 
tar innecesaria, ya que este es el Capítulo referido a 
los hijos legítimos 


265.- 


La patria potestad no se opone a la facultad de testar 
de que goza el hijo, en llegando a la edad establecida en 
el Título De la sucesión testamentaria. (Artículo 831, 
inciso 19). h 


266.- y 


Los padres tienen el usufructo de todos los bienes de 
sus hijos legítimos que estén bajo su patria potestad, con 
excepción de los siguientes: 


1” De los bienes que los hijos adquieran por sus 
servicios civiles, militares y eclesiásticos. 


2” De los que adquieran por su trabajo o industria. 
3” De los que adquieran por caso fortuito. 


4” De los adquiridos por los hijos a título de dona- 
ción, herencia o legado, cuando el donante vu testador ha 
dispuesto expresamente que el usufructo corresponda al 
hijo. 


5” De las herencias o legados que hayan pasado al 
hijo por indignidad del padre o madre o por haber sido 
éstos desheredados. 


Los bienes comprendidos bajo los números 1* y 2”, 
forman el peculio profesional O industrial del hijo; aque- 
llos en que el hijo tiene la propiedad y los padres el 
derecho de usufructo, forman el peculio adventicio ordi- 
nario y los comprendidos bajo los números 3%, 4? y 5” el 
peculio adventicio extraordinaria. 
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**La redacción del acápite está adaptada al texto 
del Art. 11 de la ley N* 10,783 


267.- 


Los padres son los administradores legales de los 
bienes de los hijos que están bajo su potestad, tengan o 
no el usufructo de los mismos. Podrán acordar que la 
referida administración sea ejercida por uno sólo de ellos, 
sin perjuicio de las excepciones previstas en la ley. 


Los convenios que se celebren al efecto, sus modifi- 
caciones o su rescisión, se inscribirán en la respectiva 
sección del Registro General de Inhibiciones, sin cuyo 
requisito no surtirán efecto alguno contra terceros. 


En caso de desacuerdo entre los padres, cualquiera 
de ellos podrá ocurrir ante el juez competente, obser- 
vándose el trámite del proceso extraordinario y la reso- 
lución que recaiga se comunicará al Registro General de 
Inhibiciones dentro del quinto día de quedar ejecutoria- 
da a los fines previstos en el inciso anterior. 


El hijo tendrá la administración del peculio profesio- 
nal o industrial, para cuyos efectos se le considera como 
emancipado o habilitado de edad. (Artículo 249 del Có- 
digo del Niño). 


Tampoco tienen los padres la administración de los 
bienes donados o dejados por testamento a los hijos bajo 
condición de que aquéllos no los administren. 


**La redacción de este artículo fue introducida 
por el Art. 1* ley N” 16.051 de fecha 10.7.89 


268.- 


La condición de que no administre alguno de los 
padres impuesta por el donante o testador, no se entien- 
de que le priva del usufructo ni la que le priva del 
usufructo se entiende que le quita la administración, a 
menos que se exprese lo uno y lo otro por el donante a 
testador, 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N” 10.783 


269.- 


Los padres tienen, relativamente a los bienes del 
hijo, en que la ley les concede el usufructo, las obliga- 
ciones de todo usufructuario, excepto la de afianzar. 


Respecto de aquellos bienes en que no se les conce- 
de el usufructo y sí, la administración, son responsables 
para con el hijo de la propiedad y los frutos. 
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**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N* 10.783 


270.- 


En los noventa días subsiguientes al fallecimiento 
del padre o de lá madre, el sobreviviente debe hacer 
inventario judicial de los bienes del matrimonio y deter- 
minarse en él los bienes que correspondan a los hijos, so 
pena de no tener el usufructo de los bienes de los hijos 
menores. 


271.- 
Prohíbese a los padres: 


1”. Enajenar los bienes raíces de los hijos o las rentas 
constituidas sobre la deuda nacional, si no es por causas 
de necesidad o utilidad evidente de dichos hijos y previa 
autorización del juez, con audiencia del Ministerio Pú- 
blico. 


2”. Constituir, sin igual autorización, derechos reales 
sobre los bienes de los hijos o transferir derechos reales 
que pertenecen a los hijos sobre los bienes de otros. 


3”. Comprar por sí mismos ní-por interpuesta perso- 
na, bienes de cualquier clase de sus hijos, aunque sea en 
remate público. 


4”. Constituirse cesionarios de créditos, derechos o 
acciones contra los hijos, a no ser que las cesiones resul- 
ten de una subrogación legal. 


5”, Hacer remisión voluntaria de los derechos de los 
hijos. 


6”. Hacer transacciones privadas con sus hijos, sobre 
la herencia del cónyuge premuerto o sobre herencia en 
que sean con ellos coherederos o legatarios. 


7”. Obligar a sus hijos como fiadores de ellos o de 
terceros. 


Los actos de los padres contra las prohibiciones de 
este artículo, son nulos. 


272.- 


No valdrán tampoco las enajenaciones que los pa- 
dres hicieren, sin previa autorización judicial, de los 
ganados de cualquier clase que forman los estableci- 
mientos rurales, salvas las ventas que pueden hacer los 
usufructuarios que tienen el usufructo de rebaños. 


272-1.- 


Para contratar sociedad comercial o adquirir partici- 
paciones, cuotas sociales o acciones en sociedades co- 
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merciales por sus hijos o si éstos las recibieren por he- 
rencia, legado o donación o para celebrar o participar 
con ellos en esta clase de sociedades, los padres estarán 
a lo establecido en la ley comercial. 


**Texto resultante de los Arts. 44, 45 y 46 ley 
N* 16.060 de 4.9.89 


273.- 


El juez, a instancia de los parientes o del Ministerio 
Público podrá quitar a uno o ambos padres la adminis- 
tración de los bienes de los hijos, probándose que es 
ruinosa al haber de éstos. 


En el caso de que le fuere quitada a ambos padres, el 
juez encargará la administración a un curador espectal 
(artículo 453) y éste entregará a los padres el sobrante 
de rentas de aquellos bienes en que la ley les da el 
usufructo, deducidos los gastos de administración. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N” 10.783 


274.- 


Si alguno falleciere, dejando encinta a su mujer, con- 
servará ésta la administración de los bienes como si ya 
hubiera nacido la criatura; y aunque no nazca viable o 
resulte que la mujer no ha estado embarazada, no será 
obligada a restituir a los que fueren herederos (artículo 
223) lo que hubiere consumido por razón de alimentos o 
en gastos del parto. 


CAPITULO H 
De la patria potestad en los hijos naturales 

275.. 

Reconocidos legalmente los hijos naturales, se veri- 
fica a su respecto la patria potestad en los términos 
expresados en el anterior capítulo, con las excepciones 
de los artículos siguientes. 

La tenencia de Jos hijos naturales reconocidos por 
el padre y la madre se regirá por lo dispuesto en el 


artículo 177. 


**Esta redacción surge de los Arts. 195 y 196 del 
Código del Niño y 11 de la ley N” 10.783 


276.- 


La ley no concede a los padres naturales el usufructo 
de los bienes de sus hijos. 


No hacen más que administrarlos, con la obligación 
de rendir cuentas. 
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277.- 


Incumbe al padre o madre que ha reconocido al hijo 
natural, la obligación alimentaria y las demás prestacio- 
nes establecidas en el artículo 121. 


**Este artículo fue modificado por el Art. 1” de la 
ley N* 15.855 del 25.3.87 


278.- 


La persona casada que antes de su matrimonio o ' 


durante éste, ha reconocido un hijo natural habido de 
otro que su cónyuge, no puede traerlo a su casa, sin el 
consentimiento de su consorte. 


279.- 

La acción de reclamar alimentos es recíproca entre 
padres e hijos naturales y tendrá lugar siempre que unos 
u otros se hallaren en circunstancias de no poder proveer 


a sus necesidades, 


En defecto o imposibilidad de los padres, se extien- 
de la obligación de alimentos en favor del menor o 
incapaz, a sus ascendientes. 


**El texto del inciso: 2” resulta del Art. 222 del 
Código del Niño 


CAPITULO IMI 


De los modos de acabarse, perderse o suspenderse 
la patria potestad 


280.- 
La patria potestad se acaba: 
1”, Por la muerte de los padres o de los hijos. 


2". Por la mayor edad de los hijos, que se fija en los 
veintiún años cumplidos. 


3. Por el matrimonio legítimo de los hijos. 


4%. Por la emancipación que los padres otorguen a 
Jos hijos mayores de dieciocho años. 


**La supresión del inc. 3” del numeral 2” surge 
del Art. 1” de la ley N* 10,783 de 18.9.46 


281.- 


La emancipación debe hacerse por escritura pública 
en que los padres o el que ejerce la patria potestad en su 
caso, declaren emancipar al hijo y éste consienta en 
ello. 
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No valdrá la emancipación si no es autorizada por el 
juez competente, con audiencia del Ministerio Público, 


La emancipación, válidamente hecha, es irrevocable, 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


282.- 


Por el matrimonio adquieren los hijos el usufructo 
de todos sus bienes. 


En el caso de emancipación, pueden los padres eman- 
cipantes reservarse la mitad del usufructo, hasta la ma- 
yor edad de los hijos. 


283.- 


El matrimonio y la emancipación producen el efecto 
de poder ejercer los hijos menores todos los actos de la 
vida civil, excepto aquellos que por este Código se pro- 
híben a los menores habilitados de edad. 


Por lo que hace al emancipado, está además sujeto a 
las restricciones expresadas en el Título Del matrimo- 
nio, 


284.- 


Los padres perderán de pleno derecho y sín que sea 
necesario declaración expresa al respecto, la patria po- 
testad sobre sus hijos en los casos siguientes: 


1%. Si fueren condenados por el delito previsto por el 
artículo 274 inciso 3” del Código Penal contra la perso- 
na de cualquiera de sus descendientes. 


2”. Si fueren condenados a pena de penitenciaría 
como autores o cómplices de un delito contra la persona 
de uno o varios de sus hijos. 


3". Si fueren condenados dos veces con pena de pri- 
sión, como autores o cómplices de un delito contra la 
persona de uno o varios de sus hijos. 


El actuario del juez que hubiere conocido en primera 
instancia, comunicará de oficio y dentro del término de 
cinco días al Instituto Nacional del Menor y al Ministe- 
rio Público las sentencias ejecutoriadas a que se refiere * 
este artículo, bajo pena de multa de hasta 25 Unidades 
Reajustables. 


La pérdida de la patria potestad comprende la de 
todos los derechos a ella inherentes, pero no la de las 
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obligaciones establecidas en los artículos 118 y 279 de 3”. Si fueren condenados por cualquiera de los deli- 


este Código. 


Tampoco afecta a las relaciones jurídicas emanadas 
del derecho sucesorio. 


284-1.- 


También perderán los padres de pleno derecho la 
patria potestad sobre sus hijos en los siguientes casos: 


1*, Cuando hicieren abandono de sus hijos y a juicio 
del Instituto Nacional del Menor sea posible la inmedia- 
ta entrega en tenencia con fines de posterior legitima- 
ción adoptiva o adopción. 


Para que se configure el abandono será necesario 
comprobar que los padres rehusan el cumplimiento de 
los deberes inherentes a la patria potestad en términos 
tales, que hagan presumir fundadamente, el abandono 
definitivo. 


2”. Cuando no se conociere quienes son los padres y 
éstos no comparecieren a hacerse cargo de sus deberes 
en el término de quince días, luego que hubieren ex- 
puesto al niño, abandonándolo en lugar público o priva- 
do. 


Es aplicable a los casos de este artículo los dos últi- 
mos incisos del artículo anterior. 


**El texto de este artículo surge del decreto ley 

* N* 15.210 del 9.11.81, debidamente ajustado. 
La referencia al Instituto Nal. del Menor, surge 

de la ley de su creación, N* 15.977 del 14.9.88 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
LA REVISION DEL ART. 284-1 Y SU INCLUSION 
EN EL ART. 285. 


285.- 


Los padres podrán perder la patria potestad a instan- 
cia de parte, previa sentencia del juez competente, en 
los casos siguientes: 


1”. Si fueren condenados a penitenciaría como auto- 
res o cómplices de un delito común. 


2”. Si por dos veces fueren condenados por sustitu- 
ción, ocultación, atribución de falsa filiación o paterni- 
dad, exposición o abandono de niños; o en el caso de 
mendicidad establecido por el artículo 348-1 inciso 1”, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el número anterior. 


tos del artículo 274 del Código Penal, con excepción del 
caso previsto en el numeral 1? del artículo 284, 


4”. Si fueren condenados por dos veces a pena de 
prisión como autores o cómplices de delitos a que hu- 
bieren concurrido con sus hijos. 

* 5". Los que fuera de los casos expresados en este 
artículo y el anterior, excitaren o favorecieren en cual- 
quier forma la corrupción de menores. 


6”. Si por sus costumbres depravadas o escandalosas, 
ebriedad habitual, malos tratamientos o abandono de sus 
deberes, pudieren comprometer la salud, la seguridad o 
la moralidad de sus hijos, aun cuando esos hechos no 
cayeren bajo la ley penal. 


7”. Si se comprobare en forma irrefragable que du- 
rante un año han hecho abandono culpable de los debe- 
res inherentes a su condición de tales, no prestando a sus 
hijos los cuidados y atenciones que les deben. 


El Ministerio Público y el juez competente aprecia- 
rán la prueba, atendida la situación de los padres y muy 
especialmente las conveniencias del menor. 


Sólo por causas excepcionales acreditadas debida- 
mente, el juez podrá conceder a los padres la readquisi- 
ción de los derechos de que hubieran sido privados por 
la causal expresada en el presente inciso séptimo. 


8*. Si, transcurridos seis meses desde la internación 
voluntaria de un menor en dependencias del Instituto 
Nacional del Menor y éste hubiera intimado a los padres 
para que se hagan cargo de él dentro de los seis meses 
siguientes contados desde la primera publicación de la 
intimación a que se refiere el inciso siguiente, bajo aper- 
cibimiento de declararse la pérdida de la patria potestad, 
estos u otros responsables de la tenencia del menor no 
se hubieren hecho cargo del mismo, el juez, a solicitud 
del Instituto Nacional del Menor, verificada la compro- 
bación de los correspondientes extremos legales, tendrá 
por configurada, en su caso, la hipótesis de abandono 
del menor. 


La intimación a que se refiere el inciso anterior se 
hará personalmente si el domicilio de los padres fuere 
conocido y, en caso contrario, mediante la publicación 
en el Diario Oficial y en dos diarios del lugar de la 
internación si los hubiere, durante treinta días, dejándo- 
se debida constancia de las actuaciones. 


Ea comprobación de los correspondientes extremos 
legales a que se refiere este numeral deberá efectuarla el 
juez competente de acuerdo al procedimiento extraordi- 
nario. 


218 -C.S. 


En todo caso de internación voluntaria, la dependen- 
cia del instituto Nacional del Menor en que se produzca, 
entregará a quien la realice copia del presente artículo, 
dejándose constancia escrita de su recibo. 


9”, Cuando, a instancia del Instituto Nacional del 
Menor o de otro interesado se entendiere que el ejerci- 
cio de aquella por sus padres supone un riesgo cierto 
para la formación corporal, intelectual o moral del me- 
nor, siguiéndose el procedimiento previsto en el nume- 
ral anterior. Para el caso de decidir la integración fami- 
liar, ésta se realizará a través de las dependencias del 
Instituto Nacional del Menor o directamente por el ma- 
gistrado, quien podrá requerir el asesoramiento de los 
cuerpos técnicos de dicha institución. 


Las publicaciones que se realicen en cumplimiento 
de los numerales 8* y 9” de este artículo, serán gratuitas. 


Es aplicable a los casos de este artículo lo dispuesto 
en cuanto a los derechos y obligaciones de los padres y 
demás, en la última parte del artículo 284. 


**El numeral 7” de este artículo fue modificado 
por el art. 2” del decreto-ley N” 14,766 de 18.4.78 que 
rebajó el plazo a un año y agregó la expresión “muy 
especialmente”. 

Los numerales $” y 9” fueron incorporados por el 
decreto-ley N* 15,210 del 9.11.81. 

Las referencias al Instituto Nal. del Menor surgen 
de la ley de su creación N” 15.977 de 14.9.88 


***PROPUESTA: SE PROPONE LA DEROGA- 
CION DE LOS NUMERALES $” Y 9* CON EXCEP- 
CION DEL ULTIMO INCISO 


286.- 


Cuando la conducta de los padres con sus hijos no 
" bastase, según el criterio de los jueces, para declarar la 
pérdida de la patria potestad, podrán limitar ésta hasta 
donde to exija el interés bien entendido de los hijos. 


287.- 


Son nulos con respecto al menor « menores los actos 
y contratos de los padres que hubieren perdido la patria 
potestad, posteriores a las sentencias a que se refieren 
los artículos precedentes. Los anteriores podrán ser anu- 
lados a petición de parte, pero la incapacidad de los 
padres no podrá retrotraerse a una fecha anterior a la 
inscripción de la demanda en el Registro respectivo. 
Son igualmente nulos los actos posteriores a la inscrip- 
ción de la interdicción provisoria que se decretare, la 
que, así como su levantamiento, deberán inscribirse. 
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Deberán inscribirse también, en la forma y plazos 
establecidos por las leyes que lo rigen, sin lo cual no 
causarán efectos contra terceros y el juez así lo dispon- 
drá de oficio, todas las sentencias ejecutoriadas en los 
casos de los artículos anteriores, que traigan como con- 
secuencia la incapacidad legal de los padres para admi- 
nistrar los bienes de sus hijos, así como los de la límita- 
ción o suspensión de la patria potestad y los de rehabili- 
tación en la capacidad. 


El juez o actuario que no cumpliere con el requisito 
de ordenar o enviar las respectivas comunicaciones al 
Registro, será responsable de los daños y perjuicios a 
que hubiere lugar a favor del menor o menores. 


**La redacción de la segunda parte del inciso 1” 
está adaptada al texto del Art. 48 de la ley N” 10.793 
de 25.9.46 


288.- 


Es juez competente para conocer en los juicios sabre 
pérdida, limitación o suspensión de la patria potestad, 
en los casos previstos en los artículos 284-1, 285, 286 y 
295, el del domicilio del demandado y cuando el de éste 
no fuere conocido, el de la residencia del menor. 


**El artículo primitivo fue derogado por el 
artículo 142 del Código del Niño. La redacción 
actual está adecuada al texto del artículo 143 
de dicho Código. 


289.- 


Sólo podrán deducir la acción para provocar la pér- 
dida, limitación o suspensión de la patria potestad el 
padre, la madre, los ascendientes, los colaterales dentro 
del cuarto grado y el Ministerio Público. 


Sin embargo podrán deducirla los tenedores del niño, 
siempre que promuevan el juicio con fin de legitimarlo 
adoptivamente, invocando la causal prevista en el nu- 


«meral 7? del artículo 285 y el Instituto Nacional del 


Menor en los casos previstos por la ley. 
Los padres deberán ser oídos en todos los casos. 


**La referencia “el padre” se agregó por el ar- 
tículo 1? de la ley N* 10.783 del 18.9.46 

La referencia al Instituto Nal. del Menor surge de 
la ley de su creación N” 15.977 del 14.9.88 y del de- 
creto-ley N” 15.210 del 9.11.81 

El inciso 2* proviene del Art, 10 de la ley N” 10.674 
del 20.11.45. 

El último inciso del texto original fue incorporado 
como inciso 3* del nuevo texto del Art. 291 
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25).- 


El Ministerio Público siempre que tenga conocimiento 
de alguno de los hechos que puedan dar lugar a la pérdi- 
da, limitación o suspensión de la patria potestad, podrá 
hacer levantar una información sumaría ante el juez le- 
trado competente o ante el juez de Paz del domicilio o 
residencia del menor. El juez competente podrá de ofi- 
cio O a instancia del Ministerio Público, antes o después 
de recibida la información aludida, tomar las medidas 
que crea convenientes en defensa de la persona y bienes 
del menor. 


**Texto dado por el artículo 144 del Código del 
Niño, adecuándolo a las actuales facultades del Mi- 
nisterio Público, según el dec-ley N” 15.365 y Ley 
Orgánica de la Judicatura 15.750 del 24.6.85, art. 69 


291.- 


La demanda formulada con arreglo a la ley procesal, 
se sustanciará por el procedimiento extraordinario. 


La intervención del Ministerio Público será precepti- 
va y con las mismas facultades de las partes. 


Cuando la acción no hubiere sido deducida por el 
Ministerio Público, no podrá desistirse de ella sin au- 
diencia del mismo, el cual podrá continuarla cuando lo 
crea procedente. 


**Texto actualizado de acuerdo a la normativa 
del Código General del Proceso (Art. 349). 

El inc. 3” proviene del inc. 4* del actual Art. 289 
del Código Civil 

292.. 

La acción de rehabilitación a que se refiere el artícu- 
lo 296 de este Código, deberá iniciarse ante el juez 
competente y se discutirá conforme a lo establecido en 


el artículo anterior. 


La demanda se seguirá con la persona que ejerza la 
patria potestad o la tutela del menor. 


**Texto actualizado de acuerdo a la normativa 
del Código General del Proceso. 


293.. 
**DEROGADO por el Código General del Proceso 
294.. 


**DEROGADO por los artículos 11, 13 y 15 de la 
ley N” 10.783 del 18.9.46 
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295.- 

Suspéndese la patria potestad: 

19. Por la prolongada demencia de los padres. 

2”. Por su larga ausencia, con grave perjuicio de los 
intereses de sus hijos, a que los padres ausentes no pro- 
veen. 

La suspensión de la patria potestad deberá ser decre- 
tada por el juez, con conocimiento de causa, a solicitud 
de cualquier pariente de! hijo o del Ministerio Público. 

296.- 

Los padres que hubiesen perdido la patria potestad o 
a los cuales se les hubiese limitado o suspendido su 
ejercicio, podrán pedir al juez su restitución. 


297.. 


**Pasa a ser el artículo 336 del Código Civil, refe- 
rente a tutela 


298.- 


**DEROGADO por el artículo 142 del Código del 
Niño 

299.- 

Desechada la demanda no podrá el accionante vol- 
ver a intentarta. Pero el otro padre que se encontrare en 
la situación prevista en el artículo 255, podrá pedir su 
restitución una vez disuelto el matrimonio y en el caso 


de separación judicialmente decretada. 


**Texto ajustado, al considerarse derogado el ac- 
tual Art. 254 del Código Civil 


300.- 

Los jueces podrán restituir la patria potestad con 
todos sus atributos o con las limitaciones que consideren 
convenientes a los intereses del menor. 


301.- 


**DEROGADO por artículo 11 de la ley N” 10.783 
del 18.9.46 


TITULO IX 
De la habilitación de edad 
302.- 


El menor, huérfano de padre y madre, cumplidos 
que sean los dieciocho años, podrá obtener habilitación 
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de edad, pidiéndola al Juzgado Letrado competente de 
su domicilio y acreditando por sumaria información que 
se halla en aptitud de dirigir sus negocios. 

303.- 

No podrá el Juzgado conceder ta habilitación de edad, 
sin haber oído sobre ella al tutor del menor que la solici- 
ta y al Ministerio Público, e 

304.- 

Esta habilitación de edad es irrevocable. 

305.- 

También es irrevocable la habilitación que, sin dis- 
tinción de sexo y por el solo ministerio de la ley, poda: 


£e el matrimonio válido de los menores. 


Subsistirá, aunque el matrimonio se disuelva en su 
menor edad por la muerte de uno de ellos, tengan o no 
hijos. 


Lo cual se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Sección IH, Capítulo IV, Título V, Del Matrimonio. 


306.- 


La habilitación de edad pone fin a la tutela del me- 
nor. 


El menor habilitado puede ejecutar todos los actos y 
contraer todas las obligaciones de que son capaces los 
mayores de edad, excepto aquellos actos u obligaciones 
de que una ley expresa lo declare incapaz. 

308.- 

Será necesario al menor habilitado que haya de con- 
traer matrimonio, el previo consentimiento de un cura- 
dor especial. (Artículos 107 y 458). 

309.- 


El menor habilitado no puede estar en juicio sin cu- 
rador ad litem, 


310.- 


Tampoco podrá, sin autorización del juez y bajo pena 
de nulidad, vender o hipotecar sus bienes raíces; 


Ni hacer donación por acto entre vivos; 


Ni aprobar las cuentas de su tutor; 
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Ni contraer deudas que pasen del valor de 500 Uni- 
dades Reajustables; 


Ni vender los fondos o rentas públicas que tuviese ni 
las acciones de compañías de comercio o de industria; 


Ni hacer transacciones ni sujetar sus negocios a jui- 
cio arbitral. (Artículo 967). 


311.- 


La autorización judicial requerida en los casos del 
artículo anterior, no será dada sino con conocimiento de 
causa. 


**Texto dado por el artículo 3” del decreto-ley 
N? 14.766 del 18.4.78 


312.- 

Si alguna cosa fuese debida al menor, con cláusula 
de sólo poder haberla cuando tenga la edad completa, la 
habilitación no alterará la obligación ni el tiempo de su 
exigibilidad. 

TITULO X 
De la tutela 
CAPITULO I 
Disposiciones generales 

313.- 

La tutela.es un cargo deferido por la ley o en virtud 
de autorización de la ley, que tiene por objeto la guarda 
de la persona y bienes del menor que ño está bajo patria 
potestad ni se halla habilitado por alguno de los medios 


legales para administrar sus negocios. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N* 10.783 del 18.9.46 


314.- 

La tutela es un cargo personal que no pasa a los 
herederos y del cual nadie puede excusarse sin causa 
legítima. 


315.- 


La tutela no puede ejercerse conjuntamente por más 
de una persona. 


316.- 


El tutor representa al menor en todos los actos civiles. 
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317.- 


Cualquiera puede denunciar al juez el hecho que da 
lugar al nombramiento de un tutor o bien excitar el celo 
del Ministerio Público, para que pida ese nombramien- 
to. 


318.- 
Mientras no se discierne la tutela, deberá pedir el 
Ministerio Público o dictár el juez de oficio todas las 


providencias que fuesen necesarias para el cuidado de la 
persona y seguridad de los bienes del menor, 


319.- 
El Ministerio Público es parte legítima en toda causa 


sobre tutela o sobre el cumplimiento de las obligaciones 
del tutor. 


320.- 
La tutela es testamentaria, legítima o dativa. 
CAPITULO II 
De las diversas especies de tutela 
SECCION 1 
De la tutela testamentaria 


321.- 


El padre o la madre, mayor o menor de edad, el que 
últimamente muera de ambos, puede nombrar tutor en 
testamento a sus hijos que estén bajo de la patria potes- 
tad. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 11 de la 
ley N* 10.783 del 18.9.46 


322.- 

El nombramiento de tutor puede ser hecho por los 
padres bajo condición o hasta cierto tiempo, de manera 
que expire la tutela por la conclusión del tiempo fijado o 
por el cumplimiento de la condición. 


323.- 


Prohíbense y se tendrán como no escritas, las cláusu- 
las siguientes: 


1”. La que eximiere al tutor de hacer inventario judi- 
cial de los bienes del menor, 


2”. La que lo autorizare para entrar en posesión de 
los bienes del menor, antes de hacerse dicho inventario. 
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3”. La que lo eximiere de dar cuentas de su admi- 
nistración, con arreglo a to prescrito por este Código. 
(Artículos 373, 374, 415 y 418). 


324.- 

Prohíbese a los padres nombrar dos o más tutores 
que funcionen a un mismo tiempo como conjuntos; y, si 
lo hicieren, el nombramiento subsistirá solamente a efec- 
tos de que los nombrados sirvan la tutela por el orden de 


su designación en el caso de muerte, incapacidad, excu- 
sa o remoción de alguno de ellos. 


325.- 


El padre o la madre en su caso, pueden nombrar 
tutor al hijo que desheredasen. 


326.- 

El nombramiento de tutor por los padres es revoca- 
ble como toda disposición testamentaria. (Artículos 779 
y 998). 

Será de ningún efecto el nombramiento de tutor, si 
fuese nulo o fuese revocado el testamento en que se 
hizo. 

327.- 

La tutela testamentaria debe ser confirmada por el 
juez, si hubiere sido legalmente dada y entonces se dis- 
cernirá el cargo al tutor nombrado. (Artículo 366). 

SECCION UU 
De la tutela legítima 

328.- 

Tiene lugar Ja tutela legítima: 

1?. Cuando no ha sido nombrado tutor testamentario 
o cuando por cualquiera causa legal, el nombrado no 
entrase a ejercer la tutela o viniere a cesar en el cargo. 

2*. En los casos de pérdida o suspensión de la patria 
potestad, con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo II, 
Título VIH de este Libro. 

329.- 

Los llamados a la tutela legítima del menor son: 


1%. Los abuelos y las abuelas. 


2”. Los hermanos y las hermanas. 


222 -C.S. 


Los parentescos designados en este artículo se en- 
tienden legítimos. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” de la 
ley N* 10.783 del 18.9.46 


330.- 


Para confirmar o dar la tutela, el juez, oyendo pre- 
viamente al Ministerio Público, elegirá entre los ascen- 
dientes designados en el número 1? del artículo anterior 
y a falta de éstos por cualquiera causa legal, entre los 
hermanos, la persona que le pareciere más apta y que 
mejores seguridades presentare. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” de la 
ley N” 10,783 del 18.9.46 


331.- 
Si durante la menor edad, cesare en su cargo el tutor 


legítimo, será reemplazado por otro de la misma clase, 
en la forma del artículo precedente. 


332.. 


**DEROGADO por el Art. 1? de la ley N” 10.783 
del 18.9.46 o 


SECCION Ill 
De la tutela dativa 
333.- 


Cuando un menor no tenga tutor testamentario ni 
pariente alguno de los llamados a la tutela legítima o 
cuando el que exista de esta clase, no sea capaz o se 
haya excusado válidamente o haya sido removido de la 
tutela, procederá el juez a nombrar un tutor dativo, oyen- 
do previamente al Ministerio Público, quien podrá pro- 
poner dos o más sujetos idóneos, para que entre ellos 
elija el Juzgado, si lo tuviera a bien. 


334.- 


El nombramiento de tutor dativo será hecho sin con- 
dición alguna y para durar hasta que la tutela se acabe. 


SECCION IV 


De la organización de la tutela en casos de 
pérdida de la patria potestad 


335.. 
Declarada la pérdida de la patria potestad de ambos 


padres o de uno de ellos, si el otro no existiere, la tutela 
podrá ser organizada en los términos establecidos en las 


CAMARA DE SENADORES 


Secciones lI y MI, pero la persona nombrada para ejer- 
cerla no estará obligada a aceptarla. 


En caso de aceptación quedará exceptuado el tutor 
de la obligación impuesta por el artículo 368, salvo que 
el juez, en vista de los bienes del menor, creyera conve- 
niente hacerla efectiva. 


El Ministerio Público podrá apelar de la resolución 
del juez que establece la tutela en esa forma, debiendo 
estarse a lo que decida el superior. 


**Redacción adaptada al texto del Art, 11 de la 
ley N” 10.783 del 18.9.46 

En el inc. 1? se eliminó la referencia a los Arts. 
253 y 254 Código Civil que fueron derogados 


3%.- 


Si la tutela no se organizare conforme a lo estableci- 
do en el artículo anterior, será ejercida en Montevideo, 
por el presidente del Instituto Nacional del Menor y en 
el interior, por el jefe departamental respectivo. 


El Instituto Nacional del Menor podrá colocar a sus 
pupilos en establecimientos o casas particulares, sin per- 
juicio de retener la tutela, 


**Redacción adaptada al texto de los Arts. 10 y 
11 de la ley N” 15.977 del 14.9.88 y 149 Código del 
Niño 

La referencia al Instituto Nal. del Menor surge de 
la ley de su creación N” 15,977 del 14.9.88 


337.- 


Los jueces, al discernir la tutela, fijarán el monto de 
la pensión que, en concepto de alimentos, deberán abo- 
nar los padres y demás personas obligadas con arreglo a 
la ley. 


338... 


Cuando el Instituto Nacional del Menor hubiere co- 
locado al menor en casa de un particular, éste podrá, 
pasados tres años, pedir al juez que se le discierna la 
tutela previos los trámites establecidos en el artículo 
anterior. 


**La referencia al Instituto Nal. del Menor surge 


de la ley de su creación N* 15,977 del 14.9.88 
SECCION V 


De la organización de la tutela de los menores 
desamparados o sin padres conocidos 


339. - 


El Instituto Nacional del Menor dará prioridad abso- 
luta al régimen de integración del menor a un medio 
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familiar adecuado. En primer término procurará el rein- 
tegro del menor a su familia; si ello no fuera posible, 
buscará su Integración a una familia sustitutiva. 


Sálo se dispondrá y mantendrá la internación cuando 
por circunstancias particulares no pueda acudirse al ré- 
gimen de integración familiar. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1? del de- 
creto-ley N* 15,210 del 9.11.81 

La referencia al Instituto Nacional del Menor sur- 
ge de la ley de su creación N* 15.977 de 14,9.88 


340. - 


Siempre que el Ministerio Público tenga conocimiento 
de la existencia de menores abandonados o desampara- 
dos, deberá pedir al juez el depósito de éstos, sín perjui- 
cio de que pueda por sí tomar esta medida. 


Depositado el menor, si la residencia de los padres 
fuere conocida, el juez los citará para que comparezcan 
dentro de los términos establecidos por la ley procesal. 


**Redacción adaptada al texto de los Arts. 119 y 
siguientes del Código del Niño 


341. - A 


Si la parte citada comparece, el juez, oídas las expli- 
caciones del caso y las observaciones del Instituto Na- 
cional del Menor y si el Ministerio Público no se opu- 
siere, mandará que el menor sea entregado a sus padres. 


El Ministerio Público, siempre que se oponga a la 
entrega del menor o que la parte citada personalmente o 
a domicilio no comparezca, deberá deducir la acción de 
que trata el artículo 289. 


El juez, de oficio o a petición de parte, podrá orde- 
nar en tales casos que el menor continúe en la misma 


situación hasta que se decida por sentencia la acción 
respectiva. 


**La referencia al Instituto Nal. del Menor surge 
de la ley de su creación N* 15.977 de 14.9.88 


342. - 


A los padres que residan en el extranjero o que no 
tengan residencia conocida, se les citará por edictos. 


Si se presentaren dentro del término del llamamien- 
to, se seguirá el procedimiento que para los que hubie- 


ren comparecido establece el artículo anterior. 


343. - 


Si vencido el término dei llamamiento, hecho por 
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edictos, no se presentasen los citados, el juez discernirá 
la tutela de acuerdo con Jo dispuesto en la Sección IV. 


344. - 


Discernida la tutela, si los padres se presentaren pi- 
diendo la patria potestad, deberán deducir la acción de 
que tratan los artículos 296 y siguientes, la que será 
admitida en cualquier tiempo. 


SECCION VI 
De los menores infractores y abandonados 


**El artículo 118 del Código del Niño derogó ex- 
presamente los Arts. 345 a 348 del Código Civil, sus- 
tituyéndolos por los Arts. 119 y siguientes de dicho 
Código del Niño. La Comisión ha tratado de hacer la 
adecuación correspondiente. 


345. - 


Los menores de 18 años de edad que cometan deli- 
tos o faltas y Jos menores de 21 años de edad que se 
encuentren en estado de abandono moral o material, 
serán puestos a disposición del juez letrado de menores, 
quien previa la investigación sumaria del caso, dictará 
sentencia sometiéndolos al régimen de vigilancia y pro- 
tección de acuerdo con las disposiciones siguientes. 


Tratándose de menores sometidos a la jurisdicción 
del juez bajo la imputación de haber cometido un delito, 
será provisto de defensor y el régimen podrá prolongar- 
se hasta los 23 años. En los demás casos no podrá exce- 
der de los 21 años y las diligencias se practicarán sin 
intervención de defensor, sin perjuicio de la asistencia 
de los representantes legales de los menores. 


No es necesario para la adopción de las medidas 
previstas en los incisos anteriores que los menores ha- 
yan obrado con discernimiento o que tengan la capaci- 
dad exigida por la ley penal para delinquir. 


El menor en todos los casos será sometido al examen 
del médico psiquiatra o si no fuere posible, de un médi- 
co calificado quien informará al juez dentro de las 43 
horas sobre el estado físico y psíquico del menor. 


El médico en caso de duda podrá pedir que el menor 
se interne en el radio urbano durante 15 días para ser 
observado convenientemente. 

**Texto dado por el Art. 119 del Código del Niño 

346. - 


Para el esclarecimiento de los hechos y los antece- 
dentes personales o de familia del menor, el juez oirá 


C.S.- 223 


224 -E.S. 


siempre a éste y a sus padres o tenedores, se trasladará a 
los lugares que juzgue necesarios y decretará todas las 
diligencias, informes y exámenes que juzgue oportunos, 
de los que hará mención en la sentencia respectiva, la 
que será ampliamente fundada. 


A las diligencias sólo podrán asistir además del fis- 
cal de lo civil y el defensor, el representante legal del 
menor, con sus abogados y asistente social, si lo hubiere 
y las personas debidamente autorizadas por el juez si lo 
desean y podrán hacer verbalmente o por escrito las 
indicaciones que juzguen pertinentes, estando a lo que 
el juez resuelva. 


Contra las resoluciones interlocutorias del juez sóto 
cabrán los recursos de reposición y apelación, con ca- 
rácter devolutivo, que podrán deducir únicamente el fis- 
cal o el defensor del menor. 


Cuando el juez lo considere conveniente dispondrá 
que se eleven los testimonios pertinentes en lugar del 
expediente, el cual seguirá su curso a pesar de la apela- 
ción, 


**Texto dado por el artículo 120 del Código del 
Niño, adecuándolo a la inexistencia legal actual de la 
apelación en relación 

Se sustituye “la visitadóra social (o visitador)” por 
“asistente social” para adaptar a la denominación 
actual 

Ver además la nota al artículo 177 


347. - 


A los efectos del artículo 345 se entenderá por aban- 
dono moral la incitación por los padres, tutores O tene- 
dores a la ejecución por parte del menor, de actos perju- 
diciales a su salud física o moral; la mendicidad o la 
vagancia por parte del menor; su frecuentación a sitios 
inmorales o de juego o con gente viciosa o de mal vivir. 


Estarán comprendidos en el mismo caso las mujeres 
menores de 18 años de edad y los hombres menores de 
16 que vendan periódicos, revistas u objetos de cual- 
quier clase en calles o en lugares públicos o ejerzan en 
esos sitios cualquier oficio y los que sean ocupados en 
oficios perjudiciales a la salud o a la moral. 


**Texto dado por el artículo 121 del Código del 
Niño 


348. - 


El juez letrado de menores, siempre que tenga cono- 
cimiento de la comisión de delitos de que haya sido 
víctima algún menor deberá colaborar con la justicia 
criminal practicando las diligencias que considere con- 
venientes y remitirías al juez respectivo. 


CAMARA DE SENADORES : 


348-1..- 


Los que teniendo menores bajo su potestad o tenen- 
cia les ordenen, estimulen o permitan que imploren la 
caridad pública o toleren que otros se valgan de ellos 
con ese fin, serán castigados con la multa prevista en el 
artículo 361 del Código Penal, aumentando el máximo 


en dos tercios. 


Los menores quedarán bajo la tenencia del Instituto 
Nacional del Menor sin perjuicio de lo establecido en 
los artículos 285 y 360 de este Código. 


El juicio se seguirá ante el tribunal competente, de 
acuerdo al procedimiento establecido para las faltas. 


348-2. - 


El juez puede colocar al menor en el propio hogar de 
sus padres o tenedores, determinando en cada caso si 
aquél quedará bajo la vigilancia del inspector oficial o 
de algún particular; si estableciera la vigilancia deberá 
señalar la forma y condiciones de la misma; puede con- 
fiar la tenencia del menor a otros parientes o extraños, 
con o sin vigilancia especial, imponer arrestos escolares, 
disponer la internación en establecimientos del Instituto 
Nacional del Menor o en otros establecimientos públi- 
cos O particulares, destinar menores al servicio de las 
Fuerzas Armadas, cuando aquéllos tengan condiciones y 
vocación para la carrera militar y en casos especiales, 
tratándose de menores de más de 18 años de edad, desti- 
narlos al servicio militar, como medida disciplinaria sin 
fijación de término y bajo la vigilancia del Instituto. 


Las autoridades militares o escolares a quienes se 
solicite su concurso para el cumplimiento de las resolu- 


” ciones a que se refiere el inciso anterior, están obligadas 


a prestarlo, así como facilitar al juez y al Instituto Na- 
cional del Menor todos los informes que se les pidan 
con respecto al comportamiento de los menores que se 
les confíen. 


348-3. - 


Cuando el juez considere que los padres no son ap- 
tos para ejercer la tenencia de los hijos menores y re- 
suelva confiarla a otras personas o establecimientos pú- 
blicos o privados en cualesquiera de los casos previstos 
en este Código, determinará en la sentencia la cuota 
mensual con que deberán contribuir aquéllos, la que 
deberá fijarse teniendo en cuenta la culpabilidad de los 
padres y principalmente la capacidad económica de tos 
mismos. 


Las sumas con que contribuyan los padres ingresarán 
al tesoro del Instituto Nacional del Menor, pudiendo ser 
destinadas en su totalidad o en parte a abonar las pensio- 
nes de los hijos. 
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Para hacer efectiva la contribución señalada por el 
juez bastará la orden librada por oficio al habilitado de 
la oficina en que presten servicios los padres o al patrón, 
quienes responderán personalmente si no cumplieran la 
orden respectiva. 


Cuando fuere necesario ejecutar bienes de los pa- 
dres, el juicio se seguirá ante el juez competente de su 
domicilio, por el Instituto Nacional del Menor y consti- 
tuirá título ejecutivo el testimonio de la sentencia res- 
pectiva. 


3484. - 


Cuando el juez haya recibido la denuncia de abando- 
no resolverá sin más trámite Jo que resulte más conve- 
niente a los intereses del menor. 


Para el caso de decidir la integración familiar, ésta 
se realizará a través de las dependencias del Instituto 
Nacional del Menor o directamente por el magistrado, 
quien podrá requerir el asesoramiento de los cuerpos 
técnicos de dicha Institución. 


**El texto del Art. 348 a 348-3 resulta de los Arts. 
122 a 125 del Código del Niño respectivamente; y el 
del 348-4, del artículo 5” del decreto-ley N” 15.210 del 
9.11.81, debidamente ajustados 

En el Art. 348-1 la multa prevista en el Código del 
Niño se adecuó a la normativa del Código Penal so- 
bre faltas 

Las referencias al Instituto Nal. del Menor surgen 
de la ley de su creación N* 15.977 de 14.9.88 


SECCION VII 
De la tutela de los hijos naturales 
349. - 
El padre o madre que ha reconocido al hijo natural o 


el sobreviviente, si ambos Jo han reconocido, pueden 
nombrarle tutor en el testamento. 


350. - 


A falta de tutela testamentaria, el juez nombrará un 
tutor dativo al hijo natural. 


351. - 


Los expósitos recogidos y educados en los estableci- 
mientos dedicados a este objeto, cualquiera que sea su 
denominación, estarán bajo la tutela de sus superiores, 
conforme a los respectivos reglamentos, con excepción 
de lo dispuesto en el artículo 336. 


**La última parte del artículo surge de la coordi- 
nación con el nuevo texto del Art. 336 Código Civil 
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CAPITULO 1H 


De las incapacidades para la tutela y de las causas 
de excusa y remoción de los tutores 


SECCION I 
De las causas de incapacidad y de excusa 
352. - 
Son incapaces de toda tutela: 
19. Los menores de edad. 


2”, **DEROGADO por Art. 147 del Código del 
Niño. 


uy 


”, Los ciegos. 

4”. Los mudos. 

5”. Los dementes. 

6”. Los que carecen de domicilio en la República. 


7”. Los fallidos o concursados, mientras no hayan 
satisfecho a sus acreedores. 


8”. El que ha perdido la patria potestad o incurrido . 
en cualquiera de los casos por las cuales puede perderse, 
según los artículos 284, 284-1 y 285. 


9”. El que no tenga oficio, profesión o modo de vivir 
conocido o sea notoriamente de costumbre inmorales. 


10. Los acreedores o deudores del menor, por canti- 
dades que fuesen de consideración, en el concepto del 
juez. 


11. Los que litigan o aquellos cuyos padres litigan 
con el menor, por intereses o derechos propios. 


12. Los que hayan sido removidos de otra tutela 
anterior, 


13. Los que no saben leer ni escribir. 


14. Los que tienen que ejercer por largo tiempo o 
por tiempo indefinido un cargo o comisión fuera de la 
República. 


15. **DEROGADO por Art. 3” del decreto-ley 
N” 14.350 de 29.3.75. 


16. **DEROGADO por Art. 5” Constitución de la 
República. 


C.5.- 225 


226 -C.S. 


17. El padrastro o la madrastra no pueden ser tutores 
de sus entenados. 


**El último numeral está adaptado al texto del 
Art. 1” de la ley N* 10,783 del 18.9.46 


353. - 

Pueden excusarse de la tutela (artículo 335, inciso 19): 

-1”. El presidente de la República, los ministros de 
Estado, los ministros de la Suprema Corte de Justicia y 
de los Tribunales de Apelaciones, los fiscales y demás 
personas que ejerzan el Ministerio Público, los jueces 
tetrados y los defensores de oficio. 

2”. Los intendentes municipales y los jefes de policía. 

3". Los administradores o recaudadores de rentas fiscales. 

4”. Los que desempeñan algún empleo público, fuera 
del departamento en que se ha de ejercer la tutela o que, 
en razón de sus empleos, están obligados a alejarse en 


ciertas épocas. 


5”. Los que tienen su domicilio fuera de dicho depar- 
tamento. 


6". Los pobres que viven de su trabajo diario. 


7”. Los que adolecen de alguna grave enfermedad 
habitual. 


8”. Los que han cumplido sesenta años. 


9”. El que ya es tutor o curador general de otra pet- 
sona. 


10. Eos que tengan bajo su patria potestad cinco 
hijos legítimos. 


H. Los integrantes en actividad de las Fuerzas Arg; 


madas y Policiales. 


**El último numeral fue incorporado por el Art, 2” 
del decreto-ley N” 14,350 de 29.3.75 


354. - 


Los tutores que no hicieren saber al juez las causas 
de incapacidad que tuvieren al tiempo de deferírseles el 
cargo o que después les sobrevinieren, además de que- 
dar responsables por todos los perjuicios que resultaren 
de su omisión, perderán el derecho a los emolumentos 
correspondientes al tiempo en que, conociendo la inca- 
pacidad, ejercieron el cargo y restituirán lo que a este 
título hubieren recibido. 
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355. - 


Los que para no aceptar la tutela, quieran aprove- 
charse de las excusas consignadas en el artículo 353, 
deberán proponerlas al juez, dentro de los treinta días 
subsiguientes a la notificación del auto de su confirma- 
ción o nombramiento. 


356. - 


Si las causas de excusa del artículo 353 sobrevinie- 
ran durante la tutela, serán admisibles en cualquier tiempo 
que se aleguen. 


357. - 


El juicio sobre las incapacidades o excusas alegadas 
por el tutor, deberá seguirse con el Ministerio Público. 


358. - 


Si el juez no reconociere las causas de incapacidad 
alegadas por el tutor o no aceptare sus excusas y si el 
tutor no apelare o se confirmare por el Superior el fallo 
del juez a quo, será el tutor responsable de cualesquiera 
perjuicios que de su retardo en encargarse de la tutela, 
hayan resultado al menor. 


No tendrá lugar esta responsabilidad, si el tutor, para 
exonerarse de ella, ofreciere encargarse interinamente 
de la guarda. 

359, - 

El tutor testamentario que se excusare de la tutela 
aun con causa legítima o que fuese removido por su 
mala administración, quedará sujeto a lo que para tales 
casos se dispone en el Título De la sucesión testamenta- 
ría, (Artículo 843). 

SECCION Il 
De la remoción de la tutela 
360. - 


Serán removidos de la tutela: 


1”. Los inhábiles para ejercer este cargo, desde que 
sobrevenga o se averigiie la incapacidad. 


2”. Los que no formen inventario de los bienes del 
menor, en el término y forma establecidos por la ley o 


que no lo hubiesen hecho con fidelidad. 


3”, Los que se conduzcan mal en la tutela, respecto a 
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la persona o en la administración de los bienes del menor. 
361. - 


Pueden y deben denunciar las causas de remoción 
los parientes del menor y aun cualquiera persona del 
pueblo. 


Puede hacerlo el mismo menor, si es adulto, recu- 
rriendo al Ministerio Público. 


El juez podrá también promover de oficio la remo- 
ción del tutor, 


Este será siempre oído y el juicio será seguido por el 
Ministerio Público en la forma prescrita por el artículo 
291. 


362. - 


Denunciada la causa por la cual el tutor debe ser 
removido, y si ésta fuese legal, debe el juez nombrar 
inmediatamente un tutor interino, por el tiempo que dure 
el juicio de remoción. 


En los casos de delito previstos por los artículos 284 
y 285, corresponde la suspensión del tutor desde que se 
le inicia proceso y una sola condena será causa de inha- 
bilidad y de remoción. 


363. - 


Declarada procedente la remoción, se dará nuevo 
tutor al menor, si no fuese nombrado el mismo tutor 
interino. El nuevo tutor exigirá del ex tutor la rendición 
de cuentas, con pago del alcance y la indemnización de 
los perjuicios que hubiese causado. (Artículos 421 y 
428). Podrá también el ex tutor ser perseguido criminal- 
mente por los delitos que haya cometido en el ejercicio 
de su cargo y en todos los casos de remoción perderá los 
derechos y emolumentos, anexos a la tutela. (Artículo 
414). 


364. - 


Si la decisión del juicio de remoción fuese favorable 
al tutor propietario, será éste reintegrado en el ejercicio 
de sus funciones y exigirá del tutor interino las cuentas 
de su administración. 


365. - 


En el caso del artículo precedente, a más del derecho 
que compete al autor para que los denunciantes le reem- 
bolsen las costas y costos del juicio de remoción, podrá 
también, según las circunstancias, acusarlos por el delito 
de injuria, a menos que el juicio haya sido promovido 
de oficio o por el Ministerio Público. 
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CAPITULO IV 


De las diligencias y formalidades que deben 
preceder al ejercicio de la tutela 


366. - 
Toda tutela debe ser discernida. 


Se llama discernimiento el decreto judicial que auto- 
riza al tutor para ejercer su cargo. 


367. - 


Corresponde el discernimiento de la tutela al juez 
del domicilio del menor (artículos 34 y 36), el cual será 
también el competente para dirigir todo lo relativo a la 
tutela, aunque los bienes estén fuera del lugar que abra- 
ce su jurisdicción, sin perjuicio de lo dispuesto por la 
ley procesal. 


**Redacción adaptada al Art. 1” ley N” 15.860 de 
10.4.87 


368. - 


No se discernirá la tutela, sin que antes el tutor pres- 
te fianza y juramento que aseguren el buen desempeño 
del cargo. (Artículo 335, inciso 2”). 


En lugar de la fianza, podrá prestarse hipoteca espe- 
cial, registrada y sujeta a las disposiciones del Título De 
la hipoteca (Artículo 2111). 


369. - 


Están exceptuados de prestar la caución de fianza o 
de hipoteca: 


1” Los ascendientes del menor. 
2”. Los tutores interinos. (Artículo 362). 


Puede también ser relevado de la caución sobredi- 
cha, cuando el menor tuviese pocos bienes, el tutor que 
fuere persona de reconocida probidad y de bastantes 
facultades en concepto del juez, para responder de ellos. 


370. - 


La fianza y en su caso la hipoteca, será fijada por 
el juez en un valor determinado, el cual deberá siem- 
pre corresponder al valor conocido o probable de los 
bienes del menor, con exclusión de los que fuesen 
raíces. (Artículo 395). 


371. - 


Si inventariados los bienes del menor, conforme a 
los artículos 376 y siguientes o hecha partición de la 
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herencia, en que el menor fuese interesado, resultare 
que el valor fijado a la caución, según el artículo prece- 
dente, fue excesivo o insuficiente, podrá aquél reducirse 
a petición del tutor o aumentarse, si el Juzgado lo creye- 
re conveniente. 


372, - 


Los actos del tutor que no han sido autorizados por 
el decreto de discernimiento son nulos; pero el decreto, 
una vez obtenido, validará los actos anteriores de cuyo 
retardo hubiera podido resultar perjuicio al menor. 


373. - 


Discernida la tutela, el juez señalará, según la natu- 
raleza y situación de los bienes del menor, el tiempo en 
que el tutor debe hacer el inventario judicial y estimati- 
vo del valor de ellos. 


Mientras el inventario no esté hecho, el tutor no 
podrá tomar parte alguna en la administración, sino en 
cuanto fuese absolutamente necesario. 


374, - 


Cualesquiera que sean las disposiciones del testa- 
mento en que el menor hubiese sido instituido heredero, 
el tutor no podrá ser dispensado de hacer el inventario 
de que habla el artículo precedente. (Artículo 323). 


375. - 


Si el juez lo estimáse conveniente, ordenará que asis- 
tan a la facción de inventario uno o más parientes del 
menor u otras personas que tuviesen conocimiento de 
los negocios o de Jos bienes de aquel a quien suceda el 
menor. 


376. - 


El inventario hará relación de los bienes muebles e 
inmuebles del menor, particularizándolos, uno a uno o 
señalando colectivamente los que consisten en número, 
peso o medida, con expresión de la cantidad y calidad; 
sin perjuicio de hacer las explicaciones del caso, para 
poner a cubierto la responsabilidad del tutor. 


Deberá comprender también los títulos de propiedad, 
las escrituras públicas y privadas, los gravámenes que 
afecten los inmuebles, todos los créditos y deudas del 
menor de que hubiere comprobante o sólo noticia, los 
libros de comercio o de cuentas y, en general, todo lo 
perteneciente a la sucesión. 


377. - ñ 


Si después de hecho el inventario, se encontraren 
bienes de que al hacerlo no se tuvo noticia o por cual- 
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quier título acrecieren nuevos bienes al caudal inventa- 
riado, se practicará un inventario de ellos con las mis- 
mas solemnidades y se agregará al anterior. 


378. - 


Si el tutor es acreedor o deudor del menor, deberá 
declararlo en el inventario, expresando cantidad para los 
efectos del número 10, artículo 352. 


El actuario estará obligado a requerirle para ello, 
haciéndolo anotar en el inventario, so pena de incurrir 
en la multa de 50 unidades reajustables. 


El tutor perderá su crédito si requerido por el actua- 
rio, no lo declarare en el inventario. 


379. - 


Si el tutor alegare que por error se han relacionado 
en el inventario cosas que no existían o se ha exagerado. 
el número, peso o medida de las existentes o se les ha 
atribuido una materia o calidad de que carecían, no le 
valdrá esta excepción; salvo que pruebe no haberse po- 
dido evitar el error con el debido cuidado de su parte o 
sin conocimientos especiales o experimentos científicos. 


380, - 


Los pasajes oscuros o dudosos del inventario se in- 
terpretarán a favor del menor, a menos de prueba con- 
traria. 


381.- 

El tutor que sucede a otro, recibirá los bienes por el 
inventario anterior y anotará en él las diferencias. Esta 
operación se hará con las mismas solemnidades que el 
anterior inventario, el cual pasará entonces a ser el in- 
ventario del sucesor. 

CAPITULO Y 
De la administración de la tutela 

382. - 

La administración de la tutela discernida por los jue- 
ces de la República, será regida exclusivamente por las 
normas de este Código, si en la República existiesen los 
bienes del menor y si éste tuviese en ella su domicilio. 

383. - 

**Sustituido por los Arts. 2393, 2398 

384, - 


El tutor debe cuidar de la persona del menor y admi- 
nistrar sus bienes, como un diligente padre de familia: 
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El menor debe obediencia y respeto al tutor y éste 
podrá corregirlo moderadamente. 


Si no bastase la corrección moderada, deberá expo- 
nerlo verbalmente al juez, que podrá en este caso, adop- 
tar la medida autorizada por el artículo 261, previo el 
interrogatorio del tutor y del menor, con asistencia del 
Ministerio Público. 


Et menor debe ser alimentado y educado con arreglo 
a sus facultades. 


386. - A 


El tutor debe procurar el establecimiento del menor, 
a la edad correspondiente, destinándolo a la profesión 
de alguna ciencia, arte u oficio. 


El tutor es responsable de todo gasto inmoderado en 
la subsistencia y educación del menor, aunque se saque 
de las rentas. 


Para cubrir su responsabilidad, el tutor podrá pedir al 
juez que, atendiendo al patrimonio del menor, a su vo- 
cación y demás circunstancias que puedan influir, deter- 
mine la carrera u oficio a que debe aquél ser dedicado, 
como también la suma anual que haya de invertirse en 
sus alimentos y educación. 


387. - 


Si las rentas del menor no alcanzasen para su educa- 
ción y alimentos, el juez podrá autorizar al tutor para 
que emplee una parte del principal, a fin de que el 
menor no quede sin la educación correspondiente. 


388. - 


Si el menor no tuviese suficientes medios para los 
gastos de su educación y alimentos, el tutor pedirá auto- 
rización al juez para exigir de los parientes que a ello 
estén obligados, la prestación de alimentos. (Artículos 
117 y 120). 


Ej pariente que diese alimentos al menor, podrá te- 
nerlo en su casa y ENCAIEAISe: qe: «Su educación, si: el juez 
lo permitiese. Vario : 


389. - 
HE 
Si el menor indigente no tuviese parientes que estén 
obligados '4' prestarle" alimentos o éstosino: de hallaren en 
_ circunsiáncias dl de dárselos; el tutor, <oon uujoriaaciónidel 


juez, puede Pónerto er otra casa-o cóntrutariel-aprendi- 
zaje de un oficio y los alimentos 24? zi alo asgqoll 
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390. - 


El tutor no podrá ausentarse de la República por más 
de un año, sin comunicar previamente su resolución al 
juez de la tutela, a fin de que él delibere sobre la conti- 
nuación del cargo o nombramiento de atro tutor. 


No podrá tampoco, sin autorización del juez, mandar 
al menor ni llevarlo consigo fuera de la República o a 
diferente departamento, por más tiempo del arriba ex- 
presado, 


391.- 


El tutor es responsable de todo perjuicio causado al 
menor en la administración de sus bienes, sí hubiese 
culpa que se le pueda imputar. (Artículos 384 y 1344), 


392. - 


Puede el tutor, bajo su responsabilidad, administrar 
por medio de uno o más apoderados, en los lugares 
distantes del de su residencia, 


393.. 


En los actos y contratos que ejecute o celebre el 
tutor en representación del menor, deberá expresarse 
esta circunstancia en la escritura del mismo acto o con- 
trato; so. pena de que, omitida esta expresión se repute 
ejecutado el acto o celebrado el contrato en representa- 
ción del menor, si fuese útil a éste y no de otro modo. 


394.- 


Cuando hubiere dinero sobrante del menor, después 
de cubiertas todas las atenciones y cargas de la tutela, 
deberá el tutor, dentro de treinta días, prestario sobre 
hipoteca, al interés corriente que se obtenga con esta 
seguridad en la plaza; y en defecto de hipoteca, podrá 
colocarlo en los bancos o en rentas públicas. 


Podrá también, si lo estimase preferible, emplearlo 
en la adquisición de bienes raíces con conocimiento y 
aprobación del juez de la tutela. 


Por la omisión en esta materia, el tutor será respon- 
sable de los intereses legales del sobrante, toda vez que 


ñ éste llegue a la suma de 250'Unidades Reajustables. io 


EM A 2 “a 
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Es aplicable a los tutores lo previsto para 16% padres 
5018) arícylo 272-1, en lo pertinente. 
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395..- 


No podrá el tutor, sin previo decreto judicial, enaje- 
nar los bienes raíces del menor ni constituir sobre ellos 
ningún derecho real ni enajenar o empeñar los bienes 
muebles preciosos o que tengan un valor de afección; ni 
podrá el juez autorizar esos actos, sino por causa de 
absoluta necesidad o evidente utilidad y oyendo antes al 
Ministerio Público. 


La autorización para enajenar o gravar los bienes, a 
que se refiere este artículo, deberá recaer en cada caso, 
sobre fincas u objetos especialmente designados. 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
SUSTITUIR EL INCISO 1” DE ESTE ARTICULO 
POR EL SIGUIENTE: 


“No podrá el tutor, sin previo decreto judicial, 
enajenar los bienes raíces del menor, ni constituir 
sobre ellos ningún derecho real ni enajenar o empe- 
fiar los bienes muebles preciosos o los que tengan un 
valor de afección o cuyo valor exceda las 500 Unida- 
des Reajustables ni podrá el juez autorizar esos ac- 
tos, sino por causa de absoluta necesidad o evidente 
utilidad y oyendo antes al Ministerio Público.” 


396.- s 


La venta de cualquier parte de los bienes enumera- 
dos en el artículo anterior no podrá autorizarse sin que 
el precio que se fije sea superior al que se establezca 
según el medio más adecuado que el juez estime conve- 
niente al caso. 


**Texto dado por el Art. 3” del decreto-ley 
N* 14.766 de 18.4.78 . 


397.- 


Las enajenaciones y gravámenes hechos contra lo 
dispuesto en los artículos precedentes, serán de ningún 
valor. (Artículos 402, 1456 y 1566). 


398.- 


Las disposiciones de los artículos 395 a 397 no se 
aplican al caso de expropiación por utilidad pública. 


Tampoco será necesaria la autorización de que habla 
el artículo 395 cuando la enajenación fuese motivada 
por ejecución de sentencia, en virtud de derecho anterior 
de tercero. 


399.. 
Sin previo decreto del juez, no podrá el tutor proce- 


der a la partición de los bienes raíces o hereditarios que 
el menor posea con otros pro indiviso. 


Si el juez, a petición de un comunero o coheredero, 
hubiese decretado la partición, no será necesario nuevo 
decreto. 


En uno y otro caso, la partición deberá hacerse en la 
forma prescrita en el Título De las disposiciones comu- 
nes a las sucesiones, 


400.- 


El tutor no podrá repudiar ninguna herencia deferida 
al menor, sin decreto del juez, con conocimiento de 
causa. (Artículo 1056). 


Esta disposición se extiende a las donaciones o lega- 
dos que se hicieren al ménor. 


401.- 


También se necesita previo decreto, para proceder a 
transacciones o compromisos sobre derechos del menor 
que se valúen en más de 500 Unidades Reajustables y 
sobre sus bienes raíces; y en cada caso la transacción o 
el fallo del compromisario, se someterá a la aprobación 
judicial, so pena de nulidad. (Artículo 2148). 


402.- 


Prohíbese al tutor contraer empréstito alguno a nom- 
bre del menor, sin autorización del juez, con conoci- 
miento de causa. 


Sin embargo, la falta de autorización no impedirá 
que el prestamista pueda reclamar el pago, en cuanto el 
menor se hubiese hecho más rico. (Artículo 1456). 


403.- 


Los deudores del menor que paguen al tutor, quedan 
libres de todo nuevo pago. (Artículo 1453), 


404.- 


El tutor cuidará de hacer pagar lo que se deba al 
menor, inmediatamente que sea exigible el pago y de 
perseguir a los deudores por los medios legales. 


405.- 


El tutor deberá interrumpir las prescripciones que 
puedan correr contra el menor. (Artículo 1235 y siguien- 
tes). 


406.- 


No podrá el tutor dar en arriendo los predios rústicos 
del menor por más de cinco años ni los urbanos por más 
de tres ni por más tiempo que el que falte al menor para 
llegar a la mayor edad. 
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Si lo hiciere, no será obligatorio el arrendamiento 
para el menor o para el que le suceda en el dominio del 
predio, por el tiempo que excediese de los límites aquí 
señalados. 


Aun el arriendo hecho dentro de esos límites, lleva 
implícita la condición de terminar si, antes del venci- 
miento del término fijado, el menor contrajera matrimo- 
nio u obtuviere habilitación de edad. 


407.- 


El tutor necesita la previa autorización del juez para 
todo acto o contrato en que directa: o indirectamente 
tenga interés cualquiera de sus parientes legítimos, hasta 
el cuarto grado o algún hijo natural suyo o alguno de sus 
socios. 


408.- 


Cuando el tutor hubiese hecho anticipaciones en be- 
neficio del menor, podrá reembolsarlas con el interés 
corriente, previa la autorización del juez. 


De la misma autorización habrá menester para ha- 
cerse pago de su crédito contra el menor. 


409.- y 


Si el menor hubiese heredado algún establecimiento 
de comercio o de industria, el juez de la tutela decidirá 
si ha de continuar o no, tomando en consideración las 
circunstancias del gaso y oyendo al tutor y al Ministerio 
Público. 


410.- 


Si el juez resolviese que el establecimiento continúe, 
autorizará al tutor para que por sí o por los agentes de 
que se sirva bajo su responsabilidad, dirija las operacio- 
nes y trabajos, haga pagos y todos los demás actos de un 
mandatario, con libre administración. 


Pero si hubiese de cesar el establecimiento, el juez 
autorizará al tutor para enajenarlo en venta pública o 
privada, después de tasada o regulada su importancia; y 
mientras no fuese posible venderlo, para proceder como 
el tutor lo encontrase ser menos perjudicial al menor. 


411.- 


Si el establecimiento heredado por el menor fuese 
social y no se hubiese pactado que continúe la sociedad 
con los herederos del socio fallecido, conforme a lo 
dispuesto en el Libro Cuarto de este Código sobre el 
modo de acabarse la compañía, el juez autorizará al 
tutor, para que de acuerdo con los demás interesados, 
ajuste la venta o la cesión de la cuota social del menor 
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al socio o socios sobrevivientes o a un tercero con asen- 
timiento de éstos; y si no fuese posible la venta, para 
inspeccionar o promover la liquidación final y percibir 
lo que correspondiese al menor. 


En el caso de continuar la sociedad, por haberse así 
pactado, el juez autorizará al tutor para hacer las veces 
del socio fallecido y cuyo heredero es el menor. 


411-1.- 


Si la participación o cuota social recibida por el me- 
nor por herencia, legado o donación fuere de una socie- 
dad comercial se estará a lo establecido en la ley mer- 
cantil. 


**Texto resultante de los Arts, 45 y 46 ley N” 16.060 
de 4.9.89 


412.- 


Son prohibidos absolutamente al tutor, aun cuando 
el juez indebidamente los autorice, los actos siguientes: 


1?. Comprar por sí o por interpuesta persona, bienes 
muebles o inmuebles del menor o venderle o arrendarle 
los suyos, aunque sea en subasta pública; y si lo hiciere, 
a más de la nulidad de la compra, el acto será tenido 
como suficiente para la remoción de la tutela. 


2”. Constituirse cesionario de créditos, derechos o 
acciones contra el menor, a no ser que Jas cesiones re- 


sulten de una subrogación legal. 


* 3%. Hacer con el menor contratos de cualquier espe- 
cie. 


4”. Aceptar herencias deferidas al menor, sin benefi- 
cio de inventario. 


5”. Disponer a título gratuito de los bienes del me- 
nor, a no ser por vía de socorro en pequeñas cantidades 
a sus parientes necesitados o cortas dádivas remunerato- 
rias o presentes de uso. 
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6”. Hacer remisión voluntaria de derechos del me- . 


nor. 


7”. Hacer o consentir particiones en que los menores 
sean interesados, omitiendo la aprobación judicial. 


8”. Obligar a los pupilos como fiadores de obligacio- 
nes suyas o de otros. 


413.- 


El tutor tendrá derecho a ser remunerado con el diez 
por ciento de los frutos líquidos de los bienes del menor, 
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cuando el padre o la madre no hubiesen fijado otra ma- 
yor remuneración en el testamento. 


414.- 


No tendrá derecho a remuneración alguna y deberá res- 
tituir lo que a ese título haya recibido, el tutor que fuere 
removido de la tutela por culpa grave, (Artículo 363). 


CAPITULO VI 
De las cuentas de la tutela - 
415.- 


El tutor está obligado a llevar cuenta fiel, exacta y 
documentada de todos sus actos administrativos, día por 
día, sin que pueda excusarse de esta obligación ni aun el 
testamentario a quien el testador haya exonerado de ren- 
dir cuentas. 


Sin embargo, podrá excusarse de documentar las par- 
tidas de gastos menudos en que un diligente padre de 
familia no acostumbra recoger recibo. 


416.- 


Durante su cargo, el tutor está obligado a presentar 
al juez, dentro de los treinta días últimos de cada trienio, 
un estado de la situación en que se encuentra el patrimo- 
nio del menor. 


El Ministerio Público, a quien ese estado debe co- 
municarse, podrá pedir, si lo creyese conveniente, que el 
tutor exhiba los libros de la administración y hacer las 
observaciones que le sugiera su celo por los intereses 
del menor; teniendo presente lo dispuesto en la Sección 
IL, Capítulo TI de este Título. 


La aprobación que el juez diese al estado presentado 
por el tutor, será en cuanto haya lugar y sin perjuicio de 
repararse cualquier agravio del menor, al tiempo de la 
formal rendición de cuentas. 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 


AGREGAR AL INCISO 1* EL SIGUIENTE TEX- 


TO: k 


“El juez, de oficio o a solicitud del Ministerio Pú- 
blico, podrá disponer que dicho estado sea presenta- 
do en un período menor.” 


417.. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
en cualquier tiempo y por motivos que el juez tuviere 
por suficientes, el Ministerio Público podrá pedir al tu- 
tor la exhibición de los libros de su administración, a los 
efectos del inciso segundo del sobredicho artículo. 


413.- 


Acabada la tutela, el tutor o sus herederos están obli- 
gados a rendir cuentas justificadas de la administración 
al menor o a los que le representen, en el término que el 
juez lo ordene. 


Esta obligación no puede ser dispensada ni aun por 
el menor mismo en su testamento. 


419.- 
Acábase la tutela: 


1%. Por la muerte del tutor, su remoción o excusa 
superviniente admitida por el juez. 


2”. Por la muerte, habilitación, mayoría de edad o 
matrimonio del menor. 


3”. En el caso previsto por el artículo 322, 
420.- 


Sucediendo la muerte del tutor, sus albaceas o sus 
herederos mayores de edad deberán ponerlo dentro de 
treinta días en conocimiento del juez del lugar y proveer 
entre tanto a lo que las circunstancias exijan respecto de 
los bienes y persona del menor. 


421.- 


Si el tutor entrase en lugar de un tutor anterior, debe- 
rá pedir dentro de treinta días, a su predecesor o a sus 
herederos, la rendición judicial de las cuentas de la tute- 
la y que lo pongan en posesión de los bienes del menor. 
(Artículo 363). 


422.- 


Los gastos de rendición de cuentas deben ser antici- 
pados por el tutor; pero le serán abonados por el menor. 


423.- 


Las cuentas deben darse en el lugar en que se des- 
empeñe la tutela, si el menor no prefiere el fuero del 
domicilio del tutor. 


424.- 


Presentada la cuenta por el tutor, será discutida por 
la persona a quien pase la administración de los bienes. 


Si la administración se transfiere a otro tutor o al 
menor habilitado de edad, no quedará cerrada la cuenta, 
sino con la aprobación judicial, oído el Ministerio Públi- 
co. (Artículo 310). 
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425.- 


Serán abonables al tutor todos los gastos hechos de- 
bidamente, aunque de ellos no haya resultado utilidad al 
menor, si esto sucediese sin culpa del tutor y aunque 
éste los haya anticipado de su propio dinero. 


426.- 


Cualquier arreglo que pueda tener lugar entre el tu- 
tor y el menor habilitado o llegado a la mayor edad, es 
nulo, si no ha sido precedido de la rendición de cuentas, 
verificada treinta días antes del expresado arreglo. 


427.- 


El saldo que resultare a favor o en contra del tutor, 
producirá interés legal desde el día en que su cuenta 
quedó cerrada. 


428.- 


Contra el tutor que no dé verdadera cuenta de su 
administración o que fuere convencido de dolo o culpa 
grave, habrá por parte del menor o de quien lo represen- 
te, el derecho de apreciar bajo de juramento el perjuicio 
recibido y el tutor podrá ser condenado en la cuantía 
jurada; salvo que el juez tuviese a bien moderarla, 


429.. 


Toda acción del menor contra el tutor, en razón de la 
tutela, se prescribirá por cuatro años, contados desde el 
día en que el menor haya llegado a la mayor edad. 


Por el mismo período se prescribirán las acciones 
contrarias al tutor contra el menor. 


430.- 
Los que han estado bajo de tutela, acabada ésta, 
pueden pedir la inmediata entrega de los bienes suyos 


que están en poder del tutor, sin esperar a la rendición o 
aprobación de las cuentas. 


TITULO XI 
De la curaduría o curatela 
CAPITULO I 
De la curaduría general 
431.- 
La curaduría o curatela no se diferencia de la tutela 
sino en ciertos caracteres. Es un cargo impuesto a algu- 


no, en favor del que no puede dirigirse a sí mismo o 
administrar sus negocios. 
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Lo dispuesto en el Título De la tutela tendrá lugar en 
todos los casos de curaduría, en cuanto no se oponga a 
lo determinado en el presente Título. 


432.- 


Están sujetos a-curaduría general, cuando fueren in- 
capaces, los mayores de edad y los menores emancipa- 
dos o habilitados. 


Los demás menores púberes podrán ser declarados 
incapaces, pero permanecerán sujetos a patria potestad o 
tutela, según corresponda. 


Son incapaces los dementes aunque tengan interva- 
los lúcidos y los sordomudos que no puedan darse a 
entender por escrito. (Artículo 1279). 

**Redacción adecuada al régimen actual. 

433.- 

Podrán provocar la declaración de incapacidad y nom- 
bramiento de curador al incapaz, cualquiera de sus pa- 


rientes, el cónyuge o el Ministerio Público. 


El Ministerio Público será oído aun en los casos en que 
el juicio de incapacidad no haya sido provocado por él. 


**La inclusión del cónyuge en el inciso 1” respon- 
de al texto del Art. 439-5 del Código General del 
Proceso 


434..- 
En tos juicios de incapacidad, entenderá el Juzgado 


Letrado competente del domicilio del individuo de que 
se trate, sin perjuicio de lo dispuesto por la ley procesal. 


**Ver nota al artículo 367 

435.- 

En el caso de demencia, deberá el juez interrogar 
por sí mismo al supuesto demente y oír el dictamen de 
dos o más facultativos de su confianza. 

43.- 

En cualquier estado de las diligencias, podrá el Juz- 
gado, si lo estimase conveniente, nombrar un curador 


interino a la persona y bienes del demandado por inca- 
paz. 


437.- 


El auto que nombre curador interino y todo aquel 
que suponga cualquier forma de interdicción, a más de 
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publicarse en los periódicos, debe inscribirse en el Re- 
gistro respectivo, en la forma, plazo y con los efectos 
que la ley determina. 


La misma publicidad deberá darse a la sentencia 
ejecutoria o que concluya el juicio, ora declare incapaz 
al demandado, ora deseche la demanda. 


**Redacción adaptada al texto del Código Gral, 
del Proceso y al Art. 33 apartado A) Ley N* 10.793 
de 25.9.46 


438.- 


Son nulos de derecho los actos y contratos del de- 
mandado por incapaz, posteriores a la inscripción de la 
interdicción respectiva, sea ésta provisoria o definitiva. 


Los anteriores podrán ser anulados, cuando la causa 
de la interdicción existía públicamente en la época en 
que esos actos o contratos fueron hechos. 


**Redacción del inciso 1” adaptada al artículo an- * 


terior y al texto del Art. 48 de la ley N” 10.793 del 
25.9.46 


439.- 


Después que una persona ha fallecido, no pueden ser 
impugnados sus actos entre vivos, por causa de demen- 
cia, a no ser que ésta resulte de los mismos actos o que 
se hayan consumado después de intentada la demanda 
de incapacidad. (Artículo 831). 


440.- 

El curador interino cesará en sus funciones y dará las 
cuentas al curador propietario, luego que fuese nombra- 
do. 

441.- 


El marido es e! curador legítimo y necesario de su 
mujer declarada incapaz y ésta lo es de su marido, 


El cónyuge curador tendrá la administración extraor- 
dinaria de la sociedad conyugal. (Artículos 1979 y 1984). 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” de la 
ley N” 10.783 de 18.9.46 

***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
ELIMINAR “Y NECESARIO” EN EL IXC. 1? 

(ver nota del artículo 442.1) 

442.- 


Los hijos mayores de edad, son curadores de su pa- 
dre o madre viudos o divorciados, declarados incapaces. 


Si hubiere dos o más hijos, el juez elegirá el que debe 
ejercer la curaduría. 


Los padres son de derecho curadores de sus hijos legíti- 
mos, solteros, viudos o divorciados que no tengan hijos 
mayores de edad, que puedan desempeñar la curaduría. El 
juez determinará cuál de ellos ejercerá el cargo. 


**Redacción adaptada al texto de la ley N* 10.783 
de 18.9.46 y de las leyes de Divorcio Nos. 3,245 del 
28.10.07 y 3.641 de 11.7.10, sus modificativas y con- 
cordantes. 

***PROPUESTA: LA COMISIÓN PROPONE EL 
SIGUIENTE TEXTO, EN SUSTITUCION DEL INC. 
2” FUNDAMENTANDOSE EN EL PACTO DE SAN 
JOSE DE COSTA RICA, LEY N" 15.737 de 8.3.85: 

“Los padres son de derecho curadores de sus hi- 
jos legítimos o naturales reconocidos, solteros, viudos 
o divorciados, que no tengan hijos mayores de edad 
que puedan desempeñar la curaduría. El Juez deter- 
minará cuál de ellos ejercerá el cargo.” 

***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
AGREGAR EL SIGUIENTE ART.: 

442.1.- 

“El Tribunal por motivos fundados podrá apar- 
tarse del orden de la curatela legítima, o aun prescin- 
dir de ella, así como regular los modos de su ejerci- 
cio”. 


443.- 


Los directores de los asilos de incapaces mayores de 
edad son curadores legítimos de los astlados, mientras 
no tengan otro curador. 


Cuando el director tenga noticias de que el asilado 
tiene bienes de alguna consideración o hijos menores 
bajo su potestad, debe comunicarlo al Juzgado del últi- 
mo domicilio del asilado o al del lugar del asilo, para 
que provea a la curatela del incapaz. 


444.- 


En todos los casos en que el padre o madre pueden 
dar tutor a sus hijos menores de edad, podrán también 
nombrar curador por testamento a Jos mayores de edad, 
dementes o sordomudos (artículo 432); salvo las excep- 
ciones de los tres artículos anteriores. 


445.- 

A falta de curador legítimo o testamentario, según lo 
dispuesto en los artículos precedentes, tendrá lugar la 
curaduría dativa. 


446.- 


El curador de un incapaz que tenga hijos menores, es 
también tutor de éstos. 
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447.- 


El demente no será privado de la libertad personal, 
sino en los casos en que sea de temer que usando de ella 
se dañe a sí mismo o cause peligro o notable incomodi- 
dad a otros. No podrá tampoco ser trasladado a una casa 
de dementes ni encerrado ni atado, sino momentánea- 
mente, mientras a solicitud del curador, se obtuviere 
autorización judicia] para cualquiera de estas medidas, 
sin periuicio de lo dispuesto en la ley N* 9.581 de 8 de 
agosto de 1936. 


**Redacción adaptada a la ley citada 
448. - 


Las rentas de los bienes del incapaz, se emplearán 
con preferencia en aliviar su condición y en procurar su 
restablecimiento. 


Al mismo objeto y en caso necesario, podrá aplicar- 
se parte del capital, previa autorización del juez. 


449. - 


Cesando las causas que hicteron necesaria la curadu- 
ría, cesa también ésta; peró deberá preceder declaración 
judicial, que podrá solicitar por sí sólo el interdicto, 
observándose las mismas formalidades que para estable- 
cer la interdicción. 


450. - 


El curador de un incapaz tiene derecho a ser releva- 
do de la curaduría, pasados cinco años desde que se 
encargó de ella. 


Los cónyuges, descendientes o ascendientes, no go- 
zarán de este beneficio. 


CAPITULO Il 
Curaduría de los bienes 


451. - 


Podrá darse curador a los bienes de una persona au- 
sente, cuando haya necesidad imperiosa de esta medida, 
a juicio del magistrado, concurriendo las demás circuns- 
tancias del artículo 52 y la de faltar la representación 
legal del cónyuge. (Artículo 53). 


452. - 


Se dará curador a los bienes del difunto cuya heren- 
cta fuese declarada yacente. (Artículo 1072). 
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453. - 


Si hubiese herederos extranjeros del difunto, el cura- 
dor de los bienes hereditarios será nombrado con arreglo 
a los tratados existentes con las naciones a que los here- 
deros pertenecieren. 


454. - 


Los curadores de los bienes están sujetos a todas las 
trabas de los tutores o curadores y además se les prohíbe 
ejecutar otros actos administrativos que los de mera cus- 
todia y conservación y los necesarios para el cobro de 
los créditos y pago de las deudas de sus representados. 


Se les prohíbe especialmente alterar la forma de los 
bienes, contraer empréstitos y enajenar aun los bienes 
muebles que no sean corruptibles, a no ser que esta 
enajenación pertenezca al giro ordinario de los negocios 
del ausente o que el pago de las deudas lo requiera. 


455. - 


Sin embargo de lo dispuesto en el artículo preceden- 
te, los actos en él prohibidos a los curadores de bienes 
serán válidos, si justificada su necesidad o utilidad, los 
autorizase el juez previamente. 


456. - 


Toca a los curadores de bienes el ejercicio de las 
acciones y defensas judiciales de sus representados; y 
las personas que tengan créditos contra los bienes, po- 
drán reclamarlos de los respectivos curadores. 


457. - 

La curaduría de bienes cesa por la extinción o inver- 
sión completa de éstos, o por haber cesado los motivos 
que hicieron deferir la curaduría. 

CAPITULO 1H 
Curadurías especiales 


458. - 


Habrá lugar al nombramiento de curadores especia- 
les en los casos siguientes: 


1?. Cuando los intereses de los menores estén en 
oposición con los de sus padres o madres bajo cuyo 
poder se encuentran. 


2”. Cuando ambos padres perdieren ta administra- 
ción de las bienes de sus hijos. 


3”. Cuando los hijos adquieren bienes cuya adminis- 
tración no corresponda a sus padres. 
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4”. Cuando los intereses de los que están bajo tutela 
o curaduría general, estuviesen en oposición con los de 
su tutor o curador. 


$5. Cuando sus intereses estuviesen en oposición con 
los de otro menor o incapaz, que con ellos se hallare 


bajo un tutor o curador común. 


6”. Cuando adquieren bienes con la cláusula de ser 
administrados por persona designada o de no ser admi- 
nistrados por su tutor o curador general. 


7”. Cuando la curaduría fuese para un negocio parti- 
cular, 


8”. En los casos de los artículos 67 y 81 numeral 3% 
del Código Penal, si no corresponde la administración al 
cónyuge del penado. 


**Redacción del numeral 2* adaptada al texto del 
Art. 11 ley N* 10.783 de 18.9.46 

Redacción del numeral 8” adaptada al texto del 
actual Código Penal 

459, - 

El curador especial no es obligado a prestar fianza o 
caución ni a la confección de inventario, sino cuando su 


nombramiento fuese con administración de bienes. 


Los curadores para pleito o ad litern son dados por la 
judicatura que conoce en el pleito. 


LIBRO SEGUNDO 
De los bienes y del dominio o propiedad 
TITULO 1 
De la división de los bienes 
CAPITULO 1 
De los bienes considerados en sí mismos 

460. - 

Bajo la denominación de bienes o de cosas se com- 
prende todo lo que tiene una medida de valor y puede 
ser objeto de propiedad. 

Los bienes son corporales o incorporales. 

SECCION 1 
De los bienes corporales 
461. - 


Los bienes corporales se dividen en muebles o inmuebles. 


462. - 


Muebles son las cosas que pueden transportarse de 
un lugar a otro, sea moviéndose ellas por sí mismas 
como los animales (que por eso se llaman semovientes), 
sea por medio de una fuerza externa. como las cosas 
inanimadas. 


Exceptúanse las cusas muebles que se hailan en el 
caso del artículo 465. 


463. - 


Inmuebles o fincas o bienes raíces son las cosas que 
no se pueden transportar de un lugar a otro, como las 
tierras, las minas y los edificios. 


Las casas y heredades se llaman predios o fundos. 
464. - 


Los árboles y plantas son inmuebles, mientras adhie. 
ran al suelo por sus raíces. 


Lo son también los frutos pendientes de las mismas 
plantas o árboles, en cuanto siguen al fundo en todos los 
cambios de dominio. 


465. - 


Se reputan inmuebles, aunque por su naturaleza no 
lo sean, las cosas que están permanentemente destinadas 
al uso, cultivo y beneficio de un inmueble, sin embargo 
de que puedan separarse sin detrimento. Tales son por 
ejemplo: 


Las losas de un pavimento. 
Los tubos de las cañerías; 


Los utensilios de labranza o minería y los animales 
actualmente destinados al cultivo o beneficio de una 
finca, con tal que hayan sido puestos en ella por el 
dueño de la finca; 


Los abonos existentes en ella y destinados por el 
dueño de la finca a mejorarla; 


Las prensas, calderas, cubas y máquinas que forman 
parte de un establecimiento industrial adherente al suelo 
y perteneciente al dueño de éste; 


Los viveros de animales, con tal que adhieran al 
suelo o sean parte del suelo mismo o de un edificio. 


466. - 
Los productos de los inmuebles y las cosas acceso- 


rias a ellos como las yerbas, maderas y frutos, la tierra o 
arena, los metales de una mina o las piedras de una 
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cantera, se reputan muebles, aun antes de su separación, 
para el efecto de constituir un derecho a favor de otra 
persona que el dueño. 


467. - 


Las cosas de comodidad u ornato que se fijan en las 
paredes y pueden removerse fácilmente, se reputan mue- 
bles. 


Sin embargo, los cuadros o espejos que están embu- 
tidos en las paredes, de manera que forman un mismo 
cuerpo con ellas, se consideran parte del edificio aunque 
puedan separarse sin detrimento. Lo mismo se aplica a 
las estatuas colocadas en un nicho construido expresa- 
mente en el edificio, 


468. - > 


Las cosas que por ser accesorias a bienes raíces se 
reputan inmuebles, no dejan de serlo por su separación 
momentánea; pero sí, desde que se separan con el objeto 
de darles diferentes destinos. 


469. - 

Cuando por disposición de la ley o del hombre se 
use de la expresión bienes muebles sin otra calificación, 
se comprenderá en ella todo lo que se entiende por co- 


sas muebles según el artículo 462. 


Cuando se use de la expresión de muebles sólo O 


muebles de una casa, no se comprenderá el dinero, los 


documentos, las colecciones, los libros, las armas, las 
ropas, los carruajes ni en general otras cosas que las que 
corresponden al ajuar de la casa. 

470. - 

Los bienes muebles son fungibles o no fungibles. 

A los primeros pertenecen aquellas cosas de que no 
puede hacerse el uso conveniente a su naturaleza, sin 


que se consuman. 


Las especies monetarias son fungibles en cuanto pe- 
recen para el que las emplea como tales. 


SECCION II 
De los bienes incorporales 
471. - 


Los bienes incorporales son derechos reales o perso- 
nales. 
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472. - 


Derecho real es el que tenemos en una cosa o contra 
una cosa sin relación a determinada persona. 


El derecho en la cosa supone el dominio o un des- 
membramiento del dominio. El derecho contra la cosa 
puede ser constituido meramente por garantía; corno su- 
cede respecto de la prenda y la hipoteca. De los dere- 
chos reales nacen las acciones de la misma clase. 


473. - 


Derechos personales son los que sólo pueden recla- 
marse de ciertas personas que por un hecho suyo o la 
sola disposición de la ley, han contraído las obligacio- 
nes correlativas; como el que tiene el prestamista contra 
su deudor por el dinero prestado o el hijo contra el padre 
por alimentos. De estos derechos nacen las acciones per- 
sonales. 


474. - 


Los derechos y acciones se reputan bienes muebles o 
inmuebles, según la naturaleza de la cosa que es su 
objeto. Así, el derecho de usufructo sobre un inmueble, 
es inmueble. Así, la acción del comprador para que se le 
entregue la finca comprada, es inmueble; y la hipoteca, 
puesto que tiene por objeto una cantidad de dinero, es 
mueble. 


475. - 


Los hechos que se deben se reputan muebles. La 
acción para que un artífice ejecute la obra convenida o 
resarza los daños y perjuicios causados por la inejecu- 
ción del convenio, entra, por consiguiente, en la clase de 
los bienes muebles. 


CAPITULO IU 
De los bienes con relación a las personas 

476.- 

Los bienes son de propiedad nacional o particular. 

477... 

Los bienes de propiedad nacional cuyo uso pertene- 
ce a todos los habitantes del Estado, se llaman bienes 
nacionales de uso público o bienes públicos del Estado. 

Los bienes de propiedad nacional cuyo uso no perte- 
nece generalmente a los habitantes, se llaman bienes 


privados del Estado o bienes fiscales. (Artículos 1193, 
1194 y 1668). 
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478.- 
Son bienes nacionales de uso público: 
1”. Las calles, plazas y caminos públicos. 


2”. Los puertos, abras, ensenadas y costas del territo- 
rio oriental, en la extensión que determinen las leyes 
especiales. 


3”. Los ríos o arroyos navegables o fiotables en todo 
o parte de su curso. Se entenderán por ríos y arroyos 
navegables o flotables aquellos cuya navegación o flote 
sea posible natural o artificialmente. 


4”. Las riberas de esos ríos o arroyos, en cuanto al 
uso que fuere indispensable para la navegación. 


5. El agua corriente aun de los ríos no navegables o 
flotables, en cuanto al uso para las primeras necesidades 
de la vida, si hubiere camino público que la haga accesi- 
ble. 


6”, Los puentes, canales y demás obras públicas, cons- 
truidas y conservadas a expensas de la Nación. 


479. - 

El uso y goce que para el tránsito, riego, navegación 
y cualesquiera otros objetos lícitos, corresponden a los 
particulares en las calles, plazas, puentes y caminos pú- 
blicos, en el mar y sus riberas, en los ríos y arroyos y 
generalmente en todos los bienes nacionales de uso pú- 
blico, estarán sujetos a las Aepoaane de este Código 
y leyes especiales. 


480. - 


Los caminos construidos a expensas de personas par- 
ticulares en tierras que les pertenecen, no son bienes 
nacionales, aunque los dueños permitan su uso y goce a 
todos. 


Es lo mismo de cualesquiera otras construcciones 
hechas a expensas de particulares y en sus tierras. 


481. = 


Son bienes fiscales todas las tierras que, estando si- 
tuadas dentro de los límites del Estado, carecen de otro 
dueño. 


482. - 


Los bienes vacantes y los de las personas que mue- 
ren sin dejar herederos, pertenecen también al Fisco; y, 
en general, es propiedad fiscal todo lo que por leyes 
especiales está declarado serlo o se declare en adelante. 
(Artículos 706, 708, 717, 1034, 1035 y 1036). 


483. - 


La administración y enajenación de los bienes fisca- 
les se rigen por leyes especiales; pero están sujetos a 
prescripción, conforme a lo dispuesto en el Título res- 
pectivo del Libro Tercero. 


484, - 


La propiedad y uso de las minas, se rigen también 
por leyes y reglamentos especiales. (Artículo 748). 


485. - 


Los bienes que no fueren de propiedad nacional (ar- 
tículo 477) deberán considerarse como bienes particula- 
res, sin hacerse distinción de las personas que tengan la 
propiedad de ellos, aunque sean personas jurídicas. 


TITULO II 
Del dominio 
486. - 
El dominio (que se llama también propiedad) es el 
derecho de gozar y disponer de una cosa arbitrariamen- 
te, no siendo contra la ley o contra derecho ajeno. 


487. - 


El derecho de gozar y disponer de una cosa com- 
prende: 


1”. El derecho a todos los frutos que provienen de la 
cosa y a todo lo que se le una accesoriamente. (Artícu- 
los 731 y siguientes). 


2”. El de servirse de la cosa, no sólo para los usos a 
que está generalmente destinada, sino para los otros que 


estén en la voluntad del dueño. 


3”. El de cambiar la forma de la cosa, mejorándola o 
empeorándola. 


4”. El de destruir enteramente la cosa, si le conviene 
O le parece. 


5”. El de impedir a los dernás que se sirvan de ella y 
reivindicarla de cualquier poseedor. 


6”. El de enajenar la cosa en todo o en parte, conce- 
diendo a otros los derechos que buenamente quiera. 


488. - 


El ejercicio de esos derechos queda subordinado a 
las prohibiciones de las leyes o reglamentos y a la im- 
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perfección del dominio, resultante de las convenciones 
o de la voluntad del testador. (Artículos 489 y siguien- 
tes, 581, 601, 606, 612, 618, 620 y 715). 


**Se modifica la cita al artículo 442 que corres- 
pondía a la compilación de 1893, sustituyéndola por 
el artículo 489 que corresponde al texto actual 

La cita al artículo 586 se suprime por estar dero- 
gado por el Código de Aguas, decreto-ley N” 14.859 
de 15.12.78 


489. - 


El dominio o propiedad se considera como una cali- 
dad inherente a la cosa, como un vínculo real que ta liga 
- al dueño y que no puede romperse sin hecho suyo. 


490. - 
Aun cuando el derecho de poseer está naturalmente 


ligado a la propiedad, puede, sin embargo, ésta subsistir 
sin la posesión y aun sin el derecho de posesión. 


491. - 


Las producciones del talento o del ingenio son una 
propiedad de su autor y se regirán por leyes especiales. 
(Artículo 2363, número 13). - 


También se regirá por leyes especiales la propiedad 
horizontal. 


*+*Texto ampliado de acuerdo a las leyes N*” 10.751 
de 25.6.46 y sus modificativas 


492. - 

Nadie puede ser privado de su propiedad, sea mue- 
ble o raíz, sino por causa de pública utilidad, calificada 
por ley, previa la correspondiente indemnización, sin 
perjuicio de lo que al respeto establezcan normas espe- 


ciales. 


**Redacción adaptada al texto constitucional ví- 
gente, artículo 232 


TITULO HI 
Del usufructo, uso y habilitación 
CAPITULO I 
Del usufructo 
493. - 


El usufructo es un derecho real que consiste en gozar 
de la cosa ajena, con cargo de conservar su forma y 
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sustancia y de restituirla a su dueño, si la cosa no es 
fungible; o con cargo de volver igual cantidad y calidad 
del mismo género o de pagar su valor, si la cosa es 
fungible. 


El usufructo supone necesariamente dos derechos co- 
existentes, el del nudo propietario y el del usufructuario. 


Tiene, por consiguiente, una duración limitada, al 
cabo de la cual pasa al nudo propietario y se consolida 
con la propiedad. 


494, - 


E] título constitutivo del usufructo determina los de- 
rechos y obligaciones del usufructuario. La ley no hace 
más que suplir el silencio del título, a no ser que expre- 
samente declare otra cosa. 


SECCION I[ 
De los modos de constituirse el usufructo 
495, - 


El usufructo se puede constituir por la ley, por acto 
entre vivos, por última voluntad y por prescripción. (Ar- 
tículos 266, 269, 497, 1619 y 1664). 


496. -. 


En el usufructo constituido por acto entre vivos, no 
se adquiere derecho en la cosa sino por la subsiguiente 
tradición, según las reglas que se dan en el Título MI del 


Libro Tercero. 


En el que se deja por acto de última voluntad, se 
adquiere el derecho en la cosa luego que muere el testa- 
dor. 


497. - 


El usufructo se adquiere por prescripción, de la mis- 
ma manera que el dominio y está sujeto a las mismas 
reglas. 


498. - 


Se prohíbe constituir el usufructo a favor de dos o 
más personas, para que Jo gocen alternativa o sucesiva- 
mente. 


499. - 
Se puede constituir el usufructo a favor de dos o más 


personas que lo gocen simultáneamente por igual o se- 
gún las cuotas determinadas por el constituyente. 
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500. - 


El usufructo. puede constituirse puramente, bajo con- 
dición, desde o hasta cierto día (Artículos 1406, 1407 y 
1433). 


Cuando no se fija tiempo alguno para la duración del 
usufructo, se entenderá constituido por toda la vida del 
usufructuario. 


501. = 

A favor de un pueblo, de una corporación o de un 
establecimiento público, no podrá constituirse el usu- 
fructo por más de treinta años. 

Cesa el usufructo antes de los treinta años, si el 


pueblo queda yermo, la corporación se disuelve o el 
establecimiento público es suprimido. 


SECCION Il 
De los derechos y obligaciones del usufructuario 
1* 
De los derechos del usufructuario 
502. - 
El usufructuario tiene derecho a percibir todos los 
frutos naturales, industriales o civiles de los bienes usu- 
fructuados. 


503, - 


Son frutos naturales, las producciones espontáneas 
de la tierra, las crías y demás productos de los animales. 


Son frutos industriales, los que producen las hereda- 
des o fincas de cualquier clase, a beneficio del cultivo y 
del trabajo. 


Son frutos civiles, los alquileres y arrendamientos de 
las fincas y heredades y los réditos del dinero. 


504. - 
Los frutos naturales o industriales, pendientes al tiem- 
po de comenzar el usufructo, pertenecen al usufructua- 


FO, 


Los pendientes al tiempo de acabar el usufructo, per- 
tenecen al propietario. 


Ni uno ni otro tienen que hacer abono alguno por 
razón de trabajo, semillas u otros gastos semejantes. 


Esta disposición no perjudica a los colonos que ten- 
gan derecho a percibir alguna parte de frutos, al tiempo 
de comenzar o acabar el usufructo. (Artículo 1817 inci- 
so 2”. ó 


505. - 


Los frutos civiles pertenecen al usufructuario, a pro- 
porción del tiempo que dure el usufructo. 


506. - 


El usufructo de renta vitalicia da también al usufruc- 
tuario, mientras dure el usufructo, el derecho de percibir 


- las pensiones que se devenguen, sin quedar obligado a 


restitución alguna. (Artículo 2191). 
507. - 


Si el usufructo se constituye sobre cosas fungibles, el 
usufructuario se hace dueño de ellas y el propietario 
viene a ser simple acreedor a la entrega de otras espe- 
cies de igual cantidad y calidad o del valor que éstas 
tengan al tiempo de terminarse el usufructo. 


508. - 


El usufructuario de cosas muebles, de las que se 
gastan y deterioran lentamente con el uso, tiene derecho 
a servirse de ellas según su naturaleza y destino; y al fin 
del usufructo, no es obligado a restituirlas sino en el 
estado en que se hallen, respondiendo solamente de aque- 
llas pérdidas o deterioros que provengan de su dola o 
culpa. 


509. - 


El goce del usufructuario de una heredad se extiende 
a sus bosques y arboledas, pero con el cargo de conser- 
varlos en un ser, reponiendo los árboles que derribe y 
respondiendo de su menoscabo, en cuando no dependa 
de causas naturales o accidentes fortuitos. 


S10. - 


El usufructuario puede gozar del aumento que sobre- 
venga por aluvión a la cosa usufructuada, de las servi- 
dumbres y, en general, de todos los derechos de que 
gozaría el propietario. (Artículo 752). 


Goza también de las canteras que se están explotan- 
do al empezar el usufructo; pero no de las que nueva- 
mente se descubrieron ni del tesoro que se encontrare. 
(Artículo 721). 


**En el inciso 2” se suprime la mención a las ““míi- 
nas” las que se rigen por leyes especiales 
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511.- 


El usufructuario puede gozar por sí mismo de la cosa 
usufructuada, arrendarla a otro y enajenar su derecho de 
usufructo, aunque sea a'título gratuito; pero todos los 
contratos que como tal usufructuario celebre, se resuel- 
van al fin del usufructo. (Artículo 1794). 


$12. a 


No tiene derecho el usufructuario a que se le abonen 
tas mejoras que haya hecho en la cosa usufructuada; 
pero le será lícito alegarlas en compensación de los de- 
terioros que se le puedan imputar o llevarse los materia- 
les, si puede separarlos sin detrimento de la cosa que es 
objeto del usufructo y el propietario no le abonase lo 
que después de separados valdrían. 


Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjui- 
cio de las convenciones que hayan intervenido entre el 
usufructuario y el propietario, relativamente a mejoras o 
de lo que sobre esta materia se haya previsto en la cons- 
titución del usufructo. 


513.- 


Siendo dos o más los usufructuarios, habrá entre ellos 
derecho a acrecer y durará ta totalidad del usufructo 
hasta la expiración del derecho del último de los usu- 
fructuarios. Lo cual se entiende, si el constituyente no 
hubiese dispuesto que terminando un usufructo parcial, 
se consolide con la propiedad. 


2" 
De las obligaciones del usufructuario 
514, - 


El usufructuario, antes de entrar en el goce de los 
bienes, está obligado: 


1”. A formar, con citación del dueño, un inventario 
solemne de todos ellos, haciendo tasar los muebles y 
constar el estado de los inmuebles. 


2”. A dar fianza bastante de que cuidará de las cosas 
como un buen padre de familia y las restituirá al propie- 
tario al terminarse el usufructo, no empeoradas ni dete- 
rioradas por su negligencia. (Artículo 2111). 


Respecto de las cosas fungibles, la fianza será única- 
mente de restituir otro tanto de la misma especie y cali- 
dad. 

515.- 


Cesa la obligación de afianzar: 
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1?. En el caso del usufructo legal. (Artículo 269). 


2”. En el del donante que se reserva el usufructo de 
la cosa donada. 


3”. Cuando el que constituye el usufructo o bien el 
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propietario, exonera expresamente de la fianza al usu- . 


fructuario. 
516. 2 


No dando el usufructuario la fianza a que está obli- 
gado, dentro del plazo que el juez le señale, a instancia 
del propietario, podrá este pedir que los bienes raíces se 
arrienden y se pongan en administración, que los mue- 
bles se vendan y que los capitales o sumas de dinero y el 
precio de los bienes muebles, se pongan a interés con 
seguridad. 


El precio de los arrendamientos, los intereses de los 
capitales y los productos de los bienes dados en admi- 
nistración, pertenecen al usufructuario, deducción hecha 
de los gastos. 


s17.- 


Si el usufructuario, aunque no haya dado la fianza, 
reclamare, bajo caución juratoria, la entrega de los mue- 
bles necesarios para su uso, el juez podrá acceder a esta 
petición, consultando las circunstancias. 


518. - 


El usufructuario podrá en todo tiempo reclamar la 
administración, dando fianza a que es obligado. 


519. - 


Dada la fianza por el usufructuario, tendrá derecho a 
todos los frutos de los bienes que se hayan devengado, 
desde el día en que, conforme al título constitutivo del 
usufructo, debió comenzar. 


520. - 


No es permitido al usufructuario cambiar el destino 
de un edificio ni dejar baldía una heredad que ha sido 
cultivada. 


521. - 
El usufructuario que enajenase o diese a otro en arren- 
damiento su derecho de usufructo, es responsable del 


menoscabo que tengan los bienes, por culpa o negligen- 
cia de la persona que le sustituye. 


522. - 


El usufructuario de ganados o rebaños es obligado a 
reponer los animales que mueren o se pierden, pero sólo 
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con las crías de los mismos ganados o rebaños; salvo 
que la muerte o pérdida fuesen imputables a su hecho o 
culpa, pues en este caso deberá indemnizar al propieta- 
rio. 


Si el ganado o rebaño perece del todo por efecto de 
una epidemia u otro caso fortuito, el usufructuario no 
está obligado a reponer los animales perdidos y cumpli- 
rá con entregar los despojos que hayan podido salvarse. 


Si el ganado o rebaño perece en parte, también por 
un accidente y sin culpa del usufructuario, tendrá éste la 
opción a continuar en el usufructo, reemplazando las 
reses que faltan o a cesar en él, entregando las que no 
hayan perecido y los despojos que se hayan salvado de 
las muertas. 


523. - 


El usufructuario no está obligado sino a los reparos 
menores y de simple conservación de la cosa. 


Los reparos mayores son de cuenta del propietario, 
que los hará si le conviene; pero el usufructuario está en 
la obligación de darle aviso, siempre que sea urgente la 
necesidad de hacer aquéllos. 


Se entiende por reparos mayores, los extraordinarios 
y que convienen a la utilidad permanente de la finca, 
como las paredes principales, techos o bóvedas tratán- 
dose de edificios. 


524. - 


Si el propietario se presta a los reparos mayores, no 
podrá impedirlos el usufructuario, el cual deberá pagarle 
sobre tos dineros invertidos en ellos y mientras dure el 
usufructo, el interés medio que produzcan los capitales 
empleados en fincas de igual naturaleza. 


Rehusando el propietario hacer los reparos referidos, 
podrá el usufructuario, para salvar la cosa usufructuada 
y con ella su usufructo, hacerlos a su costa y el propieta- 
río se tos reembolsará sin interés, fenecido el usufructo. 


525. - 


El pago de las cargas o contribuciones periódicas y 
el de las que en el uso se consideran gravámenes de los 
frutos, son de cuenta del usufructuario durante el tiempo 
de su goce. 


526. - 
Las contribuciones que durante el usufructo se im- 


pongan directamente sobre el capital, son de cargo del 
propietario. 


Si éste las pagase, deberá el usufructuario abonarle 
los intereses correspondientes a las sumas que en dicho 
concepto hubiere pagado y si las anticipase el usufruc- 
tuario, tendrá derecho a recibir su importe sin interés, al 
fin del usufructo. 


527. - 


El usufructuario universal de toda la herencia debe 
pagar por entero el legado de renta vitalicia o pensión 
de alimentos. (Artículo $06). 


El usufructuario de una parte alícuota de la herencia, 
la pagará en proporción a su cuota. 


En ambos casos no queda obligado el propietario al 
reembolso, 


El usufructuario de una o más cosas particulares sólo 
pagará el legado, cuando la renta o pensión fuese consti- 
tuida determinadamente sobre ellas (Artículos 780, 857, 
905 y 1149). 


528. - 


El usufructuario de una finca hipotecada no está obli- 
gado a pagar ni aun los intereses de las deudas para 
cuya seguridad se constituyó la hipoteca (Artículos 950, 
909, 1175 y 1176). 


Si la finca se embarga o vende judicialmente para su 
pago, el propietario responde al usufructuario de lo que 
pierda por este motivo. 


529. - 


Si el usufructo es de una herencia o de una parte 
alícuota de ella, el usufructuario podrá anticipar las su- 
mas que para el pago de las deudas hereditarias corres- 
pondan a los bienes usufructuados y tendrá derecho a 
exigir del propietario su restitución sin interés al termi- 
nar el usufructo, 


Negándose el usufructuario a hacer esta anticipación, 
el propietario podrá hacer que se venda la parte de bie- 
nes que baste para el pago de la cantidad que le corres- 
ponda satisfacer, según la regla establecida en el párrafo 
precedente. : 


Si el propietario hiciere la anticipación de su dinero, 
deberá el usufructuario abonarle los intereses correspon- 
dientes, mientras dure el usufructo. (Artículos 1170 y 
527). 


530. - 


De cualquier modo que se perturben por un tercero 
los derechos del propietario, el usufructuario está obli- 
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gado a ponerlo en conocimiento de aquél; y en otro 
caso, responde de todos los daños que al propietario le 
resulten, como si hubiesen sido causados por su culpa. 
(Artículo 667). 

531. - 

El usufructuario es obligado a respetar los arriendos 
de la cosa fructuaria, contratados por el propietario an- 
tes de constituirse el usufructo por acto entre vivos o de 
fallecer la persona que lo ha constituido por testamento. 
(Artículo 1792). 


En tal caso, el usufructuario sucede en la percepción 
de la renta O pensión desde que empieza el usufructo. 


532. - 


Las costas, costos y condenas de los pleitos sosteni- 
dos sobre el usufructo, son de cuenta del usufnuctuario. 


SECCION III 
De los derechos y obligaciones del propietario 
533. - 


El propietario no puede turbar ni poner obstáculo 
alguno al goce del usufructuario. 


534. - a 


No puede cambiar ni alterar el estado de la cosa 
usufructuada ni aun para mejorarla. 


Sin embargo, puede aún contra la voluntad del usu- 
fructuario, ejecutar todos los actos que tiendan a la con- 
servación de aquélla. 


535. - 


Puede enajenar la nuda propiedad de la cosa, sin que 
por eso se alteren Jos derechos del usufructuario. 


S36. - 

Cuando a la cosa usufructuada se debe alguna servi- 
dumbre, no puede remitirla el propietario, a no ser con 
consentimiento expreso del usufructuario. 

SECCION IV 
De los modos de extinguirse el usufructo 
537. - 


El usufructo acaba: 


1”. Por la muerte del usufructuario. 
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2”. Por conciusión del tiempo por que fue otorgado o 
cumplimiento de la condición resolutoria. 


3". Por consolidación del usufructo con la propiedad. 


4”. Por el no uso, durante el tiempo y conforme a las 
reglas establecidas en el Título de la prescripción. 


5”. Por la renuncia del usufructuario. 


Los acreedores de éste, podrán sin embargo, hacer 
que se anule la renuncia hecha con fraude y en perjuicio 
suyo. (Artículo 1296). 


6”. Por la destrucción real y completa de la cosa que 
era objeto del usufructo. 


Sí la cosa, objeto del usufructo, no sufre más que 
una destrucción parcial, el derecho continúa sobre lo 
que de ella haya quedado. 


538. - 


El usufructo concebido por el tiempo que tarde un 
tercero en flegar a cierta edad, dura el número de años 
prefijado, aunque el tercero muera antes. 


539. - . 


Si la cosa usufructuada no es más que un edificio y 
éste se destruye por incendio, se arruina de viejo o pere- 
ce por algún otro accidente, cesará para siempre el usu- 
fructo y no tendrá derecho el usufructuario a gozar del 
solar ni de los materiales. (Artículo 537 número 6). 


Si el usufructo ha sido constituido sobre una here- 
dad, de la cual el edificio destruido forme parte, el usu- 
fructuario podrá gozar del solar y de los materiales. 


540. - 


El usufructo no se extingue por el mal uso que el 
usufructuario haga de las cosas usufructuadas; pero si el 
abuso es grave (artículo 1319) el propietario puede pedir 
que se le ponga en posesión de los bienes, obligándose 
bajo de fianza a pagar periódicamente al usufructuario 
el producto líquido de los mismos, por el tiempo que 
dure el usufructo y deducido el honorario de administra- 
ción que el juez le señale. 


CAPITULO Il 
Del uso y de la habitación 
541. - 
El derecho de uso es un derecho real que consiste en 


servirse de la cosa de otro o de exigir una porción de los 
frutos que ella produce. 
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El derecho de habitación es también un derecho real 
y consiste en habitar gratuitamente la casa de otro. 


542. - 


Los derechos de uso y habitación, se constituyen y 
pierden de la misma manera que el usufructo. 


543... 


Ni el usuario ni el habitador estarán obligados a pres- 
tar fianza. 


Sin embargo, el habitador es obligado a inventario; y 
la misma obligación tiene el usuario, si el uso se consti- 
tuye sobre cosas que deben restituirse en especie. 


544. - 


Los derechos de uso y de habitación se determinan 
por el título constitutivo, recibiendo más o menos exten- 
sión, según sus disposiciones. 


Si el título no se explica en cuanto a la extensión de 
esos derechos, se entienden de la manera siguiente. 


545. - 


El uso y la habitación se limitan a las necesidades 
personales del usuario o del habitador. 


En las necesidades personales del usuario o del habi- 
tador se comprenden las de su familia. 


La familia comprende el cónyuge y los hijos legíti- 
mos y naturales reconocidos o declarados tales, tanto los 
que existen al tiempo de constituirse el derecho, como 
los que sobrevienen después. 


Comprende asimismo el número de sirvientes nece- 
sarios para la familia. 


Cormprende, además, las personas que a la misma 
fecha vivían con el habitador o usuario y a costa de 
éstos; y las personas a quienes éstos deben alimentos. 


**Se agrega la referencia a “declarados tales” ade- 
cuándolo a los artículos 241 y 242 


546. > 


En las necesidades personales del usuario o del habi- 
tador no se comprenden las de la industria O tráfico en 
que se ocupa. 


Así, el usuario de animales no podrá emplearlos en 
el acarreo de los objetos en que trafica ni el habitador 
servirse de la casa para tiendas o almacenes. 
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Se exceptúa de esta regla el caso en que la cosa 
sobre que se concede el derecho, por su naturaleza y uso 
ordinario y por su relación con la profesión o industria 
del que ha de ejercerla, aparezca destinada a servirle en 
ellas. 


547. - 


El usuario de una heredad tiene solamente derecho a 
los objetos comunes de alimentación y combustible. 


Está obligado a recibir éstos del dueño o a tomarlos 
con su permiso. 


548. - 


El usuario y el habitador deben usar de los objetos 
comprendidos en sus respectivos derechos, con la mode- 
ración y cuidado propios de un buen padre de familia; y 
están obligados a contribuir a las expensas ordinarias de 
conservación y cultivo, a prorrata del beneficio que re- 
porten. 


549. - 

Los derechos de uso y habitación son intransmisibles 
a los herederos y no pueden cederse a ningún título, 
prestarse ni arrendarse. (Artículo 2363 numeral 89), 

Ni el usuario ni el habitador, pueden arrendar, pres- 
tar ognajenar objeto alguno de aquellos a que se extien- 


de el ejercicio de su derecho. 


Pero bien pueden dar los frutos que les está permiti- 
do consumir en sus necesidades personales. 


TITULO IV 
De las servidumbres 
CAPITULO I 
De las servidumbres en general 
550. - 
Servidumbre predial o simplemente servidumbre, es 
un gravamen impuesto sobre un predio en utilidad de 


otro predio de distinto dueño, 


Se llama predio sirviente el que sufre el gravamen y 
predio dominante el que reporta la utilidad. 


Con respecto al predio dominante la servidumbre se 
llarna activa y con respecto al predio sirviente, pasiva. 


551. - 


Las servidumbres son continuas o discontinuas. 
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Las primeras son aquellas cuyo uso es O puede ser 
incesante, sin necesidad de un hecho actual del hombre, 
como las servidumbres de luces y otras de la misma 
especie. 


Las segundas son aquellas que se ejercen a interva- 
los más o menos largos de tiempo y suponen un hecho 
actual del hombre, como la servidumbre de tránsito y 
otras de esta clase. 


552, - 


Son aparentes, las que se anuncian por obras o sig- 
nos exteriores dispuestos a su uso y aprovechamiento, 
como una puerta, una ventana, un cauce, u otras seme- 
jantes, 


Son servidumbres no aparentes, las que no presentan 
signos exteriores de su existencia, como el gravamen de 
no edificar en cierto lugar, el de no levantar un edificio 
sino a una altura determinada y otros parecidos. 


553. - 


Las servidumbres son inseparables del predio a que 
activa o pasivamente pertenecen. 


554, - 


Las servidumbres son indivisibles: dividido el predio 
sirviente, no varía la servidumbre que estaba constituida 
en él, y deben sufrirla aquél o aquéllos a quienes toque 
la parte en que se ejercía. 


Dividido el predio dominante, cada uno de los nue- 
vos dueños gozará de la servidumbre, pero sin atimentar 
el gravamen del predio sirviente. 


Así los nuevos dueños del predio que goza de una 
servidumbre de tránsito, no pueden exigir que se altere 
la dirección, forma, calidad o anchura de la senda o 
camino destinado a ella. 


555. - 


Las servidumbres provienen de la ley o de la volun- 
tad de los propietarios. 


556. - 


Las servidumbres legales tienen por objeto la utili- 
dad general o de un pueblo o de los particulares. 


557. - 
Las servidumbres legales que tienen por objeto el 


interés de los particulares, pueden ser derogadas o modi- 
ficadas por la voluntad de éstos. 
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CAPITULO Il 
De las servidumbres legales 
SECCION I 
De las servidumbres de aguas 


**LOS ARTICULOS 558 A 580 INCLUSIVE (que 
corresponden a esta Sección 1 del Cap. IH del Título 
IV del Libro 2?) HAN SIDO DEROGADOS POR EL 
DECRETO LEY N” 14,859 (CODIGO DE AGUAS) 
de 15.12.78 


SECCION H 
De la servidumbre de pago 
581. - 


El propietario de un predio enclavado y que no tiene 
salida a la calle o camino público, puede reclamar paso 
por los predios vecinos para la explotación del suyo, 
pagando el valor del terreno necesario y resarciendo 
todo otro perjuicio. 


582. - 


La servidumbre de paso debe darse por el punto 
menos perjudicial al predio sirviente y en cuanto sea 
conciliable con esta regla, por donde sea menor la dis- 
tancia del predio dominante a la calle o camino público. 


583. - 


La anchura de la servidumbre de paso será la que 
baste a las necesidades del predio dominante. 


584. - 


Si las partes no se convienen, se reglará por peritos, 
tanto el importe de la indemnización, como el ejercicio 
de la servidumbre. 


585. - 


La acción para reclamar la indemnización al dueño 
del predio sirviente, es prescriptible; pero aunque pres- 
cribiere, subsistirá la servidumbre obtenida. 


586. - 


Si obtenida la servidumbre de paso, en conformidad 
a los artículos precedentes, deja de ser indispensable 
para el predio dominante por la adquisición de otros 
terrenos que le dan un acceso cómodo al camino o por 
otro medio, el dueño del predio sirviente tendrá derecho 
para pedir que se le exonere de la servidumbre, restitu- 
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yendo lo que, al establecerse ésta, se hubiere pagado por 
el valor del terreno. 


587. - 
Si se vende o permuta alguna parte de un predio o si 


se adjudica a cualquiera de los que lo poseían pro indi- 
viso y en consecuencia esta parte viene a quedar separa- 


da del camino, se entenderá concedida a favor de ella 


una servidumbre de paso sin indemnización alguna. (Ar- 
tículo 931). 


588. - 


Si el camino público se pusiere accidentalmente in- 
transitable, sea cual fuere la causa, los propietarios con- 
tiguos deberán dar paso por su fundo; durante el tiempo 
indispensable para la compostura del carino; salvo el 
derecho a ser indemnizados convencionalmente o a jui- 
cio de peritos por la respectiva Intendencia Municipal. 


SECCION II 


Servidumbres de demarcación, cerramiento y 
medianería 


589, - 


La ley sujeta a los propietarios colindantes a diferen- 
tes obligaciones recíprocas, independientes de toda con- 
vención. 


590. - 


Todo propietario tiene derecho a que se fijen los 
límites que separan su predio de los colindantes y podrá 
exigir de los respectivos dueños que concurran a ello, 
haciéndose la demarcación o amojonamiento a expensas 
comunes. 


591. - 


También tendrá derecho si se ha quitado alguno de 
los mojones que deslindan su heredad, para pedir que el 
que lo ha removido lo reponga a su costa y le indemnice 
de los daños que la temoción le haya causado. 


Se entiende por mojón, en general, cualquiera sepa- 
ración natural o artificial que señale el linde o línea 
divisoria de dos heredades contiguas. 


592. - 


La mensura de un campo, sea o ho protestada, no 
prueba por sí sola posesión ni cambia el rol que las 
partes deban tener respectivamente en el juicio de pro- 
piedad. (Artículo 666). 


593. - 


Todo propietario puede cerrar o cercar por todas par- 
tes su terreno, sin perjuicio de las servidumbres consti- 
tuidas a favor de otros predios o por leyes especiales, 


594, - 


En los pueblos, villas, ciudades o sus arrabales, cual- 
quier propietario puede obligar a su colindante a que 
contribuya a la construcción o refacción de la divisoria 
entre sus edificios, patios, corales y jardines. 


La altura de la divisoria se determinará por los regia- 
mentos que puedan existir y por la costumbre constante 
y reconocida. 


A falta de reglamentos o de costumbre, la divisoria 
que se construya o refaccione, tendrá tres metros de 
altura por lo menos. 


595. - 


La disposición del artículo precedente no es aplica- 
ble a los terrenos cultivados o incultos que pueda haber 
en los arrabales, al lado de casas o jardines. 


596. - 


Se:entiende por arrabales, la continuidad de casas 
fuera del radio de una ciudad, 


Se acaban los arrabales, cuando cesa la continuidad. 
597, - 


El vecino que no quiera contribuir a los gastos de 
cerramiento o divisoria, puede librarse de ellos cediendo 
la mitad del espacio en que ha de levantarse el cerco o 
pared y renunciando la medianería. 


598. - 


Toda pared divisoria en la población o el campo se 
presume medianera, si no consta ni hay señal de lo 
contrario. 


Hay señal de no ser medianera, cuando no hay edifi- 
cios sino de un lado de la pared, sin que existan vesti- 
gios de que los haya habido del otro. En tal caso, se 
presume pertenecer la pared al dueño del edificio. 


599, - 
La compostura y reedificación de la pared mediane- 


ra son de cargo de los que a ella tienen derecho propor- 
cionalmente al que a cada uno corresponda. 
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Sin embargo, todo condómino de pared medianera 
puede eximirse de contribuir a la compostura y reedifi- 
cación, cediendo la medianería, siempre que la pared 
medianera no sostenga edificio que le pertenezca. 


600. - 


Para obligar al vecino a la compostura o reedifica- 
ción, no es necesario que la pared medianera amenace 
ruina; basta que su estado sea tal que la refacción sea 
necesaria. 


No estando de acuerdo los vecinos en cuanto a la 
necesidad de la refacción o reedificación, se nombrarán 
peritos. 


601. - 


El condómino de pared medianera puede edificar 
contra ella y meter vigas o tirantes en todo el ancho de 
la pared, menos un decímetro; salvo el derecho que el 
vecino tiene de reducir esos maderos, sin dislocarlos, a 
la mitad de la pared, en caso que quiera colocar otros 
maderos en el mismo paraje o hacer una chimenea. 


602. - 


El condómino puede alzar la pared medianera, en 
cuanto lo permitan los reglamentos generales o locales, 
sujetándose a las reglas siguientes: 


1? - La nueva obra será enteramente a su costa. 


2” - Pagará al vecino a título de indemnización por el 
aumento de peso que va a cargar sobre la pared media- 
nera, la sexta parte de lo que valga la nuevamente le- 
vantada. 


3” - Pagará la misma indemnización todas las veces 
que se trate de reconstruir la pared medianera. 


4” - Será obligado a elevar a su costa las chimeneas 
del vecino, situadas en la pared medianera. 


5” - Si la pared medianera no es bastante sólida para 
soportar el aumento de peso, la reconstruirá a su costa, 
indemnizando al vecino por la remoción y reposición de 
todo lo que por el lado de éste cargaba sobre la pared o 
estaba adherido a ella. 


6” - Si reconstruyendo la pared medianera, fuese ne- 
cesario aumentar su espesor, se tomará este aumento 
sobre el terreno del que construya la obra nueva. 


7* - El vecino podrá en todo tiempo adquirir la me- 
dianería de la parte nuevamente levantada, pagando la 
mitad del costo total de ésta y el valor de la mitad del 
terreno sobre que háyase extendido la pared medianera, 
según el inciso anterior. 
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603. - 


Todo propietario colindante tiene el derecho de ha- 
cer medianera la pared en todo o en parte, aun sin con- 
sentimiento del dueño, abonándole la mitad de su valor 
actual o la mitad del valor actual de la parte que quiera 
hacer medianera y la mitad del valor del terreno en que 
está edificada la pared. 


604. - 


El derecho de adquirir la medianería no existe cuan- 
do el dueño de la pared ha adquirido servidumbre de no 
impedir la luz o la vista. 


En tal caso, sólo podrá usarse del derecho concedido 
por el artícuto anterior, hasta la altura de las ventanas o 
balcones de la servidumbre. 


605. - 


El dueño de la pared no puede obligar a la colindan- 
te a que le compre la medianería o le abone la mitad de 
la pared; lo que se entenderá sin perjuicio de lo dispues- 
to en el artículo 594. 


606. - 


El condueño no puede hacer en la pared medianera 
obra alguna que disminuya su espesor ni cargar sin anuen- 
cia del otro. 


En caso de negativa, se hará determinar por peritos 
el medio necesario para que la obra nueva no perjudique 
los derechos del colindante. 


607. - 


Cuando no hay constancia ni señal en contrario, se 
presumen medianeras las zanjas que existen entre dos 
heredades. 


608. - 


Hay señal en contrario, cuando la tierra que se ha 
sacado de la zanja, se encuentra sólo de un lado. 


Se considera en tal caso, que la zanja pertenece ex- 
clusivamente a aquel de cuyo lado esta la tierra. 


Exceptúase de la disposición precedente, el caso en 
que el terreno de cuyo lado se encontrase la tierra, se 
hubiera poblado mucho después del inmediato. 


609. - 


La zanja medianera debe ser refaccionada a costa de 
ambos colindantes. 
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610. - 


Todo cerco divisorio se reputa medianero, a menos 
que sólo una de las heredades haya estado cercada o 
exista título v posesión por el tiempo necesario para 
prescribir el dominio. 


611.- 


Los árboles del cerco medianero son comunes como 
el cerco. 


Cualquiera de los dos condueños puede pedir que se 
derriben dichos árboles, probando que de algún modo le 
dañan; y si por algún accidente se destruyen, no se re- 
pondrán sin su consentimiento. 


SECCION IV 


De la distancia y obras intermedias que se 
requieren para ciertas construcciones 
y plantaciones 


612. - 


Nadie puede construir cerca de una pared, sea o no 
medianera, pozo, letrina, caballeriza, horno, fogón, arte- 
factos que se muevan por_el vapor u otra fabrica de que 
pueda resultar daño a los edificios o heredades vecinas, 
sin guardar las distancias prescritas por los reglamentos 
generales o locales o sin construir las obras de resguardo 
necesarias y con sujeción, en el modo, a todas las condi- 
ciones que los mismos reglamentos previenen. Esta pro- 
hibición se extiende a los depósitos de pólvora, de mate- 
rias húmedas o infectas y de todo lo que pueda dañar a 
la solidez, seguridad y salubridad de los edificios. 


A falta de reglamentos generales o locales, se recu- 
rrirá a juicio pericial. 


613. - 


Cerca de las paredes de una casa ajena, no es permi- 
tido plantar árboles a menor distancia que la de quince 
decímetros ni hortalizas o flores a menos distancia que 
la de cinco decímetros. 


Si los árboles fueren de los que extienden muy lejos 
sus raíces, el mínimum de la distancia será de cuatro 
metros. 


Todo propietario tiene derecho a pedir que se arran- 
quen las plantaciones hechas en contravención de lo 
dispuesto por este artículo. 


614, - 


Aunque un árbol esté plantado a lardebida distancia, 
si extiende sus ramas sobre suelo ajeno o penetra en él 


con sus raíces, podrá el propietario del suelo invadido 
exigir que se corte el excedente de aquéllas y éstas o 
cortarlo él mismo. 


615. - 


Todo la concerniente a mantener expedita la navega- 
ción de los ríos, la conservación y reparación de los 
caminos y otras obras públicas, se determina por leyes o 
reglamentos especiales. 


SECCION V 
De las luces y vistas en la pared del vecino 
616. - 


No se puede abrir ventana o claraboya de ninguna 
clase en una pared medianera, sin consentimiento del 
condueño. 


617. - 


El dueño de pared divisoria, no medianera, puede 
abrir ventanas o claraboyas, con tal que estén guarneci- 
das por rejas de hiero y de una red de alambre y que 
disten del piso de la vivienda a que se quiera dar luz, 
tres metros a lo menos. 


El vecino no puede impedir que esas ventanas o 
claraboyas se abran en pared que no le pertenece; pero 
to podrá hacer, si compra la medianería o, no habiendo 
prescripción, levanta pared en su terreno que cubra di- 
chas ventanas o claraboyas. 


618. - 


No pueden abrirse ventanas ni balcones que den vis- 
ta a las habitaciones, patios o corrales del predio vecino, 
cerrado O no, a menos que intervenga una distancia de 
tres metros. 


La distancia se medirá entre el plano vertical de la 
línea más sobresaliente de la ventana o balcón y el pla- 
no vertical de la línea divisoria de los dos predios en el 


punto en que dichas líneas se estrechen más, si no son 
paralelas. 


SECCION VI 
Del desagiie de los edificios 
619. - 
No hay servidumbre legal de aguas pluviales. 


Tado propietario debe disponer los techos de su edi- 
ficio, de manera que las aguas pluviales caigan en su 
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terreno con salida o sin ella a la calle; no puede hacerlas 
caer en el predio del vecino, sin consentimiento de éste. 


SECCION VII 


De la obligación de prevenir un daño 
que amenaza 


620. - 


Si un edificio o pared amenazare ruina, podrá el 
propietario ser obligado a su demolición o a ejecutar las 
obras necesarias para evitar que se arruine. 


Si no cumpliera el propietario, la autoridad podrá 
hacerlo demoler a costa de aquél. 


Lo mismo se observará, cuando algún árbol .corpu- 
lento amenazare caerse. 


CAPITULO IM 
De las servidumbres voluntarias 
SECCION I 
De los que pueden constituir servidumbres 
621.- 


Cada cual podrá constituir en su predio las servi- 
dumbres que quiera y adquirirlas sobre los predios veci- 
nos, con la voluntad de sus propietarios, con tal que no 
se dañe con ellas al orden público ni se contravenga a 
las leyes. 


622. - 


Se requiere, en el que ha de constituir servidumbre, 
que tenga la libre administración de sus bienes. 


Sin embargo, para otorgarla en testamento, basta que 
el propietario tenga la edad en que se adquiere la facul- 
tad de testar. (Artículo 831). 


623. - 


El que sólo tiene la nuda propiedad de un fundo o 
sin el usufructo, no puede constituir servidumbre sin 
consentimiento del usufructuario. (Artículo 533). 


624. - 


Los que sólo tienen dominio resoluble, como el que ha 
comprado con pacto de retroventa, aquel a quien se ha 
legado un fundo bajo condición rto realizada y otros seme- 
jantes, pueden otorgar servidumbre; pero queda sin efecto, 
desde que se resuelve el derecho del constituyente. 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 


625. - 


El comprador de un fundo, aunque no se haya verifi- 
cado la tradición, puede al tiempo del contrato otorgar 
servidumbre en favor del fundo del vendedor o de un 
tercero. 


626. - 


El dueño de un fundo hipotecado puede constituir 
servidumbre; pero si por tal motivo bajase el valor de 
aquél, de modo que perjudique al acreedor, tendrá dere- 
cho éste para hacer que se venda el fundo libre de la 
servidumbre. 


627. - 


El dueño del predio sirviente puede imponerle servi- 
dumbre del mismo género o de diverso, con tal que no 
perjudique los derechos adquiridos por el dueño del pre- 
dio dominante. 


628. - 


El comunero proindiviso no puede establecer válida- 
mente servidumbre sin el consentimiento expreso de sus 
condóminos. 


629. - 


No concediéndose la servidumbre a la persona sino 
al fundo, pueden adquirirla los poseedores de éste, sean 
de buena o mala fe. 


Pueden igualmente adquirirla los que no gozan de la 
libre administración de sus bienes y los administradores 
de bienes ajenos en provecho de éstos. 

639. - 

Puede adquirirse la servidumbre en favor de un fun- 
do que se tiene la esperanza de poseer; pero es una 
adquisición condicional que desaparece, si la esperanza 
no se realiza, 

SECCION li 
Cómo se constituyen las servidumbres 


631. - 


Los predios todos se presumen libres, hasta que se 
pruebe la existencia de la servidumbre. 


632. - 


Las servidumbres continuas y aparentes a la vez pue- 
den constituirse en virtud de título, es decir, de conven- 
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ción o última voluntad o en virtud de la prescripción 
adquisitiva, con arreglo a lo determinado en el Título 
respectivo del Libro Tercero de este Código. 


633. - 


Las servidumbres discontinuas de todas clases y las 
continuas no aparentes, sólo pueden constituirse en vir- 
tud de título. 


La posesión, aun ja inmemorial, no basta para esta- 
blecerlas. 


634. - 


El título constitutivo de las servidumbres que no pue- 
den adquirirse por sólo la posesión, según el artículo 
precedente, puede suplirse por el reconocimiento expre- 
so del dueño actual del predio sirviente. 


635. - 


La existencia de un signo aparente de servidumbre 
entre dos predios, establecido por el propietario de am- 
bos, se considera también como título para que la servi- 
dumbre continúe activa y pasivamente, a no ser que al 
tiempo de separarse la propiedad de los dos predios, se 
exprese lo contrario en el título de la enajenación de 
cualquiera de ellos. 


636. - 
En las servidumbres constituidas por convención, no 
se adquiere el derecho en la cosa, sino por la subsi- 


guiente tradición o sea el uso del derecho otorgado, 


En las otorgadas por última voluntad, se adquiere sin 
tradición, al instante de la muerte del testador. 


637. - 


Al constituirse una servidumbre, se entienden conce- 
didos todos los derechos necesarios para su uso. 


Así, el que concede al vecino el derecho de sacar 
agua de una fuente situada en su heredad, le concede el 
derecho de tránsito para venir a ella, aunque no se haya 
establecido en el título. 


SECCION II 


Derechos y obligaciones de los dueños de predios 
dominantes y sirvientes 


638. - 


La extensión de las servidumbres voluntarias se de- 
termina por el título o la prescripción de que habla el 


artículo 632 y en defecto de aquél o de ésta, por las 
disposiciones siguientes, 


639.. 


El que goza de una servidumbre puede hacer las 
obras indispensables para ejercerla; pero a su costa, si 
no se ha establecido lo contrario; y aun cuando el dueño 
del predio sirviente se haya obligado a hacerlas o repa- 
rarlas, se podrá exonerar de la obligación, abandonando 
la parte del predio en que deben hacerse o conservarse 
las obras. 


640. - 


El dueño del predio dominante debe usar de la servi- 
dumbre con moderación, conformándose a la naturaleza 
de su título y sólo para las necesidades de su predio. No 
puede hacer ni en el predio sirviente ni en el dominante, 
alteraciones que agraven la condición del primero. 


641. - 


El dueño del predio sirviente tampoco puede alterar, 
disminuir ni hacer menos cómoda para el predio domi- 
nante la servidumbre con que está gravado el suyo. 


Sin embargo, si por el transcurso del tiempo llegare 
a serle más oneroso el modo primitivo de la servidum- 
bre, podrá proponer que se varíe a su costa; y si las 
variaciones no perjudican al predio dominante, deberán 
ser aceptadas. 


642. - 
Si al establecerse una servidumbre de tránsito, na se 
hubiese pactado el ancho que deba tener la senda, carre- 


ra o camino, se entenderá que la primera debe tener un 
metro, cuatro metros la segunda y ocho el tercero. 


En la parte en que la senda, carrera o camino haga 
recodo, los espacios serán dobles respectivamente. 


SECCION TV 
Cómo se extinguen las servidumbres 

643. - 

Las servidumbres se extinguen: 

1? - Por la consolidación o confusión, reuniéndose en 
una misma persona la propiedad de los predios sirviente 
y dominante. 

Así, cuando el dueño de uno de los predios compra el 


otro, perece la servidumbre; y si por una nueva venta se 
separan, no revive, salvo lo dispuesto en el artículo 635. 
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2" - Por la remisión o renuncia del dueño del predio 
dominante. 


3” - Por la resolución del derecho del que ha consti- 
tuido ta servidumbre. 


47 - Por la llegada del día o de la condición, si se ha 
constituido de uno de estos modos. 


5” - Por el no uso durante diez años. 


En las servidumbres discontinuas corre el tiempo des- 
de que han dejado de usarse; en las continuas, desde que 
se haya ejecutado un acto contrario a la servidumbre. 


6” - Par venir los predios a tal estado, que no pueda 
usarse de la servidumbre; pero ésta revivirá, si en lo 
sucesivo el estado de los predios permitiera usar de ella, 
a no ser que, después de establecida la posibilidad del 
uso, hayan transcurrido los diez años prescritos por el 
inciso anterior. 


644. - 


El modo de ejercer la servidumbre puede prescribir- 
se camo la servidumbre misma y de la misma manera. 


645. - 7 


Si el predio dominante pertenece a varios pro indivi- 
so, el uso que haga uno de ellos de la servidumbre, 
impide la prescripción con respecto a los demás. 


Si entre los condóminos, hay alguno contra quien, 
por leyes especiales, no haya podido correr la prescrip- 


ción, por ejemplo, un menor, éste conservará el derecho 
de todos los demás. 


TITULO V 
De la posesión 
CAPITULO l 


De la naturaleza de la posesión y de sus efectos 
y vicios 


646. - 


La posesión es la tenencia de una cosa o el goce de 
un derecho por nosotros mismos con ánimo de dueños o 
por otro en nombre nuestro. 


647. - 
La toma de posesión se verifica por la aprensión 


efectiva; esto es, haciendo sobre la cosa un acto material 
de los que sólo corresponden al dueño. 
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En la posesión transmitida, el principio enunciado 
admite excepciones según las diversas especies de tradi- 
ción de que se habla en el título respectivo del Libro 
siguiente. (Artículo 1039). 


648. - 


La posesión puede tomarse, no sólo por el que trata 
de adquirirla para sí, sino por su mandatario o por sus 
representantes legales. (Artículo 1199). 


649. - 
La posesión da diferentes derechos al que la tiene: 


1? - Se le presume dueño, mientras no se pruebe lo 
contrario. 


2" - Puede instaurar las acciones posesorias, con su- 
jeción a lo que se dispone en el capítulo siguiente. 


3" - El que ha poseído tranquila y públicamente por 
un año completo, sin interrupción, adquiere el derecho 
de posesión y se excusa de responder sabre ésta. (Ar- 
tículo 1196). 


4% - Hace suyos los frutos percibidos hasta el día de 
la contestación de Ja demanda, cuando posee de buena 
fe. 


5” - Puede prescribir el dominio y demás derechos 
reales, concurriendo las circunstancias requeridas por la 
ley. 


6” - Perdida la posesión, puede usar de Ja acción 
reivindicatoria, aunque no sea dueño, contra el que po- 
sea la cosa con título inferior al suyo. 


650. - 


Son posesiones viciosas relativamente al despojado: 
1? - la violenta; 2? - la clandestina. 


651. - 


Posesión violenta es la que se adquiere por la fuerza. 
Esta puede ser actual o inminente. 


652. - 


El que en ausencia del dueño se apodera de la cosa y 
volviendo el dueño lo repele, es también poseedor vio- 
lento. 


Existe el vicio de la violencia, sea que se haya em- 
pleado contra el verdadero dueño de la cosa o contra el 
que la poseía sin serlo o contra el que la tenía en lugar o 
a nombre de otro. 


252 -C.S. CAMARA DE SENADORES 


Lo mismo es que la violencia se ejecute por una 
persona o por sus agentes y que se ejecute con su con- 
sentimiento o que después de ejecutada se ratifique ex- 
presa 6 tácitamente. (Artículo 1198). 


653.- 


Se llama mera tenencia la del arrendatario, secues- 
tre, comodatario, acreedor prendario y demás que tienen 
una cosa en lugar y a nombre de otro. La posesión es de 
la persona de quien la cosa tienen. (Artículo 1199). 


654.. 


El que ha empezado a tener la cosa como poseedor, 
se presume que continúa en el mismo concepto, mien- 
tras no se pruebe lo contrario. 


El que ha empezado por la mera tenencia de la cosa, 
se presume continuar como mero tenedor hasta la prue- 
ba contraria. 


Si alguien prueba haber poseído anteriormente y po- 
seer actualmente, se presume la posesión en el tiempo 
intermedio, sin perjuicio de la prueba contraria. (Artícu- 
los 649, inciso 3%, 663, 1195 y 1196). 


6155.- 


Se pierde la posesión de dos modos: por usurpación 
de un tercero o por el abandono voluntario y formal del 
poseedor. 


656.- 
La posesión de la cosa mueble no se entiende perdi- 


da, mientras se halla bajo el poder del poseedor, aunque 
éste ignore accidentalmente su paradero, 


657.- 

El que recupera legalmente la posesión perdida, se 
entenderá haberla tenido durante todo el tiempo inter- 
medio. 

CAPITULO IH 
De las acciones posesorias 

658.- 

Las acciones posesorias se dirigen a conservar o re- 
cuperar la posesión de bienes raíces o derechos reales 
constituidos en ellos. 

659.- 

Sobre los objetos que no pueden adquirirse por pres- 


cripción, como las servidumbres inaparentes o disconti- 
nuas, no puede haber acción posesoria. 


660.- 


El heredero tiene y está sujeto a las mismas acciones 
posesorias que tendría y a que estaría sujeto su autor, si 
viviese. (Artículos 776 y 1039). 


661.- 


El que ha sido turbado en su posesión o privado 
injustamente de ella, tiene derecho para pedir que se le 
ampare o restituya con indemnización de costas, costos, 
daños y perjuicios. 


662.- 


La acción que tiene por objeto conservar la pose- 
sión, prescribe al cabo de un año completo, contado 
desde el acto de la perturbación. 


La que tiene por objeto recuperar la posesión expira 
por igual término, contado desde que el poseedor ante- 
rior la ha perdido. : 


Si la nueva posesión ha sido violenta o clandestina, 
se contará el año desde que haya cesado la violencia o 
clandestinidad. 


663.- 


Cuando la acción para conservar la posesión se diri- 
giese contra el anterior poseedor, deberá probar el que 
la instaura, que ha poseído tranquila y públicamente a lo 
menos por un año completo. 


Esta misma prueba deberá hacer el que instaure la 
acción para recuperar la posesión contra el despojante o 
sucesor de éste que tuviese la calidad de anterior despo- 
jado respecto del actor. 


Fuera de los casos expresados en este artículo, el que 
instaure la acción posesoria sólo tendrá que probar que 
era poseedor en el momento de la perturbación o del 
despojo. 


664..- 
El reo será siempre citado y si compareciere, se le 
oirá, pero el juicio no perderá en manera alguna su 


calidad de extraordinario. 


**Redacción adaptada al texto del artículo 349 
N” 1 del Código Gral. del Proceso 


665.- 


En los juicios posesorios no se tomará en cuenta el 
dominio que por una y otra parte se alegue. 
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666.- 


Se debe probar la posesión del suelo por hechos po- 
sitivos, de aquellos a que sólo da derecho el dominio, 
como el corte de maderas, la construcción de edificios, 
la de cerramientos, las plantaciones o sementeras y otros 
de igual significación, ejecutados sin el consentimiento 
del que disputa la posesión. 


667. 


El usufructuario, el usuario y el que tiene el derecho 
de habitación pueden ejercer por sí las acciones y ex- 
cepciones posesorias, dirigidas a conservar o recuperar 
el goce de 'sus respectivos derechos, aun contra el pro- 
pietario mismo. 


Este es obligado a auxiliarlos contra todo turbador o 
usurpador extraño, siendo requerido al efecto. (Artículo 530). 


Las sentencias obtenidas contra el usufructuario, el 
usuario o el que tiene el derecho de habitación, obligan 
al propietario; menos si se tratare de la posesión del 
dominio de la finca o de derechos anexos a él: en este 
caso no valdrá la sentencia contra el propietario que no 
haya intervenido en el juicio. (Artículo 653). 


668.- 


La acción para la restitución puede dirigirse no sólo 
contra el usurpador, sino contra toda persona cuya pose- 
sión se derive de la del usurpador por cualquier título. 


Pero no serán obligados a la indemnización del 
artículo 661 sino el usurpador mismo o el tercero de 
mala fe; y habiendo varias personas obligadas, todas lo 
serán in solidum. (Artículo 1331). 


669.- 


Todo el que violentamente ha sido despojado, sea de 
la posesión, sea de la mera tenencia y que por poseer a 
nombre de otro o por no haber poseído el año completo 
O por otra causa cualquiera, no pudiere instaurar acción 
posesoria, tendrá, sin embargo, derecho para que se res- 
tablezcan las cosas en el estado en qué antes se halla- 
ban, sin que para esto necesite probar más que el despo- 
jo violento ni se le pueda objetar clandestinidad o des- 
- pojo anterior. 


Este derecho prescribe en seis meses. 


Restablecidas las cosas y asegurada la indemniza- 
ción del artículo 661 o desechada la acción, podrá inten- 
tarse por una u otra parte la acción posesoria que corres- 
ponda. 
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670.- 


Es aplicable al caso de despojo violento lo dispuesto 
en los artículos 664 y 665, 


671.- 


Los actos de usurpación quedan además sujetos a las 
disposiciones de la ley penal. 


672.- 


También tiene derecho el poseedor para pedir que se 
prohíba toda obra nueva que se trate de ejecutar en el 
suelo de que está en posesión. La acción concedida para 
esto se llama denuncia de obra nueva. 


Sin embargo, no podrá denunciar con este fin las 
obras necesarias para precaver la ruina de un edificio, 
acueducto, canal, puente, acequia, etc., siempre que Se 
reduzcan a lo estrictamente indispensable y que, termi- 
nadas, se restituyan las cosas al estado anterior, a costa 
del dueño de las obras. 


Tampoco tendrá derecho para embarazar los trabajos 
conducentes a mantener la debida limpieza en los cami- 
nos, acequias, cañerías, etc. 


673.- 


Son obras nuevas denunciables las que, construidas 
en el predio sirviente, embarazan el goce de una servi- 
dumbre constituida en él. 


Son igualmente denunciables las construcciones que 
se trata de sustentar en edificio ajeno que no esté sujeto 
a tal servidumbre. 


Se declara especialmente denunciable toda obra vo- 
ladiza que atraviesa el plano vertical de la línea diviso- 
ria de dos predios, aunque no se apoye en el predio 
ajeno ni dé vista ni vierta aguas lluvias sobre él. 


674,- 


Las Intendencias Municipales y Juntas Locales y Au- 
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tónomas de los respectivos departamentos y sus locali- 


dades tendrán en favor de los caminos, plazas u otros 
lugares de uso público, la acción de denuncia concedida 
a los dueños de heredades o edificios privados; sin per- 
juicio de Otras facultades que les atribuyan leyes espe- 
ciales. 


675.. 


Si la acción contra una obra nueva no se dedujere 
dentro del año, el denunciado será amparado en el juicio 
posesorio y el denunciante sólo podrá perseguir su dere- 
cho en la vía ordinaria. 
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TITULO VI 
De la reivindicación 


CAPITULO 1 


De la naturaleza y condiciones de la 
reivindicación y los efectos que produce 


676.- 


El propietario tiene derecho para perseguir en jui- 
cio la propiedad de su cosa, contra cualquiera que la 
posea y pretenda retenerla. La acción que le compete 
en este caso se llama reivindicación o acción de do- 
minio. (Artículo 1318). 


677.- 


Pueden reivindicarse las cosas raíces y muebles. (Ar- 
tículo 1213). 


Pueden reivindicarse como el dominio, los otros de- 
rechos reales; excepto el derecho hereditario que produ- 
ce la acción llamada petición de herencia. 


Se puede reivindicar una cuota determinada pro in- 
diviso de una cosa singular. 


678.- 


Las cosas que tienen un nombre colectivo, como un 
ganado o una biblioteca, pueden reivindicarse conjunta- 
mente; pero tanto la demanda como la sentencia, se 
entenderán limitadas a las cosas individuales que perte- 
necen al reivindicante, de las que forman el cuerpo co- 
lectivo. 


679.. 


El reivindicante es obligado a presentar la prueba de 
su propiedad. 


-680.- 


La acción reivindicatoria se dirige contra el actual 
poseedor. 


681.- 


El mero tenedor de la cosa que se reivindica, sólo es 
obligado a declarar el nombre y residencia de la persona 
a cuyo nombre la tiene. 


682.- 


La acción reivindicatoria no se dirige contra un here- 
dero, sino por la parte que posea en la cosa; pero las 
prestaciones a que estaba obligado el poseedor por ra- 
zÓn de los frutos o de los deterioros que le eran imputa- 
bles, pasan a los herederos de éste a prorrata de las 
cuotas hereditarias. (Artículo 1168). 


683.- 


El que dolosamente se da por poseedor de la cosa 
que se reivindica sin serlo, deberá ser condenado a-la 
indemnización de los daños y perjuicios que de este 
engaño hayan resultado al actor. 


684.- 


El poseedor de cosa mueble que dolosamente dejase de 
poseerla, como si la destruyese o la enajenase a persona 
desconocida para sustraerse a la reivindicación, será conde- 
nado a pagar el valor que el dueño jurase tenía la cosa, 
previa la regulación del juez, si pareciese excesivo. 


685.- 


Prohíbese al actor ceder sus derechos o acciones res- 
pecto de la cosa reivindicada después de notificada la 
demanda a su contraparte. Tal cesión será nula, no pro- 
ducirá alteración alguna en el orden del-juicio ni en sus 
resultados y responsabilizará al contraventor por los da- 
ños y perjuicios. 


La misma disposición se aplicará a la enajenación o 
hipoteca de la cosa reivindicada, siempre que de la de- 
manda se haya tomado razón en el Registro correspon- 
diente, 


**Redacción adaptada a la regulación actual de 
medidas cautelares (Art. 311 y sgtes. Código Gral. 
Proceso) 


686.- 


Si reivindicándose una cosa mueble, temiere el actor 
que se pierda o deteriore en manos del demandado, po- 
drá pedir el secuestro de ella de acuerdo a lo dispuesto 
en la ley procesal 


**Ver nota al artículo anterior 
687.- 


Demandándose el dominio u otro derecho real cons- 
tituido sobre un inmueble, el demandado seguirá gozan- 
do de él, hasta la sentencia definitiva pasada en autori- 
dad de cosa juzgada. 


Pero el actor tendrá derecho de provocar las provi- 
dencías necesarias para evitar todo deterioro del fundo y 
de las cosas muebles anexas a él y comprendidas en la 
reivindicación, si hubiere justo motivo de termerlo o las 
facultades del dernandado no ofreciesen suficiente ga- 
rantía. 


CAPITULO U 
De la restitución de la cosa reivindicada 
688..- 


El juez en el caso de juzgar contra el demandante, 
debe de absolver al poseedor; y si juzga contra éste, 
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debe mandar que restituya la cosa que es objeto de rei- 
vindicación con sus frutos y accesiones. 


Puede el juez no hacer condena especial en costas o 
imponerla al vencido y aun condenarlo en costas y cos- 
tos, según estime que aquél litigó con alguna razón o 
por culpable ligereza o por malicia que merezca la nota 
de temeridad, sin perjuicio de lo que dispone la ley 
procesal. 


Se consideran costas todos los tributos, incluido el 
del pago de la vicésima, así como los honorarios de los 
peritos, depositarios, tasadores y demás auxiliares del 
tribunal. Se consideran costos, los honorarios de los abo- 
gados y de los procuradores. 


**Redacción adaptada al régimen de las condenas 
procesales en el Código Gral. del Proceso 


689.. 


El poseedor vencido restituirá la cosa en el plazo 
que el juez le señalare. ; 


690.- 


Si la cosa fue secuestrada, el actor que se recibe de 
ella pagará a] secuestre los gastos dé custodia y conser- 
vación, quedándole a salvo el derecho para que el po- 
seedor de mala fe se los reembolse. (Artículos 2272 y 
2288). : 


691.- 


Si la cosa reivindicada es mueble y está en manos 
del demandado contra quien se ha dado la sentencia, 
deberá restituirla en el lugar en que ella se encuentra y 
el actor deberá enviar a buscarla a Su costa. 


Con todo, si durante el juicio el demandado hubjese 
trasladado la cosa a lugar más distante del en que esta- 
ba, será obligado a reponerla a su costa en este último 
lugar. 


692.- 


El poseedor condenado a restituir un inmueble, cum- 
ple con dejarlo desembarazado; y si es un edificio, con 
entregar las llaves al que lo ha obtenido en el juicio. 


693.- 


Se llama poseedor de buena fe, el que lo es en virtud 
de un título traslativo de dominio, cuyos vicios ignora. 


Es poseedor de mala fe, aquel a quien consta que le : 


falta título para poseer o que el que tiene es vicioso o 
insuficiente. 
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694.. 


El poseedor de buena fe hace suyos los frutos y sólo 
debe restituir los percibidos después de la contestación a 
la demanda. 


Se entienden percibidos los frutos naturales o indus- 
triales, desde que se alzan u separan. ] 


Los frutos civiles se producen día por día y pertene- 
cen al poseedor en esta proporción. 


695.- 


El poseedor de mala fe está obligado a restituir no 
solamente todos los frutos percibidos desde su injusta 
detentación, sino también los que dejó de percibir por su 
culpa y que un buen padre de familia hubiera percibido. 
(Artículos 1246 y 1319). 


Tratándose de restitución de ganados y procreos se 
estará a lo que establezcan las leyes especiales sobre la 
materia. 


696.- 


En toda restitución de frutos, se abonarán al que la 
hace los gastos ordinarios que ha invertido en la produc- 
ción de ellos, (Artículo 734). 


697.- 


Cuando la dernanda de reivindicación tenga por ob- 
jeto la nuda propiedad de una cosa, no habrá lugar a la 
restitución de frutos, a menos que después de la deman- 
da se haya extinguido el usufructo. 


698.- 


Las expensas necesarias invertidas en la conserva- 
ción de la cosa, son abonables a todo poseedor de buena 
o mala fe, quien podrá retener la cosa, hasta que se haya 
hecho el abono. (Artículo 1709). 


699.- 


Las expensas útiles o mejoras hechas antes de la 
contestación a la demanda, son abonables al poseedor 
de buena fe, con el derecho de retención de que habla el 
artículo precedente; pero el propietario tendrá la elec- 
ción de pagar el importe de las mejoras o el aumento de 
valor que por ellas tenga la cosa. 


Sólo se entenderá por mejoras o expensas útiles, las 
que hayan aumentado el valor venal de la cosa. 


En cuanto a las hechas después de contestada la de- 
manda, el poseedor de buena fe tendrá el derecho que 
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por el artículo siguiente se le acuerda al poseedor de 
mala fe. 


700.- 


El poseedor de mala fe sólo podrá llevarse los mate- 
riales de las mejoras útiles, cuando pueda separarlos sin 
detrimento de la cosa reivindicada y el propietario rehu- 
se pagarle el precio que tendrían dichos materiales des- 
pués de separados. (Artículo 751). 


701.- 


Las expensas o mejoras voluptuarias, esto es, de sólo 
placer y ornato, no son abonables al poseedor de mala ni 
de buena fe, que únicamente tendrán con respecto a 
ellas, el derecho que por el artículo anterior se concede 
al poseedor de mala fe, respecto de las mejoras útiles. 


702.- 


Se entenderá que la separación de los materiales, 
permitida por los artículos precedentes, es en detrimento 
de la cosa reivindicada, cuando hubiere de dejarla en 
peor estado que antes de ejecutarse las mejoras; salvo en 
cuanto el poseedor vencido pudiese reponerla en su es- 
tado anterior y se allanare a ello. 


703.- 


Las mejoras provenientes de la naturaleza o del tiem- 
po, ceden siempre en beneficio del propietario. (Artícu- 
lo 731). 


704.- 


El poseedor de mala fe es responsable de los deterio- 
ros que por su hecho o culpa ha sufrido la cosa. 


El poseedor de buena fe, mientras permanece en ella, 
no es responsable de esas deterioros, sino en cuanto se 


hubiere aprovechado de ellos. (Artículos 1343, 1549, 
1551 y 1553). 


LIBRO TERCERO 


De los modos de adquirir el dominio 


705.- 


Los modos de adquirir el dominio son la ocupación, 
la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muer- 
te y la prescripción. 


Los títulos de adquirir sólo producen efecto perso- 
nal, esto es, derecho a la cosa, ad rem. 


TITULO ] 
De la ocupación 
706.- 


La ocupación es un modo de adquirir el dominio de 
las cosas que no pertenecen a nadie y cuya adquisición 
no es prohibida por las leyes o por el derecho interna- 
cional, (Artículos 481 y 482). 


Son especies de ocupación la caza y la pesca y tam- 
bién invención o hallazgo. 


707.- 


Los derechos respecto de las cosas arrojadas al mar 
o que la mar resaca, sea cual fuere su naturaleza, se 
determinan por leyes especiales. 


También está sujeta a leyes especiales la ocupación 
bélica o aprehensión en guerra nacional. 


CAPITULO I 
De la caza y de la pesca 
708.- 


Por la caza y la pesca se adquiere el dominio de los 
animales fieros o salvajes. 


709.- 


Se llaman animales fieros o salvajes, los que viven 
naturalmente libres e independientes del hombre, ya sean 
terrestres, acuáticos o volátiles; mansos, los que pertene- 
cen a especies que viven ordinariamente bajo la depen- 
dencia del hombre, como los perros, las gallinas, el ga- 
nado mayor y menor; y domesticados, los que sin em- 
bargo de ser fieros por su naturaleza, se han acostum- 
brado a la domesticidad y reconocen en cierto modo el 
imperio del hombre. 


Estos últimos, mientras conservan la costumbre de 
volver al amparo del hombre, siguen la regla de los 
animales mansos y perdiendo esta costumbre, vuelven a 
la clase de los animales fieros. 


710.- 


No se puede cazar sino en tierras propias o en las 
ajenas con permiso del dueño. 


711.- 


Si alguno cazare en tierras ajenas sin permiso del 
dueño, lo que cace será para el dueño, a quien, además, 
indemnizará de todo perjuicio. 
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712.- 


Lo dispuesto en los dos artículos precedentes, se ex- 
tiende a la pesca en los arroyos, estanques, lagunas o 
charcos de propiedad particular. 


713.- 


Se podrá pescar libremente en el mar territorial, en 
los ríos y arroyos de uso público. 


714.- 


Los animales fieros, si se escapan del poder de la 
persona que los aprehendió, permanecerán suyos sola- 
mente mientras los persiga y tenga a la vista con ánimo 
de recobrarlos. 


Por los mismos principios, nadie puede ocupar el 
animal fiero que otro cazador haya herido, mientras éste 
lo siga y tenga a la vista, " 


715.- 


En lo demás, el ejercicio de la caza y de la pesca 
estará sujeto a las leyes o reglamentos que sobre esta 
materia se dicten. 


No se podrá, pues, cazar O pescar sino en lugares, en 
temporadas y con armas y procederes que no estén pro- 
hibidos. 


716.- 


Los animales mansos están sujetos a dominio, que se 
adquiere, se conserva y transmite en la misma forma 
que el dominio de las demás cosas. 


CAPITULO II 
Del hallazgo o invención 
717.- 


La invención o hallazgo es una especie de ocupación 
por la cual el que encuentra una cosa inanimada que no 
pertenece a nadie, adquiere su dominio, apoderándose 
de ella. 


718.- 


Pueden ser objeto del hallazgo las piedras, conchas y 
otras substancias que se encuentran en las riberas del 
mar, de los ríos y arroyos de uso público (artículo 478) 
y que no presentan señales de dominio anterior. 


Acerca de la invención o hallazgo de las minas, se 
estará a lo prevenido en la legislación minera. 
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719.- 


También pueden ser objeto de hallazgo las cosas 
cuya propiedad abandona voluntariamente su dueño, 
como las monedas que se arrojan para que las haga 
suyas el primer ocupante. 


720.- 


El descubrimiento de un tesoro es otra especie de 
invención o hallazgo. 


Se llama tesoro las monedas, joyas u otros objetos 
preciosos que, elaborados por el hombre, han estado 
largo tiempo sepultados o escondidos sin que haya me- 
moria ni indicio de su dueño. 


721.- 


El tesoro encontrado en terreno ajeno se dividirá por 
partes iguales entre el dueño del terreno y la persona 
que haya hecho el descubrimiento, 


Sin embargo, esta última no tendrá derecho a su 
porción sino cuando el descubrimiento sea fortuito o 
cuando se haya buscado el tesoro con permiso del dueño 
del terreno, 


En los demás casos o cuando sea una misma persona 
el dueño del terreno y el descubridor, pertenecerá todo 
el tesoro al dueño del terreno. 


722.- 


Lo dispuesto en el artículo anterior es igualmente 
aplicable a los tesoros que se descubran en sitios de 
propiedad nacional. 


723.- 


Cualquiera podrá pedir al dueño de una finca el per- 
miso para cavar en el suelo para sacar dinero o alhajas 
que alegare pertenecerle y estar escondidas en él; y si 
señalare el paraje en que están depositados y diere com- 
petente fianza de que probará su derecho sobre ellos y 
de que abonará daños y perjuicios al dueño de la finca, 
no podrá éste negar el permiso ni oponerse a la extrac- 
ción de dichos dineros o alhajas. 


724.- 


No probando el que obtuvo el permiso, su derecho 
sobre los dineros o alhajas, serán considerados o como 
bienes perdidos o como tesoro encontrado en suelo aje- 
no, según los antecedentes y señales. 


En este segundo caso, deducidos los gastos, se divi- 
dirá el tesoro por partes iguales entre el denunciador y 
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el dueño del suelo; pero no podrá éste pedir indemniza- 
ción de daños y perjuicios, a menos de renunciar su 
porción. 


725.- 


El que hallare alguna especie mueble al parecer ex- 
traviada O perdida y cuyo dueño se ignore, deberá pre- 
sentarla al juez más inmediato del lugar en que se en- 
contrare la especie, 


El juez, recibida información de cómo ha sido halla- 
da, la pondrá en depósito. 


726.- 


Si hechas las publicaciones legales pasare un año sin 
que se presente persona que justifique su dominio sobre 
la especie depositada, procederá el juez a su venta en 
almoneda; y deduciéndose del producto las expensas de 
aprehensión, conservación y demás que incidieren, se 
dividirá el remanente por partes iguales entre la persona 
que encontró la especie y la Intendencia Municipal del 
departamento. 


**Redacción adaptada al texto de la ley N? 5.418 
de 5.5.16 


727.- 


Si apareciere el dueño antes de la almoneda, le será 
restituida la especie, pagando las expensas y lo que a 
título de salvamento le adjudique el juez al que encontró 
y denunció aquélla. 


Si el dueño hubiese ofrecido recompensa por el ha- 
ilazgo, el denunciador elegirá entre el premio del salva- 
mento y la recompensa ofrecida. 


728. - 


Vendida en almoneda la especie, se mirará como 
irrevocablemente perdida para su dueño. 


729. - 


Si la especie fuera corruptible o su custodia o con- 
servación difícil, podrá anticiparse la almoneda, despo- 
sitándose el precio, que será entregado al dueño, si se 
presentare en el plazo del artículo 726. 


730. - 


La persona que hallare cosas perdidas y no hiciese 
presentación de ellas al juez, perderá su porción en fa- 
vor de la respectiva Intendencia Municipal y aun queda- 
rá sujeta a la acción de daños y perjuicios y, según las 
circunstancias, a la pena de apropiación indebida. 
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TITULO H 
De la accesión 
731. - 
La accesión es un modo de adquirir por el cual el 
dueño de una cosa viene a serlo de lo que ella produce o 


de lo que a ella se incorpora natural o artificialmente, 
(Artículo 487, inciso 10). 


CAPITULO I 
De la accesión respecto del producto de las cosas 
732. - 


Los productos de las cosas son frutos naturales, in- 
dustriales o civiles, (Artículo 503), 


733. - 


Los frutos, cualquiera que sea su especie, pertenecen 
al dueño de la cosa, sin perjuicio de los derechos consti- 
tuidos por las leyes o por un hecho del hombre, como 
por ejemplo, al poseedor de buena fe, al usufructuario o 
al arrendatario. 


734, - 


Los frutos de la cosa pertenecen al dueño, con obli- 
gación de abonar las expensas hechas por un tercero, 
para la producción, recolección y conservación de ellos. 


735. - 


No se consideran frutos naturales o industriales, sino 
desde que están manifiestos o nacidos. 


Respecto de los animales, basta que estén en el vien- 
tre de la madre. 


El parto de los animales pertenece exclusivamente al 
dueño de la hembra, salvo que haya estipulación contra- 


ria y sin perjuicio de las excepciones que establezcan 
leyes especiales. 


CAPITULO Il 
De la accesión respecto de las cosas muebles 
736. - 
La accesión respecto de ls cosas muebles de distin- 
tos dueños, queda subordinada a los principios de la 


equidad natural. 


Las reglas siguientes relativas a las diversas clases 
de accesión artificial en las cosas muebles, servirán al 
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juez de ejemplo para resolver Jos casos imprevistos, se- 
gún las circunstancias particulares. 


SECCION 1 
De la adjunción 
737. - 


Cuando dos cosas muebles pertenecientes a diversos 
dueños, han sido unidas de manera que formen una sola 
y no puedan separarse sin inconveniente, el todo perte- 
nece al dueño de la cosa principal, pero con obligación 
de pagar al otro el valor de la accesoria. 


Cuando las cosas unidas son separables, de suerte 
que una pueda subsistir sin la otra, siguen perteneciendo 
a sus dueños respectivos y deben separarse. ; 


738. - 


Se reputa principal, entre dos cosas incorporadas, 
aquella a que se ha unido la otra para adorno o para su 
uso o perfección. : 


Sin embargo, cuando la cosa unida es más preciosa 
que la principal y se empleó sin conocimiento del due- 
ño, puede éste pedir que la cosa unida sea separada para 
devolvérsele, aun cuando pudiere resultar algún deterio- 
ro a la cosa a que se había adjuntado. 


739. - 


Si de dos cosas unidas para formar un todo, no hay 
ninguna que pueda mirarse como accesoria de la otra, se 
reputa principal la más considerable en valor o en volu- 
men, si sus valores son poco más o menos iguales. 


SECCION MM 
De la especificación 
740. - 


Si alguien ha empleado materia ajena para formar 
cosa de una nueva especie, sea que la materia pueda o 
no volver a su forma primitiva, tiene el dueño derecho 
para reclamar la cosa que se ha formado, satisfaciendo 
el valor de la mano de obra. 


Pero si la mano de obra fuese de tal naturaleza, que 
excediese en mucho el valor de la materia, se reputará 
entonces la industria como la principal y el artesano o 
artista tendrá derecho de conservar la cosa elaborada, 
satisfaciendo el precio de la materia. 


741.- 


Cuando una persona ha empleado a la vez materia 
suya y ajena, para formar cosa de especie nueva y no 
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pueden separarse sin inconveniente, la cosa nueva perte- 
necerá en común a los dos propietarios: al uno a prorrata 
del valor de su materia y al otro a prorrata del valor de 
la suya y de la hechura. 


SECCION II 
De la conmixtión 
742. - 


Cuando se ha formado una cosa por la mezcla de 
materias áridas o líquidas, pertenecientes a diversos due- 
ños, es necesario distinguir si las cosas pueden separarse 
sin inconveniente y si alguna de ellas puede considerar- 
se principal respecto de la otra. 


Si pueden separarse sin inconveniente, tendrá dere- 
cho a pedir la separación el dueño sin cuyo consenti- 
miento se mezclaron. 


Si alguna de las materias puede considerarse princi- 
pal respecto de la otra, el dueño de la principal tendrá 
derecho a reclamar la cosa resultante de la mezcla, abo- 
nando al otro el valor de la materia. 


743. - 


Si las materias no pueden separarse sin inconvenien- 
te y ninguna de ellas puede considerarse principal, sus 
dueños adquieren en común la propiedad de la mezcla, 
en proporción de la cantidad, calidad y valor de lo per- 
teneciente a cada uno. 


SECCION [V 


Reglas comunes a las tres especies de accesión en 
cosas muebles 


744. - 


En todos los casos en que el dueño de una materia 
de que se ha hecho uso sin su conocimiento, tenga dere- 
cho a la propiedad de la cosa en que ha sido empleada, 
podrá renunciar a ésta y pedir que en lugar de la materia 
propia se le restituya otro tanto de la misma naturaleza, 
calidad y aptitud o su valor en dinero. 


745. - 

El que haya tenido conocimiento del uso que de una 
materia suya se hacía por otra persona, se presumirá 
haberlo consentido y sólo tendrá derecho a su valor. 


746. - 


Los que hayan empleado a sabiendas materia ajena, 
sin conocimiento del dueño, estarán sujetos en todos los 
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casos a perder la materia propia o la industria y a pagar 
los daños y perjuicios irrogados al dueño; además de la 
acción criminal a que pudiera haber lugar. 


747. - 

En todos los casos en que la cosa se hace común a 
los dueños de las materias de que se ha formado, podrá 
licitarse en provecho de todos. 

CAPITULO MI 


De la accesión respecto de las cosas inmuebles 


748. - 


El derecho de propiedad no se limita a la superficie * 


de la tierra, sino que se extiende por accesión a lo que 
está sobre la superficie y a lo que está debajo. 


El propietario puede hacer arriba todas las plantacio- 
nes y construcciones que juzgue convenientes, salvas las 
excepciones establecidas por la ley o la convención. 


Puede hacer debajo todas las construcciones y exca- 
vaciones que juzgue a propósito y sacar de esas excava- 
ciones todos los productos que puedan darle, con las 
modificaciones de las leyes y reglamentos relativos a 
minas o policía. (Artículo 484). 


749. - 


Todas las obras, siembras y plantaciones hechas en 
un terreno, se presumen hechas por el propietario a sus 
expensas y que le pertenecen, si no se prueba lo contra- 
rio. 


750. - 


El que de buena fe edificare en suelo o finca propia, 
con materiales ajenos, se hará dueño de éstos por el 
hecho de incorporarlos en la construcción; pero estará 
obligado a pagar al dueño de los materiales su justo 
precio u otro tanto de la misma naturaleza, calidad y 
aptitud. 


Si ha procedido con mala fe, será también obligado 
al resarcimiento de daños y perjuicios, independiente- 
mente de la acción criminal a que hubiere lugar; pero si 
el dueño de los materiales tuvo conocimiento del uso 
que se hacía de ellos, sólo estará sujeto a la disposición 
del inciso anterior, 


La misma regla se aplica al que planta o siembra en 
suelo propio, vegetales o semillas ajenas. 


Mientras los materiales no están incorporados en la * 


construcción o los vegetales arraigados en el suelo, po- 
drá reclamarlos el dueño. 
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751.- 


El dueño del terreno en que otra persona, sin su 
conocimiento, hubiere edificado, plantado o sembrado, 
tendrá el derecho de hacer suyo el edificio, plantación o 
sementera, mediante las indemnizaciones prescritas a 
favor de los poseedores de buena o mala fe en el Título 
De la reivindicación (artículos 694 y siguientes) o de 
obligar al que edificó o plantó a pagarle el justo precio 
del terreno con los intereses legales por todo el tiempo 
que lo haya tenido en su poder y al que sembró, a 
pagarle la renta y a indemnizarle los daños y perjuicios. 


Si se ha edificado, plantado o sembrado a ciencia y 
paciencia del dueño del terreno, será éste obligado, para 
recobrarlo, a pagar el valor del edificio, plantación o 
sementera. 

**LOS ARTICULOS 752 A 757 HAN SIDO DE- 
ROGADOS POR EL DECRETO-LEY N* 14.859 (CO- 
DIGO DE AGUAS) DEL 15.12.78 

TITULO Hl 
De la tradición 

758. - 

La tradición o entrega, es la transferencia que hace 
una persona a otra, de la posesión de una cosa, con 
facultad y ánimo de transferirle el dominio de ella. (Ar- 
tículos 1252, 1335, 1337 y 1680). 

CAPITULO 1 
De las diversas especies de tradición 
759, - 
La tradición es real o ficta, 
SECCION I 
De la tradición real 

760. - 

La tradición real es la que se verifica por la aprehen- 
sión corporal de la cosa, hecha por el adquirente u otro 
en su nombre. 

761. - 

Si se trata de un fundo, la tradición se verifica cuan- 
do el adquirente se transporta a él por sí mismo o por 


otro que le represente, para tomar la posesión, consin- 
tiéndolo el tradente. 
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Cuando el inmueble que se ha de entregar es un 
edificio, se entiende verificada la tradición desde que el 
tradente saca sus muebles y permite que el adquirente 
introduzca los suyos, 


Si la cosa objeto de la entrega es mueble, se verifica 
la tradición poniendo la cosa en manos del adquirente o 
de quien lo represente. 


762. - 


Si la cosa que se ha de entregar hace parte de una 
heredad, como los árboles en pie o las piedras de una 
cantera, etc., la tradición se verifica por la separación de 
estos objetos de la tierra a que adhieren, hecha con 
consentimiento del tradente. : 


SECCION II 


De la tradición ficta 


763. - 


La tradición se llama simbólica, siempre que no se 
entrega realmente la cosa, sino algún objeto representa- 
tivo de ella y que hace posible la toma de posesión de la 
cosa. 


764. - 
La tradición simbólica, puede tener lugar: 


1* - Por la entrega de las llaves del almacén donde se 
encuentran las cosas muebles que se han de entregar. 


2* - Por la entrega que el vendedor o donante de una 
finca haga de sus llaves al cormprador o donatario, des- 
pués de haber sacado sus muebles. 


3” - Por la entrega de los títulos de la cosa. Si ésta es 
un inmueble, el tradente debe, adernás, dejarlo expedito, 
para que tome posesión el adquirente. 


765. - 


La tradición por la vista, es la que se hace mostran- 
do la cosa que se quiere entregar y dando la facultad de 
tomar posesión de ella, 


Se requiere, en este caso, la presencia del tradente y 
del adquirente, por sí o por otros. 


766. - 


Cuando el que ha de recibir la cosa que le ha sido 
vendida, cambiada o donada, la tiene ya en su poder por 
cualquier otro título no traslativo de dominio, el mero 
consentimiento de las partes importa tradición. 
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767. - 
Importa asimismo tradición ficta equivalente a la real: 


1? - La cláusula en que declara el enajenante que en 
lo sucesivo tendrá la posesión a nombre del comprador 
o donatario. 


2” - La cláusula en que declara el donante que retje- 
ne para sí el usufructo de la cosa cuya propiedad dona. 


3” - La cláusula por la cual en un contrato de dona- 
ción o de venta, el donante o vendedor torna en arrenda- 
miento la cosa, del comprador o donatario, 


Para que estas cláusulas surtan efecto de tradición 
real, se necesita que resulten de instrumento público. 


768. - 


La tradición de los derechos se verifica: o por la 
entrega de los documentos que sirven de título o por el 
uso del uno y la paciencia del otro, como en las servi- 
dumbres. 


Sin embargo, la tradición de un crédito cedido no 
surte efecto, mientras no se denuncie o notifigue la ce- 
sión al deudor. 


El inciso precedente no se refiere a los créditos trans- 
misibles por endoso o al portador o en otra forma, con 
arreglo a leyes particulares. 


CAPITULO Il 


De las calidades que se requieren para adquirir el 


dominio por la tradición y del efecto de la tradición 


769. - 


Para que se adquiera el dominio por la tradición, se 
requiere: 


1” - Que la tradición se haga por el dueño o por su 
representante. 


2” - Que el que hace la tradición o la consiente, sea 
capaz de enajenar. 


3” - Que la tradición se haga en virtud de título hábil 
para transferir el dominio. 


4” - Que haya consentimiento de partes. 


En el contrato de venta, además de las cuatro cir- 
cunstancias indicadas, se requiere que el comprador haya 
pagado el precio, dado fiador, prenda o hipoteca, u obte- 
nido plazo para el pago. 
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770. - 


En las ventas forzadas, que se hacen por decreto 
judicial, a petición de un acreedor, en pública subasta, 
la persona cuyo dominio se transfiere es el tradente y el 
juez, su representante legal. 


771. - 


Invalida la tradición, el error en cuanto a la identi- 
dad de la especie que debe entregarse o de la persona a 
quien se hace la entrega o en cuanto al título. 


Si el error recae sobre el nombre sólo, es válida la 
tradición. 


172. - 


El error en el título invalida la tradición, sea cuando 
una sola de las partes supone un título trastativo de 
dominio, como cuando por una parte se tiene el ánimo 
de entregar a título de comodato y por otra se tiene el 
ánimo de recibir a título de donación o sea cuando por 
las dos partes se suponen títulos traslativos de dominio, 
pero diferentes, como si por una parte se supone mutuo 
y por otra donación. 


773. - 


Si la ley exige solemnidades especiales para la ena- 
jenación, no se transfiere el dominio sin ellas. 


774, - 


Se puede pedir la tradición de todo aquello que se 
deba, desde que no haya plazo pendiente para el pago, 
salvo que intervenga decreto judicial en contrario. 


775, - 


Por la tradición verificada con las calidades requeri- 
das en este Título, se transfiere al adquirente el dominio 
de la cosa, tal como lo tenía el tradente. 


Cuando la tradición no ha sido hecha o consentida 
por el verdadero dueño, no se adquiere por ella el domi- 
nio; pero habiendo precedido título hábil, servirá para 
adquirir el dominio por prescripción. 


TITULO IV 
De la sucesión testamentaria 
776. - 
La sucesión o herencia, modo universal de adquirir, 
es la acción de suceder al difunto y representarle en 


todos sus derechos y obligaciones que no se extinguen 
por la muerte. 


Se llama heredero el que sucede en esos derechos y 
obligaciones. 


777. - 


La palabra herencia puede significar también la masa 
de bienes y derechos que deja una persona después de 
su muerte, deducidas las cargas. 


778. - 


La sucesión se defiere por la voluntad del hombre 
manifestada en testamento y a falta de éste, por disposi- 
ción de la-ley, 


Si se sucede en virtud de un testamento, la sucesión 
se llama testamentaria y si en virtud de la ley, intestada 
o ab intestato. 


La sucesión en los bienes de una persona difunta 
puede ser parte testamentaria y parte intestada. (Artículo 
893, número 3 y artículo 1011). 


De la sucesión intestada y de las reglas relativas a 
ella, se trata en el Título Y de este Libro. 


CAPITULO I 
Del testamento 
SECCION I 
De la naturaleza y efectos del testamento 
779. - 
El testamento es un acto esencialmente revocable 
(artículos 998 y siguientes), por el cual una persona 


dispone, conforme a las leyes, del todo o parte de sus 
bienes, para después de su muerte. 


780. - 


El testador puede disponer a título universal o de 
herencia y a título particular o de legado. (Artículo 853). 


Sin embargo, aun cuando el testador no haya usado 
materialmente la palabra heredero, si su voluntad está 
clara acerca de este concepto, valdrá la disposición como 
hecha a título universal o de herencia. 


781. - 
No pueden dos o más personas testar en un mismo 


acto, sea recíprocamente en provecho suyo o de un ter- 
cero, 
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782. - 


El testamento es un acto personalísimo; su forma- 
ción no puede dejarse en todo o en parte al arbitrio de 
un tercero. 


Tampoco puede dejarse al arbitrio de un tercero la 
subsistencia de la institución de heredero u del legado ni 
la designación de su cantidad; pero sí el repartimiento, 
cuando la disposición comprende a toda una clase de 
personas, como parientes, pobres y criados. 


783. - 
Es nula toda disposición captatoria. 


Se entenderá por tal aquella en que el testador asigne 
alguna parte de sus bienes a otro, a condición de que 
éste le deje por testamento parte de los suyos. 


Tampoco valdrá la disposición en que, bajo cual- 
quier nombre o concepto, se deja a uno el todo o parte 
de los bienes, para que los aplique o invierta con arreglo 
a instrucciones reservadas que le hubiere comunicado el 
testador. (Artículo 866, inciso 3). 


784. - 


Las cédulas o papeles a que se refiera el testador en 
el testamento, no podrán mirarse como parte de éste, 
aunque el testador lo ordene; ni valdrán más de lo que 
sin esta circunstancia valdrían. 


785. - 


Toda disposición a favor de persona incierta es nula, 
a menos que por algún evento pueda resultar cierta. 


Valdrán sin embargo, las disposiciones piadosas o 
donaciones destinadas a objetos de beneficencia; debiendo 
observarse lo dispuesto en el capítulo IF de este Título. 
(Artículos 836 y 837). 


786. - 


La disposición hecha simple y generalmente a favor 
de los parientes del testador, se entiende hecha a favor 
de sus herederos Hamados por la ley o según el orden de 
la sucesión intestada. 


787. - 


Si la persona del heredero o del legatario hubiere 
sido falsamente designada, la disposición será válida, 
con tal que no haya duda respecto del instituido. 


Lo mismo sucederá, cuando se traté de la indicación 
de la cosa legada. 
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788. - 


La falsedad de la causa o del motivo expresado por 
el testador no vicia una disposición testamentaria, a no 
ser que se enuncie dicho motivo en forma condicional o 
que resulte claramente de los términos del testamento, 
que el testador ha querido hacer depender la eficacia de 
la disposición de la existencia del motivo aducido para 
ella. (Artículos 952, 1289, 1408 a 1410). 


789. - 


El testamento en que de cualquier modo haya inter- 
venido la fuerza, es nulo en todas sus partes. 


790. - 


El testamento es solemne y menos solemne o espe- 
cial. 


Testamento solemne es aquel en que se han observa- 
do todas las solemnidades que la ley ordinariamente 
requiere. 


El menos solemne o especial es aquel en que pueden 
omitirse algunas de estas solemnidades, por considera- 


ción a circunstancias particulares determinadas expresa- 
mente por la ley. 


791. - 
El testamento solemne es abierto o cerrado. 


El testamento abierto es aquel en que el testador 
hace sabedores de sus disposiciones al escribano y a los 
testigos; y testamento cerrado es aquel en que no es 
necesario que el escribano y los testigos tengan conoci- 
miento de ellas. 


792. - 
El testamento es siempre escrito. 
SECCION Il 
Del testamento solemne 
793, - 


El testamento solemne y abierto debe otorgarse ante 
escribano público y tres testigos. 


794. - 


El escribano debe conocer al testador O asegurarse 
de la identidad de la persona, haciéndolo constar en el 


instrumento. 
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Debe leer el testamento al otorgante a presencia de 
los testigos, haciéndose constar esta lectura y el otorga- 
miento. 


Durante la lectura y el otorgamiento deben estar pre- 
sentes todos los testigos sin que baste que la lectura se 
verifique separadamente. 


795. - 
El testamento debe ser firmado por el testador. 


Si declara éste que no sabe o no puede firmar, se 
hará en el testamento mención especial de su declara- 
ción y de su ruego a uno de los testigos que firme por él, 
sin perjuicio de que el rogado firme también como testi- 


go. 
796. - 


El testamento debe también ser firmado por el escri- 
bano y los testigos. 


Si alguno de los testigos no supiera firmar, otro de 
ellos firmará por él y a ruego suyo, expresándolo así; 
pero en todo caso, han de firmar al menos dos testigos. 


797. - ñ 


Si un sordo quisiera hacer testamento abierto, deberá 
leer él mismo en voz inteligible el instrumento a presen- 
cia del escribano y testigos, haciéndose constar esta lec- 
tura y su otorgamiento. 


798. - 


El ciego no puede hacer sino testamento abierto, el 
que será leído en alta voz dos veces: la primera por el 
escribano y la segunda por uno de los testigos, elegido 
al efecto por el testador. Se hará mención especial de 
esta solemnidad en el testamento. (Artículo 833). 


799, - 


Quien no conozca el castellano, pero se exprese cla- 
ramente en otro idioma y lo escriba, podrá otorgar testa- 
mento abierto en la siguiente forma: 


Presentará al escribano el pliego que contenga su 
testamento, en el papel de la clase que corresponda al 
protocolo, firmado de su puño y letra, cuya presentación 
la hará ante dos intérpretes y tres testigos que conozcan 
su idioma. 


Los intérpretes harán su traducción fiel; y transmiti- 
da al testador en presencia de los testigos y del escriba- 
no, si aquél no tuviese observación que hacer, la suscri- 
birá juntamente con los traductores y testigos. El escri- 


bano levantará, a continuación de la traducción, acta de 
haber presenciado lo ocurrido, la que será firmada por 
los concurrentes y después de rubricadas por el escriba- 
no cada una de las fojas del testamento original y tra- 
ducción, lo incorporará todo al Registro de Protocoliza- 
ciones. 


800.- 


Cuando el testamento abierto ha sido otorgado con 
las solemnidades prevenidas en los artículos anteriores, 
se le da fe para todos los efectos de derecho, sin necesi- 
dad de diligencia alguna judicial. 


801.- 


En el testamento solemne cerrado deben intervenir 
cinco testigos de los que tres al menos pued::n firmar y. 
un escribano público, 


El testador deberá firmar sus disposiciones, sea que 
estén escritas de su mano o de la de otro a su ruego, 
salvo el caso del artículo 803. 


Cerrará y sellará el pliego que contenga sus disposi- 
ciones, o el papel que le sirva de cubierta; y lo presenta- 
rá al escribano y testigos, declarando que allí se contie- 
ne su última voluntad, escrita y firmada por él o escrita 
por otro, pero con la firma del testador. 


En el sobrescrito o cubierta del testamento, levantará 
el escribano un acta en que conste la declaración expre- 
sada, firmándola el testador, el escribano y todos los 
testigos que puedan hacerlo por sí y los cuales nunca 
serán menos de tres. 


Si el testador por impedimento que le sobrevenga, 
no pudiese firmar en el sobrescrito o cubierta, se hará 
mención de la declaración que haya hecho y de su ruego 
a uno de los testigos para que firme a su nombre. 


Por el testigo o testigos que no sepan o que no pue- 
dan firmar, deberá hacerlo a ruego suyo y expresándolo 


así, cualquiera de los tres cuyas firmas son necesarias. 


802.- 


Lo dispuesto en el inciso último del artículo 794, es 


aplicable al otorgamiento que se hace constar en la cu- 


bierta del testamento cerrado. 
803.- 


Los que saben leer, pero no escribir o aunque sepan 
escribir no han podido firmar la expresión de su última 
voluntad inclusa en el pliego, deberán declarar, ante el 
escribano y testigos, que la han leído y el motivo que 
han tenido para no firmarla. 
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804.- 


Los que no saben o no pueden Jeer, no podrán hacer 
testamento cerrado. 


805.- 


El que no puede hablar, pero sí escribir, podrá hacer 
testamento cerrado (artículo 833), observándose lo si- 
guiente: 


1”- El testamento ha de estar enteramente escrito y 
firmado de su mano, con expresión del lugar, año, mes y 
día. 


2”- El testador presentará el pliego cerrado al escri- 
bano y testigos y en la cubierta escribirá a presencia de 
ellos, que aquel pliego contiene su última voluntad. 


3"- El escribano extenderá enseguida el acta, hacién- 
dose constar que el testador escribió esas palabras a 
presencia del escribano y testigos. 


En lo demás se observará lo dispuesto en los artícu- 
los 801 y 802. 


S06.- 


También podrá otorgar testamento cerrado quien se 
encuentre en las condiciones previstas por el artículo 
799, sujetándose a las disposiciones que siguen: 


Presentará al escribano su testamento cerrado y la- 
crado, escribiendo en el sobre, delante del mismo fun- 
cionario y de cinco testigos, de los cuales tres cuando 
menos deben conocer el idioma del testador y el caste- 
llano a la vez, que dicho pliego contiene su última vo- 
luntad, escrita por él o por otro (nombrándolo) a su 
pedido y firmada por él, declaración que también suscri- 
birá. 


Cerciorado el escribano de la identidad de la persona 
del otorgante, en caso de no conocer a éste, cuando 
menos por el testimonio de dos de los cinco testigos, 
que deben serle también conocidos, levantará acta en la 
misma cubierta del testamento, haciendo constar que la 
declaración a que se refiere el anterior inciso, cuyo sig- 
nificado se expresará, ha sido escrita en su presencia y 
la de dos testigos por el otorgante, que manifiesta no 
entender el castellano. Dará lectura de esta acta a los 
testigos y transmitido que sea su contenido al testador, 
lo que hará constar, la suscribirán el otorgante, los testi- 
gos y el mismo escribano. 


807.- 
El testamento cerrado, para recibir ejecución, debe 


llenar en su apertura las formalidades previstas en la ley 
procesal. 
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808.- 


És reprobada toda convención acerca de lo que se 
deje en un testamento cerrado, antes que se abra solem- 
nemente. (Artículo 1053). 


809.- 


No pueden ser testigos en un testamento solemne 
otorgado en la República: 


1- FDEROGADO por Art. 3” ley N” 8.000 de 
14.7.26 


2 Los menores de 18 años. 

3”- Los ciegos. 

4”- Los mudos. 

5”- Los sordos. 

6”- Los que están fuera de la razón. 

7"- Los que con arreglo a la ley penal han sido inha- 
bilitados, por sentencia ejecutoriada, para ser testigos en 


juicio o en instrumento público. 


8”- Los amanuenses del escribano que autorizare el 
testamento, 


9"- Los que no tengan domicilio en el departamento. 


10- Las personas que no entiendan el idioma del 
testador. 


Para juzgar de la capacidad del testigo, debe aten- 
derse a la época en que se otorgó el testamento. 


S10.- 


Si alguna de las causas de inhabilidad expresadas en 
el artículo anterior no se manifestase en el aspecto O 
comportación de un testigo y se ignorase generalmente 
en el lugar donde el testamento se otorga, fundándose la 
opinión contraria en hechos positivos y públicos, no se 
invalidará el testamento por la inhabilidad real del testi- 


go. 


Sin embargo, la habilidad putativa no podrá servir 
sino a uno sólo de los testigos. 


SECCION Il 
Del testamento menos solemne o especial 
811.- 


El que por efecto de un ataque o accidente repenti- 
no, se hallare en peligro inminente de la vida y en para- 
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je donde no hubiere escribano que autorice su testamen- 
to, podrá otorgarlo por escrito ante tres testigos, de los 
cuales dos por lo menos sepan firmar. 


El que se encuentre en una población incomunicada, 
por razón de peste u otra enfermedad contagiosa, podrá 
asimismo testar como en el caso del anterior inciso O 
bien ante un escribano y dos testigos que sepan firmar. 


El testamento otorgado con arreglo a las disposicio- 
nes de este artículo, quedará de todo punto ineficaz pa- 
sados ciento ochenta días desde que el testador hubiere 
salido del peligro de muerte, se hubiere abierto la comu- 
nicación o pasado a otro pueblo o lugar donde pudiese 
hacer testamento solemne. 


812.- 


Cuando el testamento fuere otorgado sin escribano, 
en los casos del artículo anterior y el testador muriese 
dentro del tiempo prefijado en el mismo, será necesario 
que se proceda a la publicación del testamento en la 
forma siguiente: 


El juez competente en el caso previsto por el artículo 
807, haciendo constar ante todo la muerte del testador, 
ordenará que comparezcan los testigos a practicar el 
reconocimiento de las firmas. 


Si uno o más de ellos no compareciere, por muerte, 
enfermedad u otro impedimento, bastará que el testigo 
instrumental presente reconozca la firma del testador, ta 
suya propia y la de los testigos que no hayan podido 
comparecer. 


En caso necesario y siempre que el juez lo estimare 
conveniente, podrán ser abonadas las firmas del testador 
y de los testigos que no hayan podido comparecer, por 
declaraciones juradas de otras personas fidedignas. 


Los testigos instrumentales depondrán además sobre 
el día y hora, poco más o menos, en que fue otorgado el 
testamento y sobre el peligro en que a la sazón se en- 
contraba el testádor. 


Terminadas las diligencias, pondrá el juez la rúbrica 
al principio y fin de cada página del testamento y lo 
mandará entregar con lo obrado al Actuario para que Jo 
incorpore en el Registro de Protocolizaciones. 


**Redacción de la parte final del último inciso 
está adaptada a los Registros Notariales previstos en 
el decreto-ley N” 1.421 de 31 de diciembre de 1878. 

813.- 


En tiempo de guerra, el testamento de los militares y 
de los demás individuos empleados en un cuerpo de 


tropas de la República y asimismo el de los voluntarios, 
rehenes y prisioneros que pertenecieren a dicho cuerpo 
y de las personas que van acompañando y sirviendo a 
cualquiera de los antedichos, podrá ser recibido por un 
capitán o por un oficial de grado superior al de capitán, 
O per un comisario o un auditor de guerra. 


Si el que desea testar estuviere enfermo o herido, 
podrá ser recibido su testamento por el médico que le 
asista; y si se hallare en un destacamento, por el oficial 
que le mande, aunque sea de grado inferior al de capi- 
tán. 


En todos los casos de este artículo, será siempre 
necesaria la presencia de dos testigos, de los que uno, a 
lo menos, sepa firmar. 


**Se eliminó la expresión “capellán” por no exis- 
tir con carácter oficial y “cirujano” por quedar com- 
prendida en el término “médico”. 


814.- 


Para testar militarmente, será preciso hallarse en una 
expedición de guerra que esté actualmente en marcha o 
campaña contra el enemigo o en la guarnición de una 
plaza actualmente sitiada. 


815.- 


El testamento llevará al pie el visto bueno del jefe 
superior de la expedición o del comandante de la plaza, 
si no hubiere sido otorgado ante el mismo jefe o coman- 
dante y será siempre rubricado al principio y al fin de 
cada página por dicho jefe o comandante; debiendo éste 
enseguida remitirlo con la posible brevedad y seguridad 
al Ministerio que corresponda, el que a su vez, abonan- 
do la firma del remitente, lo pasará por el conducto 
respectivo al juez competente del último domicilio del 
testador. 


No conociéndose a éste ningún domicilio en la Re- 
pública, será remitido el testamento al juez competente 
de la capital para su incorporación en el Registro de 
Protocolizaciones de su Oficina Actuaria. 


816.- 


Si el que ha testado militarmente, falleciere dentro 
de los ciento ochenta días subsiguientes a aquel en que 
hubieren cesado, con respecto a él, las circunstancias 
que habilitan para otorgar esta clase de testamentos, val- 
drá el otorgado, como si hubiera sido hecho en la forma 
ordinaria. 


Si el testador sobreviviere a este plazo, caducará el 
testamento. 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


. 


817.- 


Los testamentos otorgados en la mar y en el curso de 
un viaje, podrán ser recibidos, a saber: 


A bordo de los buques nacionales de guerra, por el 
comandante, con el contador o quien haga sus veces. 


A bordo de los buques mercantes, bajo bandera orien- 
tal, por el capitán o quien haga sus veces, con el sobre- 
cargo si lo hubiere. 


En todos los casos, deberán ser recibidos esos testa- 
mentos, a presencia de dos testigos tomados de la dota- 
ción del buque, prefiriéndose siempre los que sepan leer 
y escribir, aunque en sú defecto bastará que uno de los 
dos testigos sepa firmar. 


En los buques mercantes, si no hubiere sobrecargo, 
se llamará otro testigo más. 


818.- 


En los buques de guerra, el testamento del coman- 
dante o contador, y en los mercantes, el del capitán, 
patrón o sobrecargo, podrán ser recibidos por los que vie- 
nen después en el orden del servicio, conformándose por lo 
demás, a las disposiciones del artículo precedente. 


819.- 


Los testamentos mencionados en los dos artículos 
anteriores se harán siempre por duplicado. 


Si el buque llega a puerto extranjero, donde haya un 
agente diplomático o consular de la República, los que 
hayan autorizado el testamento depositarán uno de los 
ejemplares, cerrado y sellado, en manos del referido 
agente, quien lo dirigirá por conducto respectivo al Juz- 
gado que corresponda. 


Siempre que sea posible, el agente diplomático o 
consular examinará los testigos que autorizan el testa- 
mento, les hará firmar sus declaraciones y remitirá copia 
autorizada de ellas con dicho testamento y a los efectos 
del artículo 815. : 


820.- 


Al regreso del buque a la República, los dos ejem- 
plares del testamento igualmente cerrados y sellados o 
el que quedare, si el otro se hubiere entregado en el 
curso del viaje, serán entregados a la autoridad portuaria 
correspondiente, la que los elevará al Ministerio respec- 
tivo para los efectos del mencionado artículo 815. 


**Se refiere a “autoridad portuaria” por no exis- 
tir el “Capitán del Puerto”. 
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821..- 

En el rol del buque, al margen del nombre del testa- 
dor, se anotará la entrega que se haya hecho de los 
testamentos, sea al agente diplomático o consular o sea 
a la autoridad portuaria. 

**Ver nota al artículo anterior. 


822.- 


No se reputará hecho en el mar el testamento, aun- 
que lo haya sido en el curso del viaje, si en la época del 


- otorgamiento se hallaba el buque en puerto donde hu- 


biere un agente diplomático o cónsul de la República. 


En tal caso se observará lo dispuesto en los artículos 
828 y 829. 


823.- 


Podrán testar en la forma prescrita por el artículo 
817 y siguientes, cualesquiera individuos que se hallen a 
bordo, aunque no hagan parte de la dotación del buque. 


824.- 


El testamento hecho en el mar, en la forma prescrita 
por el artículo 817 y siguientes, no será válido, sino en 
cuanto el testador muera a bordo o dentro de los ciento 
ochenta días de estar en tierra y en lugar donde haya 
podido testar según la forma ordinaria. 


825..- 


El testamento otorgado en el mar, no podrá contener 
disposición alguna en favor del comandante, capitán, 
oficiales o individuos de la tripulación, a no ser parien- 
tes del testador. (Artículo 840). 


826.- 


En todos los testamentos de que trata la presente 
sección, podrá servir de testigo cualquier persona de 
sano juicio, mayor de 18 años que vea, oiga y entienda 
al testador y que no tenga la inhabilidad designada en el 
número 7 del artículo 809, a menos que sea en el caso 
previsto por el artículo 810. 


Esta disposición se entenderá sin perjuicio de lo que 
acerca de las firmas de los testigos, previene el artículo 
siguiente. 


827.- 


Deberán asimismo, los antedichos testamentos ser 
firmados por los otorgantes, autorizantes y testigos. 
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Si el testador no sabe o no puede firmar, lo hará por 
él y a su ruego, uno de los testigos, mencionándose 


expresamente esta circunstancia en el testamento. 


Por el testigo que no sepa o no pueda firmar, lo hará 


otro testigo cuya firma sea necesaria. 
SECCION IV 


Del testamento otorgado por el oriental en 
país extranjero 


828.- 


El oriental que se hallare en país extranjero, podrá 
testar por instrumento público, conforme a las leyes de 
ese país o ante el agente diplomático o consular de la 
República, observándose, en este último caso, los requi- 
sitos siguientes: 


1”- Podrán autorizar este testamento los embajado- 
res, encargados de Negocios, secretarios de Legación o 
agentes consulares. Se hará mención expresa del cargo 
que ejerza la persona que autoriza el testamento. 


2”- Los testigos del testamento serán dos por lo me- 
nos y orientales o en su defecto, extranjeros domicilia- 
dos en la República o en el pueblo donde se otorgue el 
testamento. 


3”- Se observarán en lo demás las reglas prescritas 
para el testamento solemne abierto. 


4”- El instrumento llevará el sello de la Embajada, 
Legación, Consulado o Viceconsulado. 


5”- Deberá ser también rubricado por el autorizante 
al principio y fin de cada página. 


**El texto del artículo se adecuó a la actual deno- 
minación de cargos 


829.- 


Otorgado el testamento en la forma prescrita en el 
artículo anterior, el autorizante remitirá una copia certi- 
ficada al Ministerio de Relaciones Exteriores de la Re- 
pública, el cual a su vez, abonando la firma del agente 
diplomático o consular, pasará dicha copia por conducto 
respectivo al juez letrado que corresponda, para los efec- 
tos del artículo 815. 


Disposición común a las tres secciones anteriores 
83).- 


Las formalidades a que respectivamente quedan su- 
jetos los diversos testamentos, por las disposiciones de 


las tres secciones anteriores, deben observarse so pena 
de nulidad. (Artículo 1560). 


CAPITULO U 


De la capacidad para disponer y adquirir 
por testamento 


831.- 
No pueden disponer por testamento: 


1”- Los impúberes, esto es, los varones menores de 
catorce años y las mujeres menores de doce. 


Los que hayan cumplido respectivamente esa edad, 
podrán testar libremente, aunque se hallen bajo la patria 
potestad. (Artículo 265). 


2”- Los que se hallaren bajo interdicción, por razón 
de demencia, aunque tuvieren intervalos lúcidos. 


3”- Los que, sin estar bajo interdicción, no gozaren 
actualmente del libre uso de su razón, por demencia, 
ebriedad u otra causa. 


En este caso, el que impugnare la validez del testa- 
mento deberá probar que et que lo hizo no gozaba del 
libre uso de su razón. Todo el que de palabra o por 
escrito no pudiere expresar su voluntad claramente. 


Los individuos no comprendidos en las prohibicio- 
nes de este artículo, son hábiles para disponer por testa- 
mento. (Artículo 1616). 


832.- 


Es nulo el testamento otorgado durante la existencia 
de' cualquiera de las causas expresadas en el artículo 
precedente, aunque ella posteriormente deje de existir. 


Por el contrario, el testamento válido no deja de 
serlo por el hecho de sobrevenir después alguna de di- 
chas causas. 


833.- 


El ciego sólo puede otorgar testamento abierto. (Ar- 
tículo 798). 


El que se halle en el caso del artículo 805 sólo puede 
otorgar testamento cerrado. 


834.- 


Pueden adquirir por testamento todos los que la ley 
no declara incapaces o indignos. (Artículo 1617). 


7 de Setiembre de 1904 
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835.. 

Son incapaces: 

J”- El que no estuviere concebido al tiempo de abrir- 
se la sucesión o, aunque concebido, no naciere viable, 


conforme a lo dispuesto en el inciso 3? del artículo 216. 


2”- Las asociaciones o corporaciones no permitidas 
por las teyes. (Artículo 21 inciso 2”). 


836.- 


La disposición hecha a favor de un establecimiento 
de beneficencia sin designarlo, se aplicará al estableci- 


miento de esa clase que el presidente de la República 


designe, prefiriendo alguno del departamento o pueblo 
del testador, 


837.- 


La disposición universal o de una parte alícuota de 
los bienes, que el testador haya hecho en favor de su 
alma, sin especificar de otro modo la inversión, se en- 
tenderá hecha a favor de un establecimiento de benefi- 
cencia y se sujetará a la regla del artículo anterior. 


838.- 


Lo que se dejase por el testador a los pobres en 
general sin otra designación, se aplicará a los pobres del 
domicilio del testador en la época de su muerte. 


La calificación y la distribución se hará siempre por 
el juez que conozca de la testamentaría, si no hay alba- 
ceas. 


El inciso anterior es aplicable también al caso de que 
el testador haya dispuesto a favor de los pobres de una 
parroquia o pueblo determinado. 


**La redacción del inc. 2” está adaptada al Art, 5” 
de la Constitución de la República 


839.- 


El eclesiástico que ha confesado al testador en su 
última enfermedad, no puede recibir cosa alguna a vir- 
tud del testamento que haya hecho duránte esa enferme- 
dad. 


Esta prohibición alcanza a los parientes o afines del 
confesor, dentro del cuarto grado, a las personas que 
vivan en compañía del dicho confesor y a su iglesia, 
cabildo, comunidad o instituto, 


Exceptúase de las disposiciones precedentes el caso 
en que el confesor sea pariente o afín del testador dentro 
del cuarto grado. 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 


840.- 


No valdrá disposición alguna testamentaria en favor 
del escribano que autorizare el testamento o de su cón- 
yuge, de cualquiera de sus parientes o afines dentro del 
cuarto grado o de los dependientes asalariados de dicho 
escribano, La misma prohibición se aplica a las disposi- 
ciones en favor de cualquiera de los testigos. 


841.- 


Será nula la disposición hecha en favor de un inca- 
paz, bien sea que se disfrace bajo la forma de un contra- 
to oneroso o usando el nombre de una persona inter- 
puesta. 


842.- 


Son indignos y como tales, no pueden adquirir por 
testamento: (Artículo 1012) 


1*- El condenado en juicio por homicidio intencional 
o tentativa del mismo contra la persona de cuya heren- 
cia se trata, contra el cónyuge y contra los descendientes 
del mismo. 


2*- El heredero varón y mayor de edad que sabedor 
de la muerte violenta del difunto, no la denuncia dentro 
de sesenta días a la justicia cuando ésta no ha procedido 
ya de oficio sobre ella. 


Si los homicidas fueren ascendientes o descendientes 
o hermano o mujer del heredero cesará en éste la obliga- 
ción de denunciar. 


3”- El que voluntariamente acusó o denunció al di- 
funto de un delito capital. 


4”- El pariente que, sabiendo ser heredero presuntivo 
del difunto y hallándose éste demente y abandonado, no 
cuida de recogerle o hacerle recoger en un estableci- 
miento público. 


5”- El que para heredar estorbó, por fuerza o fraude, 
que el difunto hiciera testamento o revocara el ya hecho 
o sustrajo éste o forzó al difunto para testar, 


Las causas de indignidad, expresadas en este artícu- 
lo, comprenden también a los legatarios. 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
MODIFICAR EL NUMERAL 2" POR EL SIGUIEN- 
TE: 
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“El heredero mayor de edad que sabedor de la 


muerte violenta del difunto, no la denuncia dentro de 
sesenta días a la justicia cuando ésta no ha procedido 
ya de oficio sobre ella. 
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Si los homicidas fueren ascendientes o descendien- 
tes o hermanos del heredero o cónyuge, cesará en 
éste la obligación de denunciar.” 


843.- 


Pierden también todo derecho a lo que se les hubiere 
dejado en el testamento, el tutor testamentario y el alba- 
cea que se excusen de admitir su respectivo encargo o 
que sean removidos por sospechosos después de haberlo 
admitido. (Artículos 359 y 989). 


No se extiende esta causa de indignidad a los here- 
deros forzpsos en cuanto a su legítima ni a los que, 
desechada por el juez la excusa, entren a desempeñar el 
encargo. 


844.- 


Las causas de indignidad no pueden alegarse contra 
disposiciones testamentarias posteriores a los hechos que 
las producen, aunque se ofrezca probar que el difunto no 
tuvo conocimiento de esos hechos al tiempo de testar ni 
después. 


845.- 


Para calificar la incapacidad o indignidad, se atende- 
rá solamente al tiempo de la muerte de aquel a quien se 
trata de heredar. 


Si la institución o legado fueren condicionales, se 
atenderá además al tiempo en que se cumpla la condi- 
ción. 


El heredero y el legatario que mueren antes de cum- 
plirse la condición, aunque sobrevivan aj testador, no 
transmiten derecho alguno a sus herederos. 


Es lo mismo del heredero o legatario que muere antes 
de la época de la viabilidad. (Número 1? artículo 835). 


846.- 


La indignidad o incapacidad relativas a una persona 
o cosa, no se extienden a otra cosa O persona, 


847..- 


El indigno o incapaz que haya entrado en posesión 
de los bienes contra lo dispuesto en los artículos anterio- 
res, está obligado a restituirlos, con todos los frutos y 
rentas que de ellos haya percibido y con las accesiones 
que hayan tenido los mismos bienes. 


8483.- 


Si el excluido de la herencia por indignidad, es hijo 
o descendiente del testador y tiene hijos o descendien- 


tes, tendrán éstos derecho a la legítima del excluido, 
aun en el caso de haber otros herederos testamenta- 
rios. (Artículos 902, 10] 1 N* 3 y 1024). 


Sin embargo, el excluido no tendrá el usufructo y 
administración de los bienes que por esta causa hereden 
sus hijos menores. 

849.- 

La incapacidad produce su efecto de pleno derecho. 

85().- 

La indignidad no produce efecto alguno si no es 
declarada en juicio, a instancia de cualquiera de los 


interesados en la exclusión del heredero o legatario in- 
digno. 


851.- 


La indignidad se purga en diez años de posesión de 
la herencia o legado. 


852.- 


La acción de indignidad no pasa contra terceros de 
buena fe. 


CAPITULO MI 
De la institución de heredero 
SECCION I 
De la institución de heredero 
853.- 
El que no tiene asignatarios forzosos (artículo 870) 


puede disponer en testamento de todos o parte de sus 
bienes, por los títulos expresados en el artículo 780. 


854.- 


La institución de heredero no es necesaria para la 
firmeza del testamento. - 


Tampoco lo es la aceptación de la herencia por el 
heredero. 


En uno y otro caso, se cumplirán las disposiciones 
testamentarias y en el resto de los bienes de que no 
hubiere dispuesto el testador, se heredará con arreglo a 
lo determinado en el Título siguiente. 


855..- 


Los herederos instituidos sin designación de partes 
heredan con igualdad. 


7 de Setiembre de 1994 
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856.- 


Si el heredero o herederos no han sido instituidos en 
la totalidad de los bienes, sino en una parte o cuota 
determinada, el remanente pasará a los herederos legíti- 
mos, a menos que haya otro u otros coherederos institui- 
dos sin designación de partes. 


857.- 


El heredero instituido en una cosa cierta y determi- 
nada es tenido por legatario de ella. 


SECCION H 
De la sustitución 


858.- 


La sustitución de heredero en segundo o ulterior gra- 
do, para el caso de que el nombrado en grado anterior 
no quiera o no pueda aceptar la herencia, es la única 
sustitución reconocida por la ley. 


859.- 


Todo testador puede sustituir en los términos del 
artículo anterior. 


La sustitución para uno de los dos casos comprende 
también al otro, a menos que el testador haya declarado 
lo contrario. 


La sustitución simple y sin expresión de casos, com- 
prende los dos. 


860.- 


Pueden ser sustituidos dos o más personas a una 
sola; y al contrario, una sola a dos o más herederos. 


861.- 


El sustituto del sustituto se entiende serlo también 
del heredero en primer grado. 


862.- 


Cuando el testador sustituye recíprocamente los he- 
rederos instituidos en partes designadas, tendrán éstos, 
en la sustitución, las mismas partes que en la institución, 
si no apareciere claramente haber sido otra la voluntad 
del testador. 


863.- 


El sustituto queda sujeto a las mismas cargas y con- 
diciones impuestas al instituido, si no apareciere clara- 
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mente que el testador quiso limitarlas a la persona del 
instituido. 


864.- 


El derecho de transmisión excluye al de sustitución 
y el de sustitución al de acrecimiento, 


865.- 


Todo fideicomiso es nulo, cualquiera que sea la for- 
ma con que se le revista. 


Toda sustitución, fuera de la señalada en los artícu- 
los 858 y 859, se considera fideicomiso. 


866.- 


Quedan comprendidas en la prohibición del artículo 
anterior: 


1”- La disposición por la que se declara inalienable 
toda o parte de la herencia. 


2”- Aquella por la que es llamado un tercero al todo 
o parte de los que reste de la herencia al morir el here- 
dero. 


3”- La que, bajo cualquier nombre o forma, tenga 
por objeto dejar a uno el todo o parte de los bienes 
hereditarios, para que los aplique o invierta según las 
instrucciones que le hubiere comunicado el testador. (Ar- 
tículo 783). 


867.- 


La nulidad de la sustitución fideicomisaria no perju- 
dica a la validez de la institución de heredero ni a los 
derechos del primer llamado. 


868.- 
No se entiende contener sustitución, la disposición 
en que el testador deja la propiedad a uno y el usufructo 


a otro u otros, con sujeción a lo dispuesto en el Título 
Del usufructo, 


869.- 


Lo dispuesto en esta Sección se observará igualmen- 
te en los legados y donaciones. 


CAPITULO IV 
De las asignaciones forzosas 
870.- 


Asignaciones forzosas son las que el testador es obli- 
gado a hacer y que se suplen cuando no las ha hecho, 
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aun en perjuicio de sus disposiciones testamentarias ex- 
presas. 


Estas asignaciones son: 


1”- Los alimentos que se deben por la ley a ciertas 
personas. 


2”- La porción conyugal. 
3”- Las legítimas. 
SECCION I 
De las asignaciones alimenticias 
871.- 


Los alimentos que el difunto debía por la ley a cier- 
tas personas y que, en razón de la indigencia de éstas, 
eran exigibles antes de abrirse la sucesión, gravan la 
masa hereditaria; excepto el caso en que el testador haya 
impuesto ese gravamen a uno o más partícipes de la 
sucesión. 


**PROPUESTA: LA COMISION PROPONE EL 
SIGUIENTE TEXTO: (ver fundamento en la Exposi- 
ción de Motivos) 


“Los alimentos que el difunto debía por ley a cier- 
tas personas y que en razón de la indigencia de éstas 
eran exigibles antes de abrirse la sucesión, gravan, 
por una cuantía que se determinará en Unidades Re- 
ajustables, la masa hereditaria; excepto el caso en 
que el testador haya impuesto ese gravamen a uno o 
más partícipes en la sucesión.” 


872.- 


Los asignatarios de alimentos no están obligados a 
devolución alguna en razón de las deudas o cargas que 
graven el patrimonio del difunto. pero podrán rebajarse 
los alimentos futuros que aparezcan desproporcionados 
a las fuerzas del patrimonio efectivo. 


873.- 


Si las asignaciones que se hacen a alimentarios for- 
zosos fueren más cuantiosas de lo que en las circunstan- 
cias corresponda, se imputará el exceso a la porción de 
bienes de que el difunto ha podido disponer a su arbi- 
trio. 


A la misma porción se imputarán las asignaciones 
alimenticias, en favor de personas que por la ley no 
tengan derecho a alimentos. 


SECCION Il 
De la porción conyugal 
874.- 


La porción conyugal es aquella parte del patrimonio 
del cónyuge premuerto, que la ley asigna al cónyuge 
sobreviviente que carece de lo necesario para su con- 
grua sustentación. 


875.- 


Tendrá derecho a la porción conyugal aun el cónyu- 
ge separado (artículo 148), a menos que por sentencia 
haya sido declarado culpable de la separación. 


**Texto resultante de la introducción del divorcio 
vincular 


876.- 


El derecho se entenderá existir al tiempo del faileci- 
miento del otro cónyuge y no caducará en todo ni en 
parte por la adquisición de bienes que posteriormente 
hiciere el cónyuge sobreviviente. 


877.- 


El cónyuge sobreviviente que, al tiempo de fallecer 
el otro cónyuge, no tuvo derecho a porción conyugal, no 
la adquirirá después por el hecho de caer en pobreza. 


878.- 


Si el cónyuge tuviere bienes, pero no de tanto valor 
como la porción conyugal, sólo tendrá derecho al com- 
plemento, a título de porción conyugal. (Artículo 893, 
número 2). 


879.- 


Asimismo se imputará a la porción conyugal todo lo 
que el cónyuge sobreviviente tuviere derecho a percibir 
a cualquier otro título en la sucesión del difunto, incluso 
su mitad de gananciales. (Artículo 893, número 2). 


**Redacción adecuada a la derogación de los Arts. 
2013 y siguientes 


880.- 


El cónyuge sobreviviente podrá en todo caso retener 
lo que posea o se le deba, renunciando la porción con- 
yugal o pedir la porción conyugal abandonando sus otros 
bienes y derechos. 
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881.- 


La porción conyugal es la cuarta parte de los bienes 
del difunto, en todos los órdenes de sucesión, menos en 
el de los descendientes legítimos o naturales reconoci- 
dos o declarados tales. 


Habiendo tales descendientes, el viudo o viuda será 
contado entre los hijos a los efectos del artículo 887, 
inciso 1” y recibirá como porción conyugal la legítima 
rigorosa de un hijo (artículo 1043, numeral 49). 


881-1.- 


Si una vez pagadas las deudas de la sucesión, queda- 
re en el patrimonio de Ja misma un inmueble, urbano o 
rural, destinado a vivienda y que hubiere constituido el 
hogar conyugal, ya fuere propiedad dei causante, ganan- 
cial o común del matrimonio y concurrieren otras perso- 
nas con vocación hereditaria o como legatarios, el cón- 
yuge supérstite tendrá derecho real de habitación en for- 
ma vitalicia y gratuita. 


En defecto del inmueble que hubiere constituido el 
hogar conyugal, los herederos deberán proporcionarle 
otro que reciba la conformidad del cónyuge supérstite. 
En caso de desacuerdo el juez resolverá siguiendo el 
procedimiento extraordinario, 


881-2.- 


Este derecho comprende, además, el derecho real de 
uso vitalicio y gratuito de tos muebles que equiparen 
dicho inmueble (inciso segundo del artículo 469) ya fue- 
ren propiedad del causante, gananciales o comunes del 
matrimonio. 


881-3.- 


Ambos derechos se perderán si el cónyuge supérstite 
contrajere nuevas nupcias, viviere en concubinato o ad- 
quiriere un inmueble apto para vivienda, de similares 
condiciones al que hubiera sido su hogar conyugal. 


881.-4.- 


Tales derechos se imputarán a la porción disponible; 
en el supuesto de que ésta no fuere suficiente, por el 
remanente se imputarán a la porción conyugal y, en 
último término, a la porción legitimaria. 


881.-5.- 


Para que puedan imputarse a la porción legitimaria 
los derechos reales de habitación y de uso concedidos 
por este artículo, se requiere que el matrimonio haya 
tenido una duración continua y mínima de dos años, 
salvo que él se hubiere celebrado para regularizar un 
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concubinato estable, singular y público, de igual dura- 
ción, durante el cua] hubieren compartido el hogar y 
vida en común, : 


La imputación a la porción legitimaria podrá alcan- 
zar hasta la totalidad de las legítimas rigorosas de los 
descendientes comunes del causante y del beneficiario 
de los derechos reales de habitación y de uso referidos. 
Tratándose de otros legitimarios, tal imputación sólo 
podrá alcanzar hasta la mitad de las respectivas legíti- 
mas rigorosas. 


881-6.- 


En los demás casos, el plazo de duración mínima del 
matrimonio será de treinta días, con la salvedad de la 
parte final del inciso primero del numeral) anterior, de- 
biendo durar la relación concubinaria no menos de cien- 
to ochenta días. 


881-7.- 


Si a la apertura de la sucesión, el cónyuge supérstite 
tuviere otro inmueble propio apto para vivienda, similar 
al que hubiera sido el hogar conyugal, no tendrá el dere- 
cho real de habitación ni el de uso. 


831-8.- 


Si a la apertura de la sucesión, los cónyuges estuvie- 
ren separados de cuerpos, el cónyuge culpable no tendrá 
los derechos reales referidos. Si estuvieren separados de 
hecho, el problema de la culpabilidad deberá resolverse 
con los herederos, por el procedimiento extraordinario, 


881-9.- 


El cónyuge supérstite se considerará legatario legal 
de Jos derechos reales recibidos con la responsabilidad 
que le es propia a éstos. 


**El inciso 1” fue modificado por la ley N* 15,855 
del 25.3,87 

Los incisos 2” y siguientes fueron incorporados 
por la ley N* 16.081 de 18.10.89 


882.- 


Si el cónyuge sobreviviente hubiere de percibir en la 
sucesión del difunto, a título de donación, herencia o 
legado, más de lo que le corresponde a título de porción 
conyugal, el sobrante se imputará a la parte de bienes de 
que el difunto pudo disponer a su arbitrio. 


883.- 
En lo que el viudo o viuda perciba a título de por- 


ción conyugal, sólo tendrá la responsabilidad subsidiaria 
de los legatarios. (Artículo 1175). 
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Sin embargo, el cónyuge a quien por cuenta de su 
porción conyugal, haya cabido a título universal alguna 
parte de la sucesión del difunto, será responsable a pro- 
rrata de esa parte, como los herederos en sus respectivas 
cuotas, 


Si se imputare a la porción conyugal la mitad de 
gananciales, subsistirá en ésta la responsabilidad espe- 
cial que le es propia, según las disposiciones legales que 
reglan la sociedad conyugal. 


SECCION HI 
De las legítimas 


884.- 


Llámase legítima la parte de bienes que la ley asigna 
a cierta clase de herederos, independientemente de la 
voluntad del testador y de que éste no puede privarlos, 
sin causa justa y probada de desheredación. 


Los herederos que tienen legítima se llaman legiti- 
marios o herederos forzosos. 


885.- 
Tienen legítima: 


1- Los hijos legítimos, personalmente o representa- 
dos por sus descendientes legítimos o naturales. 


2 Los hijos naturales, reconocidos o declarados ta- 
les, personalmente o representados por su descendencia 
legítima o natural. 


3”- Los ascendientes legítimos, 
886.- 


Los legitimarios o herederos forzosos concurren y 
son excluidos y representados según el orden y reglas de 
la sucesión intestada. 


887.- 


Habiendo un solo hijo legítimo o natural reconocido 
o declarado tal o descendencia con derecho a represen- 
tarle, la porción legitimaria será la imitad de los bienes; 
si hay dos hijos, las dos terceras partes; si hay tres o más 
hijos, las tres cuartas partes. 


Dicha porción legitimaria se dividirá por partes igua- 
les entre los legitimarios que concurran. 


No habiendo hijos legítimos ni naturales reconocidos 
o declarados tales ni descendencia con derecho a repre- 
sentarlos, la mitad de la herencia será la legítima de los 
ascendientes (artículo 885, numeral 39), 


Lo que resta del acervo, deducida la porción legiti- 
maria según lo dispuesto en los precedentes incisos, es 
la parte de los bienes de que el difunto ha podido dispo- 
ner en vida o en muerte, a favor de cualquiera, aunque 
sea extraño. 


Lo que cupiese a cada uno de los herederos forzosos 
en la porción degitimaria, será su legítima rigorosa. 


**El Art. fue modificado por la ley N” 15.855 de 
25.3,87 


888.- 


Toda renuncia o transacción sobre la legítima futura 
entre aquellos que la deben y sus herederos forzosos, es 
nula; y los segundos podrán reclamarla cuando mueran 
los primeros, sin perjuicio de traer a colación lo que 
hubieren recibido por la renuncia o transacción. 


889.- 


Para fijar la porción legitimaria, se atenderá al valor 
de los bienes que hayan quedado a la muerte del testa- 
dor, previas las deducciones indicadas en el Título Vi de 
este Libro y sin comprender las deudas y cargas impues- 
tas en el testamento. (Artículos 893 y 1043). 


Al valor líquido de los bienes hereditarios se agrega- 
rá imaginariamente el que tenían todas las donaciones 
de! mismo testador en el tiempo en que las hizo. (Ar- 
tículos 1100, 1613 y 1639). 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
LA MODIFICACION DEL INCISO 2” POR EL SI- 
GUIENTE: (ver fundamentación en la Exposición de 
Motivos) 


“Al valor líquido de los bienes hereditarios, se 
agregará imaginariamente el que tenían todas las do- 
naciones del mismo testador de acuerdo a lo dispues- 
to en el artículo 1108 y siguientes. (Artículos 1100, 
1613 y 1639)” 


890.- 


Fijada la porción legitimaria con arreglo al artículo 
anterior, para la reducción de las donaciones y legados a 
la porción disponible, se observará lo siguiente: 


1. No se Jlegará a las donaciones mientras pueda 
cubrirse la porción legitimaria reduciendo o dejando ab- 
solutamente sin efecto, si necesario fuere, las disposi- 
ciones testamentarias. 


2”. La reducción de éstas se hará a prorrata sin dis- 
tinción alguna. 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


Con todo, si el testador quiso que se pagara cierto 
legado con preferencia a Otros, no sufrirá reducción sino 
después de haberse aplicado éstos por entero al pago de 
las legítimas. 


3". Si la disposición consiste en un usufructo o renta 
vitalicia, cuyo valor se tenga por superior a la parte 
disponible, los herederos forzosos podrán escoger entre 
ejecutar la disposición o abandonar la parte disponible, 


4”. Cuando haya lugar a la reducción de las donacio- 
nes, se hará en orden inverso al de sus fechas, esto es, 
principiando por las más recientes; y en lo demás se 
estará a lo dispuesto en el Libro Cuarto, Título De las 
Donaciones. 


891.- 


Cuando el legado sujeto a reducción consiste en una 
finca que no admite cómoda división, quedará la finca 
para el legatario, si la reducción no absorbe la mitad de 
su valor y en caso contrario para los herederos forzosos; 
pero aquél y éstos deberán abonarse su respectiva haber 
en dinero. 


892.- 


Si los herederos o legatarios no quieren usar del de- 
recho que se les acuerda en el artículo anterior, podrá 
usarlo el que de ellos no lo tenía; si éste tampoco quiere 
usarlo, se venderá la finca en pública subasta, a instan- 
cia de cualquiera de los interesados. 


893.- 


La porción legitimaria se aumenta a beneficio de las 
legítimas rigorosas (artículo 889 y; 


1%. Con lo que un heredero forzoso dejare de llevar 
de su legítima, por indignidad, desheredación o porque 
la haya repudiado y no tenga descendientes con derecho 
de representarle. 


2”. Con las deducciones que se hagan a la porción 
conyugal del cónyuge sobreviviente que tiene otros bie- 
nes o que ha de suceder por cualquier otro título según 
los artículos 878 y 879. 


3", Con toda aquella porción de que ha podido dispo- 
ner fibremente el testador y no ha dispuesto o si lo ha 
hecho ha quedado sin efecto (artículos 778, inciso 3", 
101, inciso 20). 


Aumentadas así las legítimas rigorosas, se llaman legíti- 
mas efectivas; pero este acrecimiento no aprovecha al cón- 
yuge sobreviviente cuando concurra con hijos legítimos o 
naturales. (Artículos 881 y 387, incisos 1? y 2”). 
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**El último inciso fue modificado por la ley 
N” 15.855 de 25.3.87 


894. - 


La legítima rigorosa no admite gravamen, condición 
ni sustitución de ninguna especie. 


895. - 


El que debe una legítima podrá en todo caso señalar 
las especies en que ha de hacerse su pago; pero no podrá 
delegar esta facultad a persona alguna ni tasar los valo- 
res de dichas especies. (Artículo 1153). 


CAPITULO Y 
De la desheredación 


896. - 


La desheredación es una disposición testamentaria, 
por la cual se priva o excluye de su legítima al heredero 
forzoso. 


897. - 
Para que valga la desheredación se requiere: 
1”, Que se haga en testamento válido. 


2”. Que sea hecha pura y simplemente y del total de 
la legítima. ' 


3”. Que se designe al desheredado por su nombre y 
se exprese clara y específicamente la causa de la deshe- 
redación. 


4”. Si el desheredado es un hijo o descendiente, se 
requiere, además, que haya cumplido dieciocho años. 


898. - 


La causa en que se funda la desheredación deberá 
ser alguna de las señaladas expresamente en la ley y 
probarse, además, por las personas a quienes interesare 
la desheredación, si no se hubiese probado judicialmen- 
te en vida del testador. 


899. - 

Todas las causas de indignidad para suceder (artícu- 
lo 842) lo son también respectivamente de deshereda- 
ción, 


900. - 


Son además justas causas de desheredación de los 
hijos y descendientes: 
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1?. Haber maltratado de obra o injuriado gravemente 
de palabra al padre o ascendiente que le deshereda. 


2”. Haberle negado los alimentos, sin motivo legíti- 
mo. 


3”. Haberse entregado la hija o nieta a la prostitu- 
ción. 


4”. Haber sido declarado por sentencia pasada en 
autoridad de cosa juzgada, culpable de un delito y con- 
denado como tal a la pena de cinco años de penitencia- 
ría o a otra pena de mayor gravedad. 


 ***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
LA DEROGACION DEL NUMERAL 3” EN VIR- 
TUD DEL ART. 26 DEL PROTOCOLO FACUL- 
TATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE DE- 
RECHOS CIVILES Y POLITICOS DE 19.12.66 


901. - 


El padre y la madre pueden ser desheredados por sus 
hijos: 


1?, Cuando han perdido la patria potestad, con arre- 
gla a este Código. (Artículos 284 y siguientes). 


2. Cuando les negaren los alimentos, sin motivo 
legítimo. 


3". Cuando el padre atentó contra la vida de la madre 
o ésta contra la de aquél y no hubo reconciliación entre 
los mismos. 


Las disposiciones de este artículo se aplican también 
a los otros ascendientes legítimos. 


902. - 


Los hijos del descendiente desheredado que sobrevi- 
ve al testador, ocupan su lugar y derechos de herederos 
forzosos respecto a la legítima, sin que el padre deshere- 
dado tenga el usufructo legal y administración de los 
bienes que por esta causa hereden. (Artículos 848 y 885). 


903. - 


Los efectos de la desheredación no se extienden a 
los alimentos necesarios y debidos por la ley. 


94. - 


La desheredación podrá revocarse como las otras dis- 
posiciones testamentarias; pero no se entenderá revoca- 
da tácitamente por haber intervenido reconciliación, ni 
el desheredado será admitido a probar que hubo inten- 
ción de revocarla, 


CAPITULO VI 
De las mandas o legados 
905. - 


El testador puede gravar con legados no sólo a su 
heredero, sino también a los mismos legatarios; y si 
éstos aceptaren, deberán cumplirlos, con tal que no im- 
porten más de lo que se les deja. 


Lo dicho respecto del heredero se entenderá sin per- 
juicio de lo dispuesto en el artículo 884 y siguientes. 


906. - 


El obligado a la entrega de la cosa legada responde 
en caso de evicción, si la cosa fue indeterminada y co- 
rrespondía a un género o clase. 


907. - 


Puede también el testador dar sustituto al legatario; y 
en este caso regirá lo dispuesto en la Sección II, Capítu- 
lo III de este Título. 


908. - 


Cuando el testador haya legado alguna especie aje- 
na, será nulo el legado, supiese o no el testador que no 
le pertenecía. 


Valdrá, sin embargo, el legado de una especie propia 
del heredero o del legatario, si se hubiese hecho en 
forma de carga o de condición. 


909. - 


Cuando el testador legó una especie empeñada o 
hipotecada para la seguridad de una deuda exigible del 
mismo testador, el pago de ésta será de cargo de la 
herencia, a menos que el testador hubiese impuesto ex- 
presamente al legatario el gravamen de pagarla. 


Si por no pagarla el heredero, lo hiciere el legatario 
que no tenga el gravamen de ese pago, quedará subroga- 
do en el lugar y derecho del acreedor para reclamar 
contra el heredero. 


Toda otra carga perpetua o temporal a que esté afec- 
ta la especie legada, pasa con ésta al legatario; pero en 
ambos casos las rentas, intereses o réditos devengados 
hasta la muerte del testador, son carga de la herencia. 


910. - 
En el legado de usufructo, si ocurriese el caso pre- 


visto en el artículo 529, se observará lo dispuesto en el 
mismo. 
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911.- 


La enajenación que de las especies legadas haya he- 
cho el testador en todo o en parte y por cualquier título 
o causa, deja sin efecto el legado en lo que ha sido 
objeto de la enajenación, aunque ésta haya sido nula y 
dichas especies hayan vuelto al dominio del testador; a 
menos que hayan vuelto por pacto de retroventa puesto 
por el mismo testador al hacer la enajenación. 


Sin embargo, el caso de empeño o hipoteca de la 
cosa ya legada se regirá por Jo dispuesto en el artículo 
909. 


- 912. - 


Pueden legarse no solamente los objetos corporales, 
sino los derechos y acciones. 


913.- 


El legado de una cosa futura vale con tal que llegue 
a existir. (Artículos 1283 y 1625, inciso 3* y 1671). 


914. - 
El legado de crédito y el de perdón de una deuda 
sólo tienen efecto por la parte del crédito o de la deuda 


existente al tiempo de la muerte del testador. 


En el primer caso, el heredero cumple con ceder al 
legatario todas las acciones que le competirían contra el 
deudor. 


En el segundo, el heredero cumple con dar al legata- 
rio carta de pago, si la pidiere. 


En ambos casos, el legado comprende los intereses 
que por el crédito o deuda se debieran al testador. 


915. - 

Caducan los legados de que habla el artículo ante- 
rior, cuando el testador demandó judicialmente al deu- 
dor para el pago, aunque éste no se haya realizado. 

916. - 

Si se lega a un deudor lo que debe, sin determinar 


suma, no se comprenderán en el legado sino las deudas 
existentes a la fecha del testamento. 


917, = 


Legado el instrumento privado de la deuda, se en- 
tiende remitida ésta. 


Por el legado hecho al deudor de la cosa recibida en 
prenda, sólo se entiende remitido este derecho. 
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918. - 


Lo que se deja a un acreedor no se entenderá que es 
a cuenta de su crédito, si no se expresa. 


En caso de expresarse, se deberá reconocer la deuda 
en los términos que lo haya hecho el testador o en que 
se justifique haberse contraído la obligación; y el acree- 
dor podrá a su arbitrio exigtr el pago, en los términos a 
que estaba obligado el deudor o en los que expresa el 
testamento. 


919.- 


Si el testador manda pagar lo que cree deber y no 
debe, la disposición se tendrá por no escrita. 


920. - 


Si en razón de una deuda determinada, se manda pagar 
más de lo que ella importa, no se deberá el exceso. 


921.- 


Las deudas confesadas en el testamento y de que por 
Otra parte no hubiese un principio de prueba por escrito, 
se tendrán por legados gratuitos y estarán sujetos a las 
mismas responsabilidades y deducciones que los otros 
legados de esta clase. 


922.- 


En los legados alternativos se presume haberse deja- 
do la elección al heredero. 


923.- 


No vale el legado de cosa fungible, cuya cantidad no 
se determine de algún modo. 


Si el legado se hiciere señalando el lugar donde ha 
de encontrarse la cosa fungible, sin determinar cantidad, 
se deberá lo que allí se encuentre al tiempo de la muerte 
del testador. 


Si se encontrare menor cantidad que la designada, en 
caso de que se hubiere hecho alguna designación, sólo 
se deberá la cantidad existente; y si nada se encontrare, 
no valdrá el legado. 


924. - 


Si al legar una especie, se designa el lugar en que 
está guardada y no se encuentra allí, sino en otra parte, 
se deberá la especie; y si no se encuentra en parte algu- 
na, será nulo el legado. 


925, - 


Si de muchas especies que existen en el patrimonio 
del testador, se legare una sin decir cuál, será la elección 


277 


278  -C.S. CAMARA DE SENADORES 


del heredero, quien cumplirá con dar una especie de 
mediana calidad o valor entre las comprendidas en el 
legado. 


La misma regla se seguirá en los legados de género 
que no se limitan a lo que existe en el patrimonio del 
testador, como una vaca, un caballo, etc. 


926. - 


Si se legó una cosa entre varias que el testador creyó 
tener y no ha dejado más que una, se deberá. la que ha 
dejado; y si no ha dejado ninguna, no valdrá el legado. 


Tampoco valdrá el legado de una cosa indetermina- 
da, de aquella cuyo valor no tiene límites, como una 
casa, una hacienda de campo, si no existiere alguna del 
mismo género entre Jos bienes del testador. 


927.- 


Siempre que la elección de una cosa entre muchas se 
diere expresamente al heredero o al legatario, podrá res- 
pectivamente aquél o éste ofrecer o elegir a su arbitrio. 


Lo mismo podrá hacer un tercero a quien se come- 
tiere la elección; pero si éste no cumpliere su encargo en 
el tiempo señalado por el testador o en su defecto por el 
juez, tendrá lugar la regla del artículo 925, 


Hecha una vez la elección, quedará irrevocable, ex- 
cepto el caso de engaño o dolo. 


928. - 


La especie legada debe entregarse en el estado en 
que existe al tiempo de la muerte del testador, compren- 
diendo los utensilios necesarios para su uso, que existan 
con ella. 


Si se lega un carruaje, se entenderán legados los 
arneses y las bestias de que el testador solía servirse 
para usarlo y que al tiempo de su muerte existan con él. 


929.- 


En el legado de “un predio no se comprenden los 
terrenos y edificios que el testador le haya agregado 
después del testamento, 


Si lo nuevamente agregado formare con lo demás, al 
tiempo de abrirse la sucesión, un todo que no pueda 
dividirse sin grave pérdida y las agregaciones valieren 
más que el predio en su estado anterior, sólo se deberá 
al legatario el valor del predio. 


Si las agregaciones valieren menos, se deberá todo 
ello al legatario, con cargo de pagar el valor de dichas 
agregaciones. 


930. - 


El legado de una medida de tierra, como mil metros 
cuadrados, no aumenta, en ningún caso, por la adquisi- 
ción que el testador hiciere de tierras contiguas y si éstas 
no pudieren separarse, sólo se deberá el valor de la 
medida legada. 


Si se lega un solar y después lo edifica el testador, 
sólo se deberá el valor del solar. 


-931.- 


Cuando se lega parte de un predio, se entiende con 
las servidumbres que para su goce o cultivo le sean 
necesarias. 


932. - 


Sise lega un rebaño, se deberán Jos animales de que 
se componga al tiempo de la muerte del testador y no 
más. 


933. - 


Cuando se leguen alimentos voluntarios sin determí- 
nar su forma y cuantía, se deberán en la forma y cuantía 
en que el testador acostumbraba suministrarlos a la mís- 
ma persona; y a falta de esta determinación, se regula- 
rán tomando en consideración la necesidad del legata- 
rio, sus relaciones.con el testador y las fuerzas del patri- 
monio, en la parte de que el testador ha podido disponet 
libremente. 


Si el testador no fija el tiempo que haya de durar la 
contribución de alimentos, se entenderá que debe durar 
por todo el tiempo de la necesidad del legatario. 


El legado de educación durará hasta que el legatario 
sea mayor edad. 


934. - 


Siempre que se legue una cantidad determinada para 
satisfacerse periódicamente, corno en cada año, cada 
mes o en otro tiempo, el legatario podrá exigir la del 
primer período así que muera el testador y la de los 
siguientes en el principio de cada uno de ellos; y no 
habrá lugar a la devolución, aun cuando el legatario 
muera antes de concluirse el período a que correspondía 
la cantidad entregada. 


935. - 


Cuando el testador, en un mismo testamento o en 
diversos, ha dejado a una misma persona varias veces la 
misma cosa, aunque sea género o cantidad, se presume 
que lo ha hecho por error o inadvertencia; y el legatario 
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sólo una vez puede exigir el legado, a no ser que el 
testador exprese su voluntad de repetirlo. 


936. - 


En los legados puros y simples el legatario adquiere 
derecho a ellos, desde que muere el testador y lo trasmi- 
te asus herederos. (Artículo 955). 


937.- 


Siendo el legado de una especie cierta, adquiere el 
legatario su propiedad desde la muerte del testador y 
hace suyos los frutos pendientes y futuros. 


La especie legada correrá desde entonces a riesgo 
del legatario, para el cual será la pérdida, aumento o 
deterioro de ella. 


938. - 


El legatario no puede ocupar por su propia autoridad 
la cosa legada, sino que debe pedir su entrega y pose- 
sión al heredero o albacea, cuando éste se halle autori- 
zado para darla. 


939, - 


El heredero debe entregar la misma cosa legada, pu- 
diendo hacerlo y no cumple con dar su estimación. 


Los legados en dinero deben ser pagados en esta 
especie, aunque no lo haya en la herencia. 


Los gastos necesarios para la entrega de la cosa lega- 
da se rmirarán como una parte del mismo legado. 


940. - 


Si no hubiere bienes suficientes para cubrir todos los 
legados, se sacarán primero los de especie cierta; y los 
bienes restantes se repartirán después a prorrata entre 
los legatarios de cantidad de dinero. 


Los legados hechos «expresamente en recompensa de 
servicios no estarán sujetos a este descuento, 


Tampoco lo estarán aquellos legados que el testador 
hubiere expresamente querido que fuesen pagados con 
preferencia. 


941. - 
El. legado hecho simplemente a un menor para to- 
mar estado, sin expresión de cuál haya de ser, se entre- 


gará al legatario así que cumpla la mayor edad. 


El hecho a un mayor de edad para tomar estado se 
entenderá para casarse y se le entregará cuando se case. 
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942. - 


El legatario puede exigir que el heredero afiance en 
todos los casos en que pueda exigirlo el acreedor. 


943. - 


Cuando el legatario no pueda o no quiera aceptar el 
legado o éste por cualquier otra causa no pueda tener 
efecto, se refundirá en la masa de la herencia, fuera de 
los casos de sustitución y acrecimiento, conforme a este 
Código. 


944. - 


El legatario no puede aceptar una parte y repudiar la 
otra del mismo legado. Pero si murió antes de aceptar o 
repudiar y dejó herederos, puede cada uno de éstos acep- 
tar o repudiar su parte del legado. (Artículo 864). 


945. - 


Siendo dos los legados, puede el legatario aceptar 
uno y repudiar otro, pero si uno de ellos fuese oneroso, 
no podrá repudiar éste y aceptar el otro. 


946. - 


Por la destrucción de la especie legada se extingue la 
obligación de pagar el legado. 


También queda sin efecto el legado de una cosa 
mueble, si el testador la altera de modo que pierda la 
forma y denominación anterior. 


CAPITULO VH 


De las condiciones, plazos y objetos o fin de las 
disposiciones testamentarias 


947. - 


Lo dispuesto en el Capítulo MI, Título 11 del Libro 
Cuarto, sobre las obligaciones condicionales y a plazo rige 
también en las últimas voluntades; sin perjuicio de lo que 
se dispone por los artículos siguientes, (Artículo 1432-1). 


948. - 


La condición que consiste en un hecho presente o 
pasado, no suspende el cumplimiento de la disposición: 
si el hecho existe o ha existido, se mira como no escrita; 
y si no existe o no ha existido, no vale la disposición. 


Lo pasado, presente y futuro se considera en relación 
al momento de testar, a menos que se exprese otra cosa. 
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949. - 


Cuando la condición que se impone como para tiem- 
po futuro, consiste en un hecho que se ha realizado en 
vida del testador, si éste la supo al tiempo de testar y el 
hecho es de los que pueden repetirse, se presumirá que 
el testador exige su repetición. 


Si el testador lo supo al tiempo de testar y el hecho 
es de aquellos cuya repetición es imposible, se mirará la 
condición como cumplida. 


Si el testador no lo supo, se mirará la condición 
como cumplida, cualquiera que sea la naturaleza del 
hecho, 


951). - 
Si la condición impuesta al heredero o legatario, fue- 


se negativa o de no hacer o no dar, cumplirán aquéllos 
con afianzar que no harán o no darán lo que les fue 


prohibido por el testador; y que, en caso de contraven- 


ción, devolverán lo percibido con sus frutos e intereses. 


951. - 


La condición de no impugnar el testamento, impues- 
ta al heredero o legatario, no se extiende a las demandas 
de nulidad por falta de solemnidades ni a las de inter- 
pretación de voluntad. 


952. - 


La condición de no contraer primero o ulterior ma- 
trimonio se tiene por no puesta y en nada perjudica al 
heredero o legatario. (Artículo 1410). 


933. - 


El artículo precedente no se opone a que se provea a la 
subsistencia de una mujer, mientras permanezca soltera O 
viuda, dejándole por ese tiempo un derecho de usufructo, 
de uso o de habitación O una pensión periódica, 


954. - 


Las disposiciones testamentarias a plaza incierto, esto 
es, para ejecutarse el día incierto en que se realice un 
hecho futuro necesario, como la muerte de una persona, son 
condicionales y envuelven la condición suspensiva de exis- 
tir el heredero o legatario en ese día. (Artículo 1422). 


985. - 


Las disposiciones testamentarias bajo condición sus- 
pensiva no confieren al heredero o legatario derecho 
alguno, mientras no se cumpla la condición, salvo el de 
implorar Jas providencias conservatorias necesarias. 


Si el heredero o legatario muere antes de cumplirse 
la condición, no trasmite derecho alguno. 


Cumplida la condición, no tendrá derecho a los fru- 
tos percibidos en el tiempo intermedio, si el testador no 
se los hubiere expresamente concedido. (Artículo 936). 


956. - 


Cuando se deja algo a una persona para que lo tenga 
por suyo con la obligación de aplicarlo a un fin especial, 
como el de hacer ciertas obras o sujetarse a ciertas car- 
gas, esta aplicación es un modo y no una condición 
suspensiva. 


Si pareciere dudosa la intención del testador, se juz.- 
gará que la disposición es modal. 


957. - 


El modo no suspende la adquisición del derecho ni 
su ejercicio, 


Lo dejado modalmente puede pedirse desde luega, 
sin necesidad de dar fianza de restitución para el caso de 
no cumplirse el modo. 


958. - 


En las disposiciones modales se llama cláusula reso- 
liutoria la que impone la obligación de restituir la cosa y 
los frutos, si no se cumple el modo. 


No se entenderá que envuelven cláusula resolutoria, 
cuando el testador no la expresa. 


959. - 


Si el modo es en beneficio exclusivo de aquel a 
quien se impone, se mirará como simple declaración de 
voluntad que no encierra obligación jurídica, salvo que 
lleve cláusula resolutoria. 


960. - 


Si el hecho que constituye el modo es por su natura- 
leza imposible, contrario a las buenas costumbres o pro- 
hibido por las leyes, no valdrá la disposición. 


Si el modo, sin hecho o cuipa del gravado, es sola- 
mente imposible en la forma prescrita por el testador, 
deberá cumplirse en otra análoga que no altere la sus- 
tancia de la disposición y que en este concepto sea apro- 
bada por el juez, con citación de los interesados. 


Si el modo se hace enteramente imposible, sin hecho 
o culpa del gravado, subsistirá la disposición sin el gra- 
vamen. 
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961. - 


Si el testador no determinare suficientemente el tiem- 


po o la forma especial en que ha de cumplirse el modo, 
podrá hacerlo el juez, consultando en lo posible Ja vo- 
luntad de aquél y dejando al gravado en el modo, un 
beneficio que ascienda por lo menos a la quinta parte 
del valor de lo que se le deje por el testamento. 


962. - 


Si el modo consiste en un hecho tal, que para el fin 
que el testador se haya propuesto, sea indiferente la 
persona que lo ejecute, es transmisible a los herederos 
del gravado por la disposició modal. 


963. - 


Siempre que haya de llevarse a efecto la cláusula 
resolutoria, restituyendo lo recibido por no cumplirse el 
modo, se deberá entregar a la persona en cuyo favor se 
ha constituido el modo una suma proporcionada al obje- 
to y el resto del valor de la cosa dejado rnodalmente 
acrecerá a la herencia, si el testador no hubiere ordena- 
do otra cosa. 


Aquel a quien se ha impuesto el modo, no gozará del 
beneficio que pudiera resultarle de la disposición prece- 
dente. 

CAPITULO VIII 
De los albaceas 

964. - 

Albaceas o ejecutores testamentarios son aquellos a 
quienes el testador da el encargo de hacer ejecutar sus 
disposiciones. 

El testador puede nombrar uno o más albaceas. 

965. - 

No habiendo el testador nombrado albaceas o faltan- 
do el nombrado, el encargo de hacer ejecutar las dispo- 
siciones del testador pertenece a los herederos. 

966. - 


El que no puede obligarse no puede ser albacea. 


La capacidad del albacea se refiere al tiempo de la 
ejecución del testamento. 


La incapacidad sobreviniente pone fin al albaceazgo. 
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967.- 


No puede ser albacea el menor, aun habilitado de 
edad. (Artículo 310). 


**Los incisos 2” y 3” fueron derogados por el 
Art. 1” de la ley N* 10.783 de 18.9.46 


968. - 


El albacea nombrado puede rehusar libremente este 
cargo; pero aceptándolo expresa o tácitamente, está obli- 
gado a desempeñarlo, excepto en los casos en que es 
permitido al mandatario exonerarse del suyo. 


Si rehusare el cargo, tendrá lugar lo dispuesto en el 
artículo 843, 


969. - 


El juez, a instancia de cualquiera de los interesados 
en la sucesión, señalará un plazo razonable dentro del 
cual el albacea acepte el cargo o se excuse de servirlo; y 
podrá el juez, en caso necesario, ampliar por una sola 
vez el plazo. 


Si el albacea estuviere en mora de comparecer, ca- 
ducará su nombramiento, quedando además sujeto a lo 
que dispone el artículo 843. 


970.- 


El albaceazgo no es transmisible a los herederos del 
albacea. 


971.- 


Tampoco es delegable el albaceazgo, sin expresa au- 
torización del testador. El albacea, con todo, podrá cons- 
tituir mandatarios que obren a sus órdenes; bien que será 
responsable de las operaciones de éstos. 


972.- 


Cuando son dos o más los albaceas y no pueden o no 
quieren intervenir todos, valdrá lo que bajo su responsa- 
bilidad hiciere el menor número, aunque fuese uno sólo. 


973. - 


Siendo varios los albaceas en el caso del artículo 986 
y habiendo entrado en la tenencia de los bienes, respon- 
derán todos solidariamente, a menos que el mismo testa- 
dor o el juez de la testamentaría, a petición de cualquie- 
ra de dichos albaceas o de los interesados en la suce- 
sión, haya dividido sus atribuciones y que cada uno se 
haya limitado a las que le incumbian. 
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974, - 


Incumbe al albacea velar sobre la seguridad de los 
bienes; hacer que se guarde bajo llave y seilo el dinero, 
muebles y papeles, mientras no haya inventario solemne 
y cuidar de que se proceda a este inventario, con cita- 
ción de los herederos y de los demás interesados en la 
sucesión; salvo que siendo todos los herederos capaces 
de administrar sus bienes, determinen unánimemente que 
no se haga inventario solemne. 


975. - 


Todo albacea será obligado a dar noticia de la aper- 
tura de la sucesión y citar a los acreedores conforme a la 
publicidad prevista en la ley procesal. 


**Redacción adaptada a los Arts. 414-2 y 427 del 
Código Gral. del Proceso 


976.- 


Sea que el testador haya encomendado o no al alba- 
cea el pago de sus deudas, será éste obligado a exigir 
que en la partición de los bienes se señale un lote sufi- 
ciente para cubrir las deudas conocidas. (Artículos 1131 
y 1138). 


977.- 


La omisión de las diligencias prevenidas en los dos 
artículos anteriores, hará responsable al albacea de todo 
perjuicio que efla irrogue a los acreedores. 


Las mismas obligaciones y responsabilidades recae- 
rán sobre los herederos presentes y capaces o sobre los 
representantes legítimos de los que no tuvieren capaci- 
dad legal. (Artículo 1169). 


978.- 


El albacea encargado de pagar deudas hereditarias, 
lo hará, precisamente, con intervención de los herederos 
presentes O del curador de la herencia yacente en su 
caso. 


979.. 


Aunque el testador haya encargado al albacea el pago 
de sus deudas, los acreedores tendrán siempre expedita 
su acción contra los herederos, si el albacea estuviere en 
mora de pagarles. 


980.- 


El albacea pagará los legados que no se hayan im- 
puesto a determinado heredero o legatario, para lo cual 


exigirá a los herederos o al curador de la herencia ya- 
cente en su caso, el dinero que sea menester y las espe- 
cies muebles o raíces en que consistan los legados, si el 
testador no le hubiere dejado la tenencia del dinero o de 
las especies. 


. Los herederos, sin embargo, podrán hacer el pago de 
los dichos legados por sí mismos y satisfacer al albacea 
con las respectivas cartas de pago; a menos que el lega- 
do consista en una obra o hecho encomendado particu- 
larmente al albacea y sometido a su juicio. 


981.- 


Si hubiere legados para objetos de beneficencia pú- 
blica, el albacea dará conocimiento de ellos, con inser- 
ción de las respectivas cláusulas, al fiscal de Hacienda; 
a quien igualmente denunciará la negligencia de los he- 
rederos o legatarios obligados a prestar esos legados. 


El Ministerio Fiscal perseguirá judicialmente a los 
omisos. 


De las mandas piadosas como sufragios, misas, fies- 
tas eclesiásticas y otras semejantes, el albacea dará cuenta 
a la autoridad religiosa respectiva, la que podrá implorar 
ante la autoridad civil, las providencias judiciales nece- 
sarias, para que los obligados a prestar estas mandas, las 
cumplan. 


La autoridad religiosa podrá también proceder es- 
pontáneamente a la diligencia antedicha contra el alba- 
cea, los herederos o legatarios omisos. 


El mismo derecho tendrán también los Municipios, 
en razón de los legados de utilidad pública en que se 
interesen los respectivos vecindarios. 


**La redacción de los incs. 3” y 4” está adaptada 
al Art. 5” de la Constitución de la República 


982.- 


Si no hubiere de hacerse inmediatamente el pago de 
especies legadas y se temiere su pérdida o deterioro por 
negligencia de los obligados a darlas, el albacea a quien 
incumbe hacer cumplir los legados, podrá exigirles cau- 
ción. 


983.- 


Si no hubiere dinero suficiente para el pago de las 
deudas o legados, el albacea, con anuencia de los here- 
deros presentes, procederá a la venta de los bienes mue- 
bles y no alcanzando éstos, a la de los inmuebles; salvo 
que los herederos podrán oponerse a la venta, entregan- 
do al albacea el dinero que necesite al efecto. 
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984.- 


Lo dispuesto en los artículos 396, 407 y 412, nú- 
mero 1%, se extenderá a los albaceas. 


985.- 


El albacea no podrá comparecer en juicio en calidad 
de tal, sino. para defender la validez del testamento o 
cuando le fuere necesario para llevar a efecto las dispo- 
siciones -stamentarias que le incumban; y en todo caso, 
lo hará con la intervención de los herederos presentes o 
del curador de la herencia yacente en su caso. 


986.- 


El. testador podrá dar al albacea, la tenencia de cual- 
quiera parte de los bienes o de todos ellos y en este 
caso, tendrá el albacea las mismas facultades y obliga- 
ciones del curador de la herencia yacente; con sólo la 
diferencia de no estar obligado a rendir caución, sino 
cuando lo pidieren los herederos o legatarios por justo 
temor sobre la seguridad de los bienes, 


Aunque se haya conferido al albacea la tenencia de 
los bienes, habrá lugar a las disposiciones de los artícu- 
los precedentes. 


987.- 


El testador no podrá ampliar las facultades del alba- 
cea ni exonerarle de sus obligaciones, según se hallan 
definidas en este capítulo. 


988.. 


El albacea es responsable de la culpa o falta de dili- 
gencia que se le pueda imputar en el desempeño de su 
cargo. 


989.- 


El albacea podrá ser removido por culpa o dolo a 
petición de los herederos. 


En caso de dolo se hará indigno de lo que el testador 
le hubiese legado, y además de indemnizar de cualquier 
perjuicio a los interesados, restituirá todo lo que haya 
recibido a título de retribución. (Artículo 843). 


990.- 

Prohíbese al albacea Hevar a efecto ninguna disposi- 
ción del testador, en lo que fuere contraria a las leyes, so 
pena de nulidad y de considerársele culpable de dolo, 


991..- 


Cuando el testador no haya señalado la remunera- 
ción del albacea, se fijará por resolución judicial, habida 
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consideración al caudal hereditario y a lo más o menos 
laborioso del cargo. 


992.- 


El albaceazgo durará el tiempo cierto y determinado 
que se haya prefijado por el testador. 


Si el testador no hubiere prefijado el tiempo con 
arreglo al precedente inciso, durará el albaceazgo un 
año, contado desde el día en que el albacea haya comen- 
zado a ejercer el cargo. 


El juez podrá prorrogar el plazo señalado por el tes- 
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tador o por la ley, si ocurrieren al albacea dificultades 


graves para evacuar su cargo, dentro de él. 
993..- 


El plazo prefijado por el testador o por la ley o 
ampliado por el juez, se entenderá sin perjuicio de la 
partición de los bienes y de su distribución entre todos 
los partícipes. 


994.- 


Los herederos podrán pedir la terminación del alba- 
ceazgo, desde que el albacea haya evacuado su cargo, 
aunque no haya expirado el plazo de que hablan los 
artículos anteriores. 


995.- 


No será motivo para la prolongación del plazo ni del 
albaceazgo, la existencia de legados cuyo día o condi- 
ción estuviere pendiente; a menos que el testador haya 
dado al albacea expresamente la tenencia de las respec- 
tivas especies o de la parte de los bienes destinados a 
cumplirlos; en cuyo caso se limitará el albaceazgo a esta 
sola tenencia. 


Lo dicho se extiende a las deudas cuyo pago se hu- 
biere recomendado al albacea y cuyo día, condición o 
liquidación estuviere pendiente; y se entenderá sin per- 
juicio de los derechos concedidos a dos herederos por los 
artículos precedentes. 


996.- 


Terminada la ejecución de su cargo, el albacea dará 
cuentas justificadas de su administración. No podrá el 
testador relevarle de esta obligación. 


997.- 
El albacea, examinadas las cuentas por los respecti- 


vos interesados y deducidas las expensas legítimas, pa- 
gará o cobrará el saldo que en su contra o a su favor 
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resultare, según lo prevenido para los tutores y curado- 
res en iguales casos. 


CAPITULO IX 
De la revocación y reforma del testamento 
SECCION I 
De la revocación del testamento 
998.- 


Todo testamento es revocable a voluntad del testa- 
dor hasta su muerte. (Artículo 779), 


La renuncia que de este derecho se hiciere, será nula, 
así como la cláusula en que el testador se obligare a no 
usarlo sino bajo ciertas palabras, cláusulas o restriccio- 
nes. 


999.. 


Un testamento no puede ser revocado expresamente, 
sino por otro testamento. 


1000.- 


La revocación que de un testamento solemne se hi- 
ciere en otro menos solemne o especial, otorgado en los 
casos previstos por la ley, caducará con este testamento, 
después del plazo fijado en los artículos 811, 816 y 824 
y subsistirá el anterior. 


1001.- 


Si el testamento que revoca otro anterior, es revoca- 
do a su vez, no revive por esa revocación el primer 
testamento, a menos que el testador exprese su voluntad 
a este respecto. 


1002.- 


Un testamento nulo no puede producir el efecto de 
revocar los testamentos anteriores. 


1003.- 


La revocación hecha en un testamento posterior, sur- 
tirá todos sus efectos, aunque la nueva institución quede 
sin cumplirse por la incapacidad o indignidad del here- 
dero instituido o su negativa de aceptar la herencia. 


1004.- 


Si alguno hace segundo testamento, e instituye here- 
dero, expresando que lo hace por creer que ha muerto el 
instituido en el primer testamento, cuando realmente vive, 
subsistirá la primera institución. 


1005.- 


Un testamento no se revoca tácitamente en todas sus 
partes por la existencia de otro u otros posteriores. 


Cuando éstos no revoquen expresamente los anterio- 
res testamentos, dejarán subsistentes las disposiciones 
que no sean incompatibles o contrarias a ellos. 


SECCION H 
De la reforma del testamento 
1006.- 


Los herederos forzosos a quienes el testador no haya 
dejado lo que les corresponde por la ley, tendrán dere- 
cho a que se reforme a su favor el testamento y podrán 
intentar la acción de reforma (ellos o las personas que 
les hubieren sucedido en sus derechos), dentro de los 
cuatro años contados desde el día en que conocieron el 
testamento del difunto o contados desde el día en que 
llegaron a la mayor edad, si eran menores a la apertura 
de la sucesión. 


1007.- 

La acción de reforma da derecho a los herederos 
forzosos, para reclamar la legítima rigorosa o la efectiva 
en su caso, 


1008.- 


El haber sido pasado en silencio un heredero forzoso 
deberá entenderse como una institución en su legítima. 


1009.- 

Contribuirán a formar o integrar lo que en razón de 
su legítima se debe al demandante, los herederos forzo- 
sos del mismo orden y grado. 

1010.- 

La acción de reforma corresponde también, según 
las mismas reglas, al cónyuge sobreviviente para la inte- 
gración de la porción conyugal. 

TITULO V 
La sucesión intestada 
CAPITULO I 
Disposiciones generales 


1011.- 


La sucesión intestada tiene lugar: 
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7 de Setiembre de 1994 


[?. Cuando uno muere sin testamento o con testa- 
mento nulo o con testamento que perdió después su 
fuerza, aunque a! principio fuese válido. 


2”. Cuando el testamento no contiene institución 
de heredero en todo o en alguna parte de los bienes. 
(Artículo 893). 


3”, Cuando falta la condición puesta a la institución 
de heredero o el instituido muere antes que el testador o 
es incapaz o indigno o repudia la herencia; fuera de los 
casos de sustitución y acrecimiento con arreglo a este 
Código. 


Si el descendiente que repudia tuviese hijos o des- 
cendientes y hubiese otros herederos testamentarios, re- 
girá lo dispuesto en el artículo 848. 


1012.- 


Lo dispuesto en el Capítulo II del Título anterior 
sobre incapacidad o indignidad para recibir por testa- 
mento, tiene lugar respectivamente en las herencias in- 


testadas. 
1013.- 


Para reglar la sucesión intestada, la ley sólo conside- 
ra los vínculos de afecto y de parentesco; no la prerroga- 
tiva de la línea, el sexo, la naturaleza ni el origen de los 


bienes. 

1014.- 

Son llamados a la sucesión intestada, según las re- 
glas que más adelante se determinarán, los parientes 


legítimos y naturales del difunto, los hijos adoptivos o 
padres adoptantes, el cónyuge sobreviviente y el Estado. 


1015.- 
El parentesco se mide por líneas y éstas por grados. 


Se llama línea recta la serie de personas que ascien- 
den o descienden unas de otras. 


Colateral la de las personas que sin descender unas 
de otras, vienen de un mismo tronco. 


Se llama línea recta descendiente, la que liga a una 
persona con los individuos que de ella descienden. 


Línea recta ascendente, la que liga con el tronco a 
los que de él provienen. 


La distancia de los parientes entre sí se mide por 
grados. 
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1016.- 


En todas las líneas hay tantos grados cuantas son las 
personas, descontando la del tronco. 


En la recta se sube únicamente hasta el tronco; así el 
hijo dista del padre un grado, dos del abuelo, tres del 
bisabuelo. 


En la colateral se sube hasta el tronco común y des- 
pués se baja hasta la persona con quien se quiere hacer 
la computación. 


De este modo, el hermano dista dos grados del her- 
mano, tres del tío, hermano de su padre o madre; cuatro 
del primo hermano y así en adelante. 


La computación de que se trata este artículo rige en 
todas las materias. 


1017.- 


En la sucesión intestada se hereda ya por derecho 
propio, ya por derecho de representación. 


1018.- 


La representación es una disposición de la ley por la 
que una persona es considerada en el lugar y por consi- 
guiente, en el grado y con los derechos del pariente más 
próximo que no quisiese v no pudiese suceder. 


Se puede representar al que si hubiese querido o 
podido suceder, habría sucedido por derecho de repre- 
sentación. 


1019.- 
La representación tiene siempre lugar en la línea 
recta de descendientes, ya sean estos legítimos o natura- 


les reconocidos o declarados tales, 


**Modificado por el Art. 1” de la ley N* 15.855 del 
25.3.87 


1020.- 
No hay representación en la línea recta ascendente. 


El ascendiente más próximo excluye siempre al más 
remoto. 


Los que están en un mismo grado heredan por partes 
iguales, aunque sean de distintas líneas. 


1021.- 


En la línea colateral sólo se admite la representación 
a favor de la descendencia legítima o natural de los 
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hermanos legítimos o naturales, bien sean de padre y 
madre o de un solo lado. 


Se verifica la representación de que trata el anterior 
inciso, ya sea que los descendientes de los hermanos 
estén solos y en igualdad de circunstancias, ya concu- 
rran con sus tíos. (Artículo 1028). 


**Modificado por el Art. 1” de la ley N” 15,855 de 
25.3.87 


1022.- 


**DEROGADO por el Art. 2” de la ley N” 15.855 
de 25.3.87 


1023.- 


Los que suceden por derecho de representación here- 
dan en todos casos por estirpes, es decir, que cualquiera 
que sea el número de los hijos que representan al padre 
o madre, toman entre todos y por iguales partes la por- 
ción que hubiera cabido al padre o madre representado, 


Los que suceden por derecho propio heredan por 
cabezas, esto es, toma cada uno por iguales partes la 
porción a que la ley los llama; a menos que la misma 
ley establezca otra división diferente. 


1024.- 


Se puede representar al ascendiente, aunque se haya 
repudiado su herencia y asimismo se puede representar 
al ascendiente indigno, al desheredado y al que repudió 
la herencia del difunto. 


CAPITULO !I 
Del orden de llamamiento 
1024.- 


La ley llama a la sucesión intestada, en primer lugar, 
a la línea recta descendente. 


Habiendo descendientes legítimos o naturales éstos 
excluyen a todos los otros herederos. sin perjuicio de la 
porción conyugal que corresponda al marido o a la mu- 
jer sobreviviente. 


**Modificado por el Art. 1” de la ley N” 15.855 de 
25.3.87 : 


1026.- 
A falta de posteridad legítima o natural del difunto 


lo sucederán sus ascendientes de grado más próximo, 
sean legítimos o naturales, cuando ha mediado recono- 


cimiento anterior al fallecimiento del causante y su cón- 
yuge. La herencia se dividirá en dos partes, una para los 
ascendientes y una para el cónyuge. 


Cuando sólo hubiese una de las dos clases llamadas 
a concurrir por este artículo, ésta llevará toda la heren- 
cia. 


** Modificado por el Art. 1” de la ley N” 15.855 de . 
25.3.87 


ES 


1027.- 


A falta de los llamados por el artículo anterior, suce- 
derán al difunto sus hermanos legítimos o naturales y 
sus hijos adoptivos; la herencia se dividirá en dos partes: 
una para los hermanos y otra para los hijos adoptivos y 
si falta una de estas clases, la otra se Hevará toda la 
herencia. 


Entre los hermanos de que habla este artículo, se 
comprenderán aun los que sólo lo sean por parte de. 
padre o por parte de madre, pero la porción del hermano 
paterno o materno será la mitad de la porción del her- 
mano carnal. 


**Modificado por el Art. 1* de la ley N* 15.855 de 
25.3.87 


1028.- 


A falta de descendientes, ascendientes y hermanos, 
de cónyuge sobreviviente y de hijos adoptivos, son Jla- 
mados a la sucesión, el padre o madre adoptante y los 
colaterales legítimos o naturales del difunto fuera del 
segundo grado (artículo 1021), según las reglas siguien- 
tes: 


19. Et adoptante excluirá a los colaterales de que 
habla este artículo. 


2”. El colateral o los colaterales de grado más próxi- 
mo, excluirán siempre a los otros. 


3”. Los derechos de sucesión de los colaterales no se 
extenderán más allá del cuarto grado, sin perjuicio del 
derecho de representación. 


4” Los colaterales de simple conjunción, esto es, los 
que sólo son parientes del difunto por parte de padre o 
por parte de madre, gozarán de los mismos derechos que 
Jos colaterales de doble conjunción, esto es, los que a la 
vez son parientes del difunto por parte de padre y por 
parte de madre. 


**Modificado por el Art. 1? de la ley N*” 15.855 de 
25.3.87 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


1029.- 


**DEROGADO por el Art. 2” de la ley N” 15.855 
de 25.3.87 


1030.- 


Lo dispuesto en los artículos precedentes se entende- 
rá sin perjuicio del derecho de representación a que 
hubiere lugar. (Artículo 1021). 


**Modificado por el Art. 1” de la ley N” 15.855 de 
25.3.87 


1031.- 


El cónyuge separado (artículo 148) no tendrá parte 
alguna en la herencia ab intestato de su mujer o marido, 
si por sentencia hubiese sido declarado culpable de la 
separación. 


**El inciso 2” se suprime. Ver nota al artículo 875 
1032.- 


El derecho de sucederse recíprocamente el adoptante 
y el adoptado, de que hablan los artículos 1027 y 1028, 
es personal e intrasmisible, 


1033.- 


En el caso de ser la sucesión parte intestada y parte 
testamentaria, los que suceden a la vez' por disposición 
del testado y a virtud de la ley, imputarán a la porción 
que les corresponda ab intestato lo que recibieren por 
testamento, sin perjuicio de retener toda la porción tes- 
tamentaria si excediere a la otra. (Artículos 893 inciso 
3”, 1011 inciso 2? y 1026). 


Con todo, prevalecerá la voluntad expresa del testa- 
dor en lo que de derecho corresponda. 


1034.- 


A falta de todos los que tengan derecho a heredar, 
conforme a lo dispuesto'en el presente capítulo, hereda- 
rá el Estado. 


1035.- 


En el caso del artículo anterior se estará a lo que 
establecieren las leyes especiales y al procedimiento pre- 
visto en la ley procesal. 


**Redacción adaptada a los Arts. 428 y sgtes. Có- 
digo Gral. del Proceso y 669 y sgtes. ley N” 16.170 de 
28.12.90 
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1036.- 


La falta de las formalidades establecidas en la legis- 
lación a que se refiere el artículo anterior, dará lugar a 
condena por daños y perjuicios. 


**Redacción adaptada a las modificaciones del ar- 
tículo anterior 


TITULO VI 


De las disposiciones comunes a la sucesión testada 
o intestada 


CAPITULO I 
De la sucesión y de los derechos de los herederos 
1037. - 


La sucesión, sea testamentaria o intestada, se abre en 
el momento de la muerte natural de la persona o por la 
presunción de muerte causada por.la ausencia, con arre- 
glo a lo dispuesto en el Capítulo III, Título TV del Libro 
Primero. 


1038. - 


Se requiere que el sucesor a título universal o parti- 
cular exista (artículos 835, 845 y 1012) en el momento 
de abrirse la sucesión; salvo que se suceda por derecho 
de transmisión según el artículo 1040, pues entonces 
bastará existir al tiempo de abrirse la sucesión de la 
persona por quien se transmite la herencia o legado. 


1039. - 


Por el hecho solo de abrirse la sucesión, la propiedad 
y la posesión de la herencia pasa de pleno derecho a los 
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herederos del difunto, con la obligación de pagar las * 


deudas y cargas hereditarias. (Artículo 677). 


Lo cual se entenderá sin perjuicio de lo que acerca 
del Estado se dispone por los artículos 1035 y 1036. 


1040. - 


Si el heredero o legatario, cuyos derechos a la suce- 
sión no han prescrito, fallece antes de haber aceptado o 
repudiado la herencia que se le ha deferido, transmite a 
sus herederos el derecho de aceptar o repudiar dicha 
herencia o legado, aun cuando fatlezca sin saber que se 
le ha deferido. 


Pero nou se podrá ejercer este derecho sin aceptar la 
herencia de la persona que lo transmite. (Artículo 1052 
inciso 3%). 
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1041. - 


Si dos o más personas llamadas a suceder unas a 
otras, hubieren fallecido en un desastre común o en cual- 
quiera otra circunstancia, de modo que no se pueda sa- 
ber cuál de ellas falleció primero, se presumirá que fa- 
llecieron todas al mismo tiempo, sin que se pueda alegar 
transmisión de derechos entre ellas. 


1042. - 


Desde el momento de abrirse una sucesión podrán 
adoptarse las medidas cautelares previstas en la ley pro- 
cesal tendientes a la comprobación y seguridad de los 
bienes sucesorios. 


**Redacción adaptada al Art. 416 Código Gral. 
del Proceso 


1043. - 

Se llama acervo líquido de una sucesión, para ejecu- 
tar en él las disposiciones del testador o de la ley, lo que 
queda en la masa de bienes y derechos del difunto, 


después de las deducciones siguientes: 


1”. Los gastos judiciales de la publicación del testa- 
mento y los demás anexos a la apertura de la sucesión, 


2”, Las deudas hereditarias. 
3”. Las asignaciones alimenticias forzosas. 


4. La porción conyugal a que hubiere lugar, excepto 
el caso del inciso 2%, artículo 881. 


5”. Los impuestos fiscales que gravaren toda la masa 
hereditaria. 


sl 


CAPITULO 1! 
Del derecho de acrecer 
1044. - 


En las sucesiones intestadas, la parte del que no pue- 
de o no quiere aceptar; acrece a los coherederos, salvo 
el derecho de representación. 


1045. - 


En las sucesiones testamentarias, el derecho de acre- 
cer sólo tiene lugar cuando dos o más son llamados por 
el testador a una misma herencia o a una porción de 
ella, sin designación especial de partes a cada uno de los 
llamados. 


En tal caso, la parte del que no quiere o no puede 
aceptar acrece a la del cuheredero y coherederos, 1le- 


vando consigo todos sus gravámenes, excepto los que 
suponen una calidad o aptitud personal del coheredero 
que falta. 


El coheredero o coherederos no pueden aceptar su 
parte propia y repudiar la que se les defiere por acreci- 
miento ni al contrario. 


1046. - 


La expresión por partes iguales, no se tiene por de- 
signación para impedir el derecho de acrecer, 


1047. - 


Lo dispuesto en los artículos anteriores se observará 
igualmente en los legados. 


1048. - 


El derecho de transmisión, establecido por el artícu- 
lo 1040 excluye el derecho de acrecer. 


1049. - 


En el caso de ser dos o más llamados a un usufructo, 
un derecho de uso o de habitación, se observará lo dis- 
puesto en el artículo 513. 


1050. - 


El testador podrá, en todo caso, prohibir el acreci- 
miento. 


CAPITULO IM 
De la aceptación y repudiación de la herencia 


1051. - 


Y 


La aceptación y repudiación de la herencia son actos 
libres y voluntarios. (Artículo 854, inciso 2). 


Los efectos de la aceptación y repudiación se retro- 
traen siempre al día en que se abrió la sucesión. 


1052. - 


No se puede aceptar o repudiar condicionalmente ni 
desde o hasta cierto día. 


La aceptación y repudiación son indivisibles y no 
pueden hacerse sólo en parte. 


Pero si la herencia deferida a una persona se trans- 
mite a sus herederos, según el artículo 1040, puede cada 
uno de los transmisarios aceptar o repudiar su cuota. 
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7 de Setiembre de 1994 


1053. - 


Nadie puede aceptar o repudiar sin estar cierto de 
haberse abierto la sucesión y de su calidad de heredero. 
(Artículo 1285). 


1054. - 


**DEROGADO por el Art. 1? de la ley N* 10.783 
de 18.9.46 


1055, - 


El menor habilitado no puede aceptar la herencia, 
sino con beneficio de inventario. (Artículo 307). 


1056. - 


La herencia deferida a individuos que están sujetos a 
tutela o curaduría sólo puede ser aceptada o repudiada 
válidamente por el tutor o curador; debiendo, además, 
ubservarse lo prevenido en el artículo 400 y en el artícu- 
lo 412 número 4”. 


1057. - 


La herencia deferida a los que se hallen bajo la pa- 
tria potestad será aceptada o repudiada por los padres, 
en la forma y con las limitaciones impuestas a los tuto- 
res y curadores. 


1058. - 


En el caso del artículo 838 corresponde ta acepta- 
ción de la herencia a las mismas personas designadas en 
él para la distribución de las mandas y legados. 


1059. - 


Las herencias que recaigan en el Fisco y en las cor- 
poraciones O establecimientos capaces de adquirir, se 
aceptarán por sus representantes legales tan sólo a bene- 
ficio de inventario. 


1060. - 


Ninguna persona tendrá derecho para que se rescin- 
da su aceptación o repudiación, a menos que la misma 
persona o su legítimo representante hayan sido induci- 
dos, por fuerza o dolo a esos actos. 


1061. - 


La herencia puede ser aceptada, pura y simplemente 
o a beneficio de inventario. 


1062. - 


La aceptación pura y simple puede ser expresa O 
tácita. Expresa es, cuando se toma el título de heredero; 
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y tácita, cuando el heredero ejecuta un acto que supone 
necesariamente su intención de aceptar y que no hubiera 
tenido derecho de ejecutar, sino en su calidad de heredero. 


1063. - 


Se entiende que alguien toma el título de heredero, 
cuando lo hace en escritura pública o privada, obligán- 
dose como tal heredero o en un acto de tramitación 
judicial. 


1064. - 


Los actos puramente conservatorios, los de inspec- 
ción y administración provisoria urgente, no son actos 
que suponen por sí solos la aceptación. 


1065. - 


El que, por cualquier título, enajena su derecho here- 
ditario O bien lo repudia mediante algún precio, se en- 
tiende que ha aceptado la herencia. 


1066. - 


Los acreedores del que repudia en perjuicio de los 
derechos de ellos, pueden hacerse autorizar por el juez 
para aceptar por el deudor a beneficio de inventario. 


En este caso la repudiación no se rescinde sino en 
favor de los acreedores y hasta la concurrencia de sus 
créditos; y en el sobrante subsiste. (Artículo 1296). 


1067. - 


El heredero que ha sustraído u ocultado maliciosa- 
mente cualesquiera efectos de la herencia, pierde la fa- 
cultad de repudiar ésta y no obstante su repudiación, 
quedará en la calidad de heredero puro y simple, sin 
perjuicio de otras penas que por el delito correspondan. 


1063. - 


El que a instancia de un legatario o acreedor heredi- 
tario, ha sido judicialmente declarado heredero o conde- 
nado como tal, se entenderá serlo respecto de los demás 
legatarios o acreedores, sin necesidad de nuevo juicio. 


La misma regla se aplica a la declaración judicial de 
haber aceptado pura y simplemente o con beneficio de 
inventario. 


1069. - 


Por la aceptación pura y simple queda el heredero 
responsable de todas las obligaciones de la herencia, no 
sólo con los bienes de ésta, sino también con los suyos 
propios. 
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1070. - 


El derecho de aceptar o repudiar la herencia, no ha- 
biendo tercero que inste, se prescribe por el mismo tiempo 
que las otras acciones reales. 


Sin embargo, pasados nueve días desde la muerte de 
aquel de cuya herencia se trata, cualquiera que tenga 
interés en ello, podrá instar en juicio para que el herede- 
ro declare si acepta o repudia; y deberá el juez señalar 
para esa declaración un término que no pase de cuarenta 
días, contados desde el siguiente al de la notificación al 
heredero. Se entenderá esto sín perjuicio de lo que se 
dispone sobre el beneficio de inventario. 


El heredero constituido en mora de declarar si acep- 
ta o repudia, se entenderá que repudia. 


1071. - 


En el caso del inciso segundo del artículo anterior, el 
heredero ausente y cuya residencia fuera conocida, será 
emplazado en persona, designándole un término pruden- 
cial. 


Si la residencia del ausente no fuere conocida, pro- 
cederá la citación por edictos, con el término que dispo- 
ne la ley procesal. 


Si vencido el plazo, el ausente no hubiere compare- 
cido por sí o por legítimo representante, se le nombrará 
curador de bienes que lo represente y acepte por él la 
herencia con beneficio de inventario. 


1072. - 


Cuando no hay herederos conocidos o éstos han re- 
pudiado la herencia, la misma se reputa yacente. 


El juez competente, a instancia de parte interesada O 
del Ministerio Público y hasta de oficio, nombrará un 
curador a la herencia; debiendo por lo demás observarse 
lo dispuesto en el Capítulo II del Título X1 del Libro 
Primero y en el artículo 1035, 


**La redacción del inc. 1” está adaptada al texto 
del Art. 428 del Código Gral. del Proceso y al Art. 1” 
ley N” 15.860 de 10.4.87 


1073. - 


Si son varios los herederos y no hay acuerdo entre 
ellos sobre la aceptación de la herencia, aceptarán los 
que quieran y los que no, repudiarán; pero los que acep- 
ten lo harán por la totalidad. 


Si el desacuerdo recae únicamente sobre el modo de 
la aceptación, todos ellos serán obligados a aceptar con 
beneficio de inventario. 


1074. - 


La repudiación de la herencia no se presume de de- 
recho sino en los casos previstos por la ley. (Artículo 
1070, inciso 39). 


1075. - 


La repudiación de la herencia debe hacerse en escri- 
tura pública autorizada por escribano del domicilio del 
repudiante o del difunto. 


1076. - 


El heredero testamentario que repudia la herencia, 
pierde el legado que se le haya hecho. 


1077. - 


El que ha repudiado la herencia intestada de un indi- 
viduo puede, sin embargo, aceptar la herencia de ese 
mismo individuo que le fuera deferida por testamento 
que no había llegado a su noticia. 


CAPITULO IV 
Del beneficio de inventario 
1073. - 


Todo heredero puede pedir formación de inventario, 
antes de aceptar o repudiar la herencia, aunque el testa- 
dor se lo haya prohibido. 


1079. - 


El que quiere tomar la calidad de heredero a benefi- 
cio de inventario debe manifestarlo por escrito ante el 
juez competente del lugar donde se verificó la sucesión. 


1080. - 


La manifestación de que trata el artículo anterior no 
produce efecto sino en cuanto vaya precedida o seguida 
de un inventario solemne, completo y estimativo de la 
herencia, con citación de los degatarios, acreedores y 
demás interesados, en la forma prescrita por las leyes 
sobre procedimientos y con sujeción a lo que se dispone 
por los artículos siguientes. 


1081. - 
El heredero tiene para formalizar el inventario no- 
venta días contados desde que manifestó su intención de 


aprovechar este beneficio. 


Si por la situación de los bienes o por ser éstos muy 
cuantiosos parecieran insuficientes los noventa días, po- 
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drá el Juzgado conceder un nuevo plazo que nunca ex- 
cederá de otros noventa días. 


No concluyéndose el inventario en el plazo prefijado 
por la ley o prorrogado por el juez, se entenderá acepta- 
da la herencia pura y simplemente. 


1087. - 


Durante la formación del inventario y hasta la acep- 
tación de la herencia tendrá el heredero el cuidado y la 
administración provisional de los bienes hereditarios; sin 
que esté obligado a rendir caución a menos que haya 
justo motivo de temor sobre la seguridad de esos bienes. 


Lo cual se entenderá no habiendo curador de la he- 
rencia yacente ni albacea a quien el testador haya dado 
la tenencia de los bienes. (Artículo 1072). 


1083. - 


El heredero no podrá excederse de los actos que sean 
de pura y simple administración. 


Con todo, si existiesen en la herencia algunas cosas 
muebles que fuesen susceptibles de deteriorarse o de 
conservación dispendiosa, podrá el heredero, en su cali- 

.dad de hábil para heredar, pedir se le autorice por el 
' juez, para proceder a la venta de estos efectos, previa 
tasación. 


La venta debe hacerse en remate y previos los avisos 
de costumbre. 


1084. - 


Mientras corren los plazos para el inventario y el 
prefijado en el artículo 1086 para deliberar, no puede el 
heredero ser obligado al pago de las deudas hereditarias 
O testamentarias, pero podrá serio el albacea, el curador 
de la herencia yacente o fiador del difunto en sus casos. 
(Artículo 1179). 


1085. - 


La dilación concedida al heredero por el precedente 
artículo no obstará a que pueda ser demandado: 


19. Por una acción reivindicatoria o la de despojo 
causado por el difunto. 


2”. Por los gastos de sufragios y funeral. 


3”. Por las asignaciones a favor de alimentarios for- 
ZOSOS. 


4”. Por vía de reconvención en el caso de demandar 
el heredero a los deudores hereditarios. 
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1086. - 


. Concluido el inventario, tiene el heredero un plazo 
de cuarenta días para deliberar sobre la aceptación o 
repudiación de la herencia. 


Los cuarenta días correrán desde el en que se con- 
cluyó el inventario; y transcurridos sin que haya delibe- 
rado, se considerará aceptada la herencia a beneficio de 
inventario. 


Si declara que Ja repudia o que la acepta pura y 
simplemente o con beneficio de inventario, se estará a 
su voluntad. 


1087. - 


La declaración del artículo anterior se hará a conti- 
nuación del mismo expediente de inventario en la forma 
determinada por las leyes sobre procedimientos. 


Esto mismo se observará aunque el heredero repudie 
O acepte pura y exclusivamente, mientras corren los pla- 
zos para la conclusión del inventario. 


1088. - 


Cuando existe un inventario arreglado a las prescrip- 
ciones legales, cualquiera que sea la persona que haya 
cuidado del cumplimiento de esta formalidad, no será 
obligado el heredero a la formación de nuevo inventario 
y regirá a su respecto lo que se dispone por el artículo 
1086, contándose el término para deliberar desde que 
manifestó su intención de aprovecharse del inventario 
existente. 


1089. - 


El heredero que en la confección del inventario omi- 
tiere de mala fe hacer mención de cualquiera parte de 
los bienes, por pequeña que sea o supusiere deudas que 
no existen, no gozará del beneficio de inventario. 


1090. - 


El que acepta con beneficio de inventario se hace 
responsable no solo del valor de los bienes que entonces 
efectivamente reciba, sino de aqueltos que posterior- 
mente sobrevengan a la herencia sobre que recaiga el 
inventario. 


Se agregará una relación estimativa de estos bienes 


al inventario existente.con las mismas formalidades que 
para hacerlo se observaron. 


1091. - 


Se hará asimismo responsable de todos los créditos 
como si lo hubiese efectivamente cobrado; sin perjuicio 
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de que para su descargo en el tiempo debido justifique 
lo que sin culpa suya haya dejado de cobrar, poniendo a 
disposición de los interesados las acciones y títulos inso- 
lutos. 


1092. - 
Los efectos del inventario son: 


1%. Que el heredero no queda obligado sino hasta 
donde alcanzan los bienes hereditarios. 


2”. Que conserva íntegras todas las acciones que te- 
nía contra los bienes del difunto. (Artículo 1547), 


1093. - 


Aceptada la herencia con beneficio de inventario, se 
entenderá continuar en administración y a cargo del he- 
redero hasta que resulten pagados los créditos y legados. 
(Artículo 1082). 


1094. - 


El heredero benefictario no puede ser apremiado en 
sus bienes propios sino cuando ha dejado de presentar 
su cuenta, habiéndole sido exigida por dos veces judi- 
cialmente. 


Presentada Ja cuenta, no puede ser apremiado en sus 
bienes propios, sino hasta la surna concurrente del saldo 
a favor de la herencia. 


Los acreedores y legatarios pueden pedir al juez que 
señale al heredero un término perentorio para la rendi- 
ción de su cuenta. 


1095. - 


El heredero beneficiario será responsable por las ne- 
eligencias que se le puedan imputar en la conservación 
de las especies o cuerpos ciertos que se deban. 


Es también de su cargo el peligro de los otros bienes 
de la herencia, pero sólo será responsable de los valores 
en que hubiesen sido tasados. 


1096. - 


Cuando para el pago de los créditos y legados sea 
necesaria la venta de bienes hereditarios, muebles o in- 
muebles, debe el heredero pedir autorización judicial. 


En la venta de bienes muebles se observará la dis- 
puesto en el inciso 3” del artículo 1083. 


La venta de los bienes raíces se hará en remate judi- 
cial, previa tasación y después de los edictos y publica- 
ciones de costumbre. 


Por la contravención a lo dispuesto en este artículo, 
el heredero perderá el beneficio de inventario. 


1097. - 


El heredero beneficiario podrá en todo tiempo exo- 
nerarse de sus obligaciones abandonando a los acreedo- 
res y legatarios los bienes de la sucesión que debe entre- 
gar en especie y el saldo que reste de los otros obtenien- 
do de ellos o del juez la aprobación de la cuenta que de 
su administración deberá presentarles. 


1098. - 


Consumidos los bienes de la herencia o la parte que 
de ellos hubiese cabido al heredero beneficiario, en el 
pago de las deudas y legados, deberá el juez, a petición 
de dicho heredero, citar por edictos a los acreedores y 
legatarios que no hayan sido cubiertos, para que reciban 
la cuenta exacta y en lo posible documentada de todas 
las inversiones que se hayan hecho y aprobada la cuenta 
por ellos y en caso de discordia por el juez, el heredero 
beneficiario será declarado libre de toda responsabilidad 
ulterior. 


El heredero beneficiario que opuso a una demanda la 
excepción de estar ya consumidos en el pago de las 
deudas cargas los bienes hereditarios o la porción que le 
hubiere cabido, deberá probarlo presentando a los de- 
mandantes la cuenta de las inversiones de que habla el 
inciso anterior. 


1099, - 


Pagados los acreedores y legatarios, el heredero he- 
neficiario entra en el libre goce y propiedad de la he- 
rencia. 


CAPITULO V 
De la colación y partición 
SECCION I 
De la colación 

1100. - 

La colación consiste en la agregación al cúmulo de 
la herencia, que hacen los herederos forzosos, de los 
bienes que recibieron del difunto cuando vivía y que deben 
serles imputados en su respectiva legítima. (Artículo 889, 
inciso 2). 


La colación sólo se debe por el heredero forzoso a su 
coheredero. 


1101. - 


Toda donación que se hubiese hecho a un heredero 
forzoso que tenía entonces la calidad de tal, se imputará 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


a su legítima, a menos que en la respectiva escritura o 
en acto auténtico posterior se exprese que la donación 
ha sido hecha de la parte disponible a favor de extraños. 


Aun en este último caso, si la donación excediere la 
cuota disponible, el exceso estará sujeto a reducción. 
(Artículo 890). 


1102. - 


Lo que se hubiere legado al heredero forzoso se im- 
putará a la parte de libre disposición si el testador no 
dispusiere expresamente lo contrario. 


1103. - 


La donación hecha a título de legítima, a una perso- 
na que no era entonces heredero forzoso, se resolverá, si 
ésta no adquiriese dicha calidad. 


Lo mismo se observará con la donación hecha a 
título de legítima al que era entonces heredero forzoso, 
pero después dejá de serlo por incapacidad, indignidad, 
desheredación o repudiación o: por haber sobrevenido 
otro legitimario de mejor derecho. 


Si el donatario que era descendiente legítimo o natu- 
ral reconocido o declarado tal, ha llegado a faltar, las 
donaciones imputables a su legítima se imputarán a la 
de sus descendientes que vienen en su representación. 


**Modificado por el Art. 1? de la ley N* 15.855 del 
25.3.87 


1104. - 


No se colacionarán o no se imputarán a la legítima 
de una persona las donaciones que el difunto haya he- 
cho a otra, salvo el cáso del artículo anterior, inciso 3*. 


1105. - 


Se debe colacionar lo que se empleó para el pago de 
las deudas de un heredero forzoso o proporcionarle los 
medios de establecerse. 

Y 


he 


**Se elimina la mención de la dote en virtud de lo 
dispuesto por el Art. 2? ley N* 10.783 de 18.9.46 


1106. - 

Los pastos de alimentos, educación y aprendizaje, 
los ordinarios de equipo o de bodas y los regalos de 
costumbre no deben colacionarse. 


1107. - 


Los gastos que los padres hayan hecho en dar a sus 
hijos la carrera del foro, de las armas, del estado ecle- 
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silástico u otra que prepare para ejercer una profesión 
que requiera título o para el ejercicio de las artes libera- 
les, se traerán a colación; pero se rebajará de ellos lo 
que el hijo habría gastado viviendo en la casa y en 
compañía de sus padres. 


Los padres podrán dispensar esta colación, en cuanto 
no exceda la parte disponible. 


1108. - 


La colación se hace, no de las mismas cosas dona- 
das, sino del valor que tenían al tiempo de la donación, 
aunque no se hubiese hecho entonces su justiprecio. 


El aumento o deterioro posterior y aun su pérdida 
total, casual o culpable, serán a cargo y riesgo del dona- 
tario. 


**Se elimina la mención de la dote en virtud de lo 
dispuesto por el Art. 2” ley N” 10.783 de 18.9.46 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 

MODIFICAR EL INCISO 1” POR EL SIGUIENTE: 

“La colación se hace, no de las mismas co- 

sas donadas, sino del justiprecio en Unidades Reajus- 
tables que tenían al tiempo de la donación” 


1109. - 

No habiendo sido estimados los bienes a) tiempo de 
la donación, podrá cualquiera de los coherederos pedir 
que se haga el justiprecio. (Artículo 1135). 


11410. - 


Se contará al colacionante por parte de su haber el 
importe de lo que ya tiene recibido. 


1111.- 
Los frutos e intereses de los bienes sujetos a cola- 
ción no se deben a la masa sino desde el día en que se 


abrió la sucesión. 


Para regularlos se atenderá a las rentas e intereses de 
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los bienes hereditarios y de la misma especie que los. 


donados. 
1112. - 


Cuando el inmueble o inmuebles donados excedie- 
ren el haber del donatario y éste los hubiese enajenado, 
los coherederos sólo podrán repetir contra el tercer po- 
seedor por el exceso y previa excusión de los bienes del 


donatarto. 
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1113. - 


Aunque los herederos no estén conformes sobre lo 
que alguno debe traer a colación, se irá adelante en la 
partición, asegurando previamente con fianza, depósito 
u otro equivalente el derecho reclamado por aquéllos. 


1114. - 


Las disposiciones de esta Sección se entienden sin 
perjuicio de lo dispuesto anteriormente sobre las legíti- 
mas. 


SECCION II 
De la partición 
1115. - 


La partición de la herencia podrá siempre pedirse, 
cualquiera que sea la prohibición del testador o el pacto 
que haya en contrario, salvo lo que al respecto dispon- 
gan leyes especiales. 


**La última parte del Art. se agrega para mante- 
ner la vigencia de leyes como el decreto-ley N* 15,597 
de 19.7.84, entre otras 


1116.- 


Puede pedir la partición cualquiera de los coherede- 
ros que tengan la libre administración de sus bienes y el 
cónyuge sobreviviente por los derechos que puedan co- 
rresponderle. 


1117.- 


Los tutores y curadores no podrán sin autorización 
judicial proceder a la partición de la herencia en que 
tengan parte sus pupilos o representados. (Artículo 399), 


1118.- 


**DEROGADO por el Art. 1” de la ley N* 10.783 
de 18.9.46 


1119.- 


Si alguno de los coherederos lo fuese bajo de condi- 
ción suspensiva, no tendrá derecho para pedir la parti- 
ción mientras pende la condición. Pero los otros cohere- 
deros podrán proceder a ella, asegurando competente- 
mente al coheredero condicional lo que cumplida la con- 
dición le corresponda. 


1120.- 


Si un heredero vende o cede a un extraño su parte a 
la herencia indivisa, tendrá éste igual derecho que el 


heredero o cedente para pedir la partición o intervenir 
en ella. 


1121.- 


Si falleciere uno de los coherederos antes de hacerse 
la partición, cualquiera de los herederos del fallecido 
podrá pedirla; pero formarán en ella una sola persona y 
no podrán obrar sino todos juntos o por medio de un 
procurador común, 


1122.- 


En cuanto a la división de la herencia de un ausente, 
se estará a lo dispuesto en el Título IV del Libro Primero. 


1123.- 


Si el difunto ha hecho la partición por acto entre 
vivos O por testamento, se pasará por ella, en cuanto no 
perjudique a la legítima de los herederos forzosos ni sea 
contraria a derecho ajeno. 


1124.- 


Si alguno de los herederos estuviere ausente, se ob- 
servará lo dispuesto en el artículo 1071; y en el caso de 
nombrársele curador para que lo represente en la parti- 
ción, administrará éste lo que en ella se le adjudique, 
según las reglas de la curaduría de bienes. 


1125.- 


Antes de procederse a la partición, habrán de deci- 
dirse, por sentencia que cause ejecutoria, las controver- 
sias sobre derechos a la sucesión por testamento o ab 
intestato, desheredación, incapacidad o indignidad de 
los herederos. 


1126.- 


Las cuestiones sobre la propiedad de los objetos en 
que alguien alegue un derecho exclusivo y que, en con- 
secuencia, no deben entrar en la masa partible, serán 
decididas por el juez de la causá y no se retardará la 
partición por ellas. 


Decididas a favor de la masa partible, se dividirán 
entre los partícipes los objetos obtenidos, según corres- 
ponda por derecho. 


Sin embargo, cuando las cuestiones recayeren sobre 
una parte considerable de la masa partible, podrá sus- 
penderse la partición hasta que aquéllas se decidan, si el 
juez, a petición de los interesados a quienes corresponda 
más de la mitad de la masa partible, lo ordenase así. 
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1127.- 


s, 


Si todos los interesados tienen la libre administra- 
ción de sus bienes y concurren por sí o por legítimo 
representante, podrán de común acuerdo partir la heren- 
cia extrajudicialmente, en el modo y forma en que con- 
vengan. 


*"El inc. 2* está DEROGADO por el Art. 1” de la 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1128.- 


Toda partición extrajudicial, para que produzca etec- 
tos, habrá de reducirse a escritura pública. (Artículo 
1664). 


1129.- 


En el caso del artículo 1124 el curador del ausente 
podrá convenir con los demás coherederos en hacer la 
partición extrajudicialmente (artículos 399 y 1117); pero 
concluida que sea, no podrá llevarse a efecto hasta des- 
pués de aprobada por el juez. * 


Esta disposición se extiende a los representantes le- 
gales de que habla el artículo 1059. 


1130.- 


Si todos los coherederos o alguno de ellos estuviese 
bajo tutela o curaduría, podrá también hacerse la repar- 
tición (artículos 399 y 1117) extrajudicialmente de co- 
mún acuerdo entre los coherederos mayores y el tutor o 
curador; debiendo, sin embargo, ser aprobada por el juez 
con previa audiencia del Ministerio Público. 


Por falta de este requisito, la partición se entenderá 
ser provisional. 


1131.- 
Aunque la partición se haga extrajudicialmente, sí se 
ha nombrado contador, comprenderá a éste la disposi- 


ción del artículo 976. 


1132.- 


Faltando la conformidad de todos los interesados que . 


se requiere por los artículos 1127 y siguientes, la parti- 
ción debe hacerse judicialmente en la forma que a conti- 
nuación se expresa. 


Lo cual se entenderá sin perjuicio de que las partes 
puedan de común acuerdo separarse de las reglas traza- 
das por la ley en lo concerniente a alguna de las opera- 
ciones de la partición y aun desistir de la vía judicial 
intentada para terminar aquélla extrajudicialmente. 
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1133.- 


La acción de partición y las cuestiones que se susci- 
ten en el curso de las operaciones de aquélla son de la 
competencia de los jueces que correspondan conforme a 
la ley procesal, 


Ante esos jueces debe procederse a las subastas, a 
las acciones de saneamiento de los Jotes y a las de resci- 
sión de la partición. 


1134.- 


Toda partición judicial debe ser precedida de un in- 
ventario solemne y estimativo de los bienes que se han 
de partir. 


Si el inventario se hubiere hecho entre los interesa- 
dos en una época anterior al juicio de partición, deberá 
servir de base a ésta, a menos que alguno de aquéllos se 
oponga: en este caso, el juez ordenará nueva tasación. 


1135.- 


La tasación de los bienes raíces se hace por peritos 
elegidos por las partes o por el juez en su defecto. 


Los peritos deben presentar las bases que les han 
servido para la tasación: indicar si la cosa admite cómo- 
da división y de qué manera; y fijar para el caso de 
partición los lotes que puedan formarse y su valor. 


La tasación de las cosas muebles debe verificarse 
por personas inteligentes designadas por los interesados 
o por el juez en su defecto. 


1136.- 


Los coherederos tienen derecho a que se haga la 
partición en los mismos bienes de la herencia, sin per- 
juicio de lo que dispone el artículo 1039; pero si hay 
acreedores que se han opuesto o si la mayoría de los 
coherederos juzga conveniente la venta de las cosas para 
atender a las cargas hereditarias, se venderán pública- 
mente en la forma determinada en Jos artículos 1083 y 
1096. 


1137.- 


Cuando por no admitir una cosa cómoda división o 
porque disminuirá mucho en la división, no pueda guar- 
darse la debida igualdad en los lotes o adjudicaciones, 
bastará que cualquiera de los interesados pida su venta 
pública con arreglo al artículo anterior para que así se 
haga. 


1138.- 


Después que se hayan tasado los bienes y vendido 
los que hubieran de venderse, nombrarán las partes un 
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contador o más o los designará el Juzgado, si no se 
acuerdan en el nombramiento. 


Se procederá ante el contador o contadores a la ren- 
dición de cuentas que puedan deberse los copartícipes, a 
la formación del cuerpo general, a la composición de los 
lotes, inclusive el de las deudas que tuviere la herencia 
(artículo 976) y a las compensaciones que deben hacer- 
se. (Artículo 1131). 


Para ser designado contador se requerirá título habi- 
litante de contador, perito mercantil, abogado o escriba- 
no público. 


**El inc. 3 surge de la ley N” 5.566 de 27.4.17 


1139.- 


El heredero forzoso colacionará, conforme a las re- 
glas de la sección precedente, las donaciones que le 
hayan sido hechas. 


Los coherederos se abonarán recíprocamente en la 
partición las sumas de que fuesen deudores por razón de 
lucro, de daño y de gastos. (Artículo 1138). 


Las disidencias respecto a estas cuestiones o a las 
referidas en el inciso 2? del artículo anterior y sobre las 
que no se haya podido lograr la conciliación, serán re- 
sueltas por el “tribunal mediante el procedimiento ex- 
traordinario. hi 


**El inciso 3” fue incorporado por el Art. 420-1 
del Código Gral. del Proceso, debidamente adaptado 


1140.- 


Hechas las deducciones a que haya lugar, se proce- 
derá en lo que reste de la masa general a la formación 
de tantos lotes cuantos sean los herederos o las estirpes 
copartícipes. 


1141.- 


La formación de lotes se hará con la posible ¡gual- 
dad, no sólo en cuanto a la clase, sino también a la 
calidad de las cosas que se han de aplicar. 


Si la cosa divisible es inmueble, debe procurarse en 
cuanto sea posible aplicarla a cada uno en porciones 
unidas y no separadas, de modo que cada heredero tenga 
su cosa con independencia de los otros. 


1142.- 


La desigualdad que no se haya podido evitar en los 
lotes se compensará en dinero. 


7 de Setiembre de 1994 


1143.- 


Efectuadas las operaciones a que se refieren los artícu- 
los precedentes el contador procederá a la formación de los 
lotes y a la propuesta de las adjudicaciones respectivas y 
solicitará al tribunal que convoque a los herederos a 
audiencia, bajo apercibimiento de que se resolverá con 
los que concurran. 


Si en la audiencia los herederos que concurran no 
estuvieren conformes con el proyecto de adjudicación, 
se procederá al sorteo de los lotes entre los presentes y 
ausentes; de todo lo cual, se levantará acta. 


**Texto dado por el Art. 420-2 y 3 del Código 
Gral. del Proceso, debidamente adaptado 


1144.- 


Las reglas establecidas para las masas partibles, se 
observarán igualmente en la subdivisión entre los indivi- 
duos de las estirpes copartícipes. 


1145.- 


El contador procederá a confeccionar la cuenta parti- 
cionaria la que se presentará en papel común y en dupli- 
cado. El tribunal ordenará ponerla de manifiesto por el 
término de seis días, con noticia de todos los interesa- 
dos. Pasado el término sin oposición, el tribunal aproba- 
rá la cuenta, mandando agregarla a los autos y el dupli- 
cado al Registro de Protocolizaciones, con testimonio 
del auto probatorio. 


**Texto dado por el Art. 420-4 del Código Gene- 
ral del Proceso 


1146.- 


En caso de no haber conformidad, por oposición for- 


 mulada en escrito fundado, se dará traslado a los que no 


se hubieren opuesto y, oído el contador y, en su caso, el 
Ministerio Público, se resolverá la oposición conforme 
al procedimiento extraordinario. 


**Texto dado por el Art. 420-5 del Código Gene- 
ral del Proceso 


1147.- 


Se entregará a cada uno de los copartícipes los títu- 
los particulares que se hayan adjudicado, estableciéndo- 


«seen los mismos constancia de elfo. 


Los títulos de una propiedad dividida quedarán en 
poder de aquel que tenga la mayor parte, con cargo de 
exhibirlos a favor de los otros partícipes y de permitirles 
que tengan traslado de ellos cuando lo pidan. 
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Si las partes fueren iguales, se procederá con arreglo 
a lo dispuesto en el artículo siguiente. 


**E] texto del inciso 1” fue dado por el Art. 420-6 
del Código Gral. del Proceso, debidamente adaptado 


1148..- 


Los títulos comunes a toda la herencia se entregarán 
al heredero a quien sus copartíicipes elijan por deposita- 
rio, con cargo de exhibirlos y de consentir en el traslado 
de ellos. 


Si no pueden convenir en la elección, la hará el 
Juzgado. 


1149.- 


Los acreedores hereditarios, reconocidos como tales, 
pueden oponerse a que se proceda a la partición de la 
herencia, mientras no se les pague o afiance lo que se 
les debe. 


1150.- 


La acción para pedir la partición de la herencia expi- 
ra a los treinta años contra el coheredero que ha poseído 
el todo o parte de ella en nombre propio e como único 
dueño. 


Si todos los coherederos poseyeren en común la he- 
rencia o alguno de ellos en nombre y como cosa de 
todos, no tiene lugar la prescripción. 


SECCION Ill 
De los efectos de la partición 


1151.- 


Hecha la partición, cada coheredero se reputará ha- 
ber sucedido inmediata y exclusivamente al difunto en 
todas las cosas que le hubieren cabido y no haber tenido 
jamás parte alguna en las otras cosas de la sucesión. 
(Artículo 2330). 


1152.- 


Los coherederos están obligados recíprocamente al 
saneamiento por evicción de las cosas que les cupieron 
en sus respectivos lotes o hijuelas. 


1153.- 


Cesa la obligación de que habla el artículo anterior, 
cuando el mismo difunto hizo la partición, salvo lo dis- 
puesto sobre las legítimas. (Artículo 895). 
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1154.- 


Cesa también la obligación del artículo 1152, cuan- 
do expresamente se pactó lo contrario y cuando la evic- 
ción proceda de causa sobreviniente a la partición o por 
culpa del coheredero que la sufre. 


1155.. 


La obligación recíproca de los coherederos al sanea- 
miento es proporcionada a su respectivo haber heredita- 
rio; pero si alguno de ellos resultara insolvente, respon- 
derán de su parte los demás coherederos en la misma 
proporción, deduciéndose la parte que corresponda al 
que ha de ser indemnizado. 


No se eximirá el coheredero de contribuir al sanea- 
miento a pretexto de pérdida que por caso fortuito haya 
sufrido en los objetos que le cupieron por la partición. 


1156.- 


El saneamiento se hará, atendido el valor que a la 
cosa evicta se hubiere dado en la partición y no el valor 
que tenga al tiempo de la evicción. 


1157.- 


La acción de saneamiento entre coheredefos prescri- 
birá por cuatro años contados desde el día de la evic- 
ción. 


1158.- 
Los coherederos no se garantizan recíprocamente la 


solvencia posterior del deudor hereditario y sí sólo que 
éste se hallaba solvente al tiempo de la partición. 


La garantía de solvencia no puede ejercerse sino en 
los tres años siguientes a la partición. 


SECCION TV 
De la nulidad o rescisión de la partición 

1159.- 

Lo establecido sobre el dolo y la violencia en mate- 
ria de obligaciones y contratos, tiene también lugar en 
las particiones de herencia. 

1160.- 

La partición hecha por el difunto no puede ser im- 


pugnada por causa de lesión, salvo la excepción del 
artículo 1123. 
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1161.- 


Todas las demás particiones pueden ser rescindidas 
por causa de lesión en más de la cuarta parte, atendien- 
do el valor de las cosas cuando fueron adjudicadas. 


1162.- 


La acción rescisoria por causa de lesión prescribirá 
en cuatro años contados desde que fue hecha la parti- 
ción, 


1163.- 


Podrán los coherederos demandados escoger entre 
asegurar al demandante el suplemento de su haber here- 
ditario o consentir que se proceda a nueva partición. 


El suplemento puede hacerse en dinero o en las mis- 
mas cosas de que resulta la lesión. 


1164.- 


Si se procede a nueva partición, no alcanzará ésta a 
los que no han sido perjudicados ni percibido más de lo 
justo. 


HM6S5.- 


Cesa la acción rescisoria por lesión, cuando después 
de la partición se transigió sobre dificultades suscitadas 
acerca de ella. 


1166.- 
La omisión de alguno o algunos objetos en la parti- 


ción no da derecho para que se rescinda lo ya hecho, 
sino para que se continúe en los objetos omitidos. 


1167.- 

La partición hecha con un heredero falso es nula y se 
regirá por lo dispuesto acerca del error en la Sección Il, 
Capítulo I, Título I, Libro Cuarto. 

SECCION V 
Del pago de las deudas hereditarias 

1168.- 

La obligación de pagar las deudas hereditarias se 
divide ¡pso jure entre todos los coherederos, aunque ha- 
yan aceptado la herencia con beneficio de inventario. 
(Artículos 528 y 909), 

Lo cual se entiende sin perjuicio de que el acreedor, 


antes de la partición, pueda dirigir su acción contra el 
cúmulo hereditario. 


Hecha la partición, cada heredero responde en pro- 
porción de su haber hereditario, sin perjuicio de lo dis- 
puesto en el artículo 1170 y de lo que se previene acerca de 
las obligaciones divisibles e indivisibles, en el Capítulo 1, 
Título IT del Libro Cuarto. (Artículo 1384, inciso 2"). 


El heredero beneficiario sólo responde por su cuota 
en las deudas hereditarias hasta la concurrencia del va- 
lor que hereda. 


1169.- 


La insolvencia de uno de los herederos no grava a los 
otros, excepto en los casos del artículo 977, inciso 2”. 


1170.- 


El heredero usufructuario concurrirá con el heredero 
propietario al pago de las deudas, con arreglo a lo dis- 
puesto en los artículos 527 y 529. 


1171.- 


Si el heredero puro y simple fuere acreedor o deudor 
del difunto, sólo se confundirá con su porción heredita- 
ría la cuota que en este crédito O deuda le quepa y 
tendrá acción contra sus coherederos a prorrata por el 
resto de su crédito y les estará obligado a prorrata por el 
resto de la:deuda. 


1172.- 


Si el testador dividiere entre los herederos las deudas 
hereditarias de diferente modo que el que se prescribe 
en los artículos precedentes, los acreedores podrán ejer- 
cer sus acciones o en conformidad con dichos artículos 
o en conformidad con las disposiciones del testador. 
Mas en el primer caso, los herederos que sufrieren ma- 
yor gravamen que el que por el testamento se les impu- 
so, tendrán derecho a ser indemnizados por sus cohere- 
deros. 


1173.- 


Ea disposición del artículo anterior se aplica al caso 
en que, por la partición o por convenio de los herederos, 
se distribuyan entre ellos las deudas de diferente modo 
que el expresado en los referidos artículos. 


1174.- 


Las cargas testamentarias no se mirarán como cargas 
de los herederos en común, sino cuando el testador no 
hubiere gravado con ellas a alguno o algunos de los 
herederos o legatarios en particular. 


Las que tocasen a los herederos en común se dividi- 
rán entre ellos como el testador lo hubiese dispuesto y si 
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nada ha expresado sobre la división, se hará a prorrata 
de sus porciones hereditarias o en la forma prescrita por 
los referidos artículos. (Artículo 527, inciso 49). 


1175.- 


Los legatarios no responden de las deudas heredita- 
rias, sino cuando el tiempo de abrirse la sucesión no 
haya habido bienes bastantes para pagarlas. 


La acción de los acreedores contra los legatarios es 
en subsidio de la que tienen contra los herederos. 


Llegado el caso, los Jegatarios contribuirán al pago 
de las deudas hereditarias a prorrata de los valores de 
sus respectivos legados y la porción del legatario insol- 
vente no gravará a los otros. 


1176.- 


Si varios inmuebles de la sucesión están sujetos a 
una hipoteca, el acreedor hipotecario tendrá acción por 
el total de la deuda contra cada uno de dichos inmue- 
bles, sin perjuicio del recurso del heredero a quien per- 
tenezca el inmueble contra sus coherederos, por la cuota 
que a ellos toque de la deuda. 


Aun cuando el acreedor haya subrogado al dueño del 
inmueble en sus acciones, contra sus coherederos, no 
será cada uno de éstos responsable, sino de su cuota en 
la deuda. 


Sin embargo, la porción del insolvente se repartirá 
entre todos los herederos a prorrata. 


1177.- 


Los acreedores testamentarios no podrán ejercer las 
acciones a que les da derecho el testamento sino confor- 
me al artículo 1174. 


Si en la partición de una herencia se distribuyen los 
legados entre los herederos de diferente modo, podrán 
los legatarios entablar sus acciones o en conformidad a 
esa distribución o en conformidad al artículo 1174 o en 
conformidad al convenio de los herederos. 


1178.- 


No habiendo juicio pendiente entre los acreedores 
hereditarios sobre la preferencia de sus créditos, se les 
pagará a medida que se presenten; y pagados los acree- 
dores hereditarios, se satisfarán los legados. 


Sin embargo, no apareciendo muy gravada la heren- 
cia, podrán pagarse inmediatamente a los legatarios que 
ofrezcan caución de cubrir lo que les quepa en la contri- 
bución a las deudas. 
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Aun no será exigible esta caución cuando la herencia 
esté manifiestamente exenta de cargas que puedan com- 
prometer a los legatarios. 


1179.- 


Los títulos ejecutivos contra el difunto lo son tam- 
bién contra los herederos; pero no podrá hacerse uso de 
ellos hasta nueve días después de la defunción y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1084, 


1180.- 


El seguro de vida, constituido en favor de Jos here- 
deros del que lo contrae, cuyo monto no exceda de 
10.000 Unidades Reajustables, es un bien de exclusiva 
propiedad de los mismos herederos y no responde, en 
ningún caso, a los créditos que el constituyente quedare 
debiendo a su fallecimiento. 


SECCION VI 
Del beneficio de separación 


1181.- 


Los acreedores y legatarios del difunto, aunque lo 
sean a plazo o bajo condición, podrán pedir que no se 
confundan tos bienes de la herencia con los del herede- 
ro; y en virtud de este beneficio de separación tendrán 
derecho a que con aquéllos se les cumplan las obligacio- 
nes hereditarias o testamentarias con preferencia a las 
deudas propias del heredero. 


1182.- 


Los acreedores y legatarios podrán usar del derecho 
que se les concede en el artículo anterior, dentro de tres 
años, a contar desde la aceptación de la herencia, con tal 
que los bienes existan en poder del heredero. 


1183.- 


Sin embargo, perderá ese derecho el acreedor o lega- 
tario que libremente haya pactado con el heredero o 
hecho otro acto del que aparezca haber seguido la fe del 
heredero. 


1184.- 


Ohtenida la separación de patrimonio por alguno de 
los acreedores de la sucesión, aprovechará a los demás 
acreedores de la misma que la invoquen y que no se 
hallasen en el caso del artículo anterior. 


El sobrante, si lo hubiere, se agregará a los bienes 
del heredero para satisfacer a sus acreedores propios, 
con los cuales concurrirán Jos acreedores de la sucesión 
que no gocen del beneficio. 
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1185.- 


Los acreedores o legatarios que hayan obtenido la 
separación o aprovechándose de ella en conformidad al 
inciso 1? del artículo precedente, no tendrán derecho 
contra los bienes del heredero, sino después que se ha- 
yan agotado fos del difunto; y aun entonces podrán opo- 
nerse a este derecho los acreedores del heredero hasta 
_Que se les satisfaga el total de sus créditos. 


1186.- 


Los acreedores del heredero no tendrán derecho a 
pedir a beneficio de sus créditos la separación de patri- 
monios de que hablan los artículos precedentes, 


DISPOSICION TRANSITORIA 


1187.- 

Las sucesiones abiertas antes de la época en que este 
Código fue obligatorio, se regirán por las leyes entonces 
en Vigor y cuya inteligencia no hubiese ofrecido duda o, 
en caso de haberla ofrecido, se hubiese resuelto por la 


jurisprudencia práctica. De otro modo, prevalecerán las 
disposiciones del Código. (Artículo 2391-1). 


TITULO VII 
De la prescripción 
CAPITULO 1 
De la prescripción en general 


1188.- 


La prescripción es un modo de adquirir o de extin- 
guir los derechos ajenos. (Artículo 1447, inciso 8*). 


En el primer caso se adquiere el derecho por la pose- 
sión continuada por el tiempo y con los requisitos que la 
ley señala. 


En el segundo, se pierde la acción por el no uso de 
ella en el tiempo señalado por la ley, Para esta clase de 
prescripción, la ley no exige título ni buena fe. 


1189.- 


No se puede renunciar de antemano a la prescrip- 
ción, pero sí a la que ya se ha consumado. 


La renuncia puede ser expresa o tácita.. 
Renúnciase tácitamente, cuando el que puede alegar- 


la manifiesta por un hecho suyo que reconoce el dere- 
cho del dueño o del acreedor, por ejemplo, cuando cum- 


plidas las condiciones legales de la prescripción, el po- 
seedor de la cosa la toma en arriendo o el que debe 
dinero paga interés o pide plazo y en otros casos semne- 


jantes, 


1190.- 


El que no puede enajenar no puede renunciar a la 
prescripción. 


1191..- 


La prescripción puede oponerse en cualquier estado 
de la causa, hasta que se halle en situación de dictarse 
sentencia, en primera O segunda instancia; pero los jue- 
ces no pueden suplir de oficio la excepción que resulta 
de la prescripción. 


**Se suprime la mención a la tercera instancia en 
virtud del Art. 13 decreto-ley N” 14.861 de 8.1.79 y 
Art. 193 Código Gral. del Proceso 


1192.- 


Los fiadores y todas tas demás personas que tienen 
interés en que la prescripción exista, pueden oponerla, 
aunque el deudor la haya renunciado. 


1193.- 


Puede prescribirse todo Jo que está en el comercio 
de los hombres, a no prohibirlo alguna ley especial. 


1194.- 


El Estado, respecto de los bienes susceptibles de pro- 
piedad privada, los establecimientos públicos y corpora- 
ciones, quedan sujetos a las mismas prescripciones que 
los particulares y pueden oponerlas como ellos. 


El poseedor de un campo u otro terreno que ha po- 
seído por sí o por sus causantes, a título universal o 
singular, por espacio de treinta años, estará en todos los 
casos al abrigo de las pretensiones del Fisco, cumplien- 
do los requisitos establecidos por la legislación especial. 


**El inc. 2? surge del Art, 121 de la ley N” 12.802 
de 30.11.60, adaptado a los requisitos de los Arts, 
siguientes 


1195.- 


Lo dispuesto por los artículos 646, 653 y 654, rige 
¡gualmente en materia de prescripción. (Artículo 633). 


1196.- 


Para poder prescribir los bienes inmuebles se necasi- 
ta una posesión continua y no interrumpida, pacífica, 
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pública, no equívoca y en concepto de propietario. (Ar- 
tículos 649, inciso 3” y 1233). 


1197.- 


La omisión de actos de mera facultad y la mera 
tolerancia de actos de que no resulta gravamen, no con- 
fieren posesión ni dan fundamento a prescripción algu- 
na. 


Se llaman actos de mera facultad los que cada cual 
puede ejecutar en lo suyo, sin necesidad del consenti- 
miento de otro. 


1198.- 


Los actos de violencia tampoco pueden servir de 
fundamento para la posesión ni prescripción. 


La posesión útil no principia hasta que ha cesado la 
violencia. (Artículo 652). 


1199.- 


El que tiene la cosa en lugar o nombre de otro y sus 
herederos, no puede jamás prescribirla, a menos que se 
haya mudado su mera tenencia en posesión, sea por 
causa procedente de un tercero o por la oposición que 
ellos mismos hayan hecho al derecho del propietario, 
poseyendo en adelante con las condiciones requeridas 
por el artículo 1196. (Artículo 648). 


1200.- 


La persona a quien el mero tenedor de ta cosa la 
hubiere transmitido por un título traslativo de propiedad, 
podrá prescribirla. 


1201.- 


El tiempo para prescribir la obligación de dar cuen- 
tas no empieza a correr sino desde el día en que los 
obligados cesaron en su respectivo cargo. 


El de la prescripción contra el resultado líquido de 
las cuentas, no corre sino desde el día en que recayó la 
conformidad de las partes o ejecutoria judicial. 


1202.- 


La prescripción adquirida a favor de un copropieta- 
rio Oo comunero aprovecha a los otros. 


1203.- 


El día en que empieza a correr la prescripción se 
tiene por entero; pero el último debe cumplirse en su 
totalidad. 
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CAPITULO Ul 


De la prescripción considerada como medio 
de adquirir 


SECCION ] 


De la prescripción adquisitva de los bienes 
inmuebles 


1" 
De la prescripción de diez y veinte años 
1204.- 


La propiedad de bienes inmuebles u otros derechos 
reales se adquiere por la posesión de diez años entre 
presentes y veinte entre ausentes, con buena fe y justo 
título. (Artículo 693), 


1205.- 


Repútase ausente, para los efectos de la prescrip- 
ción, el propietario que reside en país extranjero. Si 
parte del tiempo estuvo presente y parte ausente, cada 
dos años de ausencia se contarán por uno solo para 
completar los diez de presente. : 


La ausencia que no fuere de un año entero y conti- 
nuo no será tomada en cuenta para el cómputo del ante- 
rior período. 


1206.- 


El poseedor actual puede completar el tiempo nece- 
sario para la prescripción, añadiendo a su posesión la de 
aquel de quien hubo la cosa, bien sea por título univer- 
sal o particular, oneroso o lucrativo, con tal que uno y 
otro hayan principiado a poseer de buena fe. (Artículos 
646 y 647). 


Cuando por falta de buena fe o de justo título en el 
autor, no pueda el sucesor aprovecharse de la posesión 
de aquél, podrá, sin embargo, prescribir, siempre que 
posea por sí, durante tado el tiempo señatado por la ley. 


1207.- 


La buena fe consiste en creer que aquel de quien se 
recibe la cosa es dueño y puede enajenarla con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo 693. 


La buena fe se presume, mientras no se pruebe lo 
contrario y basta que haya existido al tiempo de la ad- 
quisición. 
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1208.- 


Entiéndese por justo título el legal y capaz de trans- 
ferir la propiedad. 


El título para la prescripción ha de ser verdadero y 
válido. 


El etror, sea de hecho o de derecho, no bastará para 
subsanar la falta de ninguna de estas dos cualidades. 


1209.- 


El que alegue la prescripción está obligado a probar 
el justo título: éste nunca se presume, 


1210.- 


Cuando se ha mudado la mera tenencia en posesión 
conforme al artículo 1199, el poseedor sólo podrá invo- 
car la especie de prescripción de que se trata en el párra- 
fo siguiente. 


ze 
De la prescripción de treinta años 
n11.- 


La propiedad de los bienes inmuebles y los demás 
derechos reales se prescribe también por la posesión de 
treinta años, bien sea entre presentes o entre ausentes, 
sin necesidad, por parte del poseedor, de presentar título 
y sin que pueda oponérsele la mata fe: salvo la excep- 
ción establecida por el artículo 633, 


SECCION NI 
De la prescripción adquisitva de bienes muebles 
1212..- 


La propiedad de los bienes muebles se prescribe por 
la posesión no interrumpida de tres años con justo título 
y buena fe, haya estado el verdadero dueño ausente o 
presente. (Artículo 677, inciso 1%). 


1213.- 


Si el poseedor actual de una cosa robada, la ha com- 
prado en feria o mercado o venta pública o a persona 
que vendía ordinariamente cosas semejantes, el verda- 
dero dueño no puede exigir la entrega, sin pagar el pre- 
cio desembolsado por el poseedor. 


1214.- 
El poseedor de un bien mueble por seis años no 


interrumpidos, prescribe la propiedad, sin necesidad de 
presentar título y sin que pueda oponérsele su mala fe. 
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Esta disposición es aplicable al caso de haberse mu- 
dado la mera tenencia en posesión de alguno de los dos 
modos indicados en el artículo 1199. 


Pero no comprende al que hurtó la cosa ni a sus 
cómplices o encubridores, los cuales no pueden jamás 
prescribir y están además sujetos a lo que se disponga 
por la ley penal. 


CAPITULO II 


De la prescripción considerada como medio 
de extinguir los derechos 


SECCION I 


De las prescripciones de treinta, veinte 
y diez años 


1215.- 


Toda acción real se prescribe por treinta años, sin 
distinción entre presentes y ausentes; salvo la excepción 
determinada en el artículo 643, número $ y lo que se 
dispone en los artículos 1204, 1212 y 1214. 


En cuanto a la hipoteca, se estará a lo dispuesto en el 
Título respectivo del Libro Cuarto. 


1216.- 


Toda acción personal por deuda exigible se prescribe 
por veinte años, sin perjuicio de lo que al respecto dis- 
pongan las leyes especiales. 


El tiempo comienza a correr desde que la deuda sea 
exigible. 


**El agregado hecho al inc. 1* se fundamenta en 
la existencia de diversas leyes especiales que se han 
dictado sobre esta materia 


1217.- 


El derecho de ejecutar por acción personal se pres- 
cribe por diez años contados como expresa el artículo 
anterior. 


Transcurridos los diez años, la acción no adquiere el 
carácter ejecutivo por la confesión judicial del deudor ni 
por el reconocimiento que haga del documento privado. 


1218.- 
El tiempo de la prescripción en tas obligaciones con- 


dicionales o a plazo, no principia a correr sino desde el 
cumplimiento de la condición o vencimiento del plazo. 
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En la obligación de saneamiento, no corre sino des- 
de que tiene lugar la evicción. 


1219.- 


En las obligaciones con interés o renta, el tiempo 
para la prescripción del capital empieza a correr desde 
el último pago del interés o renta. 


Esta disposición es aplicable al capital del censo. 
1220.- 


Cuando haya recaído sentencia, el tiempo de la pres- 
cripción de los derechos por ella declarados correrá des- 
de que causó ejecutoria. 


SECCION HI 
De algunas prescripciones más cortas 


1221.- 


Por el lapso de cinco años, quedan exonerados los 
jueces, abogados y procuradores, de la responsabilidad 
de los expedientes que han recibido, El tiempo de cuen- 
ta desde el recibo. 


Se prescribe también por cinco años: 


1”. La obligación de pagar la construcción, compos- 
tura, refacción o reedificación de las paredes y cercos 
divisorios medianeros y los arrimos de obras apoyadas 
en la división medianera, a partir de la fecha de la con- 
clusión de la obra que origina la obligación. 


2”. La obligación de pagar el impuesto de pavimen- 
tación de calles y caminos, a partir de la fecha en que 
las cuentas respectivas fueran aprobadas por la autori- 


dad correspondiente o en su defecto, desde que la calle 
o camino fue librado al servicio público, 


1222.- 


Se prescribe por cuatro años la obligación de pagar 
los atrasos: 


1”. De pensiones alimenticias. 


2”. Del precio de los arriendos, bien sea la finca 
rústica o urbana. 


3”. De interés de dinero prestado. 


4”. De todo lo que debe pagarse por años o plazos 
periódicos más cortos. 
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1223.- 


Por el tiempo de dos años se prescribe la obligación 
de pagar: 


19. A los abogados, procuradores y toda clase de 
curiales sus honorarios, derechos y salarios. 


El tiempo de la prescripción corre desde que se fene- 
ció el proceso por sentencia o conciliación de las partes 
o desde la cesación de los poderes del procurador o 
desde que el abogado cesó en su ministerio, ya por con- 
venio con el cliente, ya por resolución de éste comuni- 
cada al primero. 


2”. A los escribanos, los derechos de las escrituras o 
instrumentos que autorizaren, corriendo el tiempo para 
la prescripción desde el día de su otorgamiento. 


3”. A los médicos, cirujanos, obstetrices y boticarios, 
sus visitas, operaciones y medicinas, corriendo el tiem- 
po desde el suministro de éstas o desde que tuvieron 
lugar aquéllas. 


4”. A los dueños de colegios o casas de pensionistas, 
el precio de la pensión de sus discípulos y a los otros 
maestros el de aprendizaje. 


5”. A los comerciantes y artesanos, el precio de los 
géneros o artefactos que venden, teniendo el deudor su 
domicilio dentro de la República. 


Si el deudor estuviere domiciliado fuera de la Repú- 
blica, la acción se prescribirá por cuatro años. 


6”. A los maestros de ciencias y artes, el estipendio 
que se les paga mensualmente. 


1224.- 


Se prescribe por un año la obligación de pagar a los 
oficiales mecánicos que se ajustan por año, el precio de 
sus trabajos y hechuras. (Artículo 1694). 


**La supresión realizada responde a la existencia 
de normas laborales que regulan esta materia 


1225.- 


Se prescribe por seis meses la obligación de pagar a 
los posaderos y fonderos la comida y habitación que 
dieren. 


Por igual tiempo se prescribe la acción de las perso- 
nas indicadas en el artículo anterior, cuando ajustan sus 
servicios por mes. 
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1226.- 


En todos los casos de los cuatro artículos anteriores, 
corre la prescripción aunque se hayan continuado los 
servicios, trabajo o suministros y sólo dejará de correr 
cuando haya habido ajuste de cuentas aprobado por es- 
crito, documento privado o público de obligación, o hu- 
biere mediado emplazamiento judicial, en cuyo caso se 
observará lo dispuesto en el artículo 1216. 


1227.- 


La persona a quien se opusiere alguna de las pres- 
cripciones comprendidas en los artículos 1222 a 1225, 
podrá exigir que el que la opone declare bajo juramento 
que la deuda está realmente pagada. 


Este juramento podrá ser también deterido a los he- 
rederos y siendo éstos menores de edad, a sus tutores. 


En ningún otro caso, fuera de los exceptuados por 
este artículo, podrá el acreedor deferir el juramento al 
deudor ni a sus herederos. 


SECCION IM 
Disposiciones generales 
1228.- 


Los delitos y sus penas se prescribirán según se dis- 
ponga en la ley penal. 


La prescripción de los términos y dilaciones judicia- 
les se regirá por lo que dispongan las leyes de procedi- 
mientos civiles y criminales. 


1229.- 


En las prescripciones por meses e por años se cuen- 
tan unos y otros según el calendario Gregoriano. 


Esta disposición se extiende a los plazos señalados 
por la ley o por las partes en cualquier otra materia, si 
en la misma ley o en los actos jurídicos no se dispone de 
distinto modo. 


1230.- 


Lo dispuesto en este Título se entenderá sin perjui- 
cio de las prescripciones determinadas particularmente 
en otros Títulos de este Código o en leyes especiales. 


1231.- 
Las prescripciones empezadas a la fecha en que este 


Código sea obligatorio, se determinarán conforme a las 
leyes antiguas. 
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Sin embargo, las iniciadas para las que se necesitare 
todavía, según las leyes antiguas, más de treinta años, 
contados desde la fecha indicada en el inciso anterior, se 
consumarán por ese lapso. 


CAPITULO IV 


De las causas que interrumpen la prescripción 
o suspenden su curso 


SECCION I 
De las causas que interrumpen la prescripción 
1232.- 
La prescripción se interrumpe natural o civilmente. 
1233.- 


Se interrumpe naturalmente la prescripción adquisi- 
tiva: 


1?. Cuando sin pasar la posesión a otras manos, se 
hace imposible el ejercicio de las actos posesorios, como 
en el caso de una heredad que ha sido permanentemente 
inundada. 


2”. Cuando se ha perdido la posesión por haber en- 
trado en ella otra persona. (Artículo 657). 


En el primer caso, la interrupción no produce otro 
efecto que el de descontarse su duración; pero en el 
segundo hace perder todo el tiempo de la posesión ante- 
rior, a menos que se haya recobrado judicialmente con- 
forme a lo dispuesto en el Título Y del Libro Segundo, 
pues entonces se consideraría no haber habido interrup- 
ción. 


1234.- 
Hay interrupción natural de la prescripción extintiva: 


1”. Cuando el dueño de una servidumbre en vía de 
prescribirse por el no uso, vuelve a ejercer esta servi- 
dumbre. 


2”. Cuando el deudor reconoce expresa o tácitamente 
la obligación. (Artículo 1189, inciso 3%). 


En ambos casos, una nueva prescripción comenzará 


a correr desde la fecha en que se ejercitó la servidumbre 
o tuvo lugar el reconocimiento. 


1235.- 


Toda prescripción se interrumpe civilmente por el 
emplazamiento judicial notificado al poseedor o deudor. 
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El emplazamiento judicial interrumpe la prescrip- 
ción, aunque sea dado por juez incompetente o sea nulo 
por vicio de forma. 


Sólo el que ha obtenido el emplazamiento, su causa- 
habiente o sucesor pueden alegar la interrupción. 


1236.- 


La citación a juicio de conciliación interrumpe tam- 
bién la prescripción desde el día en que se hace, con tal 
que dentro de treinta días contados desde la celebración 
del juicio y no haberse avenido las partes O haberse dado 
por celebrado en rebeldía, sea seguida de demanda y em- 
plazamiento, con arreglo al artículo anterior. (Artículo 1348). 


1237.- 


El emplazamiento judicial, aunque haya litis contes- 
tación, se considera como no hecho y no haber ¡nte- 
rrumpido la prescripción adquisitiva: 


1”. Si el actor desistiere expresamente de la demanda 
o se extinguiere la instancta por perención. 


29. Si el demandado fuere absuelto de la demanda. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 233 del 
Código Gral. del Proceso 


1238.- 


Interrumpida por el emplazamiento la prescripción 
de las acciones personales, aunque subsidiariamente haya 
hipoteca, comenzará a contarse nuevamente el término 
legal de la prescripción, desde que se hizo la última 
gestión en juicio a instancia de cualquiera de las partes 
litigantes. 


1239.- 


Cuando la propiedad pertenece en común a varias 
personas, todo lo que interrumpe la prescripción respec- 
to de una de ellas la interrumpe también respecto de las 
otras. 


1240.- 


La interpelación hecha conforme a los artículos pre- 
cedentes a uno de los deudores solidarios o su reconoci- 
miento, interrumpe la prescripción contra todos los de- 
más y aun contra sus herederos. 


La interpelación hecha a uno de Jos herederos de un 
deudor solidario o el reconocimiento de ese heredero. 
no interrumpe la prescripción respecto de los demás he- 
rederos, a no ser que la obligación sea indivisible. 
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Esa interpelación o ese reconocimiento no interrum- 
pe la prescripción sino en la parte a que está obligado 
ese heredero, corriendo respecto de los otros. 


1241.- 

La interpelación hecha al deudor principal o su reco- 
nocimiento, interrumpe la prescripción contra el fiador. 
(Artículo 1192). 

SECCION HI 


De las causas que suspenden el curso 
de la prescripción 


1242.- 

Las prescripciones de este Código corren contra toda 
clase de personas, a no ser que la ley disponga expresa- 
mente lo contrario. 


1243.- 


Se suspende el curso de las prescripciones de tres, 
diez y veinte años (artículos 1204, 1212 y 1216) a favor: 


1”. De los menores, de los dementes, de los sordo- 
mudos y de todos los que están bajo patria potestad o 
bajo tutela o curaduría. (Artículo 405). 


2”. De la herencia yacente, mientras no tenga curador. 


**Se elimina la referencia a la potestad marital, 
derogada por el Art. 1” ley N” 10,783 de 18,9.46 


1244.- 


Cesando la causa de la suspensión, se le cuenta al 
poseedor o deudor el tiempo anterior a ella, si lo hubo. 


Transcurridos treinta años no se tomarán en cuenta 


las suspensiones determinadas en el artículo anterior. 


**El inciso 2* fue derogado por el Art. 1? de la ley 
N” 10.783 de 18.9.46 


LIBRO CUARTO 
De las obligaciones 
PRIMERA PARTE 
De las obligaciones en general 
TITULO 1 
De las causas eficientes de las obligaciones 
1245. - 


Toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer 
alguna cosa. 
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146. - 


Las obligaciones nacen, ya del concurso real de las 
voluntades de dos o más personas, como en los contra- 
tos; ya de un hecho voluntario de la persona que se 
encuentra obligada, como en los cuasicontratos; ya a 
consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño 
a otra persona, como en los delitos y cuasidelitos; ya por 
disposición de la ley, como sucede en las relaciones de 
familia o en las relaciones civiles. 


Las obligaciones que nacen de la ley se expresan en 
ella. : 


CAPITULO I 
De los contratos en general 
SECCION I 
Disposiciones preliminares 
1247. - 


Contrato es una convención por la cual una parte se 
obliga para con la otra o ambas partes se obligan recí- 
procamente a una prestación cualquiera, esto es, a dar, 
hacer o no hacer alguna cosa. 


Cada parte puede ser una o muchas personas. 
1248. - 


El contrato se llama unilateral cuando impone obli- 
gación a una de las partes solamente; y bilateral o sina- 
lagmático cuando impone a las dos partes obligaciones 
TCCÍProcas. 


1249. - 


El contrato se llama gratuito, cuando sólo tiene por 
objeto la utilidad de una de las dos partes, sufriendo la 
otra el gravamen; y oneroso, cuando tiene por objeto la 
utilidad de ambos contratantes gravándose cada uno a 
beneficio del otro. 


Todos los contratos bilaterales entran en la clase de 
los onerosos; pero los contratos unilaterales no siempre 
son gratuitos. 


1250. - 


El contrato oneroso se llama conmutativo cuando 
cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa 
que se mira como equivalente a lo que la otra debe dar o 
hacer a su vez; y si el equivalente consiste en una con- 
tingencia incierta de ganancia o pérdida, se llama alea- 
torio. 


1251. - 


El contrato se lama principal cuando subsiste por sí 
mismo sin necesidad de otra convención: y accesorio 


cuando tiene por objeto asegurar el cumplimiento de 
una obligación principal, de manera que no puede sub- 
sistir sin ella. 


1252, - 


El contrato se llama solemne, cuando está sujeto a la 
observancia de ciertas formalidades especiales, de ma- 
nera que sin ellas no produce ningún efecto civil (artícu- 
lo 1578); consensual cuando obliga por el simple con- 
sentimiento de las partes; y se llama real cuando la 
obligación principal que nace de él supone necesaria- 
mente la tradición de la cosa. 


Antes de la tradición, la promesa aceptada de entre-. 
gar o recibir la cosa sobre que versare el contrato, entra 
en la clase de los contratos consensuales. 


1253, - 


La validez y el cumplimiento de los contratos no 
pueden dejarse al arbitrio de uno de los contrayentes. 


1254. - 


El contrato que hiciere una persona a nombre de otra 
estando facultado por ella o por la ley, producirá respec- 
to del representado, iguales efectos que si hubiese con- 
tratado él mismo. 


1253. - 


El contrato celebrado a nombre de otro por quien no 
tenga su representación voluntaria o legal (artículo 1311), 
será nulo; a no ser que lo ratifique la persona a cuyo 
nombre se haga. 


1256. - 


Si contratando alguno a nombre propio, hubiese esti- 
pulado cualquier ventaja en favor de tercera persona, 
aunque no tenga derecho de representarla, podrá esta 
tercera persona exigir el cumplimiento de la obligación, 
si la hubiese aceptado y hécholo saber al obligado, antes 
de ser revocada. 


1257. - 


Siempre que uno de los contratantes se compromete 
a que por una tercera persona, de quien no es legítimo 
representante, ha de darse, hacerse o no hacerse alguna 
cosa, esta tercera persona no contrae obligación alguna, 
sino en virtud de su ratificación; y si ella no ratifica, el 
otro contratante tendrá acción de daños y perjuicios con- 
tra el que hizo la promesa. p 


1258, - 


No se admitirá juramento en dos contratos; si se hi 
ciere, se tendrá por no puesto. 
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1259. - 


Si para la existencia o validez de cierta especie de 
contratos se exigiere por este Código una forma deter- 
minada y que no era requerida por las leyes anteriores, 
sólo se entenderá afectar esa disposición del Código a 
los contratos celebrados después de la fecha en que su 
observancia sea obligatoria. 


Lo mismo será tratándose de la prueba de las obliga- 
ciones en general, 


1260.- 


Los contratos, ya tengan o no, denominación parti- 
cular, están sujetos a unos mismos principios generales. 


Las reglas particulares a los contratos nominados se 
establecen en los títulos respectivos y las peculiares a 
las transacciones mercantiles en la ley comercial. 


SECCION II 


De los requisitos esenciales para la validez de los 
contratos 


1261. - 


Para la validez de los contratos son esenciales los 
cuatro requisitos siguientes: 


17, Consentimiento de partes. 
2". Capacidad legal de la parte que se obliga. 


3". Un objeto lícito y suficientemente determinado 
que sirva de materia de la obligación. 


47. Que sea lícita la causa inmediata de la obliga- 
ción. 


Esto se entenderá sin perjuicio de la solemnidad re- 
querida por la ley en ciertos contratos. 


12 
Del consentimiento 
1262. - 


No habrá consentimiento obligatorio sin que la pro- 
puesta de una parte haya sido aceptada por la otra. 


La propuesta consiste en la manifestación que hace 
una de las partes de querer constituirse en alguna obli- 
gación para con la otra. 


En los contratos bilaterales, la primera propuesta im- 
porta aceptación anticipada de la segunda; y la acepta- 
ción de aquélla importa segunda propuesta. 
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1263. - 


La propuesta verbal debe ser inmediatamente acep- 
tada. 


No mediando aceptación inmediata, la propuesta ver- 
bal se mirará como no hecha, a menos que el que la hizo 
quiera sostenerla. 


1264. - 


Si el contrato fuese solemne (artículo 1252) sólo se 
considerará perfecto después de llenadas las formas es- 
pecialmente requeridas por la ley. 


Mientras esas formas no hayan sido llenadas, cual- 
quiera de las partes puede arrepentirse y dejar sin efecto 
el contrato. 


1263. - 


El contrato ajustado por mensajero o por correspon- 
dencia epistolar o telegráfica, se perfecciona en el lugar 
y en el acto en que la respuesta del que aceptó el nego- 
cio Hega al proponente. 


Hasta ese momento, está en libertad el proponente 
de retractar su propuesta, a no ser que al hacerla se 
hubiere comprometido a esperar contestación y a no 
disponer del objeto del contrato sino después de des- 
echada la oferta o hasta que hubiere transcurrido un 
plazo determinado. 


El que acepta el negocio, tendrá la misma libertad 
que el proponente, conforme al inciso anterior. 


1266. - 


En caso de respuesta tardía, el proponente que se ha 
coraprormetido simplemente o sin plazo a esperar con- 
testación, debe participar su cambio de determinación. 
De otro modo no podrá excepcionarse, fundado en la 
tardanza, contra la validez del contrato. 

Se considerará tardía una respuesta, cuando no se da 
dentro de veinticuatro horas viviendo en la misma ciu- 
dad. 


Residiendo en otra parte el que recibió la oferta, se 
mirará como tardía la contestación que no se diere den- 
tro de treinta días contados desde que haya transcurrido 
el tiempo necesario para que las dos comunicaciones 
llegaran a su destino. 


1267. - 


Se mirará la propuesta como no aceptada, si la otra 
parte la modificare en cualquier sentido, aunque la mo- 
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dificación consista en aumento o disminución de canti- 
dad o precio. 


La modificación de la propuesta primitiva importa 
una nueva propuesta que viene a ser obligatoria, desde 
que el individuo que la hizo recibe la contestación del 
primer proponente en que le avisa que se conforma con 
la modificación. 


1268. - 


Será de ningún efecto la propuesta, si una de las 
partes falleciere o perdiere su capacidad para contratar: 
el proponente antes de haber sabido la aceptación y la 
otra parte antes de haher aceptado. 


1269. - 


El consentimiento no es válido cuando ha sido dado 
por error, arrancado por violencia o sorprendido por dolo. 


1270, - 


La ignorancia de la ley « el error de derecho en 
ningún caso impedirán los efectos legales del contrato. 


El error material de aritmética sólo da lugar a su 
reparación. 


1271. - 
El error de hecho es causa de nulidad del contrato: 


19. Cuando recae sobre la especie de contrato que se 
celebra. como si una de las partes entendiese empréstito 
y la otra donación. 


2”. Cuando recae sobre la identidad de la cosa espe- 
cífica de que se trata, como si en la venta el vendedor 
entendiere vender cierta cosa determinada y el compra- 
dor entendiera que compra otra. 


3”. Cuando la substancia o calidad esencial del obje- 
to sobre que versa el contrato es distinta de la que se 
cree, como si por alguna de las partes se supone que el 
objeto es una barra de plata y realmente es una barra de 
algún otro metal semejante. (Artículos 771 y 772). 


El error acerca de otra cualquicra calidad de la cosa 
no vicia el contrato, sino cuando esa calidad es el prin- 
cipal motivo de uno de los contrayentes para contratar y 
este motivo ha sida conocido de la otra parte. 


1272, - 


La violencia es también causa de nulidad y puede 


ser física o moral. 


Habrá violencia física cuando para producir el con- 
trato, se empleare una fuerza física irresistible. 


Habrá violencia moral cuando se inspire a uno de los 
contrayentes el temor fundado de sufrir un mal inminen- 
te y grave en su persona O bienes o de su cónyuge, 
descendientes o ascendientes legítimos o ilegítimos. 


1273. - 


La violencia moral no afectará la validez del contra- 
ta, sino cuando por la condición de la persona, su carác- 
ter, hábitos o sexo, pueda juzgarse que ha debido natu- 
ralmente hacerle una fuerte impresión. 


Tampoco afectará la validez de los contratos el mero 
temor reverencial. 


1274... 


Ea violencia física o moral invalidará el contrato, 
aunque se haya empleado por un tercero que ho inter- 
venga en él. 


1275, - 


Para que el dolo pueda ser un medio de nulidad, es 
preciso que haya dado causa al contrato. 


Tendrá ese carácter cuando con palabras o maquina- 
ciones insidiosas de parte de uno de los contrayentes, 
fuese inducido el otro a celebrar un contrato, que en otro 
caso no hubiera otorgado. 


1276. - 
El dolo incidente no vicia el contrato; pero el que lo 
comete debe satisfacer cualquier daño que hubiese cau- 


sado. (Artículo 1319). 


Es dolo incidente el que no fue causa determinante 
del contrato. 


1277. - 

La lesión por sí sola no vicia los contratos. 

No puede, pues, la lesión servir de fundamento a 
restitución in integrum alguna; sin perjuicio de lo dis- 
puesto sobre la nulidad en el Capítulo VI del Título HI 
de este Libro, 

2" 
De la capacidad de los contrayentes 


1278. - 


Pueden contratar todas las personas que no estuvie- 
sen declaradas incapaces por la ley. 
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1279, - 


Son absolutamente incapaces, los impúberes, los de- 
mentes y los sordomudos que no pueden darse a enten- 
der por escrito. 


Sus actos no producen ni aun obligaciones naturales 
y no admiten caución., 


1280. - 


Son también incapaces los menores adultos que se 
hallan bajo la patria potestad o que no han obtenido 
habilitación de edad con arreglo a-lo dispuesto en el 
Título VII del Libro Primero y los comerciantes falli- 
dos. 


Pero la incapacidad de estas personas no es absoluta 
y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias 
y hajo ciertos respectos determinados por las leyes. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1* 
tey N* 10.783 de 18.9.46 


1281. - 


Además de las incapacidades declaradas por los ar- 
tículos precedentes, hay otras especiales que consisten 
enla prohibición que la ley ha impuesto a ciertas perso- 
nas para ejecutar ciertos actos. 


Y 
Del objeto de los contratos 
1282. - 


El objeto de los contratos es el objeto de las obliga- 
ciones que por ellos se contrajeren. 


Pueden ser ohjeto de los contratos, las cosas o los 
hechos que no estén fuera del comercio de los hombres. 


1283. - 


No sólo las cosas" que existen pueden ser objeto de 
los contratos, sino las.que se espera que existan; pero es 
necesario que las unas y las otras estén determinadas a 
lo menos en cuanto a su género. (Artículos 913, 1625, 
1651 y 1671). 


La cantidad puede ser incierta con tal que el contrato 
fije reglas o contenga datos que sirvan para determinar- 
la. 


Los hechos han de ser posibles, determinados y en 
su cumplimiento han de tener interés los contrayentes. 
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1284. - 
Los hechos son imposibles física o moralmente. 


Es físicamente imposible el hecho que es contrario a 
la naturaleza. 


Es moralmente imposible el prohibido por las leyes 
o contrario a las buenas costumbres o al orden público. 


1285. . 


El derecho de suceder por causa de muerte a una 
persona viva no puede ser objeto de ningún contrato, 
aun cuando intervenga el consentimiento de la misma 
persona. (Artículos 1053 y 1651). 


1286. - 


Hay un objeto ilícita en todo lo que contraviene al 
Derecho Público oriental. Así, la promesa de someterse 
en la República a una jurisdicción no reconocida por las 
leyes orientales, es nula por el vicio del objeto. (Artícu- 
lo 1D. 


go 
De la causa para obligarse en los contratos 
1287. - 


En todo contrato oneroso, es causa para obligarse 
cada parte contratante, la ventaja o provecho que le 
procura la otra parte. 


Si el contrato es gratuito. la causa se encuentra en la 
mera liberalidad del bienhechor. 


1288. - 


La obligación y por consiguiente el contrato que se 
funda en una causa falsa o ilícita, no puede tener efecto 
alguno. 


La causa es ilícita cuando es prohibida por la ley o 
contraria a las buenas costumbres o al orden público. 


Así, la promesa de dar algo en pago de una deuda 
que se creía existir, pero gue no existe, tiene una causa 
falsa; y la promesa de dar algo en recompensa de un 
crimen o de un hecho inmoral se funda en una causa 
ilícita. 


Habrá también causa ¡lícita cuando una de las partes 
prometiere dar algo u la otra por que cumpla con el 
deber que le impone de antemano la ley o la moral, 
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1289. - 


El contrato será válido aunque la causa en él expre- 
sada sea fasta con tal que se funde en otra verdadera. 
(Artículo 788). 


1290. - 


Aunque la causa no se exprese en el contrato, se 
presume que existe y que es lícita, mientras el deudor no 
pruebe lo contrario, 


SECCION HH 
De los efectos jurídicos de los contratos 


1291. - 


Los contratos legalmente celebrados forman una re- 
gla a la cual deben someterse las partes como a la ley 
misma. 


Todos deben ejecutarse de buena fe y por consi- 
guiente obligan, no sólo a lo que en ellos se expresa, 
sino a todas las consecuencias que según su naturaleza 
sean conformes a la equidad, al uso o a la ley. 


1292. - 


Los efectos de los contratos se extienden activa y 
pasivamente a los herederos y demás sucesores de las 
partes, a menos que lo contrario resulte de una disposi- 
ción especial de la ley, de una cláusula de la convención 
o de la naturaleza misma del contrato. 


1293, - 


Los contratos no pueden oponerse a terceros ni invo- 
carse por ellos, sino en los casos de los artículos 1254 a 


1256. 
1294. - 


Las partes pueden, por mutuo consentimiento, extin- 
guir las obligaciones creadas por los contratos y retirar 
los derechos reales que se hubiesen transferido; y pue- 
den también por mutuo consentimiento, revocar los con- 
tratos por las causas. que la ley autoriza. 


1295. - 


Podrán los acreedores pedir al juez que los autorice 
para ejercer todos los derechos y acciones de su deudor. 
(Artículo 2372). 


Exceptúanse los derechos que no ofrezcan un interés 
pecuniario y actual y aquellos que por su naturaleza O 


por disposición de la ley no pueden ser ejercidos sino 
y 


por el deudor o que a lo menos no pueden serlo contra 
su voluntad por otra persona. 


1296. - 


Podrán también los acreedores pedir a nombre pro- 
pio que se rescindan o revoquen las enajenaciones otor- 
gadas por el deudor con fraude y en perjuicio de ellos, 
(Artículo 537 número 5”). 


Consiste el fraude en el conocimiento de la insolven- 
cia del deudor. 


Si la enajenación fuere a título oneroso, deberán pro- 
bar los acreedores que medió fraude por parte de ambos 
contrayentes; si fuere a título gratuito bastará que se 
pruebe el fraude respecto del deudor. 


La acción de que habla este artículo, expira en un 
año contado desde que el acreedor o acreedores supieren 
la enajenación. Para las enajenaciones que se inscriban 
en el Registro de Traslaciones de Dominio el plazo co- 
rrerá a partir de la fecha de su inscripción. 


**El texto del último inc. está dado por el Art. 38 
ley N* 10,793 de 25.9.46 


SECCION IV 
De la interpretación de los contratos 
1297. - 


Las palabras de los contratos deben entenderse en el 
sentido que les da el uso general, aunque el obligado 
pretenda que las ha entendido de otro modo. 


1298. - 


Habiendo ambigiedad en las palabras, debe buscarse 
más bien la intención común de las partes que el sentido 
literal de los términos. 


1299... 


Las cláusulas equívocas o ambiguas deben interpre- 
tarse por medio de los términos claros y precisos em- 
pleados en otra parte del mismo escrito, cuidando de 
darles no tanto el significado que en general les pudiera 
convenir, cuanto el que corresponde por el contexto ge- 
neral. 


1300. - 


Las cláusulas susceptibles de dos sentidos, del uno 
de los cuales resultare la validez y del otro la nulidad 
del acto, deben entenderse en el primero. 
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Si ambos dieren igualmente validez al acto, deben 
tomarse en el sentido que más convenga a la naturaleza 
del contrato y a las reglas de la equidad. 


1301. - 


Los hechos de los contrayentes, posteriores al con- 
trato, que tengan relación con lo que se discute, servirán 
para evplicar la intención de las partes al tiempo de 
celebrar el contrato. 


1302.- 


Las cláusulas ambiguas se interpretan por lo que es 
de uso y costumbre en el lugar del contrato. 


1303.- 


Las cláusulas de uso común deben suplirse en los 
contratos, aun cuando no se hallen expresadas en ellos. 


1304.- 


En los casos dudosos que no puedan resolverse se- 
gún las bases establecidas, las cláusulas ambiguas deben 
interpretarse a favor del deudor. 


Pero las cláusulas ambiguas que hayan sido extendi- 
das o dictadas por una de las partes, sea acreedora O 
deudora, se interpretarán contra ella, siempre que la am- 
bigijedad provenga de su falta de explicación. 


1305.- 


Por generales que sean los términos de un contrato, 
sólo se aplicarán a la materia sobre que se ha contratado: 


1306.- 


Cuando el objeto de un contrato es un compuesto de 
diversas partes, la denominación dada al todo compren- 
de todas las partes que lo forman. 


1307.- 


La expresión de un caso se estima hecha por vía de 
ejemplo, a no ser que aparezca claramente haberse he- 
cho con el objeto de restringir la obligación a ese caso. 


CAPITULO 11 
De los cuasicontratos, delitos y cuasidelitos 
SECCION 1 
De los cuasicontratos 
1308.- 


Todo hecho lícito del hombre que hace mejor la 
condición de una persona en daño de otro, sin que haya 
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mediado intención de hacer liberalidad, da origen a un 
cuasicontrato que obliga al que ha mejorado su condi- 
ción a devolver la suma o la cosa convertida en su 
provecho. Ñ 


1309.- 


El que se encarga de la agencia o administración de 
los bienes a negocios ajenos sin mandato ni conoci- 
miento del dueño, está obligado a continuar en su encar- 
go con todo lo anejo o dependiente hasta su conclusión 
o hasta que el mismo dueño o interesado se halle en 
estado de proveer por sí o bien hasta que puedan pro- 
veer sus herederos en caso de que muriese aquél durante 
la referida agencia. 


Las obligaciones del agente oficioso son las mismas 
que las del mandatario. 


1310.- 


El agente oficioso está obligado a emplear en la 
gestión todos los cuidados de un buen padre de familia y 
será responsable de los perjuicios que por su culpa o 
negligencia resulten al dueño de los bienes o negocios 
que tomó a su cargo. 


Los Tribunales, sin embargo, podrán moderar la in- 
demnización según las circunstancias del caso. 


1311.- 


Por su parte, el dueño de los bienes o negocios ofi- 
ciosamente administrados con la debida diligencia, está 
obligado a cumplir las obligaciones contraídas en su 
nombre por su agente, a indemnizarle de las que haya 
tomado sobre sí por causa de dicha agencia y a satisfa- 
cerle todos los gastos necesarios o útiles que haya he- 
cho, pero no a darle salario. 


1312.- 


El que por error ha hecho un pago tiene derecho de 
repetir lo pagado, si prueba que no lo debía. 


Sin embargo, cuando una persona a consecuencia de 
un error suyo, ha pagado una deuda ajena, no tendrá 
derecho de repetición contra el que a virtud del pago ha 
suprimido o cancelado de buena fe un título necesario 
para el cobro de su crédito; pero puede intentar contra el 
deudor las acciones del acreedor. 


1313.- 
No se podrá repetir lo que se ha pagado para cumplir 


una obligación puramente natural de las enumeradas en 
el Capítulo IV del siguiente Título. (Artículo 2176). 
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1314.- 


Se podrá repetir aun lo que se ha pagado por error de 
derecho, cuando el pago no tenía por fundamento ni 
siquiera una obligación puramente natural. 


1315.- 
Si el demandado confiesa el pago, el actor debe pro- 


bar que no era debido; pero si aquél lo niega, correspon- 
de al actor probarlo; y probado, se presumirá indebido, 


1316.- 


El que de buena fe recibe una cantidad indebida está 
obligado a restituir otro tanto. 


Si la ha recibido de mala fe, debe también los intere- 
ses corrientes. 


El que ha recibido de buena fe una cosa cierta y 
determinada debe restituirla en especie, si existe; pero 
no responde de las desmejoras o pérdidas, aunque hayan 


sido ocasionadas por su culpa, sino en cuanto se haya 


hecho más rico. 


Con todo, desde que sabe que la cosa fue pagada 
indebidamente, se somete a todas las obligaciones del 


poseedor de mala fe. 
1317.- 


El que de buena fe ha vendido la cosa cierta y deter- 
minada que se le dio como debida, es sólo obligado a 
. restituir el precio de venta y a ceder las acciones que 
tenga contra el comprador que no la haya pagado ínte- 
gramente. 


Si estaba de mala fe cuando hizo la venta, es obliga- 
do como todo poseedor que dolosamente ha dejado de 
poseer. 


1318.- 

El que pagó lo que no debía, no puede perseguir la 
especie poseída por un tercero de buena fe a título one- 
roso; pero tendrá derecha para que el tercero que la 
tiene por cualquier título gratuito, se la restituya, si es 


reivindicable y existe en su poder. 


Las obligaciones del donatario que restituye, son las 
mismas que las de su causante, según el artículo 1316. 


SECCION Il 
De los delitos y cuasidelitos 
1319.- 


Todo hecho ilícito del hombre que causa a otro un 
daño, impone a aquel por cuyo dolo, culpa o negligen- 


cía ha sucedido, la obligación de repararlo. 


Cuando el hecho ilícito se ha cumplido con dolo, 


esto es, con intención de dañar, constituye un delito; 


cuando falta esa intención de dañar, el hecho ilícito 
constituye un cuasidelito. 


En uno y otro caso, el hecho ilícito puede ser negati- 
vo O positivo, según que el deber infringido consista en 
hacer 0 no hacer. 


1320.- 


No son capaces de delito o cuastdelito los menores 
de diez años ni los dementes; pero serán responsables 
del daño causado por ellos las personas a cuyo cargo 
estén, si pudiere imputárseles negligencia. 


1321.- 


El que usa de su derecho no daña a otro, con tal que 
no haya exceso de su parte. El daño que puede resultar 
no le es imputable. 


1322.- 


Nadie es responsable del daño que proviene de caso 
fortuito a que no ha dado causa. 


1323.- 


El daño comprende no sólo el mal directamente cau- 
sado, sino también la privación de ganancia que fuere 
consecuencia inmediata del hecho ilícito. 


1324.- 


Hay obligación de reparar no sóla el daño que se 
causa por hecho propio, sino también el causado por el 
hecho de las personas que uno tiene bajo su dependen- 
cia o por las cosas de que uno se sirve o están a su 
cuidado. 


Así. los padres son responsables del hecho de los 
hijos que están bajo su potestad y viven en su compañía. 


Los tutores y curadores lo son de la conducta de las 
personas que viven bajo su autoridad y cuidado. 


Lo son, igualmente, los directores de colegios y los 
maestros artesanos respecto al daño causado por sus alum- 
nos o aprendices, durante el tiempo que están bajo su 
vigilancia. 


Y lo son, por último, los dueños o directores de un 
establecimiento o empresa, respecto del daño causado 
por sus domésticos en el servicio de los ramos en que 
los tuviesen empleados. 
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La responsabilidad de que se trata en los casos de 
este artículo cesará cuando las personas en ellos men- 
cionadas prueben que emplearon toda la diligencia de 
un buen padre de familia para prevenir el daño. 


**La redacción del inc. 2” está adaptada al texto 
del Art. 1” y 11 tey N? 10.783 de 18.9.46 


1325.- 


En cuanto a los posaderos, su responsabilidad se re- 
girá por lo dispuesto acerca del depósito necesario en el 
Título X111, Parte Segunda de este Libro. 


1326.- 


Las personas obligadas a la reparación del daño cau- 
sado por las que de ellas dependen, tienen derecho a ser 
indemnizadas sobre los bienes de éstas, si los hubiere y 
si el que causó el daño lo hizo sin orden ni conocimien- 
to de la persona a quien debía obediencia y era capaz de 
delito o cuasidelito según el artículo 1320. 


1327.- 


El dueño de un edificio es responsable del daño que 
ocasione su ruina acaecida por haber omitido las nece- 
sarias reparaciones o por haber faltado de otra manera al 
cuidado de un buen padre de familia. 


Si la ruina proviniese de vicio en la construcción, el 
tercero damnificado sólo puede repetir contra el arqui- 
tecto que dirigió la obra, con arreglo a lo dispuesto en el 
Capítulo $, Título IV, Parte Segunda: de este Libro. 
(Artículo 1844). 


1328.- 


El dueño de un animal es responsable del daño que 
éste cause aun después que se haya soltado o extraviado, 
salvo que la soltura, extravío o daño no pueda imputarse 
a culpa del dueño o de sus dependientes encargados de 
la guarda o servicio del animal. 


Lo que se dispone respecto del dueño es aplicable a 
toda persona que se sirva de un animal ajeno, salva su 
acción contra el dueño, si el daño provino de un vicio 
del animal que aquél debía conocer o prevenir y de que 
no le dio conocimiento. 


1329.. 


- El daño causado por un animal salvaje o feroz será 
siempre imputable a quien lo tenga bajo su guarda, sea 
o no su propietario, aungue no le hubiese sido posible 
evitar el daño y aunque el animal se hubiese soltado sin 
su culpa. 
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Lo dispuesto precedentemente no será aplicable a las 
autoridades y funcionarios de los parques o jardines zo0- 
lógicos estatales o municipales, respecto de los cuales 
regirá lo establecido en el artículo anterior. La misma 
regla se aplicará a los propietarios de parques o jardines 
zoológicos privados, guardianes de los mismos y depen- 
dientes encargados de la guarda de los animales. 


**Texto dado por la ley N? 16.088 de 25.10.89 
.1329.1.- 


A los efectos del artículo anterior, se consideran ani- 
males feroces o salvajes los que no son ordinariamente 
domesticables o son peligrosos para los seres humanos 
por su agresividad, costumbres, tamaño o fuerza, tales 
como: grandes felinos, paquidermos, osos, cocodrilos, 
ofidios venenosos y boas, primates grandes y medianos, 
lobos, gatos monteses, jabalíes y similares. 


No exime de esta calificación el hecho de que el 
animal haya sido criado por seres humanos y en régi- 
men de domesticidad. 


**Texto resultante del Art. 9" ley N” 16.088 de 
25.10.89 


133.- 


El daño causado por una cosa que cae o se arroja de 
la parte superior de un edificio, es imputable a todos los 
que habitan la misma parte del edificio y la indemniza- 
ción se dividirá entre todos ellos, a menos que se pruebe 
que el daño se debe a la culpa o dolo de alguna persona 
exclusivamente, en cuyo caso será responsable esta sola. 


1331.- 


Si un delito ha sido cometido por dos o más perso- 
nas, cada una de ellas responde solidariamente del daño 
causado. 


No es aplicable esta regla cuando el daño proviene 
de cuasidelito. Sus autores responderán proporcional- 


mente. 
1332.- 


La acción concedida al damnificado prescribe en cua- 
tro años contados desde la perpetración del hecho ilíci- 


to. 


**Texto dado por el Art. 3” ley N” 16.162 del 
18.12.90 
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TITULO H 
De las diversas especies de obligaciones 
CAPITULO I 
De las obligaciones con relación a su objeto 
SECCION 1 
De la obligación de dar 
1333.- 


La obligación de dar es la que tiene por objeto la 
entrega de una cosa mueble o inmueble. 


El que se ha obligado a entregar una cosa debe veri- 
ficarlo en el lugar y en el tiempo estipulado; y en defec- 
to de estipulación, en lugar y tiempo convenible según 
el arbitrio judicial. (Artículo 1245). 


1334.. 


La obligación de entregar la cosa contiene la de con- 
servarla como buen padre de familia, hasta que la tradi- 
ción se verifique, so pena de daños y perjuicios. 


1335.- 


La cosa aumenta, se deteriora o perece para el que la 
tiene que recibir, a no ser en los casos siguientes: 


[?. Si pereciere o se deteriorare por dolo o culpa del 
que Ja debe entregar. 


2”. Si se pactare que el peligro sea de cuenta del que 
la debe entregar. 


3”. Si la cosa fuese de las que es costumbre gustar o 
probar antes de recibirlas. 


4”. Si el deudor ha caído en mora de entregar la 
cosa. (Artículos 1438, inciso 2”; 1557 y 1805). 


1336.- 


El deudor cae en mora. sea por interpelación judicial 
O intimación de la protesta de daños y perjuicios, sea 
por la naturaleza de la convención o por efecto de la 
misma, cuando en ella se establece que el deudor caiga 
en mora por sólo el vencimiento del término. 


1337.- 
Si uno se obliga sucesivamente au entregar a dos per- 


sonas diversas una misma cosa, el que primero adquiere 
la posesión de buena fe, ignorando el primer contrato, es 


preferido, aunque su título sea posterior en fecha, con 
tal que haya pagado el precio, dado fiador o prenda u 
obtenido plazo para el pago. (Artículo 1680). 


SECCION H 
De la obligación de hacer o de no hacer 
1338.- 


Toda obligación de hacer o de no hacer, se resuelve 
en resarcimiento de daños y perjuicios, en caso de falta 
de cumplimiento de parte del deudor. 


Sin embargo, el acreedor tiene derecho a exigir que 
se destruya lo que se hubiese hecho en contravención de 
la obligación y puede obtener autorización judicial para 
destruirlo a costa del deudor, sin perjuicio del resarci- 
miento de daños, si hubiere lugar. 


1339.- 


En caso de falta de cumplimiento, tratándose de cosa 
que pueda ser ejecutada por un tercero, puede el acree- 
dor obtener autorización para hacer ejecutar la obliga- 
ción por cuenta del deudor, si no prefiere compelerle al 
pago de daños y perjuicios. (Artículo 1338). 


El deudor, para librarse de los daños y perjuicios que 
se le reclaman, puede ofrecerse a ejecutar la cosa pro- 
metida, si es tiempo todavía, sin perjuicio del acreedor, 
pagando los daños ocasionados por la demora. 


134().- 


St la obligación es de no hacer, el contraventor debe 
los daños y perjuicios por el solo hecho de la contraven- 
ción. 


SECCION IH 
De los daños y perjuicios 
1341.- 


Los daños y perjuicios sólo se deben cuando el deu- 
dor ha caído en mora de cumplir su obligación (artículo 
1336) o cuando la cosa que se había comprometido a 
dar o hacer no podía ser dada o hecha, sino en el tiempo 
determinado que ha dejado transcurrir. s 


La demanda de perjuicios supone la resolución del 
contrato. El que pide su cumplimiento no puede exigir 
otros perjuicios que los de la mora. 


1342.- 


El deudor es condenado al resarcimiento de daños y 
perjuicios, sea en razón de la falta de cumplimiento de 
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la obligación o de la demora en la ejecución, aunque no 
haya mala fe de su parte, siempre que no justifique que 
la fatta de cumplimiento proviene de causa extraña que 
no le es imputable. 


1343.- 


No se deben daños y perjuicios, cuando el deudor no 
ha poúido dar o hacer la cosa a que estaba obligado o ha 
hecho lo que le estaba prohibido, cediendo a fuerza ma- 
yor o por caso fortuito. (Artículo 1549). 


No se entienden comprendidos en la regla antedicha, 
los casos siguientes: 


1? Si alguna de las partes ha tomado sobre sí espe- 
cialmente los casos fortuitos o la fuerza mayor. 


2”. Si el caso fortuito ha sido precedido de alguna 
culpa suya, sin la cual no habría tenido lugar la pérdida 
o inejecución. 


3". Si el deudor había caído en mora antes de reali- 
zarse el caso fortuito; debiéndose observar lo dispuesto 
en el Capítulo VI, Título Ml, Parte Primera de este Li- 
bro. 


1344.- 


Se entiende por culpa la falta del debido cuidado o 
diligencia. Puede ser grave u leve. 


Sea que el negocio interese a una sola de las partes, 
ya tenga por objeto la utilidad común de ellas, sujeta al 
obligado a toda la diligencia de un buen padre de fami- 
lia, esto es, a prestar la culpa leve. 


Esa obligación, aunque regulándose por un solo prin- 
cipio, es más o menos extensa según la naturaleza del 
contrato o el conjunto de circunstancias, en los casos 
especialmente previstos por este Código. 


-1345.- 


Los daños y perjuicios debidos al acreedor, a no ser 
de los fijados por la ley o convenidos por los contratan- 
tes, son en general, de la pérdida que há sufrido y del 
Jucro de que se le ha privado, con las modificaciones de 
los artículos siguientes. 


1346.- 


El deudor no responde sino de los daños y perjuicios 
que se han previsto o podido prever al tiempo del con- 
trato, cuando no ha provenido de dolo suyo la falta de 
cumplimiento de la obligación. 


Aun en el caso de que la falta de cumplimiento pro- 
venga de dolo del deudor, los daños y perjuicios que no 
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están fijados por la ley:o convenidos por Jos contratan- 
tes, no deben comprender, respecto de la pérdida sufrida 
por el acreedor y el lucro de que se le ha privado, sino 
lo que ha sido consecuencia inmediata y directa de la 
falta de cumplimiento. 


1347.- 


Cuando en la convención se hubiere establecido que, 
si ella no se cumpliere, se pagará cierta suma por vía de 
daños y perjuicios, no puede darse en su lugar una canti- 
dad ni mayor nj menor. 


1348.- 


En las obligaciones que se limitan al pago de cierta 
suma, los daños y perjuicios provenientes de la demora 
en la ejecución, no consisten sino en la condenación en 
los intereses legales, excepto las reglas peculiares al 
comercio y a las fianzas. 


Esos daños y perjuicios se deben sin que el acreedor 
tenga que justificar pérdida alguna y aunque de buena fe 
el deudor no se considere tal. 


Sólo se deben desde el día de la demanda o la cita- 
ción a juicio de conciliación seguido de demanda con 
arreglo al artículo 1236; excepto los casos en que la ley 
hace correr los intereses ¿pso jure o sin acto alguno del 
acreedor. 


SECCION IV 
De las obligaciones alternativas 


1349.- 


2 


La obligación es alternativa cuando se deben varias 
cosas, de manera que el deudor por la entrega o la eje- 
cución de una de ellas, se libra de dar o hacer la otra. 


1350.- 


La elección pertenece siempre al deudor, si no se ha 
concedido expresamente al acreedor. 


Si el que ha de hacer la elección muere sin ejecutar- 
la, ese derecho pasa a sus herederos. 


1351.- 


El deudor puede librarse entregando cualquiera de 
las dos cosas prometidas; pero no puede obligar al acree- 
dor a recibir parte de una y parte de otra. 


1352.- 
Si una de las dos cosas prometidas no podía ser 


materia de la obligación, se considera ésta pura y sim- 
ple, aunque contraída como alternativa. 
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1353.. 


La obligación alternativa se convierte en simple st 
una de las dos cosas prometidas perece, aunque sea por 
culpa del deudor y no puede ser entregada. 


En este caso, el deudor debe entregar la que hubiere 
quedado, sin que ni él cumpla con ofrecer ni el acreedor 
pueda exigirle el precio de la otra. 


Si ambas han perecido y sólo una por culpa del deu- 
dor, debe entregar el precio de la última que ha pereci- 


do. 
1354.- 


En los casos del artículo precedente, si el acreedor 
tuviese la elección por haberse así convenido, se obser- 
varán las reglas siguientes: 


1%. Si una de las cosas ha perecido sin culpa del 
deudor, éste cumple con entregar al acreedor la que 
haya quedado. 


2%. Si pereció por culpa del deudor, podrá el acree- 
dor reclamar a su elección la cosa que haya quedado o 
el precio de la que pereció. 


3". Si han perecido las dos cosas por culpa del deu- 
dor respecto de las dos o de una de ellas, el acreedor 
puede reclamar a su arbitrio el precio de cualquiera de 


las dos. 


4%. Si las dos cosas han perecido sin culpa del deu- 
dor, la obligación se extingue. 


Los mismos principios se aplican al caso en que hay 
más de dos cosas comprendidas en la obligación alterna- 


tiva. 
1355..- 


Si la alternativa consiste en dar o hacer alguna cosa 
a favor de tal o cual persona, el deudor se libra cum- 
pliendo respecto de una de ellas cual más quisiere; y 
éstas no pueden obligarle a satisfacer por mitad a las 
dos. 


1356.- 


Cuando la obligación alternativa consiste en presta- 
ciones anuales, la opción hecha para un año no obliga 


para los otros. 


SECCION V 
De las obligaciones facultativas 
1357.- 


Obligación facultativa es la que tiene por objeto una 
cosa determinada, pero concediéndose al deudor la fa- 
cultad de pagar con esta cosa o con otra que se designa. 


1358.- 


En la obligación facultativa el acreedor no tiene de- 
recho para pedir otra cosa que aquella a que el deudor es 
directamente obligado y si dicha cosa perece sin culpa 
del deudor y antes de haberse éste constituido en mora, 
no tiene derecho para pedir cosa alguna. 


1359.. 


En caso de duda, sobre si la obligación es alternativa 
o facultativa, se tendrá por alternativa. 


SECCION VI 
De las obligaciones de género 


1360.- 


Obligaciones de género son aquellas en que se debe 
indeterminadamente un individuo de una clase o género 
determinado. 


1361.- 


En la obligación de género el acreedor no puede . 
pedir determinadamente ningún individuo y el deudor 
queda libre de ella, entregando cualquier individuo del 
género, con tal que sea de una calidad a lo menos me- 
diana. 


1362.- 


La pérdida de algunas cosas del género no extingue 
la obligación y el acreedor no puede oponerse a que el 
deudor las enafene o destruya, mientras subsistan otras 
para el cumplimiento de lo que debe, 


SECCION VII 
De las obligaciones con cláusula penal 
1363.- 
La cláusula penal es aquella en cuya virtud una per- 


sona para asegurar la ejecución de la convención, se 
obliga a alguna pena, en caso de falta de cumplimiento. 
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1364.- 


La nulidad de la obligación principal trae consigo la 
de la cláusula penal. Ñ 


La nulidad de ésta no importa la de la obligación 
principal. 


1365.- 


La cláusula penal es válida aun cuando se agrega a 
obligación cuyo cumplimiento no puede exigirse judi- 
cialmente, pero que no es reprobada por derecho, 


1366.- 


El acreedor, cuyo deudor ha incurrido en mora, pue- 
de a su arbitrio exigir la pena estipulada o la ejecución 
de la obligación principal. 


1367..- 


La cláusula penal es la compensación de los daños y 
perjuicios que se irrogan al acreedor, por la falta de 
cumplimiento de la obligación principal. 


No puede, pues, pedir a la vez la obligación princi- 
pal y la pena, a no ser que se haya así pactado expresa- 
mente. 


Sin embargo, si habiendo optado por el cumplimien- 
to de la obligación, no consiguiera hacerla efectiva, pue- 
de pedir la pena. 


1368.- 


Sea que la obligación principal contenga o no, plazo 
en que deba cumplirse, no se incurre en la pena, sino 


cuando el obligado a entregar o tomar o a hacer, ha - 


incurrido en mora. 


Si la obligación es de no hacer, el obligado incurre 
en la pena desde el momento que ejecute el acto del 
cual se obligó a abstenerse. 


1369.- 


Incurre en la pena estipulada el deudor que no cum- 
ple dentro del tiempo debido, aun cuando la falta de 
cumplimiento provenga de justas causas que le hayan 
imposibilitado de verificarlo. 


Sin embargo, sí la obligación principal es de entre- 
gar una cosa determinada y ésta perece, no tiene lugar la 
pena en los casos en que el deudor no sea responsable 
de la obligación principal. 
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1370.- 


Cuando la obligación principal se haya cumplido en 
parte, la pena se pagará a prorrata por lo no ejecutado. 


1371.- 


Cuando la obligación primitiva contraída con cláu- 
sula penal, es de cosa indivisible y son varios los deudo- 
res por sucesión o por contrato, se incurre en la pena por 
la contravención de uno solo de los deudores y puede 
ser exigida por entero del contraventor o de cada uno de 
los codeudores por su parte y porción, salvo el derecho 
de éstos para exigir del contraventor que les devuelva lo 
que pagaron por su culpa. 


1372. - 


Si la obligación indivisible contraída con cláusula 
penal es a favor de varios contra varios, sea por herencia 
o por contrato, no se incurre en la pena total, caso de 
obstáculo puesto por uno de los deudores a alguno de 
los acreedores, sino que sólo el causante del obstáculo 
incurre en la pena y se adjudica únicamente al perturba- 
do; ambos proporcionalmente a su haber hereditario o 
cuota correspondiente. 


1373. - 


Cuando la obligación primitiva con cláusula penal es 
divisible, sólo se incurre en la pena por aquel de los 
herederos del deudor que contraviniere a la obligación y 
sólo por la parte que le toca en la obligación principal, 
sin que haya acción contra los que la han cumplido. 


Esta regla admite excepción, cuando habiéndose agre- 
gado la cláusula penal con el fin expreso de que la paga 
no pudiese verificarse por partes, un coheredero ha im- 
pedido el cumplimiento de la obligación en su totalidad. 

En tal caso, puede exigirse de él toda la pena. 

1374. - 

Si a la pena estuviere afecto hipotecariamente un 
inmueble, podrá perseguirse en él toda la pena, salvo el 
recurso de indemnización contra quien hubiere lugar. 

SECCION VII! 
De las obligaciones divisibles e indivisibles 

1375. - 

La obligación es divisible o indivisible, según que su 


objeto sea o no susceptible de división, bien material, 
bien intelectual, 
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1376. - 


Aunque la cosa o el hecho, objeto de la obligación, 
sea divisible por su naturaleza, vendrá a ser indivisible 
la obligación, si la relación bajo que los contrayentes 
han considerado dicho objeto impide que éste y por 
consiguiente la obligación, admita ni división ni ejecu- 
ción parcial. 


1377, - 


La solidaridad no da a la obligación el carácter de 
indivisible ni viceversa. 


1" 
De los efectos de la obligación divisible 
1378. - 


La obligación que es susceptible de división debe 
ejecutarse entre deudor y acreedor como si fuese indivi- 
sible. 


La divisibilidad sólo tiene aplicación, cuando san 
varios los acreedores o deudores por contrato O por su- 
cesión. 


1379. - 


Cuando en la obligación divisible son varios los acree- 
dores o deudores por contrata, el crédito y la deuda se 
dividen de pleno derecho y por iguales partes entre to- 
dos los individuos enumerados conjuntamente, sea corno 
acreedores o deudores de una misma cosa, a no ser que 
se disponga de otro modo en el título constitutivo de la 
obligación. 


La insolvencia de uno de los deudores no grava a los 
otros. (Artículo 2127). 


1380. - 


Cuando en la obligación divisible son varios los acree- 
dores o deudores por título de sucesión, no pueden exi- 
gir la deuda ni están obligados a pagarla, sino .por las 
partes que les corresponden, como representantes del 
acreedor o deudor. 


1381. - 

El principio establecido en los dos artículos prece- 
dentes admite excepción, pero sólo con respecto a los 
codeudores o herederos del deudor: 


1”. Cuando la deuda es de especie determinada. 


2”. Cuando uno de los deudores o uno de los cohere- 
deros del deudor, tuviere a su cargo el pago de toda la 


deuda, en virtud del título de la obligación o por haberlo 
así ordenado el testador o determinándose en la parti- 
ción de la herencia. 


3”, Cuando resulta, sea de la naturaleza de la obliga- 
ción, sea de la cosa objeto de ella, sea del fin que se han 
propuesto las partes en el contrato, que la intención de 
los contrayentes ha sido que la deuda no pueda cubrirse 
parcialmente. 


En el primer caso, el poseedor de la especie debida 
puede ser perseguido por el todo, salva su acción contra 
sus codeudores o coherederos. Con esta misma calidad, 
el encargado del pago en el segundo caso y en el tercero 


* cualquiera de los codeudores o coherederos puede ser 


reconvenido por el todo de la obligación. 
1382. - 


En caso que la deuda sea hipotecaria o prendaria, sus 
efectos se reglarán por lo que se dispone en los Títulos 
correspondientes de este Libro Cuarto. 


1383. - 


En el caso de una deuda alternativa a elección del 
acreedor de dos cosas, de las cuales una es indivisible, 
optando por ésta el acreedor, con conocimiento del deu- 
dor, el pago de la obligación quedará sujeto a las reglas 
del párrafo siguiente. 


2" 
De los efectos de la obligación indivisible 
1384. - 


Cada uno de los que contrajeron conjuntamente una 
obligación indivisible (artículos 1375 y 1376) está obli- 
gado por el todo, aunque la obligación no se haya con- 
traído solidariamente. 


Lo mismo sucederá con respecto a los herederos de 
aquel que contrajo semejante obligación. (Artículo 1168). 


1385. - 


Cualquiera de los herederos del acreedor puede exi- 
gir en su totalidad la ejecución de la deuda indivisible; 
pero no puede uno solo hacer remisión de la deuda ni 
recibir en lugar de la cosa, el precio de ella. 


Sin embargo, si alguno de los herederos ha remitido 
la deuda o recibido el precio de la cosa indivisible, su 
coheredero no puede reclamarla, sin abonar la porción 
del que ha hecho la remisión o ha recibido el precio. 
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1386. - 


El heredero del deudor que es demandado por la 
totalidad de la obligación, puede pedir término para ci- 
tar a sus coherederos, a no ser que sea de tal naturaleza 
ta obligación, que sólo pueda ser cumplida por el de- 
mandado. En tal caso, sólo éste será condenado, deján- 
dole a salva la acción contra sus coherederos. 


1387. - 


La prescripción interrumpida respecto de uno de los 
deudores de la obligación indivisible lo es igualmente 
respecto de los otros. 


CAPITULO II 
De las obligaciones con relación a las personas 
1388. - 


- En la obligación puede haber un solo deudor y un 
solo acreedor o más de un deudor o más de un acreedor. 
Si hubiere más de un deudor o más de un acreedor y una 
misma cosa fuere el objeto de la obligación, simultánea- 
mente entre ellos, la obligación será mancomunada, que 
también se dice conjunta. 


1389. - 


La obligación mancomunada puede ser simplemente 
tal o solidaria. No habiendo solidaridad, los efectos de 
la obligación mancomunada se reglarán como ya está 
dispuesto en la Sección VIII del Capítulo anterior, sobre 
las obligaciones divisibles e indivisibles. 


SECCION ÚNICA 
De las obligaciones solidarias 
10 
Disposiciones generales 
1390. - 
La solidaridad de las obligaciones puede ser activa o 
pasiva, según se considere respecto de los acreedores o 


con relación a los deudores. 


La solidaridad activa o entre los acreedores de una 
misma cosa, es el derecho que cada uno tiene de recla- 
mar el pago en su totalidad. 


La solidaridad pasiva o entre los deudores, es la obli- 
gación impuesta a cada uno de ellos de pagar solo, por 
todos, la cosa que deben en común. 
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1391. - 
La solidaridad no se presume: es preciso que se de- 
clare inequívocamente en la convención o en el testa- 


mento. 


Sólo cesa esta regla en los casos que tenga lugar de 
pleno derecho, en virtud de disposición de la ley. 


1392. - 


Para que la obligación se tenga por solidaria, no es 
indispensable que se use de esta expresión; y bastará 


que las palabras de que se sirvan los contrayentes mani- 


fiesten de un modo inequívoco la voluntad de estipular 
en su favor la solidaridad o de someterse a ella; como si 
dijeren que renuncian al beneficio de división y excu- 
sión o que uno de los deudores se obliga por todos o 
cada uno por el todo. 


1393. - 


La obligación no deja de ser solidaria, cuando de- 
biéndose una sola y misma cosa, ella sea para alguno de 
los acreedores o para alguno de los deudores obligación 
pura y simple y para otro, obligación condicional o a 
plazo o pagadera en otro lugar. 


1394. - 


Aunque uno de los acreedores o uno de los deudores 
fuese incapaz de adquirir el derecho o contraer la obli- 
gación, ésta no dejará de ser válida y solidaria para los 
otros. 


1395. - 

Si falleciere alguno de los acreedores o deudores, 
con más de un heredero, ninguno de los coherederos 
tendrá derecho para exigir o recibir ni será obligado a 
pagar sino la cuota que le corresponda en el crédito o en 
la deuda, según su haber hereditario, 

qe 
De los efectos de la solidaridad activa 
1396. - 


Los efectos de la solidaridad activa son: 


1”. Que cualquiera de los acreedores tiene el derecho 
de exigir y recibir el pago total del crédito. 


2”. Que el pago hecho a uno de los acreedores libra 
al deudor respecto de los otros. 
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3”. Que cualquier acto que interrumpa la prescrip- 
ción, respecto de uno de los acreedores, aprovecha a los 
otros. 


Sin embargo, no produce el mismo efecto la suspen- 
sión de la prescripción en favor de uno de ellos. 


4”. Que el deudor puede pagar indistintamente a cual- 
quiera de los acreedores, mientras no ha sido judicial- 
mente demandado por alguno de ellos. 


5”, Que la remisión hecha por uno de los acreedores 
libra al deudor respecto de Jos otros, si éstos no le ha- 
bían judicialmente demandado todavía. 


1397. - 


El acreedor que hubiere cobrado el todo o parte de la 
deuda o que hubiere hecho quita o remisión de ella, 
responderá a los otros acreedores de la parte que a éstos 
corresponda, dividido el crédito entre ellos. 


El crédito se dividirá entre los acreedores, según lo 
que hubieren pactado: y en su defecto, por partes igua- 
les. 


3" 
De los efectos de la solidaridad pasiva 

1398. - 

Los efectos de la solidaridad pasiva son: 


[?. Que el acreedor tiene el derecho de pedir la tota- 
lidad del crédito al deudor que eligiere. el cual está 
obligado a pagarlo por entero. 


2”. Que ta demanda deducida contra uno de los deu- 
dores no impide al acreedor que demande a los otros. 


3”, Que la demanda deducida contra una de los deu- 
dores, interrumpe la prescripción respecto de todos. 


4%, Que produce el mismo electo el reconocimiento 
de la deuda, verificado por uno de los codeudores. 


5%. Que la demanda de intereses contra uno de los 
deudores, los hace correr respecto de todos, 


6”. Que el pago verificado por uno de los cadeudores 
libra a todos respecto del acreedor. 


7”, Que si la cosa debida ha perecido por culpa de 
uno o más de los deudores o después de haber incurrido 
en mora, los otros ño quedan exonerados de pagar el 
precio de la cosa; pero sólo aquéllos responderán de los 
daños y perjuicios. 
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Sin embargo, cuando se haya estipulado expresa- 
mente el resarcimiento de daños y perjuicios para el 
caso de inejecución o falta de cumplimiento, la respon- 
sabilidad será solidaria, salvo el recurso de los inculpa- 
bles contra el moroso o culpable. 


1399. - 


El deudor solidario, demandado por el acreedor, puede 
oponer todas las excepciones que le sean comunes con 
todos sus codeudores. 


Puede oponer también las que le sean personales, 
pero no las que lo sean a los dernás deudores. 


1400. - 


El acreedor que consiente en la división de la deuda, 
respecto de uno de los deudores, conserva su acción 
solidaria contra los demás, con deducción de la parte 
correspondiente al deudor a quien ha exonerado de la 
solidaridad. 


1401. - 

El acreedor que reciba la parte de uno de los deudo- 
res, aunque no reserve en el resguardo la solidaridad o 
sus derechos en general, no se entiende que renuncia a 
la solidaridad, sino en lo que toca a ese deudor. 


No se considera que el acreedor exonera de la soli- 
daridad al deudor, aun cuando reciba de él una suma 
igual a la parte que le corresponde, si no dice en el 
resguardo que la recibe por su parte. 


Lo mismo sucede con la demanda deducida contra 
uno de los deudores por su parte, si éste no se ha con- 
formado con la demanda o no ha intervenido sentencia 
definitiva. 


1402. - 


El acreedor que recibe separadamente y sin reserva 
la parte de uno de los deudores en los intereses del 
crédito, aunque en el resguardo exprese que la recibe 
por la parte de éste, no pierde la solidaridad, sino relati- 
vamente a los intereses vencidos; pero no a tos futuros 
ni al capital, a no ser que el pago separado se hava 
continuado por diez años. 


1403. - 


Cuando uno de los deudores viene a ser heredero 
único del acreedor o cuando éste viene a ser heredero 
único de alguno de los deudores, la confusión extingue 
el crédito, sólo en la parte correspondiente al acreedor o 
deudor a quien se hereda. 
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1404. - 


La obligación contraída solidariamente respecto al 
acreedor se divide entre los deudores de la manera que 
ellos hayan establecido por pacto; y a falta de éste, por 
partes iguales, 


El deudor solidario que pagase íntegra la deuda, sólo 
puede reclamar contra los otros codeudores por la parte 
que a cada uno corresponda; y si alguno resultare insol- 
vente, la pérdida se repartirá proporcionalmente entre 
los otros codeudores y el que hizo el pago. 


Sin embargo, en el caso que el acreedor hubiere 
exonerado de la solidaridad a uno de los deudores, sufri- 
rá personalmente la parte porporcional con que ese deu- 
dor debía contribuir a la cuota del insolvente, sin que 
pueda.repetirla contra los otros deudores. (Artículo 1539). 


1405. - 

Si el negocio que ha dado lugar a la deuda solidaria 
no interesare sino a uno de los codeudores, responderá 
éste de toda la deuda a sus correos que no serán conside- 
rados con relación a él, sino como sus fiadores. 


CAPITULO III 


De las obligaciones con respecto al modo de 
contraerse 


SECCION 1 
De las obligaciones condicionales 
Jo 
Disposiciones Generales 
1406. - 


La obligación es pura, cuando su cumplimiento no 
depende de condición alguna. 


1407. - 


La obligación es condicional, cuando se contrae bajo 
condición. 


La condición es el suceso futuro e incierto, del cual 
se hace depender la fuerza jurídica de una obligación. 


Un hecho presente o pasado, pero desconocido de 
las partes, puede ser objeto de una condición en el senti- 
do de quedar subordinada la obligación a la prueba de la 
existencia de ese hecho. 


CAMARA DE SENADORES C.S.- 


1408. - 


Ea condición de cosa físicamente imposible, contra- 
ría a las buenas costumbres o prohibida por las leyes, es 
nula e invalida la convención que de ella pende. 


Se mirará también como imposible la condición que 
esté concebida en términos ininteligibles. 


1409. - 


Son especialmente prohibidas las condiciones siguien- 
tes 


1%. De mudar o no mudar de religión. 


2”. De no contraer absolutamente primero o ulterior 
matrimonio. 


3”. De abrazar un estado incompatible con el del 
matrimonio. 


4”. De casarse con determinada persona O con apro- 
bación de un tercero o en cierto lugar o en cierto tiem- 


po. 


5”. De no casarse con determinada persona o divor- 
ciarse. (Artículo 188). 


6”. De habitar siempre en lugar determinado o suje- 
tar la elección de domicilio o voluntad de un tercero. 


1410. - 


Las reglas de los dos artículos precedentes se aplican 
aun a las disposiciones testamentarias; sin perjuicio de 
lo establecido para el caso del artículo 952. 


1411. - 


La condición de no hacer una cosa físicamente im- 
posible no anula ta obligación que con ella se contrae, 
sino que se tiene por no escrita. 


1412. - 


La condición de no ejecutar un acto contrario a la 
ley o a las buenas costumbres, anula la obligación. 


1413. - 


La obligación contraída bajo una condición que haga 
depender absolutamente la fuerza de ella de la voluntad 
del deudor. es de ningún efecto; pero si la condición 
hictere depender la obligación de un hecho que puede o 
no ejecutar la persona obligada, la obligación es válida. 
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1414. - 


Toda condición debe cumplirse de la manera en que 
verosímilmente han querido los contrayentes que lo fuese. 


1415. - 


Aunque el cumplimiento de la condición dependa en 
todo o en parte de la voluntad de un tercero, debe cum- 
plirse para que sea eficaz la obligación. 


1416. - 


El cumplimiento de la condición es indivisible, aun- 
que el objeto de ella sea una cosa divisible. 


Cumplida en parte la condición, no hace nacer en 
parte la obligación. 


1417. - 


Cuando en la obligación se han puesto varias condi- 
ciones disyuntivamente, basta que una de ellas se cum- 
pla para que la obligación sea eficaz; pero si las condi- 
ciones han sido puestas copulativamente, una sola que 
deje de cumplirse, la obligación queda sin efecto. 


1418. - 


La obligación contraída bajo condición de verificar- 
se algún suceso para día determinado, caduca, si llega 
éste sin realizarse aquél. Si no hay tiempo determinado 
para la realización del suceso, puede cumplirse la condi- 
ción en cualquier tiempo. 


1419. - 


Contraída la obligación bajo condición de que nou se 
verifique algún suceso en tiempo determinado, queda 
cumplida sí transcurre el tiempo sin verificarse. Se cum- 
ple igualmente, si antes del transcurso del tiempo se 
hace evidente que el suceso no puede realizarse. 


Si no hay tiempo determinado, sólo se considera cum- 
plida la condición cuando viene a hacerse evidente que 
el suceso no puede realizarse. 


1420. - 


La condición se reputa cumplida, cuando ya sea el 
que la estipuló o aquel que se obligó bajo ella, es el que 
ha impedido su cumplimiento, a no ser que el obstáculo 
puesto al cumplimiento de la condición, sólo sea la con- 
secuencia del ejercicio de un derecho. 


1421. - 


La condición cumplida, en las obligaciones de dar, 
se retrotrae al día en que se contrajo la obligación y se 
considera ésta como contraída puramente desde el prin- 
cipio. 


Si la condición no se realiza, se considera la conven- 
ción como no celebrada. 


1422, - 


Si alguno de los contrayentes fallece antes del cum- 
plimiento de la condición, sus derechos y obligaciones 
pasan a sus herederos. 


Exceptúase el caso en que la condición sea esencial- 
mente personal o no pueda ser cumplida por los herede- 
ros. 


La regla del presente artículo no se aplica a las dis- 
posiciones testamentarias ni a las donaciones entre ví- 
vos. (Artículo 954). 


1423. - 


El acreedor puede, pendiente el cumplimiento de la 
condición, ejercer todos los actos conservatorios de su 
derecho. 
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De la condición suspensiva 


1424, - 


La condición se Hama suspensiva si mientras no se 
cumple. suspende la adquisición de un derecho. 


Podrá repetirse lo que se hubiere pagado antes de 
cumplirse la condición suspensiva. 


1425, - 


Cuando la obligación se ha contraído bajo condición 
suspensiva y la cosa cierta y determinada, objeto de la 
obligación, perece por culpa del deudor, queda éste obli- 
gado al precio y al resarcimiento de daños y perjuicios, 
en caso de realizarse la condición. 


Si la cosa perece sin culpa del obligado, la obliga- 
ción se extingue. 


Si la cosa se ha deteriorado sin culpa del obligado o 
si ha tenido aumento, esos deterioros o aumentos son de 
cuenta del acreedor. 


Si la cosa se ha deteriorado por culpa del deudor, 
puede optar el acreedor entre resolver la obligación o 
exigir la cosa en el estado en que se encuentra, con los 
daños y perjuicios en uno y otro caso. 


1426.- 


Con relación a terceros poseedores, el efecto retroac- 
tivo de la condición suspensiva cumplida, se reglará por 
lo dispuesto en el párrafo siguiente. 
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q 
De la condición resolutoria 
1427.- 


La condición se lama resolutoria, cuando por su 
cumplimiento se extingue un derecho. 


1428.- 


La condición resolutoria no suspende la ejecución de 
la obligación; obliga solamente al acreedor a restituir lo 
que ha recibido, en caso de verificarse el suceso previsto 
en la condición. 


Los frutos se compensan con los intereses d. | precio. 


Para determinar a quién pertenecen la pérdida, au- 
mentos o deterioros que sobrevienen, pendiente la con- 
dición, se atiende a las reglas establecidas en el artículo 
1425, 


1429.- 


En el caso que la condición resolutoria hubiese sido 
puesta exclusivamente en favor del acreedor, podrá éste 
renunciarla; pero será obligado a declarar su determina- 
ción, si el deudor do exigiere. 


1430.- 


Sea la cosa mueble o inmueble, el cumplimiento de 
la condición no podrá hacer que se resuelvan Jos dere- 
chos conferidos a terceros poseedores de buena fe. 


En este caso, a salvo queda al acreedor ei derecho de 
demandar a la persona obligada por el pago de lo equi- 
valente y la indemnización de daños y perjuicios. 


1431.- 


La condición resolutoria se entiende implícitamente 
comprendida en todos los contratos bilaterales o sinalag- 
máticos, para el caso en que una de las partes no cumpla 
su compromiso. 


En tal caso el contrato no se resuelve ¿pso jure como 
cuando se ha pactado la condición resolutoria. La parte 
a quien se ha faltado puede optar entre obligar a la otra 
a la ejecución de la convención, cuando es posible o 
pedir la resolución con daños y perjuicios. 


La resolución debe reclamarse judicialmente; y se- 
gún las circunstancias, pueden los Tribunales conceder 
un plazo al demandado. (Artículo 1740). 
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1432.- 


Lo dispuesto en el Capítulo VII, Título TV del Libro 
Tercero sobre las disposiciones testamentarias, es apli- 
cable a las convenciones en lo que no pugne con las 
reglas de la presente Sección. 


1432-1.- 


En el caso de donaciones onerosas o de disposicio- 
nes de última voluntad, que impongan al Estado o a 
persona pública no estatal un plazo, modo o condición, 
se estará a lo que dispone la ley especial. 


**Texto resultante del Art. 516 de la ley N” 15.903 
de 10.11.87, en la redacción dada por el Art. 653 de 
la ley N* 16.170 de 28.12.90 


SECCION Y 
De las obligaciones a plazo 
1433,.- 


La obligación es a plazo, cuando el ejercicio del 
derecho que a ella corresponde está subordinado a un 
plazo suspensivo o resolutorio. 


1434.- 


El plazo suspensivo o resolutorio puede ser cierto o 
incierto. : 


Será cierto, cuando fuere fijado para terminar en 
designado año, mes O día y cuando fuere comenzado 
desde la fecha de la obligación o de otra fecha cierta. 


Incierto será, cuando fuere fijado con relación a un 
hecho futuro necesario, cuya realización tendrá induda- 
blemente lugar en una época más o menos remota, que 
es imposible determinar de antemano. 


1435..- 


Cualesquiera que fuesen las expresiones empleadas 
en la obligación, se entenderá haber plazo y no condi- 
ción, siempre que el hecho fuese necesario, aunque sea 
incierto el día de su realización; y se entenderá haber 
condición y no plazo, cuando el hecho pudiere o no 
realizarse. 


1436.- 


El plazo se presume siempre estipulado en favor del 
deudor y del acreedor, a menos que lo contrario resulte 
de la convención o de las circunstancias especiales del 
caso. 
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El plazo, mientras subsiste, impide la compensación 
de la deuda. 


1438.- 


Lo que se debe a plazo, fuera de los casos de quiebra 
o notoria insolvencia, no puede exigirse antes de su 
vencimiento; pero lo que el deudor, conociendo el pla- 
zo, pagare anticipadamente, no lo podrá repetir. 


En las obligaciones a plazo los riesgos o peligros de 
la cosa son de cuenta del acreedor. (Artículo 1335). 


1439.- 


En el plazo nunca se cuenta el día de la fecha; de 
manera que una obligación a diez días, pactada el pri- 
mero de enero, no vence el diez, sino el once. 


Siendo feriado el día del vencimiento, la obligación 
será exigible el día inmediato posterior que no fuere 
feriado. 


**El texto del inc. 2? está dado por el Art. 2” ley 
N” 8.888 de 28.9.32 


1440.- 

La obligación en que por su naturaleza no fuere esen- 
cial la designación del plazo o que no tuviera plazo 
cierto estipulado por las partes o señalado en este Códi- 
go, será exigible diez días después de la fecha. 

CAPITULO [V 
De las obligaciones con relación a sus efectos 


SECCION UNICA 


De las obligaciones civiles y de las meramente 
naturales 


1441.- 
Las obligaciones sen civiles o meramente naturales. 


Civiles son aquellas que dan derecho para exigir en 
juicio el cumplimiento. 


Naturales las que, procediendo de la sola equidad, 
no confieren acción para exigir su cumplimiento; pero 


que cumplidas, autorizan para retener lo que se ha dado 
o pagado en razón de ellas. 


1442.- 


Son obligaciones naturales: 


7 de Setiembre de 1994 


1”. Las contraídas por personas que, teniendo sufi- 
ciente juicio y discernimiento, son, sin embargo, incapa- 
ces de obligarse según Jas leyes; como los menores pú- 
beres no habilitados de edad. 


2”. Las que procedan de actos o instrumentos nulos 
por falta de alguna solemnidad que la ley exige para su 
validez. 


3". Las obligaciones civiles extinguidas por la pres- 
cripción. 


4%. Las que no han sido reconocidas en juicio por 
falta de prueba o cuando el pleito se ha perdida por 
error o malicia del juez. 


5”. Las que derivan de una convención que reúne las 
condiciones generales requeridas en materia de contra- 
tos; pero a las cuales la ley por razones de utilidad 
general, les ha denegado toda acción, como las deudas 
de juego. (Artículo 2118 número 5"). 


**El numeral 1” está adaptado al texto del Art. 1” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1443.- 


La sentencia que rechaza la demanda intentada con 
tra el naturalmente obligado, no extingue la obligación 
natural. 


1444.- 


La ejecución parcial de una obligación natural no le 
da el carácter de obligación civil ni el acreedor puede 
reclamar el pago de lo restante de la obligación. 


1445.- 
El efecto de las obligaciones naturales es que, cuan- 
do el pago de ellas se ha hecho voluntariamente por el 


que tenía capacidad para hacerlo, no puede reclamar lo 
pagado. (Artículo 2176). 


1446.- 

Las fianzas, hipotecas, prendas y cláusulas penales 
constituidas por terceros para seguridad de las obliga- 
ciones naturales, valen y puede pedirse el cumplimiento 
de esas obligaciones accesorias. (Artículos 1365 y 2105). 

TETULO HI 
De los modos de extinguirse las obligaciones 


1447.- 


Los modos generales de extinguirse las obligaciones 
s0n: 
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1. La paga 
2”. La compensación... 


a 


La remisión. 
4". La novación. 
5” La confusión. 
6”. La imposibilidad del pago. 


* 


7 La anulación e declaración de nulidad. 


8”. La excepción que resulta de la prescripción con 
arreglo a to dispuesto en el Título VII del Libro Tercero. 
(Artículo 1188). 


99 El efecto de la condición resolutoria y el venci- 
miento del plazo resolutorio explicados ya en el Título 
precedente. 

CAPITULO 1 
De la paga en general 
SECCION i 
De ta paga 


1448.- 


La paga es el cumplimiento por parte del deudor, de 
la dación o hecho que fue objeto de la obligación. 


1449.- 


Cuande por el pago debe transterirse la propiedad de 
la cosa, es preciso para su validez que el que lo hace sea 
propietario de ella y tenga capacidad de enajenarla. 


Sin embargo, si el pago hecho por el que no sea 
propietario de la cosa o no tenga capacidad de enajenar- 
la, consistiere en dinerc u otra cosa fungible, no habrá 
repetición contra el acreedor que lo haya consumido de 
buena fe. 


1450.- 


La paga puede hacerse no sólo por el mismo deudor, 
sino por cualquier interesado en ella, como el correo de 
deber o el fiador. 


La paga puede también hacerse por un tercero, no 
interesado, que obre consintiéndolo expresa o tácitamente 
el deudor. 


Puede hacerse igualmente por un tercero, ignorándo- 
lo el deudor. 
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En este caso, el te.cero tendrá derecho para repetir 
contra el deudor lo que hubiere pagado, si pagó contra 
la voluntad del deudor, no podrá repetir contra éste. 


1451.- 


El tercero que paga, ignorándolo el deudor, no se 
entenderá subrogado por la ley en el lugar y derechos 
del acreedor ni podrá compeler a éste a que lo subrogue, 
(Artículos 1470 y 1526 número 3”). 


1452.- 


La obligación de hacer no puede ser cumplida por 
un tercero, contra la voluntad del acreedor, cuando éste 
tiene interés en que sea ejecutada por el mismo deudor. 


1453.- 


Puede hacerse la paga no sólo al acreedor (bajo cuyo 
nombre se entienden todos los que le hayan sucedido en 
el crédito, aun a título singular) sino también a la perso- 
na que to represente en virtud de un mandato emanado 
del acreedor mismo o de autorización de la justicia o de 
la ley. 


La paga hecha a persona incompetente es válida, si 
el acreedor la ratifica o se aprovecha de ella. 


1454.- 


El poder conferido por el acreedor a una persona 
para demandar en juicio al deudor, no Je faculta por sí 
solo para recibir el pago de la deuda. 


1455.- 


La paga hecha de buena fe ai que estaba en posesión 
del crédito es válida, aunque el poseedor sufra después 
evicción; como, por ejemplo, si el heredero tenido por 
sucesor legítimo y sin contradicción fuese después ven- 
cido en juicio. : 


Se considera en posesión al que presenta el título del 
crédito, si éste es de un pagaré al portador; salvo el caso 
de hurto o graves sospechas de no pertenecer al porta- 


dor. 
1456.- 


El pago hecho a una persona incapaz de administrar 
sus bienes, no es válida sino en cuanto se pruebe que la 
suma pagada se ha empleado en provecho del acreedor 
y en cuanto este provecho se justifique con arreglo a lo 
dispuesto sobre la anulación en el Capítulo VIT de este 
Título. (Artículo 402). 
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1457.- 


La paga hecha por el deudor, a pesar de un embargo 
o retención judictal, no es válida respecto de los acree- 
dores ejecutantes o demandantes. Pueden éstos, según la 
naturaleza de sus derechos, obligarle a pagar de nuevo, 
salvo en este caso su recurso contra el acreedor a quien 
había pagado. 


1458.. 


La paga, para ser legítima, debe hacerse de la misma 
cosa debida y no de Gtra ni su valor, a no ser de consen- 
timiento del acreedor. De otro modo no está obligado a 
recibirla. 


Sin embargo, sí el deudor no pudiese hacer la entre- 
ga en la misma cosa o de la manera estipulada, debe 
cumplirla en otra equivalente a arbitrio del juez, pagan- 
do los daños y perjuicios que por esa razón puedan 
irrogarse al acreedor. 


Toda obligación contraída a pagar en moneda co- 
rriente o sin expresar su especie, se entenderá que es en 
moneda nacional. 


**En el inc. 3” se eliminó la referencia al oro 
sellado, de acuerdo a las leyes que impusieron el cur- 
so legal y forzoso del papel moneda (Ley N” 5.150 del 
8.8.14 y concordantes) 


1459.- 


El deudor no puede obligar al acreedor a recibir por 
partes el pago de una deuda, aunque sea divisible. 


Ni aun basta ofrecer todo el capital, si devenga inte- 
reses. Estos son un accesorio que el deudor debe pagar 
con el capital, sin lo que puede el acreedor negarse a 
recibirlo. 


1460.- 


El artículo precedente no es aplicable al caso en que 
se trate de diversas déudas, aunque sean todas exigibles. 


Cada año de alquileres, arrendamientos y aun de 
réditos, cuando no se trata de reembolsar el capital, se 
considera como deuda diversa. 


1461.- 


Si la deuda fuese en parte líquida y en parte ilíquida, 
podrá exigirse por el acreedor y hacerse por el deudor, 
el pago de la parte líquida, aun antes de que pueda tener 
lugar el pago de la que no lo sea. 


1462.- 


Cuando el pago deba hacerse en prestaciones parcia- 
les y en períodos determinados, el recibo o carta de 
pago correspondiente al último período hace presumir el 
pago de los anteriores, salvo la prueba en contrario. 


Lo cual se entenderá cuando el pago haya debido 
efectuarse entre los mismos acreedor y deudor. 


1463.- 


El deudor de especie determinada cumple con darla 
al plazo estipulado, en el estado en que se halle, con ta! 
que no haya incurrido en mora ni el deterioro provenga 
de su hecho o culpa ni de las personas de que responde. 


1464.- 


Si la deuda es de cosa determinada sólo en cuanto al 
género, se observará lo dispuesto en la Sección VI, Ca- 
pítulo 1 del Título anterior. : 


1465.- 


La paga debe ejecutarse en el lugar y tiempo señala- 
do en la convención. 


Si no se hubiese designado Jugar, la paga debe ha- 
cerse, tratándose de cosa cierta y determinada, en el 
lugar en que estaba al tiempo de la obligación la cosa 
que le sirve deobjeto. 


Fuera de estos dos casos, el pago debe hacerse en el 
domicilio que tenga el deudor al tiempo del cumpli- 
miento de la obligación. (Artículo 1728). 


1466.- 


La paga, desde el momento en que se verifica, extin- 
gue la obligación principal y las accesorias. 


1467.- 


Los gastos que ocasionare la paga son de cuenta del 
deudor; pero no se comprenden en esta disposición las 
judiciales que se hubieren causado, respecto de los cua- 
les el juez decidirá con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 688 y a las leyes del procedimiento. 


Si contentándose el deudor con un documento sim- 
ple de resguardo, el acreedor no supiere firmar, serán de 
cuenta de éste los gastos para el otorgamiento del res- 
guardo correspondiente. 
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SECCION II 
De la subrogación 
1463.- 


La subrogación es una ficción jurídica por la cual 
una obligación extinguida por el pago hecho por un 
tercero, <e juzga que continúa a favor de éste, como si 
formase una misma persona con el acreedor. 


1469.- 


La subrogación tiene lugar conyencionalmente o por 
disposición de la ley. 


1470.- 


La subrogación convencional tiene lugar, indepen- 
dientemente de la voluntad del deudor, cuando el acree- 
dor recibe el pago de manos de un tercero, no interesado 
(artículo 1451) y le subruga en todos sus derechos, ac- 
ciones y garantías contra el deudor. Esta subrogación 
debe verificarse al mismo tiempo que la paga y debe 
expresarse claramente que se ceden los derechos ya se 
use o no de la palabra subrogación: 


1471.- 


La subrogación convencional puede hacerse también 
por el deudor, sin consentimiento del acreedor, cuando 
toma prestada una suma para pagar su deuda y subroga 
al prestamista en los derechos del acreedor. 


Para que la subrogación sea válida, se requiere que 
los documentos de empréstito y de resguardo se hagan 
por escritura pública y en el documento de empréstito se 
declare que la suma ha sido prestada para verificar el 
pago y en el resguardo que el pago se ha efectuado con 
el dinero del nuevo acreedor. 


1472.- 


La subrogación es por disposición de la ley o se 
verifica ipso jure: 


19. En favor del que siendo acreedor, paga a otro 
acreedor de preferencia en razón de su privilegio o hipo- 
teca. 


2”. En favor del que estando obligado con otros o 
por otros al pago de la deuda, tenía interés en cubriria. 


3". En favor del que habiendo adquirido un inmueble 
es obligado a pagar a los acreedores a quienes el inmue- 
ble está hipotecado. 


4”. En favor del heredero beneficiario que paga con 
su propio dinero la deuda de la herencia. 
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5”. En favor del que paga una deuda ajena, consin- 
tiéndolo expresa o tácitamente el deudor. 


1473.- 


La subrogación establecida por los artículos prece- 
dentes traspasa al nuevo acreedor todos los derechos, 
acciones y garantías del antiguo acreedor, así contra el 
deudor principal y codeudores, como contra los fiado- 
res, con las modificaciones siguientes: 


1”. El subrogado no puede ejercer los derechos y 
acciones del acreedor, sino hasta la concurrencia de la 
suma que él ha desemboisado realmente para la libera- 
ción del deudor. 


2”. El efecto de la subrogación convencional puede 
ser limitado a ciertos derechos y acciones por el acree- 
dor o por el deudor que la hace. 


3”. La subrogación legal, establecida en provecho de 
los que han pagado una deuda a la cual estaban obliga- 
dos con otros, no los autoriza a ejercer tos derechos y 
acciones del acreedor contra los coobligados, sino hasta 
la concurrencia de la parte por la cual cada uno de estos 
últimos era obligado a contribuir para el pago de la 
deuda. 


1474.- 


Si el crédito tiene privilegio u otra garantía particu- 
lar y el acreedor ha sido pagado sólo en parte, podrá 
ejercer sus derechos por el resto con preferencia al su- 
brogado que hizo el pago parcial del crédito. 


SECCION III 
De la imputación de la paga | 
1475.- 
La imputación es convencional, cuando se estipula 
por el deudor en el actu del pago o se indica por el 


acreedor en el recibo que diese el deudor. 


Es legal, cuando se hace por la ley, a falta de la que 
el deudor y acreedor habrían podido hacer. 


1476.- 


Si varias deudas de una persona en favor de un solo 
acreedor tuvieren un objeto semejante, el: deudor goza 
de la facultad de declarar al tiempo de hacer el pago, 
por cuál de ellas quiere que se entienda hecho. 


La elección del deudor no podrá ser sobre deuda 
ilíquida o que no sea de plazo vencido, 
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1477.- 


El que debe un capital con intereses no puede, sin 
consentimiento del acreedor, imputar al capital la paga 
que verifica. 


La paga por cuenta del capital e intereses se imputa 
a éstos en primer lugar. 


Sin embargo, si declarando el deudor que pagaba por 
cuenta del capital, consintiese el acreedor en recibir bajo 
esa calidad, no podrá después oponerse a la imputación. 


1478.- 


El pago hecho por error de una deuda que no exista, 
se imputa ipso jure sobre la deuda que existe. Así, el 
pago verificado por intereses que no son debidos, debe 
imputarse al capital. 


1479.- 


Cuando el que tiene diversas deudas ha aceptado un 
recibo en que su acreedor imputa la paga a alguna de 
ellas especialmente, no puede ya pedir se impute en 
cuenta de otra, a no ser que haya mediado dolo o, al 
menos, sorpresa por parte del acreedor. 


1480.- 


No expresándose en el recibo a cuál deuda se haya 
hecho la imputación, debe imputarse entre las de plazo 
vencido, a la que por entonces tenía el deudor más inte- 
reses en pagar, sea porque devengara réditos, porque se 
hubiese señalado alguna pena, por mediar prenda o hi- 
poteca o por otra razón semejante. Si las demás deudas 
no son de plazo vencido, se aplicará la paga a la venci- 
da, aunque menos gravosa. Sí todas son de igual natura- 
leza, la imputación se hace a la más antigua y siendo de 
una misma fecha, a prorrata. 


SECCION IV 
De la oblación y consignación 


1481.- 


Cuando el acreedor rehúsa recibir la suma debida, 
puede el deudor hacer ablación de la deuda y caso de 
negarse el acreedor a recibirla, consignar la suma oblada 
u ofrecida. La consignación, precedida de la oblación, 
libra al deudor, surte a su respecto efectos de paga y la 
suma así consignada perece para el acreedor. 


1482.- 


Para que la oblación sea válida se requiere: 


1”, Que se haga al acreedor que tenga capacidad de 
recibir, O al que pueda verificarlo a su nombre, 


2”. Que se haga por persona capaz de pagar. 


3”. Que sea de la totalidad de la suma exigible, de 
los intereses vencidos, de los gastos liquidados y de una 
cantidad cualquiera para los ilíquidos, con calidad de 
complementaria oportunamente. 


4”. Que el plazo haya vencido, si se ha estipulado en 
favor del acreedor o del acreedor y deudor. 


5”. Que se haya realizado la condición, si la deuda es 
condicional. 


6”. Que la oblación se verifique en el lugar señalado 
para el pago y si no lo hubiere por la convención, en el 
domicilio del acreedor o en el lugar del contrato. 


7". Que la oblación se haga por medio de juez de Paz 
o Alguacil. 


**El numeral 7" está modificado conforme al Art. 
66 ley N” 13,355 de 17.8.65 


1483.- 


No se requiere para la validez de la consignación 
que haya sido autorizada por juez competente; basta: 


1”. Que haya sido precedida de intimación hecha al 
acreedor, con especificación del día, hora y lugar en que 
se consignará o depositará el dinero. 


2”. Que el deudor se haya desprendido de la suma 
oblada, entregándola en el lugar señalado por la ley para 
recibir las consignaciones, con los intereses hasta el día 
de la oblación legítima. En caso de no haber lugar seña- 
lado para recibir las consignaciones, se hará en poder de 
un vecino de probidad y arraigo, designado por el juez 
de Paz del domicilio del acreedor. 

3”. Que se haya levantado un acta ante el juez de Paz 
respectivo. de la naturaleza de las especies obladas, de 
la negativa del acreedor a recibirlas o de su no compare- 
cencia y en fin, de la consignación o depósito. 


4”. Que en caso de no comparecencia del acreedor, 
se le haga saber el acta, intimándole que se haga cargo 


de la suma consignada. 


El juez de paz dará un testimonio de lo actuado al 
deudor, si lo pidiere. 


1484.- 


Podrá el deudor, acompañando el testimonio de que 
habla el inciso final del artículo anterior, pedir al juez 
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competente que declare bien hechas la oblación y con- 
signación y mande cancelar la deuda. 


Obteniéndose por el deudor esta declaración, todos 
los gastos causados serán de cuenta del acreedor. 


1485.- 


Mientras el acreedor no hubiere aceptado la consig- 
nación o no hubiere recaído la declaración judicial de 
que se trata en el artículo precedente, podrá el deudor 
retirar la cantidad consignada y en este caso queda sub- 
sistente la obligación, como si no se hubiese hecho la 
oblación y consignación. 


1486.- 


Después de aceptada la consignación o después de 
hecha la declaración judicial, no podrá retirarse la canti- 
dad consignada sin el consentimiento del acreedor. 


1487.- 


Si en el caso del artículo anterior, se retirase con 
consentimiento del acreedor la cantidad consignada, per- 
derá el acreedor toda preferencia por razón de privilegio 
o hipoteca que tuviese y los codeudores y fiadores que- 
darán libres. 


Si por voluntad de las partes se renovasen las hipote- 
cas precedentes, se inscribirán de nuevo y su fecha será 
la del día de la nueva inscripción. 


1488.- 


Si la cosa debida es especie cierta y se encuentra en 
el lugar en que debe ser entregada, se requiere que el 
deudor haga intimar por el juez competente al acreedor 
para que la reciba, notificándose a su persona o a su 
domicilio real o convencional; y desde entonces la inti- 
mación surtirá todos los efectos expresados en el artícu- 
io 1481, con tal que llegue a establecerse que ha sido 
legítima y regularmente hecha, sea por la aceptación del 
acreedor o por la declaración del juez. 


Si hecha la intimación, el acreedor no recibe la cosa 
debida, puede ser depositada en otra parte con autoriza- 
ción judicial. 


Si la cosa se hallare en otro lugar que aquel en que 
debe ser entregada, es a cargo del deudor transportarla a 
donde debe ser entregada y hacer entonces la intimación 
al acreedor para que la reciba. 


1489.- 


Si la cosa debida no es determinada sino por su 
género, el deudor debe, en la intimación que haga según 
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el artículo anterior, designar precisa e individualmente 


el objeto que ofrece. 


Si la elección perteneciere al acreedor, deberá el 
deudor hacerle intimar judicialmente que elija; y rehu- 
sando elegir aquél, podrá el deudor ser autorizado por el 
juez para verificarlo él mismo. 


Hecha la elección, el deudor debe hacer la intima- 
ción al acreedor para que reciba la cosa, como si se 
tratase de cuerpo cierto. 


SECCION V 
De la paga por entrega de bienes 
1490). - 


Tiene lugar el pago por entrega de bienes, cuando el 
acreedor recibe voluntariamente por pago de la deuda 
alguna cosa que no sea dinero en sustitución de lo que 
se le debía entregar o del hecho que se le debía prestar. 
(Artículo 1663). 


1491.- 


Si la cosa recibida por el acreedor fuese un crédito a 
favor del deudor, se juzgará por las reglas de la cesión 
de derechos. 


Si se determinare el precio por el cual el acreedor 
recibe la cosa en pago, sus relaciones con el deudor 
serán juzgadas por las reglas del contrato de compraven- 
ta. 


1492.- 


Los representantes legales o voluntarios del acreedor 
no están autorizados para aceptar pago por entrega de 
bienes. 


1493.- 


Si el acreedor fuese vencido en juicio sobre la pro- 
piedad de la cosa dada en pago, tendrá derecho para ser 
indemnizado, como comprador, pero no podrá hacer re- 
vivir la obligación primitiva. 


SECCION VI 
De la paga con beneficio de competencia 
1494.- 
El beneficio de competencia es el que se concede a 


ciertos deudores, para no ser obligados a pagar más de 
lo que buenamente puedan, dejándoles en consecuencia 
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lo indispensable para su modesta subsistencia, según su 
clase y circunstancias y con cargo de devolución cuando 
mejoren de fortuna. 

1495.- 


El acreedor es obligado a conceder este beneficio: 


1%. A sus descendientes o ascendientes. 


2”. A su cónyuge no estando separado de cuerpos por 


su culpa. 
3%. A sus hermanos. 


47. A sus consocios; pero sólo en las acciones recí- 
procas que nazcan del contrato de sociedad. 


5”. Al donante, pero sólo en cuanto se trate de hacer- 
le cumplir la donación prometida. 


6”. Al deudor de buena fe que hizo cesión de bienes 
y es perseguido en los que después ha adquirido, para el 
pago completo de la deuda anterior a la cesión; pero 
sólo le deben este beneficio los acreedores a.cuyo favor 
se hizo. 


**Ver nota al artículo 875 
1496.- 


No se puede pedir alimentos y heneficio de compe- 
tencia a un mismo tiempo. El deudor elegirá. 


CAPITULO ll 
De la compensación 
1497.- 
Cuando dos personas son deudoras una de otra, se 


opera entre ellas una compensación que extingue ambas 
deudas del modo y en los casos que van a expresarse. 


1498.- 


La compensación se verifica ipso jure por el solo 
ministerio de la ley, aun sin noticia de los deudores; las 
deudas se extinguen recíprocamente en el instante en 
que existen a la vez, hasta la suma concurrente de sus 
cantidades respectivas. 


1499.. 


Para que la compensación de dos deudas se verifique 
ipso jure, se requiere: 


1”. Que el objeto de ambas sea del mismo género. 


2”, Que ambas sean líquidas. 
3”. Que sean actualmente exigibles. 


4”, Que sean personales al que opone y a aquel a 
quien se opone la compensación. 


1500.- 


Sólo procede la compensación entre deudas de dine- 
ro O de cosas fungibles o de las que, no siéndolo, son 
igualmente indeterminadas, v. gr., un caballo por un 
caballo. 


Aun en las cosas susceptibles de compensación, am- 
bas deudas deben ser de un mismo género que sea de 
igual calidad y bondad. 


1501.- 


La incapacidad personal de las partes no es un obs- 
táculo para la compensación. 


Tampoco lo es la diversidad de las causas en que se 
funden las dos deudas. 


La compensación puede renunctarse, como cualquier 
otra ventaja. 


1502.- 


El crédito se tiene por líquido si se justifica dentro 
de diez días y por exigible cuando ha vencido el plazo y 
cumplídose la condición. 


1503.- 


El fiador, no sólo puede compensar la obligación 
que le nace de la fianza con lo que el acreedor le deba. 
sino que también puede invocar y probar lo que el acree- 
dor deba al deudor principal, para causar la compensa- 
ción o el pago de la obligación. Pero el deudor principal 
no puede invocar como compensable su obligación con 
la deuda del acreedor al fiador. (Artículos 1241 y 2125). 


1504.- 


El deudor solidaria no puede invocar la compensa- 
ción del crédito del acreedor con la deuda de otro de los 
codeudores solidarios. 


1505..- 


El deudor que ha aceptado pura y simplemente la 
cesión que haya hecho el acreedor de sus derechos a 
otra persona, no puede oponer a ésta la compensación 
que habría podido, antes de la aceptación, oponer al 
cedente. 
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La cesión que no ha sido aceptada por el deudor, 
pero que se le ha notificado, sólo impide la compensa- 
ción de los créditos posteriores a la notificación. 


La disposición del primer inciso se entenderá salvo 
los derechos adquiridos por terceros, con arreglo al 
artículo 1514. 


150€,.- 


Cuando ambas deudas no sean pagaderas en un mis- 
mo lugar, ninguna de las dos partes puede invocar la 
compensación, a menos que una y otra deuda sean de 
dinero y el que invoca la compensación tome a su cargo 
los costos de la remesa. 


1507.- 


Cuando existen varias deudas compensables debidas 
por las mismas personas, se siguen para la compensa- 
ción de las reglas establecidas en el artículo 1480 para 
la imputación de la paga. 


1508.- 


No son compensables las obligaciones de ejecutar 
algún hecho. 


1509.- 


1:l principio de la compensación no es aplicable a los 
casos de demandarse la restitución de una cosa que fue 
objeto de despojo, depósito o comodato. (Artículo 2226). 


La ley niega la compensación en dichos casos, aun 
cuando por haberse perdido la cosa, se tratase de pagarla 
en dinero. 


1510.- 


No puede oponerse compensación a la demanda de 
alimentos ni a la indemnización por algún acto de vio- 
lencia o fraude. (Artículo 125). 


1511.- 


Las deudas y créditos entre particulares y el Fisco 
son compensables, menos en los casos siguientes: 


19. Si tas deudas de los particulares provinieren de 
remate de cosas del Estado o de rentas fiscales o si 
provinieren de contribuciones directas o indirectas o de 
alcance de otros pagos que deben hacerse en las adua- 
nas, como derechos de almacenaje, depósito, etc. 


2”. En el caso que las deudas de los particulares se 
hallen comprendidas en la consolidación de los créditos 
contra el Estado que hubiese ordenado la ley. 
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1512.- 


La compensación no tiene lugar en perjuicio de de- 
rechos ya adquiridos por un tercero. Así, el que siendo 
deudor ha venido a ser acreedor, después del embargo 
trabado en el crédito por un tercero, no puede en perjui- 
cio del ejecutante oponer la compensación. 


1513.- 


Verificada la compensación, se extinguen también 
las fianzas, prendas y demás garantías y cesa el curso de 
los intereses, si alguna de las deudas tos devengase. 


1514.- 


Por el pago que una de las partes hiciere de la deuda 
cormpensada ipso jure, no revivirán en perjuicio de ter- 
cero las garantías de que gozaba para el cobro de su 
crédito. 


Exceptúase el caso de que una de las partes hiciere 


el pago, ignorando por justa causa el crédito que podía 
oponer a la deuda. 


Lo dispuesto por este artículo se aplica al que, en 
vez de pagar la deuda compensada, hubiese aceptado la 
cesión de ella pura y simplemente. 

CAPITULO II 
De la remisión 


1515.- 


La remisión de la deuda es la renuncia del acreedor 
a los derechos que le pertenecen contra el deudor. 


1516.- 


Todo el que tiene facultad de contratar puede hacer 
remisión de lo que se le adeuda. 


1517.- 


No hay forma especial para hacer la remisión, aun- 
que la deuda conste de un documento público. 


La remisión puede ser expresa o tácita. Expresa es, 
cuando el acreedor declara que perdona la deuda o pacta 
con el deudor que nunca la reclamará. Tácita, cuando 
ejecuta algún acto que haga presumir ta intención de 
remitir la deuda. 


1518.- 


Los hechos que constituyen remisión tácita son: 


a) 
uu 
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1”. La entrega del documento simple o no protocoli- 
zado que sirve de título, hecha al deudor por el propio 
acreedor. ] 


2”. La rotura o cancelación del referido documento 
por el acreedor. 


Sin embargo, si el acreedor probare que entregó el 
documento de crédito en pura confianza y sin intención 
de remitir la deuda o que no fue entregado por él mismo 
o por otro debidamente autorizado o que lo rompió in- 
advertidamente, no se entiende que ha habido remisión. 


1519.- 


La entrega del testimonio de un documento protoco- 
lizado hace presumir la rernisión de la deuda; pero si el 
acreedor la negare, pertenece al deudor probar que la 
entrega ha sido voluntaria. 


1520.- 


La entrega del documento simple o del testimonio 
del título a uno de los deudores solidarios, produce el 
mismo efecto en favor de sus codeudores. 


1521.- 


La remisión total del crédito hecha en favor de uno 
de los codeudores solidarios, libra a todos los demás, a 
no ser que el acreedor se haya reservado expresamente 
sus derechos contra éstos. 


Verificada la remisión con esa reserva, es aplicable 
lo dispuesto por el artículo 1400. 


1522.- 


La devolución voluntaria que hace el acreedor de la 
cosa recibida en prenda, importa la remisión del dere- 
cho de prenda, pero no de la deuda.. 


1523.- 


La remisión hecha al deudor principal, libra a los 
fiadores. 


La concedida al fiador, no libra al deudor principal. 


La concedida a uno de los fiadores no libra a los 
otros, sino en el caso del artículo 1521 y conforme a lo 
que allí se dispone. 


1524.- 
Lo que el acreedor ha recibido de un fiador para 


libertarle de la fianza. debe imputarse en la deuda y 
aprovecha al deudor principal y a los otros fiadores. 


CAPITULO IV 
De la novación 
1525..- 


La novación es la sustitución de una nueva obliga- 
ción a la antigua que queda extinguida. 


1526.- 
La novación se verifica de tres maneras: 


1”. Entre deudor y acreedor, sin intervención de nue- 
va persona, sustituyéndose nueva obligación en vez de 
Ja anterior. 


2”. Sustitúyese en virtud de otro contrato, nuevo acree- 
dor al antiguo, respecto del cual queda exonerado el 
deudor. 


3". Sustitúyese nuevo deudor al antiguo que queda 
exonerado por el acreedor, 


Esta tercera especie de novación puede efectuarse 
sin el consentimiento del primer deudor (artículo 1451). 
Cuando se efectúa con su consentimiento, el segundo 
deudor se llama delegado del primero. 


1527.- 


Si la primera obligación había dejado de existir cuan- 
do se contrajo la segunda, no se verifica novación. La 
segunda obligación quedará sin efecto, a no ser que 
tuviera causa propia. 


1528.- 


La novación sólo puede verificarse entre personas 
capaces de contratar y de renunciar el derecho introdu- 
cido a su favor. 


Es aplicable a la novación lo dispuesto por el artícu- 
lo 1492. 


1529.- 


Cuando una de las dos obligaciones, la antigua o la 
nueva, pende de una condición suspensiva y la otra es 
pura, no habrá novación mientras esté pendiente la con- 
dición o si ésta llegase a faltar o si antes de su cumpli- 
miento se extinguiese la obligación antigua. 


Pero si las partes, al celebrar el segundo contrato, 
convienen en que el primero quede desde luego abolido 
sin aguardar el cumplimiento de la condición, se estará 
a la voluntad de las partes. 
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15M).- 


La novación no se presume: es necesario que se de- 
clare la voluntad de verificarla o que resulte claramente 
del acto por la incompatibilidad de las obligaciones o en 
otra manera inequívoca, aunque no se use de la palabra 
novación. 


1521.- 


La delegación por la que un deudor da a otro que se 
obligue hacia el acreedor, no produce novación, a no ser 
que el acreedor haya declarado expresamente su volun- 
tad de exonerar al deudor primitivo. 


» 


De otro modo, se entenderá que el tercero es sola- 
mente diputado para hacer el pago o que dicho tercero 
se obliga con él solidaria o subsidiariamente, según pa- 
rezca deducirse del tenor o espíritu del acto. 


1532.- 


El acreedor que ha exonerado expresamente al deu- 
dor primitivo pierde toda acción contra él, aunque el 
delegado llegue a estado de insolvencia, a no ser que el 
documento contenga reserva expresa de este caso o que 
la insolvencia sea anterior y pública o a lo menos cono- 
cida del deudor primitivo, 


1533.- 


La nulidad relativa del nuevo título, la pérdida o la 
evicción de la cosa dada en pago, no hacen revivir los 
derechos que resultaban de la obligación extinguida por 
la novación. 


1534.- 


De cualquier modo que se haga la novación. quedan 
por ella extinguidos los intereses de la primera obliga- 
ción, si no se expresa lo contrario. 


1535.- 


Sea que la novación se opere por la sustitución de un 
nuevo deudor o sin ella, los privilegios de la primera 
deuda se extinguen por la novación. 


1536.- 


Las prendas o hipotecas de la primera deuda no pa- 
san a la deuda posterior, aunque la novación se opere 
dejando el mismo deudor, a menos que éste y el acree- 
dor convengan expresamente en la reserva. 


Pero esta reserva no valdrá, si las cosas empeñadas o 
hipotecadas pertenecieren a terceros que no hayan acce- 
dido a la segunda obligación. 
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Tampoco valdrá la ¡eserva en lo que la segunda obli- 
gación tuviere de más que la primera. Si, por ejemplo, 
la primera deuda no producía intereses y la segunda los 
produjere, la hipoteca de la primera no se extenderá a 
los intereses. 


1537.- 


Si la novación se opera sustituyendo un nuevo deu- 
dor, la reserva no puede tener efecto sobre los bienes del 
nuevo deudor, ni aun con su consentimiento. 


Cuando se opera la novación entre el acreedor y uno 
de sus deudores solidarios, la reserva no puede tener 
efecto sino relativamente a éste. Las prendas e hipotecas 
constituidas por los otros codeudores solidarios se extin- 
guen, a pesar de toda estipulación contraria; salvo que 
estos accedan expresamente a la segunda obligación. 


1538.- 


En los casos y cuantías en que no puede tener efecto 
la reserva, podrán, sin embargo, renovarse las prendas e 
hipotecas con las mismas formalidades que si se consti- 
tuyesen por primera vez. Su fecha será entonces la de la 
renovación. 


1539.- 


La novación hecha por el acreedor con alguno de sus 
deudores solidarios, extingue la obligación de los demás 
deudores de esta clase respecto del acreedor, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en el artículo 1404. 


La producida respecto del deudor principal, libra a 
los fiadores. a 


Sin embargo, si el acreedor ha exigido en el primer 
caso la aceptación de los codeudores solidarios o en el 
segundo la de los fiadores, subsiste el antiguo crédito, 
siempre que los codeudores o los fiadores rehúsen acce- 
der al nuevo arreglo. 


1540.- 


Cuando la segunda obligación consiste simplemente 
en añadir o quitar una especie, género o cantidad a la 
primera, los codeudores solidarios y subsidiarios podrán 
ser obligados hasta concurrencia de aquello en que am- 
bas obligaciones convienen. 


1541.- 


La simple mutación de lugar para el pago dejará 
subsistentes los privilegios, prendas e hipotecas de la 
obligación y la responsabilidad de los codeudores soli- 
darios y subsidiarios, en todo lo que no diga relación al 
lugar. 
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1542.- 


Por la mera ampliación del plazo de una deuda no se 
verifica novación; pero cesa la responsabilidad de los 
fiadores y se extinguen las prendas e hipotecas consti- 
tuidas sobre otros bienes que los del deudor; salvo que 
tos fiadores o los dueños de las cosas empeñadas o hipo- 
tecadas accedan expresamente a la ampliación. 


Tampoco la mera reducción del plazo constituye no- 
vación; pero no podrá reconvenirse a los codeudores 
solidarios o subsidiarios sino cuando expire el plazo pri- 
mitivo. (Artículo 2146). 


1543.- 


Para que haya novación por sustitución de acreedor, 
se requiere que sea hecho con consentimiento del deu- 
dor el contrato entre el acreedor precedente y el que lo 
sustituye. 


Sí el contrato fuese hecho sin consentimiento del 
deudor, no habrá novación sino cesión de derechos. 


CAPITULO V 
De la confusión 


1544.- 


Habrá confusión cuando se reúnan en una misma 
persona, sea por herencia o por otro suceso legal, dos 
calidades incompatibles cuyo concurso haga imposible 
ta obligación. Si ésta fuese principal, se extinguirán con 
ella todos sus accesorios. 


1545.- 


La confusión que se verifica por la reunión de las 
calidades de acreedor y de deudor principal aprovecha a 
los fiadores. 


La que se verifica por la reunión de las calidades de 
acreedor y de fiador o de las calidades de fiador y de 
deudor principal, si bien extingue la fianza, no lleva 
consigo la extinción «de la obligación principal ni las 
demás garantías, si las hubiere. 


La que se verifica por la reunión de las calidades de 
acreedor y de codeudor solidario no aprovecha a los 
otros codeudores solidarios, sino en la parte en que aquél 
era deudor. La misma regla tiene lugar en el caso de 
solidaridad activa. 


1546.- 


La confusión puede ser total o parcial, como el con- 
curso de las dos calidades incompatibles. 
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1547.- 


Los créditos y deudas del heredero que acepta con 
beneficio de inventario, no se confunden con las deudas 
y créditos hereditarios. (Artículo 1092). 


1548.- 


Si la confusión que se había operado viene a ser 
revocada por la nulidad legal de su causa, se desvanecen 
también los efectos que había producido, recobrando las 
partes interesadas sus derechos anteriores con los privi- 
legios, hipotecas y demás accesorios de la obligación. 


Pero revocada la confusión por mero convenio de 
partes, aunque sea eficaz entre ellas la revocación, no 
podrá hacer revivir, en perjuicio de tercero, los acceso- 
rios de la obligación. 


CAPITULO VI 
De la imposibilidad del pago 
1549.- 


La obligación, sea de dar o de hacer o de no hacer, 
se extingue sin responsabilidad de daños y perjuicios, 
cuando la prestación que forma la materia de ella viene 
a ser física o legalmente imposible; salvo los casos ya 
designados en el artículo 1343 y lo que se dispone por 
los siguientes. 


1550.- 


La cosa cierta y determinada que debía darse, sólo 
se entenderá que ha perecido, en el caso que se haya 
destruido completamente o que se haya puesto fuera del 
comercio o que se haya perdido de modo que no se sepa 
de su existencia. 


1551.- 


Si la cosa cierta y determinada perece por culpa o 
durante la mora del deudor, la obligación de éste subsis- 
te, pero varía de objeto: el deudor es obligado al precio 
y alos daños y perjuicios. 


Con todo, si estando en mora el deudor, la cosa 
cierta y determinada perece por caso fortuito que prueba 
el deudor que habría sobrevenido igualmente a dicha 
cosa en poder del acreedor, sólo deberá los daños y 
perjuicios de la mora. Pero si el caso fortuito pudo no 
haber sobrevenido igualmente en poder del acreedor, se 
debe el precio de la cosa y los daños y perjuicios de la 
mora. (Artículo 696). 


1552. - 


El deudor tiene que probar el caso fortuito que alega. 
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Si se ha constituido responsable de todo caso fortuito 
o de alguno en particular, se observará lo pactado. 


[S53. - 


Al que ha hurtado o robado una cosa, no le será 
permitido alegar que ella ha perecido por caso fortuito, 
aun de los que habrían producido la destrucción o pérdi- 
da de la cosa en poder del acreedor. (Artículo 704). 


1554. - 


Si la cosa debida se destruye por un hecho volunta- 
rio del deudor que inculpablemente ignoraba la obliga- 
ción se deberá solamente el precio sin más indemniza- 


ción. 
1555, - 


En el hecho o culpa del deudor se comprende el 
hecho o culpa de las personas por quienes fuere respon- 
sable. 


1556. - 


Cuando la cosa ha perecido sin hecho ni culpa del 
deudor, pasan al acreedor los derechos y acciones que 
por razón de ese suceso puedan competir al deudor. 


1557. - 


Tratándose de una obligación de dar, su extinción 
por la imposibilidad de la paga no hace extinguir la 
obligación recíproca del acreedor. 


En las obligaciones de hacer o de no hacer, la extin- 
ción es no sólo para el deudor sino también para el 
acreedor, a quien aquél debe volver todo lo que hubiese 
recibido por motivo de la obligación extinguida. (Ar- 
tículo 1335). 


1558. - 

Las disposiciones precedentes no se extienden a las 
obligaciones de género 0 cantidad que perecen siempre 
para el deudor. 

CAPITULO VIT 
De ta anulación o declaración de nulidad 
1559, - 
Los contratos y obligaciones consiguientes que ado- 


lecen del vicio de una nulidad relativa se extinguen por 
la declaración judicial de esa nulidad. 
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1560. - 


La nulidad producida por un objeto o causa ilícita y 
la producida por la omisión de algún requisito o forma- 
lidad que las leyes prescriben para el valor de ciertos 
actos o contratos, en consideración a su naturaleza y no 
a la calidad o estado de las personas que en ellos inter- 
vienen, son nulidades absolutas. 


Hay asimismo nulidad absoluta en los actos y con- 
tratos de personas absolutamente incapaces. 


Cualquiera otra especie de vicio produce nulidad re- 
lativa y da derecho a la anulación del acto o contrato. 


1561. - 


La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por 
el juez de oficio, cuando aparece de manifiesto; puede 
alegarse por todo el que tenga interés en ello, excepto el 
que ha ejecutado el acto o celebrado el contrato, sabien- 
do o debiendo saber el vicio que lo invalidaba; puede 
asimismo pedirse su declaración por el Ministerio Públi- 
co en el interés de la moral y de la ley; y no puede 
subsanarse por la ratificación de las partes ni por un 
lapso que no pase de treinta años. 


**Se elimina la referencia al Art. 144 ya que el 
mismo fue derogado por el Art, 1” ley N* 10.783 de 
18.9.46 


1562. - 


La nulidad relativa no puede ser declarada por el 
juez sino a instancia de parte ni puede ser alegada por el 
Ministerio Público ni por otros individuos que aquellos 
en cuyo beneficio la han establecido las leyes o por sus 
herederos o cesionarios; y puede subsanarse por el trans- 
curso del tiempo o por la ratificación de las partes. 


1563. - 


Si de parte del incapaz ha habido dolo para inducir 
al acto o contrato ni él ni sus herederos o cesionarios 
podrán alegar la nulidad. 


Con todo, la aserción de mayor edad o de no existir 
la causa de incapacidad, no inhabilitará al incapaz para 
obtener el pronunciamiento de nulidad. 


1564, - 


Los actos y contratos de los incapaces en que no se 
ha faltado a las formalidades y requisitos necesarios, no 
podrán declararse nulos ni ser atacados sino por las cau- 
$as por que gozarían de este beneficia las personas que 
administran libremente sus bienes. 
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Esta disposición es aplicable también a los actos y 
contratos de las personas jurídicas. 


1565. - 


La nulidad pronunciada por sentencia pasada en au- 
toridad de cosa juzgada da a las partes derecho para ser 
repuestas al mismo estado en que se hallarían, si no 
hubiese existido el acto o contrato nulo, con tal que la 
nulidad no sea por lo ilícito del objeto o de la causa del 
contrato, en cuyo caso no puede repetirse lo que se ha 
dado o pagado a sabiendas. 


La nulidad judicialmente declarada da también ac- 
ción reivindicatoria contra terceros poseedores, sin per- 
juicio de las excepciones legales. 


1566. - 


En las restituciones mutuas que hayan de hacerse los 
contratantes, en virtud de la sentencia, cada cual es res- 
ponsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, 
de los intereses y frutos y del abono de las mejoras 
necesarias, útiles o voluptuarias, tomándose en conside- 
ración los casos fortuitos y la posesión de buena o mala 
fe de las partes, según las reglas generales. 


Con todo, si la declaración de nulidad recae sobre un 
contrato celebrado con una persona incapaz sin los re- 
quisitos legales, el que contrató con ella no puede pedir 
que se le restituya o reembolse lo que pagó en virtud del 
contrato, sino en cuanto probase haberse hecho más rica 
con ello la persona incapaz. 


Se entenderá haberse hecho ésta más rica, en cuanto 
las cosas pagadas o las adquiridas por medio de ellas le 
hubieren sido necesarias y faltando esta circunstancia, 
en cuanto las cosas subsistan y se quiera relenerlas. 


1567. - 


Cuando dos o más personas han contratado con un 
tercero, la nulidad declarada en favor de una de ellas no 
aprovechará a las otras. 


1568. - 


El plazo para pedir la anulación durará cuatro años, 
contándose, en caso de violencia, desde el día en que 
hubiere cesado; en el caso de error o de dolo, desde el 
día de la celebración del acto o contrato: y en el caso de 
incapacidad legal, desde el día en que haya terminado 
esta incapacidad. 


A las personas jurídicas que, por asimilación a los 
menores, tengan derecho para pedir la declaración de 
nulidad, se les duplicará el cuadrienio y se contará des- 
de la fecha del acto o contrato. 


Todo lo cual se entiende, ya se alegue la nulidad 
relativa por vía de acción o de excepción y se observará 
en los casos en que leyes especiales no hubiesen desig- 
nado otro plazo. 


1569. - 


Los herederos mayores de edad gozarán del cuadrie- 
nio íntegro, si no hubiere principiado a correr en vida de 
su antecesor y del residuo en caso contrario. 


Los herederos “menores empezarán a gozar del cua- 
drienio o su residuo desde que hubieren llegado a la 
mayor edad. 


Sin embargo, en este caso no se podrá pedir la decla- 
ración de nulidad pasados treinta años desde la celebra- 
ción del acto o contrato, 


1570. - 


La ratificación necesaria para subsanar la nulidad, 
cuando el vicio del acto o contrato es susceptible de este 
remedio, puede ser expresa o tácita. 


La expresa debe hacerse con las solemnidades a que 
por la ley está sujeto el acto o contrato que se ratifica. 


La tácita consiste en la ejecución voluntaria de la 
obligación. 


1571. - 


Ni la ratificación expresa ni la tácita valdrán, si no 
emanan de la parte que tiene derecho de alegar la nuli- 
dad y si el que ratifica no es capaz de contratar. 


1572. - 


Las disposiciones de este Capítulo no se extienden a 
las causas de nulidad del matrimonio, las cuales se go- 
biernan por leyes especiales. 


TITULO IV 


Del modo de probar las obligaciones 
y liberaciones 


1573. - 


Incumbe probar las obligaciones o su extinción al 
que alega aquéllas o ésta. 


Las reglas concernientes a la prueba instrumental, a 
la testimonial, a las presunciones, a la confesión de par- 
te y al juramento se determinan en otros tantos capítu- 
los, sin perjuicio de las que sobre las mismas establez.- 
can las leyes de procedimiento. 
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CAPITULO I 
De la prueba instrumental 
SECCION I 
De los instrumentos públicos 
1574. - 


Instrumentos públicos son todos aquellos que, reves- 
tidos de un carácter oficial, han sido redactados o exten- 
didos por funcionarios competentes, según las formas 
requeridas y dentro del límite de sus atribuciones. Todo 
instrumento público es un título auténtico y como tal 
hace plena fe, mientras no se demuestre lo contrario 
mediante tacha de falsedad. 


Otorgado ante escribano e incorporado en un proto- 
colo o registro público, se llama escritura pública. 


Se tiene también por escritura pública la otorgada 
ante funcionario autorizado al efecto por las leyes y con 
los requisitos que ellas prescriban. 


**El agregado al inc. 1” responde a una adecua- 
ción con el Art. 170-1 del Código Gral. del Proceso 


1575. - 


El instrumento público hace plena fe en cuanto al 
hecho de haberse otorgado y su fecha. En este sentido, 
la fuerza probatoria del instrumento público será la mis- 
ma para todos, 


1576. - 


El instrumento público produce el efecto de probar 
plenamente las obligaciones y descargos en él conteni- 
dos respecto de los otorgantes y de las personas a quie- 
nes dichas obligaciones y descargos se transfieran por 
título universal o singular. 


1577. - 


Para el efecto indicado en el artículo anterior, la 
fuerza probatoria del instrumento público se extiende 
aun respecto de lo que no se haya expresado sino en 
términos enunciativos, con tal que tenga relación directa 
con lo dispositivo del acto o contrato: en otro caso, no 
puede Servir la enunciación más que de un principio de 
prueba por escrito. 


En ningún caso la enunciación produce efecto contra 
tercero. 
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1578... 


La falta de instrumento público, no puede suplirse 
por otra prueba en los actos y contratos en que la ley 
requiere esa formalidad; y se mirarán como no ejecuta- 
dos o celebrados, aun cuando en ellos se prometa redu- 
cirlos a instrumento público dentro de cierto plazo, bajo 
una cláusula penal; esta cláusula no tendrá efecto algu- 
no. (Artículos 2147 y 1599 número 4). 


Fuera de los casos indicados en este artículo, el ins- 
trumento defectuoso por incompetencia del funcionario 
O por otra falta en la forma, valdrá como instrumento 
privado, si estuviere firmado por las partes. 


1579. - 


Las reglas precedentes son aplicables a los contratos 
e instrumentos públicos extendidos en país extranjero, 


«según las formas en él establecidas y que se presentan 


debidamente tegalizados, salvo excepción establecida por 
leyes o tratados. 


**El agregado realizado responde a una adecua- 
ción al Art. 72-2 del Código Gral. del Proceso 


1580. - 


Los contradocumentos surten efecto entre tos contra- 


yentes y sus herederos; pero no pueden perjudicar a sus 


sucesores por título singular, los cuáles se consideran 
como terceros. 


SECCION II 
De los instrumentos privados 
1581. - 


El instruménto privado cuyas firmas estén autentica- 
das por notario o autoridad competente, el reconocido 
judicialmente por la parte a quien se opone o el declara- 
do por reconocido en los casos y con los requisitos pre- 
venidos por la ley, tiene el mismo valor que la escritura 
pública respecto de los que aparecen o se reputan haber- 
lo suscrito y de las personas a quienes se han transferido 
sus obligaciones y derechos por título universal o singu- 
lar, sin perjuicio de to dispuesto en el artículo 1583. 


Es aplicable a los instrumentos privados lo dispuesto 
por el artículo 1577. 


**El texto del inc. 1? responde a una adecuación 
al Art. 170-1 del Código Gral. del Proceso 


1582. - 
El reconocimiento judicial de la firma es suficiente 


para que el cuerpo del instrumento quede también reco- 
nocido. 
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1583. - 


El documento privado cuyas firmas estén autentica- 
das por notario o autoridad competente, se presume au- 
téntico mientras no se demuestre lo contrario mediante 
tacha de falsedad. 


Los demás documentos privados emanados de las 
partes se tendrán por auténticos, salvo que se desconoz- 
ca su firma si están suscritos o la autoría si no lo están, 
en las oportunidades que señale la ley procesal o se les 
impugne mediante tacha de falsedad. 


Sin perjuicio de ello, la parte que desee servirse de 
un documento privado emanado de la contraparte, po- 
drá, si lo creyere conveniente o en los casos en que la 
ley lo determina, pedir su reconocimiento por el autor o 
sus sucesores o representantes, en la forma establecida 
en la ley procesal. La parte contra quien se presente el 
instrumento privado está en la obligación de declarar si 
ta firma o en su defecto la autoría es o no suya. 


**El texto de los incs. 1” y 2” responden a una 
adecuación de los Arts. 170-1 y 170-2 del Código Gral. 
del Proceso y el tercero del Art. 173-1 de dicho Códi- 
go y del antiguo texto del Art. 1583 del Código Civil 


1584. - 


En los casos de desconocimiento de las firmas o de 
manifestación de ignorancia de su autoría, la parte que 
intenta servirse del documento podrá recarrir, para de- 
mostrar su autenticidad, a la pericia caligráfica median- 
te el cotejo con otros documentos indubitables o a cual- 
quier otro medio de prueba. 


**Texto resultante del Art. 174 del Código Gral. 
del Proceso 


1585. - 


Cuando la parte no sepa o no pueda firmar, lo hará 
por ella uno de los testigos simultáneamente presentes al 
acto, los cuales no podrán ser menos de dos y deberán 
saber firmar. En este caso, tratándose de suma o valor 
de más de 100 Unidades Reajustables (artículo 1595) si 
mediare desconocimiento de la parte (Artículo 1583 in- 
ciso 2%, servirá el instrumento como principio de prue- 
ba por escrito, desde que fuere reconocido por los testi- 
gos instrumentales. 


** Ver nota al artículo 1583 
1586. - 


La prueba que resulta del reconocimiento judicial de 


los instrumentos privados es indivisible y tiene la misma 
fuerza contra aquellos que los reconocen que contra aque- 


llos que los presentaren. 
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1587. - 


La fecha de un instrumento privado no se contará 
respecto de terceros, sino: 


1%. Desde el día de su exhibición en juicio o en 
cualquiera repartición pública, cuando quedase allí ar- 
chivado. 


2”. Desde el día del fallecimiento de alguno de tos 
que lo firmaron. 


3”. Desde el día de su transcripción en cualquier 
registro público. 


1588. - 


Los asientos, registros y papeles domésticos única- 
mente hacen fe contra el que los ha escrito o firmado, 
pero sólo en aquello que aparezca con toda claridad y 
con tal que el que quiera aprovecharse de ellos no los 
rechace en la parte que le fuere desfavorable. 


1589. - 


La nota escrita o firmada por el acreedor a continua- 
ción, al margen o al dorso de una escritura que siempre 
ha estado en su poder, hace fe en todo lo que sea favora- 
ble al deudor. 


Lo mismo se entenderá de la nota escrita o firmada 
por el acreedor a continuación, al margen o al dorso del 
duplicado de una escritura, encontrándose dicho dupli- 
cado en poder del deudor. 


Pero el deudor que quisiere aprovecharse de lo que 
en la nota le favorezca tendrá que pasar por lo que en 
ella fuera desfavorable. 


1590. - 


Las cartas misivas dirigidas a tercero, aunque en ella 
se mencione alguna obligación, no serán admitidas para 
su reconocimiento o verificación judicial, quedando por 
consecuencia excluidas como medio de prueba, sin per- 
juicio de las excepciones legales. 


**El agregado corresponde a una adecuación al 
Art. 175-2 del Código Gral. del Proceso 


SECCION II 
De las copias de escrituras públicas 


1591. - 


Las copias en debida forma, sacadas de la matriz, 
hacen plena fe de su contenido, en juicio y fuera de él. 
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1592. - 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
cuando resultare alguna variante entre la matriz y la 
copia, se estará a lo que contenga la matriz. 


1593. - 
Aunque no exísta la matriz, hacen fe: 


1”. Las primeras copias, sacadas de la matriz por el 
escribano que las autorizó. 


2”. Las copias ulteriores sacadas por mandato judi- 
cial. 


37, **DEROGADO por el Art. 65 de la ley N” 10.793 
de 25.9.46 en la redacción dada por el Art. 1? de la 
ley N* 11.759 de 19-11-51. 


A falta de las copias mencionadas, las copias de 
copias servirán de principio de prueba por escrito O úni- 
camente de meros indicios, según las circunstancias. 


**El texto del numeral 2” está dado por el Art. 2” 
de la ley N* 11.759 de 19.11.51 


La última parte del Art, está adaptada a la dero- 
gación realizada por el Art. 72 decreto-ley 1421 de 
31.12.878 


CAPITULO II 


De la prueba testimonial 


1594, - 


No se admitirá prueba de testigos respecto de una 
obligación que haya debido consignarse por escrito. (Ar- 
tículo 11). 


1595. - 


Deberá consignarse por escrito público o privado, 
toda obligación que tenga por objeto una cosa o canti- 
dad cuyo valor exceda de 100 Unidades Reajustables. 
(Artículo 2107). 


No se incluirán en esta suma los frutos, intereses u 
otros accesorios de la cosa o cantidad debida. 


Lo dispuesto en este artículo y el anterior es aplica- 
ble a cualquier acto por el que se otorgue la liberación o 
descargo de una obligación de la expresada cuantía. 


1596. - 


No será admisible a las partes la prueba de testigos 
para acreditar una cosa diferente del contenido de los 
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instrumentos, ní para justificar lo que se hubiere dicho 
antes, al tiempo o después de su otorgamiento, aunque 
se trate de una suma o valor de menos de 100 Unidades 
Reajustables. 


1597. - 


Al demandante de más de 100 Unidades Reajusta- 
bles no se admitirá prueba testimonial, aunque limite su 
demanda primitiva a una suma menor. 


Tampoco se admitirá prueba testimonial en las de- 
mandas de menos de 100 Unidades Reajustables, cuan- 
do se declarase que la cosa demandada es parte o resto 
de un crédito más cuantioso que no está consignado por 
escrito. 


1598. - 


La prohibición de la prueba testimonial, de que se 
trata en fos artículos precedentes, no tiene lugar cuando 
existe un principio de prueba por escrito. 


Hay principio de prueba por escrito: 


1”. Cuando concurra alguna de las circunstancias ex- 
presadas en los artículos 1577, 1585 y 1593 inciso final. 


2”. Cuando existe algún documento que emana del 
demandado o de quien lo represente, que haga verosímil 
el hecho litigioso. 


1599, - 


Exceptúanse también los casos en que la falta de 
prueba escrita no se puede imputar de modo alguno a la 
persona, por resultar de la fuerza de las cosas. 


Esta excepción tiene lugar: 


1”, En las obligaciones que se forman sin conven- 
ción, toda vez que el reclamante no haya podido procu- 
rarse una prueba escrita. 


2”. En los depósitos necesarios y en los verificados 
por los viajeros en las posadas; todo, según la calidad de 


las personas y las circunstancias del hecho. (Artículo 
2274), 


3”. En las obligaciones contraídas en casos de acci- 
dentes imprevistos, en que no se hubiera podido exten- 
der documento. 


4". En el caso de haber perdido el acreedor el docu- 
mento que le servía de título, a consecuencia de un caso 
fortuito o que provenga de una fuerza mayor. 

CAPITULO II 
De las presunciones 


1600, - 


Las presunciones son consecuencias conjeturales que 
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la ley o el magistrado sacan de un hecho conocido a 
otro desconocido. 


1601. - 


La presunción legal es la inherente a actos o hechos 
determinados por una disposición especial de la ley. 
Tales son entre otros: 


1%, Los actos que la ley declara nulos, presumiéndo- 
los verificados en fraude de sus disposiciones, por la 
sola calidad de las personas. 


2”. Los casos en que la ley declara el dominio o la 
liberación, como el resultado de ciertas circunstancias 
determinadas. 


3”. La autoridad que la ley atribuye a la cosa juzga- 
da. 


Las demás presunciones legales establecidas por este 
Código se encuentran indicadas en sus lugares respecti- 
vos. 


1602, - 


Toda presunción legal exime a la persona en cuyo 
favor existe, de probar el hecho presumido por la ley. 


Sin embargo, el que invoca la presunción legal debe 
probar la existencia de los hechos que sirven de base a 
la ley para establecer aquélla. 


1603. - 
Las presunciones legales son absolutas o simples. 


Son absolutas aquellas en que se funda la ley para 
anular ciertos actos o para acordar una excepción peren- 
toria contra la demanda. Las demás son simples. 


1604. - 


No es admisible la: prueba contra las presunciones 
absolutas de la ley. 


Esta disposición se entiende sin perjuicio de los ca- 
sos especiales en que la ley misma haya reservado ex- 
presamente la prueba contra la presunción que produce 
una excepción perentoria. Así la presunción de paterni- 
dad del marido podrá ser atacada en las circunstancias 
particulares de los artículos 217 y siguientes. 


Las presunciones legales simples podrán siempre ser 
destruidas por una prueba contraria. 


1605. - 


Las presunciones judiciales o que no se han estable- 
cido por la ley, quedan confiadas a las luces y a la 
prudencia del magistrado, que no debe admitir sino las 
que sean graves. 


En los casos en que la ley rechaza la prueba testimo- 
nial, no tienen lugar tas presunciones judiciales, a no ser 
que el acto sea atacado por causa de fraude o dolo. 


CAPITULO IV 
De la confesión de parte 
1606. - 
La confesión de la parte es judicial o extrajudicial. 
1607. - 


La confesión judicial es la que hace en juicio la 
parte por sí o por medio de apoderado especial o de sus 
representantes legales y relativamente a un hecho perso- 
nal de la misma parte o de su conocimiento. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 153-1 del 
Código Gral. del Proceso 


1608. - 


La confesión judicial hace prueba contra la parte que 
la realiza. Cesa de hacer fe cuando constare haber sido 
determinada por error, violencia o dolo. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 153-2 del 
Código Gral. del Proceso 


1609. - 


La confesión judicial, aunque no haya un principio 
de prueba por escrito, tiene lugar en todos los casos, 
menos los comprendidos en el artículo 1578, inciso 1 o 
cuando se tratare de hechos respecto de los cuales la ley 
exige otro medio de prueba o recayere sobre derechos 
indisponibles. 


**Ver nota al artículo anterior 
1610. - 


La conversión extrajudicial y puramente verbal es 
ineficaz siempre que no sea admisible la prueba testi- 
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monial. En el caso de serlo, el valor de la confesión 
queda sujeto al criterio judicial. 


CAPITULO V 
Del juramento judicial 
1611. - 
En los juicios sobre obligaciones civiles, proceden- 
tes de delito, o cuasidelito o «dolo, puede el juez deferir 


el juramento al demandante, con las circunstancias y 
efectos siguientes: 


1”. El delito, cuasidelito o dolo han de resultar debi- 
damente probados. 


2”. La duda del juez ha de recaer sobre el número o 
valor real y de afección de las cosas o sobre el importe 
de los daños o perjuicios. 


3”. El juez no estará obligado a pasar por la declara- 
ción jurada del demandante sino que podrá moderarla 
según su prudente arbitrio. 


**Se suprime la remisión Art. 1227 por no corres- 
ponder al juramento estimatorio 


1612. - 


El juramento ha de hacerse por la parte o por el 
apoderado especial o su representante legal. 


SEGUNDA PARTE 
De las obligaciones que nacen de los contratos 
TITULO I 
De las donaciones 
CAPITULO I 


De la naturaleza de la donación y de 
sus diferentes especies 


1613.- 


La donación entre vivos es un contrato por el cual el 
donante, ejerciendo un acto de liberalidad, se desprende 
desde luego e irrevocablemente dei objeto donado en 
favor del donatario que lo acepta. 


1614.- 


Las donaciones hechas para después de la muerte del 
donante quedan sujetas a las reglas establecidas para las 
últimas voluntades. 
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1615.- 


La donación entre vivos puede ser simple, onerosa y 
remuneratoria. 


Se requiere en la donación onerosa que el modo o 
gravamen impuesto al donatario y apreciable en dinero 
no sea equivalente al valor del objeto donado. 


1616.- 


Puede donar entre vivos toda persona que la ley no 
haya declarado inhábil. 


Son inhábiles para donar los que no tienen la libre 
administración de sus bienes; salvo en los casos y con 
los requisitos que las leyes prescriben. (Artículos 831 y 
1656, inciso 2>). 


1617.- 


Toda persona legalmente capaz de recibir por testa- 
mento, lo es en iguales términos y con las mismas limi- 
taciones para recibir por donación, (Artículos 834 y si- 
guientes). 


1618.- 


La capacidad del donante debe ser juzgada respecto 
al momento en que se hizo la donación; salvo los casos 
indicados en el artículo 1268. 


La capacidad del donatario será juzgada respecto al 
momento de aceptar la donación. Si ésta fuese condicio- 
nal, esto es, bajo una condición suspensiva, se atenderá 
además al tiempo en que la condición se cumpliere, 


CAPITULO ll 
El modo de hacerse las donaciones 
1619.- 


No valdrá la donación entre vivos de cualquier clase 
de bienes inmuebles, si no es otorgada por escritura 
pública. (Artículo 1664). 


En las donaciones de bienes muebles se observará lo 
dispuesto en el Título Del modo de probar las obliga- 
ciones, 


1620.- 


Mientras ta donación no ha sido aceptada y se ha 
hecho conocer la aceptación al donante, podrá éste re- 
vocarta a su arbitrio. 
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1621.- 


Las donaciones de que habla el inciso 1? del artículo 
1619 deben ser aceptadas por el donatario en la misma 
escritura. Si estuviere ausente, por otra escritura de acep- 
tación que se hará saber en forma auténtica al donante. 


1622.- 


El donatario debe aceptar por sí mismo o por medio 
de quien tenga su poder especial para el caso o poder 
general para la administración de sus bienes. 


-1623.- 


Los que tienen facultad para aceptar herencias y man- 
das hechas a individuos que están sujetos a la patria 
potestad, tutela o curaduría, a los pobres (artículo 1058) 
y a cualquiera persona jurídica, podrán también aceptar 
en su nombre respectivamente las donaciones que se les 
hicieren. 


1624.- 


**DEROGADO por el Art. 1” de la ley N* 10.783 
del 18.9.46 


CAPITULO HI 
De los límites y efectos de la donación 


1625.- 


Nadie puede hacer donación de todos sus bienes, 
aunque la limite a los presentes. 


Pero si el donante se reservase lo suficiente para su 
congrua manutención, a título de alimentos, usufructo u 
otro semejante, será válida la donación. 


En todos los casos será nula respecto de los bienes 
futuros. (Artículo 913, 1283 y 1651). 


En los bienes presentes se comprenden todas las co- 
sas o valores, con relación a los cuales el donante puede 
conferir desde luego un derecho cierto. 


1626.- 


Prohíbese donar entre vivos más de aquello de que 
pudiera disponerse libremente por última voluntad. (Ar- 
tículo 887). 


Se podrá donar la propiedad a una persona y el usu- 
fructo a otra u otras, con las limitaciones prescritas por 
regla general en el Capítulo 1, Título III del Libro Se- 
gundo. 


1627.- 


En caso de que el donante se haya reservado la fa- 
cultad de disponer a su arbitrio de alguna cosa compren- 
dida en la donación o de una cantidad fija sobre los 
bienes donados, si muere sin disponer de dicha cosa o 
cantidad, pertenecerá a sus herederos, sean cuales fue- 
ren las cláusulas en contrario. 


1628.- 


Podrá pactarse la reversión en favor de sólo el do- 
nante para cualquiera caso y circunstancias; pero na en 
favor de otra persona sino en los mismos casos y con 
iguales limitaciones que determina este Código para la 
sustitución testamentaria. El derecho de reversión nunca 
se presume. 


1629..- 


El donante no queda obligado al saneamiento de las 
cosas donadas si no lo hubiese estipulado, (Artículo 
1952). 


Con todo, si se ha impuesto al donatario un grava- 
men pecuniario o apreciable en dinero, tendrá siempre 
derecho para que se le reintegre lo que haya invertido en 
cubrirlo, con los intereses corrientes que no resultaren 
compensados por los frutos de la cosa donada. 


1630.- 


El donante reconvenido para el cumplimiento de la 
donación goza del beneficio de competencia. (Artículo 
1495). 


CAPITULO IV 


De la rescisión, revocación y reducción de las 
donaciones 


1631.- 


No se resuelve la donación entre vivos por que des- 
pués de ella le hayan nacido al donante uno o más hijos 
legítimos o naturales, a no ser que esta condición resolu- 
toria se haya expresado en la escritura de donación. 


**Se incorporan los hijos naturales en virtud de 
la calidad de legitimarios de éstos (Art. 885 N” 2 
Código Civil y Art. 1” Ley de 12.7.09) 


1632.- 
La donación onerosa es rescindible cuando el dona- 


tario estuviere en mora de cumplir las obligaciones que 
se le han impuesto. En este caso, tendrá derecho el do- 
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nante 0 para que se obligue al donatario al cumplimien- 
to O para que se rescinda la donación. 


Ejercitándose la acción recisoria, será considerado el 
donatario como poseedor de mala fe para la restitución 
de las cosas donadas y los frutos, siempre que, sin causa 
grave, hubiese dejado de cumplir ta carga impuesta. 


Peru se abonará al donatario lo que haya invertido 
en el desempeño de su obligación y de que se aprove- 
chare el donante. ; 


1633.- 


La acción rescisoria concedida por el artículo ante- 
rior terminará en cuatro años desde el día en que el 
donatario haya sido constituido en mora de cumplir la 
obligación impuesta. 


En lo demás que no se oponga a lo dispuesto en este 
artículo y el anterior, se observarán las reglas ya dadas 
sobre la condición resolutoria. 


1634.- 


La donación simple puede ser revocada a instancia 
del donante por causa de ingratitud, en Jos casos si- 
guientes: 


19. Si el donatario cometiere algún delito contra la 
persona, honra o bienes del donante. 


2". Si el donatario imputare al donante alguno de los 
delitos que den lugar al procedimiento de oficio, aunque 
lo pruebe, a menos que el delito se hubiese cometido 
contra el mismo donatario, su cónyuge o hijos constitui- 
dos bajo su potestad. 


Ni la donación onerosa ni la remuneratoría se pue- 
den revocar por causa de ingratitud. 


**Redacción del numeral 2” adaptada al texto del 
Art. 1” de la ley N” 10.733 del 18.9.46 


1635.- 


La acción revocatoria por ingratitud se prescribe por 
un año contado desde que pudo el donante conocer el 
hecho ofensivo. 


1636.- 


No se trasmitirá esta acción a los herederos del do- 
nante si éste, pudiendo, no la hubiere dejado intentada. 


Tampoco podrá ejercitarse contra el heredero del do- 
natarjo, a no ser que, a la muerte de éste, se hallare 
intentada contra él. 
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1637.- 


También cesa la acción revocatoria cuando ha me- 
diado remisión expresa o tácita de la ofensa. 


La ejecución voluntaria de la donación por parte del 
donante o sus herederos en una época en que tenían ya 
conocimiento de la ofensa, importará remisión tácita de 
ella. 


1638.- 


La revocación por ingratitud será sin perjuicio de las 
enajenaciones hechas por el donatario y de los derechos 
reales que hubiere constituido sobre la cosa donada an- 
tes de interponerse la demanda revocatoria. 


En caso de revocación, será condenado el donatario 
a la restitución del valor de las cosas enajenadas con 
arreglo al tiempo de la demanda; y si las entregase en 
especie, pero gravadas, a la indemnización del donante 
por el menos valor de ellas. 


Además, será condenado a la devolución de los fru- 
tos, desde el día de la demanda. 


1639.- 


Las donaciones que con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 1626 tengan el carácter de inoficiosas, hecho el 
cálculo general de los bienes del donante al tiempo de 
su muerte podrán reducirse en cuanto al exceso, a ins- 
tancia de los herederos forzosos ya sea que éstos hayan 
aceptado la herencia pura y simplemente o con benefi- 
cio de inventario. 


Para la reducción de las donaciones se estará a lo 
dispuesto en los artículos 889 y 890 y en el Capítulo V, 
Título VI del Libro Tercero. 


1640.- 


Si las donaciones no cupieren todas en la porción 
disponible, se suprimirán o reducirán las más recientes 
por el orden posterior de la fecha de su otorgamiento en 
lo que resultare exceso. 


La insolvencia del donatario ocurrida en vida del 
donante gravará proporcionalmente a los otros donata- 
rios y al heredero. (Artículo 1112). 


En este caso no entrará en el cálculo general de 
bienes el valor de la donación hecha at insolvente, sin 
perjuicia de que si viniere después a mejor fortuna sea 
obligado a reintegrar a los otros donatarios y al heredero 
de lo que les hizo perder el estado de insolvencia. 
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1641.- 


La donación onerosa que impone al donatario un 
gravamen pecuniario o apreciable en dinero, sólo es re- 
ducible hasta concurrencia de la liberalidad contenida 
en ella. 


Las donaciones remuneratorias siguen la regla de las 
simples. 


1642.- 


La reducción no obstará para que las donaciones 
tengan efecto durante la vida del que las hizo y perte- 
nezcan los frutos al donatario. 


1643.- 


Se extinguirá en todos casos la acción de reducción 
por el transcurso de cuatro años, contados desde que se 
abrió la sucesión del donante. 


CAPITULO V 
De las donaciones por causa de matrimonio 
SECCION I 
Disposiciones generales 


1644.- 


Donaciones por causa de matrimonio son las que se 
hacen en consideración a éste y antes de celebrarse, en 
favor de los esposos a de uno de ellos. 


1645.- 


En cuanto no se halle especialmente determinado en 
este capítulo, las donaciones por causa de matrimonio se 
sujetarán a las reglas generales de las donaciones. 


1646.- 


Las donaciones por causa de matrimonio no pueden 
ser atacadas ni anuladas por falta de aceptación expresa. 


1647.- 


En toda donación por causa de matrimonio se suben- 
tiende la condición de celebrarse éste. 


1648.- 


En el caso de declararse nulo el matrimonio, subsis- 
tirán las donaciones hechas en favor del cónyuge o cón- 
yuges que procedieron de buena fe. 


Si uno sólo de los cónyuges procedió de mala fe, las 
donaciones que le hubieren sido hechas recaerán en sus 
hijos. 


Cuando fue común a amb:.: “%nvuges la mala fe, 
quedarán sin efecto las donaciones. 


1649.- 


Las donaciones por causa de matrimonio no podrán 
ser revocadas por ingratitud. 


1650.- 


Estas donaciones podrán hacerse con la condición de 
que el donatario pague las deudas del donante sin deter- 
minarlas o con otras condiciones dependientes de la vo- 
luntad de éste; y en tal caso tendrá aquél «poción para 
cumplir la condición y el pago de las deudas o para 
renunciar la donación. 


SECCION Il 


De las donaciones por causa de matrimonio 
hechas para 
después de la muerte del donante 


1651.- 


Los principios establecidos en los artículos 1285 y 
1625 admiten excepción respecto de las donaciones por 
causa de matrimonio, las cuales pueden hacerse del todo 
o parte de los bienes que el donante dejare a su muerte. 


En todos los casos el donante ha de ser capaz de hacer 
donación con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo J de este 
Título. 


1652.- 


El donante no podrá revocar esta clase de donacio- 
nes ni enajenar a título gratuito los objetos comprendi- 
dos en ellas, si no es en pequeños valores para recom- 
pensa de servicios o por otras justas consideraciones. 


En cuanto a disponer de dichos bienes por título 
oneroso, conservará la facultad de hacerlo, sean cuales 
fueren las cláusulas y estipulaciones en contrario. 


1653.- 


Las donaciones de que se trata subsistirán aun en el 
caso de que el donante sobreviva al donatario, siempre 
que éste dejare hijos o descendientes del matrimonio en 
cuya consideración hubieren sido otorgadas. 


Sí no hubiere dejado hijos o descendientes o éstos 
fuesen de otro matrimonio posterior, el donante podrá 
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revoca la donación por acto entre vivos o por testamento. 
1654.. 


Lo dispuesto en el primer inciso del artículo anterior 
se entenderá para el caso de que el donante no hubiere 
excluido expresamente a los hijos o descendientes del 
donatarjo. 


En todos los casos, el donatario que sobrevive al 
donante podrá disponer libremente de los bienes dona- 
dos. 


1655.- 


El derecho de acrecer, regulado por lo que se deter- 
mina en el Capítulo Il, Título VI del Libro HI, en cuanto 
no se oponga a las disposiciones de la presente Sección, 
tiene lugar entre Jos esposos a quienes se hubiere dona- 
do conjuntamente alguna cosa. 


SECCION Il 


De las donaciones matrimoniales de un esposo 
a otro 


1656.- 


Los esposos pueden hacerse donaciones recíproca- 
mente o uno de ellos al otro, antes de contraer matrimo- 
nio, de los bienes presentes o de los que dejaren a la 
muerte. 


se 


En caso de ser alguno de ellos menor de edad (artícu- 
los 831 y 1616), les bastará que concurran al otorgamien- 
to la persona u personas de cuyo consentimiento necesi- 
ta el menor para contraer matrimonio debiendo obser- 
varse lo dispuesto en el Capítulo 1, Título VU De la 
sociedad conyugal. 


1657.- 


Toda donación de un cónyuge a otro, durante el ma- 
trimonio será nula. 


No se comprende en esta regla los regalos módicos 
que los casados acostumbran a hacerse en ocasiones de 
regocijo para la familia. 


1658.- 

Lo dispuesto en el artículo 1653 se aplica a las dona- 
ciones matrimoniales o entre esposos, si son de los bie- 
nes que el donante dejare al morir. 


1659.- 


Las donaciones entre esposos (artículo 1656) no pue- 
den exceder de la medida fijada en el artículo 887. 
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1660..- 


Se tendrá por simulada y por consiguiente nula la 
donación hecha durante el matrimonio, por uno de los 
cónyuges a los hijos que el otro cónyuge tenga de diver- 
so matrimonio o a las personas de quienes éste sea here- 
dero presuntivo al tiempo de la donación, 


TITULO II 
De la compraventa 
CAPITULO 1 
Disposiciones generales 
1661.- 


La compraventa es un contrato en que una de las 
partes se obliga a dar una cosa y la Otra a pagarla en 
dinero. 


1662.- 


Si el precio, esto es, lo que el comprador da por la 
cosa vendida, consiste parte en dinero y parte en otra 
cosa, se calificará el contrato por la intención manifiesta 
de los contrayentes; y no constando ésta, se tendrá por 
permuta si es mayor el valor de la cosa y por venta en el 
caso contrario. : 


1663.- 


Cuando las cosas se entregan en pago de lo que se 
debe (artículos 1490 a 1493) el acto tendrá tos mismos 
efectos que la compraventa; pero la deuda que así fuese 
cubierta será juzgada por las reglas generales del pago. 


1664.- 


La compraventa queda perfecta desde que las partes 
convienen en la cosa y en el precio; salvas las excepcio- 
nes siguientes: 


1. La venta de bienes inmuebles, servidumbres, cen- 
sos y la de una sucesión hereditaria no se consideran 
perfectas ante la ley mientras no se haya otorgado escri- 
tura pública. 


Será, además, necesaria su inscripción en el Registro 
respectivo para que surta efecto. 


Esta disposición relativa al Registro es también apli- 
cable a las escrituras públicas de división de bienes raí- 
ces entre condueños o socios, de permuta y donaciones 
de toda clase de inmuebles, a las escrituras o instrumen- 
tos públicos de partición hereditaria, de cesión de dere- 
chos hereditarios y a toda escritura pública que importe 
traslación de dominio, a cualquier título que sea. 
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No obstante, la promesa de compraventa de inmue- 
bles hecha en instrumento privado da acción para recla- 
mar el resarcimiento de daños y perjuicios en caso de no 
cumplimiento. Los contratos previstos en la ley N* 8.733 
de 17 de junto de 1931 y sus ampliatorias, quedan suje- 
tos a las normas respectivas. 


2”. Si los contratantes estipularen que la venta de 
otras cosas que las enumeradas en el inciso anterior no 
"se considere perfecta hasta el otorgamiento de la escri- 
tura pública o privada, podrá cualquiera de las partes 
retractarse mientras no se otorgue la escritura o no haya 
principiado de común acuerdo la entrega de la:cosa ven- 
dida. 


**La segunda parte del inc. 4” del numeral 1” fue 
incorporada en virtud de las normas que se citan 


1665.- 


"Las cantidades que con el nombre de señal o arras, 
se suele entregar en las ventas, se entiende siempre que 
lo han sido por cuenta del precio y en signo de ratifica- 
ción del contrato, sin que pueda ninguna de las partes 
retractarse perdiendo las arras. 


Cuando el vendedor y comprador convengan en que 
mediante la pérdida de las arras o cantidad anticipada, 
les sea lícito arrepentirse y dejar de cumplir lo estipula- 
do, deberán expresarlo así por cláusula especial del con- 
trato. 


Todo lo cual se entenderá sin perjuicio de lo dis- 
puesto en el artículo anterior. 


1666.- 


El precio debe ser determinado por los contrayentes 
y en ningún caso por uno solo de ellos. 


Podrá hacerse la determinación del precio por cua- 
lesquiera medios o indicaciones que lo fijen. 


Sí se trata de cosas fungibles y se vende.al corriente 
de plaza, se entenderá el del día de la. entrega, a menos 
de expresarse otra cosa. 


1667.- 


También podrá dejarse el precio al arbitrio de terce- 
ra persona determinada. 


Si ésta no quisiere-o no pudiere señalarlo, no habrá 
venía. 


En caso de señalar el precio, quedará éste fijado 
irrevocablemente. 


1668, - 


Pueden venderse todas las cosas que están en el co- 
mercio de los hombres, salvas las prohibiciones O res- 
tricciones que resulten de leyes especiales. 


1669. - 


La venta de cosa ajena vale, sin perjuicio de los 
derechos del dueño de la cosa vendida, mientras no se 
extingan por la prescripción. 


1670. - 


La compra de cosa propia no vale: el comprador 
tendrá derecho a que se le restituya lo que hubiere dado 
por ella. (Artículos 758 y 769). 


1671. - 


La venta de cosas que no existen, pero se espera que 
existan, se entenderá hecha bajo la condición de existir: 
salvo que se estíipule lo contrario o que por la naturaleza 
del contrato aparezca que se compró la suerte. (Artículo 
1283). 


1672. - 


Si al tiempo de celebrarse la venta se había perdido 
la cosa en su totalidad, el contrato es nulo y puede el 
comprador repetir el precio. 


Si la pérdida ha sido parcial, el comprador que la 
ignoraba puede optar entre desistir del contrato o recla- 
mar la parte existente, haciendo que por tasación se 
determine el precio. 


En uno y otro caso, el que vendió a sabiendas res- 
ponde de los daños y perjuicios al comprador de buena 
fe. 


La repetición concedida al comprador, en el primer 
caso de este artículo, no lo exime de responder por tos 
daños y perjuicios, cuando sabía la pérdida de la cosa 
ignorándola el vendedor. 


1673. - 


Los gastos de escritura y demás accesorios a la venta 
serán de cargo del comprador, a menos de pactarse otra 
cosa. 


1674. - 


La venta puede ser pura o baja condición suspensiva 
o resolutoria. 


Puede hacerse a plazo para la entrega de la cosa o 
del precio. 


7 de Setiembre de 1994 


2 de Setiembre de 1994 


Puede tener por objeto dos o más cosas alternativas. 


Bajo todos estos respectos se rige por las reglas ge- 
nerales de los contratos en lo que no fueren modificadas 
por las de este Título. (Artículos 1424, 1427 y 1433). 


CAPITULO II 


De las incapacidades especialmente relativas al 
contrato de compraventa 


1675. - 


Es nulo el contrato de compraventa entre cónyuges 
no separados de cuerpos. 


**Ver nota al artículo 875 
1676. - 


Los tutores, curadores y los padres ña pueden en 
ninguna forma vender bienes de ellos para los que están 
bajo su guarda o potestad, 


1677. - 


Se prohíbe a los administradores de establecimientos 
públicos vender los bienes que administran y cuya ena- 
jenación no está comprendida en sus atribuciones admi- 
nistrativas, a no ser con autorización expresa de la auto- 
ridad competente. 


1678. - 


Es prohibida la compra, aunque sea en remate públi- 
co, por sí o por interpuestas personas: 


19. A los padres, de los bienes de los hijos que están 
bajo su potestad. 


2%. A los tutores y curadores, bienes de las personas 
que estén a su cargo ni comprar bienes para éstos, sino 
en los casos y por el modo ordenado por las leyes. 


3". A todo empleado público, los bienes que se ven- 
den por su ministerio, sean aquéllos públicos o particu- 
lares. 


4%. A los jueces, actuarios, alguaciles y procuradores 
de las partes, los bienes en cuyo litigio han intervenido 
y que se vendan a consecuencia del litigio. 


1679. - 


Los mandatarios, los síndicos de concursos y los al- 
baceas están sujetos en cuanto a la compra o venta de 
las cosas que hayan de pasar por sus manos en virtud de 
estos encargos, a lo dispuesto en el Título Del mandato. 
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CAPITULO IH 


De los efectos inmediatos del contrato de 
compraventa 


1680. - 


En el caso de venderse sucesivamente una misma 
cosa a dos personas, se estará a lo dispuesto en los 
artículos 1337, 1341 y siguientes. (Artículo 2078). 


1681. - 


La venta de cosa ajena, ratificada después por el 
dueño. confiere al comprador los derechos de tal desde 
la fecha de la venta. 


Lo mismo sucede si el vendedor adquiere el dominio 
de la cosa ajena después de entregada al comprador y 
por consiguiente, si el vendedor la vendiere a otra perso- 
na después de adquirido el dominio, subsistirá el domi- 
nio de ella transferido al primer comprador. 


1682. - 


Desde que está perfecto el contrato de venta, la pér- 
dida, deterioro o mejora de la cosa vendida se regula por 
lo dispuesto en los artículos 1335, 1343, 1550 y siguien- 
tes. 


Si la venta es condicional, se aplicarán las reglas de 
los artículos 1425 y 1428. 


1683. - 


Si las cosas fungibles que suelen venderse a peso, 
cuenta o medida, se venden en masa o formando un solo 
todo y por un solo precio, como el trigo de cierto grane- 
ro por mil pesos, la pérdida, deterioro o mejora pertene- 
cerá al comprador, aunque la cosa no se haya pesado, 
contado ni medido. 


No concurriendo las dos circunstancias sobredichas 
«de venderse en masa y por un solo precio- la venta de 
las cosas fungibles se entiende que es a peso, cuenta O 
medida y hasta que se verifique la correspondiente ope- 
ración; no se transfiere al comprador el riesgo o prove- 
cho de la cosa vendida. 


1684. - 


Si en el contrato se hubiere fijado día para el peso, 
cuenta o medida y el vendedor o el comprador no com- 
pareciere en él, será el omiso obligado a resarcir aj otro 
los daños y perjuicios que de su negligencia resultaren; 
y el contrayente que no faltó a la cita podrá, si le convi- 
niere, desistir del contrata, 
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1685. - 


Si se estipula que se vende a prueba, se entiende 
reservarse el comprador la facultad de rescindir libre- 
mente la convención, st no le conviniere la cosa de que 
se trata. La pérdida, daño o mejora pertenecerá entretan- 
to al vendedor. 


Aunque no se estípule expresamente, se entiende ha- 
cerse.a prueba la venta de todas las cosas que se acos- 
tumbra vender de ese modo. 


Así, en uno como en otro caso, retardándose por el 
comprador el acto de la prueba más de tres días después 
de la interpelación hecha por el vendedor, se considera- 
rá el contrato sin efecto. 


CAPITULO [IV 
De las obligaciones del vendedor 


1686. - 


Las obligaciones del vendedor se reducen en general 
a dos, la entrega o tradición y el saneamiento de la cosa 
vendida. (Artículos 758 y 769). 


La tradición se verifica conforme a las reglas esta- 
blecidas en el Título Il del Libro Tercero. 


SECCION 1 
De la entrega de la cosa vendida 


1687. - 


La entrega debe hacerse en el lugar convenido y si 
no hubiere lugar designada, en el Jugar en que se encon- 
traba la cosa vendida a la época del contrato. 


Si se hubieren designado para la entrega dos locali- 
dades alternativamente, sin indicar de cuál de los intere- 
sados será la elección, se entenderá que ésta correspon- 
de al vendedor. . 


1688. - 


El vendedor debe entregar la cosa vendida inmedia- 
tamente después del contrato o a la época prefijada en 
él. 


Si por hecho o culpa suya ha retardado la entrega, 
podrá el Comprador a su arbitrio pedir el cumplimiento 
o la resolución del contrato y en ambos casos con dere- 
“cho para ser indemnizado de los daños y perjuicios se- 
gún las reglas generales. 


- Todo lo cual se entiende si el comprador ha pagado 
o está pronto a pagar el precio o estipulado pagar a 
plazo. 


Pero si después dei contrato se hallare el comprador 
en estado de insolvencia o estuvieren sus intereses com- 
prometidos de tal manera que el vendedor corra riesgo 
inminente de perder el precio, no se podrá exigir la 
entrega, aunque se haya estipulado plazo para el pago 
de aquél, sino afianzando pagar el vencimiento del pla- 
zo. (Artículo 1735). 


1689. - 


El vendedor debe entregar la cosa vendida tal cual se 
hallaba al tiempo del contrato, es decir, no deteriorada 
por una causa que le sea imputable. . 


1690. - 


La obligación de entregar la cosa comprende la de 
sus accesorios. 


1691. - 
La venta de un predio determinado puede hacerse: 


1”. Sin indicación de la superficie que contiene y por 
un solo precio, como la venta del terreno comprendido 
entre tales límites por veinte mil pesos. 


2”. Sin indicación de la superficie, pero a razón de 
un precio la medida. 


3”. Con indicación de la superficie, pero bajo un 
cierto número de medidas a tomarlas en un terreno de 
mayor extensión. 


4”. Venta de un predio determinado con indicación 
de la superficie por un precio cada medida, haya o no 
indicación del precio total. 


5”. Venta de un predio determinado con indicación 
de la superficie, pero por un precio único y no a tanto la 
medida. 


6”. Venta de uno o más predios con indicación de 
superficie, pero bajo la convención que no se garantiza 
el contenido y que la diferencia, sea más sea menos, no 
producirá en el contrato variación alguna. 


1692. - 


En los casos de los números 1” y 6” del artículo 
anterior, la venta es perfecta y pura desde su otorga- 
miento en la forma de ley, sin que los contratantes pue- 
dan hacerse cargo alguno en razón de la cabida que se 
encuentre. 
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En los casos de los números 2” y 3% del mismo artículo, 
la venta es condicional, como subordinada a la Operación 
de mensura del predio, que debe practicarse. 


En el caso del número 4* del sobredicho artículo, el 
vendedor es obligado a dar la superficie indicada en el 
contrato. Resultando una superficie menor, el vendedor 
debe completarla, si la otra parte lo exige. Pero si esto 
no es posible, v si el comprador no lo exige, debe el 
vendedor rebajar proporcionalmente el precio. 


Si por el contraria, resultare mayor superficie que la 
expresada en el contrato, el comprador tendrá la opción 
entre pagar el excedente al vendedor, al mismo precio 
estipulado o devolverle ese exceso de superficie donde 
conviniere al comprador. 


En fin, en el caso del número 5" del citado artículo, 
no habrá lugar a suplemento de precio a favor del ven- 
dedor por el exceso de la superficie ni respecto del com- 
prador por resultar menor superficie, sino cuando la di- 
ferencia entre la superficie real y la expresada en el 
contrato es de un vigésimo en relación al valor de la 
totalidad de los objetos vendidos. 


lis indiferente que se trate de un solo terreno o de 
varios de diversas calidades. 


Es asimismo indiferente que la superficie se indique 
por aproximación, diciendo tantas medidas poco más o 


menos. 
1693. - 


Si en un mismo contrato se han vendido dos o más 
terrenos por un sola precio, con indicación especial de 
la superficie de cada uno, en vez de la indicación única 
de toda la superficie y se encontrase menos cabida en un 
terreno y más en otro, se verificará la compensación 
hasta la suma concurrente; y la acción complementaria 
o disminutoria a que hubiere lugar, seguirá la regla esta- 
blecida en el artículo precedente. 


1694. - 


Las acciones que nacen de los dos artículos prece- 
dentes se prescriben al año, contado desde el día de la 


entrega. 
1695. - 


Los gastos de la entrega de la cosa vendida son de 

- cuenta del vendedor y los de la conducción o transporte 

de cargo del comprador, como otra cosa no se hubiere 
estipulado. 
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SECCION Y 
Del saneamiento 
1696. - 


Por el saneamiento expresado en el artículo 1686, el 
vendedor responde al comprador: 


1”. De la posesión pacífica de la cosa vendida. 


2%, De los defectos ocultos que tuviere, llamados 
vicios redhibitorios. 


15 
Del saneamiento en caso de evicción 
1697. - 


Hay evicción de la cosa comprada, cuando el com- 
prador es privado del todo a parte de ella por sentencia 


judicial. 


1698. - 


El vendedor es obligado a sanear al comprador todas 
las evicciones que tengan una causa anterior a la venta, 
aunque nada se haya estipulado a ese respecta en el 
contrato. 


1699. - 


Los contrayentes pueden por estipulaciones particu- 
lares hacer más extensiva la obligación de derecho o 
disminuir sus efectos; y hasta pueden convenir en que el 
vendedor no quedará obligado al saneamiento. 


Sin embargo, aunque se diga que el vendedor no se 
obliga a sanear, queda siempre obligado al saneamiento 
que resulta de sus hechos personales posteriores al con- 
trato y de los anteriores que no hubiere declarado al 
comprador: la convención en contrario es nula. 


1700. - 


Aunque se haya estipulado conforme a lo prescrito 
en el artículo precedente que el vendedor no se compro- 
mete al saneamiento, queda obligado siempre en caso 
de evicción a restituir el precio, a no ser que se verifique 
el caso del artículo siguiente o que, habiéndose declara- 
do expresamente al tiempo de la venta un riesgo espe- 
cial de evicción, lo haya tomado sobre sí el comprador. 


1701. - 


Si el comprador de cualquier modo conocía el peli- 
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gro de la evicción antes del contrato, nada puede recla- 
mar del vendedor por los efectos de la evicción que 
suceda, a no ser que ésta hubiese sido expresamente 
convenida. 


1702. - 


En las transacciones, habrá lugar a la evicción O 
saneamiento respecto a las cosas no comprendidas en la 
cuestión sobre la cual se transigió: pero no en cuanto a 
los derechos litigiosos o dudosos que una de las partes 
reconoció a favor de la otra. (Artículo 2160). 


1703. - 


Cuando la evicción resultare de una prescripción co- 
menzada antes de venderse la cosa y cumplida después, 
los jueces apreciarán todas las circunstancias del caso y 
resolverán si el vendedor debe o no sanear la evicción. 


1704. - 


La obligación de saneamiento es indivisible y puede 
demandarse y oponerse a cualquiera de los herederos 
del vendedor; pero la condenación hecha a éstos sobre 
restitución del precio de la cosa o de los daños y perjui- 
cios causados por la evicción, es divisible entre dichos 
herederos. 


La misma regla se aplica a los. vendedores que por 
un solo acto de venta hayan enajenado la cosa. 


1705.- 
El comprador a quien se demanda en razón de la 
cosa vendida, deberá hacer citar al vendedor para que 


comparezca a defenderla. 


Esta citación se hará de acuerdo a lo que establece la 
ley procesal. 


**Redacción adaptada a lo dispuesto por el Art. SÍ 
Código Gral. del Proceso 


1706. - 

Cuando se ha prometido el saneamiento en general o 
nada se ha estipulado a ese respecto. si la evicción se 
verifica, puede el comprador reclamar del vendedor: 


1”. La devolución del precio pagado por él. 


2”. La de los frutos, cuando tiene que restituirlos al 
verdadero dueño. 


3”. Las costas y costos de la demanda de saneamien- 
to y dos causados en la demanda primitiva. (Artículo 


1715). 


4. Los gastos del contrato. 


5”. Los demás daños y perjuicios ocasionados y no 
comprendidos en los números 2*. 3? y 4?. 


1707. - 


El vendedor está obligado a la restitución de todo el 
precio, aunque al tiempo de la evicción la cosa vendida 
valga menos o se halle deteriorada por caso fortuito o 
negligencia del comprador. 


Sin embargo, si el comprador ha reportado de Jos 
deterioros algún género de lucro, tiene el vendedor dere- 
cho de retener su importe al devolver el precio. 


1708. - 


Si al tiermpo de la evicción se viere que había au- 
mentado el valor de la cosa vendida, sin que haya tenido 
parte en ello el comprador, está obligado el vendedor a 
pagarle aquel tanto que importa más sobre el precio de 
la venta. 


Sin embargo, en esta disposición no se comprende el 
caso en gue el aumento de valor nazca de circunstancias 
imprevistas y extraordinarias, como ta apertura de un 
canal, el establecimiento de un pueblo, eto. 


1709. - 


Las reglas sentadas en dos artículos 098 y siguientes 
se observarán entre el comprador y el demandante res- 
pecto de las tres clases de mejoras y cl vendedor de 
buena fe no tendrá que responder de ellos. 


Fl vendedor de mala fe será responsable de lo que 
importen dichas mejoras, en cuanto el comprador, sea 
cual fuese el motivo, no haya sido pagado por el deman- 
dante. 


1710. - 


Si el comprador ha perdido, a consecuencia de la 
evicción, una parte de la cosa vendida, de tal entidad 
con relación al todo, que sin ella no la hubiera compra- 
do, puede exigir la rescisión del contrato pero con la 
obligación de devolver la cosa libre de los gravámenes a 
que entretanto la haya sujetado. 


Si la parte evicta no fuere de tanta importancia o si 
prefiere el comprador reclamar su importe, deberá abo- 
nársele proporcionalmente al precio de venta con las 
indemnizaciones a que haya lugar, según tos artículos 
precedentes. 


Esto mismo se observará. cuando se hubiese com 
prado dos o más cosas conjuntamente, sí apureciere que 
el comprador no habría comprado la una sin la otra 
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1711. - 


En las ventas forzadas hechas por autoridad de la 
justicia, el vendedor no es obligado por causa de la 
evicción que sufriere la cosa vendida, sino a restituir el 
precio que haya producido la venta. 


1712.- 


El saneamiento no puede reclamarse hasta que haya 
recaído sentencia judicial que cause ejecutoria y por la 
cual se condene al comprador a la pérdida de la cosa 
comprada o de una parte de ella. 


1713. - 
No tiene lugar el saneamiento por causa de evicción: 


1%. Cuando sin consentimiento del vendedor, com- 
promete el comprador el negocio en árbitros, antes O 
después de principiado el pleito. 


2”. Cuando habiéndosele emplazado, no hace citar al 
vendedor con arreglo al inciso 2* del artículo 17085. 


3. Si por su culpa perdió la posestón de la cosa. 


4”. Si dejó de oponer en juicio la prescripción, pu- 
diendo haberse servido de esta defensa. 


5%, Si perdió el pleito por razón de su contumacia o 
rebeldía. 


6”. Si consintió la sentencia condenatoria apelable, 
no estando delante el vendedor o no habiéndosele notifi- 
cado a éste. 


1714. - 


La acción de saneamiento se prescribe en cuatro años 
contados desde la sentencia de evicción. 


A la misma prescripción está sujeta la acción resci- 
soria del artículo 1710. 


1715. - 


Cuando el comprador venciere en la demanda de 
que pudiera resultar una evicción, no tendrá ningún re- 
curso contra el vendedor ni aun por razón de los gastos 
que hubiese hecho. (Artículo 1706, número 3%). 


1716. - 


El que ha sufrido evicción de la cosa comprada, 
podrá intentar contra la persona de quien su vendedor 
insolvente la hubiese adquirido, la acción de saneamien- 
to que contra dicha persona competiría al vendedor si la 
cosa hubiese sido evicta en poder de éste. 


Lo cual se entenderá habiendo sido citado el enaje- 
nante primitivo con arreglo al inciso 2 del artículo 1705 
y sin que pueda el comprador reclamar mayor precio 
que el que dio por la cosa a su vendedor. 
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1717. - 


Sila finca se halla gravada, sin haberse hecho men- 
ción de ello en la escritura, con alguna carga o servi- 
dumbre no aparente de tal naturaleza que haya a presu- 
mir que el comprador no la hubiese adquirido si la hu- 
biera conocido, puede optar entre la rescisión del con- 
trato o la indemnización respectiva. 


En ambos casos, la acción se prescribe por un año 
contado desde el día en que el comprador haya descu- 
bierto la carga o servidumbre. 


YA 


Del saneamiento por defectos o vicios 
redhibitorios 


1718. - 


El vendedor responde de los defectos o vicios ocul- 
tos de la cosa vendida, mueble o inmueble, siempre que 
la hagan impropia para el uso a que se la destina o que 
disminuyan de tal modo este uso que a haberlos conoci- 
do el comprador, no la hubiera comprado o no habría 
dado tanto precio por ella. 


Pero no es responsable de los defectos manifiestos o 
que están a la vista ni tampoco de los que no lo están, si 
eran conocidos del comprador o éste ha podido fácil- 
mente conocerlos en razón de su profesión u oficio. 


1719. - 


El vendedor debe sanear los vicios ocultos, aunque 
los ignorase, no habiendo estipulación en contrario. 


La estipulación en términos generales de que el ven- 
dedor no responde por vicios redhibitorios de la cosa, no 
te exime de responder par el vicio oculto de que tuvo 
conocimiento y de que no dio noticia al comprador. 


Es lo mismo si el vendedor debiese conocer el vicio 
en razón de su oficio o arte. 


1720. - 


En los casos de los dos artículos anteriores, el com- 
prador puede optar entre rescindir la venta abonándosele 
los gastos causados por ella o rebajar una cantidad pro- 
porcional del precio a juicio de peritos. 


El ejercicio de una de estas acciones excluye necesa- 
riamente el de la otra. . 


1721. - 


Si el vendedor conocía o debía conocer (artículo 1719) 
tos vicios ocultos de la cosa vendida y no los manifestó 
al comprador, tendrá éste a más de la opción del artículo 
precedente, el derecho a ser indemnizado de los daños y 
perjuicios, si optare por la rescisión del contrato. 
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1722. - 


Vendiéndose dos o más cosas juntamente, sea que se 
haya ajustado un precio por el conjunto o por cada una 
de ellas, sólo habrá lugar a las acciones concedidas en el 
artículo 1720 respecto de la cosa viciosa y no respecta 
del conjunto; a no ser que aparezca que el comprador no 
hubiera comprado éste sin aquélla o si la venta fuese de 
un rebaño o piara y el vicio fuese contagioso. 


1723. - 


Si la cosa vendida perece por efecto del vicio inhe- 
rente a ella, sufrirá la pérdida el vendedor, quedando 
además obligado según las reglas de los artículos prece- 
dentes. 


Si la cosa viciosa ha perecido por caso fortuito o por 
culpa del comprador, le quedará sin embargo a éste el 
derecho que hubiere tenido a la rebaja dei precio. 


1724. - 


Incumbe al comprador probar que el vicio existía al 
tiempo de la venta y no probándolo se juzga que el vicio 
nació después. 


1725. - 


No tiene lugar el saneamiento de los vicios ocultos 
en tas ventas forzadas hechas por autoridad de la justi- 
cia. 


1726. - 

Las acciones a que dé lugar el saneamiento de los 
vicios ocultos, según las disposiciones precedentes, se 
extinguen a los seis meses contados desde la entrega de 
la cosa vendida. 


1727.- 


Lo dispuesto en este párrafo es aplicable a la venta 
de animales y ganados, con la modificación siguiente: 


El término para ejercer el comprador las acciones de 
que habla el artículo precedente será el establecido por 
la ley especial. 


**Se eliminó la mención al plazo y se adaptó al 
texto de los Arts. 209 y ss. del Cód. Rural vigente, ley 
N” 10.024 de 14.6.41 

CAPITULO Y 
De las obligaciones del comprador 


1728. - 


La principal obligación del comprador es pagar el 


precio de la cosa comprada, en el lugar y en la época 
determinados por el contrato. 


Si no hubiese convenio a este respecto, debe hacer el 
pago en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de 
la cosa vendida. 


Si la venta ha sido a crédito o si el uso del país 
acuerda algún término para el pago, el precio debe abo- 
narse en el domicilio del comprador. (Artículo 1465). 


1729. - 


El comprador debe intereses del precio de la venta, 
mientras no verifique el pago del capital en los casos 
siguientes: 


19%. Si así se hubiere convenido. 


2”. Si la cosa vendida a dinero de contado produce 
frutos o renta. (Artículo 1735). 


3”. Si el comprador se hubiere constituido en mora. 
(Artículo 1336). 


1730. - 


Si el comprador es perturbado o tiene fundado temor 
de serlo por alguna acción real, puede suspender el pago 
del precio, hasta que el vendedor haya hecho cesar la 
perturbación ou el peligro; a no ser que este último alian- 
ce o que se haya estipulado que, no obstante cualquier 
contingencia, el comprador verifique el pago. (Artículo 
1688). 


El vendedor que por falta de fianza no puede tomar 
el precio tiene derecho de obligar al comprador a que lo 
deposite. El comprador puede también solicitar el depó- 


sito para librarse de los intereses, cuando éstos se debie- 


ren. 


Si el comprador ha pagado, antes de la perturbación 
de que habla el primer inciso, no puede pedir la restitu- 
ción del precio ni que se le afiance las resultas del 
juicio. 

1731. - 

Si el comprador estuviese constituido en mora de 
pagar el precio en el tiempo y lugar indicados en el 
artículo 1728, el vendedor tendrá derecho para exigir el 


precio o la resolución de la venta, con indemnización de 
daños y perjuicios. (Artículo 1431). 


1732. - 


La cláusula de no transferirse el dominio sino en 
virtud del pago del precio, no producirá otro efecto que 
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el de la opción enunciada en el artículo precedente: y * 


pagando el comprador el precio, subsistirán en todo caso 
las enajenaciones que hubiere hecho de la cosa o los 
derechos que hubiere constituido sobre ella en el tiempo 
intermedio. 


1733, - 


La tesolución de la venta por no haberse pagado el 
precio dará derecho al vendedor para que se le restitu- 
yan tos frutos, ya en su totalidad, si ninguna parte del 
precio se le hubiere pagado, ya en la proporción que 
corresponda a la parte del precio que no hubiere sido 
pagada. 


El comprador, a su vez, tendrá derecho a que se le 
restituya la parte que hubiere pagado del precio. 


Tratándose de abonar expensas al comprador y dete- 
rioros al vendedor, se considerará al primero como po- 
seedor de mala fe, a menos que pruebe haber sufrido en 
su fortuna menoscabos inculpables que le hayan impedi- 
do cumplir lo pactado. 


1734.- 


Mas la resolución del contrato no da derecha contra 
terceros poseedores de buena fe; debiendo observarse en 
este caso lo dispuesto en el artículo 1430. 


Si en la escritura de venta de un inmueble aparece 
haberse pagado el precio, no se admitirá prueba en con- 
trario, sino la de nulidad o falsificación de la escritura y 
sólo en virtud de esta prueba, habrá acción contra terce- 
ros poseedores. 


1735.- 


Las obligaciones del comprador suponen la entrega 
de la cosa por parte del vendedor. Si éste no la verifica- 
re, cesan aquéllas, a no ser que se hubiera señalado 
plazo para la entrega. (Artículo 1688). 


CAPITULO VI 
De los pactos accesorios al contrato de venta 


1736.- 


Puede agregarse al contrato de venta cualesquiera 
pactos accesorios lícitos; y se regirán por las reglas ge- 
nerales de los contratos. 


Aquí se trata de las cláusulas resolutorias llamadas 
pacto comisorio, pacto de mejor comprador y retroven- 


ta. 
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SECCION 1 
Del pacto comisorio 
1737.- 


Por el pacto comisorio se estipula expresamente que, 
no pagándose el precio al tiempo convenido, se resolve- 
rá el contrato de venta. 


1738.- 


El pacto comisorio no priva al vendedor de la elec- 
ción de acciones que le concede el artículo 1731. 


1739.- 


Los efectos de la resolución serán los determinados 
en el artículo 1733, 


En relación a terceros, el pacto comisorio sólo será 
eficaz, si constare del respectivo título o escritura. 
(Artículos 1430 y 1734). 


1740.- 


Aunque se haya estipulado que por no pagarse el 
precio al tiempo convenido se resolverá ipso facto el 
contrato de venta, podrá hacerlo subsistir el comprador, 
pagando el precio, lo más tarde, a las veinticuatro horas 
subsiguientes a la notificación judicial de la demanda, 
El juez no podrá acordar plazo alguno al demandado. 
(Artículo 1431). 


1741.- 


El pacto comisorio se prescribe en el plazo prefijado 
por las partes, si no excediere de tres años, contados 
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desde la fecha del contrato. Transcurridos esos tres años, 
se prescribe necesariamente, sea que se haya estipulado 


un plazo más largo o ninguno. 
SECCION II 
Del pacto de mejor comprador 
1742.- 


Si se pacta que, presentándose dentro de cierto tiem- 
po otra persona que mejore la compra, se resuelva el 
contrato, se cumplirá lo pactado; a menos que el com- 
prador o la persona a quien éste hubiera enajenado la 
cosa, se allane a mejorar en los mismos términos la 
compra. 


1743.- 


En ningún caso este pacto podrá exceder del término 
de seis meses. 
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1744.- 


La mejora ofrecida debe ser por la misma cosa como 
estaba cuando se vendió. 


El vendedor debe hacer saber al comprador quién 
sea el mejor comprador y qué mejores ventajas le ofre- 
ce. 


No habrá mejora por parte del nuevo comprador, 
cuando se propustese adquirir la cosa por cualquier otro 
contrato que no fuese el de compraventa. 


1745.- 


Cuando la venta sea hecha por dos e más vendedores 
en común o a dos o más compradores en común, ningu- 
no de ellos podrá presentarse como mejor comprador, 


1746.- 


El pacto de mejor comprador puede ser cedido y 
pasa a los herederos del vendedor. 


Los acreedores del vendedor pueden ejercer ese de- 
recho en caso de concurso. 


1747.- 


La disposición del artículo 1430 se aplica al pacto de 
mejor comprador. (Artículos 1734, 1739 y 1752), 


Resuelto el contrato, tendrán lugar las prestaciones 
mutuas, como en el pacto de retroventa. 


SECCION YI 
De la retroventa 
1748.- 


Por el pacto de retroventa el vendedor se reserva la 
facultad de recobrar la cosa vendida, reembolsando al 
comprador la cantidad determinada que se estipulare o 
el precio de la compra. 


1749.- 


Lo dispuesto en el artículo 1746 es aplicable al dere- 
cho que nace del pacto de retroventa. 


1750.- 


Si el derecho ha pasado a dos o más herederos del 
vendedor o si la venta ha sido hecha conjuntamente por 
dos o más copropietarios de la cosa vendida, deben to- 
dos los interesados ponerse de acuerdo sobre recobrar 
aguélla por entero; y si asé no do hicieren, no puede el 
comprador ser obligado a consentic la retroventa parcial. 


Se entenderá haber vendido dos o más conjuntamen- 
te una cosa, cuando lo hicieren en el mismo acto y por 
un solo precio. 


1751.- 


Si el comprador ha dejado dos o más herederos, la 
acción del vendedor no puede ejercitarse contra cada 
uno, sino por su parte respectiva, bien se halle indivisa 
la cosa vendida o bien se haya distribuido entre los 
herederos. 


Pero sí se ha dividido la herencia y la cosa vendida 
se ha adjudicado a uno de Jos herederos, la acción del 
vendedor puede intentarse contra él por el todo, 


1752.- 


El pacto de retroventa en sus efectos contra tercero 
se sujeta a lo dispuesto en el artículo 1430. (1734 y 
1739). 


1753.- 


El vendedor tendrá derecho a que el comprador le 
restituya la cosa con sus accesorios y a que le indemnice 
los deterioros imputables a su hecho o culpa. 


A su vez el vendedor está obligado al pago de las 
expensas necesarias, pero no de las invertidas en mejo 
ras Útiles o voluptuarias que se hayan hecho sin su con- 
sentimiento. 


Los frutos de la cosa vendida se compensarán con 
los intereses del precio de la venta. 


1754.- 


El tiempo en que se podrá intentar la retroventa no 
pasará en ningún caso de tres años, contados desde la 
fecha del contrato. 


Pero tendrá siempre derecho el comprador a que se 
le dé noticia anticipada que no bajará de noventa días 
para los bienes raíces ni de quince días para los objetos 
muebles; y si la cosa fuere fructífera y no diere frutos 
sino de tiempo en tiempo y a consecuencia de trabajos e 
inversiones preparatorias, no podrá exipirse la restitu- 
ción demandada, sino después de la previa percepción 
de frutos. 


CAPITULO VH 


De la venta de una cosa común 
por licitación o subasta 


1755.- 


St una cosa comun a muchos no puede ser dividida 
cómodamente y sin menoscabo o si en una partición de 
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bienes comunes se encuentra una cosa que ninguno de 
los copropietarios quiere o puede admitir por entero, se 
hará la venta a martillo o en subasta pública y el precio 
se repartirá entre los interesados. (Artículo 1136). 


L/5t.- 


Cada uno de los copropietarios tiene derecho a recla- 
mar que la venta se haga en subasta pública. Cuando 
alguno de ellos fuese ausente o persona jurídica O menor 
habilitado o estuviere sujeto a tutela o curaduría, la ven- 
ta se hará en la forma establecida por el artículo 396 de 
este Código. 


**Texto dado por e£l Art. 3” de la ley N* 14.766 de 
.18.4.78 


CAPITULO VIII 


De la cesión de derechos creditorios y 
hereditarios 


SECCION I 
De la cesión de créditos 


1757.. 


El cesionario no se considera dueño del crédito con 
respecto a terceras personas, mientras no denuncie o 
notifique la cesión al deudor. (Artículos 1473 y 1543), 


La notificación deberá hacerse con exhibición del 
título (artículo 768), que llevará anotado el traspaso del 
derecho con la designación del cesionario y bajo la fir- 
ma del cedente. 


1758.- 


La cesión de un crédito es ineficaz en cuanto al 
deudor, mientras no se le notifique y la consienta o 
renueve su obligación en favor del cesionario. 


Cualquiera de ambas diligencias liga al deudor con 
el nuevo acreedor y le impide que pague lícitamente a 
otra persona, 


1759.. 


El deudor que no quiere reconocer al cesionario como 
acreedor y que se proponga deducir excepción que no 
resulte de la misma naturaleza del crédito, debe hacer 
conocer su negativa de aceptación dentro de tres días, 
contados desde la notificación que se la haga de la ce- 
sión. 


Pasados esos tres días, se supone que consiente la 
cesión. 
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1760.- 


Siempre que el deudor no haya consentido la cesión 
v verificado novación, puede oponer al cesionario todas 
las excepciones que habría podido oponer al cedente, 
aun las meramente personales. (Artículo 1505). 


1761.- 
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La venta o cesión de un crédito comprende sus acce-: 


sorios, como las fianzas, prendas, hipotecas o privile- 


glos. 
1762.- 


El cedente de buena fe responde de la existencia y 
legitimidad del crédito a su favor, al tiempo de cederlo, 
a no ser que lo haya cedido como dudoso; pero no 
responde de la solvencia del deudor o de sus fiadores, a 
menos de haberse estipulado expresamente o que la in- 
solvencia fuese anterior y pública. 


Aun en estos dos casos, sólo responderá del precia 
recibido y de los gastos del contrato. 


El cedente de mala fe responde siempre de la sol- 
vencia, de todos los gastos, daños y perjuicios. 


1763.- 


Cuando se ha garantido convencionalmente la sol- 
vencía del deudor, esa garantía se refiere a la solvencia 
actual y nunca se extiende a la futura, a no ser que se 
haya pactado expresamente. 


En todos los casos cesa la garantía de solvencia, si 
por el hecho o culpa del cesionario, hubiese perecido el 
crédito o las seguridades que lo garantían. 


1764.- 


La persona contra quien se ha cedido un crédito liti- 
gioso, podrá mientras dure el litis, compeler al cesiona- 
río a que le. libere, abonándole el precio verdadero de la 
cesión con los intereses, desde el día en que se efectuó 
el pago y el importe de todos los gastos que se le hubie- 
ren ocasionado. 


Se considera litigioso un crédito, desde que hay de- 
manda y contestación sobre el fondo del derecho. 


1765.- 
La.disposición del artículo precedente cesa: 


19. Si la cesión ha tenido lugar entre coherederos o 
comuneros del crédito cedido. 
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2%. Si ha sido hecha a un acreedor del cedente en 
pago de su deuda. 


1766.- 


Las disposiciones de esta sección no se aplicarán a 
las letras, pagarés a la orden, acciones al portador y 
otras especies de transmisión, que se rigen por la ley 
comercial. 


Los sueldos, dietas, pensiones, jubilaciones y retiros 
que paga el Estado, las pensiones alimenticias, los suel- 
dos de los empleados de empresas industriales, comer- 
ciales o de particulares, los jornales y salarios de los 
obreros y criados, no podrán cederse a ningún título, no 
estando vencidos; si estuvieren vencidos, podrán enaje- 
narse hasta la tercera parte de su monto. 


Los actos uo contratos en que directa o indirectamen- 
te se contravenga a lo dispuesto en el inciso anterior 
serán nulos y sin ningún valor. 


SECCION II 


De la cesión de derechos hereditarios 
(Artículo 1664) 


1767.- 


El que vende o cede a título oneroso un derecho de 
herencia sin especificar los efectos de que se compone, 
sólo es responsable de su calidad de heredero. - 


1768.- 


Si el heredero se había aprovechado ya de los frutos 
o percibido créditos o vendido efectos hereditarios, de- 
berá reembolsar su valor al cesionario. a no ser que 
expresamente se los haya reservado en el contrato. 


El cesionario deberá por su parte satisfacer al here- 
dero todo lo que éste haya pagado por las deudas y 
cargas de la herencia y sus propios créditos contra la 
misma, salvo si se hubiere pactado lo contrario. 


La cuota o cuotas hereditarias, que por el derecho de 
acrecer sobrevinieren 'al heredero, se entenderán com- 
prendidas en la cesión, salvo que se haya estipulado otra 
cosa. 


TITULO II 
De la permuta o cambio 
1769.- 


La permuta o cambio es un contrato por el cual Jos 
contrayentes se obligan a dar una cosa por otra. 


1770.- 


La permuta se perfecciona por el mero consentimien- 
to; salvo que una de las dos cosas que se permutan o 
ambas sean bienes raíces o derechos de sucesión heredi- 
taria, en cuyo caso, para la perfección del contrato ante 
la ley será necesaria escritura pública. (Artículo 1664). 


1771.- 


No pueden permutar los que no pueden comprar y 
vender. 


No puede permutarse las cosas que no puedan ven- 
derse. 


1772.- 


Si uno de los contratantes ha recibido ya la cosa que 
se le prometió en permuta y acredita que no era propia 
del que la dio, no puede ser obligado a entregar la que él 
ofreció en cambio y cumple con devolver la que recibió. 


1773.- 


El contratante que sufriere evicción de la cosa reci- 
bida en permuta podrá optar entre pedir su valor con 
daños y perjuicios o repetir la cosa que dio en cambio; 
pero si ella hubiese sido ya enajenada, sólo tendrá lugar 
el primer arbitrio. 


1774.- 


Si una cosa cierta y determinada, prometida en cam- 
bio, perece sin culpa del que debía darla, deja de existir 
el contrato y la cosa que ya se hubiere entregado, será 
devuelta al que la hubiere dado. 


1775.- 


En todo lo que no se halle especialmente determina- 
do en este título, la permuta se rige por las disposiciones 
concernientes a la venta. 


TITULO IV . 
Del arrendamiento 
1776.- 
El arrendamiento es un contrato en que las dos par 
tes se obligan recíprocamente, la una a conceder el uso 


o goce de una cosa, o a ejecutar una obra o a prestar un 
servicio y la otra a pagar por este uso, goce o servicio, 


un precio determinado. 


El que recibe el precio es arrendador y el que lo 
paga arrendatario. 
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El arrendamiento se perfecciona por el mutuo con- 
sentimiento de las partes. 


CAPITULO ] 
Del arrendamiento de cosas 
SECCION | 
Disposiciones generales 
1777.- 


El arrendamiento de cosas se rige por las normas de 
este Capítulo, sin perjuicio de lo que dispongan leyes 
especiales. 


Pueden ser objeto del arrendamiento los bienes mue- 
bles no fungibles y todos los inmuebles. Exceptúanse 
aquellas cosas que la ley probíbe arrendar y los derechos 
estrictamente personales, como los de uso y habitación. 
(Artículo 549). 


**Se agrega el inc. 1” de forma de contemplar la 
existencia de leyes especiales que se han dictado en la 
materia desde el año 1914 


1778.- 


El precio puede consistir en dinero o en frutos natu- 
rates de la cosa arrendada y en este segundo caso puede 
fijarse una cantidad determinada o una cuota de los fru- 


tos de cada cosecha. 
Llámase renta. cuando se paga periódicamente. 
1779.. 


El precio podrá determinarse del mismo modo que 
en el contrato de venta. (Artículos 1666 y 1667). 


1780.- 


Si se ha arrendado separadamente una misma cosa a 
dos personas, será preferido el arrendatario a quien se 
haya entregado la cosa; y si a ninguno se ha entregado, 
prevalecerá el título anterior. 


1781.- 


Los administradores de bienes ajenos no pueden to- 
marlos en arriendo sin consentimiento expreso de su 
dueño. 


Los que están privados de ser adjudicatarios de cier- 
tos bienes, no pueden ser arrendatarios de ellos vi con 
autorización judicial. (Artículo 1678). 
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1782.- 


El arrendamiento no podrá contratarse por más de 
quince años. El que se hiciere por más tiempo caducará 
a los quince años. 


Exceptúanse el arrendamiento de aquellos inmuebles 
que tengan como destino apoyar una presa o embalsar el 
agua, en cuyo caso el plazo máximo será de treinta 
años. El que se hiciere por un mayor tiempo caducará a 
los treinta años. El plazo del arrendamiento de los bie- 
nes hipotecados se regulará por lo establecido en el 
artículo 2.328 incisos 2” y 3". 


**El texto del inciso 1” surge del Art. 29 de la ley 
N” 8.153 de 16.12.27 

El texto del inciso 2” surge del Art. 4” del decreto- 
ley N” 15.576 de 15.6.84 

El texto del inciso 3" surge del Art, 52 -incs. 2 y 3- 
de la ley N” 10.793 de 25.9.46 


1783.- 


Los derechos y obligaciones que nacen del contrato 
de arrendamiento pasan a los herederos del arrendador y 
del arrendatario. 


Tratándose de arrendamiento de inmuebles, los suce- 
sores del arrendador a título de herederos o legatarios, 
tendrán los mismos derechos y obligaciones que aquél. 


El plazo no obliga a los herederos del arrendatario. 


**El texto de los incs. 2" y 3" surge del Art. 52 inc. 1” 
de la ley N” 10.793 de 25.9.46 


1784.- 


Cuando se disputare sobre el precio del arrendamiento 
verbal que ya se hubiere comenzado a ejecutar y no 
exista recibo, se estará exclusivamente al juicio de peri- 
tos y los costos de esta operación se dividirán entre el 
arrendador y el arrendatario por partes iguales. 


Esta disposición tendrá lugar, sea cual fuere el pre- 
cio del arrendamiento. 


1785.- 


Durante el término del contrato, no es lícito al arren- 
dador retirar la cosa urrendada del poder del arrendata- 
rio, aunque alegue que la necesita para uso propio ni a 
éste devolverla al arrendador antes de concluirse el tiem- 
po convenido, a ño ser pagando el precio de todo el que 
falte para el vencimiento del contrato. 


1786.- 


Los arrendamientos de fincas urbanas o de predios 
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rústicos, no comprendidos en leyes especiales, en que 
no se haya establecido término para la duración del con- 
trato, no darán derecho al inquilino a arrendatario para 
oponerse al desalojo. sea cual fuere la razón que el 
dueño alegue para exigirlo. 


En esta clase de arrendamientos, serán de ningún 
efecto las estipulaciones verbales sobre términos. 


No se admitirá otra prueba de término establecido, 
que la que resulte de documento público o privado. 


**El texto del inc. 1” se adaptó de forma de con- 
templar las leyes especiales que se han dictado en la 
materia 


1787.- 


El arrendador de bienes inmuebles no podrá promo- 
ver el desalojo sin dar al inquilino ev arrendatario el 
plazo que corresponda. 


**El texto del inc, 1” está adaptado al régimen 
especial de la ley N* 8.153 de 16.12.27, sus modificati- 
vas y concordantes; y el resto de la disposición está 
derogado en virtud de las modificaciones efectuadas 
por dicha legislación especial 


1788. - 


Si el arrendamiento verbal o escrito fuese de bienes 
muebles y no se hubiese fijado término para la duración 
del contrato o el tiempo no estuviese determinado por el 
servicio especial a que se destina la cosa arrendada 0 
por la costumbre, el arrendador que quisiere hacer cesar 
el contrato debe dar al arrendatario un plazo ajustado al 
período o medida del tiempo que regula los pagos. Así, 
arrendándose a tanto por día, sernmana o mes, el plazo 
será respectivamente de un día, semana o mes. Dicho 
plazo se contará desde la intimación judicial. 


**La redacción del Art. se adaptó a la corrección 
efectuada en el Art. anterior 


1789. - 


No habiendo tiempo fijo para la duración del contra- 
to conforme a lo dispuesto en los artículos precedentes, 
el arrendatario puede a su voluntad hacer cesar el arrien- 
do. 


17%. - 


Si vencido el término convencional del arrendamien- 
to, el arrendatario permanece en el uso o goce de la cosa 
arrendada, no se entenderá que hay tácita reconducción, 
sino la continuación del arrendamiento concluido y bajo 
tas mismas condiciones, hasta que el arrendador pida la 


devolución de la cosa; y podrá éste pedirla en cualquier 
tiempo, sea cual fuere el que el arrendatario hubiere 
continuado en el uso de la cosa. 


Pero las fianzas como las prendas o hipotecas consti- 
tuidas por terceros, no se extenderán a las obligaciones 
que resulten de la continuación del arriendo fenecido. 


**El inciso 3” se elimina en virtud de las disposi- 
ciones de la ley N* 8.153 de 16,12.27, sus modificati- 
vas y concordantes 


1791. - 


El arrendatario no tiene la facultad de ceder el arrien- 
do. 


Sin embargo. puede subarrendar para el mismo uso 
para que arrendó y dentro del plazo que tiene para sí, 
cuando no se le hubiere prohibido expresamente en el 
contrato. 


La prohibición puede ser parcial o total; y esta cláu- 
sula se interpreta siempre estrictamente. 


1792. - 


Si la cosa arrendada fuere enajenada, voluntaria o 
forzosamente, la persona que suceda en el derecho al 
propietario, estará obligada personalmente a cumplir el 
arriendo por el plazo convenido, siempre que el contrato 
conste por escritura pública o privada debidamente re- 
gistrada. 


Exceptúase el caso de haberse reservado expresa- 
mente el arrendador en el contrato de arriendo la facul- 
tad de enajenar. 


Si el contrato no estuviese inscripto, el adquirente no 
estará obligado a respetar el plazo y podrá dar al inquili- 
no el desalojo como en los casos de arrendamiento sin 
plazo. 


**El texto del último inciso surge del Art. 52 inc. 1" 
ley N” 10.793 de 25.9.46 


1793. - 


En el caso del inciso segundo del artículo anterior, 
enajenada la cosa antes de cumplirse el plazo del arrien- 
do, no se deberá indemnización de daños y perjuicios, a 
no ser que se hubiere pactado. 


Si se hubiere estipulado indemnización, el arrendata- 
rio no podrá ser privado del uso y goce de la cosa sin 
que se le satisfaga por el arrendador o por el nuevo 
dueño los daños y perjuicios. (Artículo 1809). 
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El arrendatario gozará además del respectivo plazo 
legal según los artículos 1787 y 1788; y si el tiempo que 
resta del estipulado en el contrato fuese menor, se com- 
putará en aquél. 


1794, - 


Los arrendamientos hechos por el cónyuge adminis- 
trador extraordinario, por el tutor o curador de los bie- 
nes que tiene a su guarda y por el usufructuario de los 
que corresponden al usufructo, se regirán (en cuanto a 
su duración) por lo dispuesto en los respectivos Títulos 
del Código. (Artículos 406, 511 y 1983). 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” de la 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1795. - 


Los arrendamientos de bienes fiscales, municipales 0 
de establecimientos públicos están sujetos a reglamentos 
particulares y en lo que no lo estuvieren, a las disposi- 
ciones de este Título. 


SECCION I 
De las obligaciones del arrendador 
1796. - 
El arrendador es obligado: 
1%. A entregar la cosa arrendada. 


2”. A mantenerla en estado de servir para el fin a que 
ha sido arrendada. > 


37. A librar al arrendatario de toda turbación o emba- 
razo en el goce de ta cosa arrendada. 


1797. - 


El arrendador debe entregar la cosa al arrendatario 
con los accesorios que dependen de ella al tiempo del 
contrato en buen estado de reparaciones de toda clase, 
salvo si se conviniesen en que la entrega se verifique en 
el estado en que se halla la cosa. 


Este convenio se presume cuando se arriendan edifi- 
cios arruinados y cuando se entra en el goce de la cosa 
sin exigir reparaciones en ella. 


1798. - 


La obligación de mantener la cosa en buen estado, 
consiste en hacer durante el arriendo todas las reparacio- 
nes necesarias a excepción de las locativas, las cuales 
corresponden generalmente al arrendatario. 
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El arrendador será obligado aun a las reparaciones 
locativas, si los deterioros que las han hecho necesarias 
provinieren de fuerza mayor o caso fortuito o de mala 
calidad de la cosa arrendada. 


1799, - 


El arrendador, en virtud de la obligación de librar al 
arrendatario de toda turbación o embarazo, no podrá sin 
consentimiento de éste, mudar la forma de la cosa arren- 
dada ni hacer en ella obras o trabajos algunos que pue- 
dan turbarle o embarazarle en su goce. 


Con todo, si se trata de reparaciones indispensables 
que no puedan diferirse hasta la conclusión del arriendo, 
será el arrendatario obligado a tolerarlas, aunque le pri- 
ven del goce de una parte de la cosa arrendada; pero 
tendrá derecho a que se le rebaje entretanto el precio o 
renta a proporción de la parte de que fuere privado. 


Si las reparaciones recaen sobre tan grande parte de 
la cosa que el resto aparezca insuficiente para el objeto 
con que se arrendó, podrá el arrendatario dar por termi- 
nado el arrendamiento. 


Lo mismo será cuando las reparaciones hayan de 
embarazar el goce de la cosa demasiado tiempo, de ma- 
nera que no pueda subsistir el arriendo sin grave moles- 
tía o perjuicio del arrendatario. 


También tendrá el arrendatario los derechos expresa- 
dos, cuando el arrendador fuese obligado a sufrir trabajo 
del propietario vecino en las paredes divisorias o hacer- 
las éstas de nuevo. 


1800. - 


Fuera de los casos previstos en el artículo precedente 
si el arrendatario es turbado en su goce por el arrenda- 
dor o por cualquiera persona a quien éste pueda vedarlo, 
tendrá derecho a ser indemnizado de los daños y perjui- 
cios. 


1801. - 


El arrendador no está obligado a garantir al arrenda- 
tario de las vías de hecho de terceros, que no pretendan 
derecho a la cosa arrendada. En este caso el arrendata- 
rio, a nombre propio, perseguirá a los autores del daño y 
aunque éstos fuesen insolventes, no tendrá acción contra 
el arrendador. 


1802. - 


La acción de terceros que pretendan derecho au la 
cosa arrendada se dirigirá contra el arrendador. 


El arrendatario será sólo obligado a noticiarle la tur- 
bación O molestia que reciba de dichos terceros, por 
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consecuencia de los derechos que aleguen y si lo omitie- 
re o dilatare culpablemente, abonará los daños y perjui- 
cios que de ellos se sigan al arrendador. 


En cuanto al ejercicio de las acciones posesorias y la 
que se concede para el caso de violento despojo, se 
estará a lo dispuesto en el Capítulo IL, Título V del 
Libro Segundo. 


1803. - 


Si el arrendador fuese vencido en juicio sobre una 
parte de la cosa arrendada, podrá el arrendatario recla- 
mar una disminución del precio o la rescisión del con- 
trato, si la parte de que se le priva fuese una parte 
principal de la cosa o del objeto del arrendamiento y los 
daños y perjuicios que le sobrevinieren. 


Sin embargo, el arrendatario no podrá pedir indem- 
nización de daños y perjuicios, si al hacer el contrato, 
hubiese conocido el peligro de la evicción. 


1804. - 


El arrendador responde de los vicios o defectos gra- 
ves de la cosa arrendada, que impidieran el uso de ella, 
aunque él no los hubiese conocido o hubiesen sobreve- 
nido en el curso del arriendo y el arrendatario puede 
pedir la disminución del precio o la rescisión del contra- 
to, salvo si hubiere conocido Jos vicios o defectos de la 
cosa. 


Si el vicio o defecto era conocido del arrendador al 
tiempo del contrato o era tal que debiera por los antece- 
dentes preverlo o por su profesión conocerlo, tendrá ade- 
más derecho el arrendatario a que se le indemnicen jos 
daños y perjuicios. 


1805. - 


Si durante el contrato la cosa arrendada fuese des- 
truida en su totalidad por caso fortuito o fuerza mayor, 
el contrato queda rescindido. 


Si ella es destruida sólo en parte, puede el arrendata- 
rio pedir la disminución de precio o la rescisión del 
contrato, según fuese la importancia de la parte destruida. 


Si la cosa fuese solamente deteriorada, el contrato 
subsistirá, pero el arrendador es obligado a reparar el 
deterioro hasta poner la cosa en buen estado. 


En los casos de este artículo, no ha lugar a la indem- 
nización de daños y perjuicios. 


1806. - 


Si por caso fortuito o fuerza mayor, el arrendatario 
es obligado a no usar o gozar de la cosa o que ésta no 


pueda servir para el objeto de la convención, el arrenda- 
tario podrá pedir la rescisión del contrato o la cesación 
del pago del precio por el tiempo que no pueda usar o 
gozar de la cosa. 


Pero si el caso fortuito o de fuerza mayor no afecta a 
la cosa misma, las obligaciones del arrendatario conti- 
nuarán como antes. 


1807. - 


El arrendador es obligado a reembolsar al arrendata- 
rio el costo de las reparaciones indispensables, no loca- 
tivas, que el arrendatario hiciere en la cosa arrendada, 
siempre que éste no las haya hecho necesarias por su 


culpa y que haya dado pronta noticia al arrendador para 


que las hiciese por su cuenta. Si la noticia no pudo darse 
en tiempo o si el arrendador no trató de hacer oportuna- 
mente las reparaciones, se abonará al arrendatario el 
costo razonable, probada la necesidad. 


1808. - 


El arrendador no es obligado a reembolsar el costo 
de las mejoras útiles en que no ha consentido con la 
expresa condición de abonarlas; pero el arrendatario po- 
drá separar y llevarse los materiales, sin detrimento de 
la cosa arrendada, a menos que el arrendador esté dis- 
puesto a abonarle lo que valdrían los materiales conside- 
rándolos separados. 


1809. - 

En todos los casos en que se deba indemnización al 
arrendatario, no podrá éste ser expelido o privado de la 
cosa arrendada sin que previamente se le pague o asegu- 
re el importe por el arrendador. 

Esta regla no se extiende al caso de extinción invo- 
luntaria del derecho del arrendador sobre la cosa arren- 
dada. 

1810. - 


El arrendador es obligado a pagar las cargas y con- 
tribuciones sobre la cosa arrendada. 


SECCION III 
De las obligaciones del arrendatario 
1811. - 
Las principales obligaciones del arrendatario son: 


1*. Usar de la cosa según los términos o espíritu del 
contrato. 
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2”. Emplear en la conservación de la cosa el cuidado 
de un buen padre de familia. ] 


3%. Pagar el precio o renta. 
1812. - 


No podrá el arrendatario destinar la cosa a otros 
objetos que los convenidos v a falta de convención ex- 
presa, a aquellos a que la cosa es naturalmente destinada 
o que deben presumirse de las circunstancias del contra- 
to o de la costumbre del país. 


Si el arrendatario contravintere a esta regla, podrá el 
arrendador reclamar la rescisión del contrato con indem- 
nización de daños y perjuicios o limitarse a esta indem- 
nización dejando subsistir el arriendo. 


1813. - 


Si el arrendatario no usare de la cosa como un buen 
padre de familia, responderá de los daños y perjuicios y 
aun tendrá derecho el arrendador para demandar la res- 
cisión del arrendamiento en el caso de un grave y culpa- 
ble descuido. 


1814. - 


Será un goce abusivo en los predios rústicos arrancar 
árboles, hacer cortes de montes, salvo si el arrendatario 
lo hiciera para sacar la madera necesaria para los traba- 
jos del cultivo de la tierra o mejora del predio o a fin de 
proveerse de leña o carbón para el gasto de la casa. 


1815. - 


El pago del precio o renta se hará en los plazos 
convenidos y a falta de convención, conforme a la cos- 
tumbre del país. 


1816. - 


Si se hubiese estipulado plazo y el arrendatario no 
abonase el alquiler o rerta, previa la intimación corres- 
pondiente podrá demandarse la resolución del contrato 
con la sanción que establece el inciso 1 del artículo 
1823, siempre que se adeuden dos períodos de alquiler o 
renta, si el pago es por períodos que no excedan de tres 
meses; pero si la paga fuese por períodos mayores, bas- 
tará que el arrendatario no pague uno solo para que se 
pueda pedir la resolución del contrato. 


**Texto dado por el Art. 11 de la ley N” 8,153 de 
16.12.27 


1817. - 


El arrendatario de predio rústico no tendrá derecho 
para pedir rebaja del precio o renta, alegando casos for- 
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tuítos extraordinarios que han deteriorado o destruido la 
cosecha. 


Exceptúase el colono aparcero, pues en virtud de la 
especie de sociedad que media entre el arrendador y él, 
toca al primero una parte proporcional de la pérdida que 
por caso fortuito sobrevenga al segundo, antes o después 
de percibirse los frutos, salvo que el accidente acaezca 
durante la mora del colono aparcero en contribuir con su 
cuota de frutos al arrendador, 


1818. - 


El arrendatario es obligado a las reparaciones locati- 
vas. 


Se entiende por reparaciones tocativas las que según 
la costumbre del lugar son de cargo del arrendatario y 
en general las de aquellas especies de deterioro que 
ordinariamente se producen por culpa del arrendatario o 
de sus dependientes. 


1819. - 


Las reparaciones locativas a que es obligado el arren- 
datario O inquilino de una casa, se reducen a mantener 
el edificio en el estado en que lo recibió; pero no es 
responsable de los deterioros que provengan del tiempo 
y uso legítimo o de fuerza mayor o caso fortuito o de la 
mala calidad del edificio, por su vetustez, por la natura- 
leza del suelo o por defectos de construcción. 


1820. - 
El inquilino será obligado especialmente: 


1%. A conservar la integridad interior de las paredes, 
azoteas, pavimentos y cañerías, reponiendo las paredes, 
revoques, baldosas o ladrillos que durante el arrenda- 
miento se destruyan o se desencajen. 


2”. A reponer los cristales quebrados en las ventanas, 
puertas y tabiques. 


3”. A mantener en estado de servicio las puertas, 
ventanas y cerraduras. 


4%. A conservar las paredes, pavimentos y demás 
partes interiores del edificio medianamente aseados. 


La negligencia grave bajo cualquiera de estos res- 
pectos, dará derecho al arrendador para pedir indemni- 
zación de daños y perjuicios y aun para demandar la 
rescisión del contrato. 


1821. - 
El subarrendatarto tiene respecto del arrendatario las 


mismas obligaciones que éste hacia el arrendador origi- 
nario. 
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No está obligado respecto del arrendador originario 
sino hasta la suma concurrente del precio que adeude 
del subarrendamiento al tiempo del embargo o de la 
intimación judicial que se le haga a nombre del arrenda- 
dor originario. 


1822. - 


El arrendatario es responsable no sólo de su propia 
culpa, sino de la de su familia, dependientes, huéspedes 
o subarrendatarios. 


1823. - 


Cuando por culpa del arrendatario se rescinde el arren- 
damiento, estará obligado a ta indemnización de daños 
y perjuicios y especialmente al pago del precio o renta 
por el tiempo que falte para vencerse el término del 
contrato. 


Sin embargo, podrá eximirse de este pago, propo- 
niendo bajo su responsabilidad persona idónea que le 
sustituya por el tiempo que falta y prestando al efecto 
fianza u otra seguridad competente. 


1824. - 


No siendo notorio el accidente de fuerza mayor o 
caso fortuita que motivó la pérdida o deterioro de la 
cosa arrendada. la prueba de haber ocurrido ese acciden- 
te incumbe al arrendatario. En defecto de prueba res- 
ponderá de la pérdida o deterioro. 


Si fuere notorio el accidente de fuerza mayor o caso 
fortuito e lo probase el arrendatario, la prueba de que 
hubo culpa por parte de éste, su familia, dependientes, 
huéspedes o subarrendatarios corresponderá al arrenda- 
dor. 


1825. - 


Lo dispuesto en el artículo anterior es aplicable al 
caso de incendiarse la cosa arrendada. El incendio será 
reputado caso fortuito hasta que el arrendador o el que 
fuere perjudicado, pruebe haber habido culpa por parte 
de las personas designadas en el citado artículo. 


1826. - 


En el arrendamiento de fincas urbanas o rústicas co- 
rresponderá al arrendador aunque el contrato esté afian- 
zado, acción ejecutiva para el cobro de los alquileres o 
rentas, requiriendo mandamiento de embargo sobre los 
bienes embargables del deudor. 


**Se elimina la última parte del Art. en virtud del 
Art. 21 ley N” 8.153 de 16.12.27 


1827. - 


Finalizado el contrato. debe el arrendatario devolver 
la cosa en el mismo estado en que se le entregó, tomán- 
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dose en consideración el deterioro ocasionado por el uso 
y goce legítimos. 


St en el contrato no se ha especificado el estado en 
que se encontraba al tiempo de la entrega, se presume 
que el arrendatario la ha recibido en buen estado de 
conservación y debe así devolverla, salvo la prueba en 
contrario. 


En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos du- 
rante su goce, deberá probar que no sobrevinieron por 
su culpa ni por culpa de las persanas por quienes res- 
ponde, salvo la dispuesto en los artículos 1824 y 1825. 


1828. - 


Si el arrendamiento hubiere sido de un predio rústico 
con animales de trabajo o de cría y no se previno en el 
contrato el modo de restituirlos, pertenecerán al arren- 
datario todas las utilidades de dichos animales y los 
animales mismos, con la obligación de dejar en el pre- 
dio, al fin del arriendo, igual número de cabezas de las 
mismas edades y calidades. 


1829. - 


La restitución de la cosa raíz se verificará desocu- 
pándola enteramente, poniéndola a disposición del arren- 
dador y entregándole las llaves. 


1830.- 

El arrendatario de bienes muebles será condenado al 
resarcimiento de daños y perjuicios y a lo demás que 
contra él competa como injusto detentador, si, finaliza- 


do el término del arriendo, no restituye la cosa, siendo 
requerido por el arrendador. 


Todo arrendatario constituido en mora será respon- 
sable de cualquier daño que sufra la cosa, aunque pro- 
venga de fuerza mayor o caso fortuito. 

**Redacción adaptada al artículo 1787 

CAPITULO H 
Del arrendamiento de obras 

1831. - 

Habrá arrendamiento de obras cuando una de las 
partes se hubiere obligado a prestar un servicio y la otra 
a pagarle por ese servicio un precio en dinero. 

1832. - 

St una de las partes se hubiere obligado a prestar un 


servicio sin retribución o por una retribución que no sea 
un precio en dinero o se hubiere obligado a abstenerse 
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de un hecho, estos contratos serán innominados; pero se 
regirán por las disposiciones de este capítulo en todo lo 
que fuere aplicable. 


1833. - 


Toda especie de servicio o trabajo material o inma- 
terial, mecánico o liberal puede ser objeto de este con- 
trato. 


Aunque la retribución del servicio o trabajo tenga el 
nombre de honorarios e derechos, el contrato será arren- 
damiento de obras y no mandato, si no colocare a quien 
presta el servicio, respecto de tercero, como represen- 
tante o mandatario de la persona a quien se hace el 
servicio. 


En la disposición de este artículo están comprendi- 
dos los servicios profesionales de los abogados y aun de 
los procuradores, cuando funcionaren sin poder de las 
partes. 


1834. - 


El que hiciere algún trabajo o prestarse algún servi- 
cio a otro puede demandar el precio, aunque ningún 
precio o retribución se hubiese ajustado, siempre que el 
tal servicio o trabajo fuese de su profesión o modo de 
vivir honesto. En este caso se presumirá que los intere- 
sados ajustaron el precio de costumbre para ser determi- 
nado judicialmente, si hubiere duda. 


Si el servicio o trabajo, aunque honesto, no fuere 
relativo a la profesión o modo de vivir del que lo hizo, 
sólo tendrá lugar Jo dispuesto en el inciso anterior cuan- 
do, por las circunstancias no se presumiere la intención 
de beneficiar a la persona a quien el servicio se hacía. 
Esta intención se presume si el servicio no fue solicitado 
o si el que lo prestó habitaba en casa de la otra parte. 


En los casos de este artículo, si ha habido ajuste 
sobre el precio o retribución, lo pactado se cumplirá, 
siendo entre personas capaces y no probándose que in- 
tervino fuerza, error, dolo o fraude. 


1835. - 


El que hubiese criado alguna persona no puede ser 
obligado a pagarle sueldos por servicios prestados, hasta 
la edad de quince años cumplidos. 


Tampoco serán obligados a pagar sueldos los tutores 


que conservaren en su compañía a los menores de quin- 
ce años, por no poder darles acomodo. 


1836. - 


Nadie puede obligar sus servicios personales. sino 
temporalmente o para obra determinada. 
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1837. - 


Los criados domésticos podrán ser despedidos y des- 


pedirse ellos mismos en todo tiempo sin expresión de. 


causa. 


Se observará, además, con respecto a patrones y sir- 
vientes lo que determinen las disposiciones especiales. 


**La redacción de la última parte del Art. está 
adaptada a lo dispuesto por la normativa laboral 


1838.- 


Están igualmente sujetos a disposiciones especiales, 
las relaciones entre artesanos y aprendices y las de maes- 
tros y discípulos. 


1839.- 


Los menestrales, artesanos y demás trabajadores asa- 
lariados por cierto término no pueden despedirse ni ser 
despedidos antes del cumplimiento del contrato sin justa 
causa. 


El contraventor responderá de los daños y perjuicios. 
1840.- 


Si se da a uno el encargo de hacer una obra, puede 
convenirse que pondrá sólo su industria o que suminis- 
trará también los materiales. 


1841.- 


Si el obrero sólo pone su trabajo o industria, pere- 
ciendo la cosa, no responde sino de los efectos de su 
impericia. 


Sin embargo, no puede reclamar ningún estipendio, 
si perece la cosa antes de haber sido entregada, a no ser 
que haya habido morosidad para recibirla o que la des- 
trucción haya provenido de la mala calidad de los mate- 
riales. con tal que haya advertido oportunamente esta 
circunstancia al dueño. 


1842.- 


Si el obrero pone también los materiales, son de su 
cuenta las pérdidas y deterioros de cualquiera manera 
que acaezcan, a no ser que el que mandó hacer la obra 
incurriere en mora de recibirla. 


1843.- 
El obrero que, por impericia o ignorancia de su arte, 


inutiliza o deteriora alguna obra para la que hubiere 
recibido Jos materiales, está obligado a pagar el valor de 
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éstos, guardando para sí la cosa inutilizada o deteriorada. 
1844.- 


El arquitecto y el empresario de un edificio son res- 
ponsables por espacio de diez años, si aquél se arruina 
en todo o en parte por vicio de la construcción o por 
vicio del suelo o por la mala calidad de los materiales, 
haya suministrado éstos o no el propietario y a pesar de 
cualquiera cláusula en contrario. 


El término en que la acción puede nacer es de dichos 
diez años contados desde la entrega; pero una vez naci- 
da la acción por haberse manifestado el vicio, dura el 
tiempo ordinario de las acciones personales. 


La disposición del primer inciso se entiende salvo la 
prueba en contrario que haga el arquitecto o empresario. 
(Artículo 1327). 


1845.- 


Cuando un empresario se ha encargado por un tanto 
de la ejecución de una obra conforme a un plan acorda- 
do, no puede reclamar aumento alguno de precio, ni 
bajo pretexto de la mano de obra o de los materiales ni 
de modificaciones hechas-en el plan, a no ser que haya 
sido autorizado para éstas por escrito y por un precio 
convenido con el propietario. 


1846.- 


Si la obra encomendada se hubiere ajustado pos nú- 
mero oO medida, sin determinar la cantidad cierta de 
número o medida, tanto el que mandá hacer la obra, 
como el empresario, pueden dar por concluido el contra- 
to, pagándose el importe de la obra verificada. 


1847.- 


El que encarga una obra para la que el obrero debe 
poner los materiales, puede a su arbitrio rescindir el 
contrato, aunque la obra ya:esté empezada a ejecutar, 
indemnizando al obrero de todos los gastos y trabajos y 
de todo lo que hubiera podida ganar en la misma obra. 


1848.- 


Concluida la obra conforme a la estipulación o en su 
defecto con arreglo al uso general, el que la encargó 
está obligado a recibirla; pero si creyere que no está con 
la solidez y lucimiento estipulados « de uso, tiene dere- 
cho a que sea examinada por peritos nombrados por 
ambas partes. 


Si resultare no haberse verificado la obra en la forma 
debida, tiene el obrero que ejecutarla de nuevo o devol- 
ver el precio que menos valiese, con indemnización de 
los perjuicios. 


1849.- 


Cuando se ha encargado cierta obra a una persona 
por razón de sus cualidades personales, el contrato se 
rescinde por la muerte de esta persona, pero nunca por 
la muerte del que encargó la obra. 


Sin embargo, éste debe abonar a los herederos a 
proporción del precio convenido el valor de la parte de 
la obra ejecutada y de los materiales preparados, siem- 
pre que de estos materiales reporte algún beneficio. 


Lo mismo será, si el que contrató la obra no puede 
acabarla por alguna causa independiente de su voluntad. 


1850.- 


El empresario de una obra responde de las faltas y 
omisiones de las personas que sirven bajo sus órdenes. 
salva su acción contra esas personas. 


1851.- 


Los albañiles, carpinteros y demás obreros que han 
sido empleados por un empresario para la construcción 
de obra estipulada por un tanto, no tienen acción contra 
el propietario para quien se ejecuta la obra sino hasta la 
suma concurrente de lo que éste adeuda al empresario 
en el momento en que le hagan saber judicialmente la 
acción deducida. 


1852.- 


Los carpinteros, herreros y demás obreros que hacen 
directamente obras por un tanto, en lo relativo a su 
especialidad, están sujetos a las reglas arriba prescritas y 
son empresarios en la parte sobre que contratan. 


1853..- 


El precio de la obra debe pagarse al hacerse la entre- 
ga, salvo pacto en contrario. 


No pagándose el precio en el tiempo estipulado, co- 
rrerán los intereses legales desde la interpelación judi- 
cial. 


1854.- 


El que ha ejecutado una obra sobre cosa mueble, 
tiene el derecho de retenerla hasta que se le pague. 


1855..- 


El servicio de los empresarios o agentes de transpor- 
tes, tanto por tierra como por agua, así de personas 
como de cosas, se regirá por las disposiciones de la ley 
comercial. 
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TITULO V 
Del censo 
CAPITULO 1 
De la naturaleza y forma del censo 
1855.- 


Se constituye un censo cuando una persona contrae 
la obligación de pagar a otra un rédito anual, recono- 
ciendo el capital correspondiente que el acreedor no 
podrá exigir fuera de los casos determinados por la lev 
y gravando una finca suya con la responsabilidad del 
rédito y del capital. 


Este rédito se llama también censo o canon; la per- 
sona que lo debe se dice cersuario y su acreedor cen- 
sualista. : 


1857.- 


El censo puede constituirse por testamento, por do- 
nación, venta o de cualquier otro modo equivalente a 
éstos. 


1858.- 


No podrá constituirse censo sino sobre predios urba- 
nos'o rústicos y con inclusión del suelo. 


1859..- 


El capital deberá siempre consistir O estimarse en 
dinero. Sin este requisito, no habrá constitución de cen- 
so. 


' 1860.- 


La constitución de un censo deberá siempre constar 
por escritura pública inscrita en el Registro correspon- 
diente y sin este requisito no valdrá como constitución 
de censo, pero el obligado a pagar la pensión lo estará 
en los términos del testamento o contrato y la obligación 
será personal. 


1861.- 

No podrá estipularse que el censo se pague en cierta 
cantidad de frutos. La infracción de esta regla viciará de 
nulidad la constitución del censo. 


1862.. 


Todo censo, aun estipulado con la calidad de perpe- 
tuo, es redimible. 
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Sin embargo, las partes pueden convenir en que la 
redención no se verifigue antes de un plazo que no po- 
drá exceder de diez años o sin haberse advertido al 
censualista con la antelación que se determine. 


La cláusula de no poder el censuario redimir en un 
plazo que exceda de diez años, será reducida a ese pla- 
zo, subsistiendo en lo demás la constitución del censo. 


1863.. 


No vale, en la constitución del censo, el pacto de no 
enajenar la finca acensuada ni otro alguno que imponga 
al censuario más cargas que las expresadas en este títu- 
lo. 


1864.- 


El acreedor censualista, al tiempo de entregar el re- 
cibo de cualquier pensión o canon, puede obligar al 
deudor a que le dé un resguardo en que conste haberse 
hecho el pago. 


1865.- 


El censo se prescribe por treinta años, contados en 
conformidad a lo que se dispone en el artículo 1219. 


Transcurrido ese tiempo, no se podrá demandar las 
pensiones devengadas ni el capital del censo. 


CAPITULO H 
De los efectos del censo 
1866.- 


La obligación de pagar el censo sigue siempre al 
dominio de la finca acensuada, aun respecto de los cá- 
nones devengados antes de la adquisición de la finca; 
salvo siempre el derecho del censualista para dirigirse 
contra el censuario constituido en mora, aun cuando 
deje de poseer la finca y salva además la acción de 
saneamiento del nuevo poseedor de la finca contra quien 
haya lugar. 


1867.- 


El censuario no es obligado al pago del capital ni de 
los cánones devengados antes de ta adquisición de la 
finca acensuada, sino con esta misma finca; pero al pago 
de los cánones vencidos durante el tiempo que ha estado 
en posesión de la finca, es obligado con todos sus bie- 
nes. 


1868.- 
Lo dispuesto en los artículos precedentes tendrá lu- 


gar aun cuando la finca hubiere perdido mucha parte de 
su valor o se hubiere hecho totalmente infructífera. 
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Pero el censuario se descargará de toda obligación, 
poniendo la finca, en el estado en que se hallare, a 
disposición del censualista y pagando los cánones venci- 
dos según la regla del artículo precedente. 


Con todo, si por dolo o culpa grave del censuario 
pereciere o se hiciere infructífera la finca, será responsa- 
ble de Jos daños y perjuicios. 


1869.- 


Siempre que la finca acensuada se divida por suce- 
sión hereditaria, se entenderá dividido el censo en partes 
proporcionales a los valores de las hijuelas o nuevas 
fincas resultantes de la división. 


Para la determinación de los valores de éstas, se 
tasarán y será aprobada la tasación por el juez con au- 
diencia del censualista. 


El juez mandará inscribir en el competente Registro, 
a costa de cada censuario, la providencia que fija la 
porción de capital con que haya de quedarse gravada la 
respectiva hijuela. 


Quedarán así constituidos tantos censos distintos e 
independientes y separadamente redimibies, cuantas fue- 
sen las hijuelas gravadas. 


A falta de la inscripción antedicha, subsistirá el cen- 
so primitivo y cada hijuela quedará gravada con la res- 
ponsabilidad de todo el censo. 


Si de la división hubiese de resultar que toque a una 
hijuela menos de 500 Unidades Reajustables del primiti- 
vo capital, no podrá dividirse el censo y cada hijuela 
será responsabie de todo él. 


1870.- 


El capital impuesto sabre una finca podrá en todo 
caso reducirse a una parte determinada de ella o trasla- 
darse a otra finca, con las formalidades y bajo las condi- 
ciones prescritas en el artículo precedente. 


Será justo motivo para no aceptar esta traslación o 
reducción la insuficiencia de la nueva finca o hijuela 
para soportar el gravamen y se tendrá por insuficiente la 
finca o hijuela, cuando el total de los gravámenes que 
haya de soportar exceda de la mitad de su valor. 


Se contarán en el gravamen los censos o hipotecas 
con que estuviere ya gravada la finca. 


La traslación o reducción se hará con Jas formalida- 
des indicadas arriba y a falta de ellas quedará subsisten- 
te el primitivo censo. 


1871.- 


La redención del censo se verificará pagando al cen- 
sualista O consignando en forma el capital y cánonés 
atrasados, si los hubiere. 


La declaración de estar redimido el censo se inscri- 
birá en el competerite registro. 


1872.- 


No habiendo pacto en contrario, la redención no pue- 
de hacerse por partes. 


1873.- 


El censualista no puede exigir el capital del censo u 
obligar al censuario a que lo redima, sino en caso de 
quiebra o insolvencia de éste o cuando hubiere dejado 
pasar tres períodos seguidos sin pagar el canon y reque- 
rido judicialmente no pagase dentro de diez días conta- 
dos desde el requerimiento. 


1874.- 


El censo perece por la destrucción completa de la 
finca acensuada, entendiéndose por destrucción comple - 
ta la que hace desaparecer totalmente el suelo. 


Reapareciendo el suelo, aunque sólo en parte, revivi- 
rá todo el censo, pero nada se deberá por pensiones del 
tiempo intermedio. 

TITULO VI 
De las compañías o sociedades 
CAPITULO I 
Disposiciones generales 

1875.- 

La compañía o sociedad es un contrato en que dos o 
más personas estipulan poner algo en común con la mira 
de repartirse entre sí los beneficios que de ello proven- 
gan. (Artículo 1922). 

1876.- 

La simple comunidad de bienes o de intereses, aun 
resultantes de un hecho voluntario de las partes, no cons- 
tituye una sociedad. 


1877.- 


Es de esencia de toda sociedad que cada socio ponga 
en ella alguna parte de capital, ya consista en dinero, 
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créditos o efectos, ya en una industria, servicio o trabajo 
apreciable en dinero. 


1878.- 


Es nula la convención por la cual se estipulare que la 
totalidad de las ganancias haya de pertenecer a uno solo 
de los asociados; así como la que estableciere que algu- 
no de lus socios no haya de tener parte en los beneficios. 


No se entiende por beneficio el puramente moral, no 
apreciable en dinero. 


1879.. 


Es igualmente nula la estipulación por la que queda- 
sen exonerados de toda contribución en las pérdidas las 
sumas o efectos aportados al fondo social por uno o más 
de los socios. (Artículo 1892, número 37). 


1880.- 


Se prohíbe toda sociedad a título universal, sea de 
bienes presentes o futuros o de unos y otros. 


Se prohíbe asimismo toda sociedad de ganancias a 
título universal, excepto lo que se dispone acerca de los 
esposos en el título respectivo. 


Puede con todo ponerse en sociedad cuantos bienes 
se quiera, especificándolos. 


1881.- 


Si se formare de hecho una sociedad que no pueda 
existir legalmente ni como sociedad ni como donación 
ni como contrato alguno, cada socio tendrá la facultad 
de pedir que se tiquiden las operaciones anteriores y de 
sacar sus aportes. 


Esta disposición no se: aplicará a las sociedades que 
son núlas por lo ilícito:de la:causa u objeto, las. cuales se 
regirán por la ley penal. 


1882.- 


La nulidad del contrato de sociedad no perjudica a 
las accionés que corresponden a terceros de bueña fe 
contra todos y cada uno delos asociados: por las opera- 
ciones de la sociedad, siexistieré de hecho: 


1883..- 
La existencia del contrato de sociedad, se probará 


con arreglo a lo dispuesto en tel Capttiló IL, Títalo IV, 
Parte Primera de este Libro. ' 
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1884.- 


El valor del contrato será el de todo el fondo social 
para la tasa de la ley, 


1885.- 


Las reglas de este Título no son aplicables a las 
compañías o sociedades de comercio, sino'en los puntos 
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que en nada se opongan a las disposiciones de la legisla- * 


ción comercial. 
1886.- 


Podrá estipularse que la sociedad que se contrae, 


aunque civil por su naturaleza, se sujete a las reglas de. 


la sociedad comercial. 
CAPITULO II 


De las principales cláusulas del 
contrato de sociedad 


1887.- 


No expresándose plazo o condición para que tenga 
principio la sociedad. se entenderá contraída desde el 
momento mismo de la celebración del contrato. 


Si no se expresare plazo o condición para que tenga 
fin, se entenderá contraída por toda la vida de los aso- 
ciados, salvo el derecho de renuncia. 


Pero si el objeto de la sociedad es un negocio de 
duración limitada, se entenderá contraída por todo el 
tiempo que durase el negocio. 


1888.- 


A falta de estipulación expresa, las ganancias y pér- 
didas se dividen entre los socios a prorrata de sus res- 
pectivos capitales. 


Si habiéndose expresado la parte de ganancias; no se 
hizo mención de las pérdidas, se dividirán éstas 'comió se 
habrían dividido aquéllas y al contrario. No' habiéndose 
determinado en el contrato de sociedad la parte que en 
tas ganancias deberá llevar el socio mere industriál! sa- 
cará éste una parte igual a la del socio que introdujo 
menos capital, 


Si hubiere un solo socio de cápital y otro"u'dtros de 
industria, las ganancias, a Falta de "pacto especial; se 
dividirán por partes iguales. 


En cuanto a las pérdidas, no se'incluitá en el reparii! 
miento de ellas al industrial, a menos que por pacto 
expreso se hubiere ésté conistituido participe. 
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1889.- 


Si los socios se han convenido en confiar a un terce- 
ro la designación de la parte de cada uno en las ganan- 
cias y pérdidas, solamente podrá ser impugnada la de- 
signación hecha por él, cuando evidentemente haya fal- 
tado a la equidad; y ni aun con este motivo podrá recla- 
mar el socio que haya principiado a ejecutar la decisión 
del tercero o que no la haya impugnado en el término de 
tres meses contados desde que le fue conocida. 


A ninguno de los socios puede cometerse esta desig- 
nación. 


Si el tercero a quien se ha cometido fallece antes de 
cumplir su encargo o por otra causa cualquiera no lo 
cumple y la sociedad hubiere marchado sin designación, 
se aplicará el artículo anterior. 


1890.- 


La distribución de beneficios y pérdidas no podrá 
hacerse en consideración a la gestión de cada socio ni 
respecto de cada negocio en particular. 


Los negocios en que la sociedad sufre pérdidas debe- 
rán compensarse con aquellos en que reporta ganancias 
y las cuotas estipuladas recaerán sobre el resultado defi- 
nitivo de las operaciones sociales. 


1891.- 


La mayoría de los socios, si no hay estipulación en 
contrario, no tiene facultad de variar ni modificar las 
convenciones sociales ni puede entrar en operaciones 
diversas de las determinadas en el contrato, sin el con- 
sentimiento unánime de todos los socios. 


En los demás casos, todos los negocios sociales se- 
rán decididos por el voto de la mayoría. 


Los votos se computan en proporción de los capita- 
les, contándose el menor capital por un voto y fijándose 
el número de votos de cada uno por la multiplicación 
del capital menor. El socio industrial tendrá un voto. 

1892.- 


Se prohíben las estipulaciones siguientes: 


1”, Que ninguno de dos socios pueda renunciar a la 
sociedad, aunque haya justa causa. 


2”. Que cualquiera de los socios pueda retirar lo que 
tuviere en la sociedad, cuando quisiera. 


3”. Que al socio o socios capitalistas se les ha de 
restituir sus partes con un premio designado o con sus 


frutos o con una cantidad adicional, haya o no ganan- 
cias. 


4”. Asegurar al socio capitalista su capital o las ga- 
nancias eventuales, 


5”. Estipular en favor del socio industrial una retri- 
bución fija por su trabajo, haya o no ganancias. 


CAPITULO IM 
De la administración de la sociedad 
1893.- 


La administración de la sociedad puede confiarse a 
uno o más de los socios, sea por el contrato de sociedad, 
sea por acto posterior unánimemente acordado. 


En el primer caso, las facultades administrativas del 
socio o socios hacen parte de las condiciones esenciales 
de la sociedad, a menos de expresarse otra cosa por el 
contrato, 


1894.- 


El socio constituido administrador por el contrato 
social, no puede renunciar a su cargo, sino por causa 
prevista en el acto constitutivo o unánimemente acepta- 
da. 


Tampoco podrá ser removido de su cargo, sino en 
los casos previstos o por causa grave y se tendrá por tal 
la que lo haga indigno de la confianza o incapaz de 
administrar útilmente, Cualquiera de los socios podrá 
exigir la remoción, justificando la causa. 


Faltando alguna de las causas antedichas, la renuncia 
o remoción pone fin a la sociedad. 


1895.. 


En el caso de justa renuncia o justa remoción del 
socio administrador designado en el acto constitutivo, 
podrá continuar la sociedad, siempre que todos los so- 
cios convengan en ello y en la designación de un nuevo 
administrador o en que la administración pertenezca en 
común a todos los socios. 


Habiendo varios socios administradores designados 
en el acto constitutivo, podrá también continuar la so- 
ciedad, acordándose unánimemente que ejerzan la ad- 
ministración los que restan. 


1896.- 
Si la administración se confiere por acto posterior al 


contrato, puede renunciarse y revocarse por mayoría de 
los socios, según las reglas del mandato ordinario. 
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1897.- 


El socio encargado de la administración por cláusula 
especial del contrato, puede a pesar de la oposición de 
sus compañeros, ejercer todos los actos que dependan de 
su administración, con tal que sea sin fraude. (Artículo 
1920). 


1855.- 


Cuando se encarga a varios socios de la administra- 
ción, sin que se determinen sus funciones y sin que se 
exprese que no podrá el uno obrar sin el otro, puede 
cada uno ejercer todos los actos de la administración. 


Si se ha estipulado que nada puede hacer el uno sin 
el otro, ninguno puede sin nueva convención, obrar en 
ausencia del compañero, aun en el caso de que éste se 
hallara en la imposibilidad personal de concurrir a los 
actos de la administración. 


1899.- 


El socio o socios administradores deben ceñirse a los 
términos de su mandato y en lo que éste callare se 
entenderá que no les está permitido contraer a nombre 
de la sociedad otras obligaciones ni hacer otras adquisi- 
ciones O enajenaciones que las comprendidas en el giro 
ordinario de ella. 


1900.- 


Corresponde al socio administrador cuidar de la re- 
paración y mejora de los objetos que constituyen el ca- 
pital fijo de la sociedad; pero no podrá empeñarlos ni 
hipotecarlos ni alterar su forma, aunque las alteraciones 
le parezcan convenientes. 


Con todo, si las reparaciones hubieren sido tan ur- 
gentes, que no le hayan dado tiempo para consultar a los 
asociados, se le considerará en cuanto a ellas como agente 
oficioso de la sociedad. j 


1901.- 


En todo lo que obre dentro de los límites legales o con 
poder especial de sus compañeros, obligará a la sociedad; 
obrando de otra manera, él sólo será responsable. 


1902.- 


El socio administrador es obligado a dar cuenta de 
su gestión en los períodos designados al efecto por el 
acto que le ha conferido la administración y a falta de 
esta designación, anualmente. 
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1903.- 


La prohibición legal o convencional de la injerencia 
de los socios en la administración de la sociedad, no 
priva que cualquiera de ellos examine el estado de los 
negocios sociales y exija a ese fin la presentación de los 
libros, documentos y papeles y haga las reclamaciones 
que juzgue convenientes. 


1904.- 


Si no se ha confiado la administración a ninguno de 
los socios, se entiende que cada uno de ellos ha recibido 
de los otros el poder de administrar con las facultades 
expresadas en los artículos precedentes y sin perjuicio 
de las reglas que siguen: 


1”. Cualquier socio tendrá el derecho de oponerse a 
los actos administrativos de los otros, mientras esté pen- 
diente su ejecución o no haya producido efectos legales. 


2”. Cada socio podrá servirse para su uso personal de 
las cosas pertenecientes al haber social, con tal que las 
emplee según su destino ordinario y sin perjuicio de la 
sociedad y del justo uso de los otros. 


3”. Cada socio tendrá el derecho de obligar a los 
otros a que hagan con él las expensas necesarias para la 
conservación de las cosas sociales. 


4”. Ninguno de los socios podrá hacer innovaciones 
en los inmuebles que dependan de la sociedad, sin el 
consentimiento de los otros. 


CAPITULO IV 


De las obligaciones de los socios entre sí 
y con respecto a terceros 


SECCION I 
De las obligaciones de los socios entre sí 
1905.- 


Cada socio es deudor a la sociedad de lo que ha 
prometido aportar a ella. 


En cuanto a las cosas ciertas y determinadas que 
haya aportado a la sociedad, es también obligado, en 
caso de evicción, al pleno saneamiento de los daños y 
perjuicios, 
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1906.- 


El socro que se“fra“oDIrgado' A porter há guia de 
diflero y He*to iha“bufisplido, responde de losi intereses, 
deste 'el 'dfe eh que debió hacerlo, sin necesidad de 
interpelación judicial, 


Esta disposición.se aplica al socio que haya tomado 
dinero de la caja para uso propio. 


En cualquiera de estos casos será además responsa- 
bie de los daños y perjuicios ocasionados a la sociedad. 


1907.- 


No consistiendo en dinero el aporte ofrecido, el so- 
ció“que aun por culpa leve retardare la entrega, resarcirá 
a la sociedad los daños y perjuicios que le haya ocasio- 
nado el retardo. 


Gomprende esta disposición al socio que retarda el 
cumplimiento del. servicio industrial. que, ha ofrecido apor 
lar. 


1908.- 


Si se aporta la propiedad, el peligro de la cosa pérte- 
nece a la sociedad según las reglás generales y la socie- 
dad quedará exenta de restituirla en especie. 


Si.sólo se aporta el uso.o goce, la pérdida o deterioro 
de la cosa no imputable a, culpa de.la sociedad, pertene- 
ce al socio que hizo el aporte. 


Si éste consiste en cosas fungibles, en cosas que se 
deterioran por él uso, en cosas tasadas o cuyo precio se 
ha fijado de común acuerdo, en materiales de fábrica o 
artículos de venta pertenecientes al negocio o giro de la 
sociedad, corresponderá: la propiedad a ésta con la obli- 
gación de restituir al socio su valor. 


Este valor será el. que tuvieren, las mismas cosas al 
tiempo del aporte; pero de las cosas que se hayan apor- 
tado apreciadas, se deberá la apreciación. 


1909.- 


Si ej aporte consistiere en créditos, la sociedad des- 
pués de la tradición se considera cesionaria de:ellos, 
bastando que la cesión conste del contrato social. 


El aporte será el valor nominal de los créditos y los 
premios vencidos hasta el día de la cesión, si no hubiese 
convención expresa de que la cobranza fuere por cuenta 
del socio cedente. 


Húbiendo éstá"estipulación, el áporte:será de lo que 
la sociedad cobrare efectivamente del capital y premios. 


1910.- 


A ningún socio podrá exigirse aporte más considera- 
ble que aquel a que se haya obligado. 


Con todo, si por un cambio de circunstancias no 
pudiere obtenerse el objeto de la sociedad, sin aumentar 
los aportes, el socio que no consienta en ello podrá 
retirarse y deberá hacerlo, exigiéndolo sus compañeros. 


1911.- 


Ningún socio, aun ejerciendo las más amplias facul- 
tades administrativas, puede incorporar a un tercero en 
la sociedad sin el consentimierito unánime de sus conso- 
cios; pero puede sin este consentimiento asociarle a sí 
mismo y se formará entonces entre él y el tercero una 
sociedad particular, que sólo será relativa a la parte del 
socio antiguo en la primera sociedad. 


1912.- 


Todo sacio debe responder a la sociedad de los da- 
ños y perjuicios que por su culpa le haya causado; y no 
puede compensarlos con los beneficios que por su in- 
dustria le haya proporcionado en otros negocios. 


1913.- 


El socio industrial debe a la sociedad las ganancias 
que durante ella haya obtenido en el ramo de industria 
que sirve de objeto a la compañía. 


1914.- 


Cuando un socio autorizado para administrar cobra 
una cantidad que le era debida particularmente de una 
persona que debe a la sociedad otra cantidad también 
exigible, debe imputarse lo cobrado a los dos créditos, a 
proporción de su importe, aunque hubiese dado el reci- 
bo por cuenta de su crédito particular. 


Si él socio hubiere dado el recibo por cuenta del 
crédito de'ta sociedad, todo se imputará a ésta. 


Las reglas precedentes se entenderán sin perjuicio 
del derecho que tiene el deudor para hacer la imputa- 
ción al crédito más gravoso. 


1915, 


Si uno de los socios hubiere cobrado su cuota en un 
crédito social y sus consocios no pudiesen después obte- 
ner sus respectivas cuotas del mismo crédito, por insol- 
vencia del deudor u otro motivo, deberá el primero co- 
municar con los segundos los que haya recibido, aunque 
no exceda a la cuota y aunque en la carta de pago lo 
haya imputado a ella. 
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1916.- 


Cada socio tendrá derecho a que los demás le in- 
demnicen a prorrata de su interés social, las sumas que 
hubiere adelantado con consentimiento de la sociedad 
por obligaciones que para los negocios sociales hubiere 
contraído legítimamente y de buena fe; y los perjuicios 
que los peligros inseparables de su gestión le hayan 
ocasionado. 


En el caso de este artículo la parte del socio insol- 
vente se reparte a prorrata entre todos. 


1917.- 


-Los socios tienen entre sí el beneficio de competen- 
cia por sus deudas a la sociedad. (Artículo 1495). 


SECCION Il 


De las obligaciones de los socios respecto 
de terceros 


1918.- 


Los socios, en cuanto a sus obligaciones respecto de 
terceros, deberán considerarse como si entre ellos no 
existiese sociedad. 


1919.- 


No se entenderá que el socio contrata a nombre de la 
sociedad, sino cuando lo expresa en el contrato o las 
circunstancias lo manifiestan de un modo inequívoco. 
En caso de duda, se entenderá que contrató a su nombre 
particular. 


1920.- 


Si el socio contrata a nombre de la sociedad, pero 
sin poder suficiente, no la obliga a terceros sino en sub- 
sidio y hasta concurrencia del beneficio que ella hubiere 
reportado del negocio. 


Si contrata a su nombre propio, no la obliga respecto 
de tercero ni aun en razón de este beneficio y el acree- 
dor sólo podrá intentar contra la sociedad las acciones 
que contra ella correspondan al socio deudor. 


Las disposiciones de este artículo y del anterior, com- 
prenden aun al socio exclusivamente encargado de la 
administración. 


1921.- 


Siendo obligada la sociedad respecto de terceros, res- 
ponderán los socios por partes iguales, aunque su interés 
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en aquéllas sea desigual; pero serán responsables entre 
sí en proporción a su interés social. 


No se entenderá que los socios son obligados solida- 
riamente, sino cuando así se exprese en el título de la 
obligación y ésta se haya contraído por todos los socios 
o con poder especial de éstos, 


1922.- 


Los acreedores de un socio no tienen acción sobre 
los bienes sociales, sino en razón de hipoteca constitui- 
da por el socio que aportó el inmueble hipotecado. 


Podrán, sin embargo, pedir que se embarguen a su 
favor las asignaciones que se hagan a su deudor por 
cuenta de los beneficios sociales o de sus aportes. 


También podrán intentar contra la sociedad las ac- 
ciones indirectas y subsidiarias que se les conceden por 
el artículo 1920. 


CAPITULO V 
De la disolución de la sociedad 
1923.- 


La sociedad se disuelve por la terminación del plazo 
o por el evento de la condición que se haya prefijado 
para que tenga fin. 


Podrá sin embargo prorrogarse por unánime consen- 
timiento de los socios. 


La prórroga sólo puede probarse por los medios que 
se prueba el contrato de sociedad. 


Los codeudores de la sociedad no serán responsables 
de los actos que inicie durante la prórroga si no hubieren 
accedido a ella. 


1924.- 


La sociedad se disuelve por la consumación del ne- 
gocio para que fue contraída. 


Pero si se ha prefijado un día cierto para que termine 
la sociedad y llegado ese día antes de finalizarse no se 
prorroga, se disuelve la sociedad. 


1925.- 


La sociedad se disuelve asimismo por su insolvencia 
y por la extinción completa de la cosa oO cosas que 
forman su objeto. 
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Si la extinción es parcial, continuará la sociedad, 
salvo el derecho de los socios para exigir su disolución, 
si en la parte que resta no pudiese continuar útilmente y 
sin perjuicio de lo prevenido en el artículo siguiente. 


1926.- 


Si cualquiera de los socios por su hecho o culpa deja 
de poner en común las cosas o la industria a que se ha 
obligado en el contrato, los otros tendrán derecho para 
dar la sociedad por disuelta. 


1927.- 


Si un socio ha aportado la propiedad de una cosa, 
subsiste la sociedad aunque esta cosa perezca, a menos 
que sin ella no pueda continuar útilmente. 


Si sólo se ha aportado el uso o goce, la pérdida de la 
cosa disuelve la sociedad, a menos que el socio que la 
hubiere aportado la reponga a satisfacción de sus conso- 
cios O que éstos determinen continuar la sociedad sin 
ella. 


1928.- 


Disuélvese asimismo la sociedad, por la muerte de 
cualquiera de los socios, menos cuando por ley o pacto 
especial haya de continuar entre los socios sobrevivien- 
tes con los herederos del difunto o sin ellos. 


Sin embargo, en todo caso se entenderá continuar la 
sociedad, mientras los socios administradores no reciban 
noticia de la muerte; y aun recibida por éstos la noticia, 
las operaciones iniciadas por el difunto que no supongan 
una aptitud peculiar a éste, deberán llevarse a cabo. 


1929.- 


La estipulación de continuar la sociedad con los he- 
rederos del difunto se subentiende en las que se forman 
para el arrendamiento de un inmueble o para el laboreo 
de minas. 


1930.- 


Si la sociedad sólo hubiere de continuar entre tos 
sobrevivientes, los herederos del difunto no podrán re- 
clamar sino lo que tocare a su autor, según el estado de 
los negocios sociales al tiempo de saberse la muerte; y 
no participarán de los emolumentos y pérdidas posterio- 
res, sino en cuanto fueren consecuencia de las operacio- 
nes que, al tiempo de saberse la muerte, estaban ya 
iniciadas. 


1931.- 


También expira la sociedad por la incapacidad so- 
breviniente o la insolvencia de uno de los socios. 


Sin embargo, podrá continuar la sociedad con el in- 
capaz o el fallido y en tal caso el representante legal o 
los acreedores ejercerán sus derechos en las operaciones 
sociales. 


1932.- 


La sociedad podrá expirar en cualquier tiempo por el 
consentimiento unánime de los socios. 


1933.- 


La sociedad puede expirar también por la renuncia 
que haga uno de los socios de buena fe y en tiempo 
oportuno. 


Pero si la sociedad se ha contratado por tiempo fijo o 
para negocio de duración limitada, no tendrá efecto la 
renuncia si por el contrato de sociedad no hubiere facul- 
tad de hacerla o si no ocurriese algún motivo grave, 
como la inejecución de las obligaciones de otro socio, la 
pérdida de un administrador inteligente que no pueda 
reemplazarse entre los socios, enfermedad habitual del 
renunciante que lo inutilice para las funciones sociales, 
mal estado de los negocios por circunstancias imprevis- 
tas u otros de igual importancia. 


1934.- 


La renuncia de un socio no produce efecto alguno 
sino en virtud de su notificación a todos los demás. 


La notificación al socio o socios que exclusivamente 
administran se entenderá hecha a todos. 


Aquellos de los socios a quienes no se hubiese noti- 
ficado la renuncia, podrán aceptarla después, si lo cre- 
yeren conveniente o dar por subsistente la sociedad en 
el tiempo intermedio. 


1935.- 


El socio que renuncia de mala fe o intempestiva- 
mente, queda obligado a los daños y perjuicios que cau- 
sare su separación. 


Renuncia de mala fe el socio que lo hace para apro- 
piarse de una ganancia que debe pertenecer a la socie- 
dad. 


Es intempestiva la renuncia, cuando al hacerse no se 
hallan las cosas íntegras y la sociedad está interesada en 
que la disolución se dilate. 


La disposición del primer inciso, comprende al socio 
que de hecho se retira de la sociedad sin renuncia. 
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1936..- 


La disolución de la sociedad no podrá alegarse con- 
tra terceros, sino en los casos siguientes: 


1”. Cuando la sociedad ha expirado por la llegada 
del día prefijado para la terminación del contrato. 


2”. Cuando se ha dado aviso de la disolución por 
medio de las publicaciones legales. 


3”. Cuando se prueba que el tercero ha tenido opor- 
tunamente noticia de ella por cualesquiera medios. 


**Ver nota al artículo 726. 
1937.- 


Disuelta la sociedad se procederá a la división de los 
objetos que componen su haber. 


Las reglas relativas a la partición de bienes heredita- 
rios y a las obligaciones entre coherederos, se aplicarán 
a la división del caudal social y a las obligaciones entre 
los miembros de la sociedad disuelta, salvo en cuanto se 
opongan a las disposiciones de este Título. 


TITULO VU 
De la sociedad conyugal 


**A justado a los artículos 1? y 2" ley N” 10.783 del 
18.9.46 


CAPITULO I 
Disposiciones generales 
1938.- 


Antes de la celebración del matrimonio, los esposos 
pueden hacer las convenciones especiales que juzguen 
convenientes, con tal que no se opongan a las buenas 
costumbres y se conformen a las disposiciones estable- 
cidas en los artículos siguientes. 


La ley, sólo a falta de convenciones especiales, rige 
la asociación conyugal en cuanto a los bienes. 


1939.- 


Los esposos no pueden derogar a los derechos confe- 
ridos por el Título De la patria potestad ni a las disposi- 
ciones prohibitivas de este Código (Artículo 188). 


**Redacción adaptada al texto del art. 1? de la ley 
N” 10.783 de 18.9.46 


GAMARA DE SENADORES o CS.- 


1940.- 


No pueden hacer convenciones ni renunciación algu- 
na que tenga por objeto trastornar el orden legal de las 
sucesiones, sea con relación a sí mismos, en la sucesión 
de los descendientes, sea con relación a sus hijos entre sí. 


La disposición precedente se entiende sin perjuicio 
de las donaciones entre vivos o para después de su muer- 
te, que pueden hacer según las formas y en los casos 
determinados en este Código. 


1941.- 


A falta de estipulaciones especiales que modifiquen 
la sociedad conyugal, las reglas establecidas en el capí- 
tulo siguiente formarán el derecho común de la Repú- 
blica. 


1942.- 


Las convenciones matrimoniales se deberán hacer 
antes de celebrarse el matrimonio, so pena de nulidad; 
pero podrán comprender los bienes que los cónyuges 
adquieran después de celebrado. 


1943.- 


Las convenciones matrimoniales deben hacerse en 
escritura pública, so pena de nulidad, si el valor de los 
bienes aportados por cualquiera de los esposos pasare de 
500 Unidades Reajustables o si se constituyeren dere- 
chos sobre bienes raíces. 


Fuera de los dos casos expresados, bastará para la 
validez que las convenciones matrimoniales consten por 
escritura privada firmada por las partes y tres testigos 
domiciliados en el departamento. 


No surtirán efecto contra terceros mientras no sean 
inscriptas en el correspondiente Registro. 


**El inc. 3" surge de los Arts. 16 y 17 de la ley 
N* 10.783 de 18.9.46 


1944.- 


Desde el día de la celebración del matrimonio, se 
entenderán irrevocablemente otorgadas las convencio- 
nes matrimoniales. 


No podrán después modificarse, alterarse o destruir- 
se ni aun con el consentimiento de las personas que 
intervinieron en el contrato de matrimonio. 


1945.. 


No se admitirán en juicio escrituras que alteren o 
adicionen las convenciones matrimoniales, a no ser que 
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se hayan otorgado antes del matrimonio y con las mis- 
mas solemnidades que las capitulaciones primitivas. 


Ni valdrán contra terceros las adiciones o alteracio- 
nes que se hagan en ellas, aun cuando se hayan otorgado 
en el tiempo y con los requisitos debidos; a menos que 
se ponga un extracto o minuta de las escrituras posterio- 
res, al margen del protocolo de la primera escritura y se 
inscriban en el Registro respectivo, conforme a lo dis- 
puesto en el inciso final del artículo 1943, a los efectos 
allí indicados. 


**El texto de la última parte del art. esta adapta- 
da a la redacción del Art. 1943, conservándose la 
exigencia de la minuta por ser conciliable con la pu- 
blicidad registral 


1946. - 


El menor hábil para contraer matrimonio, tiene habi- 
lidad para consentir todas las convenciones de que el 
contrato es susceptible; y son válidas las convenciones y 
donaciones hechas, con tal que le hayan asistido en el 
contrato aquellas personas cuyo consentimiento es nece- 
sario para contraer matrimonio. 


1947. - 


La escritura de capitulaciones matrimoniales deberá 
contener: 


1”. La designación de los bienes que los esposos 
aportaren al matrimonio, con expresión de su valor. 


2”. Una razón circunstanciada de las deudas de cada 
uno. 


Las omisiones o inexactitudes que a ese respecto 
hubiere, no producirán nulidad, pero el escribano o fun- 
cionario que autorizare la escritura, incurrirá en la multa 
de 100 Unidades Reajustables, si no advirtiere a las 
partes la precedente disposición e hiciere constar en la 
escritura esta advertencia. 


1948. - 
La sociedad conyugal, sea legal o modificada por 
pacto escrito, empezará desde el día de la celebración 


del matrimonio. No puede estipularse que empiece en 
otra época. 


1949. - 


Esta sociedad sólo puede tener lugar entre personas 
capaces de contraer válidamente matrimonio. 


Sin embargo, la buena fe de uno de los contrayentes 
atribuye efectos civiles a su enlace, aunque éste no sea 


válido, y se verifica la sociedad conyugal entre aquéllos. 
(Artículo 211). 


. CAPITULO ll 
De la sociedad legal 
1950. - 


La sociedad que se verifica por el simple hecho del 
matrimonio, queda sometida a las reglas establecidas en 
las secciones siguientes. 


También se gobierna por las reglas del contrato de 
sociedad, en cuanto no se opongan a lo que está expre- 
samente determinado en este Capítulo. 


SECCION I 


Del capital respectivo de los cónyuges y haber de 
la sociedad 


1951. - 


" Son bienes propios de los cónyuges los que constitu- 
yen el capital de cada uno. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2" 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


1952. - 


El que dona capital al marido o a la mujer, no queda 
sujeto a evicción sino en caso de fraude y en el del 
artículo 1629. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1953. - 


Los bienes donados o dejados en testamento a los 
cónyuges conjuntamente, con designación de parte de- 
terminada, pertenecen a cada uno como capital propio 
en la proporción determinada por el donante o testador y 
a falta de designación por mitad a cada uno de ellos, 
salvo lo dispuesto en el artículo 1655, 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1954. - 
Si las donaciones fuesen onerosas, se deducirá de los 


bienes del donatario, marido o mujer, el importe de las 
cargas que hayan sido soportadas por la sociedad. 
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1955. - 
Son bienes gananciales: 


1”. Los adquiridos por título oneroso durante el ma- 
trimonio a costa del caudal común, bien se haga la ad- 
quisición para la comunidad o para uno solo de ellos. 


2”. Los obtenidos por la industria, profesión, empleo, 
oficio o cargo de los cónyuges o de cualquiera de ellos. 


3”. Los adquiridos por hechos fortuitos, como lote- 
ría, juego, apuesta, etc. 


4”. Los frutos, rentas e intereses percibidos O deven- 
gados durante el matrimonio, sean procedentes de los 
bienes comunes o de los propios de cada uno de tos 
cónyuges. 


5”. Lo que recibiere alguno de los cónyuges por el 
usufructo de los bienes de los hijos de otro matrimonio. 


6”. El aumento de valor en los bienes propios de 
cualquiera de los cónyuges por anticipaciones de la so- 
ciedad o por la industria del marido o de la mujer, 


Será también ganancial el edificio construido duran- 
te el matrimonio, en suelo propio de uno de los cónyu- 
ges, abonándose el valor del suelo al cónyuge a quien 
pertenecía. 


1956. - 


La propiedad de las cosas que uno de los cónyuges 
poseía con otra persona pro indiviso y de que durante el 
matrimonio se hiciere dueño por cualquier título onero- 
so, pertenecerá pro indiviso a dicho cónyuge y a la 
sociedad, a prorrata del valor de la cuota que perteneció 
al primero y de lo que haya costado la adquisición del 
resto. 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
EL SIGUIENTE TEXTO: : 

“La propieúad de las cosas que uno de los 
cónyuges poseía con otra persona pro indiviso y de 
que durante el matrimonio se hiciere dueño por cual- 
quier título oneroso, pertenecerá pro indiviso a dicho 
cónyuge y a la sociedad en proporción a las respecti- 
vas cuotas” 


1957. - 


No es ganancial el inmueble subrogado debidamente 
a otro inmueble propio de alguno de Jos cónyuges. 


Tampoco lo serán las cosas compradas con valores 
propios de uno de los cónyuges, destinados a este objeto 
en las capitulaciones matrimoniales o en la donación 
hecha a uno de ellos. 
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1958. - 
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Para que un inmueble se entienda subrogado a otro 


inmueble de uno de los cónyuges, es necesario que el 
segundo se haya permutado por el primero; o que, ven- 
dido el segundo durante el matrimonio, se haya compra- 
do con su precio el primero; y que en la escritura de 
permuta o en las escrituras de venta y de compra, se 
exprese el ánimo de subrogar. 


Puede también subrogarse un inmueble a valores pro- 
pios de uno de los cónyuges y que no consistan en 
bienes raíces; mas para que valga la subrogación será 
necesario que los valores hayan sido destinados a ello, 
en conformidad al inciso 2” del artículo anterior y que 
en la escritura de compra del inmueble aparezca la in- 
versión de dichos valores y el ánimo de subrogar. (Ar- 
tículo 1960). 


1959. - 


Si se subroga una finca a otra y el precio de venta de 
la antigua finca excediere el precio de compra de la 
nueva, la sociedad deberá este exceso al cónyuge subro- 
gante y si por el contrario el precio de compra de la 
nueva finca excediese el precio de venta de la antigua, 
el cónyuge subrogante deberá este exceso a la sociedad. 


Si permutándose dos fincas, resulta un saldo en dine- 
ro, la sociedad deberá este saldo al cónyuge subrogante; 
y si por el contrario se pagara un saldo, lo deberá dicho 
cónyuge a la sociedad. 


La misma regla se aplicará en caso de subrogarse un 
inmueble a valores. 


Pero no se entenderá haber subrogación, cuando el 
saldo en favor o en contra de la sociedad excediere a la 
mitad del precio de la finca que se recibe, la cual perte- 
necerá entonces al haber social; quedando la sociedad 
obligada al cónyuge por el precio de la finca enajenada 
o por los valores invertidos y conservando éste el dere- 
cho de llevar a efecto la subrogación, comprando otra 
finca. 


1960. - 


**DEROGADO en virtud del Art. 1? de la ley 
N” 10.783 de 18.9.46 


1961. - 


No se reputará ganancial la especie adquirida duran- 
te el matrimonio, aun a título oneroso, cuando la causa O 
título de la adquisición ha precedido a él. Por consi- 
guiente: 
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1”. No pertenecerá a los bienes gananciales la pro- 
piedad de las especies que uno de los cónyuges poseía a 
título de dominio antes de la sociedad, aunque la pres- 
cripción o transacción con que las haya hecho verdade- 
ramente suyas se complete o verifique durante ella. 


2”. Ni los bienes que poseía antes del matrimonio 
por un título vicioso, pero cuyo vicio se ha purgado 
durante él, por la ratificación o por otro medio legal. 


3”. Ni los bienes que vuelvan a uno de los cónyuges 
por la nulidad o la resolución de un contrato o por ha- 
berse revocado una donación. 


4%, Ni los bienes litigiosos y de que durante la so- 
ciedad ha adquirido uno de los cónyuges la posesión 
pacífica. 


5”. Tampoco pertenecerá a la sociedad el derecho de 
usufructo que se consolida con la propiedad que perte- 
nece al mismo cónyuge; los frutos sólo pertenecerán a la 
sociedad. 


6”. Lo que se paga a cualquiera de los cónyuges por 
capitales de créditos constituidos antes del matrimonio 
pertenecerá al cónyuge acreedor. Lo mismo se aplicará 
a los intereses devengados por uno de los cónyuges, 
antes del matrimonio y pagados después. 


1962. - 


Se reputarán adquiridos durante el matrimonio los 
bienes que durante él debieron adquirirse por uno de los 
cónyuges y que de hecho no se adquirieron sino después 
de disuelta la sociedad, por no haberse tenido noticias 
de ellos o por haberse embarazado injustamente su ad- 
quisición O goce. 


1963. - 


Cuando el capital propio de cada uno de los cónyu- 
ges se componga, en todo o en parte, de ganados que 
existan al tiempo de la disolución de la sociedad, se 
reputarán gananciales las cabezas que excedan de las 
aportadas al. matrimonio. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2? de la 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1964. - 


Se reputarán gananciales todos los bienes existentes 
en poder de cualquiera de los cónyuges al tiempo de 
disolverse la sociedad, si no se prueba que pertenecían 
privativamente al marido o a la mujer, a la celebración 
del matrimonio o que los adquirió después por herencia, 
legado o donación. 


SECCION 1 
De las cargas y obligaciones de la sociedad legal 
1965. - 
Son de cargo de la sociedad legal: 


1”. Todas las deudas y obligaciones contraídas du- 
rante el matrimonio por cualquiera de los cónyuges. 


2”. Los atrasos o réditos devengados, durante el ma- 
trimonio, de las obligaciones a que estuvieren afectos 
así los bienes propios de los cónyuges, como los ganan- 
ciales. 


3”. Los reparos menores O de simple conservación 
ejecutados durante el matrimonio en los bienes propios 
del marido o de la mujer. Los reparos mayores no son 
de cargo de la sociedad. 


4”. Los reparos mayores O menores de los bienes 
gananciales. 


5”. El mantenimiento de la familia y educación de 
los hijos comunes y también de los hijos legítimos de 
uno solo de los cónyuges. 


Asimismo se tendrá como carga de la familia los 
alimentos que uno de los cónyuges está por ley obligado 
a dar a sus ascendientes. 


6”. Lo que se diere o gastare en la colocación de los 
hijos o hijas del matrimonio. 


7”. Lo perdido por hechos fortuitos, como lotería, 
juego, apuestas, etc. 


**La redacción del numeral 1” está adaptada al 
texto del Art. 2* ley N” 10.783 de 18.9.46 


1966. - 


Las deudas contraídas por el marido o la mujer antes 
del matrimonio, no son de cargo de la sociedad. 


Tampoco lo son las multas y condenaciones pecu- 
niarias que se les impusieren. 


**El inc. 3? fue derogado en virtud del Art. 4 ley 
N? 10.783 de 18.9.46 


1967. - 
Lo ya gastado o satisfecho y aun lo disipado durante 


el matrimonio por alguno de los cónyuges, no disminu- 
ye su parte respectiva de gananciales. 
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1968. - 


La sociedad debe el precio de cualquiera cosa del 
marido o de la mujer, que se haya vendido, siempre que 
no se haya invertido en subrogarla por otra propiedad 
tartículo 1958) o en un negocio personal del cónyuge 
cuya cla la cosa vendida, 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
EL SIGUIENTE TEXTO (ver fundamentación en la 
Exposición de Motivos) 

“La sociedad debe el precio, en Unidades 
Reajustables, de cualquier cosa del marido o de la 
mujer que se haya vendido, siempre que no se haya 
invertido en subrogarla por otra propiedad (artículo 
1958) o en un negocio personal del cónyuge cuya era 
la cosa vendida” 


1969. - 


Se debe compensar a la sociedad, siempre que se 
tome de los gananciales alguna suma, sea para pagar 
deudas u obligaciones personales de uno de los cónyu- 
ges, como el precio o parte del precio de cosas que le 
pertenezcan o la redención de servidumbres, sea para la 
cobranza de sus bienes propios; y en general, siempre 
que alguno de los cónyuges, saca provecho personal de 
los bienes de la sociedad. 


Cada cónyuge deberá asimismo compensar a la so- 
ciedad los daños y perjuicios que le hubiere causado con 
dolo o culpa grave. 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
AGREGAR EL SIGUIENTE INCISO 3” (ver funda- 
mentación en Exposición de Motivos) 

“El provecho personal y los daños y perjui- 
cios a que se refiere este artículo se calcularán en 
Unidades Reajustables al tiempo de obtener el prove- 
cho o causar el daño” 


SECCION HI 


De la administración ordinaria de la sociedad 
legal 


1970. - 


Cada cónyuge tiene la libre administración y dispo- 
sición de sus bienes propios, de sus frutos, del producto 
de sus actividades y de los bienes que pueda adquirir, 
sin perjuicio de lo que se dispone en los artículos si- 
guientes. 


**Redacción adaptada al texto de los Art. 1” y 2” 
ley N* 10.783 de 18.9.46 
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1971. - 


Los inmuebles de carácter ganancial adquiridos a 
nombre de uno de los cónyuges o de la comunidad, no 
podrán ser enajenados ni afectados por derechos reales 
sin la conformidad expresa de ambos cónyuges. 


Esta misma conformidad deberá expresarse cuando 
se trate de enajenar una casa de comercio, un estableci- 
miento agrícola o ganadero o una explotación industrial 
O fabril, de carácter ganancial. 


Cuando esa conformidad se otorgue por mandatario, 
éste deberá actuar con facultad expresa para ese género 
de operaciones. 


**Texto dado por el Art. $5" ley N” 10.783 de 
18.9.46 


1972, - 

Cualquiera de los cónyuges podrá disponer de los 
bienes gananciales que administra para los fines expre- 
sados en el artículo 1965, número 6”; y también podrá 
durante el matrimonio, hacer donaciones módicas para 


objetos de piedad o beneficencia. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


1973, - 


Ninguno de los cónyuges puede disponer por testa- 


mento sino de su mitad de gananciales. 


Si uno de tos cónyuges ha legado una especie que 
pertenece a la sociedad, no puede el legatario reclamar- 
la, a no ser que por la partición, dicha especie caiga en 
el lote de los herederos. Si no cayere, se abonará al 
legatario el valor de la especie con la parte de ganancia- 
les correspondiente al testador y con los bienes particu- 
lares de éste. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2? 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1974. - 

Toda enajenación o convenio que sobre bienes ga- 
nanciales haga cualquiera de los cónyuges en contraven- 
ción de la ley o en fraude del otro, no perjudicará a éste 


ni a sus herederos. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1975. - 


Durante la vigencia de la sociedad conyugal, los 
acreedores de un cónyuge podrán hacer efectivos sus 
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derechos sólo contra sus bienes propios y dos gananela- 
les cuya adnunistración le corresponda por ley o por 
capitulación matrimonial; sin perjuicio de los abonos o 
compensaciones que a consecuencia de ello deba el cón- 
yuge a la sociedad o la sociedad al cónyuge 


**Redacción adaptada al texto del Art. 4" 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1976. - 


Ninguno de los convuges puede obligar los bienes 
gananciales cuya administracion le corresponde al otro, 


sin el consentimiento de éste. 


Se exceptúan de esta regla los casos previstos en la 
Sección siguiente. 


**Redacción adaptada por el texto del Art. 2” ley 
N* 10.783 de 18.9.46 


1977. - 


**DEROGADO en virtud del Art. 2” ley N” 10.783 
de 18.9.46 


1978. - 


El cónyuge que ejecuta actos de administración au- 
torizado por el juez por impedimento accidental del otro 
y respecto a los bienes administrados por éste, lo obliga 
como si el acto hubiera sido hecho por él. 


**Redacción adaptada al Art. 2* ley N* 10.783 de 
18.9.46 


SECCION IV 


De la administración extraordinaria de la socie- 
dad conyugal 


1979. - 


La administración de los bienes del matrimonio se 
confiere exclusivamente a uno de los cónyuges: 


12. Siempre que sea curador del otro con arreglo al 
artículo 441. 


2”. Cuando se oponga a la declaración de ausencia 
del otro, según lo dispuesto en el artículo 62. 


El juez conferirá también la administración a uno de 
los cónyuges, con las limitaciones que estime conve- 
nientes, de los bienes propios y gananciales cuya admi- 
nistración corresponda al otro, si hallándose éste absolu- 
tamente impedido, no hubiere proveído sobre la admi- 
nistración. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1* 
ley N” 10.783 de 18.9,46 


1981), - 


E] cónyuge en quien recaiga la administración ex- 
traordinaria de la sociedad, quedará sometido a lo que 
se dispone en el inciso último del artículo anterior y en 
los siguientes, 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


1981.- 


No podrá sin autorización especial del juez, previo 
conocimiento de causa, enajenar ni gravar los bienes 
raíces de su cónyuge ni los gananciales cuya administra- 
ción le correspondía ni aceptar sin beneficio de inventa- 
rio la herencia deferida al otro cónyuge ni ejecutar los 
actos previstos en el artículo 1971. 


Todo acto en contravención a estas restricciones lo 
hará responsable con sus bienes, de la misma manera 
que en la administración ordinaria se responde del abuso 
de las facultades administrativas. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” 
ley N” 10,783 de 18.9.46 


1982... 


Todos los actos y contratos del cónyuge administra- 
dor extraordinario que no le estuviesen vedados por el 
artículo precedente, se mirarán como actos y contratos 
del otro cónyuge y obligarán en consecuencia a éste y a 
la sociedad; salvo en cuanto apareciere que dichos actos 
y contratos se hicieron en negocio personal del adminis- 
trador. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1983. - 


El cónyuge en que recaiga la administración extraor- 
dinaria no podrá dar en arriendo los bienes rústicos que 
pertenecen al otro por más de cinco años ni los urbanos 
por más de tres. (Artículos 1794 y 406). 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” ley N” 
10.783 de 18.9.46 


1984. - 
Cesando la incapacidad o impedimento del cónyuge 


o declarándose la presunción de su muerte (artículo 68), 
cesará también la administración extraordinaria. 


7 de Setiembre de 1904 


7 de Setiembre de 1994 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


SECCION V 


De la separación judicial de bienes durante el 
matrimonio 


1985. - 


En todo momento, cualquiera de los cónyuges, o 
ambos de conformidad, podrán pedir, sin expresión de 
causa, la disolución y liquidación de la sociedad conyu- 
gal. 


El juez deberá decretarla sin más trámite y ordenará 
la inscripción de la sentencia en el correspondiente Re- 
gistro. Mientras la sentencia no sea inscripta no surtirá 
efecto contra terceros. 


Dispondrá adernás la citación por edictos de los que 
tuvieren interés, para que comparezcan dentro del térmi- 
no de sesenta días. 


Los interesados que no comparecieron dentro del tér- 
mino sólo tendrán acción contra los bienes del cónyuge 
deudor. 


**Redacción adaptada al texto de los Arts. 6” y 7? 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1986. - 
Ninguno de los cónyuges podrá renunciar, en las 
capitulaciones matrimoniales, la facultad de pedir la se- 


paración de bienes, a que le dan derecho las leyes. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 8* 
ley N” 10.783 de 13.9.46 


1987. - 

Para que el cónyuge menor de edad pueda pedir la 
separación de bienes, se requiere que sea autorizado por 
un curador especial, sin perjuicio de la intervención que 


deberá darse al Ministerio Público. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


1988. - 


**DEROGADO en virtud del Art. 6” ley N” 10,783 
de 18.9.46 


1989. - 


Deducida la acción de separación y aun antes de ella 
si hubiere peligro en la demora, podrá el juez a petición 


* CAMARA DE SENADORES C.s.- 


de parte o de oficio dictar las providencias que estime 
convenientes, aplicándose lo preceptuado en el artículo 
157. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 6” 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


1991). - 


**DEROGADO en virtud del Art. 6” ley N* 10.783 
de 18.9.46 


1991. - 


Cualquiera de los cónyuges podrá argúir de fraude 
cualquier acto o contrato del otro, anterior a la demanda 
de separación de bienes, en conformidad a lo que está 
dispuesto acerca de los hechos en fraude de los acreedo- 
res. (Artículo 1296). 


**Redacción adaptada al texto de los Arts. 1” y 2? 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


1992. - 
Decretada la separación de bienes, se dividirán los 
gananciales, si los hubiere, siguiéndose las mismas re- 


glas que en el caso de disolución de matrimonio. 


Desde entonces, ninguno de los cónyuges tendrá par- 
te en las ganancias que hiciere el otro. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 6” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1993, - 
La separación de bienes no perjudica los derechos 
adquiridos con anterioridad por los acreedores, sin per- 


juicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 1985. 


**La última parte del Art. fue agregada en virtud 
del Art. 7* ley N” 10.783 de 18.9.46 


1994... 

En el estado de separación, el marido y la mujer 
deben contribuir a su propio mantenimiento y a los ali- 
mentos y educación de los hijos, a proporción de sus 
respectivas facultades. 

El juez, en caso necesario, reglará la contribución. 


1995. - 


Para el cónyuge menor de edad subsistirá su incapa- 
cidad para los actos comprendidos en el artículo 310. 


80 OS. "CAMARA DE SENADORES 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


1996. - 


La separación judicial de bienes sólo podrá cesar por 
decreto del juez a petición de ambos cónyuges. 

Sin embargo, el cese de la separación no surtirá efec- 
tos contra terceros, sino a partir de su inscripción en el 
Registro correspondiente. 

El restablecimiento de la sociedad conyugal restitu- 
ye las cosas al estado anterior como si la separación de 
bienes no hubiese tenido lugar. sin perjuicio de los actos 
ejecutados legítimamente por cualquiera de los cónyu- 


ges durante el intervalo de la separación, 


** Redacción adaptada al texto de los Arts. 6” y 16 
ley N” 10.783 de 18.9,46 


1997, - 


**DEROGADO en virtud del Art. 2” ley N” 10.783 
de 18.9.46 


SECCION VI] 
De la disolución y liquidación de la sociedad 

1998. - 

La sociedad conyugal se disuelve: 

19. Por la disolución del matrimonio. 

2”. Por la sentencia de separación de cuerpos. 

39. Por la separación judicial de bienes. 

4”. Por la declaración de ausencia, en conformidad a 
lo dispuesto en el Capítulo [H, Título IV del Libro Pri- 
mero. 


5”. Por la declaración de núlidad del matrimonio. 


En este último caso, el cónyuge que hubiere obrado 
con mala fe, no tendrá parte en los gananciales. 


1999. - 


Disuelta la sociedad, se procederá, si se solicitare, a 
la confección de un inventario solemne y tasación de 
todos los bienes del matrimonio, como se dispone para 
la sucesión por causa de muerte. 


**Redacción adaptada a los Arts. 1%, 2* y 6” 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


2000. - 


El inventario y tasación que se hubiere hecho sin 
solemnidad judicial, no tendrá valor en juicio sino con- 
tra el cónyuge, sus herederos o los acreedores que lo 
hubieren debidamente aprobado y firmado. 


2001. - 


**DEROGADO en virtud de los Arts. £” y 2” ley 
N” 10.783 de 18.9.46 


2002. - 


Aquel de los cónyuges o sus herederos que dolos:- 
mente hubiere ocultado o distraído alguna cosa de la 
sociedad, perderá su porción en la misma cosa y será 
obligado a restituirla doblada. 


2003. - 


El inventario comprenderá numéricamente y se trae 
rán a colación las cantidades que. habiendo sido satiste- 
chas por la sociedad, sean rebajables del capital de cual- 
quiera de los cónyuges. 


También se traerá a colación el importe de las dona 
ciones y enajenaciones que deban considerarse idegales 
o fraudulentas con arreglo al artículo 1974. 


**La redacción del inc. 1? está adaptada al texto 
de los Arts, 1” y 2” ley N” 10.783 de 18.9,46 


PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
EL SIGUIENTE TEXTO (ver fundamentación en la 
Exposición de Motivos) 

“El inventario comprenderá numéricamente 
y se traerán a colación, determinadas en Unidades 
Reajustables, las cantidades que, habiendo sido satis- 
fechas por la sociedad, sean rebajables del capital de 
la mujer y del marido. 

También se traerá a colación, en Unidades 
Reajustables, el importe de las donaciones y enajena- 
ciones que deban considerarse ilegales o fraudulentas 
con arreglo al artículo 1974, Exceptúanse los casos en 
que proceda la colación real”. 


20004. - 


No se incluirán en el inventario los efectos que com- 
pusieren el lecho de que usaban ordinariamente los es- 
posos y se entregarán libremente al que de ellos sobrevi- 
viere. 


También se entregará libremente a la viuda su vesti- 
do ordinario. 
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2005, - 


**DEROGADO en virtud de los Arts. 1” y 2” ley 
N” 10.783 de 18.9.46 


2006. - 
INTERPRETACION “A”: 


Se liguidarán y pagarán los capitales de los cónvu- 
ges y las deudas, cargas y obligaciones de la sociedad. 


Cuando el caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesto en este artículo, se obervará lo determinado 
sobre los créditos privilegiados y graduación de acree- 


dores. 
INTERPRETACION “B”: 


En primer lugar se liquidarán y pagarán las deudas y 
las cargas y obligaciones de la sociedad. 


Cuando el caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesto en este artículo, se observará lo determinado 
sobre los créditos privilegiados y graduación de acree- 


dores. 
INTERPRETACION “CC”: 


Después de liquidarse y pagarse el capital propio de 
cada cónyuge se pagarán las deudas y las cargas y las 
obligaciones de la sociedad. 


Cuando el caudal no alcanzare para cumplir todo lo 
dispuesto en este artículo, se observará lo determinado 
sobre los créditos privilegiados y graduación de acree- 


dores. 
2007.- 
INTERPRETACION “A”: 


**DEROGADO en virtud de los arts. 1” y 2* ley 
N* 10.783 de 18.9.46 


INTERPRETACION “B”: 


Seguidamente se liquidará y pagará el capital de los 
cónyuges hasta donde alcance el caudal inventariado de 
acuerdo a las reglas de la presente Seución. 


INTERPRETACION *“C”: 


**DEROGADO en virtud de los arts. 1” y 2" ley 
N* 10.783 de 18.9.46 


“CAMARA DE SENADORES CS.- 


2008.- 


Hechas las reducciones determinadas en los artículos 
anteriores, el resto del caudal compondrá el fondo de 
gananciales. 


Las pérdidas o deterioros ocurridos en las especies o 
cuerpos ciertos, pertenecientes a cualquiera de los cón- 
yuges, deberá sufrirlas el dueño, salvo que procedan de 
dolo o culpa grave del otro cónyuge, en cuyo caso debe- 
rá éste resarcirlas. 


Los bienes propios existentes, muebles o inmuebles, 
los conservará cada cónyuge en el estado en que se 
hallaren. 


Si durante el matrimonio hubiesen sido enajenados, 
se pagará el precio que se les dio al tiempo de ser 
aportados y sí entonces no se estimaron, se entregará el 
precio de su enajenación. (Artículo 1947), 


A falta de convenio de los interesados los créditos de 
los capitales propios deberán pagarse siempre en dinero. 
Las restituciones que deban hacerse en dinero, si éste no 
existe, se harán en el término de seis meses, vencidos 
los cuales empezarán a deberse los intereses de ley. 


**El texto de los incisos 3”, 4” y 5” resulta de la 
incorporación de los artículos 2044, 2046 y 2050 inc. 
2”, adaptados a da supresión de “La Dote” dispuesta 
por los arts. 1? y 2” de la ley N* 10.783 de 18.9.46 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
MODIFICAR EL INC. 4” POR EL SIGUIENTE (ver 
fundamentación en la Exposición de Motivos) 


“Si durante el matrimonio hubiesen sido enajena- 
dos, se restituirá el precio en Unidades Reajustables 
que se les dio al tiempo de ser aportados; y si enton- 
ces no se estimaron, se entregará el precio en Unida- 
des Reajustables de enajenación. (Artículo 1947).” 


2009.- 


Los frutos pendientes al tiempo de disolverse la so- 
ciedad se prorratearán, dividiéndolos entre todos los días 
del año y aplicando a la sociedad lo correspondiente a 
los días que ella hubiere durado en el último año, el cual 
se empezará a contar desde el aniversario de la celebra- 
ción del matrimonio. 


La restitución de bienes fungibles se hará con otro 
tanto de las mismas especies o su valor, con arreglo al 
inciso 4? del artículo anterior. 


**El inciso 2” resulta de la incorporación del artícu- 
lo 2045, adaptado a la supresión de “La Dote'” dispuesta 
por los artículos 1? y 2” de la ley N” 10.783 de 18.9.46 
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2010.- 


El fondo líquido de gananciales se dividirá por mitad 
entre marido y mujer o sus respectivos herederos. 


2011.- 


Del haber del marido se sacarán los gastos del luto 
de la viuda. (Artículo 2369, número 2"). 


2012.- 


No se imputará a la mitad de gananciales del cónyu- 
ge sobreviviente el legado que le haya hecho el otro 
cónyuge difunto, a menos que éste lo haya así ordenado; 
pero en tal caso podrá el cónyuge sobreviviente repudiar 
el legado, si prefiere atenerse a lo que le toque por la 
partición. 


2013.- 


La división de los bienes sociales se sujetará a las 
reglas dadas para la partición de los bienes hereditarios. 


2014.- 


Ninguno de los cónyuges es responsable de las deu- 
das de la sociedad contraídas por el otro sino hasta la 
concurrencia de su mitad de gananciales. (Artículo 1975), 


Mas, para gozar de este beneficio, deberá probar el 
exceso de la contribución que se le exige sobre su mitad 
de gananciales, sea por el inventario y tasación, sea por 
otros documentos auténticos. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” 
ley N” 10,783 de 18.9.46 


2015.- 


Cada cónyuge es responsable del total de las deudas 
de la sociedad contraídas por él, salva su acción contra 
el otro cónyuge para el reintegro de la mitad de estas 
deudas, según el artículo precedente. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


2016.- 


Aquel de los cónyuges que por efecto de una hipote- 
ca o prenda sobre una especie que le ha cabido en la 
división de la masa, paga una deuda de la sociedad, 
tendrá acción contra el otro cónyuge para el reintegro de 
la mitad de lo que pagare; y pagando una deuda del otro 
cónyuge, tendrá acción contra él para el reintegro de 
todo lo que pagare. 


2017.- 


Los herederos de cada cónyuge gozan de los mismos 
derechos y están sujetos a las mismas acciones que el 
cónyuge que representa. 


2018.- (Disposición Especial) 


Declárase derogada desde la vigencia de la ley N' 
10.783 de 18 de setiembre de 1946, la Sección VH del 
presente Capítulo 2” del Título VII Parte Segunda del 
Libro IV. 


Las renuncias de gananciales efectuadas con poste- 
rioridad a dicha ley y hasta la vigencia de la presente 
disposición, son válidas siempre que no hubiera recaído 
sentencia ejecutoriada en contrario. 


**TEXTO PROPUESTO POR LA COMISION a 
fin de evitar los conflictos a que pudieran dar lugar 
las renuncias de gananciales que, no obstante la in- 
terpretación que aquí se recoge, no se hubiere discu- 
tido su validez. 


**EL RESTO DEL ARTICULADO DE ESTE TIl- 
TULO ESTA DEROGADO POR LOS ARTICULOS 
1” Y 2” DE LA LEY N' 10.783 DE 18.9.46 


TITULO VHI1 
Del mandato 
CAPITULO I 
De la naturaleza, efectos y especies del mandato 
2051.- 


El mandato es un contrato por el cual una de las 
partes confiere a otra, que lo acepta, el poder para repre- 
sentarla en la gestión de uno o más negocios por cuenta 
y riesgo de la primera. 


Los negocios ilícitos o contrarios a las buenas cos- 
tumbres, no pueden ser objeto del mandato. 


2052.- 
El mandato puede ser gratuito u oneroso. 


Se presumirá que es gratuito, cuando no se hubiere 
convenido que el mandatario perciba una retribución 
por su trabajo. 


Se presumirá que es oneroso, cuando consista en 
atribuciones o funciones conferidas a alguno por la ley y 
cuando consiste en trabajos propios de la profesión lu- 
crativa del mandatario o de su modo de vivir. 
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2053.- 
E! mandato puede ser expreso o tácito. 


El expreso puede otorgarse por escritura pública o 
privada, por carta o correspondencia y aun verbalmente. 


El tácito tiene lugar cuando el dueño del negocio 
está presente o sabe la gestión que otro hace por él y 
calla o no lo contradice. 


Con todo, no se admitirá en juicio la prueba testimo- 
mal sino en conformidad a las reglas establecidas en tos 
artículos 1594 y siguientes ni la escritura privada cuan- 
do las leyes requieran un instrumento público. 


La escritura, sea pública o privada, que contenga 
revocación, sustitución, ampliación, limitación, suspen- 
sión O renuncia de un mandato, deberá además ser ins- 
cripta en el Registro correspondiente, para que surta 
efecto legal con relación a terceros. 


**El inc. 5” fue parcialmente derogado por el Art. 
254 de la ley N” 13.640 de 26.12.67, que suprimió la 
inscripción del mandato 


-2054.- 
El mandato es general o especial. 


Si el mandato comprende uno o más negocios espe- 
cialmente determinados, se llama especial; si se da para 
todos los negocios del mandante es general; y lo será 
igualmente, si se da para todos con una o más excepcio- 
nes determinadas. 


2055.- 


El mandato especial puede ser absoluto, esto es, tal 
que se deje al mandatario obrar como le parezca o limi- 
tado prescribiéndole reglas bajo las que deba dirigirse. 


Cuando en el poder se hace referencia a las reglas o 
instrucciones, se considera éstas como incorporadas en 
aquél. 


2056.- 


El mandato concebido en términos generales no com- 
prende más que los actos de administración, aunque el 
mandante declare que no se reserva poder alguno y que 
el mandatario puede hacer todo lo que juzgue conve- 
niente oy aunque el mandato contenga la cláusula de 
general y libre administración. 


Para transigir, enajenar, hipotecar o hacer cualquier 
acto de riguroso dominio, se requiere poder expreso. 
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La facultad de transigir no encierra la de comprome- 
ter ni viceversa. 


2057.- 


El mandatario no puede traspasar los límites del man- 
dato. 


No se consideran traspasados los límites del manda- 
to, en cuanto ha sido cumplido de una manera más ven- 
tajosa para el mandante, que la señalada por éste. 


2058.- 


El mandato no se perfecciona hasta la aceptación del 
mandatario. 


La aceptación puede ser tácita, que es la que resulta 
de haberse empezado a ejecutar el encargo por el man- 
datario. 


2059.- 


Las personas que por su oficio, profesión o modo de 
vivir se encargan de negocios ajenos, están obligados a 
declarar lo más pronto posible si aceptan o no el encar- 
go que una persona ausente les hace y transcurrido un 
término razonable, su silencio se mirará como acepta- 
ción. 


Aun cuando se excusen del encargo, deberán tomar 
las providencias conservativas urgentes que requiera el 
negocio que se les encomienda. 


2060.- 


El mandato puede tener por objeto un negocio del 
interés exclusivo del mandante o del interés común del 
mandante y mandatario o del interés común del man- 
dante y de terceros o del interés exclusivo de un tercero; 
pero no puede tener por objeto el interés exclusivo del 
mandatario. 


El encargo que interese exclusivamente al mandata- 
rio es un mero consejo que no produce obligación algu- 
na, sino cuando se ha hecho de mala fe y en este caso 
obliga a la indemnización de los daños y perjuicios que 
cuusare. 


2061.- 


Puede haber uno o más mandantes y uno o más 
mandatarios. 


Si se constituye dos o más mandatarios y el mandan- 
te no ha dividido la gestión, podrán dividirla entre sí los 
mandatarios; pero si se les ha prohibido obrar separada- 
mente, lo que hicieren de este modo, será nulo. 
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2062.- 


Si se constituye mandatario a un menor no habilita- 
do de edad, los actos ejecutados por el mandatario serán 
válidos respecto de terceros, en cuanto obliguen a éstos 
y al mandante, pero las obligaciones del mandatario 
para con el mandante y terceros, no podrán tener efecto 
sino según las reglas relativas a los menores. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” de la 
ley N* 10.783 de 18.9.46 


2063.- 


El mandato es judicial o extrajudicial. De aquél se 
ocupa la ley procesal. 


CAPITULO Il 
De las obligaciones del mandatario 
2064.- 


El mandatario queda obligado por la aceptación a 
cumplir el mandato y responde de los daños y perjuicios 
que se ocasionare al mandante por la inejecución total o 
parcial del mandato. 


2065.- 


El mandatario responde no sólo del dolo, sino de las 
omisiones o negligencias que cometa en la administra- 
ción del mandato. 


La responsabilidad relativa a las culpas se aplica 
con menos rigor al mandato gratuito que al retribuido. 
(Artículo 1342). 


2066.- 


El mandatario está obligado a poner en conocimien- 
to del mandante los hechos que sean de tal naturaleza, 
que puedan influir para revocar el mandato. 


Debe abstenerse de cumplirlo, cuando la ejecución 
sea manifiestamente dañosa al mandante. 


2067.- 


El mandatario puede nombrar sustituto, con tal que 
el mandante no se lo haya prohibido; pero responde de 
los actos del sustituto: 


1”. Cuando no se le hubiera dado facultad de susti- 
tuir. 


2”. Cuando esa facultad le hubiese sido conferida sin 
designar persona y él hubiese elegido una notoriamente 
incapaz e insolvente. 


En ambos casos, puede también el manuante dirigir 
su acción contra el sustituto. 


Lo hecho por el sustituto nombrado contra la prohi- 
bición del mandante, será nulo. 


2068.- 


El mandatario puede en el ejercicio de su cargo con- 
tratar a nombre propio o al del mandante: si contrata a 
su propio nombre, no obliga respecto de terceros al man- 
dante. 


2069.. 


Cuando un mandato ha sido dado a dos o más perso- 
nas conjuntamente, no hay solidaridad entre ellas, a me- 
nos de una convención en contrario. (Artículo 2085). 


2070.- 


No podrá el mandatario por sí ni por interpuesta 
persona, comprar las cosas que el mandante le ha orde- 
nado vender ni vender de lo suyo al mandante lo que 
éste le ha ordenado comprar, si no fuese con su aproba- 
ción expresa. 


2071.- 


Si fuese encargado de tomar dinero prestado, podrá 
prestarlo él mismo al interés corriente; pero facultado 
para colocar dinero a interés, no podrá tomarlo prestado 
para sí, sin aprobación del mandante. 


2072.. 


No podrá el mandatario colocar a interés dineros del 
mandante sin expresa autorización. 


Si los colocare a mayor interés que el designado por 
el mandante, debe abonárselo íntegramente, a menos 
que se le haya autorizado para apropiarse del resto. 


2073.. 


El mandatario debe intereses de las cantidades que 
aplicó a usos propios, desde el día que lo hizo y de lo 
que reste a deber fenecido el mandato, desde que se ha 
constituido en mora. 


2074.- 


El mandatario está obligado a dar cuenta de su admi- 
nistración entregando los documentos relativos y a abo- 
nar al mandante lo que haya recibido en virtud del man- 
dato, aun en el caso de que lo que hubiese recibido no le 
fuese debido al mandante. 
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La relevación de rendir cuentas no exonera al man- 
datario de los cargos que contra él justifique el man- 
dante. 


2075.- 


El mandatario que obra bajo este concepto no es 
responsable a la otra parte, sino cuando se obliga expre- 
samente a ello o cuando traspasa los límites del manda- 
to, sin darle conocimiento de sus poderes. 


CAPITULO II 
De las obligaciones del mandante 
2076.- 


El mandante responde por todos los actos del man- 
datario, siempre que sea dentro de los términos del man- 
dato. (Artículo 2057, inciso 2”). 


No está obligado por lo que se ha hecho excediendo 
el mandato, sino en cuanto lo haya ratificado expresa o 
tácitamente. 


2077.- 


El que encarga cierto negocio se entiende que facul- 
ta para todos los actos que son indispensables para eje- 
cutarlo, aun cuando no se expresen al conferir el manda- 
to, 


Si la ejecución se deja al arbitrio del mandatario, 
queda obligado el mandante a cuanto aquél prudente- 
mente hiciere con el fin de consumar su encargo. 


2078.- 


Si el mandante y el mandatario contratan sobre un 
mismo objeto con dos diferentes personas, la fecha deci- 
dirá cuál de los dos contratos deba subsistir; en caso de 
duda, subsistirá el del mandatario. (Artículo 1680). 


En el caso de este artículo, si el mandatario hubiese 
contratado de buena fe, el mandante será responsable 
del perjuicio causado al tercero cuyo contrato no subsis- 
ta. Si hubiese contratado de mala fe, es decir, estando 
prevenido por el mandante, él sólo será responsable de 
tal perjuicto. 


2079.- 


El mandante debe anticipar al mandatario, si éste lo 
pidiere, las cantidades necesarias para la ejecución del 
mandato. 
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2080.- 


El mandante que no cumple por su parte aquello a 
que es obligado, autoriza al mandatario para desistir de 
su encargo. 


2081.- 


El mandante debe abonar al mandatario todos los 
gastos que haya tenido para llenar su encargo, indemni- 
zándole de las anticipaciones que haya hecho y de las 
pérdidas que haya sufrido, procedentes de sus gestiones 
y pagándole la remuneración estipulada o la que fuere 
de uso, a menos que el mandato sea gratuito. 


Si no hay culpa imputable al mandatario, no puede 
el mandante excusarse de hacer ese abono aun cuando el 
negocio hubiese dado malos resultados ni pedir la re- 
ducción del importe, alegando que pudiera haberse gas- 
tado menos. 


2082.- 


El interés de das anticipaciones hechas para el cum- 
plimiento del mandato, se debe por el mandante, desde 
el día de esas anticipaciones debidamente justificadas. 


2083.- 


El mandatario no está obligado a esperar la presenta- 
ción de sus cuentas o el entero cumplimiento del man- 
dato para exigir las anticipaciones o gastos que hubiere 
hecho. 


2084.- 
El mandatario podrá retener en su poder, de los bie- 
nes o valores que se hallen a su disposición, cuanto 


baste para el pago de sus adelantos y gastos y de la 
remuneración o salario. 


2085.- 

Si dos o más personas han nombrado un mandatario 
para un negocio común, le quedan obligados in solidum 
para todos los efectos del mandato. (Artículo 2069). 

CAPITULO IV 
Del modo de acabarse el mandato 
2086.- 


El mandato se acaba: 


1%. Por el desempeño del encargo para que fue cons- 
títuido. 
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2”. Por la expiración del tiempo o por el evento de la 
condición prefijados para que termine el mandato. 


3". Por la revocación del mandato. 

4”. Por la renuncia del mandatario. 

5”. Por la muerte del mandante o del mandatario. 
6”. Por la quiebra o insolvencia del uno o del otro. 


7”. Por la incapacidad sobreviniente del uno o del 
otro. 


8”, **DEROGADO por el Art. 1” ley N* 10.783 de 
18.9.46 


9”. Por la cesación de las funciones del mandante, si 
el mandato ha sido dado en ejercicio de ellas. 


2087.- 


El mandante puede revocar el mandato cuando le 
parezca y obligar al mandatario, si fuere necesario, a 
que le devuelva el instrumento que encierra la prueba 
del mandato. 


2088.- 


La revocación del mandato puede ser expresa O táci- 
ta. , 


En uno y otro caso, la revocación produce su efecto 
desde el día que el mandatario ha tenido conocimiento 
de ella; sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2101. 


2089.- 


El nombramiento de nuevo mandatario para el mis- 
mo negocio, importa revocación del primero. 


Si el primer mandato es general y el segundo espe- 
cial, subsiste aquél para los negocios no comprendidos 
en éste. 


2090.- 


Interviniendo el mandante directamente en el nego- 
cio encomendado al mandatario y poniéndose en rela- 
ción con los terceros, queda revocado el mandato, si él 
- expresamente no manifestare que su intención no es re- 
vocar el mandato. 


2091.- 


El mandato que constituye un nuevo mandatario, re- 
vocará al primero, aunque no produzca efecto por el 
fallecimiento O incapacidad del segundo mandatario o 


aunque no to acepte o aunque el instrumento del manda- 
to sea nulo por falta o vicio de forma. 


2092.. 


Cuando el mandato fue constituido por dos o más 
mandantes para un negocio común, cada uno de ellos, 
sin dependencia de los otros, puede revocarlo por su 
parte. 


2093..- 


La renuncia del mandatario no pondrá fin a sus obli- 
gaciones, sino después de transcurrido el tiempo razona- 
ble para que el mandante pueda proveer a los negocios 
encomendados. 


De otro modo, deberá indemnizar al mandante, si es 
perjudicado; a menos que él se halle en la impósibilidad 
de administrar por enfermedad u otra causa o sin grave 
perjuicio de sus intereses propios. 


2094, - 


Sabida la muerte del mandante, cesará el mandatario 
en sus funciones; pero si de suspenderlas se sigue perjui- 
cio a los herederos del mandante, será obligado a finali- 
zar la gestión principiada. 


2095. - 


En caso de muerte del mandatario, sus herederos que 
fueren hábiles para la administración de sus bienes, de- 
berán hacer saber al mandante el fallecimiento y mien- 
tras reciban nuevas Órdenes, cuidarán de los intereses de 
éste y concluirán los actos de gestión empezados por el 
mandatario, si de la demora pudiera resultar daño al 
mandante. 


La misma obligación tienen los albaceas, los repre- 
sentantes legales y todos aquellos que suceden en la 
administración de los bienes del mandatario que ha fa- 
llecido o se ha hecho incapaz. 


2096. - 


No se extingue por la muerte del mandante el man- 
dato destinado a ejecutarse después de ella. 


Tendrá lugar esta disposición, aunque los herederos 
fueren menores O incapaces. 


2097. - 
Cualquier mandato destinado a ejecutarse después 


de la muerte del mandante, será nulo, si no puede valer 
como disposición de última voluntad. 
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2098. - 


También continúa subsistiendo el mandato aun des- 
pués de la muerte del mandante, cuando ha sido dado en 
el interés común de éste y del mandatario o en el interés 
de un tercero. 


2099. - 


**DEROGADO por el Art. 1” ley N” 10.783 de 
18.9.46 


2100. - 


Si son dos o más mandatarios y por la constitución 
del mandato están obligados a obrar conjuntamente, la 
muerte o incapacidad de cualquiera de ellos pondrá fin 
al mandato. 


2101.- 


En general, todas las veces que el mandato expira 
por una causa ignorada del mandatario, lo que éste haya 
hecho en ejecución del mandato será válido y dará dere- 
cho a terceros de buena fe contra el mandante. 


Este quedará también obligado, como si subsistiera 
el mandato, a lo que el mandatario, sabedor de la causa 
que lo haya hecho expirar, hubiere pactado con terceros 
de buena fe; pero tendrá derecho a que el mandatario le 
indemnice. 


Cuando el hecho que ha dado causa a la expiración 
del mandato hubiere sido notificado al público por los 
periódicos y en los casos en que no pareciere probable 
la ignorancia de tercero, podrá el juez, en su prudencia, 
absolver el mandante. 

TITULO IX 
De la fianza 
CAPITULO 1 
De la naturaleza y extensión de la flanza 
2102. - 


Fianza es la obligación de pagar o cumplir por un 
tercero en el caso de que éste no lo haga. 


La fianza puede constituirse, no sólo a favor del 
principal deudor, sino de otro fiador. 


Si el fiador se obligare solidariamente con el deudor 
principal, se observará lo dispuesto en el Capítulo 1 del 
Título Il, Parte Primera de este Libro. 

2103. - 


La fianza puede ser convencional, legal o judicial. 


La primera es constituida por contrato, la segunda es 
ordenada por la ley, la tercera por decreto del juez. 
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La fianza legal y la judicial se sujetarán a las mis- 
mas reglas de la convencional, salvo en cuanto la ley 
disponga otra cosa. 


2104. - 


La fianza también puede ser gratuita o a título one- 
roSO. 


2105. - 


La fianza no puede existir sin que acceda a una 
obligación civil o natural. 


2106. - 


Puede afianzarse no sólo una obligación pura y sim- 
ple, sino condicional o a plazo. 


Podrá también afianzarse una obligación futura; y en 
este caso podrá el fiador retractarse mientras la obliga- 
ción principal no exista, quedando sin embargo respon- 
sable al acreedor y terceros de buena fe, como el man- 
dante en los casos del artículo 2101. 


2107. - 


La fianza, no mediando confesión de parte, sólo pue- 
de probarse por escrito, aunque su valor no exceda de 
100 unidades reajustables. (Artículo 1595). 


La fianza no puede extenderse fuera de los límites 
en que se contrajo. 


Sin embargo, la fianza simple o indefinida de una 
obligación principal comprenderá todos los accesorios 
de la deuda. 


2108. - 


El fiador no puede obligarse a más ni en términos 
más gravosos que el deudor principal, tanto en la canti- 
dad como respecto al tiempo, al lugar, a la condición, al 
modo de pago o a la pena impuesta por la inejecución 
del contrato a que acceda la fianza; pero puede obligar- 
se a menos o en términos menos gravosos. 


La fianza que exceda bajo cualquiera de los respec- 
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tos indicados, deberá reducirse a los términos de la obli- 


gación principal. 


En caso de duda, se adoptará la interpretación más 
favorable a la conformidad de las dos obligaciones prin- 
cipal y accesoria. 
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2109, - 


Lo dispuesto en el artículo anterior no impide que el 
fiador pueda obligarse de un modo más eficaz, por ejern- 
plo, con una hipoteca, aunque la obligación principal no 
la tenga. 


Afianzándose un hecho ajeno, se afianza sólo la in- 
demnización en que el hecho por su inejecución se re- 
suelva. 


2110. - 


Se puede afianzar sin orden y aun sin noticia y con- 
tra la voluntad del principal deudor. 


2111. - 


La fianza no puede ser sustituida por una prenda o 
hipoteca y recíprocamente, contra la voluntad del acree- 
dor. 


La disposición anterior no rige en caso de ser la 
fianza de ley o judicial. Los jueces pueden admitir en 
lugar de ésta, prendas o hipotecas suficientes. (Artículos 
368, inciso 2”, 514, número 2”, 2118, número 6”). 


2112. - 


El obligado a dar fiador debe presentar por tal a 
persona que sea capaz de obligarse, que tenga bienes 
suficientes para responder de la obligación y que esté 
domiciliado en la jurisdicción del juez a quien corres- 
pondería el conocimiento del negocio. 


Para calificar la suficiencia de los bienes, sólo se 
tomarán en cuenta los raíces; excepto en materia comer- 
cial o cuando la deuda afianzada es módica. 


Pero no se tendrá en cuenta los bienes raíces embar- 
gados o litigiosos ni los bienes que no existan en el 
territorio del Estado o que se haJlen sujetos a hipotecas 
gravosas O a condiciones resolutorias. 


Si el deudor estuviere recargado de deudas que pon- 
gan en peligro aun los inmuebles no hipotecados a ellas, 
tampoco se contará con éstos. 


2113. - 


Si el fiador, aceptado por el acreedor espontánea o 
judicialmente, llega a estado de insolvencia, debe darse 
otro que reuna las cualidades exigidas en el artículo 
anterior, si no prefiere pagar la deuda. 


Exceptúase el caso de haber exigido y pactado el 
acreedor, que se le diera por fiador una persona determi- 
nada. 


2114. - 

En las obligaciones a plazo o de tracto sucesivo, el 
acreedor que no exige fianzas al celebrar el contrato, 
podrá exigirlas, si después de celebrado se temiese fun- 
dadamente la ausencia del deudor del territorio del Esta- 
do, con ánimo de establecerse en otra parte, sin dejar 
bienes suficientes para la seguridad de sus obligaciones. 


2115. - 


Los derechos y obligaciones de los fiadores son tras- 
misibles a sus herederos. 


2116. - 

El menor habilitado no puede ser fiador, aun con 
venía judicial ni por cantidad menor de 500 unidades 
reajustabies. (Artículos 283 y 310). 

CAPITULO II 
De los efectos de la fianza 


SECCION I 


De los efectos de la fianza entre el fiador y el 
acreedor 


2117. - 


El fiador no puede ser reconvenido sin previa excu- 
sión de todos los bienes del deudor. 


2118. - 
La excusión no tiene lugar: 


1”. Cuando el fiador renunció expresamente este be- 
neficio. 


2”. Cuando se obligó solidariamente con el deudor. 
3”. En el caso de quiebra o concurso del deudor. 


4”. Si el deudor no puede ser demandado judicial- 
mente dentro del Estado. 


5”. Si la obligación afianzada fuese puramente natu- 
ral. 


6”. Si la fianza fuese judicial. 
2119.- 


El subfiador goza del beneficio de excusión tanto 
respecto del fiador como del deudor principal y no se 
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entiende que lo renuncia, aunque lo haya renunciado el 
fiador. 


2120. - 
No se tomará en cuenta para la excusión: 


1%. Los bienes existentes fuera del territorio del Esta- 
do. 


2”. Los bienes embargados o litigiosos o los créditos 
de dudoso o difícil cobro. 


3”. Los bienes cuyo dominio esté sujeto a una condi- 
ción resolutoria. 


4”. Los hipotecados a favor de deudas preferentes, en 
la parte que pareciere necesaria para el pago completo 
de éstas. 
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Aunque el fiador no sea reconvenido, podrá requerir 
al acreedor, desde que sea exigible la deuda, para que 
proceda contra el deudor principal; y si el acreedor no lo 
hiciere, el fiador no será responsable por la insolvencia 
del deudor sobrevenida durante el retardo. 


2122. - 


Cuando varios deudores principales se han obligado 

solidariamente y uno de ellos ha dado fianza, el fiador 

"reconvenido tendrá derecho para que se excutan, no sólo 
los bienes de este deudor, sino los de sus codeudores. 


2123. - 


Se entenderá que el fiador reconvenido para el pago 
renuncia el beneficio de excusión, si no lo reclamase 
expresamente, designando bienes del deudor dentro del 
término señalado por la ley procesal para la admisión de 
las excepciones previas. 


**La expresión “excepciones previas” responde a 
lo dispuesto por el Art. 133 Cód. Gral. del Proceso 


2124. - 


Si los bienes excutidos no produjeren más que un 
pago parcial de la deuda, será sin embargo el acreedor 
obligado a aceptarlo y no podrá reconvenir al fiador, 
sino por la parte insoluta. 


Si reclamada por el fiador la excusión, el acreedor es 
omiso o negligente en ella y el deudor cae entre tanto en 
insolvencia, cesa la responsabilidad del fiador. 
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2125. - 


El fiador puede oponer al acreedor todas las excep- 
ciones resultantes del contrato principal y las que él 
mismo tenga, pero no las puramente personales al deu- 
dor. (Artículos 1241 y 1503). 


2126. - 


La transacción hecha por el fiador con el acreedor 
no surte efecto para con el deudor principal. 


La hecha por éste, tampoco surte efecto para con el 
fiador contra su voluntad. (Artículo 1524). 


2127. - 


Si hubiere dos o más fiadores de una misma deuda, 
que no se hayan obligado solidariamente al pago, se 
entenderá dividida la deuda entre ellos por partes igua- 
les y no podrá el acreedor exigir a ninguno de ellos sino 
la cuota que le corresponda. Es aplicable, en este caso, a 
los fiadores lo dispuesto por el artículo 1379. 


SECCION UI 


De los efectos de la fianza entre el deudor y el 
fiador y entre varios fiadores 


2128. - 


El fiador tendrá derecho para que el deudor principal 
le obtenga el relevo o le caucione las resultas de la 
fianza o consigne medios de pago, en los casos siguien- 
tes: 


1%. Cuando el fiador es judicialmente demandado 
para el pago. 


2”. Cuando vencida la deuda, el deudor no la pagase. 


3”, Cuando el deudor disipase sus bienes o los diese 
en seguridad de otras obligaciones. 


4”, Cuando el deudor se obligó a relevarlo de la 
fianza en un tiempo determinado y éste ha vencido, 


5”. Si hay temor fundado de que el deudor principal 
se ausente fuera de la República, no dejando bienes 
raíces suficientes para el pago de la deuda. 


6”. Si hubiesen transcurrido cinco años desde el otor- 
gamiento de ta fianza, a menos que ta obligación princi- 
pal fuese de tal naturaleza que no esté sujeta a extinguir- 
se en tiempo determinado o que ella se hubiere contraí- 
do por un tiempo más largo. 
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2129. - 


Si el fiador cobra retribución por haber prestado la 
fianza, no puede pedir aplicación del número 6” del 
artículo precedente. 


Tampoco se extienden al que afianzó contra la vo- 
luntad del deudor, los derechos concedidos al fiador por 
el mismo artículo. 


2130. - 


Si el deudor quebrare antes de pagar la deuda afian- 
zada, el fiador tendrá derecho para ser admitido preven- 
tivamente en el pasivo de la masa concursada. 


2131. - 


El fiador que ha pagado por el deudor debe ser in- 
demnizado por éste. 


La indemnización comprende: 
l”. La cantidad pagada por la deuda. 


2”. Los intereses legales desde que se hizo saber el 
pago al deudor. 


3”. Los gastos ocasionados al fiador y lealmente he- 
chos por éste, después de haber puesto en noticia del 
deudor que se le requería para el pago. 


4”. Los daños y perjuicios, cuando procedan según 
las reglas generales. 


La disposición de este artículo tiene lugar aun cuan- 
do se haya dado la fianza, ignorándolo el deudor. 


2132, - 


El fiador con derecho a ser indemnizado según el 
precedente artículo, queda subrogado en todos los dere- 
chos que el acreedor tenía contra el deudor principal. 


Sin embargo, si el fiador ha transigido con el acree- 
dor, no puede pedir al deudor más de lo que realmente 
haya pagado, a no ser que el acreedor le haya hecho 
cesión expresa del resto. ; 


2133... 


El fiador a quien el acreedor ha condonado la deuda 
en todo o en parte, no podrá repetir contra el deudor por 
la cantidad condonada, a menos que el acreedor le haya 
cedido la acción al efecto. 


2134. - 


Las acciones concedidas por el artículo 2131 no ten- 
drán lugar: 


1”. Cuando el fiador se obligó contra la voluntad del 
deudor. 


2”, Cuando no fue válido el pago hecho por el fiador. 


3”. Cuando la obligación del principal deudor es pu- 
ramente natural y no se ha validado por la ratificación o 
por el transcurso del tiempo. 


2135. - 


Si la obligación principal era a plazo y el fiador la 
pagó antes de su vencimiento, no podrá reconvenir al 
deudor, sino después de vencido el plazo. 


2136. - 


El deudor que paga sin avisar al fiador, será respon- 
sable para con éste de lo que, ignorando la extinción de 
la deuda, pagare de nuevo; pero tendrá acción contra el 
acreedor por el pago indebido. 


Si el fiador pagó sin ser demandado y sin haber 
avisado al deudor, podrá éste oponerle todas las excep- 
ciones de que hubiera podido servirse contra el acreedor 
al tiempo del pago. 


Si el deudor, ignorando, por falta de aviso, la extin- 
ción de la deuda, pagare de nuevo, no tendrá el fiador 
recurso contra él; pero podrá intentar contra el acreedor 
la acción de pago indebido que corresponde al deudor. 


2137. - 


El deudor no está obligado a abonar al fiador lo que 
éste hubiese pagado, si sabiendo que aquél tenía alguna 
excepción, que opuesta, destruiría la acción del acree- 
dor, no la dedujo. 


No comprende esta disposición las excepciones que 
son meramente personales al deudor o al mismo fiador. 


2138. - 


Cuando existen varios deudores principales y solida- 
rios de una misma deuda, el fiador que ha afianzado a 
todos tiene acción contra cada uno de ellos por el todo. 


El fiador particular de uno de ellos, sólo contra él 
podrá repetir por el todo; y no tendrá contra los socios 
sino las acciones que le correspondan como subrogado 
en las del deudor a quien ha afianzado. 


2139... 


El cofiador que paga la deuda afianzada, queda su- 
brogado en todos los derechos del acreedor contra los 
otros cofiadores, para cobrar a cada uno de éstos la parte 
que le corresponda. 
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El cofiador que pagó más de lo que proporcional- 
mente le corresponde, es subrogado por el exceso en los 
derechos del acreedor contra los cofiadores, en los tér- 
minos del inciso anterior. 


2140. - 


Al fiador que hubiese hecho el pago, podrán los otros 
cofiadores oponer las mismas excepciones que habrían 
correspondido al deudor principal contra el acreedor y 
que no fuesen puramente personales del mismo deudor. 


Tampoco podrán oponer al cofiador que ha pagado, 
las excepciones puramente personales que corresponden 
a éste contra el acreedor y de que no quiso valerse. 


2141. - 


El subfiador, en caso de insolvencia del fiador por 
quien se obligó, queda responsable a los otros cofiado- 
res en los mismos términos que lo estaba el fiador. 


CAPITULO HI 
De los modos de acabarse la fianza 
2142. - 


La obligación del fiador se extingue al mismo tiemn- 
po que la del deudor y por las mismas causas que las 
demás obligaciones. (Artículos 1513, 1523, 1539 y 1544). 


2143. - 


La confusión que se verifica en la persona del deu- 
dor y fiador, cuando uno de ellos hereda al otro, no 
extingue la obligación del subfiador. 


2144. - 


Los fiadores, aunque sean solidarios, quedan libres 
de su obligación, siempre que por hecho o culpa del 
acreedor, no pueden quedar subrogados en los derechos, 
hipotecas y privilegios del mismo. 


No se extiende esta disposición a las seguridades o 
privilegios constituidos después del otorgamiento de la 
fianza. 


2145. - 


Si el acreedor aceptó voluntariamente del deudor prin- 
cipal, en descargo de la deuda, un objeto distinto del 
que éste era obligado a darle, queda irrevocablemente 
libre el fiador, aunque después sobrevenga evicción del 
objeto. 
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2146. - 


En cuanto a la simple prórroga de plazo concedida 
por el acreedor, se estará a lo que dispone el artículo 
1542, 


TITULO X 
De la transacción 
2147. - 


La transacción es un contrato por el cual, haciéndose 
recíprocas concesiones, terminan los contrayentes un li- 
tigio pendiente o precaven un litigio eventual. 


Cualquiera que sea la entidad del objeto u objetos 
sobre que verse la transacción, se requiere para su vali- 
dez que conste por acto judicial o por escritura pública o 
privada. 


2148. - 


No puede transigir el que no puede disponer de los 
objetos que se abandonan por la transacción. 


2149. - 


No puede transigir una persona en nombre de otra, 
sino con su poder especial en el que deben mencionarse 
los derechos y bienes sobre que ha de recaer la transac- 
ción. 


2150. - 
El tutor y curador no pueden transigir en nombre de 


la persona que tienen en su guarda, sino en la forma 
prescrita en el artículo 401. 


Se observará además, lo dispuesto en el artículo 426. 


Los padres pueden transigir sobre los bienes del hijo 
que tienen bajo su potestad; pero si la transacción reca- 
yere sobre bienes raíces o sobre un objeto de valor de 
más de 500 unidades reajustables, la transacción no sur- 
tirá efecto sin la aprobación judicial. 


2151. - 


**DEROGADO por el Art. 2” de ley N” 10.783 de 
18.9.46 


2152. - 
Las personas jurídicas sólo pueden transigir en con- 


formidad a las leyes o reglamentos especiales que les 
conciernen. 
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2153. - 


La transacción puede recaer sobre la acción civil que 
nace de un delito, pero no sobre la acción criminal que 
corresponda, sea a la parte ofendida, sea al Ministerio 
Público. 


2154. - 


No se puede transigir sobre el estado civil de las 
personas. 


Pero valdrá la transacción sobre intereses puramente 
pecuniarios subordinados al estado de una persona, aun- 
que éste sea objeto de contestación, con tal que al mis- 
mo tiempo da transacción no verse sobre el estado de 
ella. 


2155. - 


La transacción sobre alimentos futuros no surtirá efec- 
tos, sino después de ser aprobada judicialmente. 


2156. - 


La transacción no perjudica ni aprovecha sino a los 
contratantes. 


2157. - 


Cuando haya fiador de las obligaciones sobre que se 
transige, se observará lo dispuesto en el artículo 2126. 


2158. - 


Las diferentes cláusulas de una transacción son indi- 
visibles, a menos que las partes declaren expresamente 
lo contrario. 


2159. - 
Las transacciones deben interpretarse estrictamente. 


La transacción no comprende sino los objetos expre- 
sados general o específicamente en ella o que por una 
inducción necesaria de sus palabras, deben reputarse com- 
prendidos. 


La renuncia general de derechos no se extiende a 
otros que a los que tienen relación con el objeto o los 
objetos sobre que se transige. 


2160. - 


Por la transacción no se transmiten sino que se de- 
claran o reconocen los derechos que hacen el objeto de 
las diferencias sobre que ella recae. (Artículo 1702). 


La declaración o reconocimiento de esos derechos 
no obliga al que lo hace a garantirlos ni le impone 
responsabilidad aiguna en caso de evicción ni importa 
un título propio en que fundar la prescripción. 


2161. - 


La transacción, en cuanto extingue los derechos y 
obligaciones que las partes hubiesen renunciado, tiene 
respecto de ellas toda la autoridad de la cosa juzgada. 


2162. - 


La transacción en que intervenga error, dolo, violen- 
cia O falsedad de documentos, está sujeta a lo dispuesto 
en el artículo 1269 y siguientes. 


Sin embargo, no podrá una de las partes oponer el 
error de hecho a la otra, siempre que ésta se haya apar- 
tado por la transacción de un pleito comenzado o haya 
desistido de intentarlo, si podía hacerlo sin temeridad. 


2163. - 


El descubrimiento de nuevos documentos no es cau- 
sa para anular o rescindir la transacción, si no ha habido 
mala fe. 


2164. - 


Es anulable la transacción sobre un pleito que estu- 
viese ya decidido por sentencia ejecutoriada y no sus- 
ceptible de reforma por los medios ordinarios, en caso 
que la parte que pidiere la rescisión de la transacción 
hubiese ignorado la existencia de la ejecutoria. 


2165. - 


Si se ha estipulado una pena contra el que deje de 
ejecutar la transacción, habrá lugar a la pena, sin perjui- 
cio de llevarse a efecto la transacción en todas sus par- 
tes. 


2166. - 

Si una de las partes ha renunciado el derecho que le 
correspondía por un título y después adquiere otro título 
sobre el mismo objeto, la transacción no le priva del 
derecho posteriormente adquirido. : 

TITULO XI 
De los contratos aleatorios 


2167. - 


Los principales contratos aleatorios son: 
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1?. El contrato de seguros. 
2”. El préstamo a la gruesa. 
3”. El juego, apuesta o suerte. 
4” La constitución de renta vitalicia. 
Los dos primeros pertenecen a la ley comercial. 
CAPITULO I 
Del juego, apuesta y suerte 
2168. - 


El contrato de juego tendrá lugar, cuando dos o más 
personas poniéndose a jugar, se obligan a pagar a la que 
ganare, una suma de dinero u otro objeto determinado. 


Habrá apuesta cuando dos personas, que son de opi- 
nión contraria sobre cualquier materia, convienen que 
aquella cuya opinión resulte fundada, recibirá de la otra 
una suma de dinero o cualquier otro objeto determinado. 


Se aplicará a ta suerte las disposiciones de este capí- 
tulo, si a ella se recurre como apuesta o como juego. 


2169. - 


La ley no acuerda acción alguna para reclamar lo 
ganado al juego o en apuesta. 


Exceptúanse los casos previstos en el artículo 2178. 
2170. - 


La deuda de juego O apuesta no puede compensarse 
ni ser convertida por novación en una obligación civil- 
mente eficaz. 


2171. - 


El que hubiere firmado una obligación que tenía en 
realidad por causa una deuda de juego o de apuesta, 
conserva, a pesar de la indicación de otra causa civil- 
mente eficaz, la excepción concedida por el artículo 
anterior y puede probar por todos los medios, la causa 
real de la obligación. 


2172.- 


Si una obligación de juego o apuesta hubiere sido 
revestida como título a la orden, el que la suscribió debe 
pagarlo al portador de buena fe; pero tendrá acción para 
repetir el importe al que recibió el billete. La entrega de 
éste no equivaldrá a pago que hubiese hecho. (Artículo 
2176). 
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2173.- 


Tampoco hay acción alguna para reclamar el reem- 
bolso del dinero prestado a sabiendas para jugar o para 
apostar. 


2174.- 


El que ha recibido y ejecutado el mandato de pagar 
sumas perdidas en el juego O apuesta, puede exigir del 
mandante el reembolso de ellas; pero si el mandato hu- 
biese sido de jugar por cuenta del mandante o en socie- 
dad de éste con el mandatario, no puede exigirse del 
mandante el reembolso de lo anticipado por el mandata- 
ro. 


2175.- 


El tercero que, sin mandato, hubiese pagado una deu- 
da de juego o apuesta, no goza de acción alguna contra 
aquel por quien hizo el pago. 


2176.- 


El que ha pagado voluntariamente deudas de juego o 
de apuestas no puede repetir lo pagado, a menos que 
hubiese dolo o fraude de parte del ganancioso. (Artícu- 
los.1313 y 1445). 


Habrá dolo en el juego o apuesta, cuando el que 
ganó tenía certeza del resultado o empleó algún artificio 
para conseguirlo. 


2177.- 


Lo pagado por las personas que no tienen la libre 
administración de sus bienes, podrá repetirse en todos 
los casos por sus representantes legales, no sólo de aque- 
llos que ganaron, sino también de aquellos en cuya casa 
tuvo lugar el juego, siendo unos y otros considerados 
como deudores solidarios. 


2178.- 


Las disposiciones precedentes no comprenden las deu- 
das de juego o de apuesta que provengan de ejercicio de 
fuerza, destreza de armas, carreras y otros juegos o apues- 
tas semejantes, los cuales producen acción civilmente 
eficaz, con tal que en ellos no se hayan contravenido a 
alguna ley o reglamento de Policía, 


En caso de contravención, desechará el juez la de- 
manda en el todo. 


2179.- 


Cuando las personas se sirvieren del medio de la 
suerte, no como apuesta o juego, sino para dividir cosas 


394 -C.S. - CAMARA DE SENADORES 


comunes o terminar alguna cuestión, producirá, en el 
primer caso, los efectos de una partición; y en el segun- 
do, los de una transacción, con tal que el convenio cons- 
te de un modo legal. 


2180.- 


Lo dispuesto en este capítulo, se entiende que es sin 
perjuicio de lo que sobre el juego prescriba la ley penal. 


2181.- 


Las loterías y rifas, cuando se permitan, serán regi- 
das por disposiciones especiales o por los reglamentos 
de Policía. : 


CAPITULO Il 
De la constitución de renta vitalicia 
2182.- 


El contrato de renta vitalicia es un contrato aleato- 
rio, en que una persona se obliga, a título oneroso, a 
pagar a otra una renta o pensión periódica, durante la 
vida de cualquiera de estas dos personas o de un tercero. 


Cuando la renta vitalicia se constituye gratuitamen- 
te, no hay contrato aleatorio y se sujetará a las reglas de 
las donaciones y legados, sin perjuicio de regirse por las 
de este capítulo, en lo que fueren aplicables. 


2183.. 


El contrato de renta vitalicia deberá otorgarse, pena 
de nulidad, por escritura pública y no se perfeccionará 
sino por la entrega del precio. 


2184.- 


El precio de la renta vitalicia o lo que se paga por el 
derecho de percibirla, puede consistir en dinero o en 
cosas raíces o muebles, 


La pensión no puede ser sino en dinero. 
2185.- 


Será nula toda cláusula de no poder el acreedor ena- 
jenar su derecho a percibir la renta. 


2186.- 


Una renta vitalicia puede constituirse sobre la vida 
del que da el precio o sobre la de una tercera persona y 
aun sobre la del deudor o sobre varias vidas, Ella puede 
ser creada a favor de una sola persona o de muchas, sea 
conjuntamente o sea sucesivamente. 


2187.. 


Es nulo el contrato, si antes de perfeccionarse, mue- 
re la persona de cuya existencia pende la duración de la 
renta o al tiempo del contrato adolecía de una enferme- 
dad que le haya causado la muerte dentro de los treinta 
días subsiguientes, aunque las partes tuviesen conoci- 
miento de la enfermedad. 


2188.- 


Cuando la renta vitalicia fuese constituida a favor de 
dos o más personas para que la perciban simultánea- 
mente, se debe declarar la parte que corresponde a cada 
uno de los pensionistas y si el que de éstos sobrevive, 
tiene o no derecho de acrecer. A falta de declaración, se 
entenderá que la renta les corresponde por partes iguales 
y que cesa, en relación a cada uno de los pensionistas 
que falleciere. 


2189.. 


St la renta vitalicia es constituida sobre dos o más 
vidas a favor del que da el precio o de un tercero, la 
renta se deberá Íntegra hasta la muerte de todos aquellos 
sobre cuya vida fue constituida. 


2190.- 


Si el deudor no presta las seguridades estipuladas, 
podrá el acreedor pedir que se anule el contrato. 


2191.- 


El acreedor no podrá pedir resolución del contrato 
aun en el caso de no pagársele la pensión ni podrá pedir- 
la el deudor aun ofreciendo restituir el precio y abonar o 
condonar las pensiones devengadas, salvo que los con- 
tratantes hayan estipulado otra cosa. 


2192.- 


En caso de no pagarse la pensión, podrá procederse 
contra los bienes del deudor para el pago de lo atrasado 
y obligarle a prestar seguridades para el pago futuro. 


2193.- 


Para exigir el pago de la renta vitalicia será necesa- 
rio probar la existencia de la persona de cuya vida de- 
pende. 


2194.- 
Si el tercero de cuya existencia pende la duración de 


la renta sobrevive al acreedor, pasará el derecho de éste 
a sus herederos hasta la muerte del tercero. 
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2195.- 


Muerta la persona sobre cuya existencia fue consti- 
tuida la renta vitalicia, se deberá la de todo el año co- 
rriente, sí en el contrato se ha estipulado que se pagase 
con anticipación; y a falta de esta estipulación, se debe- 
rá solamente la parte que corresponda al número de días 
corridos. 


TITULO XU 
Del préstamo 
2196.- 


Hay dos clases de préstamo: el de las cosas fungibles 
y el de las cosas no fungibles. 


El primero se llama mutuo o préstamo de consumo; 
y el segundo comodato o préstamo de uso. 


CAPITULO I 
Del mutuo o préstamo de consumo 
2197.- 


El mutuo o préstamo de consumo, es un contrato por 
el cual se da dinero u otra cosa de las fungibles, con 
cargo de volver otro tanto de la misma especie y cali- 
dad. 


2198.. 


El mutuario se hace dueño de la cosa mutuada, la 
cual perece para él, de cualquier manera que se pierda. 


2199.- 


La obligación que resulta de un préstamo de dinero 
nunca es mayor que la suma numérica enunciada en el 
contrato. Si hay alza o baja de la moneda antes del 
pago, el deudor cumple, no habiendo estipulación con- 
traria, con devolver la suma numérica prestada en la 
moneda corriente al tiempo en que deba verificarse el 


pago. 
2200.- 


El que habiendo firmado un documento por dinero 
prestado, oponga la excepción de dinero no contado, 
tendrá que probarla como cualquiera de las otras excep- 
ciones y sea cual fuere el tiempo en que la oponga. 


2201.- 


Si se han prestado cosas fungibles que no sean dine- 
ro, se deberá devolver igual cantidad de cosas de la 
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misma especie y calidad, sea que el precio de ellas haya 
bajado o subido en el intervalo; y si esto no fuese posi- 
ble o no lo exigiere el acreedor, deberá el mutuario 
pagar lo que valgan en el tiempo y lugar en que ha 
debido hacerse el pago. 


2202.. 


El mutuario está obligado a devolver la cosa mutua- 
da en el plazo y lugar estipulados. 


Si nada se ha estipulado acerca del plazo y lugar en 
que debe hacerse la devolución, debe verificarse luego 
que la reclame el mutuante, pasados diez días de la 
celebración del contrato y en el domicilio del deudor. 
(Artículo 1440). 


2203.- 


Si se ha convenido expresamente que el mutuario 
pagaría cuando pudiese o cuando tuviese medios de ha- 
cerlo y las partes no llegasen a ponerse de acuerdo sobre 
la época del pago, fijará el juez según las circunstancias, 
el tiempo en que deba hacerse aquél. 


2204.- 


El mutuante es responsable de los perjuicios que su- 
fra el mutuario por la mala calidad o vicios ocultos de la 
cosa prestada. 


2205.- 


El mutuo puede ser gratuito y puede también inter- 
venir en él la obligación de pagar interés por la cosa 
prestada. 


Se puede estipular interés en dinero o cosas fungi- 
bles. 


No será válida la estipulación sobre intereses, si no 
constase por escrito. 


Los intereses deberán ser especificados documental- 
mente en forma expresa, con mención concreta de valo- 
res numéricos. Es nula toda estipulación en contrario. 


No obstante, podrá establecerse una tasa variable re- 
ferida a plazas o promedios determinados. 


**La redacción del inc. 4” surge de una adapta- 
ción del Art. 11 incs. 3” y 5” ley N* 14,095 de 17.11.72 

La redacción del inc. 5” surge de una adaptación 
al Art. 2” decreto ley N* 15.226 de 1.12.81 


2206.- 
El interés convencional no tiene más tasa que la que 


se fija en el contrato, sin perjuicio de las limitaciones 
constitucionales y legales. 
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**La última parte del inc. responde al precepto 
constitucional del Art. 52 y a la legislación sobre usu- 
ra 


2207.- 


El interés legal o sea el que la misma ley impone en 
determinados casos, es el de doce por ciento al año. 


En los casos en que sean de aplicación los artículos 
1%, 2” y 3” del decreto-ley N” 14.500 de 3 de marzo de 
1976, la tasa fijada en el inciso precedente será del seis 
por ciento anual. 


**La tasa del 12% fue dada por el Art. 74 de la 
ley N* 13,355 de 17.8.65 


2208.- 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2205, en 
toda estipulación de intereses que no determine la cuota 
o el tiempo en que empezarán a correr, se presume que 
las partes se han sujetado a los intereses legales desde el 
tienpo en que debió satisfacerse el capital. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2205 
2209.- 


Si se ha pagado intereses aunque no estipulados, no 
podrán repetirse ni imputarse al capital. 


2210.- 


Si se ha estipulado intereses y el mutuante ha dado 
carta de pago por el capital sin reservar expresamente 
los intereses, se presumirán pagados. 


2211.- 


El recibo de intereses posteriormente vencidos, dado 
sin condición ni reserva, hace presumir el pago de los 
anteriores. 


2212.- 


La estipulación sobre pago de intereses durante el 
plazo prefijado para que el deudor goce de la cosa pres- 
tada, se entiende prorrogada después de transcurrido 
aquél, por el tiempo que se demore la devolución del 
capital. 


2213.- 


En los casos en que la ley no hace correr expresa- 
mente los intereses o cuando éstos no están estipulados 
en el contrato, la tardanza en el cumplimiento de la 
obligación hace que corran los intereses desde el día de 


la demanda, aunque ésta excediera el importe del crédi- 
to y aunque el acreedor no justifique pérdida o perjuicio 
alguno y el obligado creyese de buena fe no ser deudor. 


2214.- 


En las deudas ilíquidas, los intereses corren desde la 
demanda judicial por la suma del crédito que resulte de 
la liquidación. 


2215.- 


Los intereses no pueden producir intereses sino por 
una convención especial. 


CAPITULO U 
Del comodato o préstamo de uso 
SECCION I 
De la naturaleza del comodato 
2216.- 


El comodato o préstamo de uso es un contrato por el 
cual una de las partes entrega a la otra alguna cosa no 
fungible, mueble o raíz, para que use de ella gratuita- 
mente y se la devuelva en especie. 


Este contrato podrá probarse por testigos, cualquiera 
que sea el valor de la cosa prestada. 


2217.. 


Es prohibido prestar cualquiera cosa para un uso con- 
trario a las leyes o buenas costumbres o prestar cosas 
que están fuera del comercio por nocivas al bien públi- 
co. 


2218.. 


El comodante conserva la posesión y la propiedad o 
el derecho en cuya virtud hace el comodato: el comoda- 
tario adquiere la mera tenencia y el uso, pero no los 
frutos; si interviene algún emolumento pagable por el 
que recibe la cosa para usar de ella, la convención deja- 
rá de ser comodato. 


2219.. 


Las obligaciones y derechos que nacen del contrato 
pasan a los herederos de ambos contratantes, a menos 
que por las circunstancias aparezca que se han hecho en 
contemplación a sólo la persona del comodatario, en 
cuyo caso los herederos de éste no tienen derecho a 
continuar en el uso de la cosa. (Artículo 2233). 
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SECCION !l 
De las obligaciones del comodatario 
2220.- 


El comodatario está obligado a velar como un buen 
padre de familia en la conservación de la cosa prestada. 
El no puede servirse de ella sino para el uso convenido 
o a falta de convención, para el uso ordinario de las 
cosas de su clase. 


En caso de contravención podrá el comodante exigir 
el abono de los daños y perjuicios y la restitución inme- 
diata de la cosa prestada, aunque para la restitución se 
haya estipulado plazo. 


2221.- 


Si por culpa del comodatario la cosa prestada sufrie- 
re un deterioro tal que no sea ya susceptible de emplear- 
la en su uso ordinario, podrá el comodante exigir el 
precio anterior de ella, abandonado su propiedad al co- 
modatario. 


2222.- 


El comodatario no responde de los casos fortuitos o 
de fuerza mayor, si no es: 


1”. Cuando el accidente ha sido precedido de alguna 
culpa suya, sin la cual el daño en la cosa prestada no 
hubiera tenido lugar. 


2”. Cuando la cosa prestada no ha perecido por caso 
fortuito o fuerza mayor, sino porque el comodatario la 
empleó en otro uso o porque la empleó por un tiempo 
más largo que el designado en el contrato. 


3”, Cuando ha podido garantir del accidente la cosa 
prestada, empleando su propia cosa y no se ha servido 
de ésta; o si no pudiendo conservar más que una de las 
dos, ha preferido la suya. 


2223.- 


El comodatario no responde de los deterioros en la 
cosa prestada por efecto del uso legítimo de ella o cuan- 
do la cosa se ha deteriorado por su propia calidad, vicio 
o defecto. 


2224.- 


Si después de haber pagado el comodatario el valor 
de la cosa que se había perdido y de la cual debía res- 
ponder, la recuperase el mismo comodatario o el como- 
dante, no tendrá derecho aquél para repetir el precio 
pagado y obligar a éste a recibirla. 
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Pero el comodante tendrá derecho para exigir la res- 
titución de la cosa y obligar al comodatario a recibir el 
precio pagado. 


2225.- 


El comodatario es obligado a restituir la cosa presta- 
da en el tiempo convenido o a falta de convención, 
después del servicio para que ha sido prestada, salvo lo 
dispuesto en los artículos 2219 y 2234.. 


La restitución deberá hacerse al comodante o a la 
persona que tenga derecho para recibirla a su nombre, 
según las reglas generales. 


2226.- 


El comodatario no puede retener la cosa prestada a 
pretexto de lo que el comodante le debe, aunque sea por 
razón de expensas. (Artículos 1500 y 1509). 


2227.- 


El comodatario no tendrá derecho para suspender la 
restitución, alegando que la cosa prestada no pertenece 
al comodante; salvo que haya sido perdida, hurtada o 
robada a su dueño o que se embargue judicialmente en 
manos del comodatario. 


Si se ha prestado una cosa perdida, hurtada o robada, 
el comodatario que lo sabe y no lo denuncia al dueño, 
dándole un plazo razonable para reclamarla, se hará res- 
ponsable de los daños y perjuicios que de la restitución 
se sigan al dueño. 


Y si el dueño no la reclamare oportunamente, podrá 
hacerse la restitución al comodante. 


El dueño por su parte tampoco podrá exigir la resti- 
tución, sin el consentimiento del comodante o sin decre- 
to del juez. 


2228.- 


Cesa ta obligación de restituir, desde que el comoda- 
tario descubre que él es el verdadero dueño de la cosa 
prestada. 


Pero si el comodante le disputa el dominio, deberá 
restituir, a no ser que se halle en estado de probar, breve 
y sumariamente, que la cosa prestada le pertenece. 


2229.- 


Si los herederos del comodatario, con conocimiento 
del préstamo, hubiesen enajenado la cosa prestada, de- 
berán pagar todo el valor de ella y resarcir los daños y 
perjuicios; y aun podrán ser perseguidos criminalmente 
por abuso de confianza. 
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Si los herederos no tuvieron conocimiento del prés- 
tamo, el comodante podrá a su arbitrio, ejercer la acción 
reivindicatoria de la cosa o exigir de los herederos el 
precio recibido o que le cedan las acciones que en virtud 
de la enajenación les competan. 


223.- 


Si la cosa no perteneciere al comodante y el dueño 
la reclamare antes de terminar el comodato, no tendrá el 
comodatario acción de daños y perjuicios contra el co- 
modante, salvo que éste haya sabido que la cosa era 
ajena y no lo haya advertido el comodatario. 


2231.- 


Todos los comodatarios a quienes se presta conjun- 
tamente una cosa, responden solidariamente por la resti- 
tución o daño sufrido en ella. 


2232.- 


Los gastos hechos por el comodatario para servirse 
de la cosa que tomó prestada, no puede repetirlos. 


SECCION HI 
De las obligaciones del comodante 
2233.- 


El comodante debe dejar al comodatario o a sus 
herederos el uso de la cosa prestada durante el tiempo 
convenido o hasta que el servicio para que se prestó 
fuese hecho; salvo la excepción contenida en el artículo 
2219 y la que se va a expresar en el siguiente. 


2234.- 


Si antes de llegado el plazo o de concluirse el uso 
para que se prestó la cosa, sobreviene al comodante 
alguna irmprevista y urgente necesidad de la misma cosa, 
podrá exigir del comodatario su restitución. 


2235.- 


El comodante debe abonar las expensas extraordina- 
rias causadas durante el contrato para la conservación de 
la cosa prestada, siempre que el comodatario lo ponga 
en su conocimiento antes de hacerlas, salvo cuando fue- 
ren tan urgente que no pueda anticipar el aviso sin grave 
peligro. 


2236.- 


El comodante que conociendo los vicios o defectos 
ocultos de la cosa prestada no previno de ellos al como- 


datario, responde a éste de los daños que por esa causa 
sufriere. 


2237.. 


El comodato toma el nombre de precario, si el co- 
modante se reserva la facultad de pedir la restitución de 
la cosa prestada en cualquier tiempo. 


2238.- 


Se entiende precario cuando no se presta la cosa 
para un servicio particular ní se fija tiempo para su 
restitución. 


Constituye también precario la tenencia de una cosa 


ajena, sin previo contrato y por ignorancia o mera tole- 
rancia del dueño. 


TITULO XII 
Del depósito 
CAPITULO I 

Del depósito en general y de sus diversas especies 

2239.- 

El depósito en general es un acto (artículo 2287, 
inciso 3%) por el cual alguno recibe una cosa ajena con 
la obligación de guardarla y de restituirla en especie. 

La cosa depositada se llama también depósito. 


2240.- 


El depósito es de dos maneras: el depósito propia- 
mente dicho y el secuestro. 


El primero es un contrato en que una de las partes 
entrega a la otra una cosa para que la guarde y la restitu- 
ya en especie a voluntad del depositante. 


2241.- 


Pueden ser objeto del depósito las cosas muebles o 
raíces, aunque, por Jo general, sólo se verifica en las 
primeras. 


2242.- 


El depósito es ordinariamente gratuito; pero puede 
intervenir salario, sin que el contrato degenere. 


2243..- 
No se transfiere por el depósito la propiedad de la 


cosa, que, con todos los derechos que de ella ernanan, 
permanece en el depositante. 
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2244.. 


El depósito propiamente dicho es voluntario o nece- 
sario. 


CAPITULO Ill 
Del depósito voluntario 
SECCION I 
De la naturaleza del depósito voluntario 
2245.- 


El depósito voluntario se forma por el consentimien- 
to recíproco del depositante y depositario, sin que dé 
ocasión a él una calamidad. 


2246.- 


La prueba del depósito voluntario se regirá por lo 
dispuesto en los artículos 1594 y siguientes. 


2247.- 


Cuando, según los mencionados artículos, deba otor- 
garse el contrato por escrito y se hubiere omitido esta 
formalidad, será creído el depositario por su declara- 
ción, tanto sobre el hecho mismo del depósito, como 
sobre la cosa que formaba su objeto y sobre su restitu- 
ción. 


2248.- 


No habiendo contestación sobre el hecho del depósi- 
to y sólo sí sobre su autor, podrá probarse esto por 
testigos. 


2249.- 


El error acerca de la sustancia, calidad o cantidad de 
la cosa depositada, no invalida el contrato. 


El depositario, sin embargo, descubriendo que la guar- 
da de la cosa depositada le acarrea peligro, podrá resti- 
tuir inmediatamente el depósito, 


2250.- 


El depósito voluntario no puede tener pleno efecto 
sino entre personas capaces de contratar. 


Si no lo fuera el depositante, el depositario, sin em- 
bargo, contraerá todas las obligaciones de tal. 


Y si no lo fuere el depositante, el depositario, sin 
embargo, contraerá todas las obligaciones de tal. 
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Y si no lo fuere el depositario, el depositante tendrá 
sólo acción para reclamar la cosa depositada mientras 
esté en poder del depositario y a falta de esta circunstan- 
cia, tendrá sólo acción personal contra el depositario 
hasta concurrencia de aquello en que por el depósito se 
hubiese hecho más rico, quedándole a salvo el derecho 
que tuviere contra terceros poseedores y sin perjuicio de 
la pena que las leyes impongan al depositario en caso de 
dolo. 


SECCION U 
De las obligaciones del depositario 
2251.- 


El depositario está obligado a guardar la cosa y resti- 
tuirla al depositante siempre que se la pidiere: su res- 
ponsabilidad, en cuanto a la guarda y pérdida de la cosa, 
se regirá por lo dispuesto en el Capítulo 1, Título II, 
Parte Primera de este Libro. 


Es aplicable al depósito, la diferencia que establece 
el inciso 2” del artículo 2065. 


2252.- 


Es obligación del depositario dar aviso al depositan- 
te de las medidas y gastos que sean de necesidad para la 
conservación de la cosa y de hacer aquellos gastos que 
tengan el carácter de urgentes, los que serán a cuenta 
del depositante. 


Faltando a estas obligaciones, será responsable de 
los daños y perjuicios que su omisión causare. 


2253.- 


El depositario no puede servirse de la cosa deposita- 
da, sin permiso expreso del depositante. 


En caso contrario, responderá de los daños y perjui- 
cios. 


2254.- 


Cuando el depositario tiene permiso de servirse O 
usar de la cosa depositada, el contrato cambia de natura- 
leza y ya no es depósito, sino préstamo o comodato. 


No se presumirá concedido este permiso en ningún 
caso, si no consta expresamente. 


2255.- 
Cuando las cosas depositadas se entregan cerradas y 


selladas, debe restituirlas el depositario en la misma for- 
ma y responderá de los daños y perjuicios si ha sido 
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forzado el sello o cerradura por su culpa, en cuyo caso 
se estará a la declaración del depositante en cuanto al 
valor de lo depositado. 


Si esto acaeció sin culpa del depositario, incumbe al 
depositante la prueba del valor de lo depositado. 


En todo caso de fractura o forzamiento, se presumirá 
culpa en el depositario, salva a éste la prueba de que no 
la hubo. 


2256.- 


El depositario no debe violar el secreto de un depósi- 
to de confianza ni podrá ser obligado a revelarlo. 


2257.- 


El depositario debe devolver la cosa en el estado en 
que se halla al tiempo de la restitución. Los deterioros 
que no provengan de culpa suya, son de cuenta del de- 
positante. 


2258.- 


La cosa depositada ha de ser devuelta con todos sus 
frutos y accesiones. 


Consistiendo el depósito en dinero, se aplicará al 
depositario lo dispuesto para con el mandatario en el 
artículo 2073. 


2259.- 


Cuando el depositario no sea responsable del caso 
fortuito o fuerza mayor, si a consecuencia de accidente, 
recibe el precio de la cosa depositada u otra en lugar de 
ella, es obligado a restituir al depositante lo que se le 
haya dado. 


2260.- 


El heredero del depositario, cuando ha vendido con 
buena fe la cosa mueble que no sabía fuese depositada, 
cumple con entregar el precio que hubiese recibido o 
ceder su acción contra el comprador, si aún no la hubie- 
re pagado. 


Lo cual se entenderá sin perjuicio de la acción rei- 
vindicatoria que corresponda al depositante. 


2261.- 


Las reglas de los artículos 2227 y 2228 son aplica- 
bles al depósito. 


2262.- 


El depositario no debe restituir la cosa sino al que se 
la entregó o a aquel en cuyo nombre se hizo el depósito 
o fue designado para recibirla. 


2263.- 


En caso de haber muerto el depositante, ta devolu- 
ción deberá hacerse a su heredero, aunque al constituir- 
se el depósito se hubiere indicado un tercero para la 
devolución. 


St hay dos o más herederos y no se ha hecho la 
partición, deberán ponerse de acuerdo sobre ta devolu- 
ción del depósito; después de la partición, será devuelto 
al que, según la misma, resulte tener derecho. 


2264.- 


Si son dos o más los depositantes y no se ha indica- 
do el que haya de recibir el depósito, deberán ponerse 
de acuerdo sobre el particular. 


A falta de ese acuerdo, el depositario deberá poner la 
cosa depositada a la orden del juez. 


2265.- 


Si el depositante ha mudado de estado, por ejemplo 
siendo mayor de edad ha sido puesto bajo curaduría, 
sólo debe entregarse el depósito al que tiene la adminis- 
tración de los bienes y derechos del depositante. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 1” de la 
ley N” 10,783 de 18.9.46 


2266.- 


Si el depósito ha sido hecho por un tutor u otro 
administrador cualquiera de negocios ajenos, en una de 
esas calidades, sólo puede ser devuelto a la persona a 
quien representaba ese tutor o administrador, si su repre- 
sentación ha concluido. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 2” de la 
ley N” 10.783 de 18.9.46 


2267.- 


Si el contrato de depósito designa el lugar en que 
debe hacerse la devolución, los gastos de transporte son 
de cuenta del depositante. 


Si el contrato no designa el lugar para la devolución, 
debe hacerse donde se verificó el depósito o donde la 
cosa se halla, sin dolo por parte del depositario. 
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2268.- 


El depósito debe ser restituido al depositante cuando 
quiera que lo reclame, aunque en el contrato se haya 
fijado un plazo o tiempo determinado para la restitu- 
ción. 


Esta disposición se entiende sin perjuicio de lo que 
se prescribe en el artículo 2261. 


2269.- 


El depositario que tiene justos motivos para descar- 
garse de la guarda de la cosa, podrá, aun antes del tér- 
mino designado en el contrato, restituirla al depositante; 
y si éste lo resiste, podrá obtener del juez su consigna- 
ción. 


2270.- 


El depositario no puede compensar la obligación de 
devolver el depósito con ningún crédito suyo ni por otro 
depósito que él hubiese hecho al depositante, aunque 
fuese de mayor suma o de cosa de más valor. 


2271.- 


El depositario podrá retener la cosa depositada en 
razón de las expensas que haya hecho para la conserva- 
ción de la cosa (artículo 2252); pero no por el pago del 
salario que se hubiere estipulado ni por perjuicios que el 
depósito le hubiere causado ni por ninguna otra causa 
extraña al depósito. 


SECCION HI 
De las obligaciones del depositante 

2272.- 

El depositante está obligado a reembolsar al deposi- 
tario todos los gastos que hubiese hecho para la conser- 
vación de la cosa depositada y a indemnizarle de todos 
los daños y perjuicios que se le hayan ocasionado por el 
depósito. 

CAPITULO Il 
Del depósito necesario 
2273.- 
Depósito necesario, que también se llama miserable, 


es el que se hace por ocasión de alguna calamidad, como 
incendio, ruina, saqueo, naufragio u Otras semejantes. 
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2274.- 


En el depósito necesario se admite la prueba por 
testigos, aunque se trate de cantidad de 100 Unidades 
Reajustables o más. (Artículo 1599, número 2). 


2275.- 


Si una persona adulta que no tiene la libre adminis- 
tración de sus bienes, pero que está en su sana razón, se 
hace cargo de un depósito necesario, responderá de €l 
aunque para recibirlo no haya sido autorizada por su 
representante legal. 


2276.- 


En todo lo demás, el depósito necesario se regirá por 
las reglas del voluntario. 


2277.- 


Los equipajes que los transeúntes o viajeros introdu- 
cen en una posada, con conocimiento del posadero o de 
sus dependientes, se miran como depositados bajo la 
custodia del dueño del establecimiento. Este depósito se 
asemeja al necesario y se le aplican los artículos 2274 y 
siguientes. 


2278.- 


El posadero es responsable de todo daño que se cau- 
se a dichos equipajes por culpa suya o de sus dependien- 
tes o de dos extraños que visiten la posada y hasta de los 
hurtos y robos; pero no responde de fuerza mayor o caso 
fortuito, salvo que se le pueda imputar culpa o dolo. 


2279.- 


El posadero es además obligado a la seguridad de los 
efectos que el transeúnte o viajero conserva alrededor de 
sí. Bajo este respecto, es responsable del daño causado o 
del hurto o robo cometido por los mozos o sirvientes de 
la posada o por personas extrañas, que no sean familia- 
res O visitantes del alojado. 


2280.- 
El transeúnte o viajero que se queje de daño, hurto o 
robo, deberá probar el número, calidad y valor de los 


objetos desaparecidos. 


El juez estará autorizado para rechazar la prueba 


- testimonial ofrecida por el demandante, cuando éste no 


le inspire confianza O las circunstancias le parezcan sos- 
pechosas. 
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2281.- 


El viajero que trajere consigo efectos de gran valor, 
de los que generalmente no llevan consigo los transeún- 
tes o viajeros, deberá hacerlo saber al posadero y aun 
mostrarle dichos efectos, si lo exigiere, para que se em- 
plee especial cuidado en su custodia; y de no hacerto 
así, el posadero no será responsable de la pérdida. 


2282.- 


Si el hecho fuere de algún modo imputable a negli- 
gencia del transeúnte o viajero, será absuelto el posade- 
ro. 


2283.. 


El posadero no se eximirá de la responsabilidad que 
le imponen los artículos precedentes, por medio de sus 
reglamentos, programas o avisos que pusiere, anuncian- 
do que no responde de los efectos introducidos en la 
posada mi de otro modo alguno que no sea por una 
convención especial, firmada por las partes. 


2284.- 


Lo dispuesto por los artículos anteriores se aplica a 
los administradores de fondas, hoteles, cafés, casas de 
billar y otros establecimientos, cualquiera que sea su 
denominación, en que se dé alojamiento a los transeún- 
tes O viajeros. 


CAPITULO IV 
Del secuestro 

2285.- 

El secuestro es el depósito de una cosa que se dispu- 
tan dos o más individuos, en manos de otro que se 
obliga a restituirla, concluido el pleito, al que según la 
sentencia deba obtenerla. 

El depositario se llama secuestre. 

2286.- 

El secuestro se gobierna por las reglas del depósito 
voluntario, salvo las que se expresan en los artículos 
siguientes y lo que disponga la ley procesal. 

2287.- 


El secuestro es convencional o judicial. 


El convencional se constituye por el solo consenti- 
miento de los litigantes. 


El judicial se constituye por decreto del juez y no ha 
menester otra prueba. 


2288.. 


Los depositantes contraen para con el secuestre las 
mismas obligaciones que el depositante respecto del de- 
positario, por lo que toca a los gastos y daños que le 
haya causado el secuestro. 


2289.- 


Si el secuestre perdiere la tenencia de la cosa, podrá 
reclamarla contra toda persona, incluso cualquiera de 
los depositantes que la haya tomado sin consentimiento 
del otro o sin decreto del juez, según el caso fuere. 


229.- 


El secuestre de un inmueble tiene, relativamente a 
su administración, las facultades y deberes de mandata- 
rio y deberá dar cuenta de sus actos al futuro adjudicata- 
rio. 


2291.- 


Mientras no recaiga sentencia de adjudicación pasa- 
da en autoridad de cosa juzgada, no podrá el secuestre 
exonerarse de su cargo sino por una necesidad imperio- 
sa, de que dará aviso a los depositantes, si el secuestro 
fuere convencional o al juez, en el caso contrario, para 
que dispongan su relevo. 


Podrá también cesar, antes de dicha sentencia, por 


voluntad unánime de las partes, si el secuestro fuere 
convencional o por decreto del juez, en el caso contra- 


Fo. 
TITULO XIV 
Del contrato de prenda 


2292.- 


Por el contrato de prenda se entrega una cosa mue- 
ble a un acreedor para la seguridad de su crédito. 


La cosa entregada se llama prenda. 


El acreedor que la toma se llama acreedor prenda- 
rio. 


2293.- 


El contrato de prenda supone siempre una obligación 
principal a que accede. 
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2294.- 


Puede dar prenda legalmente, el que tiene derecho 
de enajenar la cosa, 


Vale sin embargo, la prenda de cosa ajena, cuando el 
dueño, capaz de contratar, presta su ratificación o estan- 
do delante calla y no contradice. 


2295.. 


La prenda puede ser constituida por una deuda even- 
tual o condicional, siendo a cargo del acreedor la prueba 
de haberse cumplido la condición. 


2296.- 


La prenda puede constituirse no sólo por el deudor, 
sino por un tercero cualquiera que hace este servicio al 
deudor. 


2297..- 


La prenda confiere al acreedor el derecho de hacerse 
pago en la cosa dada en prenda, con preferencia a los 
demás acreedores en caso de concurso, con tal que me- 
dien las circunstancias requeridas en el Título De la 
graduación de acreedores. 


Pero entre acreedor y deudor o no tratándose de pre- 
ferencia respecto de tercero, la prueba del contrato de 
prenda seguirá las reglas generales, 


2298.- 


Se puede dar en prenda un crédito entregando el 
título; pero será necesario que el acreedor lo notifique al 
deudor del crédito consignado en el título, prohibiéndole 
que lo pague en otras manos. 


El acreedor a quien se haya dado crédito en prenda 
podrá cobrarlo en juicio o fuera de él, en la misma 
forma en que podría verificarlo el que lo empeñó. 


2299.- 


El acreedor a quien se ha prometido prenda, tiene 
derecho de exigir al deudor que se la entregue y no 
pudiendo verificarlo por haberla enajenado o perdido, 
estará obligado a dar otra en su lugar. 


2300.- 


En todos los casos, el acreedor no adquiere el dere- 
cho de prenda, sino en cuanto la cosa ha sido entregada 
y ha permanecido en su poder o en el del tercero en 
quien las partes convinieron o que fue designado por el 
juez. 
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2301.- 


Nadie puede apoderarse por autoridad propia de la 
cosa de su deudor por vía de prenda, a no ser que expre- 
samente se le hubiere conferido esa facultad por el deudor. 


Tampoco se puede retener una cosa del deudor en 
seguridad de la deuda sin su consentimiento, excepto en 
los casos que las leyes expresamente designan. (Artículo 
1854). 


2302.- 


El acreedor que pierde la tenencia de la prenda, ten- 
drá acción para reclamarla contra cualquier persona, sin 
exceptuar al deudor, mientras estuviere pendiente el pago 
de la deuda. 


2303.- 


Si la cosa dada en prenda no pertenece al deudor 
sino a un tercero que no ha consentido en el empeño, 
subsiste sin embargo el contrato mientras no la reclama 
su dueño; a menos que el acreedor sepa haber sido per- 
dida, hurtada o robada, en cuyo caso se aplicará a la 
prenda lo dispuesto en el artículo 2227. 


Si el dueño reclama la cosa empeñada sin su consen- 
timiento y se verificare la restitución, el acreedor podrá 
exigir que se le entregue otra prenda de igual valor o se 
le otorgue otra caución competente; y en defecto de una 
y de otra, se le pague inmediatamente su crédito, aun- 
que haya plazo estipulado para el pago. 


2304.- 


El acreedor es obligado a guardar y conservar la 
prenda como buen padre de familia y responde de los 
deterioros que la prenda haya sufrido por su hecho o 
culpa. 


No puede servirse de la prenda en manera alguna, si 
el deudor no le ha concedido expresamente el derecho 
de hacerlo. Bajo este respecto, sus obligaciones son las 
mismas que las del depositario. 


2305.- 


El deudor no podrá reclamar la restitución de la pren- 
da en todo o en parte, mientras no haya pagado la totali- 
dad de la deuda en capital e intereses y en su caso las 
expensas de conservación de la prenda: si el acreedor 
abusare de ésta, se pondrá en secuestro. 


2306.- 


En los contratos de préstamo se considerará como 
legal todo lo que en ellos dispongan las partes contra- 
tantes, excepto cuando por sus disposiciones se afecte la 
mora! y el orden público. 
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Es nula toda cláusula que prive al acreedor de la 
facultad de pedir la venta de la cosa dada en prenda. 


2307.. 


Vencido el término estipulado en el contrato, podrá 
el acreedor solicitar la venta en subasta pública o la 
adjudicacón por el precio mínimo admisible a un tercero. 


Si no hay término estipulado, podrá solicitar la venta 
transcurridos diez días después de la interpelación hecha 
al deudor para que cumpla la obligación. 


2308.- 


En el caso de haberse pactado entre acreedor y deu- 
dor prendario, que si al vencimiento de la obligación 
ésta no fuese satisfecha, podrá el acreedor realizar extra- 
judicialmente la prenda; si ésta es de un valor de Bolsa, 
cualquiera que sea su especie, se entregará a un corredor 
de número para su venta; y tratándose de cualquier otra 
clase de bienes muebles, a un rematador público al mis- 
mo fin. 


2309.- 


La cuenta de venta del rematador público y el boleto 
del corredor de número serán los comprobantes exigi- 
bles para certificar el resultado de las operaciones a que 
se refiere el artículo anterior. 


2310.- 


Con el producto de la venta realizada se cubrirá el 
acreedor de su crédito sin intervención del deudor y le 
entregará a éste el excedente, si lo hubiese; si el deudor 
se rehusase a recibirlo, lo consignará en la forma esta- 
blecida para las consignaciones en general. 


2311.- 


Contra el procedimiento establecido en el artículo 
anterior, no se admitirá recurso alguno judicial de efecto 
suspensivo; y el deudor que algo tuviese que reclamar, 
sólo podrá hacerlo en vía ordinaria. 


2312.- 


Mientras no se ha consumado la venta o la adjudica- 
ción prevenida en los artículos anteriores, podrá el deu- 
dor pagar la deuda, con tal que sea completo el pago, 
incluyéndose los gastos que la venta o la adjudicación 
hubiesen ya ocasionado. 


2313.. 


En el caso de venta judicial, sí el valor de la prenda 
no excediere de 100 Unidades Reajustables, podrá el 


juez, a petición del acreedor, adjudicársela por su tasa- 
ción sin que se proceda a subastarla. 


2314.- 


Si vendida o adjudicada la prenda, su precio no al- 
canzare a cubrir la deuda, se imputará primero a los 
intereses y gastos y el resto al capital; observándose en 
caso de ser dos o más las deudas, lo dispuesto en el 
Título De los modos de extinguirse las obligaciones, 
Capítulo [, Sección HI De la imputación de la paga. 


2315.- 


Una vez satisfecho el crédito en todas sus partes, 
deberá restituirse la prenda; pero el acreedor podrá rete- 
nerla si tuviere contra el mismo deudor otros créditos 
que reúnan los requisitos siguientes: 


1”, Que sean líquidos y ciertos. 


2”. Que se hayan contraído después que la obliga- 
ción para la cual se constituyó la prenda. 


3”. Que se hayan hecho exigibles antes del pago de 
esta obligación. 


2316.- 


La restitución de la prenda deberá hacerse con los 
aumentos que haya recibido de la naturaleza o del tiem- 
po y si ha dado frutos, podrá imputarlos el acreedor al 
pago de la deuda, dando cuenta de ellos. 


2317.- 


La prenda es indivisible, aunque la deuda se divida 
entre los herederos del deudor o del acreedor. 


En consecuencia, el heredero del deudor que ha pa- 
gado su parte de la deuda, no puede reclamar la restitu- 
ción de la prenda, mientras la deuda no esté completa- 
mente pagada; y recíprocamente, el heredero del acree- 
dor que ha recibido parte de la deuda, no puede entregar 
la prenda en todo o en parte, con perjuicio de los here- 
deros que no han sido pagados. 


2318.- 


Ofreciéndose el deudor a redimir la prenda, pagando 
toda la deuda con arreglo a lo dispuesto en este Título o 
consignando su importe total en juicio, está obligado el 
acreedor, so pena de daños y perjuicios, a la entrega 
inmediata de la cosa. 


2319.- 


El acreedor prendario que de cualquier modo enaje- 
nare o negociare la cosa dada en prenda, sin observar las 
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formas establecidas en el presente Título, incurrirá en la 
pena del delito de apropiación indebida, sin perjuicio de 
la indemnización del daño. 


**Redacción adaptada al Código Penal de 1934 
2324).- 


Se extingue el derecho de prenda por la destrucción 
completa de la cosa; por haber pasado su propiedad al 
acreedor; y cuando en virtud de una condición resoluto- 
ria, pierde su dominio el que la había dado en empeño; 
pero en este caso, el acreedor de buena fe tiene el mis- 
mo derecho que en el caso de haberse empeñado una 
cosa ajena que se restituye. (Artículo 2303). 


2321.- 


Respecto de los montes de piedad y demás estableci- 
mientos autorizados para prestar sobre prendas, se ob- 
servarán las leyes y reglamentos que les conciernan y 
subsidiariamente las disposiciones de este Título. 


Los contratos previstos en las leyes Nos. 5.649 de 21 
de marzo de 1918, 8.292 de 24 de setiembre de 1928 y 
12.367 de 8 de enero de 1957, quedan sujetos a las 
normas respectivas. 


**Se agrega el inc. 2” para contemplar la existen- 
cia de leyes especiales comúnmente conocidas como 
prenda sin desplazamiento 


TÍTULO XV 
De la hipoteca 
2322. - 


La hipoteca es un derecho de prenda constituido por 
convención y con las formalidades de la ley, sobre de- 
terminados bienes raíces, que no por eso dejan de per- 
manecer en poder del deudor. 


2323. - 


La hipoteca deberá otorgarse por escritura pública e 
inscribirse además en el Registro respectivo, sin cuyos 
requisitos no tendrá valor alguno ni se contará su fecha 
sino desde la inscripción. 


2324. - 


Los contratos hipotecarios celebrados en país extran- 
jero producirán hipoteca sobre los bienes situados en la 
República, con tal que se inscriban en el competente 
Registro. 
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2325. - 


Si la constitución de la hipoteca adolece de nulidad 
relativa y después se valida por el transcurso del tiempo 
o la ratificación, la fecha de la hipoteca será siempre la 
fecha de la inscripción. 


2326. - 


La hipoteca podrá otorgarse bajo condición y desde 
O hasta cierto día. 


Otorgada bajo condición suspensiva o desde cierto 
día, no valdrá sino desde que se cumpla la condición o 
desde que llegue el día; pero cumplida la condición o 
llegado el día, será su fecha la misma de la inscripción. 


Podrá asimismo otorgarse en cualquier tiempo, antes 
o después de los contratos a que acceda y correrá desde 
que se inscriba. 


2327. - 


No podrá constituirse hipoteca sino por la persona 
que sea capaz de enajenar o en caso de incapacidad, con 
los requisitos necesarios para la enajenación. 


Pueden obligarse hipotecariamente los bienes pro- 
pios para la seguridad de una obligación ajena; pero no 
habrá acción personal contra el dueño, si éste no se ha 
sometido expresamente a ello. 


2328. - 


El dueño de los bienes hipotecados podrá siempre 
enajenarlos, haya o no pacto en contrario. 


Podrá también arrendarlo o darlo en anticresis sin 
consentimiento del respectivo acreedor hipotecario, cuan- 
do el plazo del arriendo o anticresis no exceda de cuatro 
años. Los contratos que realice con violación de esta 
disposición serán nulos. 


Sólo el acreedor hipotecario o quien lo suceda en sus 
derechos, podrá solicitar esa anulación. 


**El texto de los incs. 2 y 3 surge del Art. 52 incs. 
2 y 3 de la ley N* 10.793 de 25.9.46 


2329, - 


Los que no tienen en la cosa sino un derecho even- 
tual, limitado o rescindible, sólo pueden constituir hipo- 
teca sujeta a las mismas condiciones o limitaciones a 
que lo estaba el derecho del constituyente. 


Si el derecho está sujeto a una condición resolutoria, 
se observará lo dispuesto en el artículo 1430, 
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233). - 


El comunero puede hipotecar su cuota antes de la 
división de la cosa común; pero verificada la división, la 
hipoteca afectará solamente los bienes que en razón de 
dicha cuota se adjudiquen si fueren hipotecables; si no 
lo fueren, caducará la hipoteca. (Artículos 1151, 2334 
número 3 y 2322). 


Sin embargo, podrá subsistir la hipoteca sobre los 
bienes adjudicados a los otros partícipes, si éstos consin- 
tieren en ello y así constare por escritura pública, de que 
se torne razón al margen de la inscripción hipotecaria. 


2331. - 


La hipoteca no podrá tener lugar sino sobre bienes 
raíces que se posean en propiedad o usufructo y sobre 
naves, aeronaves o diques flotantes. (Artículo 2329). 


Las reglas particulares relativas a la hipoteca de na- 
ves, aeronaves o de los diques flotantes se establecen en 
las leyes correspondientes. 


**Texto dado por el Art. 3” de decreto-ley 
N” 15.080 de 18.11.80 


2332. - 
Los bienes futuros no pueden hipotecarse. 
2333, - 


No puede hipotecarse, para seguridad de una deuda, 
bienes por más valor que el del duplo del importe cono- 
cido o estimativo de la obligación, cuyo importe se de- 
terminará en la escritura inequívocamente. 


2334. - 
La inscripción de la hipoteca deberá contener: 


1”. El nombre, apellido y domicilio del acreedor y 
las mismas designaciones relativamente al deudor y a 
los que en representación del uno o del otro requieran la 
inscripción, Í 


2”. La fecha y la naturaleza del contrato a que acce- 
da la hipoteca y el archivo en que se encuentre. 


3". La situación de la finca hipotecada y sus linderos 
o.si es nave, aeronave o dique flotante, las designacio- 
nes específicas de ella. 


47. La suma determinada a que se extiende la hipote- 
ca. 


5”. La fecha de la inscripción y la firma del escriba- 
no encargado del registro respectivo. 


**La redacción del N” 3 está adaptada al texto del 
decreto-ley N* 15.080 de 18.11.80 


2335, - 


La hipoteca de una cosa se extiende a todos los 
accesorios y mejoras que le sobrevengan. También se 
extiende a la indemnización debida por los aseguradores 
de la cosa hipotecada. 


Afecta, asimismo, los frutos de cualquiera especie 
pendientes al tiempo de ejercer el acreedor sus derechos 
hipotecarios. 


2336. - 
La hipoteca es indivisible. 


En consecuencia, cada una de las cosas hipotecadas 
a una deuda y cada parte de ellas, son obligadas al pago 
de toda la deuda y de cada parte de ella. 


2337. - 


El acreedor hipotecario, cuando haya llegado el tiem- 
po del pago, tiene derecho a hacer vender judicialmente 
la cosa hipotecada en subasta pública o a que se le 
adjudique a falta de postura legalmente admisible, por 
el precio mínimo en que un tercero habría podido rema- 
tarla con arreglo a la ley. 


2338. - 


Es nula toda ciáusula que autorice al acreedor a apro- 
piarse la cosa hipotecada o a disponer de ella privada- 
mente. 


Es también nula la que prive al acreedor de la facul- 
tad de pedir la venta de la cosa, aun cuando el crédito 
sea líquido y exigible. 


2339. - 


Si la finca se perdiese o deteriorase en términos de 
no ser suficiente para la seguridad de la deuda, tendrá 
derecho el acreedor a que se mejore la hipoteca, a no ser 
que consienta que se le dé otra seguridad equivalente; y 
en defecto de ambas cosas, podrá demandar el pago 
inmediato de la deuda, aunque no esté cumplido el plazo. 


2340. - 
La hipoteca da derecho al acreedor de perseguir la 


finca hipotecada, sea quien fuese el que la posea y a 
cualquier título que la haya adquirido. 
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Sin embargo, esta disposición no tendrá lugar contra 
el tercero que haya adquirido los bienes hipotecados en 
subasta judicial, practicada con citación personal de los 
acreedores que tengan constituidas hipotecas sobre la 
misma finca. 


2341. - 


Ej tercer poseedor reconvenido para el pago de la 
hipoteca, constituida sobre la finca que después pasó a 
sus Manos con este gravamen, no tendrá en ningún caso 
el beneficio de excusión. 


Haciendo el pago el tercer poseedor, se subroga ple- 
namente en los derechos del acreedor. 


Si fuere desposeído de la finca, será plenamente in- 
demnizado por el deudor con inclusión de las mejoras 
que haya hecho. 


2342. - 


Es facultativo de las partes contratantes establecer 
en la escritura de hipoteca el precio del inmueble hipo- 
tecado para el caso de la ejecución y la renuncia de los 
trámites del juicio ejecutivo. En tal caso, si la renuncia 
estuviera acompañada de la fijación del precio del in- 
mueble, la almoneda podrá verificarse, por las dos ter- 
ceras partes del precio fijado en la escritura, aun cuando 
el inmueble hipotecado haya adquirido mayor valor con 
el tiempo. 


**Redacción adaptada al texto del Art. 377 inc. 2 
y 379 y ss. del Código Gral. del Proceso 


2343. - 


Si el mayor valor proviene de las mejoras hechas por 
el deudor o su causa-habiente con anuencia del acree- 
dor, el importe de las mejoras se unirá al precio fijado 
en la escritura al celebrarse la almoneda. Si las mejoras 
se han hecho sin anuencia del acreedor, no tendrá dere- 
cho el deudor o su causa-habiente a que el importe de 
las mejoras se tome en cuenta para la almoneda ni el 
causa-habiente, en el caso del artículo 2341, inciso 3, 
podrá pretender indemnización por dichas mejoras. 


2344. - 


Si la renuncia de los trámites del juicio ejecutivo no 
está acompañada de la fijación del precio del inmueble, 
se establecerá éste por tasación, con arreglo a la ley 
procesal. 


2345. - 


Si en la escritura de obligación las partes hubiesen 
convenido que la venta se verifique al mejor postor, se 
hará así. 
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2346. - 


Realizada la almoneda, en el caso de renuncia de los 
trámites del juicio ejecutivo, según los artículos anterio- 
res, el deudor podrá hacer valer en juicio ordinario los 
derechos que le asistan a causa de la ejecución, pero sin 
que por eso deja de quedar firme y subsistente la venta 
del inmueble hecha en almoneda a favor de un tercero, 


2347. - 


La hipoteca se extingue con la obligación principal y 
por todos los medios por que se extinguen las demás 
obligaciones. 


Se extingue, asimismo, por la resolución del derecho 
del constituyente; por la llegada del día hasta el cual fue 
constituida; y en el caso excepcional del artículo 2340, 
inciso 2”. 


Se extingue además por la cancelación que el acree- 
dor otorgare por escritura pública, de que se tome razón 
al margen de la inscripción hipotecaria. 


Todo interesado en obtener la cancelación de ins- 
cripción de hipotecas, que se encuentre imposibilitado 
para lograrlo por la vía extrajudicial, podrá solicitarlo en 
la vía judicial. Se consideran casos de imposibilidad 
respecto del acreedor, entre otros, los de fallecimiento, 
resistencia, ausencia, concurso, quiebra, incapacidad y 
similares. 


**El texto del último inciso corresponde al Art. 1” 
del decreto-ley N” 14.857 de 15.12.78 


2348. - 

La prescripción para que se extinga la hipoteca, ha 
de ser de treinta años, en cualquiera mano que estén los 
bienes hipotecados. 

TITULO XVI 
De las anticresis 


2349. - 


La anticresis es un contrato por el que se entrega al 
acreedor una cosa raíz para que se pague con sus frutos. 


2350. - 


La anticresis no produce efecto, si no consta por 
escritura pública. 


2351. - 


Es aplicable a la anticresis lo que respecto de la 
prenda se dispone en el artículo 2294, inciso 1*. 
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2352. - 


El acreedor anticrético no adquiere derecho real so- 
bre la cosa ni vale la anticresis contra los derechos rea- 
les ni en perjuicio de los arrendamientos constituidos 
anteriormente en la finca. 


Pero serán obligados a respetar el derecho del acree- 
dor anticrético, todos aquellos a quienes se transfiera el 
derecho del dueño de la cosa con posterioridad a la 
constitución de la anticresis, siempre que ésta se haya 
inscrito en el Registro correspondiente. 


2353, - 


Podrá darse al acreedor en anticresis el inmueble 
anteriormente hipotecado al mismo acreedor; y podrá 
asimismo hipotecarse al acreedor con las formalidades y 
efectos legales, el inmueble que se le ha dado en anticresis. 


2354, - 


El acreedor anticrético goza de los mismos derechos 
que el arrendatario para el abono de las mejoras, perjui- 
cios y gastos; y está sujeto a las mismas obligaciones 
relativamente a la conservación de la cosa. 


2355. - 


El acreedor no se hace dueño del inmueble por ta 
sola falta de pago; ni tendrán preferencia en él sobre los 
otros acreedores, sino la que le diere el contrato acceso- 
rio de hipoteca, si lo hubiere. Toda estipulación en con- 
trario es nula, salvo lo dispuesto por la ley procesal para 
el caso de ejecución. 


2356. - 


Si el crédito produjere intereses, tendrá derecho el 
acreedor para que la imputación de los frutos se haga 
primeramente a ellos. 


2357. - 


Se puede estipular que los frutos se compensen con 
los intereses en su totalidad o hasta cierto valor. 


2358. - 


El deudor no podrá pedir la restitución de la cosa 
sino después de la extinción total de la deuda; pero el 
acreedor podrá restituirla en cualquier tiempo y perse- 
guir el pago de su crédito por los otros medios legales, 
sin perjuicio de lo que se hubiere estipulado en contrario. 


TITULO XVII 
De la cesión de bienes 
2359. - 


La cesión de bienes es el abandono voluntario que el 
deudor hace de todos los suyos al acreedor o acreedores 


cuando, a consecuencia de accidentes inevitables, no se 
halle en estado de pagar sus deudas. 


2360. - 


Esta cesión de bienes será admitida por el juez con 
conocimiento de causa y el deudor podrá imploraria no 
obstante cualquiera estipulación en contrario. 


2361. - 


Para obtener la cesión, deberá el deudor probar su 
inculpabilidad en el mal estado de sus negocios, siempre 
que lo exigiere alguno de los acreedores. 


2362. - 


Los acreedores serán obligados a aceptar la cesión, 
excepto en los casos siguientes: 


1”. Si el deudor ha sido condenado por hurto, robo, 
falsificación o quiebra fraudulenta. 


2”. Si ha obtenido quitas o esperas de sus acreedores. 
3". Si ha dilapidado sus bienes. 


4”. Si no ha hecho una exposición circunstanciada y 
verídica del estado de sus negocios o se ha valido de 
cualquier otro medio fraudulento, para perjudicar a sus 
acreedores. 


2363. - 


El deudor no está obligado a comprender en los bie- 
nes que cede, aquellos que no son embargables para el 
pago por acción ejecutiva. 


No son embargables: 


1? - Las remuneraciones por cualquier concepto, de 
los empleados públicos y privados y las pensiones, jubi- 
laciones y retiros, 


Cuando se tratare de deudas por tributos, de pensio- 
nes alimenticias decretadas judicialmente, podrán em- 
bargarse hasta la tercera parte; en los casos de pensiones 
alimenticias en favor de menores e incapaces servidas 
por sus ascendientes, serán embargables hasta la mitad, 


2% - Las prendas de uso personal del deudor y de su 
familia y los muebles y útiles contenidos en su casa 
habitación, salvo que la deuda provenga de la adquisi- 
ción de los mismos muebles o de alquileres de la casa: 
se exceptúan de la inembargabilidad, los bienes suntua- 
rios de alto valor. 


3” - Los libros relativos a la actividad laboral del 
deudor. 
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4% - Las máquinas e instrumentos de que se sirva el 
deudor para la enseñanza de alguna ciencia o arte o para 
el ejercicio de su oficio o profesión, salvo el caso de 
bienes prendados para garantizar el precio de la adquisi- 
ción. 


5” - Los uniformes y equipos de tos militares, según 
su arma y grado. 


6” - Los utensilios del deudor, artesano o trabajador 
del campo, necesarios para su trabajo individual. Tra- 
tándose del trabajador del campo, además: un arado, 
una sembradora, una cortadora, una rastra, un vehículo, 
una yunta de caballos con los arneses correspondientes, 
una yunta de bueyes, una vaca, dos cerdos, los animales 
menores y aves para el consumo de la familia durante 
un año y la semilla de la cosecha anual próxima en una 
cantidad que no exceda de la necesaria para el cultivo 
de una chacra de cincuenta hectáreas. 


El beneficio que acuerda este inciso no podrá invo- 
carse contra el vendedor en su reclamación del precio 
de las cosas que se declaran inembargables. 


7" - Los alimentos y combustibles que existan en 
poder del deudor, hasta la concurrencia de lo necesario 
para el consumo de su familia durante tres meses. 


8” - Los derechos cuyo ejercicio es meramente per- 
sonal, como los de uso y habitación. 


9” - Los bienes raíces donados o legados con la ex- 
presión de no embargables, siempre que se haya hecho 
constar su valor al tiempo de la entrega, por tasación 
aprobada judicialmente; pero podrán embargarse por el 
valor adicional que después adquiriesen. 


10 - Las propiedades y rentas públicas y municipa- 
les, sin perjuicio de lo establecido en la ley procesal. 


11 - Las cosas sagradas y religiosas y los bienes 
afectados al culto de cualquier religión. 


12 - Los derechos funerarios. 


13 - El derecho de propiedad literaria y artística del 
autor y de sus herederos, 


Ningunos otros bienes se considerarán exceptuados, 
salvo lo que declare una ley especial: con todo, no podrá 
impedirse que funcionen, mientras permanezcan embar- 
gados, los telégrafos, ferrocarriles, tranvías, diques y toda 
otra empresa de utilidad pública, así como las cosas 
afectadas a un servicio público. 


**La redacción del Art. está adaptada al texto de 
los Arts. 381 y 382 inc. 2” Código Gral. del Proceso 

El texto del numeral 1” está adaptado al Art. 214 
del Código del Niño 

El texto del numeral 6” surge del Art. 26 de la ley 
N* 8.153 de 16.12.27 
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2364. - 
La cesión de bienes produce los efectos siguientes: 


1”. El cedente no puede ser reconvenido judicial- 
mente por ninguno de los acreedores, mientras no se 
resuelva acerca de ella. 


2”. Admitida que sea, da a los acreedores la facultad 
de disponer de los bienes y de sus frutos hasta pagarse 
de sus créditos, pero no les transfiere la propiedad. 


3”. Los créditos se extinguen hasta la cantidad en 
que sean satisfechos. 


4”. El deudor que después de la cesión adquiere bie- 
nes, goza del beneficio de competencia con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 1494. 


2365. - 


Podrá el deudor arrepentirse de la cesión antes de la 
venta de los bienes o de cualquiera parte de ellos y 
recobrar los que existan, pagando a sus acreedores. 


. 2366. - 


Hecha la cesión de bienes, podrán los acreedores 
dejar al deudor la administración de ellos y hacer con él 
los arreglos que tuvieren por conveniente, siempre que 
en ello se conformare la mayoría de los acreedores con- 
currentes. 


El acuerdo de la mayoría obtenido en la forma pres- 
cripta por la ley procesal, es obligatorio para todos los 
acreedores que hayan sido citados, según se prescriba en 
la misma. 


Pero los acreedores privilegiados, prendarios o hipo- 
tecarios, no serán perjudicados por la resolución de la 
mayoría, si se hubieren abstenido de votar. 


2367. - 


La cesión de los bienes de un deudor no aprovecha a 
sus codeudores solidarios ni a los fiadores, sino hasta el 
importe de los pagos hechos con los bienes cedidos. 


Tampoco aprovecha a los herederos del que hizo la 
cesión, si han aceptado la herencia sin beneficio de in- 
ventario. 

TITULO XVII 
De los créditos privilegiados 


2368. - 


Privilegio es un favor especial con que ta ley mira 
ciertos créditos personales en concurso de acreedores, 
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sin que por eso pasen en caso alguno contra terceros 
poseedores. 


2369. - 


La primera clase de créditos personales privilegiados 
cormprende los que nacen de las causas que aquí se 
enumeran: 


la. Las costas y costos judiciales en el interés común 
de los acreedores y los gastos de administración durante 
el concurso. 


2a. Las expensas funerales del deudor difunto. 


3a. Los gastos de la enfermedad de que haya falleci- 
do el deudor. 


4a. El honorario del abogado, procurador y médico y 
los salarios de los dependientes y criados por lo que se 
les adeuda en todo el año anterior a la declaración del 
concurso, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 
1224 a 1226. 


Para los efectos del privilegio, el honorario del abo- 
gado y procurador será regulado en la forma establecida 
por la ley procesal y con prescindencia de toda iguala o 
contrato que se invoque por el interesado. 


5a. Los artículos necesarios de subsistencia suminis- 
trados al deudor y su familia durante el último año. 


El juez, a petición de los acreedores, tendrá la facul- 
tad de tasar este cargo, si le pereciere excesivo. 


6a. Los atrasos de impuestos públicos o municipales. 


7a. Las sumas que los despachantes de Aduana pa- 
gan a ésta por los derechos correspondientes a las mer- 
caderías cuyo derecho se les encomienda y las abonadas 
por concepto de derechos fiscales de Aduana, estingaje, 
almacenaje, acarreos y demás gastos correspondientes a 
las mercaderías hasta llegar a su destino. 


**El texto del inc. 7” está dado por la ley N” 8,301 
de 15.10.28 


2370. - 


A la segunda clase de créditos personales privilegia- 
dos corresponde: 


1”, El precio del transporte, sobre los efectos trans- 
portados. 


2”. El haber de los posaderos por razón de hospeda- 
je, sobre Jos efectos existentes en la posada. 


3”. Las semillas, su importe, gastos de cultivo, reco- 
lección y conservación, anticipados al deudor y los cré- 


ditos de fomento agrario concedidos por el Banco de la 
República sobre las cosechas del último año. 


4”. Los alquileres y rentas de bienes raíces, sobre los 
bienes muebles propios del arrendatario y que éste tiene 
dentro de la finca arrendada; y también sobre la cosecha 
del año, tratándose de heredades. 


A la misma clase pertenecen los privilegios especia- 
les establecidos expresamente a favor de ciertos créditos 
por la ley comercial. 


**El texto del numeral 3” está dado por el Art. 11 
de la ley N* 8.461 de 5.9.29 


2371.- 


La tercera clase de créditos personales privilegiados 
comprende: 


1”. Los del Fisco contra los recaudadores y adminis-- 
tradores de bienes fiscales. 


2”. Los de los establecimientos nacionales de caridad 
o de educación y los de las municipalidades, iglesias y 
comunidades religiosas, contra los recaudadores y admi- 
nistradores de sus fondos. 


3”. **'DEROGADO por el Art. 2” de ley N” 10.783 
de 13.9.46 


4”. Los de los hijos, por los bienes de su propiedad 
no existentes en especie, que fueron administrados por 
sus padres, sobre los bienes de éstos. 


5”. Los de las personas que están bajo tutela o cura- 
duría, contra los respectivos tutores o curadores y fiado- 
res de éstos, 


6”. *FDEROGADO. Ver nota a los artículos 294 y 
332 


**El texto del numeral 4? corresponde al Art. 1" 
ley N” 15.855 de 25.3.87 


TITULO XIX 


De la graduación de acreedores y distribución 
de los bienes en concurso 


2372.- 


Los bienes todos del deudor, exceptuándose los no 
embargables (artículo 2363), son la garantía común de 
sus acreedores y el precio de ellos se distribuye entre 
éstos a prorrata, a no ser que haya causas legítimas de 
preferencia. (Artículo 1295). 


La ley no reconoce otras causas de preferencia que 
la prenda, la hipoteca y los privilegios. 
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2373.. 


Sobre las especies identificables que pertenezcan a 
otras personas por razón de dominio y existan en poder 
del deudor insolvente, conservarán sus derechos tos res- 
pectivos dueños, sin perjuicio de los derechos reales que 
sobre ellos competan al deudor como usufructuario o 
prendario o del derecho de retención que le concedan 
las leyes, en todos los cuales podrán subrogarse los acree- 
dores. 


2374.- 


Son nulos todos los actos ejecutados por el deudor 
relativamente a los bienes de que ha hecho cesión o de 
que se ha abierto concurso a los acreedores. 


2375.- 


Los diversos créditos contra el deudor concursado se 
pagarán según el orden de precedencia y sobre los bie- 
nes que se les asignan en los grados siguientes. 


2376.- 


El primer grado comprende los créditos enumerados 
en el artículo 2369. 


Estos créditos afectan todos los bienes del deudor, 
salvo lo dispuesto por los artículos 2380 y 2383 y no 
habiendo lo necesario para cubririos íntegramente, pre- 
ferirán unos a otros en el orden de su numeración en el 
citado artículo 2369, cualquiera que sea su fecha; y los 
comprendidos en cada número concurrirán a prorrata. 


2377.- 


El segundo grado comprende los créditos enumera- 
dos en el artículo 2370 y los indicados en el mismo con 
referencia a la ley comercial. 


Estos créditos son pagados con el producto de los 
bienes en que tienen su respectivo privilegio; y en el 
caso de concurrir algunos contra la misma especie, se 
pagarán a prorrata. .- 


Afectando a una misma especie créditos del primer 
grado y del segundo, excluirán éstos a aquéllos; pero si 
fuesen insuficientes los demás bienes para cubrir los 
créditos del primer grado, tendrán éstos la preferencia 
en cuanto al déficit y concurrirán en dicha especie en el 
orden y forma que se expresa en el artículo anterior. 


2378.- 


El tercer grado comprende los privilegios enumera- 
dos en el artículo 2371. 


Estos créditos prefieren indistintamente unos a otros, 
según las fechas de las causas, es a saber: 
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La fecha del nombramiento de administradores y re- 
caudadores, respecto de los créditos de los números pri- 
mero y segundo del citado artículo 2371. 


La del nacimiento del hijo, en los del número cuarto 
del referido artículo. 


La del discernimiento de la tutela o curatela, en los 
del número quinto del mismo artículo. 


**La eliminación del inc. 4” responde a la deroga- 
ción de los numerales 3 y 6 del Art. 2371 


2379.- 


Las preferencias de los créditos del tercer grado afec- 
tan todos los bienes del deudor; pero no dan derecho 
contra terceros poseedores y sólo tienen lugar después 
de cubiertos los créditos de los dos primeros grados, de 
cualquiera fecha que éstos sean. 


2380. - 


Son acreedores hipotecarios los que tienen garanti- 
dos sus créditos con hipoteca convencional, especial y 
registrada, según lo dispuesto en el Título XV, Parte 
Segunda de este Libro; y los demás a quienes se recono- 
ce esa calidad en el artículo 2383. 


Prendarios, son los que tienen sus créditos garantidos 
con prenda de que se encuentren en posesión y con tal 
que el contrato conste por escritura pública o por docu- 
mento privado, cuya fecha resulte comprobada con arre- 
glo al artículo 1587. 


Todos los demás acreedores que no tienen algunas 
de las causas expresadas de preferencia, son simples o 
quirografarios. 


2381.- 


Los acreedores hipotecarios y prendarios a que se 
refiere el artículo anterior, no están obligados a aguardar 
a las resultas del concurso general para proceder a ejer- 
citar sus acciones contra los respectivos inmuebles o 
muebles hipotecados o dados en prenda. 


La acción se ejercitará con completa independencia 
del concurso general; y éste sólo tendrá derecho a perci- 
bir el saldo que deje la ejecución, después de cubierto el 
crédito hipotecario o prendario y las costas y costos del 
juicio. 


2382.- 


Á cada propiedad raíz gravada con hipoteca, podrá 
abrirse a petición de los respectivos acreedores o de 
cualquiera de ellos, un concurso particular para que se 
les pague inmediatamente según el orden de las respec- 
tivas inscripciones. 
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En este concurso se pagarán ante todo, las costas y 
costos judiciales causados en él. 


2383.- 


Para los efectos de la prelación en este concurso 
particular de acreedores hipotecarios, se considerarán 
también como hipoteca: 


1*. Los censos debidamente inscriptos. 


2”. Los gastos hechos para la construcción, mejora o 
conservación de una cosa, siempre que el contrato de 
construcción o las deudas, hayan sido inscriptos en el 
registro respectivo. 


Estos créditos concurrirán indistintamente entre sí y 
con las hipotecas, estableciéndose la prelación según las 
fechas de las respectivas inscripciones. 


2384.- 


El concurso, con autorización del juez, puede levan- 
tar la hipoteca o retirar la prenda, pagando el importe de 
la deuda. 


En tal caso, la cosa hipotecada o dada en prenda, 
vuelve a la masa concursada. 


2385.- 


Las preferencias del primer grado a que estaban afec- 
tos los bienes del deudor difunto, afectarán de la misma 
manera los bienes del heredero, salvo que éste haya 
aceptado la herencia con beneficio de inventario o que 
los acreedores gocen del beneficio de separación, pues 
en ambos casos afectarán solamente los bienes inventa- 
riados o separados. 


2386.- 


La misma regla se aplica a los créditos del tercer 
grado, los cuales conservarán su fecha sobre todos los 
bienes del heredero, cuando no tengan lugar los benefi- 
cios de inventario o separación y sólo la conservarán en 
los bienes inventariados o separados, cuando tengan lu- 
gar los respectivos beneficios. 


2387.- 
El cuarto y último grado comprende los créditos que 
no gozan de preferencia. Estos créditos se pagarán a 


prorrata sobre el sobrante de la masa concursada, sin 
consideración a su fecha. 


2388.- 


Los créditos preferentes que no puedan cubrirse en 
su totalidad por los medios indicados en los artículos 


anteriores pasarán por el déficit a la lista de los créditos 
de cuarto grado, con los cuales concurrirán a prorrata. 


2389.. 


Los intereses seguirán hasta la extinción de la deuda 
y se cubrirán con la preferencia que corresponda a sus 
respectivos capitales. 


TITULO FINAL 
De la observancia de este Código 
239.- 


Quedan absolutamente derogadas todas las leyes y 
costumbres que han regido hasta aquí sobre las materias 
que forman el objeto del presente Código. 


Las leyes relativas a materias extrañas al Código y 
de que sólo se ocupa incidentalmente, no se considera- 
rán derogadas, sino en cuanto se oponga a las prescrip- 
ciones del mismo. 


2391.. 


Todos los asuntos pendientes en que no haya recaído 
una sentencia sobre el fondo, a la época en que este 
Código se hizo obligatorio, serán juzgados por sus dis- 
posiciones, a no ser que en el mismo Código se encuen- 
tre prescripción expresa en contrario. 


Aunque haya mediado sentencia, si ésta no se fun- 
da en ley o jurisprudencia práctica en los términos del 
artículo 1187 y no causa ejecutoria, prevalecerán tam- 
bién las disposiciones del Código. 


2391-1.- 


Las modificaciones incorporadas al texto del Códi- 
go, se regirán, en cuanto a su vigencia, por las leyes 
respectivas. 


**El Art. responde a la existencia de normas mo- 
difícativas de disposiciones de este Código que fijan 
fechas de vigencia diferentes. 


***PROPUESTA: LA COMISION PROPONE 
AGREGAR AL INC, ANTERIOR DOS INCISOS 
REFERIDOS AL TEMA DE LA CORRECCION 
MONETARIA (ver fundamentación en la Exposición 
de Motivos) 


“Los artículos 1108 inciso 1”, 871, 889 inciso 2”, 
1968, 1969 inciso 3”, 2003 y 2008 inciso 4”, en la 
redacción dada por la presente ley, se aplicarán a las 
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suceslones que se abran y las sociedades conyugales 
que se disuelvan con posterioridad a la vigencia de 
ésta. 


Se exceptúan los casos en los que resulte de apli- 
cación el artículo 1112, siempre que la enajenación 
del donatario haya tenido lugar con anterioridad a 
esa fecha.” 


2392.- 


Todos los Tribunales o jueces tienen el deber de 
aplicar las disposiciones de este Código a los casos ocu- 
rrentes, haciendo mención expresa de la prescripción 
aplicada. 


APENDICE DEL TITULO FINAL DE ESTE 
CODIGO 


2393.- 


El estado y la capacidad de las personas se rigen por 
la ley de su domicilio. 


2394.- 


La existencia y capacidad de la persona jurídica se 
rige por la ley del Estado en el cual ha sido reconocido 
como tal. Mas para el ejercicio habitual en el territorio 
nacional, de actos comprendidos en el objeto especial 
de su institución, se ajustará a las condiciones prescritas 
por nuestras leyes. 


2395.- 


La ley del lugar de la celebración del matrimonio 
rige la capacidad de las personas para contraerlo y la 
forma, existencia y validez del acto matrimonial. 


2396.- 


La ley del domicilio matrimonial rige las relaciones 
personales de los cónyuges, la separación de cuerpos y 
el divorcio y las de los padres con sus hijos. 


2397.- 


Las relaciones de bienes entre los esposos se deter- 
minan por la ley del Estado del primer domicilio matri- 
monial en todo lo que no esté prohibido por la ley del 
lugar de la situación de los bienes, sobre materia de 
estricto carácter real. 


2398.- 


Los bienes, cualquiera que sea su naturaleza, son 
exclusivamente regidos por la ley del lugar en que se 
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encuentran, en cuanto a su calidad, a su posesión, a su 
enajenabilidad absoluta o relativa y a todas las relacio- 
nes de derecho de carácter real de que son susceptibles. 


2399.- 


Los actos jurídicos se rigen, en cuanto a su existen- 
cia, naturaleza, validez y efectos, por la ley del lugar de 
su cumplimiento, de conformidad, por otra parte, con 
las reglas de interpretación contenidas en los artículos 
34 a 38 inclusive del Tratado de Derecho Civil de 1889. 


2400.- 


La ley del lugar de la situación de los bienes heredi- 
tarios al tiempo del fallecimiento de la persona de cuya 
sucesión se trate, rige todo lo relativo a la sucesión 
legítima o testamentaria. 


2401.- 


Son competentes para conocer en los juicios a que 
dan lugar las relaciones jurídicas internacionales, los jue- 
ces del Estado a cuya ley corresponde el conocimiento 
de tales relaciones. Tratándose de acciones personales 
patrimoniales, éstas también pueden ser ejercidas, a op- 
ción del demandante, ante los jueces del país del domi- 
cilio del demandado. 


2402.- 


Las formas del procedimiento se rigen por la ley del 
lugar en que se radica el juicio. 


2403.- 


Las reglas de competencia legislativa y judicial de- 
terminadas en este Título, no pueden ser modificadas 
por la voluntad de las partes. Esta sólo podrá actuar 
dentro del margen que le confiera la ley competente. 


2404.- 

No se aplicarán en nuestro país, en ningún caso, las 
leyes extranjeras que contraríen manifiestamente los prin- 
cipios esenciales del orden público internacional en los 


que la República asienta su individualidad jurídica. 


**Redacción adaptada a lo dispuesto por el Art, 
525-5 del Código Gral. del Proceso 


2405..- 


**Se entiende que este artículo no corresponde 
incluirlo en el Código Civil”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Dadas las características de esta 
modificación que comprende un cúmulo muy importante de 
normas, la enjundia de la Comisión que lo ha tratado, la cir- 
cunstancia de que ha transcurrido tiempo suficiente y que fue 
solicitada por un señor senador que hoy está de licencia, me 
parece que corresponde entrar a votar, en bloque, la reforma 
del Código Civil. 


SEÑOR BLANCO. - Como tuve oportunidad de expresar 
con respecto a este tema, se trata de una norma de extraordina- 
ria importancia. Es, ni más ni menos, que una modificación del 
Código Civil. Además, quiero subrayar que no es solamente 
una compilación, actualización con concordancias y anotacio- 
nes del texto original del Código con las modificaciones ulte- 
riores, sino que aparte -que sin duda merecería mi apoyo y mi 
voto sin ninguna vacilación, y sin tener que analizar el tema- la 
Comisión redactora realizó algunos cambios al texto de los 
Códigos Civil y del Niño que reconozco que en este momento 
no tengo posibilidad de evaluar. 


Por otra parte, la Comisión correspondiente del Senado no 
ha tratado este tema ni ha recibido asesoramiento en la materia. 
Algunos comentarios informales que me han llegado por parte 
de profesores y profesionales me indican que en estas enmien- 
das habría alteraciones en algunos aspectos sensibles e impor- 
tantes del Código Civil y en ciertos procedimientos relaciona- 
dos con la aplicación de estas normas. No me atrevo a avalar o 
respaldar estas observaciones porque no las he analizado en 
detalle ni soy especialista en derecho civil. No obstante, siento 
un enorme respeto por las normas del derecho civil -esto to 
recordaba días pasados el señor senador Ramírez- que son fun- 
damentales para la convivencia en sociedad. 


En consecuencia, no considero conveniente la decisión de 
votar ahora, sin un informe de ta Comisión y sin haber escucha- 
do la opinión de los asesores técnicos acerca de un texto que no 
se limita a compilar, anotar o a concordar, sino que introduce 
modificaciones a la legislación sustantiva. Por lo tanto, en esas 
condiciones, no voy a acompañar esta iniciativa. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


* 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - En la sesión anterior compartí el 
punto e vista del señor presidente y de algún otro integrante de 
la Comisión de Constitución y Legislación que tenían la idea 
de votar este proyecto tal cual está redactado. Luego de con- 
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versar con el señor senador Blanco, terminé por compartir su 
preocupación a este respecto, y hoy no me animo a votar el 
proyecto que modifica el Código Civil tal cual viene al pleno, 
por la razón que él acaba de señalar. 


En realidad, creo que aprobar los Códigos a tapas cerradas 
es una muy buena práctica; sin embargo, quiero recordar al 
Cuerpo que cuando votamos a tapas cerradas el nuevo Código 
General del Proceso en la Cámara de Senadores y al igual que 
en la de Representantes, éste tuvo algunos retoques en la Comi- 
sión, en los cuales, por ejemplo, tuvo una importante participa- 
ción el actual señor presidente del Senado. Si mal no recuerdo, 
lo mismo ocurrió con la ley N” 16,060 de Sociedades Comer- 
ciales -que es prácticamente un Código- que no dio motivo a 
ningún retoque en sala pero que, en cambio, fue estudiada 
como corresponde en la Comisión respectiva, y con la Ley 
Orgánica de la Judicatura, que también puede ser considerada 
un Código. 


SEÑOR PEREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RICALDONT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Como es bien conocido, no soy jurista, 
pero pienso que si nos pusimos de acuerdo para resolver rápi- 
damente asuntos que no merecían objeciones, lo mejor que 
podríamos hacer sería incluir este tema en el orden del día de ta 
sesión del próximo miércoles. De lo contrario, si continuára- 
mos con este punto impediríamos la aprobación de una serie de 
asuntos que podrían resolverse con mucha facilidad. 


SEÑOR BLANCO. - Apoyado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONTI. - Estoy de acuerdo con lo que mani- 
fiesta el señor senador Pérez, por lo que voy a terminar mi 
exposición en homenaje a su sentido práctico. 


Confieso que no quería resistir la tentación de fijar mi posi- 
ción, puesto que el Código Civil abarca prácticamente toda la 
actividad del país. No debemos olvidar que más allá de algunas 
teorías que tienen recibo en determinados lugares y en otros no, 
el Derecho Civil es el derecho en subsidio de otras ramas de él 
como, por ejemplo, el Laboral o el Comercial. Este Código 
afecta a todos los habitantes de la República, todos los días de 
nuestra vida y a veces hasta más allá de la muerte, tal como 
puede advertirse si miramos alguno de sus capítulos. 


Sólo me resta agradecer la interrupción que me solicitó el 
señor senador Pérez y decir que comparto totalmente las expre- 
siones del señor senador Blanco. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - En este momento no hay número 
para aprobar ningún proyecto de ley. Sin perjuicio de ello, la 
Presidencia quiere puntualizar -aunque ya lo expresó en la se- 
sión anterior, cuando planteó la consideración urgente de esta 
iniciativa- que el Código General del Proceso fue estudiado por 
la Comisión de Constitución y Legislación del Senado, y luego 
de que éste lo aprobara, la Cámara de Representantes lo homo- 
logó a tapas cerradas. Por su parte, la Ley de Sociedades Co- 
merciales fue analizada por una Comisión de la Cámara inte- 
grada por el actual señor senador Cassina, el extinto legislador 
Sturla y el ex representante nacional Lamas. En esa ocasión la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado se limitó a 
recibir en dos oportunidades a los autores del proyecto y luego 
a homologar lo actuado, procediendo el Senado a aprobar el 
proyecto a tapas cerradas. 


En lo que tiene que ver con este proyecto de ley, fue exami- 
nado concienzudamente por la Comisión respectiva de la Cá- 
mara de Representantes durante un año. Como se trata del 
Código Civil, deberíamos estudiarlo de la misma manera, pero 
por lo que advierto se corre el riesgo de que no haya ninguna 
reforma, y, si ello ocurre, el Código seguirá con la misma 
descoordinación que tiene desde hace 50 años, ya que su último 
ordenamiento data de 1914. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - A esta altura de las circunstancias 
-por emplear un eufemismo- creo que sería bueno que acordá- 
ramos incorporar este asunto en el orden del día de la sesión 
del próximo miércoles. Quizás de esa manera lograríamos re- 
constituir el quórum del Cuerpo para considerar aquellos otros 
temas que parecen no ser polémicos y que podrían ser aproba- 
dos en tos 50 minutos que restan de sesión. 


Por lo tanto, formulo moción para que este asunto figure en 
segundo término del orden del día de la sesión ordinaria de! 
próximo miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
presentada, en el sentido de que en el orden del día de la sesión 
del próximo miércoles 14 figure en primer lugar el proyecto de 
ley sobre partidos políticos y, en segundo término, el que modi- 
fica el Código Civil. 


(Se vota:) 

-14 en 14, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR KORZENIAK. - Por vía de fundamento de voto y 


con la aclaración de que no dirijo ningún dardo contra la Presi- 
dencia que se caracteriza por estar siempre al pie del cañón 
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dirigiendo este Cuerpo, con todo respeto quiero decir que esto 
es un desastre; observo las bancas vacías y, repito, esto es un 
desastre. 


Precisamente por ello, quiero hacer referencia a un proyec- 
to que deseo que en su idea central se considere en forma 
unánime aunque luego le modifiquen 20 artículos, porque tam- 
poco quiero que se piense que al estar en un año electoral se 
pretende sacar un rédito político. 


No es posible, señor presidente, que el Parlamento -quizás 
esto pueda motivar una polémica- se vea asediado por un Poder 
Ejecutivo que sostiene que no aprobamos los proyectos de ley 
que nos envía, cuando si aquí se filmaran películas se observa- 
ría que, precisamente, la bancada del sector del gobierno no 
viene casi nunca. Esto no puede ser; es una vergienza para 
todos y no sólo para los que no concurren. 


Obsérvese entonces lo que ocurre. Con la intención de que 
se incorpore ai Reglamento, hemos presentado una norma -y 
ello de buena fe, porque es algo que está previsto en el artículo 
117 de la Constitución de la República- por la cual se delimiten 
los casos -razonablemente tratados y no con espíritu dernagógi- 
co- de ausencia injustificada y se realicen los descuentos res- 
pectivos en el sueldo de los legisladores, A la vez resulta claro 
que el Reglamento establece que este tipo de iniciativa tiene 
que venir acompañada de un informe de la Comisión y por esa 
razón pasó a dicho ámbito. La Comisión ha sido citada en tres 
oportunidades y tampoco ha tenido quórum, por lo que ahora 
nos encontramos en una especie de “calesita” que desprestigia 
al Parlamento. 


Por este motivo, nosotros hacemos un llamado honesto y 
fraternal a todos los miembros del Cuerpo, para evitar que se 
genere esta situación. Después no nos quejemos cuando la gen- 
te dice que el Parlamento se desprestigia, porque parece que se 
hacen esfuerzos en ese sentido. 


He votado esta moción referente al Código Civil pero, al 
mismo tiempo, debe quedar bien en claro que en todas las 
últimas sesiones se ha dejado al Senado sin quórum para deci- 
dir e incluso hay legisladores que faltan a las Comisiones, 
aunque éstas no coincidan con otras. Si pasara esto último sería 
explicable. 


Señor presidente, me permito invitar -no ya a exhortar- a 
que la Presidencia del Cuerpo realice una comunicación a to- 
dos los señores legisladores llamándonos a la responsabilidad 
de no jugar con la ausencia dentro del Parlamento. Además, la 
actividad política parlamentaria admite, como acto político, a 
salir o a entrar, pero no se puede hacer sistemáticamente para 
que un Cuerpo no funcione, que es en realidad lo que pasa en 
este caso. 


Pido excusas, señor presidente, por haberme extendido en 
esta intervención una vez finalizado el tiempo reglamentario. 


416 -CS. 
19) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde considerar una mo- 
ción en el sentido de que se traten en bloque los asuntos que 
figuran desde el octavo al vigésimo primero punto del orden 
del día. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - Como señalé anteriormente, señor 
presidente, formulo moción para que esos asuntos se voten en 
bloque, excluyendo los puntos que figuran en noveno y en 
decimoctavo lugar. 


En vista de que sólo nos falta un voto, realizo esta interven- 
ción porque, por intermedio del micrófono -que es una manera 
indirecta de llamar a los señores senadores- quizás podamos 
lograr el quórum necesario para resolver una serie de puntos 
del orden del día, sobre los que todos los partidos políticos 
estamos de acuerdo en sancionar. De esa manera daríamos un 
paso importante y, posteriormente, con más tiempo, podríamos 
discutir los asuntos que queden pendientes. 


Considero, señor presidente, que se ha llamado reiterada- 
mente a sala y queda en manos de la Presidencia el resolver si 
aguardamos unos instantes o si, por ej contrario, levantamos la 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería, previamente, vo- 
tar ta moción de orden del señor senador Zumarán en el sentido 
de que los referidos asuntos del orden del día sean votados en 
bloque. 


(Se vota:) 

-15 en 15. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR BLANCO. - ¿Me permite, señor presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BLANCO. - Simplemente, deseo hacer una aclara- 
ción y, eventualmente, según sea la respuesta, formularé una 
moción de orden complementaria a la que acabamos de votar. 


El señor senador Zumarán presentó una moción en el senti- 
do de que se consideren en bloque los asuntos que figuran 
desde el octavo al vigésimo primero término del orden del día, 
exceptuando el noveno y el decimoctavo, pero me pareció en- 
tender, en su primera propuesta, que esos dos asuntos vendrían 
inmediatamente, a continuación de los anteriores. Fue en ese 
sentido que voté a favor de la propuesta del señor senador 
Zumarán. Ahora, si no fuera así, haría moción para que estos 
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dos asuntos fueran incorporados a continuación del actual pun- 
to vigésimo primero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia quiere aclarar al 
señor senador Blanco que así se votó, por lo que se procederá 
de esa manera. 


Se pasa a considerar, pues, los asuntos que figuran desde el 
octavo al vigésimo primero término del orden del día, excep- 
tuando el noveno y el decimoctavo. 

En discusión general los proyectos de ley mencionados. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17, Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Quedan aprobados, en general y en particular, todos los 
proyectos de ley citados, desde el asunto que figura en octavo 
término hasta el vigésimo primero, con exclusión del noveno y 
del decimoctavo, que serán respectivamente comunicados a la 
Cámara de Representantes, si no hubieren sido considerados 
por ésta, o al Poder Ejecutivo, si ya contaran con la aprobación 
de la Cámara de Representantes. 

20) ACUERDO MARCO DE COOPERACION HACEN- 
DARIO FINANCIERA CON LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Aprobación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 


- aprueba el Acuerdo Marco de Cooperación Hacendario Finan- 


ciera con tos Estados Unidos Mexicanos. (Carp. N” 843/92 - 
Rep. N* 839/94). 
(Antecedentes:) 


“Carp. N' 843/92 
Rep. N* 839/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo Marco de 
Cooperación Hacendario Financiera entre la República 
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Oriental del Uruguay y los Estados Unidos Mexicanos, 
suscrito en Montevideo el 9 de octubre de 1990. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 11 de junio de 1992. 


Alem García 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 


Montevideo, 13 de agosto de 1991. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el cual se aprueba el Acuerdo Mar- 
co de Cooperación Hacendario Financiera entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y los Estados Unidos Mexi- 
canos, suscripto en Montevideo en oportunidad de la 
visita a la República del señor presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, licenciado Carlos Salinas de Gorta- 
ri, el 9 de octubre de 1990. 


El instrumento internacional llevado a consideración 
de ese Cuerpo permitirá aprovechar la infraestructura 
técnica, operativa e institucional existente en el sector 
financiero, que servirá de base para llevar a cabo accio- 
nes concretas orientadas a desarrollar las relaciones eco- 
nómicas entre ambos países. 


El objetivo del referido Acuerdo Marco, según su 
artículo 1”, es el de impulsar la cooperación en la mate- 
ria específica de que trata así como fortalecer los víncu- 
los entre los sectores financieros respectivos. 


Dicha cooperación se efectuaría de acuerdo a los 
mecanismos que prevé el artículo 3”: a) consulta, coor- 
dinación y concertación de acciones y posiciones hacia 
terceros países, y b) cooperación bilateral y asistencia 
técnica mutua entre los organismos nacionales respecti- 
vos en la materia. 


La cooperación se brindará en las áreas descriptas en 
el artículo 47, que abarca una serie de aspectos propios 
de la competencia hacendaria-financiera. 


Los artículos 5, 6 y 7 establecen mecanismos de 
información y consulta para coordinar las posiciones de 
ambos países en temas como la deuda externa y otros 
varios. 
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El intercambio de información y experiencias tam- 
bién se establece para los programas de estabilización y 
privatización de empresas públicas (Art. 10), banca co- 
mercial (Art. 12), seguros y valores (Art. 13) y hacenda- 
rio administrativa (Art. 14). 


El artículo 15 prevé la creación del Grupo de Asun- 
tos Financiero-Hacendarios Uruguay-México, con la fi- 
nalidad de evaluación y seguimiento del presente Acuerdo 
Marco, el que se reunirá en forma alternada en ambos 
países y establecerá programas de trabajo anuales. 


Finalmente, el artículo 18 establece que el Acuerdo 
tendrá una vigencia de 3 años, prorrogándose tácitamen- 
te por iguales períodos, salvo denuncia del mismo efec- 
tuada con 6 meses de anticipación. 


El Poder Ejecutivo se permite señalar la convenien- 
cia de la aprobación del presente Acuerdo, considerando 
que el mismo contribuirá a estrechar aun más los víncu- 
los de amistad y cooperación existentes entre ambos 
países. 


Reitera al señor presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, 
Enrique Braga, Juan Andrés Ramírez. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo Marco de 
Cooperación Hacendario Financiera entre la República 
Oriental del Uruguay y los Estados Unidos Mexicanos, 
suscripto en Montevideo, el 9 de octubre de 1990. 


Héctor Gros Espiell, Enrique Braga, Juan 
Andrés Ramírez. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


ACUERDO MARCO DE COOPERACION 
HACENDARIO FINANCIERA ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 


El propósito básico que persigue este Acuerdo bila- 
teral es el impulso de la cooperación entre las Partes en 
materia hacendaria y financiera, para de esta manera 
fortalecer los vínculos entre los sectores financieros de 
México y el Uruguay, según lo establece el artículo 1”. 


CS.- 417 


418 -O.S. 


El artículo 2”, designa los órganos ejecutores del 
Tratado. Por el lado de los Estados Unidos Mexicanos 
será la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, mien- 
tras que por el lado del Uruguay hará las veces el Minis- 
terio de Economía y Finanzas. 


En el artículo 3” del Acuerdo Marco, se establecen 
los medios para poner en práctica la cooperación previs- 
ta en los artículos precedentes. El primero de los meca- 
nismos de cooperación establecido es la consulta, coor- 
dinación y concertación de acciones, respecto a temas 
financieros internacionales. El segundo de los mecanis- 
mos establecidos es la cooperación bilateral y asistencia 
técnica mutua entre los órganos ejecutores. 


De acuerdo al artículo 4%, los Estados Partes asumen, 
por intermedio del Tratado Marco, una serie de compro- 
misos de cooperación en diversas áreas de importancia 
para el desarrollo de sus economías. 


Seguidamente, de acuerdo a lo establecido por los 
artículos 5” a 14, se contemplan temas tales como la 
deuda externa, banca comercial, seguros y valores, pro- 
gramas de estabilización y privatización de las empresas 
públicas, etc., cuya explicitación está contenida en los 
artículos anteriores. 


La coordinación de todas las actividades descritas en 
el presente convenio internacional, estarán a cargo de un 
organismo creado por los Estados Partes: el Grupo de 
Asuntos Financieros y Hacendarios Uruguay-México, el 
cual, primordialmente, establecerá un mecanismo de se- 
guimiento del Tratado. 


El presente Acuerdo quedará perfeccionado una vez 
cumplidas las ratificaciones pertinentes, las cuales debe- 
rán ser comunicadas por vía diplomática. 


Su vigencia será de tres años, sin perjuicio de sucesi- 
vas prórrogas si las Partes así lo desean. De lo contrario, 
una de ellas deberá notificar por escrito a la otra su 
voluntad de dar por terminado el Tratado, con un plazo 
de seis meses de anticipación. 


Por todo lo expuesto, la Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales se permite señalar la conveniencia de la apro- 
bación parlamentaria del presente Acuerdo Marco, en- 
tendiendo que dicho instrumento permitirá un mayor 
relacionamiento entre ambos países. 


Sala de la Comisión, 7 de julio de 1994. 


Julio C. Grenno (Miembro Informante), Alvaro Alo- 
nso Tellechea, Hugo Batalla, Lepoldo Bruera (Dis- 
corde), Reinaldo Gargano (Discorde), Américo Ri- 
caldoni, Alberto Zumarán. Senadores. 
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La República Oriental del Uruguay y los Estados 
Unidos Mexicanos, denominados de ahora en adelante 
las “Partes”. 


CONSIDERANDO 


- Que la situación económica internacional exige el 
fortalecimiento de los lazos de cooperación entre los 
países de América Latina; 


- La necesidad de contar con un instrumento que 
permita aprovechar la infraestrutura técnica, operativa e 
institucional existente en el sector financiero, que sirva 
de base para llevar a cabo acciones concretas orientadas 
a desarrollar las relaciones económicas entre los dos 
países; 


- La voluntad de las Partes de estrechar las relacio- 
nes hacendario-financieras y de coordinar sus posiciones 
ante foros y organismos financieros internacionales; 


Convienen en celebrar el presente Acuerdo Marco 
de Cooperación Hacendario-Financiera: 


Artículo 1* 


El objetivo del presente Acuerdo Marco de Coopera- 
ción Hacendario-Financiera es el de impulsar la coope- 
ración en esta matería y fortalecer los vínculos entre los 
sectores financieros de ambos países. 


Artículo 2? 


Para los efectos del presente Convenio, ambas Partes 
designan como órganos ejecutores: 


por parte de la República Oriental del Uruguay al 
Ministerio de Economía y Finanzas; 


y por parte de los Estados Unidos Mexicanos a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 


Artículo 3" 


La cooperación hacendario-financiera se efectuará a 
través de los siguientes mecanismos: 


a) Consulta, coordinación y concertación de accio- 
nes y posiciones, hacia terceros países en cuanto a temas 
financieros internacionales de interés mutuo, así como 
en los organismos multilaterales y en los esquemas de 
cooperación e integración a los cuales ambas Partes per- 
tenecen. 


b) Cooperación bilateral y asistencia técnica mutua 
entre los organismos nacionales respectivos que tengan 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


competen... en materia hacendario-financiera, así como 
apoyo a pruyectos de complementación económica en- 
tre ambos países. 


Artículo 4* 


Ambas Partes se comprometen a brindar coopera- 
ción en las siguientes áreas: 


- Deuda Externa 
- — Deuda intrarregional 


- — Organismos financieros multilaterales y regiona- 
les 


- Instrumentos de financiamiento para la integra- 
ción 


- Programas de estabilización y privatización de 
empresas públicas 


- Formulación y aplicación de políticas económi- 
cas y financieras 


- Banca comercial 
- Seguros y valores 
- — Organización hacendario-administrativa 


- Otras áreas de interés mutuo que ambas Partes 
acuerden. 


Artículo 5” 


Ambas Partes mantendrán regularmente intercambios 
de información sobre su deuda externa y las condiciones 
en que se realice el nuevo financiamiento externo, así 
como la reprogramación de las mismas. A este efecto, 
se establecerá un mecanismo de consulta permanente a 
fin de aprovechar la capacidad y experiencia de ambos 
países en esa materia y facilitar la concertación de posi- 
ciones en las reuniones del Mecanismo Permanente de 
Consulta y Concertación Política y el Programa Latino- 
americano de Intercambio de Información y Asistencia 
Técnica en Deuda Externa (PLATIDE), así como en 
otros foros regionales e internacionales donde el tema 
sea discutido. 


Artículo 6” 


Se conviene en intercambiar información y expe- 
riencias en relación a la deuda intralatinoamericana, así 
como establecer un mecanismo de información y con- 
sulta técnica para el diseño, funcionamiento e instru- 
mentación de fórmulas para saldar deuda intralatinoame- 
ricana, alternas o complementarias ai pago de divisas 
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tales como intercambio de deuda por activos, pago con 
deuda externa, o cualquier otra modalidad que los equi- 
pos técnicos de ambos países formulen. 


Artículo 7" 


Ambas Partes convienen en establecer un esquema 
de consultas de carácter permanente que coordine en 
forma adecuada sus posiciones ante los organismos fi- 
nancieros multilaterales y regionales, en los cuales am- 
bos países son Miembros. 


Artículo 8” 


El tema de subsidios y derechos compensatorios, así 
como el de los servicios financieros que se examinan en 
el marco del Acuerdo General sobre Aranceles Aduane- 
ros y Comercio (GATT), serán objeto de especial consi- 
deración en colaboración con los respectivos organis- 
mos competentes, 


Artículo 9* 


Ambas Partes fomentarán la cooperación entre sus 
organismos competentes, a fin de fortalecer los inter- 
cambios comerciales recíprocos y apoyar los proyectos 
industriales y de complementación económica. 


Artículo 10 


En materia de programas de estabilización y privati- 
zación de empresas públicas, ambas Partes se compro- 
meten a intercambiar información y experiencias sobre 
los procesos de privatización desarrollados en los res- 
pectivos países. 


Artículo 11 


Ambas Partes intercambiarán información y expe- 
riencia en materia de diseño, formulación y aplicación 
de políticas económicas y financieras. 


Artículo 12 


En materia de banca comercial, ambas Partes inter- 
cambiarán información y experiencias sobre la política, 
control y regulación de la banca comercial de ambos 
países, a través de sus respectivos órganos de regulación 
y control. 


Artículo 13 


En materia de seguros y valores, las Partes convie- 
nen en intercambiar experiencias e información en rela- 
ción a los sistemas de seguros, valores y fianzas que ope- 
ran en cada país, establecer líneas de acción en relación a 
las decisiones adoptadas por los organismos internaciona- 
les de seguros de crédito y de crédito a la exportación. 


C.S.- 419 


420 -C.S. 


Artículo 14 


En materia de organización hacendaria-administrati- 
va, las Partes se comprometen a intercambiar informa- 
ción y experiencias en relación a las políticas y reformas 
introducidas en sus respectivas organizaciones. 


Artículo 15 


Con el fin de coordinar las acciones derivadas del 
presente Acuerdo Marco, de asegurar mejores condicio- 
nes para su aplicación y de contar con un mecanismo de 
seguimiento, las Partes convienen en crear el Grupo de 
Asunto Financieros y Hacendarios Uruguay-México. El 
grupo se encargará de promover, evaluar, y vigilar el 
cumplimiento del presente Acuerdo Marco, para lo cual 
se reunirá en forma alternada en Uruguay y México en 
las fechas acordadas por ambas Partes. 


Artículo 16 


Para la ejecución del presente Acuerdo Marco, el 


Grupo a que se refiere el artículo anterior establecerá 


programas de trabajo anuales que comprendan los diver- 
sos aspectos y sectores de la cooperación. 


El financiamiento de los programas de trabajo a que 
se refiere la presente disposición, será convenido por 
ambas Partes. 


Artículo 17 


Ambas Partes convienen en prestar su colaboración, 
cuando las actividades que deseen realizar en ejecución 
del presente Acuerdo Marco, requieran de la participa- 
ción de otros organismos e instituciones de sus respecti- 
vos países. 


Artículo 18 


El presente Acuerdo Marco entrará en vigor a partir 
de la fecha en que ambas Partes se comuniquen, a través 
de la vía diplomática, el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por su legislación nacional para tal efecto. 


Tendrá una vigencia de tres (3) años y se prorrogará 
tácitamente por plazos similares, a menos que una de las 
Partes notifique por escrito a la otra, con seis (6) meses 
de anticipación, su deseo de darlo por terminado. 


El presente Acuerdo Marco se suscribe por duplica- 
do en la ciudad de Montevideo, a los nueve días del mes 
de octubre de mil novecientos noventa. 


POR LA REPUBLICA POR LOS ESTADOS UNIDOS 
ORIENTAL DEL URUGUAY MEXICANOS” 
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21) CONVENIO BASICO CON LA ORGANIZACION PA- 
NAMERICANA DE LA SALUD, ORGANIZACION 
MUNDIAL DE LA SALUD, SOBRE RELACIONES 
INSTITUCIONALES, PRIVILEGIOS E INMUNIDA- 
DES. Aprobación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
aprueba el Convenio Básico entre el gobierno y la Organiza- 
ción Panamericana de la Salud - Organización Mundial de la 
Salud, sobre Relaciones Institucionales, Privilegios e Inmuni- 
dades. (Carp. N” 1551/94 - Rep. N” 906/94) 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1551/94 
Rep. N* 906/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Convenio Básico 
entre el gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y la Organización Panamericana de la Salud - Organiza- 
ción Mundial de la Salud, sobre Relaciones Instituciona- 
les, Privilegios e Inmunidades, suscrito en Montevideo 
el 22 de julio de 1993. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 12 de julio de 1994. 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 
Ministerio de Salud 
Pública 


Montevideo, 24 agosto 1993 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el cual se aprueba el Convenio 
Básico entre el gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y la Organización Panamericana de la Salud/ 
Organización Mundial de la Salud sobre Relaciones Ins- 
titucionales, Privilegios e Inmunidades, suscrito en Mon- 
tevideo, el 22 de julio de 1993. 


El referido instrumento tiene por finalidad el esta- 
blecer las líneas generales para la cooperación técnica 
con la República así como el regular las relaciones entre 
la Oficina de la Organización y el Estado huésped y la 
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de sus funcionarios con las autoridades del país, adop- 
tando las características propias de los denominados 
“acuerdos sede”. 


Desde un punto de vista formal el Convenio se en- 
cuentra estructurado en base a once capítulos que con- 
tienen un total de cuarenta y tres artículos. 


El primer capítulo refiere a la personalidad y capaci- 
dad jurídica de la Organización, reconociendo el gobier- 
no de la República a la Organización su personalidad 
jurídica internacional así como todos los derechos, atri- 
buciones y potestades que ello implica. 


Ello se complementa con las disposiciones del capí- 
tulo siguiente, “De los Privilegios e Inmunidades de la 
Organización”, que luego de establecer, en forma gene- 
ral, que la Organización gozará de todos los privilegios 
e inmunidades otorgados por el gobierno a las Naciones 
Unidas y a la Organización de Estados Americanos así 
como a otros organismos internacionales con sede en el 
país, hace una reseña específica de cuáles han de ser 
esos privilegios e inmunidades. 


Los privilegios e inmunidades previstos son los nor- 
males en los casos de los “acuerdos de sede” y tienen 
por objetivo el facilitar el desempeño de las funciones 
de la Organización. Se contemplan, específicamente, la 
independencia y libertad de acción, inmunidad contra 
todo procedimiento judicial y administrativo, así como 
cualquier medida de ejecución, la inviolabilidad de los 
locales, archivos y todos los documentos pertenecientes 
a la Organización. 


Se prevé la exención de todo impuesto nacional di- 
recto para los activos, ingresos y bienes de la Organiza- 
ción, así como la posibilidad de introducir a la Repúbli- 
ca, libre de todo tributo, prohibición o restricción a la 
importación, bienes destinados al uso oficial y a proyec- 
tos de cooperación. 


El Convenio contiene un acápite destinado a los pri- 
vilegios e inmunidades del personal, que incluye las 
previsiones normales en acuerdos de este tipo, hacién- 
dose la distinción entre los funcionarios de la Organiza- 
ción de categoría internacional y los nacionales urugua- 
yos que desempeñen funciones en la Oficina Sanitaria 
Panamericana, los cuales sólo contarán con inmunidad 
de jurisdicción respecto de los actos que ejecuten en el 
desempeño de sus funciones, e inviolabilidad de sus pa- 
peles relacionados con la Organización. 


Se estipula expresamente que los privilegios e inmu- 

" nidades otorgados son concedidos a los funcionarios de 
la Organización para salvaguardar su independencia en 
el ejercicio de sus funciones y exclusivamente en interés 
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de la institución, por lo que el director deberá levantar la 
inmunidad a cualquier funcionario, cuando considere que 
está obstruyendo el curso de la justicia y que la renuncia 
no habrá de perjudicar los intereses de la Organización. 


En el capítulo “De las facilidades de viaje” se deta- 
llan las medidas que tomará el gobierno de la República 
para facilitar la entrada, la residencia o la estadía en el 
país y la salida del mismo a las personas vinculadas con 
la Organización, esto es a sus funcionarios y familiares, 
así como a asesores y becarios. : 


En lo que hace a la representación legal de la Orga- 
nización, se prevé que la misma la tendrá un funcionario 
residente designado por el director. 


El capítulo “De las Solicitudes de Cooperación Téc- 
nica” estipula que los planes y programas de coopera- 
ción técnica serán presentados al representante de la 
Organización, previa conformidad al Ministerio de Sa- 
lud Pública y de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto. 


Por otra parte, se prevé que, para fortalecer y facili- 
tar el desarrollo de las actividades, de cooperación téc- 
nica que se lleven a cabo en el país, la Organización 
podrá celebrar acuerdos operativos con entidades nacio- 
nales, públicas o privadas en áreas, temas o disciplinas 
conexas con la salud. 


Dos capítulos están especialmente destinados a deta- 
llar los compromisos de la Organización, por un lado, y 
los del gobierno de la República, por el otro. 


Se prevé que la cooperación técnica que podrá pres- 
tar la Organización, en común acuerdo con el gobierno, 
podrá consistir, entre otras cosas, en asesoría técnica, 
seminarios, programas de capacitación, proyectos de de- 
mostración, grupos de trabajo de expertos, becas, pro- 
yectos piloto, ensayos, experimentos o investigaciones, 
suministros y materiales así como información científica 
y tecnológica. 


Respecto a los compromisos del gobierno de la Re- 
pública, se estipula que el mismo contribuirá a financiar 
el costo de la cooperación técnica acordada con la orga- 
nización, sufragando en la medida de sus posibilidades 
la misma, haciéndose cargo de los costos de los servi- 
cios técnicos y administrativos del personal local, de las 
oficinas y otros locales que sean necesarios, del equipo 
y los suministros que se obtengan en el país, del trans- 
porte del personal nacional, del franqueo y de los gastos 
de telecomunicaciones oficiales. 


El Convenio prevé asimismo la posibilidad del arbi- 
traje para solucionar cualquier diferencia que pudiera 
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surgir entre las Partes respecto a la interpretación o la 
aplicación del Convenio a de cualquier convenio com- 
plementario al mismo. 


En síntesis, la aprobación del instrumento suscrito 
servirá para dar un nuevo impulso a la cooperación téc- 
nica entre la Organización y el gobierno a la vez que 
actualizará las disposiciones que hacen a las relaciones 
institucionales, privilegios e inmunidades de la Organi- 
zación, su Oficina y funcionarios, en consonancia con lo 
que son las soluciones normales adoptadas por el dere- 
cho diplomático en estos casos. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA), Sergio Abreu, Guillermo Gar- 
cía Costa, Ignacio de Posadas Montero. 

$ 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Aprúebase el Convenio Básico entre 
el gobierno de la República Oriental del Uruguay y la 
Organización Panamericana de la Salud/Organización 
Mundial de la Salud, sobre Relaciones Institucionales, 
Privilegios e Inmunidades, suscrito en Montevideo, el 
22 de julio de 1993. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Sergio Abreu, Guillermo García Costa, Ignacio 
de Posadas Montero. 


CONVENIO BASICO ENTRE EL GOBIERNO DE 
LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y LA ORGANIZACION 
PANAMERICANA DE LA 
SALUD/ORGANIZACION MUNDIAL DE LA 
SALUD SOBRE RELACIONES 
INSTITUCIONALES, PRIVILEGIOS E 
INMUNIDADES 


Entre el gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay (en adelante “el gobierno”) y la Organización Pa- 
namericana de la Salud (en adelante, la “Organización”; 


Deseando dar cumplimiento a los términos de las 
respectivas Constituciones de la Organización Paname- 
ricana de la Salud y a las resoluciones de sus Cuerpos 
Directivos relativas a cooperación técnica; llegar a un 
mutuo acuerdo respecto a las responsabilidades que asu- 
mirán las Partes y determinar los privilegios e inmuni- 
dades que el gobierno concederá a la OPS/OMS para 
facilitar el cumplimiento de sus funciones: 


Han convenido lo siguiente: 


“CAMARA DE SENADORES 


DE LA PERSONALIDAD Y CAPACIDAD 
JURIDICA DE LA ORGANIZACION 


Artículo 1 


La Organización Panamericana de la Salud es un 
organismo internacional público con ámbito de actua- 
ción en la Región de las Américas. 


La Oficina Sanitaria Panamericana (OSP) es el órga- 
no administrativo de la Organización y sirve asimismo 
como la Oficina Regional de la Organización Mundital 
de la Salud (OMS) para el Hemisferio Occidental, en 
virtud del Acuerdo firmado entre la OPS y la OMS el 24 
de mayo de 1949, el cual entró en vigencia el 1? de julio 
del mismo año. 


Artículo 2 


Por “los Cuerpos Directivos” se entenderá en este 
Convenio Básico: la Asamblea Mundial de la Salud y el 
Consejo Ejecutivo de la OMS en lo que respecta a la 
región de las Américas, la Conferencia Sanitaria Pana- 
mericana, el Consejo Directivo de la Organización y el 
Comité Ejecutivo del Consejo Directivo. La Conferen- 
cia y el Consejo sirven asimismo como Comité Regio- 
nal de la OMS para las Américas, en virtud del Acuerdo 
entre la Organización y la OMS, citado en el Artículo 
precedente. 


Por “el director” se entenderá en este Convenio el 
director de la Oficina Sanitaria Panamericana, quien es 
al mismo tiempo el director regional de la Organización 
Mundial de la Salud en la región de las Américas. 


Artículo 3 


El gobierno reconoce a la Organización su personali- 
dad jurídica internacional y todos los derechos, atribu- 
ciones y potestades que ésta tiene conforme su condi- 
ción de organismo tnternacional. 


Artículo 4 


La Organización está facultada en la República Orien- 
tal del Uruguay a: 


a) Celebrar, toda clase de contratos; 


b) Disponer de recursos financieros, bienes muebles 
e inmuebles; 


c) Poseer, adquirir, vender, arrendar, donar, mejorar 
o administrar cualquier bien, en el ejercicio de 
sus cometidos específicos; 


d) Entablar procedimientos judiciales y administra- 
tivos cuando así convenga a sus intereses, pu- 
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die o el director renunciar a la inmunidad de 
junsdicción de que goza en el país en su calidad 
de organismo internacional; 


e) Aceptar contribuciones especiales, herencias, le- 
gados y donaciones, siempre y cuando éstos sean 
compatibles con su naturaleza y propósitos; 


f) tomar otras acciones legales, administrativas o 
judiciales necesarias para el cumplimiento de sus 
funciones. 


Artículo 5 


Las relaciones de cooperación técnica entre el go- 
bierno y la Organización estarán sujetas a los términos y 
al espíritu de este Convenio Básico, los cuales se aplica- 
rán a toda modalidad de cooperación técnica entre el 
gobierno y la Organización y a todo otro convenio, acuer- 
do o documento complementarios relativos a dicha co- 
operación. 


Para fortalecer y facilitar el desarrollo de las activi- 
dades de cooperación técnica que se lleven a cabo en el 
país, la Organización podrá celebrar acuerdos operativos 
con entidades nacionales, públicas o privadas en áreas, 
temas o disciplinas conexas con la salud, conforme a la 
legislación nacional al respecto y a las políticas de salud 
que en ejercicio de su competencia determine el Minis- 
terio de Salud Pública. 


DE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DE LA 
ORGANIZACION 


Artículo 6 


La Organización gozará en el territorio de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay de todos los privilegios e 
inmunidades otorgados por el gobierno a las Naciones 
Unidas y a la Organización de los Estados Americanos, 
a otros organismos internacionales acreditados en el país 
y de aquéllos previstos en el presente Convenio Básico. 


Artículo 7 


En el desempeño de sus funciones específicas, la 
Organización y sus cuerpos directivos gozarán en la Re- 
pública Oriental del Uruguay de la independencia y li- 
bertad de acción propias de los organismos internacio- 
nales. 


Artículo 8 
La Organización, así como sus bienes y haberes, en 


cualquier parte y en manos de cualquier persona, goza- 
rán de inmunidad contra todo procedimiento judicial y 
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administrativo y no podrán ser objeto de registro, em- 
bargo o cualquier otra medida de ejecución salvo en el 
caso de que esta inmunidad sea expresamente renuncia- 
da por el director. Se entiende, sin embargo, que esa 
renuncia no se aplicará a ninguna medida judicial ejecu- 
toria. 


Artículo 9 


Los locales, archivos y todos los documentos perte- 
necientes a la Organización serán inviolables. Estos, sus 
haberes y bienes, dondequiera que se encuentren, goza- 
rán de inmunidad contra allanamiento, requisición, con- 
fiscación, expropiación y cualquier otra forma de inter- 
vención, ya sea ésta de carácter ejecutivo, administrati- 
vo, judicial o legislativo. 


Artículo 10 


La Organización, así como sus activos, ingresos y 
otros bienes estarán: 


a) Exentos de todo impuesto nacional directo. 


b) Asimismo la Organización podrá introducir al te- 
rritorio de la República libre de todo tributo, prohibición 
o restricción a la importación, los bienes destinados a su 
uso oficial, a proyectos de cooperación, o para destinar- 
los a entidades nacionales. 


Los artículos introducidos bajo estas exenciones no 
serán vendidos en la República sino conforme a las con- 
diciones establecidas al presente o aquellas más favora- 
bles que establezca en el futuro el gobierno respectivo 
de los organismos internacionales. 


Artículo 11 


Sin verse afectada por disposiciones fiscales, leyes, 
reglamentos o moratorias de cualquier naturaleza, la Or- 
ganización podrá: 


a) tener oro, fondos en moneda extranjera y valores 
y llevar sus cuentas en cualquier divisa; 


b) transferir sus fondos dentro y fuera del país, así 
como convertir a cualquier otra divisa o valor la mone- 
da corriente que tenga en su poder, 


c) cambiar divisas a moneda nacional en el mercado 
y al cambio que legalmente le sea más favorabie. 


En el ejercicio de estos derechos, la Organización 
prestará la debida atención a toda recomendación del 
gobierno, siempre y cuando considere que la misma pue- 
de ser tomada en cuenta sin detrimento de sus intereses 
y responsabilidades como organismo internacional. 
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Artículo 12 


La Organización gozará en el territorio de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, para sus comunicaciones 
oficiales, de facilidades no menos favorables que aqué- 
llas otorgadas por el gobierno a cualquier Misión Diplo- 
mática u Organismo Internacional en materia de priori- 
dades, contribuciones e impuestos sobre corresponden- 
cia, cables, telegramas, radiogramas. telefotos, telegra- 
mas y Otras comunicaciones, sí como de tarifas de pren- 
sa material de información destinado a la prensa y radio. 


Ninguna censura será aplicada a la correspondencia 
u otras comunicaciones oficiales de la Organización. 


Artículo 13 


La Organización tendrá el derecho de emplear códi- 
gos, así como el de despachar y recibir correspondencia 
por correos o valijas selladas, que gozarán de los privi- 
legios e inmunidades correspondientes a los correos o 
valijas diplomáticas. 


DE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES DEL 
PERSONAL 


Artículo 14 


El director, desde el momento de su elección y mien- 
tras dure su mandato, gozará, durante sus traslados al 
territorio de la República Oriental del Uruguay, respecto 
de los actos propios del ejercicio de sus funciones, de 
todos los privilegios, inmunidades, exenciones y facili- 
dades que se otorgan a tos jefes de Misiones diplomáti- 
cas, con rango de embajador, de acuerdo con el derecho 
internacional. 


Artículo 15 


Los funcionarios de la Organización de categoría in- 
ternacional, incluyendo los asesores extranjeros que se 
contraten para prestar servicios de cooperación técnica 
en el país, gozarán de inmunidad contra todo procedi- 
miento administrativo o judicial, respecto de los actos 
que ejecuten y de las expresiones orales o escritas que 
emitan, en el desempeño de sus funciones, aun después 
de que éstas hayan terminado. 


Artículo 16 


Los funcionarios de la Organización de categoría in- 
ternacional: 


a) recibirán tanto ellos como sus cónyuges, hijos y 
parientes de su dependencia que habiten con ellos, todas 
las facilidades que se les otorgan a los agentes diplomá- 
ticos en materia de inmigración y registro de extranje- 
ros, y de repatriación en época de crisis internacional; 
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b) gozarán, en lo que respecta al movimiento inter- 
nacional de fondos, de franquicias y tratamiento idénti- 
co al que disfrutan los agentes diplomáticos acreditados 
ante el gobierno. 


c) gozarán de la facultad de introducir a la República 
libre de derechos y otros gravámenes sus muebles, un 
vehículo y sus efectos de uso personal, con motivo de 
asumir funciones y siempre que ellas tengan una dura- 
ción prevista no menor de un año. La importación, reno- 
vación y venta del automóvil así como la importación o 
compra de artículos personales libre de impuestos esta- 
rán sujetas a las reglamentaciones que el gobierno tenga 
establecidas para las misiones diplomáticas extranjeras 
acreditadas ante él. 


d) podrán exportar, al término de su misión en el 
país, libre de todo tipo de impuestos, su menaje de casa, 
su equipaje personal y familiar y el vehículo de su pro- 
piedad. 


e) tendrán derecho a portar, tanto ellos como su fa- 
milia, el respectivo documento que los identifique como 
funcionarios internacionales acreditados en el país, 


Artículo 17 


Los privilegios e inmunidades establecidos en los 
artículos anteriores no se aplican a los nacionales uru- 
guayos que desempeñen funciones en la Oficina Sanita- 
ría Panamericana, salvo la inmunidad de jurisdicción 
respecto de los actos que ejecuten y expresiones orales o 
escritas que emitan, en el desempeño de sus funciones, e 
inviolabilidad de sus papeles relacionados con la Orga- 
nización. 


Artículo 18 


Los asesores y consultores estarán exentos de im- 
puestos sobre los sueldos y emolumentos que reciban de 
la OPS. 


Artículo 19 


El representante de la Organización comunicará al 
gobierno, la nómina de los funcionarios de la Organiza- 
ción de categoría internacional a quienes correspondan 
los privilegios e inmunidades estipuladas en los artícu- 
los anteriores. 


DE LA NATURALEZA DE LOS PRIVILEGIOS E 
INMUNIDADES 


Artículo 20 
Los privilegios e inmunidades son concedidos a los 


funcionarios de la Organización para salvaguardar su 
independencia en el ejercicio de sus funciones y exclusi- 
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vamente en interés de la institución. El director deberá 
levantar la inmunidad a cualquier funcionario, cuando 
considere que está obstruyendo el curso de la justicia y 
que la renuncia no habrá de perjudicar los intereses de 
la Organización. 


Artículo 21 


La Organización colaborará en todo momento con 
las autoridades competentes del país para facilitar la 
adecuada administración de justicia, garantizar el cum- 
plimiento de las ordenanzas y reglamentos de tránsito, 
policía y sanidad e impedir cualquier abuso que se pro- 
duzca en relación con los privilegios e inmunidades men- 
cionados en el presente Convenio Básico. 


DE LAS FACILIDADES DE VIAJE 
Artículo 22 


El gobierno tomará todas las medidas necesarias para 
facilitar la entrada, la residencia o estadía en el país y la 
salida del mismo. a las personas vinculadas con la Orga- 
nización, a saber: 


a) Los funcionarios de la Organización: las solicitu- 
des de visa de los funcionarios de la Organización y de 
sus familias, serán atendidas por las autoridades compe- 
tentes del gobierno, a la mayor brevedad posible; 


b) Los asesores que hayan de desempeñar misiones 
en el país por cuenta de la Organización, sin considera- 
ción de sus nacionalidades; 


c) Los representantes de los Países Miembros ante 
los Cuerpos Directivos de la Organización, cualesquiera 
que sean las relaciones existentes entre sus respectivos 
países y la República Oriental del Uruguay. Durante su 
permanencia en el país, gozarán de inviolabilidad de 
todo documento, inmunidad contra todo procedimiento 
judicial o administrativo relacionado con cualquier acto 
realizado o expresión oral o escrita o manifestada en el 
ejercicio de sus funciones; 


d) Los participantes y becarios seleccionados de 
acuerdo con los reglamentos de la Organización para 
realizar estudios o asistir a reuniones, conferencias, se- 
minarios o cursos internacionales patrocinados por la 
Organización en el país. El gobierno autorizará las visas 
correspondientes de manera oportuna, cualesquiera que 
sean las relaciones existentes entre los respectivos paí- 
ses de que sean nacionales dichos participantes y beca- 
rios y la República Oriental del Uruguay. 


Artículo 23 


En atención a la finalidad del servicio, los viajes 
nacionales o internacionales de los funcionarios y aseso- 
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res de la Organización, de los miembros de los Cuerpos 
Directivos y de las personas que ingresen al país para 
participar en reuniones, conferencias, seminarios y otras 
actividades de la Organización, no estarán sujetos al 
pago de impuestos o de tasas de puertos, aeropuertos o 
embarque, de acuerdo a la reglamentación vigente. Esta 
disposición también alcanzará a los miembros de la fa- 
milia de los funcionarios. 


Artículo 24 


El gobierno reconocerá el “Laissez-Passer” de las 
Naciones Unidas como documento válido suficiente para 
los efectos de entrada y salida del país de los funciona- 
rios de la Organización. 


Artículo 25 


Ninguna de las disposiciones anteriores excluye la 
aplicación de reglamentos de salud o cuarentena. 


DE LA REPRESENTACIÓN DE LA 
ORGANIZACION 


Artículo 26 


La Organización ejercerá sus funciones de coopera- 
ción técnica por medio de su representación en el país. 


La representación estará dirigida por un funcionario 
residente designado por el director, quien tendrá a su 
cargo, por delegación del director, la representación le- 
gal de la Organización en la República Oriental del Uru- 


guay. 
Artículo 27 


La representación tendrá como funciones principa- 
les: representar al director ante las autoridades naciona- 
les, a efectos de lo cual será el principal canal de comu- 
nicación y de relaciones entre el gobierno y la Organiza- 
ción en todo asunto relacionado con los Programas de 
Cooperación Técnica en el país; coordinar las activida- 
des y operaciones de cooperación técnico-científicas de 
la Organización y cumplir con aquellas otras tareas que 
mejor sirvan al cumplimiento de los fines y propósitos 
de la Organización en general, y del país en particular. 


DE LAS SOLICITUDES DE COOPERACION 
TECNICA 


Artículo 28 


Los planes y programas de cooperación técnica se- 
rán presentados, previa conformidad del Ministerio de 
Salud Pública y de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, por vía diplomática, al representante de la Orga- 
nización. El gobierno suministrará a ésta toda la infor- 
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mación que fuera necesaria para evaluar dichas solicitu- 
des. 


Artículo 29 


El gobierno y la Organización, conforme a lo esta- 
blecido en el artículo 27 y con sujeción a las limitacio- 
nes presupuestarias y a la disponibilidad de fondos, for- 
mularán planes de trabajo mutuamente aceptables para 
llevar a cabo los Programas de Cooperación Técnica. 


DE LOS COMPROMISOS DE LA 
ORGANIZACION 


Artículo 30 


La cooperación técnica que podrá prestar la Organi- 
zación en común acuerdo con el gobierno, podrá consis- 
tiren: 


a) Asesoría técnica: los asesores serán seleccionados 
a iniciativa de las autoridades nacionales correspondien- 
tes, de común acuerdo con la Organización. En el des- 
empeño de sus funciones, los mismos actuarán en con- 
sulta directa con el gobierno y con las personas u Órga- 
nos autorizados para ello por éste, pero serán responsa- 
bles solamente ante la Organización y estarán bajo su 
dirección y supervisión; 


b) Seminarios, programas de capacitación, proyectos 
de demostración, grupos de trabajo de expertos y activi- 
dades afines que la Organización organizará y dirigirá, 
conjuntamente con entidades nacionales, en los lugares 
que mutuamente se convenga; 


c) Becas u otras situaciones asimiladas en virtud de 
las cuales los candidatos propuestos por el gobierno y 
aprobados por la Organización, realicen estudios o reci- 
ban adiestramiento en el exterior o dentro del país; 


d) Proyectos piloto, ensayos, experimentos o investi- 
gaciones que se prepararán y se llevarán a cabo en los 
lugares que mutuamente se convenga; 


e) Suministros y materiales indispensables para la 
buena marcha de los programas de cooperación técnica, 
que se proporcionarán según mutuamente se acuerde; 


f) Información científica y tecnológica: 


2) Cualquier otra modalidad de cooperación en que 
puedan convenir el gobierno y la Organización. 


Artículo 31 


Los asesores de la Organización, ya sean nacionales 
o extranjeros, se esforzarán para transferir al personal 
nacional sus conocimientos, tecnologías y experiencias, 


CAMARA DE SENADORES 


para capacitarlo en los métodos, técnicas y prácticas 
profesionales empleados y en los principios en que éstos 
están basados. 


Artículo 32 


El equipo técnico, materiales y suministros propor- 
cionados por la Organización continuarán siendo de su 
propiedad, salvo cuando se hubiere efectuado el traspa- 
so de conformidad con la política en vigor determinada 
por sus Cuerpos Directivos. 


Artículo 33 


El gobierno y la Organización se consultarán mutua- 
mente con respecto a la publicación de los hallazgos e 
informes relacionados con los programas de coopera- 
ción técnica, que puedan resultar útiles para otros países 
y para la Organización. 


Artículo 34 


La Organización, dentro de las limitaciones impues- 
tas por su presupuesto, sufragará en su totalidad o en 
parte, conforme se convenga mutuamente, los costos de 
la cooperación técnica que deban pagarse fuera del país, 
a saber: 


a) los sueldos y dietas, incluyendo los viáticos, de 
los asesores; 


b) el costo de viajes de los asesores fuera del país y 
los gastos de seguro que correspondan; 


c) la adquisición y transporte desde y hasta el lugar 
de entrada al país de los materiales y suministros pro- 
porcionados por la Organización; 


d) otros gastos necesarios para la provisión de la 
cooperación técnica que fueren aprobados por la Orga- 
nización. 


Cuando así haya sido convenido entre las Partes, la 
Organización sufragará en moneda nacional, aquellos 
gastos locales que no sean financiados por el gobierno. 


DE LOS COMPROMISOS DEL GOBIERNO 
Artículo 35 


El gobierno colaborará con la Organización en la 
obtención y compilación de hallazgos, datos, estadísti- 
cas y otras informaciones que permitan que la Organiza- 
ción analice y evalúe los resultados de los programas de 
cooperación técnica y permitirá con ese propósito el 
acceso a las reparticiones competentes previo conoci- 
miento de las autoridades de éstas. 
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Igualmente, el gobierno, a solicitud de la Organiza- 
ción, facilitará, en la medida de sus posibilidades, los 
servicios de funcionarios nacionales para colaborar en el 
desarrollo de actividades de Cooperación Técnica entre 
Países en Desarrollo (CTPD), conforme a lo recomenda- 
do por los cuerpos directivos de la Organización. 


Artículo 36 


El gobierno contribuirá a financiar el costo de la 
cooperación técnica acordada con la Organización, su- 
fragando en la medida de sus posibilidades, o adminis- 
trando directamente los siguientes elementos y servi- 
cios, según las necesidades de cada proyecto: 


a) los costos de los servicios técnicos y administrati- 
vos del personal local, incluyendo la cooperación del 
personal local de secretaría, traducción y otros servicios 
conexos que se necesiten; 


b) tas oficinas y otros locales que fueren necesarios; 


c) el equipo y los suministros que se obtengan en el 
país; 


d) el transporte del personal nacional, los suminis- 
tros y el equipo que se requieran para propósitos oficia- 
les dentro del país; 


e) el franqueo y los gastos de telecomunicaciones 
con fines oficiales. 


Las compras reembolsables que la Organización haga 
para el gobierno, conforme las políticas que al respecto 
formulen los cuerpos directivos de aquélla, estarán exen- 
tos del pago de todo tributo, derechos consulares y adua- 
neros y de cualquier otro recargo O tarifas públicas apli- 
cables a la introducción de los equipos, maquinarias y 
materiales de que se trate. 


El gobierno sufragará aquella parte de los gastos que 
debieren abonarse fuera del país y que no fueren finan- 
ciados por la Organización, según lo convinieren mutua- 
mente. 


Artículo 37 


El gobierno asumirá la responsabilidad de atender 
reclamaciones presentadas por terceros contra la Orga- 
nización y/o sus asesores, agentes o empleados y podrá 
exonerar de responsabilidad a la Organización, salvo 
que dichas reciamaciones se originen por negligencia o 
conducta intencional de los asesores, agentes o emplea- 
dos de la Organización en el desempeño de sus funcio- 
nes o en relación a dicho desempeño. 
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DEL ARBITRAJE 
Artículo 38 


Cualquier diferencia que pudiera surgir entre el go- 
bierno y la Organización sobre la interpretación o apli- 
cación de este Convenio Básico o de cualquier convenio 
complementario, que no pueda ser solucionada por ne- 
gociaciones directas, será sometida a decisión de un Tri- 
bunal Arbitral. Uno de los árbitros será nombrado por el 
gobierno, el segundo por la Organización y el tercero, 
que presidirá el Tribunal, por los dos anteriores. El go- 
bierno y la Organización convienen en aceptar como 
definitivo el laudo del Tribunal Arbitral. 


DE LAS DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 39 


Ni el gobierno ni la Organización serán responsables 
si no pudiesen cumplir por causas de fuerza mayor con 
las obligaciones que adquieren en virtud del presente 
Convenio. 


Artículo 40 


El presente Convenio Básico entrará en vigor en la 
fecha de la notificación, por parte del gobierno de la 
República Oriental del Uruguay, de la finalización de 
los trámites internos correspondientes para la entrada en 
vigor. 


Artículo 41 


El presente Convenio Básico tendrá duración indefi- 
nida, pero podrá ser denunciado en cualquier momento, 
mediante comunicación escrita por cualesquiera de las 
Partes. 


La denuncia surtirá efecto seis meses después de la 
fecha de recibo de su notificación a la otra Parte y no 
afectará los proyectos que se hallen en trámite a la fecha 
de operarse la misma. 


Artículo 42 


Las Partes, de mutuo acuerdo, podrán introducir mo- 
dificaciones o suscribir protocolos o acuerdos relaciona- 
dos con el presente Convenio Básico, los cuales entra- 
rán en vigor a la fecha de la notificación, por parte del 
gobierno de la República Oriental del Uruguay, de la 
finalización de los trámites internos para la entrada en 
vigor. 


Artículo 43 


El presente Convenio Básico reemplaza a todo otro 
documento relativo a los temas por él tratados que se 
haya suscrito entre el gobierno y la Organización. 
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EN FE DE LO ANTERIOR, los representantes de 
las Partes, debidamente autorizados para hacerlo, firman 
el presente Convenio Básico en español, en tres ejem- 
plares de igual tenor y validez, en la ciudad de Montevi- 
deo, a los veintidós días del mes de julio de mil nove- 
cientos noventa y tres. 


Por el gobierno de la Por la Organización 


República Oriental del Panamericana de la Salud/ 
Uruguay Organización Mundial de 
la Salud 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 


Asuntos Internacionales 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales consi- 
deró el proyecto de ley presentado por el Poder Ejecuti- 
vo por el cual se aprueba el Convenio Básico entre el 
gobierno de la República y la Organización Panamerica- 
na de la Salud - Organización Mundial de la Salud, 
relativo a las Relaciones Institucionales, Privilegios e 
Inmunidades, e informa al respecto lo siguiente: 


I- ANTECEDENTES 


1. El Convenio a que se refiere el proyecto de ley 
fue suscrito en Montevideo, el 22 de julio de 1993. 


2. El Poder Ejecutivo, por Mensaje de fecha 24 de 
agosto de 1993 lo pone a consideración de la Asamblea 
General para su aprobación. 


3. El mismo fue destinado a la Cámara de Represen- 
tantes que luego de un detenido estudio lo aprueba con 
fecha 12 de julio de 1994, 


H - OBJETO 


El propósito del Convenio es determinar las líneas 
generales para la cooperación técnica con la República. 
Se intenta, asimismo, regular “las relaciones entre la 
Oficina de la Organización y el Estado huésped y la de 
sus funcionarios con las autoridades del país” (Mensaje 
dei Poder Ejecutivo). 


HI - ANALISIS 


El Convenio puede dividirse básicamente en tres 
áreas: 
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1. La primera, está referida a la parte signataria (la 
Organización), en cuanto a su Personalidad y Capacidad 
Jurídica (artículos 1% a 59), Representación (artículos 26 
y 27), Privilegios e Inmunidades de la Organización (ar- 
tículos 6? a 13) y de sus Funcionarios (artículos 14 a 19) 
y la naturaleza de esos privilegios (artículos 20 y 21). 


2. La segunda área, se refiere a la cooperación técni- 
ca propiamente dicha y está representada por la Solici- 
tud de Cooperación Técnica (artículos 28 y 29), los Com- 
promisos de la Organización (artículos 30 a 34), Com- 
promisos del Gobierno (artículos 35 a 37) y por las 
Facilidades de Viaje (artículos 22 a 25). 


3. Por último, se encuentran las cláusulas de estilo 
en este tipo de Convenciones como el Arbitraje (artículo 
38), de Fuerza Mayor (artículo 39), entrada en vigor 
(artículo 40), denuncia (artículo 41), modificación (ar- 
tículo 42) y derogación de toda otra anterior (artículo 43). 


FV - EVALUACION Y RECOMENDACION 


l. La Convención es un instrumento para organizar 
la cooperación de la Organización con el Uruguay, a 
través de procedimientos ágiles y cumpliendo con deter- 
minadas formalidades establecidas de antemano (artícu- 
los 28 y 29). 


2. Los medios para llevar adelante esa cooperación 
son muy variados: asesoría técnica, seminarios, becas, 
proyectos piloto, suministros y materiales, información 
científica y tecnológica. Aunque establecidos en el 
artículo 30 a texto expreso, el literal g) admite que, de 
mutuo acuerdo, se puedan convenir otras modalidades. 


3. La parte principal de las obligaciones recae sobre 
la Organización. 


4. Las obligaciones que corresponden a Uruguay son 
razonables y usuales en convenios de esta naturaleza: 
colaboración en la obtención y compilación de la infor- 
mación y, en la medida de sus posibilidades, facilitar 
funcionarios nacionales, sufragar los costos de los servi- 
cios técnicos y administrativos del personal local, ofici- 
nas y locales, equipo y suministros que se obtengan en 
el país, transporte de personal nacional (y de los equi- 
pos), franqueo y gastos de telecomunicaciones oficiales. 


5. Se prevé, asimismo, una exención tributaria a la 
introducción de los equipos, maquinarias y materiales 
de que se trate cuando sean “compras reembolsables que 
la Organización haga para el gobierno” (artículo 36 par- 
te final). 


6. El estatuto del director y de los demás funciona- 
rios de la Organización, incluyendo los asesores interna- 
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Ministerio de 


cionales, en especial sus privilegios e inmunidades, co- 
rresponden al reconocido generalmente a funcionarios y 
técnicos internacionales, quedando expresamente exclui- Relaciones Exteriores 


dos los nacionales que desempeñen funciones en la mis- Ministerio de Industria, 
ma. Energía y Minería 


Ministerio de 
Ganadería, Agricultura 


7. El Convenio renueva y da un nuevo impulso a la 
> y Pesca 


cooperación técnica entre la Organización y el gobierno 
y se inscribe en las excelentes relaciones de la Repúbli- 


ca con la Comunidad Internacional. Montevideo, 13 de octubre de 1993. 


o Señor presidente de la Asamblea General: 
Por lo expuesto vuestra Comisión de Asuntos Inter- 


nacionales aconseja la aprobación del proyecto de ley 
referido. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el que se aprueba la adhesión de la 
República al Convenio Internacional para la Protección 
de las Obtenciones Vegetales, suscrito en París el 2 de 
diciembre de 1961 y modificado por actas adicionales 
suscritas en Ginebra e! 10 de noviembre de 1972 y el 23 
de octubre de 1978, 


Sala de la Comisión, 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), 
Alvaro Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Leo- 
poldo Bruera, Reinaldo Gargano, Julio C. 
Grenno, Américo Ricaldoni, Alberto Zuma- 


rán. Senadores.” I. - ANALISIS DEL CONVENIO 


El texto actual fue adoptado en la Conferencia Di- 
plomática de revisión del Convenio, realizada en Gine- 
bra del 9 al 23 de octubre de ¿978 y en la que participa- 


22) ADHESION DE LA REPUBLICA AL CONVENIO IN- 
TERNACIONAL PARA LA PROTECCION DE OB- 
TENCIONES VEGETALES. Aprobación. Proyecto de 


ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que 
se aprueba la adhesión de la República al Convenio 
Internacional para la Protección de las Obtenciones Ve- 
getales. (Carp. N* 1546/94 - Rep. N* 905/94). 


(Antecedentes:) 
“Carp. N* 1546/94 
Rep. N* 905/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase la adhesión de la Re- 
pública al Convenio Internacional para la Protección de 
las Obtenciones Vegetales, suscrito en París el 2 de di- 
ciembre de 1961 y modificado por actas adicionales 
firmadas en Ginebra el 10 de noviembre de 1972 y el 23 
de octubre de 1978. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 12 de julio de 1994. 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario 


ron nueve países en calidad de miembros, veintisiete 
países en calidad de observadores, tres organizaciones 
internacionales intergubernamentales y seis organizacio- 
nes internacionales no gubernamentales. La convención 
con las modificaciones del año 1978 entró en vigor el 8 
de noviembre de 1981. 


Los Estados Parte en el Convenio constituyen una 
organización intergubernamental, denominada Unión In- 
ternacional para la Protección de las Obtenciones Vege- 
tales (UPOV), con sede en Ginebra. Actualmente los 
Estados firmantes del Convenio son los siguientes: Aus- 
tralia, Alemania, Bélgica, Canadá, Dinamarca, España, 
Estados Unidos de América, Francia, Hungría, Irlanda, 
Israet, Italia, Japón, Nueva Zelandia, Países Bajos, Polo- 
nia, Reino Unido, Sudáfrica, Suecia y Suiza. 


El objetivo del Convenio que nos ocupa es que los 
Estados miembros reconozcan los méritos de los obten- 
tores de nuevas variedades vegetales, concediéndoles un 
derecho exclusivo de propiedad del material de repro- 
ducción o de multiplicación vegetativa en su calidad de 
tal. Este derecho se puede realizar mediante la conce- 
sión de un título de propiedad o de una patente (Art. 2) 
y es aplicable a todos los géneros y especies botánicas 
(Art. 4). 


La protección a las variedades vegetales ha de co- 
rresponder a las normas obligatorias previstas en el con- 
veníio, que se refieren principalmente a los siguientes 
aspectos: -la forma de protección (Arts. 2 y 37); -el 
acceso a la protección por parte de nacionales de otros 
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Estados miembros de la UPOV o de las personas que 
tengan su residencia o sede comercial en esos Estados 
(trato nacional o reciprocidad, Arts. 8 y 11; -los requisi- 
fos para la concesión o revocación de los derechos (Arts. 
6, 10 y 38); -la designación de las variedades mediante 
denominaciones de la variedad y el empleo de dichas 


denominaciones (Art. 13); -el derecho de prioridad (Art... 


12); el ámbito de la protección, derechos y limitaciones 
(Arts. 5 y 9); -la duración de la protección (At. 8); -la 
relación con otras disposiciones reglamentarias en el sec- 
tor de las semillas (Art. 14); -el examen de las varieda- 
des (Art. 7); -el estatuto jurídico establecido (Art. 24) y 
-la cooperación en el plano internacional y acuerdos 
especiales entre Estados firmantes (Arts. 29 y 30). 


La administración y dirección están previstos en el 
articulado, estableciéndose; los órganos permanentes y 
su composición (Arts. 15, 16, 17 y 18); como deben 
sesionar, tomar decisiones y que atribuciones les corres- 
ponden (Arts. 19, 20, 21, 22, 23 y 28); así como los 
aspectos financieros del Convenio (Arts. 25 y 26). 


Por último el Convenio se cierra con los artículos en 
los que se explicitan las modalidades admitidas para la 
vinculaión o el retiro de las Partes (Arts. 31, 32, 35 y 
41); la entrada en vigor (Art. 33); la revisión del Conve- 
nio (Art. 27); la no aceptación de ninguna reserva al 
Convenio (Art. 40) y las funciones de depositario del 
Convenio (Art. 42). ' 


Para adherirse al Convenio, un Estado debe tener 
vigente una legislación para la protección de las obten- 
ciones vegetales que sea conforme con los principios del 
Convenio. El mismo establece que el Estado que desee 
ser miembro, primero debe solicitar la opinión del Con- 
sejo sobre si sus leyes se encuentran en conformidad 
con el Convenio. Al recibir una opinión favorable podrá 
depositar su instrumento de adhesión. 


11. - SITUACION DEL PAIS EN 
RELACION A LA PROTECCION DE 
OBTENCIONES VEGETALES 


Nuestro país promulgó la Ley de Semillas N* 15,173 
de 4 de agosto de 1981, en la que se incluyó en su 
Capítulo Y la protección a los creadores de nuevos cul- 
tivares y el decreto-ley modificatorio N* 15,554, del 21 
de mayo de 1981. La reglamentación está dada por el 
Capítulo IV del decreto 84/83 de 16 de marzo de 1983 y 
$us modificativos, decreto 418/987 de 12 de agosto de 
1987 y decreto de techa 17 de setiembre de 1991. 


Nuestra reglamentación se inspiró y está en acuerdo 
con los lineamientos generales establecios por el Conve- 
nio, y al hacerlo se ha optado por el tipo de protección 
correspondiente al de una buena parte del mundo, en el 
entendido que es el mecanismo apropiado de estímulo a 
la labor creativa vegetal, así como facilitador de las 
importaciones y exportaciones de semillas. 
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ll. - ACCIONS REALIZADAS 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, por 
nota de fecha 8 de setiembre de 1991, solicitó a la UPOV 
el examen de conformidad de la legislación uruguaya en 
la materia. El consejo de la UPOV én sus sesiones de 23 
y 24 de octubre de 1991, dio su visto bueno a la norma- 
tiva de nuestro país, resolviendo que una vez que Uru- 
guay apruebe legislativamente el Convenio Internacio- 
nal para la Protección de Obtenciones Vegetales podrá 
realizar el depósito de su instrumento de adhesión al 
mismo, 


IV. - CONCLUSIONES 


El adherirse al Convenio permite que nuestro siste - 
ma de protección a las obtenciones vegetales sea reco- 
nocido y homologado por otros países, obteniendo su 
confianza y credibilidad, lo que nos posibilitaría: 


- Ampliar la lista de especies protegidas, al poder 
concretar en el marco del Convenio acuerdos con países 
miembros, con vistas a la utilización de sus servicios 
encargados del examen de las variedades. 


- Incrementar el mejoramiento de las variedades en 
el país a través de nuevas inversiones de capitales nacío- 
nales y extranjeros, destinados al desarrollo y a la insta- 
lación en el país de empresas con este fin. 


- La introducción al país de variedades protegidas en 
otros países, tanto para su uso interno como para su 
multiplicación y posterior exportación. 


- Proteger en otros países materiales genéticos de 
obtentores nacionales. 


- Compartir las experiencias de los Estados miem- 
bros y obtener el beneficio que ello reporta. 


- Ser el primer país latinoamericano que lo realiza, 
lo que nos ubicaría como líderes de la región en esta 
materia. La República Argentina está gestionando su 
adhesión al Convenio. 


El Poder Ejecutivo entiende que la integración a la 
Unión para la Protección de Obtenciones Vegetales ha 
de suponer un positivo impacto en la economía del país; 
tanto por significar un estímulo a los esfuerzos de los 
abtentores del país que aseguren la producción de nue- 
vas variedades capaces de resolver específicos proble- 
mas de nuestra agricultura y de lá ajena, como por per- 
mitir a nuestros productores utilizar variedades extranje- 
ras que sean beneficiosas y den a sus obtentores las 
mismas garantías que puedan tener los uruguayos o las 
que tengan en otros países con los que Uruguay se rela- 
ciona por su comercio de semillas. 
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En virtud de las razones expresadas se solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria a efectos de 
permitir la adhesión de la República al citado Convenio. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Eduardo Ache, Pedro 
Saravia, Sergio Abreu. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo PF”. - Apruébase la adhesión de la República 
al Convenio Internacional para la Protección de las Ob- 
tenciones Vegetales, suscrito en París el 2 de diciembre 
de 1961 y modificado por actas adicionales firmadas en 
Ginebra el 10 de noviembre de 1972 y el 23 de octubre 
de 1978. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 
Eduardo Ache, Pedro Saravia, Sergio Abreu. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales, tiene el 
honor de dirigirse al Cuerpo, recomendando la aproba- 
ción del presente proyecto de ley por el cual se aprueba 
la adhesión al Convenio Internacional para la Protección 
de las Obtenciones Vegetales, suscrito en París el 2 de 
diciembre de 1961 y modificado por actas adicionales 
firmadas en Ginebra el 10 de noviembre de 1972 y el 23 
de octubre de 1978. 


Los Estados Parte del Convenio relacionado, se cons- 
tituyen en una Organización Intergubernamental deno- 
minada “Unión para la Protección de las Obtenciones 
Vegetales”, (Art. 1) con sede en Ginebra. 


El Convenio tiene como objeto, reconocer y garanti- 
zar el derecho al “obtentor” de una variedad vegetal 
nueva concediéndole un título de protección particular o 
una patente. El mismo es aplicable a todos los géneros y 
especies botánicas (Art. 4). 


El derecho concedido al “obtentor” tendrá como efec- 
to el sometimiento a su previa autorización en las si- 


guientes hipótesis: 


- — la producción con fines comerciales; 
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la puesta a la venta; 


- la comercialización de! material de reproducción 
o de multiplicación vegetativa. (Art. 5). 


Así mismo se establecen las condiciones necesarias 
para beneficiarse de la protección, (Art. 6) la duración 
de la misma, (Art. 8) y la limitación del ejercicio de los 
derechos protegidos. (Ant. 9), 


Nuestro país ha legislado en esta materia en un 
todo de acuerdo con el espíritu del presente Convenio 
(ley N* 15.173, decreto-ley N* 15.554, decreto 84/83 y 
decreto 418/87), tentendo ésta el visto bueno del Conse- 
jo de la UPOV (sesiones del 23 y 24 de octubre de 
1991), por lo que consideramos de sumo interés para 
nuestro país la aprobación del presente. 


Sala de la Comisión, || de agosto de 1994, 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), Al- 
varo Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan 
Carlos Blanco, Lepoldo Bruera, Reinaldo 
Gargano, Julio C. Grenno, Américo Ricaldo- 
ni, Senadores. 


Convenio Internacional 
para la Protección 
de las Obtenciones Vegetales 


de 2 de diciembre de 1961 


Revisado en Ginebra el 10 de noviembre de 1972 
y el 23 de octubre de 1978 


Texto Oficial Español 
UPOV 


Unión Internacional para la Protección de las 
Obtenciones Vegetales 


GINEBRA 1985 


Observación: El Convenio Internacional para la Pro- 
tección de las Obtenciones Vegetales, firmado el 2 de 
diciembre de 1961, y el Acta Adicional de 10 de no- 
viembre de 1972, están contenidos en la publicación de 
la UPOV 273 (S). 


Convenio Internacional 
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la Protección de las Obtenciones Vegetales 


de 2 de diciembre de 1961 


Revisado en Ginebra 
el 10 de noviembre de 1972 y el 23 de octubre de 1978 


C.S.- 431 


Artículo |: 
Artículo 2: 
Artículo 3: 
Artículo 4: 
Artículo 5: 
Artículo 6: 


Artículo 7: 


Artículo 8: 
Artículo 9: 


Artículo 10: 


Artículo 11: 


Artículo 12: 
Artículo 13: 
Artículo 14: 


Artículo 15: 
Artículo 16: 


Artículo 17: 
Artículo 18: 
Artículo 19: 
Artículo 20: 
Artículo 21: 
Artículo 22: 


Artículo 23: 


Artículo 24: 
Artículo 25: 
Artículo 26: 
Artículo 27: 
Artículo 28: 


Artículo 29: 


" CÁMARA DE SENADORES 


CONTENIDO 


Preámbulo 

Objeto del Convenio; constitución de 
una Unión; sede de la Unión 

Formas de protección 

Trato nacional; reciprocidad 

Géneros y especies botánicos que de- 
ben o pueden protegerse 

Derechos protegidos; ámbito de la pro- 
tección 

Condiciones requeridas para beneficiar- 
se de la protección 

Examen oficial de variedades; protec- 
ción provisional 

Duración de la protección 

Limitación del ejercicio de los dere- 
chos protegidos 

Nulidad y caducidad de los derechos 
protegidos 

Libre elección del Estado de la Unión 
en el que se presente la primera sotici- 
tud; solicitudes en otros Estados de la 
Unión; independencia de la protección 
en diferentes Estados de la Unión 
Derecho de prioridad 

Denominación de la variedad 
Protección independiente de las medi- 
das reguladoras de la producción, la 
certificación y la comercialización 


Organos de la Unión 

Composición del Consejo; número de 
votos 

Admisión de observadores en las reunio- 
nes del Consejo 

Presidente y Vicepresidentes del Con- 
sejo 

Sesiones del Consejo 

Reglamento del Consejo; Reglamento 
administrativo y financiero de la Unión 


Atribuciones del Consejo 

Mayorías requeridas para las decisio- 
nes del Consejo 

Atribuciones de la Oficina de la Unión: 
responsabilidades del secretario gene- 
ral; nombramiento de funcionarios 


Estatuto jurídico 

Verificación de cuentas 

Finanzas 

Revisión del Convenio 

Idiomas utilizados por la Oficina y en 
las reuniones del Consejo 

Acuerdos especiales para la protección 
de las obtenciones vegetales 


Artículo 30: Aplicación del Convenio a nivel na- 
cional; acuerdos especiales para la uti- 
lización común de los servicios encar- 
gados del examen 

Artículo 31: Firma 

Artículo 32: Ratificación; aceptación o aprobación; 
adhesión 

Artículo 33: Entrada en vigor; imposibilidad de ad- 
herirse a los textos anteriores 

Artículo 34: Relaciones entre Estados obligados por 
textos diferentes 

Artículo 35: Comunicaciones relativas a los péne- 
ros y especies protegidos; informacio- 
nes que deberán publicarse 

Artículo 36: Territorios 

Artículo 37: Derogación para la protección bajo dos 


formas 

Artículo 38: Limitación transitoria de la exigencia 
de novedad 

Artículo 39: Mantenimiento de los derechos adqui- 
ridos 


Artículo 40: Reservas 
Artículo 41: Duración y denuncia del Convenio 


Artículo 42: Idiomas; funciones de depositario 


Nota: Los textos de 2 de diciembre de 1961 y de 10 
de noviembre de 1972, están contenidos en la publi- 
cación de la UPOV 273 (S). 


LAS PARTES CONTRATANTES, 


Considerando que el Convenio Internacional para la 
Protección de las Obtenciones Vegetales, de 2 de di- 
ciembre de 1961, modificado por el Acta adicional de 
10 de noviembre de 1972, ha demostrado ser un valioso 
instrumento para la cooperación internacional en mate- 
ria de protección del derecho de los obtentores:; 


Reafirmando los principios contenidos en el Preám- 
bulo del Convenio, según los cuales: 


a) están convencidas de la importancia que reviste la 
protección de las obtenciones vegetales, tanto para el 
desarrollo de la agricultura en su territorio como para la 
salvaguardia de los intereses de los obtentores, 


b) están conscientes de los problemas especiales que 
representa el reconocimiento y protección del derecho 
del obtentor y especialmente las limitaciones que pue- 
den imponer al libre ejercicio de tal derecho las exigen- 
cias del interés público, 


c) consideran que es altamente deseable que esos 
problemas, a los cuales numerosos Estados conceden 
legítima importancia, sean resueltos por cada uno de 
ellos conforme a principios uniformes y claramente de- 
finidos; 
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Conside: mdo que el concepto de la protección de 
los derechos de los obtentores ha adquirido gran impor- 
tancia en muchos Estados que aún no se han adherido al 
Convenio; 


Considerando que son necesarias ciertas modifica- 
ciones en el Convenio para facilitar la adhesión de esos 
Estados a la Unión; 


Considerando que ciertas disposiciones sobre la ad- 
ministración de la Unión creada por el Convenio deben 
modificarse a la luz de la experiencia; 


Considerando que la mejor forma de lograr esos ob- 
jetivos es revisar nuevamente el Convenio; 


Convienen lo que sigue: 
Artículo 1 


Objeto del Convenio; constitución de una Unión; 
sede de la Unión 


1) El presente Convenio tiene como objeto recono- 
cer y garantizar un derecho al obtentor de una variedad 
vegetal nueva o a su causahabiente (designado en ade- 
lante por la expresión “el obtentor”) en las condiciones 
que se definen a continuación. 


2) Los Estados parte del presente Convenio (deno- 
minados en adelante “Estados de la Unión”) se constitu- 
yen en una Unión para la Protección de las Obtenciones 
Vegetales. 


3) La sede de la Unión y de sus órganos permanentes 
se establece en Ginebra. 


Artículo 2 
Formas de protección 


1) Cada Estado de la Unión puede reconocer el dere- 
cho del obtentor previsto por el presente Convenio me- 
diante la concesión de un título de protección particular 
o de una patente. No obstante, todo Estado de la Unión, 
cuya legislación nacional admita la protección en ambas 
formas, deberá aplicar solamente una de ellas a un mis- 
mo género o una misma especie botánica. 


2) Cada Estado de la Unión podrá limitar la aplica- 
ción del presente Convenio, dentro de un género o de 
una especie, a las variedades que tengan un sistema 
particular de reproducción o de multiplicación o cierta 
utilización final. 
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Artículo 3 
Trato nacional; reciprocidad 


1) Las personas naturales y jurídicas con domicilio o 
residencia en uno de los Estados de la Unión gozarán en 
tos otros Estados de la Unión, en lo que al reconoci- 
miento y a la protección del derecho de obtentor se 
refiere, del trato que las leyes respectivas de dichos Es- 
tados conceden o concedan a sus nacionales, sin perjui- 
cio de los derechos especialmente previstos por el pre- 
sente Convenio y a condición de cumplir las condicio- 
nes y formalidades impuestas a los nacionales. 


2) Los nacionales de los Estados de la Unión que no 
tengan domicilio o residencia en uno de dichos Estados, 
gozarán igualmente de los mismos derechos, a condi- 
ción de satisfacer las obligaciones que puedan serles 
impuestas con vistas a permitir el examen de las varie- 
dades que hayan obtenido, así como el control de su 
multiplicación. 


3) Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos 1) y 
2), todo Estado de la Unión que aplique el presente 
Convenio a un género o una especie determinado tendrá 
la facultad de limitar al beneficio de la protección a los 
nacionales del Estado de la Unión que aplique el Conve- 
nio a ese género o especie y a las personas naturales y 
jurídicas con domicilio o residencia en uno de dichos 
Estados. 


Artículo 4 


Géneros y especies botánicos que deben 
o pueden protegerse 


1) El presente Convenio es aplicable a todos los 
géneros y especies botánicos. 


2) Los Estados de la Unión se comprometen a adop- 
tar todas las medidas necesarias para aplicar progresiva- 
mente las disposiciones del presente Convenio al mayor 
número posible de géneros y especies botánicos. 


3) a) A la entrada en vigor del presente Convenio en 
su territorio, cada Estado de la Unión aplicará las dispo- 
siciones del Convenio a cinco géneros o especies, como 
mínimo. 


b) Cada Estado de la Unión deberá aplicar a conti- 
nuación dichas disposiciones a otros géneros o especies, 
en los siguientes plazos a partir de la entrada en vigor 
del presente Convenio en su territorio: 


i) en un plazo de tres años, a diez géneros O espe- 
cies en total por lo menos; 
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ii) en un plazo de seis años, a dieciocho géneros o 
especies en total por lo menos; 


ii) en un plazo de ocho años, a veinticuatro géneros 
o especies en total por Jo menos. 


c) Cuando un Estado de la Unión limite la aplicación 
del presente Convenio dentro de un género o una espe- 
cie, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 2.2), 
ese género o especie, no obstante, se considerará como 
un género o una especie a los efectos de los párrafos a) 


y b). 


4) Previa petición de un Estado que tenga intención 
de ratificar, aceptar, o aprobar el presente Convenio o 
adherirse al mismo, con el fin de tener en cuenta las 
condiciones económicas o ecológicas especiales de ese 
Estado, ei Consejo podrá decidir, en favor de dicho Es- 
tado, reducir los números mínimos previstos en el párra- 
fo 3), prolongar los plazos previstos en dicho párrafo, o 
ambos. 


5) Previa petición de un Estado de la Unión, con el 
fin de tener en cuenta las dificultades especiales que 
encuentre dicho Estado para cumplir las obligaciones 
previstas en el párrafo 3) b), el Consejo podrá decidir, 
en favor de dicho Estado, prolongar los plazos previstos 
en el párrafo 3) b). 


Artículo 5 
Derechos protegidos; ámbito de la protección 


1) El derecho concedido al obtentor tendrá como 
efecto someter a su autorización previa 


- la producción con fines comerciales, 
- la puesta a la venta, 
- la comercialización 


del material de reproducción o de multiplicación ve- 
getativa, en su calidad de tal, de la variedad. 


El material de multiplicación vegetativa abarca las 
plantas enteras. El derecho del obtentor se extiende a las 
plantas ornamentales o a las partes de dichas plantas que 
normalmente son comercializadas para fines distintos de 
la multiplicación, en el caso de que se utilicen comer- 
cialmente como material de multiplicación con vistas a 
la producción de plantas ornamentales o de flores corta- 
das. 


2) El obtentor podrá subordinar su autorización a 
condiciones definidas por él mismo. 


3) No será necesaria la autorización del obtentor para 
emplear la variedad como origen inicial de variación 
con vistas a la creación de otras variedades, ni para la 
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comercialización de éstas. En cambio, se requerirá di- 
cha autorización cuando se haga necesario el empleo 
repetido de la variedad para la producción comercial de 
otra variedad. 


4) Cada Estado de la Unión, bien sea en su propia 
legislación o en acuerdos especiales tales como los que 
se mencionan en el Artículo 29, podrá conceder a los 
obtentores, para ciertos géneros o especies botánicos, un 
derecho más amplio que el que se define en el párrafo 
1) del presente artículo, el cual podrá extenderse espe- 
cialmente hasta el producto comercializado. Un Estado 
de la Unión que conceda tal derecho tendrá la facultad 
de limitar su beneficio a los nacionales de los Estados 
de ta Unión que concedan un derecho idéntico, así como 
a las personas naturales o jurídicas con domicilio o resi- 
dencia en uno de dichos Estados. 


Artículo 6 


Condiciones requeridas para beneficiarse 
de la protección 


1) El obtentor gozará de la protección prevista por el 
presente Convenio cuando se cumplan las siguientes con- 
diciones: 


a) Sea cual sea el origen, artificial o natural, de la 
variación inicial que ha dado lugar a la variedad, ésta 
debe poder distinguirse claramente por uno o varios ca- 
racteres importantes de cualquier otra variedad, cuya 
existencia sea notoriamente conocida en el momento en 
que se solicite la protección. Esta notoriedad podrá esta- 
blecerse por diversas referencias, tales como cultivo o 
comercialización ya en curso, inscripción efectuada o en 
trámite en un registro oficial de variedades, presencia en 
una colección de referencia o descripción precisa en una 
publicación. Los caracteres que permitan definir distin- 
guir una variedad deberán poder ser reconocidos y des- 
critos con precisión. 


b) En la fecha de presentación de la solicitud de 
protección en un Estado de la Unión, la variedad 


1) no deberá haber sido ofrecida en venta o comer- 
cializada, con el consentimiento del obtentor, en 
el territorio de dicho Estado -o, si la legislación 
de ese Estado lo prevé, no haberlo sido desde 
hace más de un año- y 


11) no deberá haber sido ofrecida en venta o comer- 
cializada, en el territorio de cualquier otro Esta- 
do, con el consentimiento del obtentor, por un 
período anterior superior a seis años en el caso de 
las vides, árboles forestales, árboles frutales y 
árboles ornamentales, con inclusión, en cada caso, 
de sus portainjertos, o por un período anterior 
superior a cuatro años en el caso de otras plantas. 
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Todo ensayo de la variedad que no contenga oferta 
de venta o de comercialización no se opone al derecho a 
la protección. El hecho de que la variedad se haya he- 
cho notoria por medios distintos a la oferta de venta o a 
la comercialización tampoco se opone al derecho del 
abtentor a la protección. 


c) La variedad deberá ser suficientemente homogé- 
nea, teniendo en cuenta las particularidades que presen- 
te su reproducción sexuada o su multiplicación vegetati- 
va. 


d) La variedad deberá ser estable en sus caracteres 
esenciales, es decir, deberá permanecer conforme a su 
definición después de reproducciones o multiplicaciones 
sucesivas o, cuando el obtentor haya definido un ciclo 
particular de reproducciones o de multiplicaciones, al 
final de cada ciclo. 


e) La variedad deberá recibir una denominación con- 
forme a lo dispuesto en el Artículo 13. 


2) La concesión de protección solamente podrá de- 
pender de las condiciones antes mencionadas, siempre 
que el obtentor haya satisfecho las formalidades previs- 
tas por la legislación nacional del Estado de la Unión en 
el que se presente la solicitud de protección, incluido el 
pago de las tasas. 


Artículo 7 


Examen oficial de variedades; 
protección provisional 


1) Se concederá la protección después de un examen 
de la variedad en función de los criterios definidos en el 
Artículo 6. Ese examen deberá ser apropiado a cada 
género o especie botánico. 


2) A la vista de dicho examen, los servicios compe- 
tentes de cada Estado de la Unión podrán exigir del 
obtentor todos los documentos, informaciones, planto- 
nes o semillas necesarios. 


3) Cualquier Estado de la Unión podrá adoptar me- 
didas destinadas a defender al obtentor contra manio- 
bras abusivas de terceros, que pudieran producirse du- 
rante el período comprendido entre la presentación de la 
solicitud de protección y la decisión correspondiente. 


Artículo 8 
Duración de la protección 


El derecho otorgado al obtentor tiene una duración 
limitada. Esta no podrá ser inferior a quince años a 
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partir de la fecha de concesión del título de protección. 
Para las vides, los árboles forestales, los árboles frutales 
y los árboles ornamentales, con inclusión, en cada caso, 
de sus portainjertos, la duración de protección no podrá 
ser inferior a dieciocho años a partir de dicha fecha. 


Artículo 9 


Limitación del ejercicio de los derechos 
protegidos 


1) El libre ejercicio del derecho exclusivo concedido 
al obtentor sólo podrá limitarse por razones de interés 
público. 


2) Cuando esa limitación tenga lugar para asegurar 
la difusión de la variedad, el Estado de la Unión intere- 
sado deberá adoptar todas las medidas necesarias para 
que el obtentor reciba una remuneración equitativa. 


Artículo 10 
Nulidad y caducidad de los derechos protegidos 


1) Será declarado nulo el derecho del obtentor, de 
conformidad con las disposiciones de la legislación na- 
cional de cada Estado de la Unión, si se comprueba que 
las condiciones fijadas en el Artículo 6.1) a) y b) no 
fueron efectivamente cumplidas en el momento de la 
concesión del título de protección. 


2) Será privado de su derecho el obtentor que no esté 
en condiciones de presentar a la autoridad competente el 
material de reproducción o de multiplicación que permi- 
ta obtener la variedad con sus caracteres, tal como ha- 
yan sido definidos en el momento en el que se concedió 
la protección. 


3) Podrá ser privado de su derecho el obtentor: 


a) que no presente a la autoridad competente, en un 
plazo determinado y tras haber sido requerido para ello, 
el material de reproducción o de multiplicación, los do- 
cumentos e informaciones estimados necesarios para el 
contro! de la variedad, o que no permita la inspección 
de las medidas adoptadas para la conservación de la 
variedad; 


b) que no haya abonado en los plazos determinados 
las tasas devengadas, en su caso, para el mantenimiento 
en vigor de sus derechos. 


4) No podrá anularse el derecho del obtentor ni po- 
drá ser desprovisto de su derecho por motivos distintos 
de los mencionados en el presente artículo. 
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Artículo 11 


Libre elección del Estado de la Unión 
en el que se presente la primera solicitud; 
solicitudes en otros Estados de la Unión; 
independencia de la protección en 
diferentes Estados de la Unión 


1) El obtentor tendrá la facultad de elegir el Estado 
de la Unión en el que desea presentar su primera solici- 
tud de protección. 


2) El obtentor podrá solicitar la protección de su 
derecho en otros Estados de la Unión, sin esperar a que 
se le haya concedido un título de protección por el Esta- 
do de la Unión en el que se presentó la primera solici- 
tud. 


3) La protección solicitada en diferentes Estados de 
la Unión por personas naturales o jurídicas admitidas 
bajo el beneficio del presente Convenio, será indepen- 
diente de la protección obtenida para la misma variedad 
en los demás Estados, aunque no pertenezcan a la Unión. 


Artículo 12 
Derecho de prioridad 


1) El obtentor que haya presentado regularmente una 
solicitud de protección en uno de los Estados de la Unión, 
gozará de un derecho de prioridad durante un plazo de 
doce meses para efectuar la presentación en los demás 
Estados de la Unión. Este plazo se calculará a partir de 
la fecha de presentación de la primera solicitud. No 
estará comprendido en dicho plazo el día de la presenta- 
ción. 


2) Para beneficiarse de lo dispuesto en el párrafo 1), 
la hueva presentación deberá comprender una petición 
de protección, la reivindicación de la prioridad de la 
primera solicitud y, en un plazo de tres meses, una copia 
de los documentos que constituyan esa solicitud, certifi- 
cada por la administración que la haya recibido. 


3) El obtentor dispondrá de un plazo de cuatro años, 
tras la expiración del plazo de prioridad, para suminis- 
trar al Estado de ta Unión en el que haya presentado una 
petición de protección en las condiciones previstas en el 
párrafo 2), los documentos complementarios y el mate- 
rial requerido por las leyes y reglamentos de dicho Esta- 
do. No obstante, este Estado podrá exigir en un plazo 
apropiado el suministro de documentos complementa- 
rios y de material, si la solicitud cuya prioridad se rei- 
vindica ha sido rechazada o retirada. 


4) No se oponen a la presentación efectuada en las 
condiciones antes mencionadas los hechos acaecidos en 
el plazo fijado en el párrafo 1), tales como otra presen- 
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tación, ta publicación del objeto de la solicitud o su 
explotación. Esos hechos no podrán ser origen de nin- 
gún derecho en beneficio de terceros ni de ninguna po- 
sesión personal. 


Artículo 13 
Denominación de la variedad 


1) La variedad será designada por una denominación 
destinada a ser su designación genérica. Cada Estado de 
la Unión se asegurará que, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el párrafo 4), ningún derecho relativo a la designa- 
ción registrada como denominación de la variedad obs- 
taculice la libre utitización de la denominación en rela- 
ción con la variedad, incluso después de la expiración 
de la protección. 


2) La denominación deberá permitir la identificación 
de la variedad. No podrá componerse únicamente de 
cifras salvo cuando sea una práctica establecida para 
designar variedades. No deberá ser susceptible de indu- 
cir a error O de prestarse a confusión sobre las caracte- 
rísticas, el valor o la identidad de la variedad o sobre la 
identidad del obtentor. En particular, deberá ser diferen- 
te de cualquier denominación que designe, en cualquie- 
ra de los Estados de la Unión, una variedad preexistente 
de la misma especie botánica o de una especie semejan- 
te. 


3) La denominación de la variedad se depositará por 
el obtentor en el servicio previsto en el Artículo 30.1) 
b). Si se comprueba que esa denominación no responde 
a las exigencias del párrafo 2), dicho servicio denegará 
el registro y exigirá que el obtentor proponga otra deno- 
minación, en un plazo determinado. La denominación 
se registrará al mismo tiempo que se conceda el título 
de protección, de conformidad con lo dispuesto en el 
Artículo 7. 


4) No se atentará contra los derechos anteriores de 
terceros. Si, en virtud de un derecho anterior, la utiliza- 
ción de la denominación de una variedad está prohibida 
a una persona que, de conformidad con lo dispuesto en 
el párrafo 7), está obligada a utilizarla, el servicio pre- 
visto en el Artículo 30.1) b) exigirá que el obtentor 
proponga otra denominación para la variedad. 


5) Una variedad sólo podrá depositarse en los Esta- 
dos de la Unión bajo la misma denominación. El servi- 
cio previsto en el Artículo 30.1) b) estará obligado a 
registrar la denominación así depositada, a menos que 
compruebe la inconveniencia de esa denominación en 
su Estado. En ese caso, podrá exigir que el obtentor 
proponga otra denominación. 


6) El servicio previsto en el Artículo 30.1) b) deberá 
asegurar la comunicación a los demás servicios de las 
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informaciones relativas a las denominaciones de varie- 
dades, en especial del depósito, registro y anulación de 
denominaciones. Todo servicio previsto en el Artículo 
30.1) b) podrá transmitir sus observaciones eventuales 
sobre el registro de una denominación al servicio que la 
haya comunicado. 


7) El que, en uno de los Estados de la Unión, proce- 
da a la puesta en venta o a la comercialización del 
material de reproducción o de multiplicación vegetativo 
de una variedad protegida en ese Estado, estará obligado 
a utilizar la denominación de esa variedad, incluso des- 
pués de la expiración de la protección de esa variedad, 
siempre que, de conformidad con lo dispuesto en el 
párrafo 4), no se opongan a esa utilización derechos 
anteriores. 


8) Cuando una variedad se ofrezca a la venta o se 
comercialice, estará permitido asociar una marca de fá- 
brica o de comercio, un nombre comercial o una indica- 
ción similar a la denominación registrada de la varie- 
dad. Si tal indicación se asociase de esta forma, la deno- 
minación deberá, no obstante, ser fácilmente reconocible, 


Artículo 14 


Protección independiente de las 
medidas reguladoras de 
la producción, la certificación y 
la comercialización 


1) El derecho reconocido al obtentor en virtud de las 
disposiciones del presente Convenio es independiente 
de las medidas adoptadas en cada Estado de la Unión 
para reglamentar la producción, certificación y comer- 
cialización de las semillas y plantones. 


2) No obstante, estas medidas deberán evitar, en todo 
lo posible, obstaculizar la aplicación de las disposicio- 
nes del presente Convenio. 

Artículo 15 
Organos de la Unión 
Los órganos permanentes de la Unión son: 
a) el Consejo; 


b) ta Secretaría General, denominada Oficina de la 
Unión Internacional para la Protección de las Obtencio- 
nes Vegetales. 


Artículo 16 
Composición del Consejo; número de votos 
1) El Consejo estará compuesto por representantes 


de los Estados de la Unión. Cada Estado de la Unión 
nombrará un representante en el Consejo y un suplente. 
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2) Los representantes o suplentes podrán estar acom- 
pañados por adjuntos o consejeros. 


3) Cada Estado de la Unión dispondrá de un voto en 
el Consejo. 


Artículo 17 


Admisión de observadores en las reuniones del 
Consejo 


1) Los Estados no miembros de la Unión signatarios 


de la presente Acta serán invitados a las reuniones del 
Consejo en calidad de observadores. 


2) También podrá invitarse a otros observadores o 
expertos a dichas reuniones. 


Artículo 18 
Presidente y vicepresidente del Consejo 
1) El Consejo elegirá entre sus miembros un presi- 
dente y un vicepresidente primero. Podrá elegir otros 
vicepresidentes. El vicepresidente primero sustituirá de 
derecho al presidente en caso de ausencia. 
2) El mandato del presidente será de tres años. 
Artículo 19 


Sesiones del Consejo 


1) El Consejo se reunirá por convocatoria de su pre- 
sidente. 


2) Celebrará una sesión ordinaria una vez al año. 
Además, el presidente podrá reunir al Consejo por pro- 
pia iniciativa; deberá reunirlo en un plazo de tres meses 
cuando lo solicite un tercio, por lo menos, de los Esta- 
dos de la Unión. 

Artículo 20 
Reglamento del Consejo; 


Reglamento administrativo y financiero de la 
Unión 


El Consejo establecerá su Reglamento y el Regla- 
mento administrativo y financiero de la Unión. 


Artículo 21 
Atribuciones del Consejo 
Las atribuciones del Consejo serán las siguientes: 


a) estudiar las medidas adecuadas para asegurar la 
salvaguardia de la Unión y favorecer su desarrollo; 
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b) nombrar al secretario general y, si lo considera 
necesario, un secretario general adjunto; fijar las condi- 
ciones de su nombramiento; 


c) examinar el informe anual de actividades de la 
Unión y elaborar el programa de sus trabajos futuros; 


d) dar al secretario general, cuyas atribuciones se 
fijan en el artículo 23, todas las directrices necesarias 
para el cumplimiento de las funciones de la Unión; — + 


e) examinar y aprobar el presupuesto de la Unión y, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26, fijar 
la contribución de cada Estado de la Unión; 


f) examinar y aprobar las cuentas presentadas por el 
secretario general; 


2) fijar, de conformidad con lo dispusto en el artícu- 
lo 27, la fecha y lugar de las conferencias previstas en 
dicho artículo y adoptar las medidas necesarias para su 
preparación; 


h) de manera general, adoptar todas las decisiones 
necesarias para el buen funcionamiento de la Unión. 


Artículo 22 


Mayorías requeridas para las decisiones del 
Consejo 


Toda decisión del Consejo se adoptará por mayoría 
simple de los miembros presentes y votantes; no obstan- 
te, toda decisión del Consejo en virtud de los artículos 
4.4), 20, 21 e) 26.5) b), 27.1), 28.3) 0 32.3) se adoptará 
por mayoría de tres cuartos de los miembros presentes y 
votantes. La abstención no se considerará como voto. 


Artículo 23 


Atribuciones de la Oficina de la Unión; 
responsabilidades del secretario general; 
nombramiento de funcionarios 


1) La Oficina de la Unión ejecutará todas las atribu- 
ciones que le sean conferidas por el Consejo. Estará 
dirigida por el secretario general. 


2) El secretario general será responsable ante el Con- 
sejo; asegurará la ejecución de las decisiones del Conse- 
jo. Someterá el presupuesto a la aprobación del Consejo 
y asegurará su ejecución. Anualmente rendirá cuentas al 
Consejo sobre su gestión y le presentará un informe 
sobre las actividades y la situación financiera de la Unión. 


3) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21.b), 
las condiciones de nombramiento y de empleo de los 
miembros del personal necesario para el buen funciona- 
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miento de la Oficina de la Unión se fijarán por el Regla- 
mento administrativo y financiero previsto en el artículo 20. 


Artículo 24 
Estatuto jurídico 
1) La Unión tendrá personalidad jurídica. 


2) En el territorio de cada Estado de la Unión, y de 
conformidad con las leyes de este Estada, la Unión ten- 
drá la capacidad jurídica necesaria para lograr sus obje- 
tivos y ejercer sus funciones. 


3) La Unión concertará un acuerdo de sede con la 
Confederación Suiza. 


Artículo 25 
Verificación de cuentas 


La verificación de las cuentas de la Unión estará 
asegurada por un Estado de la Unión, de conformidad 
con las modalidades previstas en el Reglamento admi- 
nistrativo y financiero contemplado en el artículo 20. 
Ese Estado será designado por el Consejo, con su con- 
sentimiento. 


Artículo 26 
Finanzas 
1) Los gastos de la Unión estarán cubiertos: 


- — por las contribuciones anuales de los Estados de 
la Unión; 


- — por la remuneración de prestación de servicios; 
- — por ingresos diversos. 


2) a) La parte de cada Estado de la Unión en el total 
de las contribuciones anuales se determinará por refe- 
rencia al importe total de los gastos a cubrir mediante 
contribuciones de los Estados de la Unión y al número 
de unidades de contribución que le sea aplicable en vir- 
tud del párrafo 3). Dicha parte se calculará de conformi- 
dad con lo dispuesto en el párrafo 4). 


b) El número de unidades de contribución se expre- 
sará en números enteros o en fracciones de unidad, a 
condición de que ese número no sea inferior a un quin- 
to. 


3) a) Dado que concierne a todo Estado que sea 
parte de la Unión en la fecha de entrada en vigor de la 
presente Acta respecto a ese Estado, le será aplicable el 
mismo número de unidades de contribución que el que 
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le era aplicable, inmediatamente antes de dicha fecha, 
en virtud del Convenio de 1961 modificado por el Acta 
adicional de 1972. 


b) En lo que concierne a cualquier otro Estado, en el 
momento de su adhesión a la Unión, indicará el número 
de unidades de contribución que le sea aplicable me- 
diante una declaración dirigida al secretario general. 


c) Todo Estado de la Unión podrá indicar, en cual- 
quier momento, mediante una declaración dirigida al 
secretario general, un número de unidades de contribu- 
ción diferente del que le sea aplicable en virtud de los 
párrafos a) o b) antes mencionados. Si la declaración se 
hace durante los seis primeros meses del año civil, la 
misma surtirá efectos a principios del año civil siguien- 
te; en el caso contrario, surtirá efectos a principios del 
segundo año civil que siga al año durante el que se hizo 
la declaración. : 


4) a) Para cada ejercicio presupuestario, la cuantía 
de una unidad de contribución será igual al importe total 
de los gastos a cubrir durante ese ejercicio mediante 
contribuciones de los Estados de la Unión dividida por 
el número total de unidades aplicable a esos Estados. 


b) La cuantía de la contribución de cada Estado de la 
Unión será igual al importe de una unidad de contribu- 
ción multiplicada por el número de unidades aplicable a 
dicho Estado. 


5) a) Un Estado de la Unión atrasado en el pago de 
sus contribuciones no podrá ejercer su derecho de voto 
en el Consejo -sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
b)- si la cuantía de su atraso es igual o superior a la de 
las contribuciones que adeude por los dos últimos años 
completos transcurridos. La suspensión del derecho de 
voto no liberará a ese Estado de sus obligaciones y no le 
privará de los demás derechos derivados del presente 
Convenio. 


b) El Consejo podrá autorizar a dicho Estado a con- 
servar el ejercicio de su derecho de voto mientras consi- 
dere que el atraso es debido a circunstancias excepcio- 
nales e inevitables. 


Artículo 27 
Revisión del Convenio 


1) El presente Convenio podrá ser revisado por una 
conferencia de Estados de la Unión. La convocatoria de 
tal conferencia será decidida por el Consejo. 


2) La conferencia sólo deliberará válidamente si es- 
tán representados en ella la mitad por lo menos de los 
Estados de la Unión. Para ser adoptado, el texto revisa- 
do del Convenio deberá contar con una mayoría de cin- 
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co sextos de los Estados de la Unión representados en la 
Conferencia. 


Artículo 28 


Idiomas utilizados por la Oficina y en las reunio- 
nes del Consejo 


1) La Oficina de la Unión utilizará los idiomas ale- 
mán, francés e inglés en el cumplimiento de sus misio- 
nes. 


2) Las reuniones del Consejo así como las conferen- 
cias de revisión se celebrarán en esos tres idiomas. 


3) Cuando sea necesario, el Consejo podrá decidir 
que se utilicen otros idiomas. 


Artículo 29 


Acuerdos especiales para la protección de las 
obtenciones vegetales 


Los Estados de la Unión se reservan la facultad de 
concertar entre ellos acuerdos especiales para la protec- 
ción de las obtenciones vegetales, siempre que dichos 
acuerdos no contravengan las disposiciones del presente 
Convenio. 


Artículo 30 


Aplicación del Convenio a nivel nacional; acuer- 
dos especiales para la utilización común de los 
servicios encargados del examen 


1) Cada Estado de la Unión adoptará todas las medi- 
das necesarias para la aplicación del presente Convenio 
y, especialmente: 


a) preverá los recursos legales apropiados que per- 
mitan la defensa eficaz de los derechos previstos en el 
presente Convenio; 


b) establecerá un servicio especial de protección de 
las obtenciones vegetales O encargará a un servicio ya 
existente de esa protección, 


c) asegurará la comunicación al público de las infor- 
maciones relativas a esa protección y, como mínimo, la 
publicación periódica de la lista de títulos de protección 
otorgados. 


2) Podrán concertarse acuerdos especiales entre los 
servicios competentes de los Estados de la Unión, para 
la utilización común de servicios encargados de proce- 
der al examen de las variedades, previsto en el artículo 
7, y a la recopilación de colecciones y documentos de 
referencia necesarios. 
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3) Queda entendido que en el momento del depósito 
de su instrumento de ratificación, aceptación, aproba- 
ción o adhesión, cada Estado deberá estar en condicio- 
nes de dar efecto a las disposiciones del presente Conve- 
nio, de conformidad con su legislación interna. 


Artículo 31 
Firma 


La presente Acta queda abierta a la firma de todo 
Estado de la Unión y de cualquier otro Estado represen- 
tado en la Conferencia Diplomática que adoptó la pre- 
sente Acta. Estará abierta a la firma hasta el 31 de 
octubre de 1979. 


Artículo 32 
Ratificación, aceptación o aprobación; adhesión 


1) Todo Estado expresará su consentimiento a obli- 
garse por la presente Acta. mediante el depósito; 


«a) de un instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación, si ha firmado la presente Acta; 


b) de un instrumento de adhesión, si no ha firmado 
la presente Acta. 


2) Los instrumentos de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión se depositarán en poder del secretario 
general. 


3) Todo Estado que no sea miembro de la Unión y 
que no haya firmado la presente Acta. antes de depositar 
su instrumento de adhesión, solicitará la opinión del 
Consejo sobre la conformidad de su legislación con las 
disposiciones de la prsente Acta. Si la decisión haciendo 
oficio de opinión es positiva, podrá depositarse el instru- 
mento de adhesión. 


Artículo 33 


Entrada en vigor; imposibilidad de adherirse a 
los textos anteriores 


1) La presente Acta entrará en vigor un mes después 
de que hayan sido cumplidas las dos condiciones si- 
guientes: 


a) el número de instrumentos de ratificación, acepta- 
ción, aprobación o adhesión depositados es de cinco, 
por lo menos; 


b) por lo menos tres de dichos instrumentos han sido 
depositados por Estados parte en el Convenio de 1961. 
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2) Respecto a cualquier otro Estado quee deposite su 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o ad- 
hesión después de que hayan sido cumplidas las condi- 
ciones previstas en el párrafo 1) a) y b), la presente Acta 
entrará en vigor un mes después del depósito de su ins- 
trumento. 


3) Después de la entrada en vigor de la presente 
Acta de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1), 
ya no podrá adherirse ningún Estado al Convenio de 
1961 modificado por el Acta adicional de 1972. 


Artículo 34 


Relaciones entre Estados obligados por textos 
diferentes 


1) Todo Estado de la Unión que, en la fecha de 
entrada en vigor de la presente acta a su respecto, esté 
obligado por el Convenio de 1961 modificado por el 
Acta adicional de 1972, continuará apticando, en sus 
relaciones con cualquier otro Estado de la Unión no 
obligado por la presente Acta, dicho Convenio modifi- 
cado por la mencionada Acta adicional hasta que la 
presente Acta entre también en vigor con respecto a este 
otro Estado. 


2) Todo Estado de la Unión no obligado por la pre- 
sente Acta (“el primer Estado") podrá declarar, median- 
te una notificación dirigida al secretario general, que 
aplicará el Convenio de 1961 modificado por el Acta 
adicional de 1972 en sus relaciones con cualquier Esta- 
do obligado por la presente Acta que se convierta en 
miembro de la Unión, ratificando, aceptando o aproban- 
do la presente Acta o adhiriéndose a la misma (“el se- 
gundo Estado”). Una vez expirado el plazo de un mes a 
contar desde la fecha de esa notificación y hasta la en- 
trada en vigor de la presente Acta a su respecto, el 
primer Estado aplicará el Convenio de 1961 modificado 
por el Acta adicional de 1972 en sus relaciones con el 
segundo Estado, en tanto que éste aplicará la presente 
Acta en sus relaciones con el primer Estado. 


Artículo 35 


Comunicaciones relativas a los géneros y especies 
protegidos; informaciones que deberán publicarse 


1) En el momento del depósito de su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Acta 
o de adhesión a ésta, cada Estado que no sea ya miem- 
bro de la Unión notificará al secretario general la lista 
de los géneros y especies a los que aplicará las disposi- 
ciones del presente Convenio en el momento de la en 
trada en vigor de la presente Acta a su respecto. 


2) Sobre la base de comunicaciones recibidas del 
Estado de la Unión afectado, el secretario general publi- 
cará informaciones sobre: 
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a) toda extensión de la aplicación de las disposicions 
del presente Convenio a otros géneros y especies des- 
pués de la entrada en vigor de la presente Acta a su 
respecto; 


b) toda utilización de la facultad prevista en el 
artículo 3.3); 


c) la utilización de toda facultad concedida por el 
Consejo en virtud del artículo 4,4) o 5); 


d) toda utilización de la facultad prevista en la pri- 
mera frase del artículo 5.4), precisando la naturaleza de 
los derechos más amplios y especificando los géneros y 
especies a los que se aplican esos derechos; 


e) toda utilización de la facultad prevista en la se- 
gunda frase del artículo 5.4); 


f) el hecho de que la ley de ese Estado contenga una 
disposición permitida en virtud del artículo 6.1) b) i) y 
la duración del plazo concedido; 


8) la duración del plazo contemplado en el artículo 
8, si dicho plazo es superior a los quince años, o diecio- 
cho, según el caso, que prevé dicho artículo. 


Artículo 36 
Territorios 


1) Todo Estado podrá declarar en su instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, o podrá 
informar al secretario general, mediante escrito en cual- 
quier momento posterior, que la presente Acta es aplica- 
ble a la totalidad o a parte de los territorios designados 
en la declaración o la notificación. 


2) Todo Estado que haya hecho tal declaración o 
efectuado tal notificación podrá notificar al secretario 
general, en cualquier momento que la presente Acta 
cesa de ser aplicable en la totalidad o en parte de esos 
territorios. 


3) a) Toda declaración formulada en virtud del pá- 
rrafo 1) surtirá efecto en la misma fecha que la ratifica- 
ción, aceptación, aprobación o adhesión en cuyo instru- 
mento se haya incluido, y toda notificación efectuada en 
virtud de ese párrafo surtirá efecto tres meses después 
de su notificación por el secretario general. 


b) Toda notificación efectuada en vitud del párrafo 
2) sutirá efecto doce meses después de su recepción por 
el secretario general. 
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Artículo 37 
Derogación para la protección bajo dos formas 


1) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2.1), 
todo Estado que, antes de la expiración del plazo duran- 
te el que la presente Acta está abierta a la firma, prevea 
la protección bajo las diferentes formas mencionadas en 
el artículo 2.1) para un mismo género o una misma 
especie, podrá continuar previéndola si, en el momento 
de la firma de la presente Acta o de la presentación de 
su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación 
de la presente acta o de adhesión a ésta, notifica ese 
hecho al secretario general. 


2) Si en un Estado de la Unión al que se aplique el 
párrafo 1), se solicita la protección en virtud de la legís- 
lación sobre patentes, dicho Estado podrá, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 6.1) a) y b) y en el artículo 
8, aplicar los criterios de patentabilidad y la duración de 
la protección de la legislación sobre patentes a las varie- 
dades protegidas en virtud de esa ley. 


3) Dicho Estado podrá notificar al secretario general, 
en cualquier momento, el retiro de su notificación hecha 
en conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1). Tal 
retiro surtirá efecto en la fecha indicada por ese Estado 
en su notificación de retiro. 


Artículo 38 
Limitación transitoria de la exigencia de novedad 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6, todo 
Estado de la Unión tendrá la facultad, sin que de ello se 
deriven obligaciones para los demás Estados de la Unión, 
de limitar la exigencia de novedad prevista en el artícu- 
lo mencionado, por lo que se refiere a las variedades de 
reciente creación existentes en el momento en que dicho 
Estado aplique por primera vez las disposiciones del 
presente Convenio al género o la especie a la que perte- 
nezcan tales variedades. 


Artículo 39 
Mantenimiento de los derechos adquiridos 
El presente Convenio no atentará en modo alguno 
contra los derechos adquiridos bien en virtud de legisla- 
ciones nacionales de los Estados de la Unión, bien como 
consecuencia de acuerdos concertados entre esos Esta- 
dos. 
Artículo 40 


Reservas 


No se admitirá ninguna reserva al presente Convenio. 
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Artículo 41 
Duración y denuncia del Convenio 


1) El presente Convenio se concluye sin limitación 
de duración. 


2) Todo Estado de la Unión podrá denunciar el pre- 
sente Convenio mediante una notificación dirigida al 
secretario general. El secretario general notificará sin 
demora la recepción de esa notificación a todos los Es- 
tados de la Unión. 


3) La denuncia surtirá efecto a la expiración del año 
civil siguiente a aquel en el que se recibió la notifica- 
ción por el secretario general. 


4) La denuncia no atentará en modo alguno contra 
los derechos adquiridos respecto a una variedad en el 
marco del presente Convenio antes de la fecha en la que 
surta efecto la denuncia. 


Artículo 42 
Idiomas, funciones de depositario 


1) La presente Acta se firma en un ejemplar original 
en los idiomas francés, inglés y alemán, considerándose 
auténtico el texto francés en caso de diferencias entre 
los textos. Dicho ejemplar quedará depositado en poder 
del secretario general. 


2) El secretario general transmitirá dos copias certi- 
ficadas de la presente Acta a los gobiernos de los Esta- 
dos representados en la Conferencia Diplomática que la 
adoptó y al gobierno de cualquier otro Estado que así lo 
solicite. 


3) Tras consulta con los gobiernos de los Estados 
interesados que estuvieran representados en dicha Con- 
ferencia, el secretario general estabeicerá textos oficia- 
les en árabe, español, italiano, japonés y neerlandés y en 
los otros idiomas que el Consejo pueda designar. 


4) El secretario general registrará la presente Acta en 
la Secretaría de las Nacions Unidas. 


5) El secretario general notificará a los gobiernos de 
los Estados de la Unión y de los Estados que, sin ser 
miembros de la Unión, estuvieran representados en la 
Conferencia Diplomática que adoptó la presente Acta, 
las firmas de esta Acta, el depósito de los instrumentos 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, toda 
notificación recibida en virtud de los artículos 34.2), 
36.1) o 2), 37.1) o 3) o 41.2) y toda declaración formu- 
lada en virtud del artículo 36.1). 


Dr. Juan Carlos Ojeda. Subdirector Dirección de 
Tratados”. 


23) ACUERDO MARCO DE COOPERACION CON LA 
COMUNIDAD ECONOMICA EUROPEA Y SUS 


ANEXOS. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
aprueba el Acuerdo Marco de Cooperación entre la Repúbli- 
ca y la Comunidad Económica Europea y sus Anexos. (Carp. 


N* 1556/94 - Rep. N* 904/94). 
(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 1556/94 
Rep. N* 904/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo Marco de 
Cooperación entre la República Oriental del Uruguay y 
la Comunidad Económica Europea y sus Anexos, sus- 
crito el 4 de noviembre de 1991. 


Sala de Sesiones de ta Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 12 de julio de 1994. 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 
Ministerio de 
Educación y Cultura 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de 
Ganadería, Agricultura 
y Pesca 
Ministerio de Salud 
Pública 
Ministerio de Turismo 


Montevideo, 6 jul. 1992. 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Acuerdo Mar- 
co de Cooperación entre la República Oriental del Uru- 
guay y la Comunidad Económica Europea y sus Anexos, 
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suscrito en la ciudad de Bruselas el 4 de noviembre de 
1991. 


Dicho instrumento internacional constituye un hito 
trascendente, no sólo por implicar un paso adelante en 
las relaciones de la República con la Comunidad Econó- 
mica Europea sino también por el tipo de Acuerdo, catli- 
ficado como el más “sofisticado” que haya suscrito la 
Comunidad con país alguno. 


De entre las particularidades del Acuerdo cabe des- 
tacar la amplitud de las materias abarcadas, así como la 
vinculación de la cooperación al respeto de los princi- 
pios democráticos y los derechos humanos común a am- 
bas Partes. (Artículo 1). 


Como dato complementario cabe acotar que si bien 
el Acuerdo no contiene especificaciones financieras, el 
presupuesto destinado a América Latina en general y a 
Uruguay en particular para el quinquenio 1992-1996 es 
sensiblemente superior al de períodos anteriores. 


En el preámbulo del Acuerdo se hace referencia a 
los tradicionales vínculos de amistad entre ambas Par- 
tes; a la adhesión de las mismas a los principios de la 
Carta de la ONU, los valores democráticos y el respeto 
a los derechos humanos; a la nueva estrategia de coope- 
ración de la Comunidad, adaptada a las nuevas realida- 
des de la región, así como a la inadecuación a tales 
circunstancias del Acuerdo de 1973 actualmente en vi- 
gor; a la vulnerabilidad del Uruguay en el mercado in- 
ternacional, en tanto país en desarrollo; a la protección 
del medio ambiente; a la condición de ambas Partes de 
miembros del GATT, a la participación de Uruguay en 
el proceso de integración del Mercado Común del Sur; etc. 


El artículo 2 del Acuerdo sienta el principio general 
que informa todas las disposiciones del mismo, estable- 
ciendo que las Partes estimularán y fomentarán el desa- 
rrollo de sus relaciones mutuas y de la cooperación en 
diversas áreas, atendiendo a esos efectos la situación de 
Uruguay en tanto país en desarrollo y los acuerdos exis- 
tentes o futuros en la materia. 


Las áreas de cooperación expresamente citadas son 


las siguientes: 


Cooperación Económica. (Artículo 3). Atendiendo 
a su interés mutuo, las Partes se esforzarán por reforzar 
y diversificar sus relaciones económicas; mejorar el ni- 
vel de vida y ocupación de sus habitantes, así como el 
desarrollo económico; fomentar sus flujos de inversión 
y de transferencia de tecnología; profundizar la coopera- 
ción entre sus agentes económicos, sobre todo a nivel de 
pequeñas y medianas empresas; proteger el medio am- 
biente; fomentar el desarrolio de las zonas rurales y 
fronterizas; apoyar el proceso de integración del Merca- 
do Común del Sur; etc. 
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Si bien no se excluye ningún sector de la actividad 
económica como objeto de la cooperación, se establecen 
áreas prioritarias como por ejemplo minería y energía; 
producción agrícola y pesquera; industria; servicios; pro- 
piedad intelectual e industrial; normas técnicas; etc. 


En cuanto a las formas que puede asumir la coopera- 
ción, el Acuerdo dispone que pueden ser diversas, desta- 
cándose no obstante el intercambio de información a 
través de bancos de datos; el establecimiento de empre- 
sas conjuntas; los convenios para evitar la doble imposi- 
ción; la celebración de seminarios y ferias; etc. 


Cooperación agropecuaria. (Artículo 4). La coope- 
ración en este rubro se dirigirá al desarrollo de los inter- 
cambios de productos agropecuarios y la revisión de las 
medidas fitosanitarias y veterinarias a efectos de que las 
mismas, sin perjuicio de cumplir su objetivo, no obsta- 
culicen el comercio. 


Paralelamente, la Comunidad se compromete a con- 
tribuir en los esfuerzos del Uruguay para diversificar sus 
exportaciones. 


Cooperación industrial. (Artículo 5). También en 
este campo uno de los objetivos será la diversificación 
productiva, unida a la reconversión con vistas al MER- 
COSUR y al desarrollo de las pequeñas y medianas 
empresas mediante la facilitación de su acceso a los 
recursos financieros y tecnológicos, así como a la cons- 
titución de empresas conjuntas. 


Cooperación en materia de medio ambiente. (Ar- 
tículo 6). Se establece el compromiso de ambas Partes 
de promover la conservación productiva de los recursos 
naturales y el intento de solución de los problemas rela- 
tivos a la desertificación, desforestación, contaminación, 
etc. 


A tal efecto se prevé el intercambio de información 
y asistencia técnica sobre el tema. 


El numeral 3 contiene una referencia específica a la 
cooperación en actividades de gestión, utilización y con- 
servación de recursos hidráulicos. 


Inversiones. (Artículo 7). Las Partes acuerdan sobre 
el particular fomentar el incremento de inversiones, es- 
pecialmente a través del desarrollo de condiciones favo- 
rables para las mismas, fundamentalmente a través de 
acuerdos de protección de inversiones basados en la re- 
ciprocidad y en la no discriminación. 


Cooperación Científica y Tecnológica. (Artículo 8). 
Para cumplir con los objetivos de su estrategia de desa- 
rrollo, las Partes se comprometen a establecer vínculos e 
intercambios entre sus comunidades científicas y favore- 
cer la transferencia de tecnología, entre otras actividades. 
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En este plano los principales ámbitos de cooperación 
serán la integración regional en ciencia y tecnología; el 
manejo de recursos naturales; la mejora del medio am- 
biente y la investigación sobre biotecnología, nuevos 
materiales, microelectrónica, informática y telecomuni- 
caciones. 


Asimismo se fomentará la ejecución de proyectos 
conjuntos, la formación de recursos humanos y el inter- 
cambio de información científica. 


Cooperación comercial. (Artículo 12). Las Partes 
estudiarán los medios para eliminar Jos obstáculos a sus 
intercambios derivados, entre otras causas, de las trabas 
no arancelarias y para-arancelarias, a la luz de los traba- 
jos de los organismos internacionales competentes y a 
estudiar las dificultades existentes o futuras del comercio. 


Por otra parte se esforzarán en concederse mutua- 
mente las mayores facilidades posibles para sus transac- 
ciones, facilitar la cooperación entre sus servicios adua- 
neros, mejorar el acceso a los respectivos mercados, 
consultarse sobre medidas unilaterales potencialmente 
negativas para los intercambios mutuos, etc. 


En el mismo sentido cabe citar las disposiciones de 
los Artículos 9, 10 y 11, que refieren respectivamente al 
fomento y diversificación de las exportaciones mutuas; 
a la concesión de la cláusula de la nación más favoreci- 
da en el marco del GATT y el respeto al mismo en sus 
intercambios comerciales y el compromiso de examinar 
la posible exención de derechos sobre las mercaderías 
en régimen de importación temporal destinadas a la re- 
exportación. 


Cooperación en el ámbito del desarrolto social. 
(Artículo 13). A efectos de mejorar el nivel y la calidad 
de vida de los sectores más desposeídos las Partes po- 
drán instrumentar, entre otras, actividades de formación 
profesional y de creación de empleo; proyectos de me- 
jora del hábitat rural o urbano y programas de educación 
preventiva contra el abuso de drogas. 


Cooperación en materia de salud pública. (Artícu- 
lo 14). Dicha cooperación se canalizará a través del 
intercambio técnico y tecnológico, la capacitación pro- 
fesional y la ejecución de programas de mejoramiento 
sanitario y de bienestar social en los medios urbano y 
rural. 


Cooperación en Administración Pública. (Artículo 
15). Con el fin de racionalizar y modernizar la adminis- 
tración pública, las Partes llevarán a cabo actividades de 
asistencia técnica, formación profesional e intercambio 
de conocimientos y experiencias. 


Cooperación en información, comunicación y cul- 
tura. (Artículo 16). Con el objeto de profundizar los 
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lazos existentes entre las Partes, se prevé el intercambio 
de información, asistencia técnica sobre conservación 
del patrimonio cultural, organización de eventos cultu- 
rales y traducción de obras literarias. 


Cooperación turística. (Artículo 17). En este cam- 
po y de acuerdo a sus legislaciones respectivas, las Par- 
tes desarrollarán actividades específicas de intercambio 
de expertos, información y tecnología, fomento del flujo 
turístico, formación de recursos humanos y participa- 
ción en ferias promocionales. 


Cooperación e integración regionales, (Artículo 19). 
El Acuerdo prevé la realización de actividades de co- 
operación a escala regional, incluyendo a terceros paí- 
ses, en base a instrumentos internacionales compatibles 
con el mismo. 


Dicha actividad se dirigirá, entre otros aspectos, a la 
cooperación comercial, institucional, medioambiental, 
sanitaria, fitosanitaria y en materia de comunicaciones. 


Para la instrumentación del Acuerdo se establece una 
Comisión Mixta, integrada por representantes de ambas 
Partes, la cual se reunirá alternativamente en Montevi- 
deo y Bruselas. 


Serán cometidos de dicha Comisión Mixta el velar 
por el buen funcionamiento del Acuerdo y analizar las 
cuestiones relativas a la ejecución del mismo. 


De entre sus potestades cabe citar la realización de 
consultas, formulación de recomendaciones y prepara- 
ción de programas. (Artículo 21). 


En cuanto a la relación del Acuerdo con los instru- 
mentos internacionales que se suscriban en el futuro 
entre la República y los países miembros de la Comuni- 
dad Económica Europea o las acciones de cooperación 
económica entre ellos, el Artículo 22 establece que el 
mismo no afecta las potestades de dichos países en tal 
sentido. 


Sin perjuicio de ello las disposiciones del Acuerdo 
sustituirán a las de los suscritos entre el Uruguay y los 
Estados Miembros de la CEE en aquellos casos en que 
unas y Otras fueren incompatibles o idénticas. 


El Artículo 24 establece otra de las características 
peculiares del Acuerdo, como es la referencia expresa a 
la posibilidad de ampliar el mismo para aumentar o 
completar la cooperación, mediante convenios sectoria- 
les específicos. 


Asimismo cada Parte podrá proponer modificaciones 
ampliatorias, a la luz de la experiencia recogida en la 
implementación del Acuerdo. 
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Anexos. El primero de ellos refiere al transporte ma- 
rítimo, estableciendo el compromiso de las Partes para 
estudiar el funcionamiento del mismo e incorporar el 
tema a los trabajos de la Comisión Mixta, con el objeto 
de relevar los obstáculos que en esta área pudiesen plan- 
tearse al intercambio comercial. 


El Anexo II consiste en una Declaración Unilateral 
de la Comunidad sobre el Sistema de Preferencias Ge- 
neralizadas instituido en el marco de la Segunda Confe- 
rencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desa- 
rrollo, 


En dicha Declaración la Comunidad manifiesta su 
disposición a estudiar las propuestas uruguayas respecto 
al mejor uso de dicho esquema, así como a organizar 
actividades de divulgación dirigidas a los agentes eco- 
nómicos de la República sobre las potencialidades y 
organización del mercado comunitario. 


La importancia del acuerdo a estudio, tanto para el 
desarrollo de la República en distintas áreas como para 
profundizar los lazos con un sujeto de derecho interna- 
cional] de tanta trascendencia como la Comunidad Eco- 
nómica Europea justifica, a juicio del Poder Ejecutivo. 
la puesta en vigor del referido Acuerdo en el más breve 
plazo posible, para lo cual se solicita la correspondiente 
aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. : 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA), Guillermo García Cos- 
ta, Eduardo Ache, José Villar, Héctor Gros 
Espiell, Alvaro Ramos, Ignacio de Posadas 
Montero, Carlos Delpiazzo. 


EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY, 


por una parte. 


EL CONSEJO DE LAS COMUNIDADES EURO- 
PEAS, 


por otra. 


CONSIDERANDO los vínculos tradicionales de amis- 
tad que existen entre los Estados miembros de la Comu- 
nidad Económica Europea, en lo sucesivo denominada 
“Comunidad”, y la República Oriental del Uruguay, en 
lo sucesivo denominada “Uruguay”; 


REAFIRMANDO su adhesión a los principios de la 
Carta de las Naciones Unidas, a los valores democráti- 
cos y al respeto de los derechos humanos; 
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CONSIDERANDO que ta Comunidad ha definido 
una nueva estrategia de cooperación con América Lati- 
na adaptada a la problemática de esta última y a la de 
las distintas regiones que la componen; 


CONSCIENTES de que el Acuerdo actualmente en 
vigor entre la Comunidad y Uruguay data de 1973 y de 
que no constituye ya un marco jurídico apropiado para 
el desarrollo de una cooperación económica más amplia 
y profunda que haga uso de todos los instrumentos con- 
cebidos para la ejecución de esa nueva estrategia; 


HABIDA CUENTA del interés mutuo en establecer 
nuevos vínculos contractuales con objeto de desarrollar 
una cooperación avanzada en los ámbitos de importan- 
cia estratégica y para el progreso económico y social, 
así como en intensificar y diversificar los intercambios 
comerciales y estimular los flujos de inversión. 


TOMANDO EN CUENTA el interés de ambas Par- 
tes por mejorar el nivel y la calidad de vida de sus 
respectivas poblaciones: 


CONSCIENTES de la situación particular del Uru- 
guay como país en desarrollo con una fuerte vulnerabili- 
dad tanto a las oscilaciones periódicas de la economía 
internacional como a las influencias de su entorno, y de 
la peculiar estructura productiva y de exportación que le 
caracteriza en el estadio actual de su evolución econó- 
mica; 


RECONOCIENDO el interés de ambas Partes en pro- 
mover la protección del medio ambiente y su plena inte- 
gración en toda política de desarrollo; 


CONSCIENTES de la importancia de hacer partici- 
par en la cooperación a las personas y entidades directa- 
mente interesadas, en particular a los operadores econó- 
micos y sus organismos representativos; 


HABIDA CUENTA de su condición de partes con- 
tratantes en el Acuerdo General sobre Aranceles Adua- 
neros y Comercio (GATT) y de la necesidad de mante- 
ner y mejorar las normas del comercio internacional 
libre y sin obstáculos. 


CONSIDERANDO que Uruguay está inserto en un 
proceso de integración regional con Argentina, Brasil y 
Paraguay y que conviene establecer con este grupo de 
países una cooperación equivalente y comparable para 
apoyar su proceso de integración: 


VISTAS las nuevas orientaciones comunitarias para 
la cooperación con los países en desarrollo de América 
Latina y de Asia; 


VISTAS la Declaración de Roma de 20 de diciem- 
bre de 1990 y el Acta de Luxemburgo de 27 de abril de 
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1991 entre la Comunidad y sus Estados Miembros y tos 
Países del Grupo de Río; 


HAN DECIDIDO celebrar el presente Acuerdo y han 
designado a este efecto como plenipotenciarios: 


LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY: 


Héctor GROS ESPIELL, 
Ministro de Relaciones Exteriores de la República 
Oriental del Uruguay. 


EL CONSEJO DE LAS COMUNIDADES EURO- 
PEAS: 


Plet DANKERT, 
Secretario de Estado de Asuntos Exteriores del Rei- 
no de los Países Bajos. 


Abel MATUTES, 
Miembro de la Comisión de las Comunidades Euro- 
peas. 


LOS CUALES, después de haber intercambiado sus 
plenos poderes reconocidos en buena y debida forma, 


HAN ACORDADO LAS DISPOSICIONES SI- 
GUIENTES: 


ARTICULO | 
Fundamento democrático de la cooperación 


Las relaciones de cooperación entre la Comunidad y 
el Uruguay y todas las disposiciones del presente Acuer- 
do se basan en el respeto de los principios democráticos 
y de los derechos humanos que inspiran las políticas 
interiores e internacionales tanto de la Comunidad como 
del Uruguay. 


ARTICULO 2 


Expansión de las relaciones mutuas 


Las Partes Contratantes se comprometen a estimular 
por todos los medios posibles el desarrollo de sus rela- 
ciones mutuas y expresan su decisión de fomentar su 
cooperación en materia de comercio, inversiones, finan- 
zas y tecnología, entre otros ámbitos. A tal efecto las 
Partes tendrán en cuenta la situación especial del Uru- 
guay como país en desarrollo y los diversos arreglos 
suscritos o que puedan suscribirse entre las mismas. 


ARTICULO 3 
Cooperación económica 


1. Las Partes Contratantes, habida cuenta de su inte- 
rés mutuo y de sus objetivos económicos a medio y 
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largo plazo, se comprometen a desarrollar una coopera- 
ción económica lo más amplia posible. Los objetivos de 
tal cooperación consistirán especialmente en: 


a) reforzar y diversificar, de manera general, sus 
vínculos económicos, 


b 


= 


contribuir al desarrollo de sus economías y de 
sus niveles de vida respectivos, 


= 


c) explotar nuevas fuentes de abastecimiento y nue- 


vos mercados, 


d) fomentar los flujos de inversión y la transferencia 
de tecnología, 


— 


fomentar la cooperación entre los agentes econó- 
micos, en particular entre las pequeñas y media- 
nas empresas, 


e 


f) crear nuevos puestos de trabajo, especialmente 
en los sectores más desfavorecidos, 


— 


2) proteger y mejorar el medio ambiente, 


h 


— 


fomentar el desarrollo rural, incluida la produc- 
ción agraria y alimentaria, 


i) apoyar el proceso de integración del Mercado 
Común del Sur (MERCOSUR), 


j) estimular el desarrollo de las zonas fronterizas 
deprimidas. 


2. Las Partes Contratantes determinarán de común 
acuerdo los ámbitos de la cooperación económica, sin 
excluir a priori ninguno. Esta cooperación se ejercerá, 
en particular, en los sectores siguientes: 

a) minería y energía, 

b) agricultura, pesca y silvicultura, 

c) gestión de los recursos naturales, 

d) industria, especialmente la de bienes de equipo y 
otras industrias vinculadas a los sectores mencio- 
nados en los puntos a) y b), así como sus servi- 
cios de apoyo, 


e) asuntos económicos y monetarios, 


f) servicios, incluidos los servicios financieros, ban- 
carios y de seguros, 


2) transportes, telecomunicaciones, telemática, turis- 
mo y demás actividades terciarias, 
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h) propiedad intelectual e industrial, 


i) normas, especificaciones técnicas y controles de 
calidad. 


3. Formas de cooperación 
A lin de alcanzar los objetivos de cooperación eco- 
nómica las Partes Contratantes se esforzarán por fomen- 


tar, entre otras actividades, las siguientes: 


a) un intercambio continuo de información, en es- 


pecial mediante la conexión a bancos de datos ya 


existentes o creando otros nuevos, 


b) el establecimiento de empresas conjuntas (“joint 
ventures”), 


c) la celebración de acuerdos de licencia, de trans- 
ferencia de conocimientos técnicos, de subcon- 
tratación y de representación, 


d) ta cooperación entre instituciones financieras, 


e) la celebración, entre los Estados miembros de la 
Comunidad yel Uruguay, de convenios para evi- 
tar la doble imposición, 


f) las visitas, contactos y actividades de promoción 
de la cooperación entre representantes de empre- 
sas y organizaciones económicas incluyendo la 
creación de mecanismos e instituciones apropia- 
dos, 


g) la realización de seminarios y “business weeks” 


y la preparación y celebración de ferias, exposi- 
ciones y simposios especializados, 


h) el estímulo a la participación de empresas proce- 
dentes de una de las Partes Contratantes en ferias 
y exposiciones de la otra, 


i) la constitución de redes entre operadores econó- 
micos, especialmente los industriales, 


j) el fomento de los servicios de consultoría y asis- 
tencia técnica, en particular en el ámbito de la 
promoción comercial y del “marketing”. 

ARTICULO 4 
Cooperación en el sector agropecuario 
1. La Comunidad y el Uruguay se comprometen a 


establecer una cooperación en el ámbito agropecuario. 
Dicha cooperación contemplará, en particular: 
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a) las posibilidades de desarrollo de. los intercam- 
bios mutuos de productos agropecuarios, 


b) las medidas sanitarias y fitosanitarias, así como 
las consecuencias de las mismas, con objeto de 
que no obstaculicen el comercio, teniendo en 
cuenta al mismo tiempo el interés de ambas Par- 
tes Contratantes en materia de legislación medio- 
ambiental, fitosanitaria y veterinaria. 


A tales efectos podrán celebrarse consultas entre los 
expertos correspondientes de las Partes Contratantes. 


2. La Comunidad participará en los esfuerzos que 
realice el Uruguay con el fin de diversificar sus exporta- 
ciones de productos agropecuarios. 


ARTICULO 5 
Cooperación industrial 


1. Las Partes Contratantes acuerdan promover la am- 
pliación y la diversificación de la base productiva del 
Uruguay en los sectores industriales y de servicios. Con 
tal finalidad orientarán en particular sus acciones de co- 
operación hacia las pequeñas y medianas empresas, fa- 
vorecerán las acciones destinadas a facilitar el acceso a 
las fuentes de financiación, a los mercados y a las tecno- 
logías adecuadas y estimularán las actividades de em- 
presas conjuntas dirigidas especialmente hacia los mer- 
cados de países terceros. Tal cooperación podrá incluir 
la creación de los mecanismos e instituciones apropiados. 


2. Las Partes Contratantes acuerdan considerar las 
posibilidades de impulsar conjuntamente aquellos pro- 
yectos que contemplen la reconversión industrial del Uru- 
guay con objeto de favorecer su integración armoniosa 
en el Mercado Común del Sur. 


ARTICULO 6 
Cooperación en materia de medio ambiente 


1. Las Partes Contratantes se comprometen a insti- 
tuir una cooperación en los ámbitos de la protección y 
mejora del medio ambiente, a fin de resolver los proble- 
mas provocados por la contaminación del agua, el suelo 
y el aire, la erosión, la desertización, la deforestación, la 
sobreexplotación de los recursos naturales y la concen- 
tración urbana. Igualmente favorecerán la conservación 
productiva de lá flora y fauna silvestres y acuáticas. 


2. A tales efectos, las Partes Contratantes se esforza- 
rán por tomar medidas encaminadas particularmente a: 


a) la creación y fortalecimiento de estructuras, tanto 
públicas cómo privadas, para la protección del 
medio ambiente, 
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c) 


d) 


e) 


2) 


3. 
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el desarrollo y perfeccionamiento de las legisla- 
ciones, normas y especificaciones técnicas, 


la investigación, formación, información y sensi- 
bilización de la opinión pública, 


la realización de estudios y proyectos y el sumi- 
nistro de asistencia técnica, 


la organización de encuentros, seminarios, talle- 
res, conferencias, visitas de funcionarios, exper- 
tos, técnicos, empresarios y otras personas con 
funciones en materia medioambiental, 


el intercambio de información y experiencias so- 
bre los grandes temas medioambientales globa- 
les, 


el desarrollo de programas y proyectos para el 
estudio e investigación en materia de desastres y 


de prevención de los mismos, 


Las Partes Contratantes acuerdan desarrollar la 


cooperación sobre el agua en todos sus aspectos, inclu- 
yendo la investigación y aplicación de tecnologías rela- 
cionadas con la gestión, utilización y conservación de 


los recursos hidráulicos. 


ARTICULO 7 


Inversiones 


Las Partes Contratantes acuerdan: 


a) 


b) 


fomentar, dentro de sus competencias, normati- 
vas y políticas respectivas, el incremento de in- 
versiones mutuamente ventajosas, 


mejorar el clima favorable a las inversiones recí- 
procas de los Estados miembros de la Comunií- 
dad y el Uruguay a través, sobre todo, de acuer- 
dos de fomento y protección de las inversiones, 
basándose en los principios de no discriminación 
y reciprocidad. 


ARTICULO 8 


Cooperación científica y tecnológica 


l. Las Partes Contratantes, habida cuenta de su inte- 
rés mutuo y de los objetivos de su estrategia de desarro- 
llo, se comprometen a fomentar la cooperación científi- 
ca y tecnológica, con objeto de contribuir a: 


a) 


facilitar la movilidad y los intercambios de cien- 
tíficos entre la Comunidad y el Uruguay, 


b) crear vínculos permanentes entre las comunida- 
des científicas y tecnológicas de ambas Partes, 


c) favorecer la transferencia de tecnología, 


d) asociar los centros de investigación de ambas Par- 
tes con objeto de resolver conjuntamente proble- 
mas de interés mutuo, 


€) generar oportunidades de cooperación económi- 
ca, industrial y comercial, 


f) reforzar las capacidades científica y tecnológica 
y estimular la innovación. 


2. Las Partes Contratantes establecerán conjuntamente 
los ámbitos de su cooperación, sin excluir ninguno a 
priori. Entre ellos, figurarán en particular: 


a) la investigación científica y tecnológica de alto 
nivel, y especialmente la biotecnología, los nue- 
vos materiales, la microelectrónica, la informáti- 
ca y las telecomunicaciones, 


b) la mejora de la capacidad de investigación en 
ámbitos deficitarjos, 


c) el desarrollo y la gestión de las políticas científi- 
cas y tecnológicas, 


d) la protección y la mejora del medio ambiente, 
e) la utilización racional de los recursos naturales, 


f) la integración y cooperación regionales en mate- 
ría de ciencia y tecnología, 


g) la difusión de información y de conocimientos 
científicos y tecnológicos, 


h) el desarrollo tecnológico en los ámbitos de la 
agricultura y de la agroindustria, así como en el 
de las ciencias del mar, 


1) las relaciones entre los centros de enseñanza su- 
perior y de investigación y el sector productivo. 


3. Las Partes Contratantes facilitarán y fomentarán 
la aplicación de medidas destinadas a alcanzar los obje- 
tivos de su cooperación científica y tecnológica y, en 
particular: 


a) la ejecución conjunta de proyectos por parte de 
los centros de investigación y otras instituciones 
competentes de ambas Partes, 


b) la formación de científicos, en especial mediante 
estancias de investigación en centros de la otra 
Parte Contratante, 
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c) un intercambio de información científica, en par- 
ticular mediante la organización conjunta de se- 
minarios, reuniones de trabajo y congresos que 
reúnan a los científicos de ambas Partes. 


4. Las Partes Contratantes se comprometen a definir 
los procedimientos apropiados para asegurar la mayor 
participación posible de sus científicos y centros de in- 
vestigación en su cooperación recíproca. 


ARTICULO 9 
Fomento de los intercambios 


Las Partes Contratantes se comprometen a fomentar 
en todo lo posible el desarrollo y la diversificación de 
sus intercambios comerciales, teniendo en cuenta sus 
respectivas situaciones económicas, y a concederse mu- 
tuamente las mayores facilidades posibles. 


ARTICULO 10 
Trato de nación más favorecida ; 


Las Partes Contratantes se concederán mutuamente 
el trato de nación más favorecida en sus relaciones co- 
merciales, de conformidad con las disposiciones del 
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comer- 


cio (GATT). 


Ambas Partes reafirman su voluntad de conducir sus 
intercambios comerciales en conformidad con dicho 


acuerdo. 
ARTICULO 11 
Importación temporal de mercancías 


Las Partes Contratantes se comprometen a conside- 
rar la exención de derechos y de exacciones sobre las 
mercancías en régimen de importación temporal que ha- 
yan sido objeto de convenios internacionales en la mate- 
ria y que se destinen a la reexportación. 


ARTICULO 12 


Cooperación comercial 


l. Las Partes Contratantes acuerdan estudiar los mé- 
todos y medios para eliminar los obstáculos que se opon- 
gan a sus intercambios, en especial los obstáculos no 
arancelarios y para-arancelarios, teniendo en cuenta los 
trabajos efectuados a este respecto por las organizacio- 
nes internacionales. En este sentido, examinarán asimis- 
mo, con un espíritu constructivo, tanto en un plano bila- 
teral como multilateral, las dificultades comerciales que 
puedan surgir entre ellas, incluidas las derivadas de me- 
didas sanitarias, fitosanitarias y medioambientales. 
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2. Por otro lado, las Partes Contratantes se Compro- 
meten, respetando sus normativas jurídicas respectivas, 
a llevar a cabo una política con el objetivo, entre otros 
fines, de: 


a) concederse mutuamente las mayores facilidades 
posibles para las transacciones comerciales, 


b) cooperar en el plano bilateral y multilateral para 
solucionar los problemas de interés común, in- 
cluidos los relativos a la propiedad intelectual e 
industrial, a las denominaciones de origen y a los 
productos básicos, semielaborados y manufactu- 
rados, 


c) facilitar la cooperación entre sus respectivos ser- 
vicios aduaneros, incluidos en particular los ám- 
bitos de la formación profesional, la simplifica- 
ción de los procedimientos y la detección de in- 
fracciones, 


d) tener en cuenta sus intereses respectivos en mate- 
ria de acceso a los recursos y a la transformación 
de los mismos, 


€) sentar las bases para mejorar las condiciones de 
acceso de sus productos a sus mercados respecti- 
vOS, 


f) establecer un mayor contacto entre los operado- 
res económicos, a fin de diversificar y aumentar 
las corrientes de intercambio mutuo, 


g) estudiar y recomendar la aplicación de medidas 
de fomento del comercio, con objeto de promo- 
ver el desarrollo de las importaciones y exporta- 
ciones, 


h) fomentar y apoyar las acciones de promoción co- 
mercial tales como seminarios, simposios, ferias 
y exposiciones comerciales e industriales, misio- 
nes comerciales, visitas recíprocas, semanas em- 
presariales y otras, 


i) recabar, en la medida de lo posible, la opinión de 
la otra Parte Contratante sobre las medidas que 
puedan tener un efecto pernicioso sobre los inter- 
cambios comerciales recíprocos. 


3. En este sentido, cuando las autoridades competen- 
tes de ambas Partes así lo determinen, la Comunidad 
podrá apoyar financieramente algunas de las actividades 
de promoción comercial contenidas en el presente artícu- 
lo, incluyendo la realización de estudios de mercado para 
productos de interés del Uruguay. 
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ARTICULO 13 
Cooperación en el ámbito del desarrollo social 


l. Las Partes Contratantes instituirán una coopera- 
ción en el ámbito del desarrollo social a fin de mejorar 
el nivel y la calidad de vida de los sectores de población 
más desfavorecidos, 


2. Las medidas destinadas a realizar este objetivo 
podrán incluir, entre otros, el apoyo a las siguientes activi- 
dades, particularmente en forma de asistencia técnica: 


a) gestión y administración de los servicios sociales, 


b) programas de formación profesional y de crea- 
ción de empleo, 


c) creación y fomento de actividades de las organi- 
zaciones de base, 


d) programas o proyectos de mejora del hábitat en 
los medios urbano o rural, 


e) programas de prevención y de educación contra 
el abuso de drogas. 


ARTICULO 14 
Cooperación en materia de salud pública 


Las Partes Contratantes acuerdan cooperar en el ám- 
bito de la salud pública y a tal efecto se comprometen a 
desarrollar la investigación conjunta, la transferencia de 
tecnología, el intercambio de experiencias y la asisten- 
cia técnica, incluyendo en particular medidas relaciona- 
das con: 


a) la gestión y la administración de los servicios 
competentes, 


b) la organización de encuentros científicos y el in- 
tercambio de especialistas, 


c) el desarrollo de programas de capacitación profe- 
sional, 


d) la realización de programas y proyectos para me- 


jorar las condiciones de salud y bienestar social 
en los medios urbano y rural. 


ARTICULO 15 


Cooperación en el ámbito de la Administración 
Pública 


1. Las Partes Contratantes cooperarán en el ámbito 
de la Administración Pública con objeto de contribuir a 
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su racionalización y modernización, tanto a escala na- 
cional coma regional y local. 


2. Con objeto de realizar estos objetivos, las Partes 
Contratantes promoverán, entre otros: 


a) el suministro de asistencia técnica a proyectos 


encaminados a reformar o mejorar los servicios 
de la Administración Pública. 


ARTICULO 16 


Cooperación en materia de información, 
comunicación y de cultura 


Las Partes Contratantes se comprometen a realizar 
acciones de cooperación en el campo de la información, 
comunicación y cultura a fin de promover e intensificar 
los lazos ya existentes entre las mismas. Tales acciones 


comprenderán, en particular: 


A) el intercambio de información sobre temas de 
interés mutuo. 


B) estudios preparatorios y asistencia técnica en ma- 
teria de conservación del patrimonio cultural. 


C) organización de eventos de carácter cultural, 

D) intercambios culturales y académicos. 

E) traducción de obras literarias. 

ARTICULO 17 
Cooperación en materia de Turismo 

Las Partes Contratantes, de conformidad con sus le- 
gislaciones respectivas estimularán el desarrollo de la 
cooperación turística mediante acciones específicas, en- 


tre las que se destacan en particular: 


a) el intercambio de funcionarios y expertos, así 
como de información y tecnología. 


b) el desarrollo de actividades que impulsen el flujo 
turístico, 


c) el respaldo a las acciones de capacitación en ma- 
teria de gestión y administración hoteleras, 


d) la participación en ferias y exposiciones destina- 
das a favorecer los flujos turísticos, 


ARTICULO 18 
Formación 


1. Las acciones de cooperación que se desarrollen 
dentro del presente Acuerdo incluirán los apartados de 
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formación que sean necesarios. Sin embargo, las Partes 
Contratantes convendrán también programas específicos 
de formación en aquellos ámbitos que sean de interés 
mutuo. 


2. Las acciones de formación se dirigirán prioritaria- 
mente a personal docente y a directivos que ya ejerzan 
funciones de responsabilidad en empresas, administra- 
ciones, servicios públicos y demás organismos económi- 
cos y sociales. Dentro de tales actividades, podrá fo- 
mentarse la celebración de acuerdos de cooperación en- 
tre instituciones de las dos Partes, particularmente en los 
sectores técnico, científico y profesional. 


3. Las acciones de cooperación comprenderán tam- 
bién medidas para desarrollar la capacitación del perso- 
nal directivo con responsabilidad en los procesos de in- 
tegración regional y subregional. 


ARTICULO 19 
Cooperación e integración regionales 
1. La cooperación entre las Partes Contratantes po- 


drá abarcar acciones que se desarrollen en base a acuer- 
dos de cooperación o de integración con. terceros países 


de la misma región, siempre y cuando no sean incompa-. 


tibles con tales acuerdos. 


2. Sin excluir a priori ámbito alguno, se considerarán 
en particular acciones relacionadas con: 


a) la cooperación medioambiental a escala regional, 

b) el desarrollo del comercio intrarregional, 

c) el fortalecimiento de las instituciones regionales, 
públicas y privadas, y el apoyo a políticas y acti- 


vidades comunes, 


d) las comunicaciones regionales, en especial las flu- 
viales, 


e) la cooperación en materia sanitaria y fitosanitaria 
a nivel regional y subregional, 


Mi, 


f) la transferencia de experiencias comunitarias en ma- 
teria de integración a nivel regional y subregional, 


ARTICULO 20 
Medios para realizar la cooperación 


Con objeto de facilitar la realización de los objetivos 


de cooperación previstos en el presente Acuerdo, las. 


Partes Contratantes aplicarán los medios adecuados, en 
consonancia con sus disponibilidades y mecanismos res- 
pectivos, incluidos los medios financieros. 
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ARTICULO 21 
Comisión mixta de cooperación 


[. Se crea una Comisión mixta de cooperación com- 
puesta de representantes de la Comunidad, por un lado, 
y de representantes del Uruguay, por otro. La Comisión 
mixta se reunirá una vez al año, alternativamente en 
Bruselas y Montevideo, en fechas y con orden del día 
fijados de común acuerdo. Podrán convocarse reuniones 
extraordinarias por consenso de ambas Partes. 


2. La Comisión mixta velará por el buen funciona- 
miento del presente Acuerdo y examinará todos los asun- 
tos derivados. de su aplicación. A este fin, se encargará 
particularmente de: 


a) proyectar medidas destinadas a desarrollar y di- 
versificar el comercio, conforme a los objetivos 
perseguidos por el presente Acuerdo, 


b) intercambiar puntos de vista sobre cualquier cues- 
tión de interés común relativa a los intercambios 
y a la cooperación, incluidas las futuras medidas 
y los medios disponibles para su realización, 


c) formular recomendaciones para favorecer la am- 
pliación de los intercambios y la intensificación 
de la cooperación, habida cuenta también de la 
coordinación necesaria de las medidas previstas, 


d) de manera más general, proponer recomendacio- 
nes que contribuyan a favorecer el cumplimiento 
de los objetivos del presente Acuerdo. 


3. La Comisión mixta podrá crear subcomisiones es- 
pecializadas y grupos de trabajo que la asistan en la 
realización de su cometido. 


ARTICULO 22 
Otros acuerdos 


1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados cons- 
titutivos de las Comunidades Europeas, el presente Acuer- 
do, al igual que cualquier medida emprendida con arre- 
glo al mismo, mantiene enteramente intactas las compe- 
tencias de los Estados miembros de la Comunidad para 
emprender medidas bilaterales con el Uruguay, dentro 
del marco de la cooperación económica con este país, y 
para celebrar con él. en su caso, nuevos acuerdos de 
cooperación económica. 


2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante- 
rior, relativo a la cooperación económica, las disposicio- 
nes del presente Acuerdo sustituirán a las de los acuer- 
dos celebrados entre los Estados miembros de la Comu- 
nidad y el Uruguay que sean incompatibles con ellas o 
que sean idénticas a ellas. 
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ARTÍCULO 23 
Aplicación territorial 


El presente Acuerdo se aplicará, por una parte, a los 
territorios en los que sea aplicable el Tratado constituti- 
vo de la Comunidad Económica Europea, en las condi- 
ciones previstas por dicho Tratado, y, por otra, al terri- 
torio de la República Oriental del Uruguay. 


ARTICULO 24 
Cláusula evolutiva 


l. Las Partes Contratantes podrán ampliar el presen- 
te Acuerdo mediante consentimiento mutuo con objeto 
de aumentar los niveles de cooperación y completarlos, 
conforme a sus respectivas legislaciones, mediante acuer- 
dos relativos a sectores o actividades específicos. 


2. Por lo que respecta a la aplicación del presente 
Acuerdo, cada una de las Partes Contratantes podrá for- 
mular propuestas encaminadas a ampliar el ámbito de la 
cooperación mutua, teniendo en cuenta la experiencia 
adquirida durante su ejecución. 


ARTÍCULO 25 
Entrada en vigor y duración 


1, El presente Acuerdo entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente a la fecha en que las Partes Contratan- 
tes se hayan notificado el cumplimiento de los procedi- 
mientos necesarios a este fin. 


2. El presente Acuerdo se celebra por un período de 
cinco años. Se considerará prorrogado anualmente si nin- 
guna de las Partes Contratantes lo denuncia seis meses 
antes de su terminación, 


ARTICULO 26 
Anexos 


Los Anexos forman parte integrante del presente 
Acuerdo. 


ARTICULO 27 
Textos auténticos 


El presente Acuerdo se redacta en doble ejemplar en 
lenguas española, alemana, danesa, francesa, griega, in- 
glesa, italiana, neerlandesa y portuguesa, siendo cada 
uno de estos textos igualmente auténtico. 


EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios abajo 
firmantes suscriben el presente Acuerdo Marco. 
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Hecho en Bruselas, el cuatro de noviembre de mil 
novecientos noventa y uno. : 


Por el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
Por el Consejo de las Comunidades Europeas 
ANEXO I 


INTERCAMBIO DE NOTAS EN MATERIA DE 
TRANSPORTES MARITIMOS 


Nota N* 1 
Señor: 


Le agradeceríamos tuviese a bien confirmar el acuerdo 
de su gobierno sobre lo que sigue: 


Con ocasión de la firma del Acuerdo de cooperación 
entre la Comunidad Europea y el Uruguay, las Partes se 
han comprometido a abordar de la manera apropiada las 
cuestiones relativas al funcionamiento de los transportes 
marítimos y, en particular, cuando esto pudiese crear 
obstáculos al desarrollo de los intercambios. Con este 
objeto, se buscarán soluciones mutuamente satisfacto- 
rias respetando el principio de la competencia libre y 
leal sobre una base comercial. 


De igual manera, se ha acordado que estas cuestio- 
nes formarán parte también de los trabajos de la Comi- 
sión mixta. 


Le rogamos acepte el testimonio de nuestra mayor 
consideración. 


En nombre del 
Consejo de las Comunidades Europeas 


Nota N” 2 
Señores: 


Tengo el honor de acusar recibo de su nota y de 
confirmar el acuerdo de mi gobierno sobre lo que sigue: 


“Con ocasión de la firma del Acuerdo de coopera- 
ción entre la Comunidad Europea y el Uruguay, las Par- 
tes se han comprometido a abordar de la manera apro- 
piada las cuestiones relativas al funcionamiento de los 
transportes marítimos y, en particular, cuando esto pu- 
diese crear obstáculos al desarrollo de los intercambios. 
Con este objeto, se buscarán soluciones mutuamente sa- 
tisfactorias respetando el principio de la competencia 
libre y leal sobre una base comercial. 


De igual manera, se ha acordado que estas cuestio- 
nes formarán parte también de los trabajos de la Comi- 
sión mixta.” 
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Les ruego acepten el testimonio de mi mayor consi- 
deración. 


Por el gobierno de la 
República Oriental de Uruguay 


ANEXO li 


DECLARACION UNILATERAL DE LA 
COMUNIDAD SOBRE EL SPG 


La Comunidad reitera la importancia que concede al 
Sistema de Preferencias Generalizadas instituido por la 
Resolución 21-(II) de la Segunda Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo. 


La Comunidad está dispuesta a examinar las suge- 
rencias que Uruguay presente para así facilitar a este 
país el máximo uso posible del esquema de preferencias 
generalizadas establecido por ella de conformidad con 
la Resolución mencionada anteriormente. 


Asimismo, la Comisión organizará seminarios de in- ' 


formación en Uruguay para contribuir a un mejor cono- 
cimiento del esquema de la Comunidad por parte de los 
administradores y agentes económicos del país. 


ACUERDO MARCO DE COOPERACIÓN 
ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY 
Y LA COMUNIDAD ECONOMICA EUROPEA” 


24) COMISIÓN NACIONAL DE PREVENCION Y CON- 
TROL DE ACCIDENTES DE TRANSITO. Creación y 


cometidos. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se crea 
la Comisión Nacional de Prevención y Control de Accidentes 


de Tránsito. (Carp. N* 979/92 - Rep. N” 888/94). 
(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 979/92 
Rep. N? 888/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente: 


PROYECTO DE LEY 


TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 19. - Créase una Comisión Nacional de Pre- 
vención y Control de Accidentes de Tránsito que será 
honoraria y que estará integrada por un delegado titular 
y un delegado alterno de los siguientes organismos pú- 
blicos e instituciones privadas: Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, que la presidirá, Ministerio de Salud 
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Pública, Ministerio del Interior, Ministerio de Educa- 
ción y Cultura, Intendencia Municipal de Montevideo, 
Congreso Nacional de Intendentes, Banco de Seguros 
del Estado, Cámara del Transporte del Uruguay y Fede- 
ración Obrera del Transporte. 


El Poder Ejecutivo, asimismo, designará un delega- 
do titular y su correspondiente alterno entre los candida- 
tos propuestos por el Centro Automovilista del Uruguay, 
el Automóvil Club del Uruguay y el Centro Protección 
Choferes de Montevideo. 


En caso de que cualquier votación de la precitada 
Comisión Nacional resultara empatada, su presidente ten- 
drá doble voto, 


Funcionará en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas corno organismo desconcentrado con los come- 
tidos específicos que la ley determine, 


Art. 2”. - La Comisión Nacional que se crea por la 
presente ley tendrá como finalidad preservar la salud y 
seguridad públicas en las. vías de tránsito de todo el 
territorio nacional. 


Art. 3”, - Compete a la Comisión Nacional de Pre- 
vención y Control de Accidentes de Tránsito: 


A) La vigilancia en la correcta aplicación de las dis- 
posiciones de la presente ley. 


B) Lograr mayor seguridad y mejorar el ordenamien- 
to del tránsito. 


C) Estudiar, proyectar y promover programas de ac- 
ción aconsejando al Poder Ejecutivo medidas ne- 
cesarias para combatir la accidentabilidad en el 
tránsito, 


D) Educar y capacitar para el correcto uso de la vía 
pública. 


E) Supervisar y coordinar programas educativos con 
organismos oficiales y privados feducativos, sa- 
nitarios, profesionales, científicos, sindicales, em- 
presariales, sociales, de investigación, u Otros), a 
fin de obtener mayor eficacia. 


Dichas organizaciones deberán condicionar sus 
acciones a las pautas establecidas por la Comi- 
sión Nacional de Prevención y Control de Acci- 
dentes de Tránsito. 


F) La creación y administración de un sistema na- 
cional único de relevamiento de información e 
investigación de causas de accidentes de tránsito 
y demás aspectos referidos a éstos, su forma de 
procesamiento y su utilización, propiciando el in- 
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tercambio con tos organismos nacionales e inter- 
nacionales especializados en el tema y adiestra- 
miento de los respectivos cuerpos técnicos. 


G) Evitar la contaminación del medio ambiente. 


H) La administración de los fondos adjudicados o 
que se le adjudicaren en el futuro con el fin de 
atender su desenvolvimiento. 


Art. 4%. - La referida Comisión estará facultada para 
requerir de los organismos públicos, así como de los 
privados, la información y la colaboración necesarias 
para el correcto cumplimiento de los cometidos que le 
asigna la presente ley. 


Art. 5. - La Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes de Tránsito tendrá autonomía téc- 
nica para el cumplimiento de sus cometidos. 


Art. 6”. - Los integrantes de la Comisión Nacional 
de Prevención y Control de Accidentes de Tránsito se- 
rán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de los 
organismos correspondientes, pudiendo ser sustituidos 
por la misma vía. 


Art. 7”. - Constituyen recursos de la Comisión Na- 
cional de Prevención y Control de Accidentes de Tránsi- 
to las asignaciones que le fije la Ley de Presupuesto 
Nacional y sus modificativas, los frutos civiles y natura- 
les de los bienes que le pertenezcan, los bienes que 
reciba por testamento o donación, los préstamos que 
obtenga y el producto de los impuestos, tasas y contri- 
buciones que la ley le contiera. 


Art. 8”. - Sancionada la presente ley y dentro del 
plazo de noventa días, el Poder Ejecutivo dotará al orga- 
nismo de los recursos humanos y materiales necesarios 
para su puesta en funcionamiento y reglamentará la ley, 
a propuesta del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, con el asesoramiento de la citada Comisión. 


TITULO € 
De las escuelas de conductores 


Artículo 9”. - La Comisión Nacional de Prevención 
y Control de Accidentes de Tránsito reglamentará el 
aprendizaje que impartan los centros de enseñanza de 
conducción de vehículos automotores, así como también 
las características de los equipos y vehículos destinados 
a este fin. 


Art. 10. - La Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes de Tránsito determinará las con- 
diciones requeridas para ejercer la docencia de dichos 
centros. 
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Art. 11. - Las Intendencias Municipales llevarán un 
registro de los centros de enseñanza de conducción de 
vehículos automotores radicados en su departamento y 
controlarán el cumplimiento de las normas que los regu- 
lan adoptando las sanciones del caso, comunicándolas a 
la Comisión. 


TITULO Il 
De la educación en el tránsito 


Artículo 12. - El Ministerio de Educación y Cultura, 
a través de los organismos competentes, propiciará la 
incorporación a los programas de educación primaria, a 
todos los niveles, temas destinados a lograr que el niño 
asuma un fol protagónico seguro en el tránsito. 


Art. 13. - Propiciará, asimismo, la inclusión en los 
programas de educación secundaria, técnico-profesional 
y de la Universidad de la República temas referidos a 
seguridad en el tránsito, vinculándolos con los conteni- 
dos curriculares. 


Art. 14, - El Ministerio de Educación y Cultura re- 
querirá, a los fines precedentes, la colaboración y la 
asistencia de la Comisión Nacional de Prevención y Con- 
tro! de Accidentes de Tránsito. 


TITULO IV 
De las habilitaciones para conducir 


Artículo 15. - La Comisión Nacional de Prevención 
y Control de Accidentes de Tránsito con el asesoramien- 
to del Ministerio de Salud Pública establecerá normas 
de calificación de aptitud sicofísica para el otorgamien- 
to de las habilitaciones para conducir, en sus diferentes 
categorías, las que serán únicas y aplicables en todo el 
territorio nacional. 


Art. 16. - La Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes de Tránsito establecerá las nor- 
mas de calificación para la evaluación de la idoneidad 
de los aspirantes a conductores, cualquiera sea el medio, 
para el otorgamiento de las habilitaciones para las dife- 


* rentes categorías, las que serán únicas y aplicables en 


todo el territorio nacional. 


Art. 17. - Las habilitaciones para conducir serán 
otorgadas por las Intendencias Municipales en las ciuda- 
des capitales y en aquellas localidades que tuvieren los 
elementos técnicos exigidos para la obtención de las 
mismas, las que tendrán validez nacional. 


TITULO V 
De los registros 


Artículo 18. - Créase el Registro Nacional Unico de 
Conductores, Vehículos. Infracciones e Infractores, el 
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que estará a cargo del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. 


Art, 19, - De acuerdo a sus cometidos específicos y 
en lo pertinente, quedan obligadas a remitir información 
las Intendencias Municipales y las dependencias de los 
Ministerios del Interior y de Defensa Nacional. 


Art. 20). - El Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas coordinará con las Intendencias Municipales y de- 
más organismos públicos tas formas y los plazos para el 
suministro de la información necesaria para el funciona- 
miento del Registro Nacional Unico de Conductores, 
Vehículos, Infracciones e Infractores. 


Art, 21. - Los datos de dicho Registro deberán ser 
suministrados a requerimiento del juez competente, de 
la Comisión Nacional de Prevención y Control de Acci- 
dentes de Tránsito y de los demás organismos oficiales 
vinculados a la prevención de accidentes. 


TITULO VI 
De las sanciones 


Artículo 22. - La Comisión Nacional de Prevención 
y Control de Accidentes de Tránsito propondrá a las 
autoridades competentes un sistema común de sanciones 
alos infractores de las disposiciones referentes al tránsi- 
to, el que se aplicará en todo el territorio nacional por 
los órganos y autoridades competentes dentro del ámbi- 
to de sus respectivas jurisdicciones. 


Sin perjuicio de lo establecido, cada órgano o autori- 
dad -nacional o municipal- podrá dictar, dentro del ám- 
bito de su jurisdicción, sanciones complementarias en 
función de las características de cada caso. 


Art. 23. - Dicho sistema considerará, sin perjuicio 
de lo dispuesto por el Título VII de la presente ley: 


A) Sanciones superiores, cuando se trate de conduc- 
tor profesional. 


B) Como agravante, el exceso de velocidad según se 
supere la velocidad máxima autorizada. 


C) Como infracción severamente sancionada, la con- 
ducción con falta de habilitación. 


D) Como agravante, la reiteración dentro del térmi- 
no de doce meses de las faltas indicadas prece- 
dentemente, lo que determinará la duplicación de 
la última sanción aplicada. 


E) Que la severidad de la sanción sea proporcional 
al riesgo generado por la falta. 
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F) Que las sanciones pecuniarias sean establecidas 
en unidades reajustables. 


G) Severamente sancionable la situación de anima- 
les sueltos en la vía pública. 


TITULO VII 
De la prueba de alcohol en la sangre 


Artículo 24. - Se considerará que se encuentra inha- 
bilitado para conducir vehículos de cualquier tipo que se 
desplacen por la vía pública, cuando la concentración de 
alcohol en la sangre al momento de conducir el vehículo 
sea superior a ocho decigramos de alcohol por litro de 
sangre o su equivalente en términos de espirometría. 


Art. 25, - A partir de la vigencia de la presente ley 
los funcionarios del Ministerio del Interior, especialmente . 
habilitados después de ser debidamente capacitados, po- 
drán investigar en cualquier persona que conduzca un 
vehículo en zonas urbanas, suburbanas o rurales del te- 
rritorio nacional la eventual presencia y concentración 
de alcohol u otras drogas en su organismo a través de 
procedimientos de espirometría. 


Al conductor que fuere hallado conduciendo en trans- 
gresión de los límites indicados en el artículo 24 se le 
retendrá la libreta de conductor y se le aplicará, en caso 
de tratarse de una primera infracción, una suspensión de 
dicha habilitación: para conducir entre seis meses y un 
año y, en caso de reincidencia, se extenderá dicha san- 
ción hasta el término de dos años. En caso de nueva 
reincidencia, podrá cancelarse-la libreta de conductor. 


Al conductor que se rehusare a los exámenes antes 
referidos se le retendrá la libreta de conductor y se le 
advertirá: 


A) Que la negativa supone presunción de culpabili- 
dad. : 


B) Que la autoridad competente podrá aplicar opor- 
tunamente una sanción que implicará la inhabili- 
tación para conducir entre seis meses y un año de 
constituida la primera infracción y, en el supues- 
to caso de reincidencia, la misma podrá exten- 
derse hasta un máximo de dos años. 


La inspección a que refiere este artículo sólo po- 
drá efectuarse en las áreas y dentro de los hora- 
rios en que el Ministerio de Salud Pública garan- 
tice poder realizar el análisis a que refiere el 
artículo 30 de la presente ley. 


Art. 26. - El conductor de un vehículo destinado al 
transporte colectivo de pasajeros, que sea sometido a los 
exámenes precedentemente establecidos, incurrirá en 
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transgresión si de los mismos surge la presencia de alco- 
hol en la sangre en cualquier proporción, por mínima 
que ella fuere. 


Art. 27. - Cuando ocurran accidentes de tránsito con 
víctimas -accidentados ou fallecidos- se someterá a los 
conductores de los vehículos involucrados a los exáme- 
nes que permitan determinar el grado de eventual em- 
briaguez alcohólica de los mismos. 


A tales efectos, podrá recurrirse. de ser posible, a la 
prueba de espirometría y en su defecto a la de sangre y 
orina. 


Art. 28. - Cuando un conductor deba someterse, de 
conformidad con la disposición anterior, a un análisis de 
sangre para determinar la concentración de alcohol en 
su organismo, la correspondiente extracción sólo podrá 
realizarse por médico, enfermero u otro técnico habilita- 
do y en condiciones sanitarias acordes con las pautas 
establecidas por el Ministerio de Salud Pública. 


Art. 29. - A solicitud del conductor de un vehículo 
que ha sido sometido a los exámenes aludidos en las 
disposiciones precedentes, el funcionario actuante debe- 
rá extenderle un recaudo en el cual deberá constar fe- 
cha, hora y lugar en que se realiza la prueba y sus 
resultados claramente consignados. 


Art. 30. - La persona que sea sometida a exámenes 
de espirometría, sangre u orina, en los términos estable- 
cidos precedentemente, podrá solicitar inmediatamente 
de las autoridades competentes del Ministerio de Salud 
Pública que uno de los técnicos habilitados a esos efec- 
tos efectúe otros exámenes que permitan revisar los re- 
sultados de aquéllos. 


Art. 31. - Los resultados de las pruebas efectuadas 
en los términos indicados en las disposiciones preceden- 
tes, constituirán pruebas idóneas en juicios de carácter 
civil o penal, 


En los casos en que la persona afectada por la ejecu- 
ción de los exámenes a que refiere el presente Título 
considere que se han violado sus derechos y garantías, 
podrá ocurrir ante la sede jurisdiccional competente para 
que resuelva si el procedimiento utilizado ha sido o no 
ajustado a derecho. 


TITULO VHI 
De las unidades de rescate 


Artículo 32. - El Ministerio de Salud Pública regla- 
mentará todo lo referido al procedimiento de realización 
de pruebas o análisis previstos por los artículos prece- 
dentes. 
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Art. 33. - El Ministerio del Interior, en coordinación 
con el Ministerio de Salud Pública, organizará y tendrá 
a su cargo el servicio de unidades de rescate de los 
accidentados en el tránsito. 


TITULO IX 
De la seguridad general 


Artículo 34. - Las Intendencias Municipales están 
obligadas, dentro del ámbito de su competencia, a fisca- 
lizar el estricto cumplimiento de las disposiciones con- 
tenidas en el decreto-ley N” 15.011, de 13 de mayo de 
1980, 


* Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 3 de noviembre de 1992. 


Alem García 
Horacio D., Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión Especial 
sobre Seguridad Pública 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión se permite elevar al Plenario el 
adjunto proyecto de ley que crea la “Comisión Nacional 
de Prevención y Control de Accidentes de Tránsito”, 
aconsejando su aprobación en el texto que fuera sancio- 
nado por la Cámara de Representantes. 


No debemos ocultar que en el seno de esta Comisión 
Asesora se realizó una amplia deliberación y se mani- 
festaron criterios diversos, y aun opuestos sobre el con- 
tenido del proyecto en cuestión. Podemos señalar que 
tales criterios se canatizaron en un sentido aconsejando 
la aprobación tal como venía, y en otro revisando en 
profundidad varios de sus capítulos en especial los que 
refieren a los capítulos 1 y 7. 


En definitiva y atento al tiempo transcurrido sin que 
pudiera llegarse a una solución de acuerdo, se ha optado 
por elevar el proyecto de ley con informe favorable al 
Senado, entendiendo que el solo funcionamiento de la 
Comisión aun cuando pudieran formularse discrepancias 
a su integración, pondría en marcha procedimientos que 
sin duda alguna implicarían una mayor seguridad en el 
tránsito, así como seguramente propondrá las modifica- 
ciones que en la práctica su ejecución vaya imponiendo. 
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En conclusión, el proyecto nos merece para su apro- 
" bación las siguientes consideraciones: 


1) Representa un avance sustancial con respecto a 


2) 


3) 


toda la normativa anterior, básicamente porque 
establece unificación de criterios mediante una 
norma legal, que evita las diferencias de enfoque 
existentes hasta ahora en las reglamentaciones 
municipales. 


Tratándose de asuntos de esta trascendencia, los 
criterios a aplicar no pueden quedar sujetos única 
y exclusivamente a la reglamentación municipal 
puesto que podrían comprometer derechos indi- 
viduales. Los Municipios deben ser competentes 
en la correcta aplicación de los criterios fijados 
por la ley, ejerciendo sus mecanismos de control 
y fiscalización. 


La Comisión que se crea, que es honoraria, desa- 
rrollará fundamentalmente funciones asesoras y 
tiene la virtud de recoger la representación, no 
sólo de órganos competentes del Estado sino tam- 
bién de la sociedad civil, a través de representan- 
tes de asociaciones en las que actúan sectores 
sociales vinculados profesionalmente al tema 
(conductores, automovilistas, sindicalistas, empre- 
sarios). Dependerá del dinamismo con que logre 
ejercer la coordinación de todas las organizacio- 
nes intervinientes, que su labor se traduzca en un 
mejoramiento real de la seguridad pública en el 
tránsito. 


Función muy importante de la Comisión es im- 
plementar la creación y administración de un sis- 
tema nacional único de relevamiento de informa- 
ción e investigación de causas de accidentes de 
tránsito, su forma de procesamiento y su utiliza- 
ción, especialmente como medios de prueba para 
la atribución de responsabilidades civiles y pena- 
les. 


Este Sistema (o Registro) puede convertirse en 
un método eficacísimo de depuración del plantel 
nacional de conductores de vehículos, evitando 
que personas en situaciones de riesgo (adictos al 
alcohol u otras drogas) o indebidamente capaci- 
tados o mal dotados para la conducción de vehícu- 
los debido a limitaciones psico-físicas, pongan en 
peligro o directamente ataquen a la seguridad pú- 
blica. 


Parece correcta la propuesta del Dr. Alberto Sca- 
varelli (Asesor, Centro Protección de Choferes) 
cuando señala que NO ES FUNCION DE LA 
LEY FIJAR CRITERIOS DEFINITIVOS O Rl- 
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4) 


5) 
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GIDOS en materia de presencia de drogas en el 
organismo de los protagonistas de accidentes, sino 
que debe cometerse a los reglamentos (esencial- 
mente modificables por los cambios tecnológicos 
y las investigaciones) los límites en que esas sus- 
tancias alteran verdaderamente la actuación nor- 
mai de los actores que provocan accidentes ya 
sea como sujetos activos o como víctimas. 


Parecería que NINGUN PARTICIPANTE en ac- 
cidentes de tránsito podría negarse racionalmente 
a aceptar se le practiquen los análisis que la auto- 
ridad pública entendiera pertinentes (sobre todo 
en ciertas situaciones de riesgo tan frecuentes 
como los excesos de velocidad o las excentrici- 
dades cometidas en la vía pública). En cada Mu- 
nicipio debería haber unidades móviles de rapidí- 
simo desplazamiento, con todos los medios téc- 
nicos y garantías sanitarias que hicieran injustifi- 
cable la resistencia a someterse al análisis. Y en 
caso de resistencia la presunción de culpabilidad 
debería ser sólo removible por razones muy fun- 
dadas, así como la suspensión temporaria o defi- 
nitiva de la licencia de conductor. Sólo así podrá 
lograrse un efectivo descenso de los accidentes 
de tránsito. 


Con respecto al registro de las infracciones, nos 
parece importante: 


a) Que el Registro se convierta en un control 
casi infalible para dar garantías cada vez ma- 
yores de que ninguna infracción de cierta tras- 
cendencia pueda evadirlo; 


b) Que existan amplias garantías para una ade- 
cuada defensa del conductor para poder lo- 
grar que la infracción sea borrada del Regis- 
tro una vez cumplidos los requerimientos le- 
gales; 


c) Que las víctimas de los accidentes de tránsito 
Sean pasibles de los mismos análisis que los 
conductores y sean descalificadas aquellas re- 
clamaciones formuladas por quienes se resis- 
ten a efectuárselos. 


Quedamos a la orden del Senado por cualquier am- 


pliación que se estime pertinente. 


Sala de la Comisión, 3 de agosto de 1994, 


Hugo Batalla (Miembro Informante), Luis P. 
Bessozi, Reinaldo Gargano, Pablo Millor, 
Juan A. Ramírez, Américo Ricaldoni, Alber- 
to Zumarán. Senadores. 
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PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Salud 
Pública 
Ministerio del Interior 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 
Ministerio de Defensa 
Nacional 
Ministerio de Educa- 
ción y Cultura 
Ministerio de 
Transporte y Obras 
Públicas 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 
Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente 


- Montevideo, 8 marzo 1991. 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el fin de poner a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, el que tiene como finalidad la preserva- 
ción de la salud pública en el tránsito constituyendo sus 
propósitos: la mayor seguridad; el mejor ordenamiento, 
la educación y capacitación para el uso de la vía pública 
y evitar la contaminación del medio ambiente. 


Se trata de una norma de aplicación al tránsito que 
se desarrolla en toda vía del territorio nacional librada al 
uso público. 


La norma propuesta crea una Comisión Nacional 
de Prevención y Control de Accidentes de Tránsito 
integrada por los Ministerios involucrados directa o in- 
directamente en el terna objeto de tratamiento y además 
por órganos vinculados a la misma temática. 


Dicha Comisión se estatuye como organismo des- 
concentrado del Ministerio de Salud Pública. 


Se establecen las competencias específicas de la Co- 
misión Nacional. 


Sus facultades tienen como fin el requerir de los 
organismos públicos y de los privados la información y 
colaboración necesarias para el correcto cumplimiento 
de sus cometidos. Estableciéndose su autonomía técnica. 
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Prevé la norma la forma de designación de los inte- 
grantes de la Comisión, como asimismo los recursos con 


los cuales funcionará. Otorgándose un plazo al Poder 


Ejecutivo con el fin de dotar de recursos materiales y 
humanos a aquélla. 


Se otorgará a la Comisión la facultad de reglamentar 
la enseñanza en los Centros o escuelas de conductores; 
estableciéndose por entenderse necesarios la facultad de 
determinar las características de equipos «y vehículos y 
las condiciones del docente. 


Estos centros de enseñanza de conducción se ha en- 
tendido necesario incluirlos en un Registro a cargo de 
las Intendencias Municipales, 


Se comete al Ministerio de Educación y Cultura la 
incorporación a los programas de educación en todos 
sus rangos de temas referidos al tránsito, 


Legisla las habilitaciones para conducir cometiendo 
al Ministerio de Salud Pública la determinación de las 
normas de calificación de aptitud sico-física y a la Co- 
misión Asesora Permanente del Reglamento Nacional 
de Circulación Vial las normas de calificación de ido- 
neidad. Dichas habilitaciones se prevén únicas y aplica- 
bles en todo el territorio nacional. 


Se crea el Registro Nacional Unico referido a con- 
ductores, vehículos e infractores a cargo del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, obligando a las Inten- 
dencias Municipales y a las dependencias de los Minis- 
terios del Interior y de Defensa Nacional a la remisión 
de información. 


Se regula un sistema común de sanciones a los in- 
fractores, el que es de aplicación en todo el territorio 
nacional y será determinado por la Comisión Asesora 
Permanente del Reglamento Nacional de Circulación 
Vial. Lo dicho sin perjuicio de las sanciones comple- 
mentarias que cada autoridad dicte dentro de su jurisdic- 
ción. 


El articulado culmina en el presente título dando 
pautas a considerarse en el sistema de sanciones, 


Se prevé la coordinación entre los Ministerios del 
Interior y Salud Pública y comete al primero la organi- 
zación y el cargo de las unidades de rescate. 


Se comete a las Intendencias Municipales la fiscali- 
zación del cumplimiento de las disposiciones contenidas 
en la ley N* 15.011 del 6 de mayo de 1980. 


Por último se derogan las disposiciones que se opon- 
gan al proyecto de ley adjunto. 
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El Poder Ejecutivo saluda al señor presidente con la 
mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Alfredo Solari, Walter 
Gralño, Héctor Gros Espiell, Augusto Mon- 
tesdeoca, Juan Andrés Ramírez, José Villar, 
Wilson Elso Goñi, Carlos Cat, Alvaro Ramos, 
Mariano Brito, Guillermo García Costa, En- 
rique Braga. 


PROYECTO DE LEY 
TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”. - Esta ley tiene como finalidad preser- 
var la salud pública en el tránsito, siendo sus propósitos 
básicos: 


a) lograr mayor seguridad en el tránsito; 
b) mejorar el ordenamiento en el tránsito; 


€) educar y capacitar para el correcto uso de la vía 
pública; 


d) evitar la contaminación del medio ambiente. 


Art. 2". - Esta ley es de aplicación al tránsito que se 
desarrolla en toda vía del territorio nacional librada al 
uso público. 


Art. 3". - Créase una Comisión Nacional de Preven- 
ción y Control de Accidentes de Tránsito que será hono- 
raria y que estará integrada por un delegado titular y un 
alterno de los siguientes organismos: Ministerio de Sa- 
lud Pública que la presidirá, Ministerio del Interior, Mi- 
nisterio de Educación y Cultura, Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas, Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo, Congreso Nacional de Intendentes, Banco de 
Seguros del Estado, Cámara de Transporte del Uruguay, 
Automóvil Club del Uruguay, Centro Automovilista del 
Uruguay. Funcionará dentro del Ministerio de Salud Pú- 
blica como organismo desconcentrado, dependiente de 
la mencionada Secretaría de Estado y con los cometidos 
que le atribuye la ley. 


Art. 4%. - Compete a la Comisión Nacional de Pre- 
vención y Control de Accidentes de Tránsito: 


a) vigilancia de la correcta aplicación de las dispo- 
siciones de la presente ley; 


b) estudiar, proyectar y promover programas de ac- 
ción aconsejando al Poder Ejecutivo medidas ne- 
cesarias para combatir la accidentabilidad en el 
tránsito; 


c) supervisar y coordinar programas educativos con 
organismos oficiales y privados (sean educativos, 
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sanitarios, profesionales científicos, sindicales, em- 
presariales, sociales, de investigación, etc.), a fin 
de obtener mayor eficacia, Dichas organizacio- 
nes obligatoriamente, tendrán que condicionar sus 
acciones a las pautas establecidas por la Comi- 
sión Nacional de Prevención y Control de Acci- 
dentes de Tránsito; 


d) la creación y administración de un sistema nacio- 
nal único de relevamiento de información e in- 
vestigación de causas de accidentes de tránsito y 
demás aspectos referidos a estos su forma de pro- 
cesamiento y su utilización; propiciando el inter- 
cambio con los organismos nacionales e interna- 
cionales especializados en el tema y el adiestra- 
miento de los respectivos cuerpos técnicos; 


e) la administración de los fondos adjudicados o que 
se de adjudicare en el futuro con el fin de atender 
a su desenvolvimiento, 


Art. 5”. - La referida Comisión estará facultada para 
requerir de los organismos públicos, así como de los 
privados, la información y la colaboración necesarias 
para el correcto cumplimiento de los cometidos que le 
asigna la presente ley. 


Art. 6”. - La Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes de Tránsito tendrá autonomía téc- 
nica para el cumplimiento de sus cometidos. 


Art. 7”, - Los integrantes de la Comisión Nacional 
de Prevención y Control de Accidentes de Tránsito se- 
rán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de los 
organismos correspondientes, pudiendo ser sustituidos 
por ta misma vía. 


Art. 8”. - Constituyen recursos de la Comisión Na- 
cional de Prevención y Control de Accidentes de Tránsi- 
to las asignaciones que le fije la Ley de Presupuesto 
Nacional y sus modificativas; los frutos civiles y natura- 
les de los bienes que le pertenezcan; los bienes que 
reciban por testamento o donación; los préstamos que 
vbtenga y el producto de los impuestos, tasas y contri- 
buciones que la ley le confiera. 


Art. 9”, - Sancionada la presente ley y dentro del 
plazo de 90 días, el Poder Ejecutivo dotará al organismo 
de los recursos humanos y materiales necesarios para su 
puesta en funcionamiento y reglamentará la ley, a pro- 
puesta del Ministerio de Salud Pública con el asesora- 
miento de la citada Comisión. 


TITULO U 
DE LAS ESCUELAS DE CONDUCTORES 


Artículo 10. - La Comisión Nacional de Prevención 
y Control de Accidentes de Tránsito reglamentará la 
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enseñanza que los centros de enseñanza de conducción 
de vehículos automotores impartan, así como también 
las características de los equipos y vehículos destinados 
a este fin. 


Art. 11. - La Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes de Tránsito determinará las con- 
diciones requeridas para ejercer la docencia de dichos 
centros. 


Art. 12. - Las Intendencias Municipales llevarán un 
registro de los centros de enseñanza de conducción de 
vehículos automotores radicados en su departamento, 
controlarán el cumplimiento de las normas que los regu- 
lan adoptando las sanciones del caso y comunicándolas 
a la Comisión. 


TITULO If 
DE LA EDUCACION EN EL TRANSITO 


Artículo 13. - El Ministerio de Educación y Cultura 
a través de los organismos competentes, incorporará a 
los programas de educación primaria, a todos los nive- 
les, temas destinados a lograr que el niño asuma un rol 
protagónico seguro en el tránsito. 


Art. 14. - Incluirá asimismo en los Programas de 
Enseñanza Secundaria y Universidad del Trabajo, temas 
referidos a seguridad en el tránsito, vinculándolos con 
los contenidos curriculares. 


Art. 15. - El Ministerio de Educación y Cultura re- 
querirá a los fines precedentes, la colaboración y la asis- 
tencia de la Comisión Nacional de Prevención y Control 
de Accidentes de Tránsito. 


TITULO IV 
DE LAS HABILITACIONES PARA CONDUCIR 


Artículo 16. - El Ministerio de Salud Pública esta- 
blecerá normas de calificación de aptitud sico-física para 
el otorgamiento de las habilitaciones para conducir, en 
sus diferentes categorías, las que serán Únicas y aplica- 
bles en todo el territorio nacional. 


Art. 17. - La Comisión Asesora Permanente del Re- 
glamento Nacional de Circulación Vial establecerá las 
normas de calificación para la evaluación de la idonei- 
dad de los aspirantes a conductores, para el otorgamien- 
to de las habililaciones para las dilerentes categorías las 
que serán únicas y aplicables en todo el territorio nacional. 


Art. 18. - Las habilitaciones para conducir serán 
otorgadas por las Intendencias Municipales exclusiva- 
mente en las respectivas ciudades capitales y tendrán 
validez nacional. 
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TITULO V 
DE LOS REGISTROS 


Artículo 19. - Créase el Registro Nacional Unico 
referido a conductores, vehículos e infractores, el que 
estará a cargo del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. 


Art. 20. - De acuerdo a sus cometidos específicos y 
en lo pertinente, quedan obligadas a remitir información 
las Intendencias Municipales y las dependencias de los 
Ministerios del Interior y de Defensa Nacional. 


Art. 21. - El Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, coordinará con las Intendencias Municipales y los 
Ministerios del Interior y Defensa Nacional las formas y 
los plazos para el suministro de la información necesaria 
para el funcionamiento del Registro Nacional Unico de 
conductores, vehículos e infractores. 


Art. 22. - Los datos de dicho registro deberán ser 
suministrados a requerimiento de la Comisión Nacional 
de Prevención y Control de Accidentes de Tránsito y 
demás organismos oficiales vinculados a la prevención 
de accidentes. 


TITULO VI 
DELAS SANCIONES 


Artículo 23. - La Comisión Asesora Permanente del 
Reglamento Nacional de Circulación Vial establecerá 
un sistema común de sanciones a los infractores de las 
disposiciones referentes al tránsito, el que se aplicará en 
todo el territorio nacional por los órganos y autoridades 
competentes dentro del ámbito de sus respectivas ¡juris- 
dicciones. 


Sin perjuicio de lo establecido, cada Órgano o autori- 
dad (nacional o municipal) podrá dictar, dentro del ám- 
bito de su jurisdicción, sanciones complementarias en 
función de las características de cada caso. 


Art. 24, - Dicho sistema considerará: 


a) sanciones superiores, cuando se trate de conduc- 
tor profesional; 


b) la suspensión de la habilitación para conducir por 
el período que se establezca en caso de conduc- 
tor en estado de ebriedad o drogado; 

c) como agravante, el exceso de velocidad según se 
supere la velocidad máxima autorizada; 
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d) como infracción severamente sancionada, la con- 
ducción con falta de habilitación; 


como agravante, la reiteración dentro del término 
de doce meses de las faltas indicadas precedente- 
mente, lo que determinará la duplicación de la 
última sanción aplicada; 


e 


== 


f) que la severidad de la sanción sea proporcional 
al riesgo generado por la falta; 


que las sanciones pecuniarias sean establecidas 
en UNIDADES REAJUSTABLES; 


— 


g 


severamente sancionable la situación de animales 
sueltos en la vía pública. 


h 


pu 


TITULO VI] 
DE LAS UNIDADES DE RESCATE 


Artículo 25. - El Ministerio del Interior en Coordi- 
nación con el Ministerio de Salud Pública, organizará y 
tendrá a su cargo el servicio de unidades de rescate de 
los accidentados en el tránsito. 


TITULO VIH 
DE LA SEGURIDAD EN GENERAL 


Artículo 26. - Las Intendencias Municipales están 
obligadas, dentro del ámbito de su competencia, a fisca- 
lizar el estricto cumplimiento de las disposiciones con- 
tenidas en la ley N* 15.011 de 6 de mayo de 1980, 


TITULO IX 
DEROGACIONES 


Artículo 27. - Deróganse las disposiciones que se 
opongan a la presente ley. 


Alfredo Solari, Walter Graiño, Héctor Gros 
Espiell, Augusto Montesdeoca, Juan Andrés 
Ramírez, José Villar, Wilson Elso Goñi, Car- 
los Cat, Alvaro Ramos, Mariano Brito, Gui- 
llermo García Costa, Enrique Braga”. 


25) FUNDACION “BIANCHI ARDOINO DANERO”. Se de- 
signa con este nombre la Escuela Rural N* 23 de Costa de 
Pando, departamento de Canelones, dependiente del Con- 
sejo de Educación Primaria (Administración Nacional de 
Educación Pública). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
designa con el nombre “Fundación Bianchi Ardoino Danero” 
la Escuela Rural N” 23 del departamento de Canelones. (Carp. 
N* 1507/94 - Rep. N” 889/94). 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1507/94 
Rep. N* 889/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY + 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Funda- 
ción Bianchi Ardoino Danero” a la Escuela Rural N* 23, 
de Costa de Pando, departamento de Canelones, depen- 
diente del Consejo de Educación Primaria (Administra- 
ción Nacional de Educación Pública). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 14 de junio de 1994, 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja 
la aprobación del proyecto de ley sancionado por la 
Cámara de Representantes por el que se designa con el 
nombre “FUNDACION BIANCHI ARDOINO DANE- 
RO” la Escuela Rural N* 23, de Costa de Pando, depar- 
tamento de Canelones, compartiendo los conceptos for- 
mulados en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Sala de la Comisión, 6 de julio de 1994, 


Carlos Bouzas (Miembro Informante), Maria- 
no Arana, Tabaré Hackenbruch, Pablo Mi- 
Hor, Carlos Julio Pereyra, Juan Andrés Ra- 
mírez, Alberto Zumarán. Senadores. 


Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 


Señores representantes: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconse- 
ja a la Cámara la aprobación del proyecto de ley, 
remitido por el Poder Ejecutivo, por el que se designa 
“Fundación Bianchi Ardoino Danero”, a la Escuela Ru- 
ral N” 23, de Costa de Pando, departamento de Canelones. 


C.S.- 461 


462 -CS. CAMARA DE SENADORES 7 de Setiembre de 1994 


El Poder Ejecutivo expresa, que la rica contribución mente y reciben aportes muy valiosos de esta citada 
y colaboración que dicha Fundación ha volcado a la fundación. 
educación pública han hecho posible la instalación de 
varios centros educativos. El Poder Ejecutivo saluda al señor presidente de la 


Asamblea General con su más alta consideración. 
La Fundación Bianchi Ardoino Danero, es una obra 


realizada por trabajo, perseverancia y ahorro, y que todo Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE 
lo reunido lo vuelca en ayuda para aquellos centros de DE LA REPUBLICA), Antonio Mercader. 
estudios necesitados. 
PROYECTO DE LEY 

Que no solamente ha aportado donaciones en el de- 
partamento al que pertenece, sino que en varias oportu- Artículo 1%. - Desígnase con el nombre de “FUN- 
nidades lo ha hecho para escuelas de los departamentos DACION BIANCHI ARDOINO DANERO” a la Escue- 
de Maldonado, Soriano y otros. la N? 23 Rural, de Costa de Pando, Ruta 82, Km. 45, del 

E 3d y departamento de Canelones, según lo establecido en el 
El Consejo Directivo Central de la Administración inc. 13 del artículo 85 de la Constitución de la Repúbli- 


Nacional de Educación Pública (ANEP), y el Consejo sd 
de Educación Primaria, trabajan estrechamente y reci- 


ben aportes muy valiosos de esta citada Fundación. ; 0 
P ! y its Art. 2%. - Comuníquese la resolución adoptada al 


Consejo Directivo Central de la Administración Nacio- 


Sala de la Comisión, 13 de abril de 1994 nal de Educación Pública. 


Rafael Sanseviero (Miembro Informante), Eber 
Da Rosa Vázquez, Ramón Guadalupe, Anto- 
nio Guerra Caraballo, Alba E. Osores de Lan- 


Antonio Mercader.” 


za, Agapo Lu Palomeque: 26) “CLEMENTE ESTABLE”. Se designa con este nom- 
PODER EJECUTIVO bre varias escuelas del interior de la República, depen: 
Ministerio d dientes del Consejo de Educación Primaria (Adminis- 
e tración Nacional de Educación Pública). Proyecto de 


Educación y Cultura 
ley. 


Montevideo, 24 de noviembre de 1993. e 
de SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
designa con el nombre “Clemente Estable” diversas escuelas 


Sr. Presidente de la Asamblea General: ne ERA 
del interior del país. (Carp. N” 1480/94 - Rep. N* 890/94.) 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
alto Cuerpo a fin de someter a su consideración el pro- 
yecto de ley adjunto por el que se solicita sea designada 
con el nombre de “FUNDACION BIANCHI ARDOINO 
DANERO”, a la Escuela N* 23 Rural, de Costa de Pan- 
do, Ruta 82, Km. 45 del departamento de Canelones. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1480/94 
Rep. N” 390/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


El presente proyecto se fundamenta, en la rica con- 


tribución y colaboración que dicha Fundación ha volca- La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
do a la Educación Pública, aportes éstos, que han sido sancionado el siguiente 
posibles para la instalación de varios centros educativos, 
PROYECTO DE LEY 
La Fundación Bianchi Ardoino Danero, es una obra 
realizada por trabajo, perseverancia y ahorro, y que todo Artículo Unico. - Desígnanse con el nombre “Cle- 
lo reunido lo vuelca en ayuda para aquellos Centros de mente Estable” a las escuelas de las localidades y de los 
Estudios necesitados. departamentos que se determinan: N? 5, Tomás Gomen- 
soro, Artigas; N* 99, Isidoro Noblía, Cerro Largo; 
Que no solamente ha aportado donaciones en el de- N” 98, Real de San Carlos, Colonia; N* 81 Espe- 
partamento al que pertenece, sino que en varias oportu- cial, Durazno, Durazno; N* 13, Granja de Puntas 
nidades, lo ha hecho para las escuelas de los departa- del Sauce, Flores; N” 108, Corralón del Tigre, Flo- 
mentos de Maldonado, Soriano y otros. rida; N” 54, Minas, Lavalleja; N* 56, Villa Delia, Mal- 
donado; N? 3, Paysandú, Paysandú; N? 109, Rivera, Ri- 
El Consejo Directivo Central de Educación Pública vera; N% 3, Lascano, Rocha; N' 95, Salto, Salto; N* 80, 


y el Consejo de Educación Primaria, trabajan estrecha- Rincón del Pino, San José; N” 58, Dolores, Soriano y N” 144, 


7 de Setiembre de 1994 


Tacuarembó, dependientes del Consejo de Educación 
Primaria (Administración Nacional de Educación Públi- 
ca). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en ' 
Montevideo, a 19 de mayo de 1994. 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja 
la aprobación del proyecto de ley sancionado por la 
Cámara de Representantes por el que se designan con el 
nombre “CLEMENTE ESTABLE” diversas escuelas del 
interior del país, compartiendo los conceptos formula- 
dos en el Mensaje del Poder Ejecutivo y en el Informe 
de la Comisión de Educación y Cultura de la Cámara de 
Representantes. 


Sala de la Gomisión, 15 de junio de 1994. 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), Ma- 
riano Arana, Carlos Bouzas, Tabaré Hacken- 
bruch, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, 
Juan Andrés Ramírez. Senadores. 


Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Señores representantes: 


La Comisión de Educación y Cultura ha analizado la 
iniciativa por la cual se propone designar con el nombre 
“Clemente Estable” a las Escuelas de las localidades y 
departamentos que se determinan: N* 5, Tomás Gomen- 
soro, Artigas; N* 99, Pueblo Noblía, Cerro Largo; N* 98, 
Real de San Carlos, Colonia; N* 81 Especial, Duraz- 
no, Durazno; N* 13, Granja de Puntas del Sauce, Flo- 
res; N* 108, Corralón del Tigre, Florida; N” 54, Minas, 
Lavalleja; N” 56, Villa Delia, Maldonado; N” 3, Paysan- 
dú, Paysandú; N” 109, Rivera, Rivera; N* 3, Lascano, 
Rocha; N* 95, Salto, Salto; N* 80, Rincón del Pino, San 
José; N” 58, Dolores, Soriano y N” 144, Tacuarembó, 
Tacuarembó, dependientes del Consejo de Educación 
Primaria (Administración Nacional de Educación Públi- 
ca). 


CAMARA DE SENADORES 


Considera esta Comisión que la figura de Clemente 
Estable, por lo que significó para nuestra cultura y por 
la resonancia internacional de su actividad científica, 
justifica que en cada departamento del país se recuerde 
su nombre en los centros donde se realiza, modesta e 
imperceptiblemente, el proceso incesante de trasmisión 
y renovación vivificante de los bienes culturales. 


Varias direcciones siguió su actividad vital, cada una 
de las cuales culminó en obra de renombre: sus investi- 
gaciones en el campo de las ciencias biológicas, sus 
reflexiones psicológicas y éticas acerca de los fenóme- 
nos vocacionales, su labor como docente y conferencis- 
ta, sus ensayos pedagógicos y particularmente la célebre 
elaboración de un currículo completo para una escuela 
primaria de carácter experimental, que funcionara en la 
zona de Malvín a partir de 1931, 


Es precisamente este último orden el que se conecta 
con las nominaciones propuestas, Hoy día todas las es- 
cuelas del país se vinculan a las enseñanzas de Estable a 
través de los principios metodológicos que se ensayaron 
con éxito en la Escuela de Malvín, tal como ocurrió 
también con las técnicas experimentales aplicadas en 
Las Piedras por Salas Olaizola y en Progreso por Otto 
Neumann. 


Las enseñanzas de sus clases conservan el valor tras- 
cendente e intemporal de los clásicos. Sus reflexiones 
sobre la tarea de educar serán continua fuente de inspi- 
ración para educadores y educandos. 


Un párrafo de una de sus conferencias, dada a los 
alumnos de magisterio en 1970, encierra un profundo 
mensaje que merece transcribirse al final de este Infor- 
me: “Reiteramos que, en definitiva, tres son los fines de 
la enseñanza: 1%) favorecer el desarrollo, en el orden de 
los valores, de lo dado en la naturaleza humana; 2”) 
complementar la naturaleza; 3”) corregirla, con la pre- 
ocupación de corregir animando y de animar corrigiendo. 


¿Predominio de las Ciencias, predominio de la Filo- 
sofía, predominio de las Artes, predominio de la Reli- 
gión?... Todo crecerá purificándose recíprocamente más 
que obstaculizándose, aunque la Historia, a veces, ense- 
ña otra cosa. Existe ahí lo que se muestra, lo que se 
demuestra y lo que ni se muestra ni demuestra. En unos 
prevalecerá el espíritu científico-filosófico; en otros, el 
artístico o el religioso. Es ilusoria la completa absorción 
del todo por la parte. 


No olvidemos que es fácil advertir el dogmatismo de 
los otros, pero difícil advertirlo en sí mismo. 


Como ya lo he dicho, en general, ni el niño ni el 
joven quieren someterse a la voluntad de otro. Es esta 
una sana inclinación que debe elevarse al plano de los 
valores, jamás replegarse, inhibirse, arrollarse. Sépase 
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por el niño y por el joven y sépase no para olvidarlo, 
sino para siempre. 


Antes de sembrar, hay que cavar; después de sem- 
brar hay que regar. Sembrar sólo no basta, pero la siem- 
bra es la que da sentido al cavar y al regar. Sin ella, 
naturalmente, tado lo demás no es todo lo demás... 


Hay que sembrar mucho. Toda semilla no germina; 
ni todo lo que germina florece; ni todo lo que florece da 
frutos; ni todo fruto madura; ni todo lo que madura es 
bueno... 


Sembremos con ordenado ritmo y sembremos como 
el viento. El viento siembra más allá de todos los sur- 
cos, más allá de toda tierra labrantía, más allá de todo 
regadío. Na siempre se sabe donde cae la simiente, pero 
la tierra se pone verde, Es el verde nuevo que amanece 
a la nueva luz del tiempo”. 


Por lo precedentemente expuesto, la Comisión acon- 
seja al plenario la aprobación del proyecto referido. 


Sala de la Comisión, 17 de noviembre de 1993, 


Agapo Luis Palomeque (Miembro Informante), Ra- 
món Guadalupe, Antonio Guerra Caraballo, Alba 
E. Osores de Lanza, Rafael Sanseviero. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 20 de octubre de 1993. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el fin de someter a su consideración, el 
proyecto de ley que se acompaña por el cual se designa 
a varios Centros Docentes con el nombre “CLEMENTE 
ESTABLE”. 


Esta iniciativa es propuesta por el Consejo de Edu- 
cación Primaria y cuenta con el informe favorable del 
Consejo Directivo de la Administración Nacional de Edu- 
cación Pública. 


El Consejo de Educación Primaria en el marco de 
las celebraciones del Centenario del nacimiento de los 
maestros AGUSTIN FERREIRO y CLEMENTE ESTA- 
BLE, considera un deber rendirle este homenaje tenien- 
do en cuenta que el profesor Clemente Estable fue un 
ilustre docente e investigador, 


CAMARA DE SENADORES 


El profesor Clemente Estable proviene de un medio 
rural donde desenvolvió su sensibilidad e inteligencia 
(1894-1976) siendo muy joven fue profesor de Historia 
Natural en el Instituto Normal de Varones y trabajó 
como Maestro de Conferencias y por la publicación de 
varias Obras referidas a temas pedagógicos. En 1930- 
1931 estructura un Plan Educativo para aplicar en la 
Enseñanza Primaria de singular repercusión teórica y 
práctica. 


Este insigne maestro-científico reconocido a nivel 
internacional se ha hecho acreedor al homenaje pro- 
puesto. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor presidente con su 
mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA), Antonio Mercader. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”, - Desígnase con el nombre “CLEMEN- 
TE ESTABLE” a las siguientes Escuelas: 


N? 5 de Tomás Gomensoro, departamento de 
Artigas. 

“ 99 *“ Pueblo Noblía, departamento de Ce- 
rro Largo. 

E 98 *“* Real de San Carlos, departamento de 
Colonia. 

Es 81 *“  Discap. Intelectuales, departamento 
de Durazno. 

a 13  “ Granja de Puntas del Sauce, departa- 


mento de Flores. 

Corralón del Tigre, departamento de 

Florida. 

Ñ 54 ** Minas, departamento de Lavalleja. 

“ 56 “ Villa Delia, departamento de Maldo- 
nado. 

E 3 “ Paysandú, departamento de Paysan- 
dú. 

g 34 “ Young, departamento de Río Negro. 

di 109 “ Rivera, departamento de Rivera, 


pd 
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iS 3 “ Lascano, departamento de Rocha. 

E 95 “Salto, departamento de Salto. 

dd 80  “ Rincón del Pino, departamento de San 
José. 

E 58 *“ Dolores, departamento de Soriano. 

“ 144 * Tacuarembó, departamento de Tacua- 
rembó. 


Art. 2”. - Comuníquese, publíquese y archívese. 


Antonio Mercader”. 
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27) “MAESTRO LUIS ARBENOIZ GAMBARDELLA”. Se 
designa con este nombre la Escuela N” 160 de tiempo 
completo del departamento de Canelones, dependiente 
del Consejo de Educación Primaria (Administración 
Nacional de Educación Pública). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
designa con el nombre “Maestro Luis Arbenoiz Gambarde- 
Ma” la Escuela N* 160 del departamento de Canelones. (Carp. 
N” 1497/94 - Rep. N* 891/94.) 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1497/94 
Rep. N” 891/94 


CAMARA DE SENADORES 


Comisión de 
Educación y Cultura 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura compar- 
tiendo los conceptos formulados en el Mensaje del Po- 
der Ejecutivo aconseja la aprobación del siguiente: 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Maes- 
tro Luis Arbenoviz Gambardella” la Escuela N” 160 de 
Tiempo Completo del departamento de Canelones, de- 
pendiente del Consejo de Educación Primaria. (Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública). 


Haciendo una reseña de dicho educador, diremos que 
se desempeñó durante años en el cargo de inspector 
departamental, siendo un trabajador infatigable, signifi- 
cando un verdadero pilar para la obra educativa del de- 
partamento de Canelones. 


En su gestión como inspector, impulsó la creación 
de escuelas así como Jardínes de Infantes, fundamental- 
mente en las zonas marginales y para Discapacitados. 


Se entregó sin límites no sólo en el aspecto educati- 
vo, sino en el social, cultural, político, siendo un inte- 
grante activo de la comunidad. 


Por todo lo expuesto, consideramos de justicia que 
ese Alto Cuerpo considere la nominación presentada. 


El Poder. Ejecutivo, saluda al Sr. presidente de la 
Asamblea General con su más alta consideración. 


Gonzalo Aguirre Ramírez (VICEPRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA EN EJERCICIO DE 
LA PRESIDENCIA), Antonio Mercader. 


PROYECTO DE LEY . 


Artículo 1%. - DESIGNASE con el nombre de ““Maes- 
tro Luis Arbenoiz Gambardella”, a la Escuela N* 160 de 
Tiempo Completo del departamento de Canelones; 


Art. 2”. - COMUNIQUESE - Comuníquese, publí- 
quese. 


Antonio Mercader.” 


CS.- 465 


Sala de la Comisión, 6 de julio de 1994, 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), 
Mariano Arana, Carlos Bouzas, Tabaré 
Hackenbruch, Pablo Millor, Carlos Julio 
Pereyra, Juan Andrés Ramírez. Senadores. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Educación y Cultura - 


Montevideo, 10 de junio de 1994. 


Sr. Presidente de la Asamblea General 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Alto Cuerpo, a fin de someter a su consideración, el 
proyecto de ley adjunto, por el que se propone designar 
a la Escuela N* 160 de Tiempo Completo, dei departa- 
mento de Canelones, con el nombre “Maestro Luis Ár- 
benoiz Gambardeila”. 


28) “ALEJANDRO ZORRILLA DE SAN MARTIN”. De- 
signación de un tramo de la Ruta N* 45, Proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
designa con el nombre “Alejandro Zorrilla de San Martín” 
un tramo de la Ruta Nacional N* 45. (Carp. N” 1505/94 - Rep. 
N* 893/94.) 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1505/94 
Rep. N* 893/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Alejan- 
dro Zorrilla de San Martín” al tramo de la Ruta Nacio- 
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nal N* 45, comprendido entre la Ruta Nacional N* 1 
“Brigadier General Manuel Oribe” y la villa Rodríguez. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 14 de junio de 1994. 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario” 


29) PADRON N” 9.041, MANZANA 98, DE LA PRIMERA 
SECCION JUDICIAL DEL DEPARTAMENTO DE 
TACUAREMBO., Se declara de utilidad pública su ex- 
propiación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
declara de utilidad pública la expropiación del Padrón 9,041, 
sito en la Ira. Sección Judictal del departamento de Tacuarem- 
bó. (Carp. N” 1536/94 - Rep. N” 872/94), 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1536/94 
Rep. N*872/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 5 de julio de 1994, 


Sr. presidente de la Asamblea General 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


El Poder Ejecutivo liene el honor de dirigirse a ese 
Alto Cuerpo a fin de someter a su consideración el pro- 
yecto de ley adjunto por el que se propone se declare de 
Utilidad Pública la Expropiación del Padrón N* 9041, 
Manzana 98 sito en la 1* Sección Judicial del departa- 
mento de Tacuarembó, ubicado en la capital del depar- 
tamento. 


Dicha solicitud se origina en la Administración Na- 
cional de Educación Pública y se fundamenta en la ne- 
cesidad de ampliar las instalaciones del Jardín de Infan- 
tes N* 132 de la ciudad de Tacuarembó, el que se en- 
cuentra enclavado en un solar lindero al de estos obra- 
dos. 


En reiteradas oportunidades se intentó adquirir el in- 
mueble por compra directa pero la misma no prosperó 
en mérito a la diferencia existente entre el valor catas- 
tral ofrecido por el organismo y el precio solicitado por 
sus propictarios, 


No existiendo observaciones que formular a criterio 
de la Asesoría Letrada de esta Secretaría de Estado, se 
sugiere acceder a lo solicitado, 


El Poder Ejecutivo, saluda al Sr. presidente de la 
Asamblea General, con su más alta consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA), Antonio Mercader. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Primero. - Declárase de Utilidad Pública 
la Expropiación total del inmueble empadronado con el 
N* 9041, manzana 98, sito en la 1* Sección Judicial del 
departamento de Tacuarembó para la amplicación de la 
Escuela N* 132, Jardín de Infantes. 


Art. Segundo. - Comuníquese, publíquese, etc. 
Antonio Mercader. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación con- 
sideró el proyecto de ley por el cual se declara de utili- 
dad pública la expropiación de un inmueble del departa- 
mento de Tacuarembó e informa al respecto lo siguiente: 


I- ANTECEDENTES 


1. El proyecto de ley se origina en un Mensaje del 
Poder Ejecutivo, de fecha 5 de julio de 1994. 


2. La Constitución de la República en su artículo 32 
exige la declaración por ley de necesidad o utilidad pú- 
blicas para poder expropiar. 


3. Esta Comisión consideró el tema y tuvo en cuenta 
especialmente la naturaleza del proyecto y la similitud 
con otros aprobados con anterioridad por esta legislatu- 
ra. 


li - OBJETO 


El propósito del proyecto es obtener la declaración 
de utilidad pública la expropiación del Padrón N* 9041, 
Manzana 98, sito en la Ira. Sección Judicial del departa- 
mento de Tacuarembó, ubicado en la capital del depar- 
tamento (Mensaje y exposición de motivos). 


IM - ANALISIS 


l. La Administración Nacional de Educación Públi- 
ca por la necesidad de ampliar las instalaciones del Jar- 
dín de Infantes N* 132 de la ciudad de Tacuarembó trató 
infructuosamente de obtener dicho inmueble a través de 
la compra directa. 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 CAMARA DE SENADORES 


2. Al no ponerse de acuerdo enel precio que debía 
abonarse por el mismo recurrió al Poder Ejecutivo para 
que, a través de la presente iniciativa, se pudiera cum- 
plir con la aspiración de ampliación. 


IV - EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. El proyecto hace posible que se lleve adelante la 
ampliación del Jardín de Infantes N” 132 de la ciudad de 
Tacuarembó, 


2. Pone fin, asimismo, a un largo proceso de nego- 
ciaciones que no han podido llegar a buen puerto en 
virtud de que existían diferencias entre lo que el orga- 
nismo pensaba que debía pagar y lo que se solicitó por 
sus propietarios. 


3. De aquí en más se deberán seguir los trámites 
expropiatorios correspondientes donde los actuales pro- 
pietarios tendrán todas las garantías acordadas por la 
Constitución y las leyes a los efectos de recibir una justa 
y previa compensación. 


Por lo expuesto vuestra Comisión aconseja la san- 
ción del proyecto de ley referido. 


Sala de la Comisión, a 21 de julio de 1994. 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), 
Hugo Batalla, José Korzeniak, Américo Ri- 
caldoni. Senadores.” 


30) DESAFECTACION DE UN INMUEBLE EN EL DE- 
PARTAMENTO DE ROCHA. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se 
desafecta del dominio de la Intendencia Municipal de Rocha un 
inmueble ubicado en la 9* Sección Judicial de dicho departa- 
mento. (Carp. N” 1496/94 - Rep. N” 873/94). 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N” 1496/94 
Rep. N* 873/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Transporte y Obras 
Públicas 


Montevideo, 14 jun. 1994 


Señor presidente de la 
Asamblea General 
Presente 


El Poder Ejecutivo se dirige a ese Cuerpo, para so- 
meter a su consideración el proyecto de ley que se ad- 
junta, por el cual se desafecta un bien inmueble del 


dominio municipal, afectándose al Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas, por los motivos que se explicitan. 


Por disposición del director nacional de Topografía, 
en Exp. N” 5935/88 y anexo N” 15.659/85, correspon- 
diente a la Expropiación N” 8112, se ha elaborado un 
proyecto de ley, relativo a la desafectación del dominio 
patrimonial de la Intendencia Municipal de Rocha -in- 
mueble fracción “B”, padrón s/número, ubicado en la 9* 
Sección Judicial del departamento de Rocha, de una 
superficie de 2 hás. 0442- y posterior afectación al Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas, a efectos de 
que dicho Ministerio pueda cumplir con parte del pago 
de la indemnización de uno de sus expropiados: Suce- 
sión Bonifacio Urcelay. 


La mutación dominial de marras tiene su origen en 
la Resolución del MTOP del 12 de enero de 1989, que 
aprobó la tasación de una fracción de terreno Padrón N?* 
5484 (p), ubicado en la 9* Sección Judicial del departa- 
mento de Rocha, destinada a la realización de las obras 
de Ruta 13, Tramo Maturrango-Velázquez. En la men- 
cionada resolución se fijó como parte del pago de la 
indemnización totat, la entrega de la fracción “B”, pa- 
drón s/ínúmero, ubicada en la 9* Sección Judicial del 
departamento de Rocha, en dominio de la Intendencia 
Municipal de Rocha. 


Por resolución N” 00098/988 del 12/02/988, el órga- 
no municipal, previo recabar la anuencia de la Junta 
Departamental de Rocha, al no tener observaciones que 
formular, prestó su conformidad para la mutación domi- 
nial correspondiente. 


De acuerdo a la Ley de Expropiaciones N* 3.958 del 
28 de marzo de 1912, la cual establece que “Nadie pue- 
de ser privado de su propiedad, sino por causa de utili- 
dad pública calificada por la ley, sin previa y justa com- 
pensación”. 


En el caso subexámine la justa compensación fijada 
en sede administrativa ha sido una parte en dinero y otra 
con la entrega de un bien inmueble afectado a la Admi- 
nistración Municipal de Rocha. 


En consecuencia, procede la desafectación del bien 
del patrimonio municipal y su posterior afectación al 
MTOP, que según lo previsto en el art. 37 de la Ley 
Orgánica Municipal se debe recabar la anuencia de la 
respectiva Intendencia Municipal, con la previa autori- 
zación de la Junta. 


En los hechos la mutación dominial se materializa a 
través de una ley nacional, que es el instrumento jurídi- 
co idóneo para disponer las afectaciones y desafectacio- 
nes de los bienes entre las personas jurídicas estatales 
antes mencionadas, según lo impongan las necesidades 
del servicio público. 
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Acordada la desafectación y afectación referida, de 
acuerdo al procedimiento antes descripto se pasan los 
antecedentes al Poder Ejecutivo a fin de que propicie el 
correspondiente proyecto de ley (“Teoría y práctica de 
las mutaciones dominiales en el Uruguay”, Dr. Héctor 
Frugone Schiavone). 


Gonzalo Aguirre Ramírez (VICEPRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA EN EJERCICIO DE 
LA PRESIDENCIA ), Juan Carlos Raffo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Desaféctase de su actual destino en el 
gobierno departamental de Rocha, la Fracción “B”, pa- 
drón sin número, ubicada en la 9* Sección Judicial del 
departamento de Rocha de una superficie de 2 hás. 0442, 
« del plano de mensura del ingeniero agrimensor Jesús 
García Pardo inscripto en la Dirección General del Ca- 
tastro Nacional con el N* 3991, el 26 de mayo de 1983, 
afectándosela al Estado, persona pública mayor (Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas), con el objeto de 
pagar parte de la indemnización total, a los expropiados 
de la Sucesión Bonifacio Urcelay. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Juan Carlos Raffo. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación con- 
sideró el proyecto de ley por el cual se desafecta de su 
actual destino un inmueble de dominio municipal del 
departamento de Rocha y se le afecta al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas e informa al respecto lo 
siguiente: 


]- ANTECEDENTES 


1. El proyecto de ley se origina en un Mensaje del 
Poder Ejecutivo. de fecha 14 de junio de 1994, 


2. Esta Comisión consideró el mismo y tomó en 
cuenta que otros proyectos análogos han sido aprobados 
por esta legislatura, como por ejemplo el sancionado por 
este Cuerpo el 1” de abril de 1992 (Tomo 347, Pág. 145 
del Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores), o el 
de 12 de noviembre de 1991 (Tomo 344, Pág. 231 del 
Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores) y antes 
el sancionado el 1? de octubre de 1991 (Tomo 342, Pág. 
253 del Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores). 
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3. Se ha ido formando una corriente en cuanto a la 
forma de articular este tipo de situaciones y en la tesis 
sustentada por el ex senador Esc. Pedro W. Cersósimo 
se ha optado últimamente por hablar de transferencia a 
título gratuito, en vez de desafectación y afectación. 


11 - OBJETO 


El propósito del proyecto es obtener el efectivo tras- 
paso del dominio de un bien inmueble de la órbita de la 
Intendencia Municipal de Rocha a la del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas (Mensaje y exposición de 
motivos). 


TH - ANALISIS 


1. Para la realización de las obras de la Ruta 13 del 
Ministerio referido expropió un inmueble ubicado en la 
9a. Sección Judicial del departamento de Rocha. 


2. Se tasó el mismo y se fijó la indemnización co- 
rrespondiente la cual debería ser pagada parte en dinero 
y el resto con la entrega del inmueble objeto de este 
proyecto de ley. 


3. Con fecha 12 de febrero de 1988 la Intendencia 
con la.anuencia de la Junta Departamental de Rocha, 
prestó su conformidad. 


4. Una vez cumplidos estos pasos se resolvió solici- 
tar el presente traspaso a los efectos de cumplir con el 
pago de la indemnización oportunamente acordada. 


IV - EVALUACION Y RECOMENDACION 


1. El proyecto hace posible que se complete la ex- 
propiación dispuesta oportunamente, haciendo efectivo 
el pago acordado. 


2. Se culmina, de esta manera, un proceso que lleva 
varios años a los efectos de que la parte expropiada 
pueda obtener la justa compensación fijada en sede ad- 
ministrativa. 


3. Corresponde sin embargo sugerir que se modifi- 
que el proyecto de referencia a fin de contemplar la 
verdadera naturaleza del negocio jurídico, ya que no se 
trata en puridad de una desafectación y afectación sino 
que estamos frente a una transferencia de dominio a 
título gratuito. 


Por lo expuesto vuestra Comisión aconseja la san- 
ción del presente proyecto de ley sustitutivo. 


PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo Unico. - Transfiérese, a título gratuito, del 
dominio de la Intendencia Municipal de Rocha al del 
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Estado (Ministerio de Transporte y Obras Públicas), la 
Fracción “B”, padrón sin número, ubicada en la Ya. 
Sección Judicial del departamento de Rocha de una su- 
perficie de 2 Hás. 0442, del plano de mensura del inge- 
niero agrimensor Jesús García Pardo inscripto en la Di- 
rección General del Catastro Nacional con el N” 3991, 
el 26 de mayo de 1983, con el objeto de pagar parte de 
la indemnización total, a los expropiados de la Sucesión 
Bonifacio Urcelay. 


Sala de la Comisión, a 21 de julio de 1994. 


Juan Carlos Blanco (Miembro Informante), 
Hugo Batalla, José Korzeniak, Américo Ri- 
caldoni. Senadores”. 


31) REGISTRO DE ADMINISTRADORES DE EDIFI- 
CIOS. Creación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Proyecto de ley por el que se crea 
en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 
“Registro de Administradores de Edificios. (Carp. N* 1162/93 - 
Rep. N* 895/94). 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N” 1162/93 
Rep. N* 895/94 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Hacienda 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Hacienda, tiene el honor de dirigirse 
al Cuerpo recomendando la aprobación del presente pro- 
yecto de Jey, por el que se crea el Registro de Adminis- 
tradores de Edificios, que ya cuenta con la aprobación 
de la Cámara de Representantes. 


La ley N” 10.751, de 25 de junio de 1946, que regla 
sobre la Propiedad Horizontal, en su artículo 18 prevé 
que los edificios que trata esta ley, así como los que se 
incorporen o se hayan incorporado por cualquier sistema 
legal al régimen de Propiedad Horizontal, “serán admi- 
nistrados por un administrador y la asamblea de propie- 
tarios”. 


Por esta vía se crea un Registro de los mismos, que 
dependerá del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y la inscripción en el mismo es constitutiva de los co- 
metidos asignados por el artículo 19 de la ley N” 10.751, 
de 25 de junio de 1946. 


El artículo 2? crea una tasa anual de inscripción en el 
Registro del equivalente a 1 UR (una unidad reajusta- 
ble), que será de libre disponibilidad del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Sala de la Comisión, 21 de julio de 1994. 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), Al- 
varo Alonso Tellechea, Danilo Astori, Juan 
Carlos Blanco, Federico Bouza, Carlos Cas- 
sina, Julio C. Grenno. Senadores. 


CAMARA DE.REPRESENTANTES - 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Créase en la. órbita del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social el Registro de Administra- 
dores de Edificios, de conformidad con el artículo 18 
del Título Il de la ley N* 10.751, de 25 de junio de 
1946. 


La inscripción en el registro que se crea será requisi- 
to indispensable a los efectos de los derechos y faculta- 
des atribuidos a los administradores por la referida ley, 


Art. 2”, - Fíjase en el equivalente a + UR (una uni- 
dad reajustable), la tasa anual de inscripción en el Re- 
gistro de Administradores de Edificios. 


Art. 3”, - Declárase, por vía interpretativa, que Jos 
administradores de edificios a que hace referencia la ley 
N* 10,751, de 25 de junio de 1946, inscriptos en el 
Registro de Administradores de Edificios no son sujetos 
pasivos del impuesto determinado por el artículo 74 de 
la ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990. 


Art. 47. - Los fondos provenientes de lo dispuesto en 
el artículo 2” de la presente ley y de las multas y recar- 
gos generados por aplicación del mismo, así como de 
tado otro provento derivado de su cumplimiento será de 
libre disponibilidad del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social en los términos que al respecto determina la 
ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 2 de junio de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas. (Carp. N* 990/92 - 
Rep. N” 894/94)”. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Hacienda 


INFORME 
Señores representantes: 


Vuestra Comisión analizó la adjunta iniciativa, por 
ta que se crea el Registro de Administradores de Edificios. 


El tema, en rigor, fue objeto de estudio por parte de 
esta Comisión, cuando se integró con la de Presupuesto, 
en ocasión de tratar la Rendición de Cuentas y Balance 
de Ejecución Presupuestal 1990. 


Como en la oportunidad de referencia, en que hubo 
unanimidad de criterios para determinar la obligatorie- 
dad de los administradores de registrar su inscripción, 
también ahora existe la convicción de que es pertinente 
esta matriculación. 


La Ley de Propiedad Horizontal N* 10,751, de 25 de 
junio de 1946, estableció la figura del administrador de 
todo. edificio del tipo señalado (artículo 18), con el fin 
de hacer cumplir los extremos previstos por la legisla- 
ción y las previsiones del reglamento de copropiedad; 
nombrar y despedir al personal; recaudar los gastos co- 
munes y realizar los pagos; representar al consorcio en 
los juicios, etc. (artículo 19). 


De los más de quince mil edificios de propiedad 
horizontal sólo alrededor de mil estarían bajo régimen 
de administración en regla, esto es, cumpliendo deter- 
minados requisitos fiscales y de seguridad social, fuera 
de los específicos que guardan relación con el cuidado y 
mantenimiento de la propiedad. 


La normativa declara, por vía de interpretación, que 
las personas que ejercen la administración están exentas 
del gravamen determinado por el artículo 74 de la ley 
N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990, conocido como 
“Impuesto a las Comisiones”. 


Por lo que se viene de exponer, la Comisión aconse- 
ja al Cuerpo la sanción del proyecto con la redacción 
dada por su proponente. 


Sala de la Comisión, 22 de octubre de 1992, 


León Lev (Miembro Informante), Alejandro 
Atchugarry, Abraham Czarnievicz, Daniel 
García Pintos, Héctor Lescano, Ruben Mar- 
tínez Huelmo”. 


32) TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUS- 


- TANCIAS SICOTROPICAS. Aprobación a la Conven- 
ción de las Naciones Unidas adoptada en Viena. Pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el noveno 


punto del orden del día: “Proyecto de ley por el que se aprueba 
la Convención de las Naciones Unidas contra Tráfico Hícito de 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 990/92 
Rep. N* 894/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención de las 
Naciones Unidas contra el Tráfico Hícito de Estupefa- 
cientes y Sustancias Sicotrópicas, adoptada en Viena el 
20 de diciembre de 1988, suscripta por la República 
Oriental del Uruguay el día 19 de diciembre de 1989. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 17 de noviembre de 1992. 


Alem García 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 
Ministerio de Defensa 
Nacional 
Ministerio de 
Educación y Cultura 
Ministerio de 
Transporte y Obras 
Públicas 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 
Ministerio de 
Ganadería, Agricultura 
y Pesca 
Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de Salud 
Pública 
Ministerio de Turismo 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento 
Territorial y Medio 
Ambiente 


Montevideo, 18 de noviembre de 1991, 
Señor Presidente de la Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
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proyecto de ley, por el cual se aprueba la Convención 
de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estu- 
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas, adoptada en Vie- 
na el 20 de diciembre de 1988 y suscripta por la Repú- 
blica Oriental del Uruguay el día 19 de diciembre de 1989. 


El referido instrumento internacional fue aprobado 
durante la Conferencia de las Naciones Unidas convoca- 
da al efecto, que tuvo lugar en Viena, del 25 de noviem- 
bre al 20 de diciembre de 1988, ante la magnitud que 
alcanza en la actualidad la creciente producción, de- 
manda y tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, que constituyen una gravísima amenaza para 
la humanidad, pues menoscaban las bases sanitarias, eco- 
nómicas, culturales y políticas de toda la sociedad. 


1) Antecedentes 


La Convención de Viena es el resultado de diversas 
reuniones y resoluciones en el ámbito de las Naciones 
Unidas durante los últimos años. En efecto, si bien el 
tema de las drogas ha estado siempre presente en la 
agenda de las Naciones Unidas, el punto de partida de la 
actual Convención puede ubicarse en la resolución 39/191 
de la Asamblea General del 14 de diciembre de 1984 en la 
gue se pide formalmente al Consejo Económico y Social li 
preparación de un proyecto de Convención a través de la 
Comisión de Estupefacientes sobre el narcotráfico, que con- 
temple en conjunto todos los aspectos del problema y, en 
particular, Jos no previstos en los instrumentos interna- 
cionales existentes (Convención de Viena de 1961 sobre 
Estupefacientes con su protocolo modificativo de 1972, 
y el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971). 


La Comisión de Estupefacientes (Documento E/CN 
7/1985) elaboró un proyecto de Convención contra el 
Narcotráfico que fue la base de la actual Convención de 
1988. Dicho proyecto fue presentado formalmente por 
el secretario general de las Naciones Unidas en Viena, 
en febrero de 1987, como Proyecto de Convención con- 
tra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Si- 
cotrópicas, en 14 artículos. 


Este proyecto sirvió de base para la elaboración de 


la Convención aprobada, pero sufrió diversos cambios 


en su presentación y extensión. 
ID) Objetivos 


Este instrumento internacional no está solamente des- 
tinado a combatir el tráfico ilícito de drogas en su acep- 
ción clásica, sino que persigue fundamentalmente des- 
mantetar las ganancias del narcotráfico. 


La finalidad de la Convención es combatir en forma 
eficaz el narcotráfico pero, en forma muy particular, las 
ganancias que genera. 
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Los Estados tenían plena conciencia que la forma de 
represión tradicional no sólo era insuficiente para dete- 
ner este tráfico, sino que además había demostrado su 
fracaso, puesto que este ilícito no solamente no se había 
detenido sino que había prosperado en todas las latitu- 
des del universo. 


Para enfrentar esta situación, un importante número 
de países ha decidido enfocar la represión, no sólo con- 
tra las drogas en sí mismas consideradas, sino también: 


1) contra aquellas sustancias utilizadas en los proce- 
sos de producción (solventes, disolventes y precursores 
que se utilizan para su elaboración); 


2) contra los productos y bienes usados o derivados 
del narcotráfico, implementando una vasta y universal 
red de cooperación judicial para su decomiso y confis- 
cación. 


Estos últimos objetivos, de carácter económico, cam- 
pean en una gran cantidad de disposiciones, en la mayo- 
ría diríamos, de la Convención, que consagran solucio- 
nes destinadas a actuar sobre los capitales del narcotráfi- 
co 


UD) Metodología normativa 


La Convención contiene normas de diversa naturale- 
za en lo que se refiere a la mayor o menor imperatividad 
de las soluciones que se proponen. Podríamos señalar 
que se observa una especie de “degradé normativo”, 
siendo posible realizar la siguiente clasificación: 


- normas con propuestas absolutamente imperati- 
vas, 

- normas con propuestas relativamente imperativas 

- normas facultativas. 


Ejemplo de las primeras, es el artículo 3, párrafo 1, 
incisos a) y b), donde se señala que los Estados Parte 
contraen la obligación de tipificar en sus respectivos 
Derechos internos ciertas figuras delitivas. El mismo 
artículo 3, refiriéndose a la misma materia (tipificación 
de delitos), sirve de ejemplo de la segunda clase de 
normas. En efecto, su párrafo 2 establece que los Esta- 
dos Parte adoptarán las medidas que sean necesarias 
pura tipificar como delitos en su derecho interno, otras 
figuras delictivas (entre ellas la posesión de drogas para 
el consumo personal) pero, a diferencia de la solución 
preceptiva del párrafo | incisos a) y b), la propuesta se 
formula a los Estados Parte bajo “reserva de sus princi- 
pios constitucionales y de los conceptos fundamentales 
de su ordenamiento jurídico”. 


Por último el artículo 4 nos da un ejemplo de norma 
facultativa, tal como surge de su inciso:b), que establece 
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que las Partes “podrán disponer” como complemento de 
la declaración de culpabilidad o de la condena, que el 
delincuente sea sometido a medidas de tratamiento, edu- 
cación, etc. 


En los diversos capítulos de la Convención encontra- 
mos estas diversas clases de normas, y es importante la 
diferencia entre una y otra en el momento de profundi- 
zar el examen del texto con el objeto de detectar las 
posibles propuestas que merezcan la formulación de re- 
servas y en este punto, solamente las normas del primer 
tipo, o sea las de carácter imperativo, adquieren relevan- 
cia, pues las demás, por sí mismas, sin necesidad de 
reservas, pueden ser descartadas por los Estados Parte si 
de alguna forma coliden con sus principios fundamenta- 
les. 


TV) Soluciones innovadoras 


En relación al ordenamiento jurídico uruguayo, lo 
mismo que sucede en muchos otros países, la Conven- 
ción consagra una diversidad de soluciones innovadoras. 
Pero bien cabe reiterarlo, muchas de estas soluciones 
tienen su fuerza vinculante condicionada a su compati- 
bilidad con el orden constitucional y Jos conceptos fun- 
damentales del orden jurídico estatal. A su vez, otra 
importante cantidad de propuestas lleva el sello de su 
aplicación discrecional por los Estados Parte, con lo 
cual puede afirmarse que tienen solamente la virtualidad 
de marcar una tendencia en relación al tráfico de drogas. 
Unicamente unas pocas disposiciones imponen a los Es- 
tados ratificantes la adopción de determinadas medidas 
en el orden interno. 


El presente instrumento internacional contiene 34 ar- 
tículos que en lo sustancial incluyen: descripción de con- 
ductas que deben ser tipificadas por los Estados como 
delitos penales en su derecho imterno; normas en mate- 
ria de competencia, decomiso, extradición, asistencia ju- 
dicial recíproca; medidas para erradicar el cultivo ilícito 
de plantas de las que se extraen estupefacientes y sus- 
tancias sicotrópicas; disposiciones en materia de trans- 
portistas comerciales, documentos comerciales, tráfico 
ilícito por mar y funciones de la Comisión de Estupefa- 
cientes del Consejo Económico y Social de la Organiza- 
ción de las Naciones Unidas y de la Junta Internacional 
de Fiscalización de Estupefacientes establecida por la 
Convención Unica de 1961 sobre estupefacientes. 


Las soluciones innovadoras tienen que ver con di- 
versos aspectos: 


) A nivel del Derecho Penal General: 


1) Aplicación de la ley penal en el espacio 


La Convención amplía la aplicación extraterritorial 
de la ley penal más allá de los conocidos casos fundados 
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en los principios de nacionalidad, defensa y universali- 
dad. En efecto, el artículo 4, párrafo 1, inciso b, confiere 
competencia a los Estados Parte para reprimir los delitos 
tipificados en la Convención cuando sean cometidos por 
un nacional o por una persona que tenga residencia ha- 
bitual en su territorio. Vale decir, cualquier país vincu- 
lado a la Convención y donde el delincuente tenga su 
residencia habitual, tiene competencia para perseguir de- 
litos cometidos en cualquier lugar del universo. Cabe 
admitir, sín embargo, que tratándose de una norma fa- 
cultativa, habida cuenta que señala que las Partes “po- 
drán adoptar las medidas que sean necesarias para de- 
clararse competentes”, esta solución queda librada en 
definitiva, a la decisión soberana de cada Estado contra- 
tante. 


La misma disposición en su párrafo 2, confiere com- 
petencia a los Estados Parte para juzgar por los delitos 
previstos en la Convención, a los delincuentes que se 
encuentren en su territorio y cuya extradición se hubiese 
denegado. Esta solución tiene distinta fuerza vinculante 
según las causales en que se basa la denegatoria de 
extradición, pues, por ejemplo, si la denegatoria se basa 
en que el delito ha sido cometido por un nacional, esta- 
mos frente a una propuesta de carácter imperativo (la 
norma dice que cada Parte “adoptará las medidas que 
sean necesarias para declararse competente”), Como es 
fácil advertir, esta figura busca sortear las limitaciones 
que existen en algunos países a nivel constitucional, que 
prohíben la extradición de nacionales. En cambio, cuan- 
do la denegatoria se funda en otras causales, la solución 
tiene un simple carácter facultativo (“podrá adoptar” 
dice la norma). 


2) Extradición 


La Convención establece (artículo 6, párrafo 1), que 
los delitos previstos en ella y tipificados por las Partes, 
se consideran incluidos entre los delitos que dan lugar a 
extradición en todo tratado de extradición vigente entre 
ellas o, en su caso, quedan las Partes comprometidas a 
incluir tales delitos como extraditables en todo tratado 
de extradición que concierten entre sí. Se trata de una 
solución que tiene, como puede apreciarse, carácter obli- 
gatorio para las Partes y que posee plena justificación 
dentro de la economía de la Convención, 


No tiene la misma justificación, en cambio, el com- 
promiso de los Estados Parte de simplificar los requisi- 
tos probatorios (párrafo 7 del Art. 6), pues la extradición 
es un instituto trascendental en la vida de los países y de 
sus habitantes y requiere, por ello mismo, una prueba 
muy estricta para su efectivización. No obstante, al dis- 
ponerse únicamente que “Las Partes se esforzarán por 
simplificar los requisitos probatorios”, la disposición no 
pasa de ser una norma programática que no afecta la 
decisión soberana de los Estados en esta materia. 


Otro aspecto relevante tiene que ver con la situación 
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que se plantea en el caso en que se deniega la extradi- 
ción basándose en que la persona es nacional del Estado 
requerido. En esta hipótesis, dice la Convención, dicho 
Estado “considerará, la posibilidad de hacer cumplir la 
condena impuesta conforme a la legislación de la Parte 
requirente”. Contrariamente a lo expresado por algunos 
autores en el sentido de que esta solución afecta la sobe- 
ranía del país requerido, en cuanto tendría que aplicar 
una pena en base a una legislación extranjera, nos pare- 
ce que tal como está redactada la disposición, se salva- 
guarda la soberanía de los Estados Parte, ya que la posi- 
bilidad de hacer cumplir una sentencia extranjera no va 
más allá de constituir una nueva recomendación cuya 
efectivización requiere además, como también dice: la 
disposición, una ley interna que lo permita. 


3) Intercambio de condenados 


El párrafo final (12) del artículo 6 contempla la posi- 
bilidad de los Estados Partes de concretar acuerdos so- 
bre el traslado de las personas condenadas a prisión, a 
fin de que puedan terminar de cumplir sus condenas en 
su propio país. En suma se prevé que quien esté purgan- 
do una pena por narcotráfico en un país pueda terminar 
de purgarla en el país de su nacionalidad. 


4) Principio de Culpabilidad 


El párrafo 3 del artículo 3 establece que la “inten- 


ción” o sea la culpabilidad “podrá inferirse de las cir- 


cunstancias objetivas del caso”. 


Es claro que la Convención no propone el camino de 
apartarse del principio de la culpabilidad como elemen- 
to esencial del delito. La-fórmula empleada no introduce 
elementos ajenos a los consagrados por el derecho penal 
liberal para determinar la culpabilidad. Una cosa es la 
responsabilidad objetiva y otra muy distinta es tomar en 
consideración las circunstancias objetivas del caso, como 
dice la disposición, para decidir sobre la culpabilidad. 
No existe, en este punto, a nuestro juicio, innovación en 
la materia. 


5) Delitos Políticos 


Ea Convención establece que tos delitos de narcotrá- 
fico no pueden ser tenidos como delitos políticos, ni 
políticamente motivados, ni considerados como delitos 
fiscales (artículo 3, párrafo 10). 


Analizada esta solución sin más -que tiene además 
carácter preceptivo (el artículo utiliza la expresión “no 
se considerarán como delitos...”)- puede significar el fin 
de una doctrina política y jurídica de mucho arraigo en 
América Latina y que ha tenido amplio desarrollo en 
materia de extradición y asilo. Sin embargo, cabe obser- 
var que la norma que consagra esta solución no es abso- 
lutamente imperativa, ya que se impone “sin perjuicio 
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de las limitaciones constitucionales y de' los principios 
fundamentales del derecho interno de las Partes”, lo que 
opera en cierto modo de salvaguardia y descarta la ne- 
cesidad de formular una reserva. 


6) A nivel del Derecho Penal especial 


También en este aspecto se consagran propuestas 
innovadoras que responden al principal objetivo perse- 
guido con la aprobación de la Convención: desmantelar 
las ganancias del narcotráfico. 


Es así que se impone a los Estados Parte la obliga- 
ción de realizar modificaciones importantes a nivel de 
tipificación de conductas delictivas que hoy no están 
previstas en Jos derechos internos y que tienen que ver 
con los aspectos económicos y financieros del tráfico 
¡lícito de drogas. 


Importa destacar que en esta materia, los Estados 
Parte contraen dos clases de compromisos. Respecto de 
las figuras delictivas descriptas en el artículo 3, párrafo 
l incisos a) y b), los Estados Parte asumen una obliga- 
ción incondicional y no sujeta a reserva de clase alguna. 
Á su vez el propio artículo 3, párrafo 1, inciso c) y el 
párrafo 2, establecen también la obligación de los Esta- 
dos Parte de incorporar otras figuras delictivas en sus 
derechos internos pero, a diferencia de lo que sucede 
con el compromiso que asumen en los incisos a) y b) del 
párrafo 1, contraen la obligación “a reserva de sus prin- 
cipios constitucionales y a los conceptos fundamentales 
de su ordenamiento jurídico”. 


Interesa este último aspecto, por cuanto al tipificar la 
Convención como delito, por ejemplo, la posesión de 
drogas para el consumo personal, consagra un criterio 
que no es aceptado en diversos países, incluso el nues- 
tro. El mero consumo de drogas no es delito en nuestra 
legislación aunque no se desatiende esta conducta, que 
no sólo tiene efectos nocivos para la salud individual 
sino que conlleva la posibilidad de afectar ta salud de la 
comunidad. De ahí la existencia en nuestra legislación 
actual de medidas curativas compulsivas para combatir 
este fenómeno. 


En suma, la reserva efectuada en el propio texto de 
la Convención resguarda convenientemente el criterio 
de los países que estiman que el consumo de drogas no 
debe ser punible, sino sujetarse a un tratamiento médico 
compulsivo, como sucede en el Uruguay. 


En cuanto al compromiso que asumiría nuestro país 
de incorporar al Derecho Penal interno las figuras delic- 
tivas de los incisos a) y b) del párrafo 1 del artículo 3, se 
estima que se compadece plenamente con el compromi- 
so superior que se ha asumido en diversas oportunidades 
de combatir en todas sus instancias ese flagelo para la 
humanidad que es el tráfico de drogas. Muchas de las 
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conductas delictivas descriptas en la Convención, casi 
todas prodríamos decir, se encuentran ya incorporadas a 
nuestra legislación interna, Otras, si bien punibles a títu- 
lo de encubrimiento, etc., como sucede con el lavado de 
dinero, pasarían a tener formulación expresa como figu- 
ras delictivas autónomas. 


7) A nivel del Derecho Procesal Penal 


Son igualmente notorias las propuestas innovadoras 
en esta materia. 


1) Decomiso 


Siendo uno de los principales objetivos dé la Con- 
vención el desmantelamiento de las ganancias del nar- 
cotráfico, es lógico y coherente que se haya destinado 
todo un importante capítulo al decomiso, término equi- 
valente en nuestro derecho a “confiscación”. 


Se busca atacar el imperio económico montado en 
torno del narcotráfico mediante no sólo el decomiso de 
las drogas (estupefacientes y sustancias sicotrópicas) y 
los materiales, equipos y otros instrumentos utilizados O 
destinados a ser utilizados para cometer Jos delitos pre- 
vistos, sino también del producto derivado de dichos 
delitos e incluso de bienes cuyo valor equivalga al de 
ese producto. 


Con este propósito, la Convención establece entre 
los Estados Parte, con carácter preceptivo, modalidades 
de cooperación judicial específicas que permitan el de- 
comiso y la previa incautación o embargo preventivo 
del producto, los bienes, los instrumentos u otros ele- 
mentos sujetos a un eventual decomiso. 


Importa destacar que la Convención señala que los 
Estados Parte procurarán concertar tratados o acuerdos 
bilaterales o multilaterales para mejorar la eficacía de la 
cooperación en esta materia referente al decomiso (ar- 
tículo S, párrafo 4, inciso g). Actualmente diversos 
países vienen concertando acuerdos de cooperación ten- 
dientes a dar cumplimiento a este propósito, proceso al 
que nuestro país no es ajeno, habida cuenta de que luego 
de suscribirse el Tratado de Asistencia Jurídica Mutua 
en Materia Penal con los Estados Unidos de América, se 
vienen negociando arreglos similares, más o menos am- 
plios, con Inglaterra, España, Brasil e Italía. 


Interesa destacar, asimismo, que si bien la Conven- 
ción establece que se dispondrá del producido o bienes 
decomisados en la forma prevista en el derecho interno 
del Estado requerido, también se prevé la posibilidad de 
concertar acuerdos respecto del destino a darse a los efec- 
tos decomisados (artículo $, párrafo 5, incisos a) y b). 


Por último, dentro de este aspecto, cabe nuevamente 
indicar que el párrafo 9 de la misma disposición, dispo- 
ne que las medidas de decomiso previstas en la Conven- 
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ción “serán definidas y aplicadas de conformidad con el 
derecho interno de los Estados Parte y con arreglo a lo 
dispuesto en él”, con lo cual, nuevamente se instituye 
una importante salvaguardia que desvanece toda necesi- 
dad de considerar eventuales reservas. 


2) Secreto bancario 


Conocida es la posición del gobierno de la Repúbli- 
ca en el sentido de que los tratados que se suscriban en 
la materia no deberán suponer modificaciones en el ré- 
gimen legal interno sobre el secreto bancario. 


Nuestro régimen de secreto bancario se caracteriza 
por autorizar su relevo únicamente en dos circunstan- 
cias: cuando medie resolución fundada de juez en la 
matería penal o de juez competente en el caso en que 
esté en juego una obligación alimentaria (artículo 25 del 
decreto-ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982). 


La Convención prevé este aspecto en dos disposicio- 
nes. En el artículo 5 referente al decomiso establece en 
su párrafo 3 que las Partes facultarán a sus tribunales a 
ordenar la presentación vo la incautación de documentos 
bancarios, financieros o comerciales a fin de dar aplica- 
ción a las medidas tendientes al decomiso. Y señala 
además que las Partes no podrán negarse a aplicar esta 
disposición amparándose en el secreto bancario. 


Como se advierte, esta norma impone a los Estados 
Parte el compromiso de facultar a sus tribunales u otrás 
autoridades competentes a actuar sin el amparo del se- 
creto bancario, debiendo sancionarse en el derecho in- 
terno una norma que consagre esta solución. Esta norma 
existe en nuestro país y la solución consagrada es plena- 
mente compatible con la establecida en la Convención. 


La restante disposición que se refiere al secreto ban- 
cario es el artículo 7, párrafo 5, que establece que los 
Estados Parte nv invocarán ese secreto para negarse a 
cumplir las medidas de cooperación judicial que regula 
esa misma disposición. 


Una lectura aislada y fuera de contexto podría llevar 
a la conclusión de que esta solución entra en colisión 
con nuestro ordenamiento Jegal interno relativo al secre- 
to bancario, en razón de que parece desprenderse que 
frente a la solicitud de cumplimiento de una medida de 
asistencia judicial, no sería posible invocar el secreto 
bancario para denegar dicho cumplimiento. Sin embar- 
go, examinada la disposición dentro del propio contexto 
del artículo 7, se observa que el párrafo 12 somete el 
cumplimiento de toda solicitud al derecho interno del 
Estada requerido, lo que, unido a la necesidad de que 
las solicitudes contengan una exposición de los hechos 
que sirvan de fundamento a las mismas (artículo $, pá- 
rrafo 4, inciso d, literal i), permite afirmar la plena com- 
patibilidad de la solución convencional con la interna de 
nuestro país. 
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3) Asistencia Judicial recíproca 


El artículo 7 de la Convención consagra, en realidad, 
ioda una reglamentación que por sí misma merecería un 
tratado independiente, alguien en la doctrina lo ha cali- 
ficado como “un Tratado dentro del Tratado”. 


Se trata de implantar una nueva forma de coopera- 
ción internaciónal en materia procesal penal a fin de 
munir a los Estados de un nuevo instrumento en la lucha 
contra el narcotráfico. Se hace notar que se está en pre- 
sencia de una criminalidad que sitúa los elementos del 
delito en diferentes países, lo que facilita su impunidad 
en virtud de que la acción de la policía y la justicia y el 
propio derecho penal de tos Estados se circunscriben, en 
principio, a sus respectivas jurisdicciones territoriales. 
Ello exige, como es natural, un estrechamiento de los 
lazos entre los Estados-a través de la adopción de nue- 
vas formas de cooperación internacional, entre las cua- 
les tiene especial importancia la cooperación jurídica en 
materia procesal-penal. Á este aspecto se refiere el 
artículo 7 de la Convención. 


Su contenido es fruto -no podría ser de otra manera 
al encararse una convocatoria a todos los Estados miem- 
bros de las Naciones Unidas- de una transacción entre 
países con sistemas jurídicos diferentes, tal como sucede 
entre los países de derecho civil (Europa continental y 
América Latina) que han adoptado el sistema inquisitivo 
en materia procesal-penal, y los países del Common 
Law (Estados Unidos, Inglaterra, etc.) donde impera el 
sistema acusatorio que confía a funcionarios pertene- 
cientes a la rama ejecutiva de gobierno la indagación de 
los delitos. 


El artículo 7 consagra soluciones innovadoras que 
son compatibles y conciliables plenamente con los prin- 
cipios de nuestro ordenamiento jurídico, por lo que tam- 
poco ameritaría reservas. Á esta conclusión conduce, sin 
lugar a dudas, su párrafo 12, al disponer que las solicitu- 
des de asistencia, que se refieren a investigaciones, pro- 
cesos y actuaciones judiciales respecto de los delitos 
tipificados en la Convención, se cumplirán con arreglo 
al derecho interno del Estado requerido y solamente en 
la medida en que no se contravenga la legislación de 
dicho Estado y siempre que ello sea posible, de confor- 
midad con tos procedimientos especificados en la solici- 
tud, Por otra parte, se establece la facultad de denegar la 
asistencia en diversas circunstancias, entre ellas, cuando 
la solicitud pueda menoscabar la soberanía, la seguri- 
dad, el orden público u otros intereses fundamentales 
del Estado requerido (párrafo 15, inciso b). 


Importa señalar que esta cooperación judicial insti- 
tuida por la Convención, es de carácter supletorio res- 
pecto de Jos tratados bilaterales o multilaterales, presen- 
tes o futuros, que vinculen o puedan vincular a los Esta- 
dos Parte (párrafo 7 y 20 del artículo 7). 
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Cabe advertir, en este aspecto, la creciente prolifera-* 
ción de tratados bilaterales que se viene observando en 
el mundo, entre los que merece obviamente destacarse 
el recientemente suscripto entre Uruguay y los Estados 
Unidos de América. 


4) Materia probatoria 


Se proponen también modificaciones trascendentes 
en materia probatoria. 


Así, el artículo $, párrafo 7 prevé la inversión de la 
carga de la prueba respecto del origen lícito del produc- 
to O bienes sujetos a decomiso. 


Analizado sin más este concepto, podría decirse que 
contradice el principio de presunción de inocencia así 
como que es el Estado el que debe probar la existencia 
del delito y la culpabilidad del agente. 


Sin embargo, la disposición no pasa de ser una regla 
meramente programática en cuanto dispone que cada 
Estado “considerará la posibilidad” de tal solución y 
señala, además, muy claramente que sólo sería posible 
“en la medida en que ello sea compatible con los princi- 
pios de su derecho interno y con la naturaleza de sus 
procedimientos judiciales y de otros procedimientos”. 
Norma, pues, inocua en cuanto a su consideración sus- 
tantiva para la formulación de reservas. 


5) Entrega vigilada 


La Convención también patrocina lo que en doctrina 
se denomina delito provocado y agente provocador. Se 
trata de una forma especial de investigación para identi- 
ficar los autores del tráfico ilícito de drogas. Es la técni- 
ca, por ejemplo, de dejar que remesas sospechosas o 
ilícitas de drogas salgan del territorio de un país o entren 
en el mismo bajo la vigilancia de las autoridades com- 
petentes con el fin de identificar a las personas involu- 
cradas en el tráfico. 


Así es que el artículo 11 establece que los Estados 
Parte adoptarán, si lo permiten los principios fundamen- 
tales de sus respectivos ordenamientos jurídicos inter- 
nos, las medidas necesarias para que se pueda tipificar 
en el plano internacional la técnica de entrega vigilada 
de acuerdo con arreglos mutuamente convenidos. 


Se ha dicho que esta figura del delito provocado u 
del agente provocador es inadmisible en cuanto el Esta- 
do no puede convertirse en ún codelincuente aun a pre- 
texto de descubrir al verdadero delincuente. La ética del 
Estado -han sostenido diversos tratadistas- le impide ac- 
tuar induciendo o provocando la comisión de delitos por 
particulares. Otros, en cambio, aceptan pragmáticamen- 
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te este comportamiento estatal que tiene cabida, como 
se sabe, en los Estados Unidos de América y a través del 
cual se ha logrado detectar grandes mafias del narcotrá- 
fico. 


De cualquier forma, no estamos ante una norma im- 
perativa sino que su operatividad dependerá en todo caso 
de la posibilidad de compatibilizar este comportamiento 
con los principios fundamentales de los ordenamientos 
jurídicos de los Estados Parte de la Convención. 


8) Otras formas de cooperación 


La Convención, en el afán de abarcar la lucha contra 
el narcotráfico de la forma más completa posible, tam- 
bién ha previsto otras formas de cooperación en distin- 
tas materias, cuyo común denominador es colaborar es- 
trechamente con miras a aumentar la eficacia de las 
medidas de detención y represión de los delitos tipifica- 
dos en la misma, siempre que pueda hacerse efectiva 
“en armonía con sus respectivos ordenamientos jurídi- 
cos y administrativos”. (Artículo 9, párrafo 1). 


De esta forma, se prevé la posibilidad de establecer 
canales de comunicación entre organismos y servicios 
competentes para facilitar el intercambio rápido y eficaz 
de información y crear equipos conjuntos para indagar 
delitos (artículo 9, párrafo f, incisos a) y siguientes). 


También se establece la cooperación para prestar asis- 
tencia y apoyo a los Estados de tránsito y, en particular, 
a los países en desarrollo que necesiten tales asistencia y 
apoyo (artículo 10). ¡ 


Al mismo tiermpo, se prevé que los Estados Parte 
adoptarán las medidas “que estimen adecuadas” para 
evitar la desviación de las materias que figuran en los 
cuadros 1 y Il, utilizadas en la fabricación ilícita de 
drogas, y cooperarán entre ellos con este fin (artículo 
12). Lo mismo se establece con el fin de impedir el 
comercio y la desviación de materiales y equipos desti- 
nados a la producción o fabricación ilícita de estupefa- 
cientes (artículo 13). Por su parte, por el artículo 14 las 
Partes Contratantes se comprometen a adoptar medidas 
adecuadas para evitar el cultivo de las plantas que con- 
tengan estupefacientes o sustancias sicotrópicas, debien- 
do cooperar a tal fin para encontrar soluciones sustituti- 
vas del cultivo ilícito que sean económicamente viables. 
También se prevén medidas en materia de transportes 
para evitar que sean utilizados para la comisión de los 
delitos tipificados (artículo 15), en materia de documen- 
tación para la exportación lícita de drogas (artículo 16), 
y en materia de tráfico ilícito por mar (artículo 17). 


Por otra parte, los Estados Parte se comprometen a 
adoptar medidas para eliminar el tráfico ilícito dé dro- 
gas en las zonas y puertos francos (artículo 18), y tam- 
bién en materia postal para impedir la utilización de este 
servicio en el tráfico ilícito. (Artículo 19). 
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La Convención mantiene vigente la Junta Internacio- 
nal de Fiscalización de Estupefacientes establecida en la 
Convención de 1961 y regula sus funciones y obligacio- 
nes (artículos 22 y 23) así como también mantiene la 
Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y 
Social de las Naciones Unidas, cuyas funciones estable- 
ce (artículo 21). 


V) Declaración 


Finalmente es intención del Poder Ejecutivo formu- 
lar en oportunidad de efectuar el depósito del Instru- 
mento de Ratificación, la siguiente declaración: 


“El gobierno de la República Oriental del Uruguay 
entiende que: 


1. El párrafo 11 del artículo 17 ampara el ejercicio 
de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones 
así como la jurisdicción del Estado ribereño en su zona 
económica exclusiva, en base a los cuales el Estado 
ribereño puede requerir que le sea solicitada su autoriza- 
ción previa, para la realización de cualquier acción de 
conformidad con lo previsto en el artículo 17, dentro de 
su zona económica exclusiva. 


2. El párrafo 1? del artículo 9 requiere, para la instru- 
mentación de las medidas previstas en el mismo, la ce- 
lebración de acuerdos bilaterales o multilaterales cuya 
aprobación será sometida al Poder Legislativo del Uru- 


guay. 


3. El párrafo 1, literal a) del artículo 4, al contemplar 
un supuesto en el cual el Uruguay tiene competencia 
exclusiva, excluye igualmente la competencia de las Par- 
tes que hubieran ejercido la facultad que les confiere el 
literal b) del párrafo 1 del mismo artículo 4”. 


Teniendo en cuenta la materia de la Convención así 
como los principios que la inspiraron, el Poder Ejecuti- 
vo manifiesta la necesidad de que el Uruguay se vincule 
a este instrumento que recoge una normativa imprescin- 
dible y actualizada para la cooperación entre los Estados 
contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, en todas sus etapas. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, 
Guillermo García Costa, Wilson Elso Goñi, 
Walter Graiño, Alvaro Carbone, José Villar, 
Carlos Delpiazzo, Mariano Brito, Augusto 
Montesdeoca, Juan Andrés Ramírez, Enri- 
que Braga. 
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CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS 
CONTRA EL TRAFICO ILICITO 
DE ESTUPEFACIENTES 
Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS 


NACIONES UNIDAS 
1989 


Aprobada por la Conferencia en su sexta sesión 
plenaria, 
celebrada el 19 de diciembre de 1988 


Las Partes en la presente Convención, 


Profundamente preocupadas por la magnitud y la 
tendencia creciente de la producción, la demanda y el 
tráfico ¡lícitos de estupefacientes y sustancias sicotrópi- 
cas, que representan una grave amenaza para la salud y 
el bienestar de los seres humanos y menoscaban las 
bases económicas, culturales y políticas de la sociedad, 


Profundamente preocupadas asimismo por la sos- 
tenida y creciente penetración del tráfico ilícito de estu- 
pefacientes y sustancias sicotrópicas en los diversos gru- 
pos sociales y, particularmente, por la utilización de 
niños en muchas partes del mundo como mercado de 
consumo y como instrumentos para la producción, la 
distrihución y el comercio ilícitos de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas, lo que entraña un peligro de gra- 
vedad incalculable, 


Reconociendo los vínculos que existen entre el tráfi- 
co ilícito y otras actividades delictivas organizadas rela- 
cionadas con él, que socavan las economías lícitas y 
amenazan la estabilidad, la seguridad y la soberanía de 
las Estados, 


Reconociendo también que el tráfico ilícito es una 
actividad delictiva internacional cuya supresión exige 
urgente atención y la más alta prioridad, 


Conscientes de que el tráfico ilícito genera conside- 
rables rendimientos financieros y grandes fortunas que 
permiten a las organizaciones delictivas transnacionales 
invadir, contaminar y corromper las estructuras de la 
administración pública, las actividades comerciales y fi- 
nancieras lícitas y la sociedad a todos sus niveles, 


Decididas a privar a las personas dedicadas al tráfi- 
co ilícito del producto de sus actividades delictivas y 
eliminar así su principal incentivo para tal actividad, 


Deseosas de eliminar las causas profundas del pro- 
blema del uso indebido de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, comprendida la demanda ilícita de dichas 
drogas y sustancias y las enormes ganancias derivadas 
del tráfico ilícito, 
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Considerando que son necesarias medidas de con- 
trol con respecto a determinadas sustancias, como los 
precursores, productos químicos y disolventes, que se 
utilizan en la fabricación de estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas, y que, por la facilidad con que se consi- 
guen, han provocado un aumento de la fabricación clan- 
destina de esas drogas y sústancias, 


Decididas a mejorar la cooperación internacional para 
la supresión del tráfico ilícito por mar, 


Reconociendo que la erradicación del tráfico ilícito 
es responsabilidad colectiva de todos los Estados y que, 
a ese fin, es necesaria una acción coordinada en el mar- 
co de la cooperación internacional, 


Reconociendo también la competencia de las Na- 
ciones Unidas en materia de fiscalización de estupeta- 
cientes y sustancias sicotrópicas y deseando que los ór- 
ganos internacionales relacionados con esa fiscalización 
actúen dentro del marco de las Naciones Unidas, 


Reafirmando los principios rectores de los tratados 
vigentes sobre fiscalización de estupefacientes y sustan- 
cias sicotrópicas y el sistema de fiscalización que esta- 
blecen, 


Reconociendo la necesidad de fortalecer y comple- 
mentar las medidas previstas en la Convención Unica de 
1961 sobre Estupefacientes, en esa Convención enmen- 
dada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la 
Convención Unica de t961 sobre Estupefacientes y en 
el Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971, con 
el fin de enfrentarse a la magnitud y difusión del tráfico 
ilícito y sus graves consecuencias, 


Reconociendo también la importancia de robuste- 
cer e intensificar medios jurídicos eficaces de coopera- 
ción internacional en asuntos penales para suprimir las 
actividades delictivas internacionales de tráfico ilícito, 


Deseosas de concertar una convención internacional 
que sea un instrumento completo, eficaz y Operativo, 
especificamente dirigido contra el tráfico ilícito, en la 
que se tomen en cuenta los diversos aspectos del proble- 
ma en su conjunto, en particular los que no estén previs- 
tos en los tratados vigentes en la estera de los estupefa- 
cientes y sustancias sicotrópicas, 


Convienen en lo siguiente: 
Artículo 1 
DEFINICIONES 


Salvo indicación expresa en contrario, o que el con- 
texto haga necesaria otra interpretación, las siguientes 
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definiciones se aplicarán en todo el texto de la presente 
Convención: 


a) Por “Junta” se entiende la Junta Internacional de 
Fiscalización de Estupefacientes establecida por la Con- 
vención Unica de 1961 sobre Estupefacientes y en esa 
Convención enmendada por el Protocolo de 1972 de 
Modificación de la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes; 


b) Por “planta de cannabis” se entiende toda planta 
del género Cannabis; 


c) Por “arbusto de coca” se entiende la planta de 
cualesquiera especies del género Erythroxylon; 


d) Por “transportista comercial” se entiende una per- 
sona o una entidad pública, privada o de otro tipo dedi- 
cada al transporte de personas, bienes o correo a título 
ONerOoSo. 


e) Por “Comisión” se entiende la Comisión de Estu- 
pefacientes del Consejo Económico y Social de las Na- 
ciones Unidas; 


f) Por “decomiso” se entiende la privación con ca- 
rácter definitivo de algún bien por decisión de un tribu- 
nal o de otra autoridad competente; 


2) Por “entrega vigilada” se entiende la técnica con- 
sistente en dejar que remesas ¡lícitas o sospechosas de 
estupefacientes, sustancias sicotrópicas, sustancias que 
figuran en el Cuadro T o el Cuadro l anexos a la presen- 
te Convención o sustancias por las que se hayan sustitui- 
do las anteriormente mencionadas, salgan del territorio 
de uno o más países, lo atraviesen o entren en él, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades 
competentes, con el fin de identificar a las personas 
involucradas en la comisión de delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3 de la presen- 
te Convención; 


h) Por “Convención de 1961” se entiende la Con- 
vención Unica de (961 sobre Estupefacientes; 


i) Por “Convención de 1961 en su forma enmenda- 
da” se entiende la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972 de 
Modificación de la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes; 


j) Por “Convenio de 1971” se entiende el Convenio 
sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971; 


k) Por “Consejo” se entiende el Consejo Económico 
y Social de las Naciones Unidas: 


l) Por “embargo preventivo” o “incautación” se en- 
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tiende la prohibición temporal de transferir, convertir, 
enajenar o mover bienes, o la custodia o el control tem- 
porales de bienes por mandamiento expedido por un 
tribunal o por una autoridad competente; 


m) Por “tráfico ilícito” se entiende los delitos enun- 
ciados en los párrafos 1 y 2 del artículo 3 de la present 
Convención; 


n) Por “estupefaciente” se entiende cualquiera de las 
sustancias, naturales o sintéticas, que figuran en la Lista 
Do la Lista II de la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes y en esa Convención enmendada por el 
Protocolo de 1972 de Modificación de la Convención 
Unica de 1961 sobre Estupefacientes; 


0) Por “adormidera” se entiende la planta de la espe- 
cie Papaver somniferum L,; 


p) Por “producto” se entiende los bienes obtenidos o 
derivados directa o indirectamente de la comisión de un 
delito tipificado de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3; 


q) Por “bienes” se entiende los activos de cualquier 
tipo, corporales o incorporales, muebles o raíces, tangi- 
bles o intangibles, y los documentos o instrumentos le- 
gales que acrediten la propiedad u otros derechos sobre 
dichos activos; 


r) Por “sustancia sicutrópica” se entiende cualquier 
sustancia, natural o sintética, O cualquier material natu- 
ral que figure en las Listas 1, HL, IMM o IV del Convenio 
sobre Sustancias Sicotrópicas de 1971; 


s) Por “Secretario General” se entiende el Secretario 
General de las Naciones Unidas. 


t) Por “Cuadro I' y “Cuadro 11” se entiende la lista 
de sustancias que con esa numeración se anexa a la 
presente Convención, enmendada oportunamente de con- 
formidad con el artículo 12; 


u) Por “Estado de tránsito” se entiende el Estado a 
través de cuyo territorio se hacen pasar estupefacientes, 
sustancias sicotróopicas y sustancias que figuran en el 
Cuadro l y el Cuadro MH, de carácter jlícito, y que no es 
el punto de procedencia ni el de destino definitivo: de 
esas sustancias; 


Artículo 2 
ALCANCE DE LA PRESENTE CONVENCION 


1. El propósito de la presente Convención es promo- 
ver la cooperación entre las Partes a fin de que puedan 
hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos 
del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotró- 
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picas que tengan una dimensión internacional. En el 
cumplimiento de las obligaciones que hayan contraído 
en virtud de la presente Convención, las Partes adopta- 
rán las medidas necesarias, comprendidas las de orden 
legislativo y administrativo, de conformidad con las dis- 
posiciones fundamentales de sus respectivos ordenamien- 
tos jurídicos internos, 


2. Las Partes cumplirán sus obligaciones derivadas 
de la presente Convención de manera que concuerde 
con los principios de la igualdad soberana y de la inte- 
gridad territorial de los Estados y de la no intervención 
en los asuntos internos de otros Estados. 


3. Una Parte no ejercerá en el territorio de otra Parte 
competencias ni funciones que hayan sido reservadas 
exclusivamente a las autoridades de esa otra Parte por 
su derecho interno. 


Artículo 3 
DELITOS Y SANCIONES 


t. Cada una de las Partes adoptará las medidas que 
sean necesarias para tipificar como delitos penales en su 
derecho interno, cuando se cometan intencionalmente: 


a) i) la producción, la fabricación, la extracción, la 
preparación, la oferta, la oferta para la venta, la 
distribución, la venta, la entrega en cualesquiera 
condiciones, el corretaje, el envío, el envío en 
tránsito, el transporte, la importación o la expor- 
tación de cualquier estupefaciente o sustancia si- 
cotrópica en contra de lo dispuesto en la Conven- 
ción de 1961, en la Convención de 1961 en su 
forma enmendada o en el Convenio de 1971; 


11) el cultivo de la adormidera, el arbusto de coca o 
la planta de cannabis con objeto de producir es- 
tupefacientes en contra de lo dispuesto en la Con- 
vención de 1961 y en la Convención de 1961 en 
su forma enmendada; 


iii) la posesión o la adquisición de cualquier estupe- 
faciente o sustancia sicotrópica con objeto de rea- 
lizar cualquiera de las actividades enumeradas en 
el precedente apartado i). 


iv) la fabricación, el transporte o la distribución de 
equipos, materiales o de las sustancias enumera- 
das en el Cuadro 1 y el Cuadro ll, a sabiendas de 
que van a utilizarse en el cultivo, la producción o 
la fabricación ilícitos de estupefacientes o sustan- 
cias sicotrópicas o para dichos fines; 


v) la organización, la gestión o la financiación de 
alguno de los delitos enumerados en los prece- 
dentes apartados 1), 11), 111) o iv); 
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b) ¡í) la conversión o la transferencia de bienes a sa- 
biendas de que tales bienes proceden de alguno o 
algunos de los delitos tipificados de conformidad 
con el inciso a) del presente párrafo, o de un acto 
de participación en tal delito o delitos, con objeto 
de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bie- 
nes O de ayudar a cualquier persona que participe 
en ta comisión de tal delito o delitos a eludir las 
consecuencias jurídicas de sus acciones; 


ii) la ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, 
el origen, la ubicación, el destino, el movimiento 
o la propiedad reales de bienes, o de derechos 
relativos a tales bienes, a sabiendas de que proce- 
den de alguno o algunos de los delitos tipificados 
de conformidad con el inciso a) del presente pá- 
rrafo o de un acto de participación en tal delito o 
delitos; 


c) a reserva de sus principios constitucionales y a 
los conceptos fundamentales de su ordenamiento 
jurídico: 


1) la adquisición, la posesión o la utilización de bie- 
nes, a sabiendas, en el momento de recibirlos, de 
que tales bienes proceden de alguno o algunos de 
los delitos tipificados de conformidad con el in- 
ciso a) del presente párrafo o de un acto de parti- 
cipación en tal delito o delitos; 


li) la posesión de equipos o materiales o sustancias 
enumeradas en el Cuadro I y el Cuadro ll, a 
sabiendas de que se utilizan o se habrán de utili- 
zar en el cultivo, la producción o la fabricación 
ilícitos de estupefacientes o sustancias sicotrópt- 
cas o para tales fines; 


iii) instigar o inducir públicamente a otros, por cual- 
quier medio, a cometer alguno de los delitos tipi- 
ficados de conformidad con el presente artículo o 
a utilizar ilícitamente estupefacientes O sustan- 
cias sicotrópicas; 


iv) la participación en la comisión de alguno de los 
delitos tipificados de conformidad con lo dispuesto 
en el presente artículo, la asociación y la confa- 
bulación para cometerlos, la tentativa de come- 
terlos, y la asistencia, la incitación, la facilitación 
o el asesoramiento en relación con su comisión. 


2. A reserva de sus principios constitucionales y a 
los conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídi- 
co, cada una de las Partes adoptará las medidas que sean 
necesarias para tipificar como delitos penales conforme 
a su derecho interno, cuando se cometan intencional- 
mente, la posesión, la adquisición o el cultivo de estupe- 
facientes o sustancias sicotrópicas para el consumo per- 
sonal en contra de lo dispuesto en la Convención de 
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1961, en la Convención de 1961 en su forma enmenda- 
da o en el Convenio de 1971. 


3. El conocimiento, la intención o la finalidad reque- 
ridos como elementos de cualquiera de los delitos enun- 
ciados en el párrafo | del presente artículo podrán infe- 
rirse de las circunstancias objetivas del caso, 


4. a) Cada una de las Partes dispondrá que por la 
comisión de los delitos tipificados de conformidad con 
el párrafo | del presente artículo se apliquen sanciones 
proporcionadas a la gravedad de esos delitos, tales como 
la pena. de prisión u otras formas de privación de liber- 
tad, las sanciones pecuniarias y el decomiso. 


b) Las Partes podrán disponer, en los casos de deli- 
tos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del pre- 
sente artículo, que, como complemento de la declara- 
ción de culpabilidad o de la condena, el delincuente sea 
sometido a medidas de tratamiento, educación, postrata- 
miento, rehabilitación o reinserción social. 


c) No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, 
en los casos apropiados de infracciones de carácter leve, 
las Partes podrán sustituir la declaración de culpabilidad 
o la condena por la aplicación de otras medidas tales 
como tas de educación, rehabilitación o reinserción so- 
cial, así como, cuando el delincuente sea un toxicóma- 
no, de tratamiento y postratamiento. 


d) Las Partes podrán, ya sea a título sustitutivo de la 
declaración de culpabilidad o de la condena por un deli- 
to tipificado de conformidad con el párrafo 2 del presen- 
te artículo o como complemento de dicha declaración 
de culpabilidad o de dicha condena, disponer medidas 
de tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación 
o reinserción social del delincuente. 


5. Las Partes dispondrán lo necesario para que sus 
tribunales y demás autoridades jurisdiccionales compe- 
tentes puedan tener en cuenta las circunstancias de he- 
cho que den particular gravedad a la comisión de los 
delitos tipificados de conformidad con el párrato 1 del 
presente artículo, tales como: 


a) la participación en el delito de un grupo delictivo 
organizado del que el delincuente forme parte; 


b) la participación del delincuente en otras activida- 
des delictivas internacionales organizadas; 


c) la participación del delincuente en otras activida- 
des ilícitas cuya ejecución se vea facilitada por la comi- 
sión del delito; 


d) el recurso a la violencia o el empleo de armas por 
parte del delincuente; 
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e) el hecho de que el delincuente ocupe un cargo 
público y de que el delito guarde relación con ese cargo: 


f) la victimización o utilización de menores de edad; 


g) el hecho de que el delito se haya cometido en 
establecimientos penitenciarios, en una institución edu- 
cativa o en un centro asistencial o en sus inmediaciones 
o en otros lugares a los que escolares y estudiantes acu- 
dan para realizar actividades educativas, deportivas y 
sociales; 


h) una declaración de culpabilidad anterior, en parti- 
cular por delitos análogos, por tribunales extranjeros v 
del propio país, en la medida en que el derecho interno 
de cada una de las Partes lo permita. 


6. Las Partes se esforzarán por asegurarse de que 
cualesquiera facultades legales discrecionales, conforme 
a su derecho interno, relativas al enjuiciamiento de per- 
sonas por los delitos tipificados de conformidad con lo 
dispuesto en el presente artículo, se ejerzan para dar la 
máxima eficacia a las medidas de detección y represión 
respecto de esos delitos teniendo debidamente en cuenta 
la necesidad de ejercer un efecto disuasivo en lo refe- 
rente a la comisión de esos delitos. ; 


7. Las Partes velarán por que sus tribunales v demás 
autoridades competentes tengan en cuenta la gravedad 
de los delitos enumerados en el párrafo | del presente 
artículo y las circunstancias enumeradas en el párrafo $5 
del presente artículo al considerar la posibilidad de con- 
ceder la libertad anticipada o la libertad condicional a 
personas que hayan sido declaradas culpables de alguno 
de esos delitos. 


8. Cada una de las Partes establecerá, cuando proce- 
da, en su derecho interno un plazo de prescripción pro- 
longado dentro del cual se pueda iniciar el procesamien- 
to por cualquiera de los delitos tipificados de conformi- 
dad con el párrafo 1 del presente artículo. Dicho plazo 
será mayor cuando el presunto delincuente hubiese elu- 
dido la administración de justicia. 


9. Cada una de las Partes adoptará medidas adecua- 
das, conforme a lo previsto en su propio ordenamiento 
jurídico, para que la persona que haya sido acusada o 
declarada culpable de alguno de los delitos tipificados 
de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, 
que se encuentre en el territorio de dicha Parte, compa- 
rezca en el proceso penal correspondiente. 


10. A los fines de la cooperación entre las Partes 


- prevista en la presente Convención, en particular la co- 


operación prevista en los artículos 5, 6, 7 y 9, los delitos 
tipificados de conformidad con el presente artículo no se 
considerarán como delitos fiscales o como delitos políti- 
cos ni como delitos políticamente motivados, sin perjui- 
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cio de las limitaciones constitucionales y de los princi- 
pios t:damentales del derecho interno de las Partes. 


] 1. Ninguna de Jas disposiciones del presente artícu- 
lo atectará al principio de que la tipificación de los 
delitos a que se refiere o de las excepciones alegables en 
relación con éstos queda reservada al derecho interno de 
las Partes y de que esos delitos han de ser enjuiciados y 
sancionados con arreglo a lo previsto en ese derecho. 


Artículo 4 
COMPETENCIA 
|. Cada una de las Partes: 
a) adoptará las medidas que sean necesarías para 
declararse competente respecto de los delitos que 


haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 
del artículo 3; 


i) cuando el delito se cometa en su territorio; 


ii) cuando el delito se cometa a bordo de una nave 
que enarbole su pabellón o de una aeronave ma- 
triculada con arreglo a su legislación en el mo- 
mento de cometerse el delito; 


b) podrá adoptar las medidas que sean necesarias - 


para declararse competente respecto de los deli- 
tos que haya tipificado de conformidad con el 
párrafo | del artículo 3: 


i) cuando el delito sea cometido por un nacional 
suyO o por una persona que tenga su residencia 
habitual en su territorio; 


11) cuando el delito se cometa a bordo de una nave 
para cuya incautación dicha Parte haya recibido 
previamente autorización con arreglo a do previs- 
to en el artículo 17, siempre que esa competencia 
se ejerza únicamente sobre la base de los acuer- 
dos o arreglos a que se hace referencia en los 
párrafos 4 y 9 de dicho artículo; 


iii) cuando el delito sea uno de los tipificados de 
conformidad con el apartado iv) del inciso c) del 
párrafo 1 del artículo 3 y se cometa fuera de su 
territorio con miras a perpetrar en él uno de los 
delitos tipificados de conformidad: con el párrafo 
| del artículo 3. 


2. Cada una de las Partes: 


a) adoptará también las medidas que sean necesa- 
rias para declararse competente respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con el 
párrafo | del artículo 3, cuando el presunto delin- 
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cuente se encuentre en su territorio y dicha Parte 
no lo extradite a otra basándose en que: 


el delito se ha cometido en su territorio a bordo 
de una nave que enarbole su pabellón o de una 
aeronave matriculada con arreglo a su legislación 
en el momento de cometerse el delito; o 
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11) el delito ha sido cometido por un nacional suyo; 


b) podrá adoptar también las medidas que sean ne- 
cesarias para declararse competente respecto de 
los defitos que haya tipificado de conformidad 
con el párrafo | del artículo 3, cuando el presun- 
to delincuente se encuentre en su territorio y di- 
cha Parte no lo extradite a otra. 


3. La presente Convención no excluye el ejercicio de 
las competencias penales establecidas por una Parte de 
conformidad con su derecho interno. 


Artículo 5 
DECOMISO 


l. Cada una de las Partes adoptará las medidas que 
sean necesarias para autorizar el decomiso: 


a) del producto derivado de delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3 o de 
bienes cuyo valor equivalga al de ese producto; 


b) de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, los 
materiales y equipos u otros instrumentos utiliza- 
dos o destinados a ser utilizados en cualquier 
forma para cometer tos delitos tipificados de con- 
formidad con el párrafo 1 del artículo 3. 


2. Cada una de las Partes adoptará también las medi- 
das que sean necesarias para permitir a sus autoridades 
competentes la identificación, la detección y el embargo 
preventivo o la incautación del producto, los bienes, los 
instrumentos o cualesquiera otsos elementos a que se 


refiere el párrafo 1 del presente artículo, con miras a su 


eventual decomiso. 


3. A fin de dar aplicación a las medidas menciona- 
das en el presente artículo, cada una de las Partes facul- 
tará a sus tribunales u otras autoridades competentes a 
ordenar la presentación o la incautación de documentos 
bancarios, financieros o comerciales. Las Partes no po- 
drán negarse a aplicar las disposiciones del presente pá- 
rrafo amparándose en el secreto bancario. 


4. a) Al recibirse una solicitud formulada con arreglo 
al presente artículo por otra Parte que sea competente 
respecto de un delito tipificado de conformidad con el 
párrafo | del artículo 3, la Parte en cuyo territorio se 
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encuentren el producto, los bienes, los instrumentos o 
cualesquiera otros de los elementos a que se refiere el 
párrafo 1 del presente artículo: 


i) presentará la solicitud a sus autoridades compe- 
tentes con el fin de obtener un mandamiento de 
decomiso «al que, en caso de concederse, dará 
cumplimiento; o 


1i) presentará ante sus autoridades competentes, a 
fin de que se le dé cumplimiento en la medida 
solicitada, el mandamiento de decomiso expedi- 
do por la Parte requirente de conformidad con el 
párrafo 1] del presente artículo, en lo que se refie- 
ra al producto, los bienes, los instrumentos o cual- 
quiera otros elementos a que se refiere el párrafo 
| que se encuentren en el territorio de la Parte 
requerida. 


b) Al recibirse una solicitud formulada con arreglo 
al presente artículo por otra Parte que sea competente 
por respecto de un delito tipificado de conformidad con 
el párrafo | del artículo 3, la Parte requerida adoptará 
medidas para la identificación, la detección y el enbar- 
go preventivo o la incautación del producto, los bienes, 
los instrumentos o cualesquiera otros elementos a que se 
refiere el párrafo | del presente artículo, con miras al 
eventual decomiso que se ordene, ya sea por la Parte 
requirente o, cuando se haya formulado una solicitud 
con arreglo al inciso a) del presente párrafo, por la Parte 
requerida. 


c) Las decisiones o medidas previstas en los incisos 
a) y b) del presente párrafo serán adoptadas por la Parte 
requerida de conformidad con su derecho interno y con 
sujeción a sus disposiciones, y de conformidad con sus 
reglas de procedimiento o los tratados, acuerdos 0 arre- 
glos bilaterales o multilaterales que haya concertado con 
la Parte requirente. 


d) Será aplicable, mutatis mutandis, lo dispuesto en 
los párrafos 6 a 19 del artículo 7. Además de la informa- 
ción enumerada en el párrafo 10 del artículo 7, las soli- 
citudes formuladas de conformidad con el presente ar- 
tículo contendrán lo siguiente: 


i) en el caso de una solicitud correspondiente al 
apartado i) del inciso a) del presente párrafo, una 
descripción de los bienes por decomisar y una 
exposición de los hechos en que se funde la Parte 
requirente que sea suficiente para que la Parte 
requerida pueda tramitar el mandamiento con arre- 
glo a su derecho interno; 


li) en el caso de una solicitud correspondiente al 
apartado ti) del inciso a), una copia admisible en 
derecho de un mandamiento de decomiso expe- 
dido por la Parte requirente que sirva de funda- 
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mento a la solicitud, una exposición de los he- 
chos e información sobre el alcance de la solici- 
tud de ejecución del mandamiento; 


iii)en el caso de una solicitud correspondiente al 
inciso b), una exposición de los hechos en que se 
funde la Parte requirente y una descripción de las 
medidas solicitadas. 


€) Cada una de las Partes proporcionará al secretario 
general el texto de cualesquiera de sus leyes y regla- 
mentos por los que haya dado aplicación al presente 
párrafo, así como el texto de cualquier cambio ulterior 
que se efectúe en dichas leyes y reglamentos. 


f) Si una de las Partes opta por supeditar la adopción 
de las medidas mencionadas en los incisos a) y b) del 
presente párrafo a la existencia de un tratado pertinente, 
dicha Parte considerará la presente Convención como 
base convencional necesaria y suficiente. 


g) Las Partes procurarán concertar tratados, acuerdos 
o arreglos bilaterales y multilaterales para mejorar la 
eficacia de la cooperación internacional prevista en el 
presente artículo. 


5. a) La Parte que haya decomisado el producto o los 
bienes conforme a los párrafos 1 ó 4 del presente artícu- 
lo dispondrá de ellos en la forma prevista por su derecho 
interno y sus procedimientos administrativos. 


b) Al actuar a solicitud de otra Parte, con arreglo a 
lo previsto en el presente artículo, la Parte podrá prestar 
particular atención a la posibilidad de concertar acuer- 
dos a fin de: 


í) aportar la totalidad o una parte considerable del 
valor de dicho producto y de dichos bienes, o de 
los fondos derivados de la venta de dicho pro- 
ducto o de dichos bienes, a organismos intergu- 
bernamentales especializados en la lucha contra 
el tráfico ilícito y el uso indebido de estupefa- 
cientes y sustancias sicotrópicas; 


li) repartirse con otras Partes, conforme a un criterio 
preestablecido o definido para cada caso, dicho 
producto o dichos bienes, o los fondos derivados 
de la venta de dicho producto o de dichos bienes, 
con arreglo a lo previsto por su derecho interno, 
sus procedimientos administrativos o los acuer- 
dos bilaterales o multilaterales que hayan concer- 
tado a este fin. 


6. a) Cuando el producto se haya transtormado o 
convertido en otros bienes, éstos podrán ser objeto de 
las medidas aplicables al producto mencionadas en el 
presente artículo. 
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in Cuando el producto se haya mezclado con bienes 
al jas de fuentes lícitas, sin perjuicio de cualquier 
atea facultad de incautación o embargo preventivo apli- 
cable, se podrán decomisar dichos bienes hasta el valor 
estimado dej producto mezclado. 


5 Pichas medidas se aplicarán asimismo a los ingre- 
ss = otros beneficios derivados: 


3 del producto; 


11) de los bienes en los cuales el producto haya sido 
irmasformado o convertido; o 


ib de los bienes con los cuales se haya mezclado el 
producto de la misma manera y en la misma 
medida que al producto. 


7. Cada una de las Partes considerará la posibilidad 
és invertir la carga de la prueba respecto del origen 
¿feito del supuesto producto u otros bienes sujetos a 
decomiso, en la medida en que ello sea-compatible con 
jos principios de su derecho interno y con la naturaleza 
de sus procedimientos judiciales y de otros procedimien- 
tos. 


8. Lo dispuesto en el presente artículo no podrá in- 
terpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de 
buena Fe. 


9, Nada de lo dispuesto en el presente artículo afec- 
tará al principio de que las medidas que en él se prevén 
sesán definidas y aplicadas de conformidad con el dere- 
cho: interno de cada una de las Partes y con arreglo a lo 
dispuesto en él, 


Artículo 6 
EXTRADICION- 


1. El presente artículo se aplicará a dos delitos tipif1- 
cados por las Partes de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3. 


2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo se considerará incluido entre los deli- 
tos que den Jugar a extradición en todo tratado de extra- 
dición vigente entre las Partes. Las Partes se comprome- 
ten a incluir tales delitos como casos de extradición en 
todo tratado de extradición que concierten entre sí. 


3. Si una Parte que supedita la extradición a la exis- 
tencia de un tratado recibe de otra Parte, con la que no 
la vincula ningún tratado de extradición, una solicitud 


de extradición, podrá considerar la presente Convención . 


como la base jurídica de la extradición respecto de los 
delitos a los que se aplica el presente artículo. Las Par- 
tes que requieran una legislación detallada para hacer 
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valer la presente Convención como base jurídica de la 
extradición considerarán la posibilidad de promulgar la 
legislación necesaria. 


4. Las Partes que no supediten la extradición a la 
existencia de un tratado reconocerán los delitos a los 
que se aplica el presente artículo como casos de extradi- 
ción entre ellas. 


5. La extradición estará sujeta a las condiciones pre- 
vistas por la legislación de la Parte requerida o por los 
tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos 
por los que la Parte requerida puede denegar la extradi- 
ción. 


6. Al examinar las solicitudes recibidas de conformi- 
dad con el presente artículo, el Estado requerido podrá 
negarse a darles cumplimiento cuando existan motivos 
justificados que induzcan a sus autoridades judiciales u 
Otras autoridades competentes a presumir que su cum- 
plimiento facilitaría el procedimiento o el castigo de 
Una persona por razón de su raza, religión, nacionalidad 
u opiniones políticas o que se ocasionarían perjuicios 
por alguna de estas razones a alguna persona afectada 
por la solicitud. 


7. Las Partes se esforzarán por agilizar los procedi- 
mientos de extradición y simplificar los requisitos pro- 
batorios con respecto a cualquiera de los delitos a los 
que se aplica el presente artículo. 


8. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y 
en sus tratados de extradición, la Parte requerida podrá, 
tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo jus- 
tifican y tienen carácter urgente, y a solicitud de la Parte 
requirente, proceder a la detención de la persona cuya 
extradición se solicite y que se encuentre en su territorio 
O adoptar otras medidas adecuadas para asegurar su com- 
parecencia en los trámites de extradición, 


9. Sin perjuicio del ejercicio de cualquier competen- 
cia penal declarada de conformidad con su derecho in- 
terno, la Parte en cuyo territorio se encuentre un presun- 
to delincuente deberá, 


a) si no lo extradita por un delito tipificado de con- 
formidad con el párrato 1 del artículo 3 por los motivos 
enunciados en el inciso a) del párrafo 2 del artículo 4, 
presentar el caso ante sus autoridades competentes para 
enjuiciarlo, salvo que se haya acordado otra cosa con la 
Parte requirente; 


b) si no lo extradita por un delito de ese tipo y se ha 
declarado competente en relación con ese delito de con- 
formidad con el inciso b) dei párrafo 2 del artículo 4, 
presentar el caso ante sus autoridades competentes para 
enjuiciarlo, salvo que la Parte requirente solicite otra 
cosa a efectos de salvaguardar su competencia legítima, 
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10. Si la extradición solicitada con el propósito de 
que se cumpla una condena se deniega basándose en 
que la persona objeto de la solicitud es nacional de la 
Parte requerida, ésta, sí su legislación lo permite y de 
conformidad con los requisitos de dicha legislación, pre- 
via solicitud de la Parte requirente, considerará la posj- 
bilidad de hacer cumplir la condena impuesta conforme 
a la legislación de la Parte requirente o el resto de dicha 
condena que quede por purgar. : 


11. Las Partes procurarán concertar acuerdos bilate- 
rales y multilaterales para llevar a cabo la extradición o 
aumentar su eficacia. 


12. Las Partes podrán considerar la posibilidad de 
concertar acuerdos bilaterales o multilaterales, ya sean 
especiales o generales, sobre el traslado de las personas 
condenadas a prisión u otra forma de privación de liber- 
tad por los delitos a los que se aplica el presente artícu- 
lo, a fin de que puedan terminar de cumplir sus conde- 


nas en su país. 
Artículo 7 
ASISTENCIA JUDICIAL RECIPROCA 


Il. Las Partes se prestarán, a tenor de lo dispuesto en 
el presente artículo, la más amplia asistencia judicial 
recíproca en las investigaciones, procesos y actuaciones 
judiciales referentes a delitos tipificados de conformidad 
con el párrafo | del artículo 3. 


2. La asistencia judicial recíproca que ha de prestar- 
se de conformidad con el presente artículo podrá ser 
solicitada para cualquiera de los siguientes fines: 

a) recibir testimonios o tomar declaración a personas; 

b) presentar documentos judiciales; 

c) efectuar inspecciones e incautaciones; 

d) examinar objetos y lugares: 

e) facilitar información y elementos de prueba; 

f) entregar originales v copias auténticas de docu- 
mentos y expedientes relacionados con el caso, 
inclusive documentación bancaria, financiera, so- 
cial y comercial; 

£) identificar o detectar el producto, los bienes, los 
instrumentos u otros elementos con fines proba- 
torios. 

3. Las Partes podrán prestarse cualquier otra forma 


de asistencia judicial recíproca autorizada por el dere- 
cho interno de la Parte requerida. 
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4. Las Partes, si así se les solicita y en la medida 
compatible con su derecho y práctica internos, facilita- 
rán O alentarán la presentación o disponibilidad de per- 
sonas, incluso de detenidos, que consientan en colaborar 
en las investigaciones o en intervenir en las actuaciones. 


5. Las Partes no invocarán el secreto bancario para 
negarse a prestar asistencia judicial recíproca con arre- 
glo al presente artículo. 


6. Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a 
las obligaciones derivadas de otros tratados bilaterales o 
multilaterales, vigentes o futuros, que rijan, total o par- 
cialmente, la asistencia judicial recíproca en asuntos pe- 
nales, 


7. Los párrafos 8 a 19 del presente artículo se aplica- 
rán a las solicitudes que se formulen con arreglo al 
mismo, siempre que no medie entre las Partes interesa- 
das un tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando 
las Partes estén vinculadas por un tratado de esta índole, 
se aplicarán las disposiciones correspondientes de dicho 
tratado, salvo que las Partes convengan en aplicar, en su 
lugar, los párrafos 8 a 19 del presente artículo. 


8. Las Partes designarán una autoridad o, cuando sea 
necesario, varias autoridades, con facultades para dar 
cumplimiento a las solicitudes de asistencia judicial re- 
cíproca o transmitirlas a las autoridades competentes 
para su ejecución. Se notificará al secretario general la 
autoridad o autoridades que hayan sido designadas para 
este fin. Las autoridades designadas por las Partes serán 
las encargadas de transmitir las solicitudes de asistencia 
judicial recíproca y cualquier otra comunicación perti- 
nente; la presente disposición no afectará al derecho de 
cualquiera de las Partes a exigir que estas solicitudes y 
comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, 
en circunstancias urgentes, cuando las Partes convengan 
en ello, por conducto de la Organización Internacional 
de Policía Criminal, de ser ello posible. 


9. Las solicitudes deberán presentarse por escrito en 
un idioma aceptable para la Parte requerida. Se notífica- 
rá al secretario general el idioma o idiomas que sean 
aceptables para cada una de las Partes. En situaciones 
de urgencia, y cuando las Partes convengan en ello se 
podrán hacer las solicitudes verbalmente, debiendo ser 
seguidamente confirmadas por escrito, 


10. En las solicitudes de asistencia judicial recíproca 
deberá figurar lo siguiente: 


a) La identidad de la autoridad que haga la solicitud; 


b) el objeto y la índole de la investigación, del pro- 
ceso o de las actuaciones a que se refiera la solicitud, y 
el nombre y funciones de la autoridad que esté efectuan- 
do dicha investigación, dicho procesamiento o dichas 
actuaciones; 
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c) un resumen de los datos pertinentes, salvo cuando 
se trate de solicitudes para la presentación de documen- 
tos judiciales; 


d) una descripción de la asistencia solicitada y por- 
menores sobre cualquier procedimiento particular que la 
Parte requirente desee que se aplique; 


e) cuando sea posible, la identidad y la nacionalidad 
de toda persona involucrada y el lugar en que se en- 
cuentre; 


f) la finalidad para la que se solicita la prueba, infor- 
mación o actuación. 


11. La Parte requerida podrá pedir información adi- 
cional cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la 
solicitud de conformidad con su derecho interno o para 
facilitar dicho cumplimiento. 


12. Se dará cumplimiento a toda solicitud con arre- 
glo al derecho interno de la Parte requerida y, en la 
medida en que no se contravenga la legislación de dicha 
Parte y siempre que ello sea posible, de conformidad 
con los procedimientos especificados en la solicitud. 


13, La Parte requirente no comunicará ni utilizará, 
sin previo consentimiento de la Parte requerida, la infor- 
mación o las pruebas proporcionadas por la Parte reque- 
rida para otras investigaciones, procesos o actuaciones 
distintas de las indicadas en la solicitud. 


14. La Parte requirente podrá exigir que la Parte 
requerida mantenga reserva acerca de la existencia y el 
contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria 
para darle cumplimiento. Si la Parte requerida no puede 
mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato a la 
Parte requirente. 


15. La asistencia judictal recíproca solicitada podrá 
ser denegada: 


a) cuando la solicitud no se ajuste a lo dispuesto en 
el presente artículo; 


b) cuando la Parte requerida considere que el cum- 
plimiento de lo solicitado pudiera menoscabar su sobe- 
ranía, su seguridad, su orden público u otros intereses 
fundamentales; 


c) cuando el derecho interno de la Parte requerida 
prohíba a sus autoridades acceder a una solicitud formu- 
lada en relación con un delito análogo, si éste hubiera 
sido objeto de investigación, procesamiento o actuacio- 
nes en el ejercicio de su propia competencia; 


d) cuando acceder a la solicitud sea contrario al or- 
denamiento jurídico de la Parte requerida en lo relativo 
a la asistencia judicial recíproca. 
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16. Las denegaciones de asistencia judicial recíproca 
serán motivadas. 


17. La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida 
por la Parte requerida si perturbase el curso de una in- 
vestigación, un proceso o unas actuaciones. En tal caso, 
la Parte requerida deberá consultar con la Parte requi- 
rente para determinar si es aún posible prestar la asisten- 
cia en la forma y en las condiciones que la primera 
estime necesarias. 


18. El testigo, perito u otra persona que consienta en 
deponer en juicio o en colaborar en una investigación, 
proceso o actuación judicial en el territorio de la Parte 
requirente, no será objeto de procesamiento, detención o 
castigo, ni de ningún tipo de restricción de su libertad 
personal en dicho territorio por actos, omisiones O por 
declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en 
que abandonó el territorio de la Parte requerida. Ese 
salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra 
persona haya tenido durante 15 días consecutivos, o du- 
rante el período acordado por las Partes, después de la 
fecha en que se le haya informado oficialmente de que 
las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, 
la oportunidad de salir del país y, no obstante, perma- 
nezca voluntariamente en el territorio o regrese espontá- 
neamente a él después de haberlo abandonado. 


19. Los gastos ordinarios que ocasione la ejecución 
de una solicitud serán sufragados por la Parte requerida 
salvo que las Partes interesadas hayan acordado otra 
cosa. Cuando se requieran a este fin gastos cuantiosos o 
de carácter.extraordinario, las Partes se consultarán para 
determinar los términos y condiciones en que se haya de 
dar cumplimiento a la solicitud, así como la manera en 
que se sufragarán los gastos. 


20. Cuando sea necesario, las Partes considerarán la 
posibilidad de concertar acuerdos o arreglos bilaterales 
o multilaterales que sirvan a los fines del presente 
artículo y que, en la práctica, den efecto a sus 
disposiciones o las refuercen. 


Artículo 8 
REMISION DE ACTUACIONES PENALES 


Las Partes considerarán la posibilidad de remitirse 
actuaciones penales para el procesamiento por los de- 
litos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3, cuando se estime que esa remisión obrará 
en interés de una correcta administración de justicia. 


Artículo 9 


OTRAS FORMAS DE 
COOPERACION Y CAPACITACION 


l. Las Partes colaborarán estrechamente entre sí, en 
armonía con sus respectivos ordenamientos jurídicos y 
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administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las 
medidas de detección y represión orientadas a suprimir 
la comisión de los delitos tipificados de conformidad 
con el párrafo 1 del artículo 3. Deberán, en particular, 
sobre la base de acuerdos o arreglos bilaterales o multi- 
laterales: 


a) establecer y mantener canales de comunicación 
entre sus organismos y servicios competentes a fin de 
facilitar el intercambio rápido y seguro de información 
sobre todos los aspectos de los delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo | del artículo 3, incluso, 
siempre que las Partes interesadas Jo. estimen oportuno, 
sobre sus vinculaciones con otras actividades delitivas; 


b) cooperar en la realización de indagaciones, con 
respecto a delitos tipificados de conformidad con el pá- 
rrafo 1 del artículo 3 y de carácter internacional, acerca: 


i) de la identidad, el paradero y las actividades de 
personas presuntamente implicadas en delitos ti- 
pificados de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3; 


ii) del movimiento del producto o de los bienes de- 
rivados de la comisión de esos delitos; 


111) del movimiento de estupefacientes, sustancias si- 
cotrópicas, sustancias que figuran en el Cuadro I 
y ei Cuadro Il de la presente Convención e ins- 
trumentos utilizados o destinados a ser utilizados 
en la comisión de esos delitos, 


c) cuando sea oportuno, y siempre que no contraven- 
ga lo dispuesto en su derecho interna, crear equipos 
conjuntos, teniendo en cuenta la necesidad de proteger 
la seguridad de tas personas y de las operaciones, para 
dar efecto a lo dispuesto en el presente párrafo. Los 
funcionarios de cualquiera de las Partes que integren 
esos equipos actuarán conforme a la autorización de las 
autoridades competentes de la Parte en cuyo territorio se 
ha de llevar a cabo la operación. En todos esos casos las 


Partes de que se trate velarán por que se respete plena-. 


mente la soberanía de la Parte en cuyo territorio se ha 
de realizar la operación; 


d) proporcionar, cuando corresponda, las cantidades 
necesarias de sustancias para su análisis o investigación; 


e) facilitar una coordinación eficaz entre sus Organis- 
mos y servicios competentes y promover el intercambio 
de personal y de otros expertos, incluso destacando fun- 
cionarios de enlace. 


2. Cada una de las Partes, en la medida necesaria, 
iniciará, desarrollará o perfeccionará programas especí- 
ficos de capacitación destinados a su personal de detec- 
ción y represión O de otra índole, incluido el personal 
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aduanero, encargado de suprimir los delitos tipificados 
de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3. En parti- 
cular, estos programas se referirán a: 


a) los métados utilizados en la detección y supresión 
de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 
i del artículo 3; 


b) las rutas y técnicas utilizadas por personas presun- 
tamente implicadas en detitos tipificados de conformi- 
dad con el párrafo | del artículo 3, en particular en los 
Estados de tránsito, y medidas adecuadas para contra- 
rrestar su utilización; 


ce) la vigilancia de la importación y exportación de 
estupefacientes, sustancias sicotrópicas y sustancias que 
figuran en el Cuadro 1 y el Cuadro TI, 


d) la detección y vigilancia del movimiento del 
producto y los bienes derivados de la comisión de los 
delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3, y de los estupefacientes, sustancias sicotró- 
picas y sustancias que figuran en el Cuadro | y el 
Cuadro II, y de los instrumentos que se utilicen o. se 
pretenda utilizar en la comisión de dichos delitos; 


e) los métodos utilizados para la transferencia, la 
ocultación o el encubrimiento de dicho producto, y de 
dichos bienes e instrumentos; 


f) el acopio de pruebas; 


g) las técnicas de fiscalización en zonas y puertos 
francos; 


h) las técnicas modernas de detección y represión. 


3. Las Partes se prestarán asistencia en la planifica- 
ción y ejecución de programas de investigación y capa- 
citación encaminados a intercambiar conocimientos en 
las esferas mencionadas en el párrafo 2 del presente 
artículo y, a ese fin, deberán también, cuando proceda, 
recurrir a conferencias y seminarios regionales e inter- 
nacionales a fin de promover la cooperación y estimular 
el examen de los problemas de interés común, incluidos 
en particular los problemas y necesidades especiales de 
los Estados de tránsito. 


Artículo 10 


COOPERACION INTERNACIONAL Y 
ASISTENCIA A LOS ESTADOS DE TRANSITO 


l. Las Partes cooperarán, directamente o por con- 
ducto de las organizaciones internacionales o regionales 
competentes, para prestar asistencia y apoyo a los Esta- 
dos de tránsito y, en particular, a los países en desarrollo 
que necesiten de tales asistencia: y apoyo, en la medida 
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de lo posible, mediante programas de cooperación técni- 
ca para impedir la entrada y el tránsito ilícitos, así como 
para otras actividades conexas. 


2. Las Partes podrán convenir, directamente o por 
conducto de las organizaciones internacionales o regio- 
nales competentes, en proporcionar asistencia financiera 
a dichos Estados de tránsito con el fin de aumentar y 
fortalecer la infraestructura que necesiten para una fis- 
calización y una prevención eficaces del tráfico ilícito. 


3. Las Partes podrán concertar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales para aumentar la eficacia 
de la cooperación internacional prevista en el presente 
artículo y podrán tomar en consideración la posibili- 
dad de concertar arreglos financieros a ese respecto. 


Artículo 11 
ENTREGA VIGILADA 


t. Si lo permiten los principios fundamentales de sus 
respectivos ordenamientos jurídicos internos, las Partes 
adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibili- 
dades, para que se pueda utilizar de forma adecuada, en 
el plano internacional, la técnica de entrega vigilada, de 
conformidad con acuerdos o arreglos mutuamente con- 
venidos, con el fin de descubrir a las personas implica- 
das en delitos tipificados de conformidad con el párrafo 
1 del artículo 3 y de entablar acciones legales contra 
ellas. 


2. Las decisiones de recurrir a la entrega vigilada se 
adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea necesario, 
tener en cuenta Jos arreglos financieros y los relativos al 
ejercicio de su competencia por las Partes interesadas. 


3. Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya 
acordado podrán, con el consentimiento de las Partes 
interesadas, ser interceptadas y autorizadas a proseguir 
intactas o habiéndose retirado o sustituido total o par- 
cialmente los estupefacientes o sustancias sicotrópicas 


que contengan. 
“Artículo 12 


SUSTANCIAS QUE SE UTILIZAN CON 
FRECUENCIA EN LA FABRICACION 
ILICITA DE ESTUPEFACIENTES O 
SUSTANCIAS SICOTROPICAS 


l. Las Partes adoptarán las medidas que estimen ade- 
cuadas para evitar la desviación de las sustancias que 
figuran en el Cuadro | y el Cuadro ll, utilizadas en la 
fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias sico- 
trópicas, y cooperarán entre ellas con este fin. 
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2. Si una de las Partes o la Junta posee datos que, a 
su juicio, puedan requerir la inclusión de una sustancia 
en el Cuadro l o el Cuadro Il, lo notificará al secretario 
general y le facilitará los datos en que se base la notifi- 
cación. El procedimiento descrito en los párrafos 2 a 7 
del presente artículo también será aplicable cuando una 
de las Partes o la Junta posea información que justifique 
suprimir una sustancia del Cuadro I o del Cuadro Il o 
trasladar una sustancia de un Cuadro a otro. 


3. El secretario general comunicará esa notificación 
y los datos que considere pertinentes a las Partes, a la 
Comisión y, cuando la notificación proceda de alguna 
de las Partes, a la Junta. Las Partes comunicarán al 
secretario general sus observaciones acerca de la notifi- 
cación y toda la información complementaria que puede 
serle útil a la Junta para elaborar un dictamen y a la 
Comisión para adoptar una decisión. 


4. Si la Junta, teniendo en cuenta la magnitud, im- 
portancia y diversidad del uso lícito de esa sustancia, y 
la posibilidad y facilidad del empleo de otras sustancias 
tanto para la utilización lícita como para la fabricación 
ilícita de estupefacientes o de sustancias sicotrópicas, 
comprueba: 


a) que la sustancia se emplea con frecuencia en la 
fabricación ilícita de un estupefaciente o de una sustan- 
cia sicotrópica; 


b) que el volumen y la magnitud de la fabricación 
ilícita de un estupefaciente o de una sustancia sicotrópi- 
ca crean graves problemas sanitarios o sociales, que jus- 
tifican la adopción de medidas en el plano internacional, 


comunicará a la Comisión un dictamen sobre la sus- 
tancia, en el que se señale el efecto que tendría su incor- 
poración al Cuadro lo al Cuadro II tanto sobre su uso 
lícito como sobre su fabricación ilícita, junto con reco- 
mendaciones de las medidas de vigilancia que, en su 
caso, sean adecuadas a la uz de ese dictamen. 


5. La Comisión, teniendo en cuenta las observacio- 
nes presentadas por las Partes y las observaciones y 
recomendaciones de la Junta, cuyo dictamen será deter- 
minante en cuanto a los aspectos científicos, y tomando 
también debidamente en consideración otros factores per- 
tinentes, podrá decidir, por una mayoría de dos tercios 
de sus miembros, incorporar una sustancia al Cuadro 1 o 
al Cuadro II. 


6. Toda decisión que tome la Comisión de conformi- 
dad con el presente artículo será notificada por el secre- 
tario general a todos los Estados y otras entidades que 
sean Partes en la presente Convención o puedan llegar a 
serlo y a la Junta. Tal decisión surtirá pleno efecto res- 
pecto de cada una de las Partes a los 180 días de la 
fecha de la notificación. 
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7. a) Las decisiones de la Comisión adoptadas con 
arreglo al presente artículo estarán sujetas a revisión por 
el Consejo, cuando así lo solicite cualquiera de las Par- 
tes dentro de un plazo de 180 días contados a partir de 
la fecha de la notificación de la decisión. La solicitud de 
revisión será presentada al secretario general junto con 
toda la información pertinente en que se base dicha soli- 
citud de revisión. ; 


b) El secretario general transinitirá copias de la soli- 
citud de revisión y de la información pertinente a la 
Comisión, a la Junta y a todas las Partes, invitándolas a 
presentar sus observaciones dentro del plazo de 90 días. 
Todas las observaciones que se reciban se comunicarán 
al Consejo para que éste las examine. 


c) El Consejo podrá confirmar o revocar la decisión 
de la Comisión. La notificación de la decisión del Con- 
sejo se transmitirá a todos los Estados y otras entidades 
que sean Partes en la presente Convención o que puedan 


llegar a serlo, a la Comisión y a la Junta. 


8. a) Sin perjuicio de las disposiciones de carácter 
general del párrafo i del presente artículo y de lo dis- 
puesto en la Convención de 1961, en la Convención de 
1961 en su forma enmendada y en el Convenio de 1971, 
las Partes tomarán las medidas que estimen oportunas 
para vigilar la fabricación y la distribución de sustancias 
que figuren en los Cuadros l y Il que se realicen dentro 
de su territorio. 


b) Con este fin las Partes podrán: 


i) controlar a todas las personas y empresas que se 
dediquen a la fabricación o la distribución de 
tales sustancias; 


1i) controlar bajo licencia el establecimiento y los 
locales en que se realicen las mencionadas fabri- 
cación o distribución; 


iti) exigir que los licenciatarios obtengan la autoriza- 
ción para realizar las mencionadas operaciones; 


iv) impedir la acumulación en posesión de fabrican- 
tes y distribuidores de cantidades de esas sustan- 
cias que excedan de las que requieran el desem- 
peño normal de las actividades comerciales y las 
condiciones prevalecientes en el mercado. 


9. Cada una de las Partes adoptará, con respecto a 
las sustancias que figuren en el Cuadro I y el Cuadro II, 
las siguientes medidas: 


a) establecer y mantener un sistema para vigilar el 
comercio internacional de sustancias que figuran en el 
Cuadro 1 y el Cuadro IT a fin de facilitar el descubri- 
miento de operaciones sospechosas. Esos sistemas de 
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vigilancia deberán aplicarse en estrecha cooperación con 
los fabricantes, importadores, exportadores, mayoristas 
y minoristas, que deberán informar a las autoridades 
competentes sobre los pedidos y operaciones sospecho- 
sos; 


b) disponer la incautación de cualquier sustancia que 
figure en el Cuadro 1 o el Cuadro MM si hay pruebas 
suficientes de que se ha de utilizar para la fabricación 
ilícita de estupefacientes o sustancias sicotrópicas; 


c) notificar, lo antes posible, a las autoridades y ser- 
vicios competentes de las Partes interesadas si hay razo- 
nes para presumir que la importación, la exportación o 
el tránsito de una sustancia que figura en el Cuadro 1 o 
el Cuadro Il se destina a la fabricación ilícita de estupe- 
facientes o sustancias sicotrópicas, facilitando, en parti- 
cular, información sobre los medios de pago y cuales- 
quiera otros elementos esenciales en los que se funde 
esa presunción; 


d) exigir que las importaciones y exportaciones estén 
correctamente etiquetadas y documentadas. Los docu- 
mentos comerciales como facturas, manifiestos de car- 
ga, documentos aduaneros y de transporte y otros docu- 
mentos relativos al envío, deberán contener los nom- 
bres, tal como figuran en el Cuadro 1 o el Cuadro Il, de 
las sustancias que se importen o exporten, la cantidad 
que se importe o exporte y el nombre y la dirección del 
importador, del exportador y, cuando sea posible, del 
consignatario; 


e) velar por que los documentos mencionados en el 
inciso d) sean.conservados durante dos años por lo me- 
nos y puedan ser inspeccionados por las autoridades com- 
petentes. 


10. a) Además de lo dispuesto en el párrafo 9, y a 
petición de la Parte interesada dirigida al secretario ge- 
neral, cada una de las Partes de cuyo territorio se vaya a 
exportar una de las sustancias que figuran en el Cuadro 
velará porque, antes de que la exportación, sus autorida- 
des competentes proporcionen la siguiente información 
a las autoridades competentes del país importador; 


i) el nombre y la dirección del exportador y del 
importador y, cuando sea posible, del consignata- 


rio; 


11) el nombre de la sustancia que figura en el Cua- 
dro I; 


111) la cantidad de la sustancia que se ha de exportar; 


iv) el punto de entrada y la fecha de envío previstos; 
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y) cualquier otra información que acuerden mutua- 
mente las Partes. 


b) Las Partes podrán adoptar medidas de fiscaliza- 
ción más estrictas O rigurosas que las previstas en el 
presente párrafo si, a su juicio, tales medidas son conve- 
nientes o necesarias. 


11. Cuando una de las Partes facilite información a 
otra Parte con arreglo a lo dispuesto en los párrafos 9 y 
10 del presente artículo, la Parte que facilita tal informa- 
ción podrá exigir que la Parte que la reciba respete el 
carácter confidencial de los secretos industriales, empre- 
sariales, comerciales o profesionales o de los procesos 
industriales que contenga. 


12. Cada una de las Partes presentará anualmente a 
la Junta, en la forma y de la manera que ésta disponga y 
en los formularios que ésta suministre, información so- 
bre: 


a) las cantidades incautadas de sustancias que figu- 
ran en el Cuadro I y el Cuadro M y, cuarido se conozca, 
su origen; 


b) cualquier sustancia que no figure en el Cuadro l o 
el Cuadro H pero de la que se sepa se emplea en la 
fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias sico- 
trópicas y que, a juicio de esa parte, sea considerada lo 
bastante importante para ser señalada a la atención de la 
Junta; 


c) los métodos de desviación y de fabricación ilícita. 


13, La Junta informará anualmente a la Comisión 
sobre la aplicación del presente artículo, y la Comisión 
examinará periódicamente la idoneidad y la pertinencia 
del Cuadro lI y de! Cuadro Il. 


14. Las disposiciones del presente artículo no se apli- 
carán a los preparados farmacéuticos, ni a otros prepara- 
dos que contengan sustancias que figuran en el Cuadro 1 
o el Cuadro H y que estén compuestos de forma tal que 
esas sustancias no puedan emplearse o recuperarse fácil- 
mente por medios de sencilla aplicación. 


Artículo 13 
MATERIALES Y EQUIPOS 


Las Partes adoptarán las medidas que consideren ade- 
cuadas para impedir el comercio y la desviación de ma- 
teriales y equipos destinados a la producción o fabrica- 
ción ilícitas de estupefacientes y sustancias sicotrópicas 
y cooperarán a este fin. 
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Artículo 14 


MEDIDAS PARA ERRADICAR EL CULTIVO 
ILICITO DE PLANTAS DE LAS 
QUE SE EXTRAEN ESTUPEFACIENTES Y 
PARA ELIMINAR LA DEMANDA 
ILICITA DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTAN- 
CIAS SICOTROPICAS 


1. Cualquier medida adoptada por las Partes para la 
aplicación de la presente Convención no será menos 
estricta que las normas aplicables a la erradicación del 
cultivo ¡lícito de plantas que contengan estupefacientes 
y sustancias sicotrópicas y a la eliminación de la deman- 
da itícita de estupefacientes y sustancias sicotrópicas 
conforme a lo dispuesto en la Convención de 1961, en 
la Convención de 1961 en su forma enmendada y en el 
Convenio de 1971. . 


2. Cada una de las Partes adoptará medidas adecua- 
das para evitar el cultivo ilícito de las plantas que con- 
tengan estupefacientes o sustancias sicotrópicas, tales 
como las plantas de adormidera, los arbustos de coca y 
las plantas de cannabis, así como para erradicar aquellas 
que se cultiven ilícitamente en su territorio. Las medi- 
das que se adopten deberán respetar los derechos huma- 
nos fundamentales y tendrán debidamente en cuenta los. 
usos tradicionales lícitos, donde al respecto exista la 
evidencia histórica, así como la protección del medio 
ambiente. 


3. a) Las Partes podrán cooperar para: aumentar la 
eficacia de los esfuerzos de erradicación. Tal coopera- 
ción podrá comprender, entre otras cosas, el apoyo, cuan- 
do proceda, al desarrollo rural integrado tendiente a otre- 
cer soluciones sustitutivas del cultivo ilícito que sean 
económicamente viables. Factores como el acceso a los 
mercados, la disponibilidad de recursos y las condicio- 
nes socioeconómicas imperantes deberán ser tomados 
en cuenta antes de que estos programas hayan sido pues- 
tos en marcha. Las Partes podrán llegar a acuerdos sobre 
cualesquiera otras medidas adecuadas de cooperación, 


b) Las Partes facilitarán también el intercambio de 
información científica y técnica y la realización de in- 
vestigaciones relativas a la erradicación. 


c) Cuando tengan fronteras comunes, las Partes tra- 
tarán de cooperar en programas de erradicación en sus 
respectivas zonas situadas a lo largo de dichas fronteras. 


4. Las Partes adoptarán medidas adecuadas tendien- 
tes a eliminar o reducir la demanda ilícita de estupefa- 
cientes y sustancias sicotrópicas con miras a reducir el 
sufrimiento humano y acabar con los incentivos finan- 
cieros del tráfico ilícito. Estas medidas podrán basarse, 
entre otras cosas, en las recomendaciones de las Nacio- 
nes Unidas, los organismos especializados de las Nacto- 
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Unidas, tales como la Organización Mundial de la Sa- 
lud, y otras organizaciones internacionales competentes, 
y en el Plan Amplio y Multidisciplinario aprobado por 
la Conferencia Internacional sobre el Uso Indebido y el 
Tráfico Ilícito de Drogas celebrada en 1987, en la medi- 
da en que éste se relacione con los esfuerzos de las 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales 
y de entidades privadas en las esferas de la prevención, 
del tratamiento y de la rehabilitación. Las Partes podrán 
concertar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
tendientes a eliminar o reducir la demanda ilícita de 
estupefacientes y sustancias SICOtrópicas. 


5. Las Partes podrán asimismo adoptar las medidas 
necesarias para que los estupefacientes, sustancias sico- 
trópicas y sustancias que figuran en el Cuadro I y el 
Cuadro Il que se hayan incautado o decomisado sean 
destruidas prontamente o se disponga de ellas de acuer- 
do con la ley y para que las cantidades necesarias debi- 
damente certificadas de esas sustancias sean admisibles 
a efectos probatorios. 


Artículo 15 
TRANSPORTISTAS COMERCIALES 


1. Las Partes adoptarán medidas adecuadas a fin de 
garantizar que los medios de transporte utilizados por 
los transportistas comerciales no lo sean para cometer 
delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3; entre esas medidas podrá figurar la concerta- 
ción de arreglos especiales con los transportistas comer- 
ciales. 


2. Cada una de las Partes exigirá a los transportistas 
comerciales que tomen precauciones razonables a fin de 
impedir que sus. medios de transporte sean utilizados 
para cometer delitos tipificados de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 3. Entre esas precauciones podrán 
figurar las siguientes: 


a) Cuando el establecimiento principal del transpor- 
tista comercial se encuentre en el territorio de dicha 
Parte: 


1) la capacitación del personal para descubrir perso- 
nas o remesas sospechosas; 


1i) el estímulo de la integridad moral del personal. 


b) Cuando el transportista comercial desarrolle acti- 
vidades en el territorio de dicha Parte: 


i) la presentación por adelantado, cuando sea posi- 
ble, de los manifiestos de carga; 


ii) ta utilización en los contenedores de sellos invio- 
lables y verificables individualmente; 
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111) la denuncia a las autoridades competentes, en la 
primera ocasión, de cualquier circunstancia sos- 
pechosa que pueda estar relacionada con la comi- 
sión de delitos tipificados de conformidad con el: 
párrafo 1 del artículo 3. 


3. Cada una de las Partes procurará garantizar que 
los transportistas comerciales y las autoridades compe- 
tentes de los lugares de entrada y salida, y demás zonas .. 
de control aduanero, cooperen a fin de impedir el acceso 
no autorizado a los medios de transporte y a la carga, así 
como en la aplicación de las medidas de seguridad ade- 
cuadas. 


Artículo 16 


DOCUMENTOS COMERCIALES Y ETIQUETAS 
DE LAS EXPORTACIONES 


1. Cada una de las Partes exigirá que las exportacio- 
nes lícitas de estupefacientes y sustanciás sicotrópicas 
estén debidamente documentadas. Además de los requi- 
sitos de documentación previstos en el artículo 31 de la 
Convención de 1961, en el artículo 31 de la Convención 
de 1961 en su forma enmendada y en el artículo 12 del 
Convenio de 1971, en los documentos comerciales, tales 
como facturas, manifiestos de carga, documentos adua- 
neros y de transporte y otros documentos relativos al 
envío, deberán indicarse los nombres de los estupefa- 
cientes y sustancias sicotrópicas que. se exporten, tal 
como figuren en las Listas correspondientes de la Con- 
vención de 1961, de la Convención de 1961 en su forma 
enmendada y del Convenio de 1971, así como la canti- 
dad exportada y el nombre y la dirección del exporta- 
dor, del importador y, cuando sea posible, del consigna- 
tario. 


2. Cada una de las Partes exigirá que las remesas de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas exportadas no 
vayan incorrectamente etiquetadas. 


Artículo 17 
TRAFICO ILICITO POR MAR 


l. Las Partes cooperarán en todo lo posible para 
eliminar el tráfico ilícito por mar, de conformidad con 
el derecho internacional del mar. 


2. Toda Parte que tenga motivos razonables para 
sospechar que una nave de su pabellón, o que no enar- 
bole ninguno o no lleve matrícula, está siendo utilizada 
para el tráfico ilícito, podrá solicitar asistencia de otras 
Partes a fin de poner término á esa utilización. Las Par- 
tes a las que se solicite dicha asistencia la prestarán con 
los medios de que dispongan. 


7 de Setiembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


3. Tada Parte que tenga motivos razonables para 
sospechar que una nave que esté haciendo uso de la 
libertad de navegación con arreglo al derecho interna- 
cional y que enarbole el pabellón o lleve matrícula de 
otra Parte, está siendo utilizada para el tráfico ilícito, 
podrá notificarlo al Estado del pabellón y pedir que 
confirme la matrícula; si la confirma, podrá solicitarle 
autorización para adoptar las medidas adecuadas con 
respecto a esa nave. 


4. De conformidad con el párrafo 3 o con los trata- 
dos vigentes entre las Partes, o con cualquier otro acuer- 
do o arreglo que se haya podido concertar entre ellas, el 
Estado del pabellón podrá autorizar al Estado requiren- 
te, entre otras cosas, a: 


a) abordar la nave; 
b) inspeccionar la nave; 


c) si se descubren pruebas de implicación en el tráfi- 
co ilícito, adoptar medidas adecuadas con respecto a la 
nave, a las personas y a la carga que se encuentren a 
bordo. 


5. Cuando se adopte una medida de conformidad 
con el presente artículo, las Partes interesadas tendrán 
debidamente en cuenta la necesidad de no poner en peli- 
gro la seguridad de la vida en el mar ni la de la nave y 
la carga y de no perjudicar los intereses comerciales y 
jurídicos del Estado del pabellón o de cualquier otro 
Estado interesado. : 


6. El Estado del pabellón podrá, en consonancia con 
sus obligaciones previstas en el párrafo 1 del presente 
artículo, someter su autorización a condiciones que se- 
rán convenidas entre dicho Estado y la Parte requirente, 
sobre todo en lo que concierne a la responsabilidad. 


7. A los efectos de los párrafos 3 y 4 del presente 
artículo, las Partes responderán con celeridad a las soli- 
citudes de otras Partes de que se averigije si una nave 
que esté enarbolando su pabellón está autorizada a ha- 
cerlo, así como a las solicitudes de autorización que se 
presenten a tenor de lo. previsto en el párrafo 3. Cada 
Estado, en el momento de entrar a ser Parte en la pre- 
sente Convención, designará una o, en caso necesario, 
varias autoridades para que se encarguen de recibir di- 
chas solicitudes y de responder a etlas. Esa designación 
será dada a conocer, por conducto del secretario gene- 
ral, a todas tas demás Partes, dentro del mes siguiente a 
la designación. 


8. La Parte que haya adoptado cualquiera de las me- 
didas previstas en el presente artículo informará con 
prontitud al Estado del pabeilón de los resultados de esa 
medida. 


CAMARA DE SENADORES 


9. Las Partes considerarán la posibilidad de concer- 
tar acuerdos o arreglos bilaterales y regionales para lle- 
var a la práctica las disposiciones del presente artículo o 
hacerlas más eficaces. 


10. Las medidas que se adopten en cumplimiento del 
párrafo 4 del presente artículo serán sólo aplicadas por 
buques de guerra o aeronaves militares, u otras naves O 
aeronaves que lleven signos claros y sean identificables 
como naves O aeronaves al servicio de un gobierno y 
autorizadas a tal fin. 


11. Toda medida adoptada de conformidad con el 
presente artículo tendrá debidamente en cuenta la nece- 
sidad de no interferir en los derechos y obligaciones de 
los Estados ribereños o en el ejercicio de su competen- 
cia, que sean conformes con el derecho internacional 
del mar, ni de menoscabar esos derechos, obligaciones o 
competencias. 


Artículo 18 
ZONAS Y PUERTOS FRANCOS 


l. Las Partes, a fin de eliminar, en las zonas y puer- 
tos francos, el tráfico ilícito de estupefacientes, sustan- 
cias sicotrópicas y sustancias que figuran en los Cuadros 
I y Il adoptarán medidas no menos estrictas que las que 
apliquen en otras partes de su territorio. 


2. Las Partes procurarán: 


a) vigilar el movimiento de bienes y personas en las 
zonas y puertos francos, a cuyo fin facultarán a las auto- 
ridades competentes a inspeccionar las cargas y las na- 
ves a su llegada y partida, incluidas las embarcaciones 
de recreo y los barcos pesqueros, así como las aeronaves 
y los vehículos y, cuando proceda, a registrar a los miern- 
bros de la tripulación y los pasajeros, así como los equi- 
pajes respectivos; 


b) establecer y mantener un sistema para descubrir 
los envíos sospechosos de contener estupefacientes, sus- 
tancias sicotrópicas y sustancias que figuran en los Cua- 
dros 1 y 11 que entren en dichas zonas o salgan de ellas; 


c) establecer y mantener sistemas de vigilancia en 
las zonas del puerto y de los muelles, en los aeropuertos 
y en los puntos de control fronterizo de las zonas y 
puertos francos. 


Artículo 19 
UTILIZACION DE LOS SERVICIOS POSTALES 
1. Las Partes, de conformidad con las obligaciones 


que les incumben en virtud de las Convenciones de la 
Unión Postal Universal, y de acuerdo con los principios 
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fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídi- 
cos internos, adoptarán medidas a fin de suprimir la 
utilización de los servicios postales para el tráfico ilícito 
y cooperarán con ese propósito. 


2. Las medidas a que se refiere el párrafo 1 del 
presente artículo comprenderán, en particular: 


a) medidas coordinadas y orientadas a prevenir y 
reprimir la utilización de los servicios postales para el 
tráfico ilícito; 


b) la introducción y el mantenimiento, por el perso- 
nal de detección y represión competente, de técnicas de 
investigación y de control encaminadas a detectar los 
envíos postales con remesas ilícitas de estupefacientes, 
sustancias sicotrópicas y sustancias que figuran en los 
Cuadros 1 y IT; 


e) medidas legislativas que permitan utilizar los me- 
dios adecuados a fin de allegar las pruebas necesarias 
para iniciar actuaciones judiciales. 


Artículo 20 


INFORMACION QUE DEBEN SUMINISTRAR 
LAS PARTES 


1. Las Partes suministrarán, por mediación del secre- 
tario general, información a la Comisión sobre el fun- 
cionamiento de la presente Convención en sus territo- 
rios, y en particular: 


a) el texto de las leyes y reglamentos que promul- 
guen para dar efecto a la Convención; 


b) los pormenores de casos de tráfico ilícito dentro 
de su jurisdicción que estimen importantes por las nue- 
vas. tendencias que revelen, las cantidades de que se 
trate, las fuentes de procedencia de las sustancias o los 
métodos utilizados por las personas que se dedican al 
tráfico ilícito. 


2. Las Partes facilitarán dicha información del modo 
y en la fecha que solicite la Comisión. 


Artículo 21 
FUNCIONES DE LA COMISION 


La Comisión tendrá autoridad para estudiar todas las 
cuestiones relacionadas con los objetivos de la presente 
Convención, y en particular: 


a) la Comisión examinará el funcionamiento de la 
presente Convención, sobre la base de la información 
presentada por las Partes de conformidad con el artículo 
20; 
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b) la Comisión podrá hacer sugerencias y recomen- 
daciones de carácter general basadas en el examen de la 
información recibida de las Partes; 


c) la Comisión podrá señalar a la atención de la 
Junta cualquier cuestión que tenga relación con las fun- 
ciones de la misma; 


d) la Comisión tomará las medidas que estime ade- 
cuadas sobre cualquier cuestión que le haya remitido la 
Junta de conformidad con el inciso b) del párrafo 1 del 
artículo 22; 


e) la Comisión, con arreglo al procedimiento esta- 
blecido en el artículo 12, podrá enmendar el Cuadro | y 
el Cuadro Il; 


f la Comisión podrá señalar a la atención de los 
Estados no Partes las decisiones y recomendaciones que 
adopte en cumplimiento de la presente Convención, a 
fin de que dichos Estados examinen la posibilidad de 
tomar medidas de acuerdo con tales decisiones y reco- 
mendaciones. 


Artículo 22 
FUNCIONES DE LA JUNTA 


1. Sin perjuicio de las funciones de la Comisión pre- 
vistas en el artículo 21 y sin perjuicio de las funciones 
de la Junta y de la Comisión previstas en la Convención 
de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmen- 
dada y en el Convenio de 1971: 


a) Si, sobre la base de su examen de la información 
a disposición de ella, el secretario general o de la Comi- 
sión, o de la información comunicada por órganos de las 
Naciones Unidas, la Junta tiene motivos para creer que 
no se cumplen los objetivos de ja presente Convención 
en asuntos de su competencia, la Junta podrá invitar a 
una o más Partes a suministrar toda información perti- 
nente; 


b) Con respecto a los artículos 12, 13 y 16: 


¡i) una vez cumplido el trámite señalado en el inciso 
a) del presente artículo, la Junta podrá, si lo juz- 
ga necesario, pedir a la Parte interesada que adopte 
las medidas correctivas que las circunstancias 
aconsejen para el cumplimiento de lo dispuesto 
en los artículos 12, 13 y 16; 


11) antes de tomar ninguna medida conforme al apar- 
tado iii) infra, la Junta tratará confidencialmente 
sus comunicaciones con la Parte interesada con- 
forme a los incisos anteriores; 


iii) si la Junta considera que la Parte interesada no ha 
adoptado las medidas correctivas que se le han 
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pedido conforme a este inciso, podrá señalar el 
asunto a la atención de las Partes, del Consejo y 
de la Comisión. Cualquier informe que publique 
la Junta de conformidad con este inciso incluirá 
asimismo las opiniones de la Parte interesada si 
ésta así to solicitare. 


2. Se invitará a toda Parte interesada a que esté 
representada en las reuniones de la Junta en las que se 
haya de examinar de conformidad con el presente ar- 
tículo una cuestión que le afecte directamente. 


3. Si, en algún caso, una decisión de la Junta que se 
adopte de conformidad con el presente artículo no fuese 
unánime, se dejará constancia de las opiniones de la 
minoría. 


4. Las decisiones de la Junta de conformidad con ei 
presente artículo se tomarán por mayoría de dos tercios 
del número total de miembros de la Junta. 


5. En el desempeño de sus funciones de conformidad 


con el inciso a) del párrafo 1 del presente artículo, la 
Junta protegerá el carácter confidencial de toda informa- 
ción que llegue a su poder. 


6. La responsabilidad de la Junta en virtud del pre- 
sente artículo no se aplicará al cumplimiento de tratados 
o acuerdos celebrados entre las Partes de conformidad 
con lo dispuesto en la presente Convención. 


7. Lo dispuesto en el presente artículo no será apli- 
cable a las controversias entre las Partes a las que se 
refieren las disposiciones del artículo 32. 


Artículo 23 
INFORMES DE LA JUNTA 


1. La Junta preparará un informe anual sobre su la- 
bor en el que figure un análisis de la información de que 
disponga y, en los casos adecuados, una relación de las 
explicaciones, si las hubo, dadas por las Partes o solici- 
tadas a ellas, junto con“cualesquiera observaciones y 
recomendaciones que la Junta desee formular. La Junta 
podrá preparar los informes adicionales que considere 
necesarios. Los informes serán presentados al Consejo 
por conducto de la Comisión, la cual podrá hacer las 
observaciones que juzgue convenientes. 


2. Los informes de la Junta serán comunicados a las 
Partes y posteriormente publicados por el secretario ge- 
neral. Las Partes permitirán la distribución sin restric- 
ciones de dichos informes. 
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Artículo 24 


APLICACION DE MEDIDAS MAS ESTRICTAS 
QUE LAS ESTABLECIDAS POR LA PRESENTE 
CONVENCION 


Las Partes podrán adoptar medidas más estrictas o 
rigurosas que las previstas en la presente Convención si, 
a su juicio, tales medidas son convenientes o necesarias 
para prevenir o eliminar el tráfico ilícito. 


Artículo 25 


EFECTO NO DEROGATORIO RESPECTO DE 
ANTERIORES DERECHOS Y OBLIGACIONES 
CONVENCIONALES 


Las disposiciones de la presente Convención serán 
sin perjuicio de los derechos y obligaciones que incum- 
ben a las Partes en la presente Convención en virtud de 
la Convención de 1961, de la Convención de 1961 en su 
forma enmendada y del Convento de 1971, 


Artículo 26 
FIRMA 


La presente Convención estará abierta desde el 20 de 
diciembre de 1988 hasta el 28 de febrero de 1989 en la 
Oficina de las Naciones Unidas en Viena y, después, 
hasta el 20 de diciembre de 1989 en la Sede de las 
Naciones Unidas en Nueva York, a la firma: 


a) de todos los Estados; 


b) de Namibia, representada por el Consejo de las 
Naciones Unidas para Namibia; 


c) de las organizaciones regionales de integración 
económica que sean competentes para negociar, concer- 
tar y aplicar acuerdos internacionales sobre cuestiones 
reguladas en la presente Convención, siendo aplicables 
a dichas organizaciones dentro de los límites de su com- 
petencia las referencias que en la presente Convención 
se hagan a las Partes, tos Estados o los servicios nacio- 
nales. 


Artículo 27 


-RATIFICACION, ACEPTACIÓN, APROBACION 
O ACTO DE CONFIRMACION FORMAL 


Il. La presente Convención estará sujeta a ratifica- 
ción, aceptación o aprobación por los Estados y por 
Namibia, representada por el Consejo de las Naciones 
Unidas para Namibia, y a los actos de confirmación 
formal por las organizaciones regionales de integración 
económica a las que se hace referencia en el inciso c) 
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del artículo 26. Los instrumentos de ratificación, acepta- 
ción o aprobación y los instrumentos relativos a los ac- 
tos de confirmación formal serán depositados ante el 
secretario general. 


2. En sus instrumentos de confirmación formal, las 
organizaciones regionales de integración económica de- 
clararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Esas or- 
ganizaciones comunicarán también al secretario general 
cualquier modificación del alcance de su competencia 
con respecto a las cuestiones regidas por la presente 
Convención. 


Artículo 28 


ADHESION 


l. La presente Convención quedará abierta a la ad- 
hesión de todo Estado, de Namibia, representada por el 
Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y de las 
organizaciones regionales de integración económica a 
las que se hace referencia en el inciso e) del artículo 26. 
La adhesión se efectuará mediante el depósito de un 
instrumento de adhesión ante el secretario general. 


2. En sus instrumentos de adhesión, las organizacio- 
nes regionales de integración económica declararán el 
alcance de su competencia con respecto a las cuestiones 
regidas por la presente Convención. Estas organtzacio- 
nes comunicarán también al secretario general cualquier 
modificación del alcance de su competencia con respec- 
to a las cuestiones regidas por la presente Convención. 


Artículo 29 
ENTRADA EN VIGOR 


l. La presente Convención entrará en vigor el nona- 
gésimo día siguiente a la fecha en que haya sido deposi- 
tado ante el secretario general el vigésimo instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión por 
los Estados o por Namibia, representada por el Consejo 
de las Naciones Unidas para Namibia. 


2, Para cada Estado-o para Namibía, representada 
por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, 
- que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención 

o se adhiera a ella después de haberse depositado el 

vigésimo instrumento de ratificación, de aceptación, de 

aprobación o de adhesión, la presente Convención entra- 

rá en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en 

que tal Estado o Namibia haya depositado dicho instru- 

mento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de 
. adhesión. 


3. Para cada organización regional de integración 
económica a la que se hace referencia en el inciso c) del 
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artículo 26, que deposite un instrumento relativo a un 
acto de confirmación formal o un instrumento de adhe- 
sión, la presente Convención entrará en vigor el nonagé- 
simo día siguiente a la fecha en que se haya efectuado 
ese depósito, o en la fecha en que la presente Conven- 
ción entre en vigor conforme al párrafo | del presente 
artículo, si esta última es posterior. 


Artículo 30 
DENUNCIA 


l. Cada una de las Partes podrá en cualquier mo- 
mento denunciar la presente Convención mediante noti- 
ficación escrita dirigida al secretario general. 


2. La denuncia surtirá efecto para la Parte interesada 
un año después de la fecha en que la notificación haya 
sido recibida por el secretario general. 


Artículo 31 
ENMIENDAS 


1. Cualquiera de las Partes podrá proponer una en- 
mienda a la presente Convención. Dicha Parte comuni- 
cará el texto de cualquier enmienda así propuesta y los 
motivos de la misma al secretario general quien, a su 
vez, comunicará la enmienda propuesta a las demás Par- 
tes y les preguntará si la aceptan. En el caso de que la 
propuesta de enmienda así distribuida no haya sido re- 
chazada por ninguna de las Partes dentro de los veinti- 
cuatro meses siguientes a su distribución, se considerará 
que la enmienda ha sido aceptada y entrará en vigor 
respecto de cada una de las Partes noventa días después 
de que esa Parte haya depositado ante el secretario ge- 
neral un instrumento en el que exprese su consentimien- 
to a quedar obligada por esa enmienda. 


2. Cuando una propuesta de enmienda haya sido re- 
chazada por algunas de las Partes, el secretario general 
consultará con las Partes y, si la mayoría de ellas lo 
solicita, someterá la cuestión, junto con cualquier obser- 
vación que haya sido formulada por las Partes, a la 
consideración del Consejo, el cual podrá decidir convo- 
car una conferencia de conformidad con el párrafo 4 del 
artículo 62 de la. Carta de las Naciones Unidas. Las 
enmiendas que resulten de esa Conferencia serán incor- 
poradas en un Protocolo de Modificación. El consenti- 
miento en quedar vinculada por dicho Protocolo deberá 
ser notificado expresamente al secretario general. 


Artículo 32 
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 


l. En caso de controversia acerca de la interpreta- 
ción o de la aplicación de la presente Convención entre 
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dos o más Partes, éstas se consultarán con el fin de 
resolverla por vía de negociación, investigación, media- 
ción, conciliación, arbitraje, recurso a organismos regio- 
nales, procedimiento judicial u otros medios pacíficos 
de su elección. 


2. Toda controversia de esta índole que no haya sido 
resuelta en la forma prescrita en el párrafo 1 del presen- 
te artículo será sometida, a petición de cualquiera de los 
Estados Partes en la controversia, a la decisión de la 
Corte Internacional de Justicia. 


3. Si una de las organizaciones regionales de integra- 
ción económica, a las que se hace referencia en el inciso 
c) del párrafo 26, es Parte en una controversia que no 
haya sido resuelta en la forma prescrita en el párrafo 1 
del presente artículo, podrá, por conducto de un Estado 
Miembro de las Naciones Unidas, pedir al Consejo que 
solicite una opinión consultiva a la Corte Internacional 
de Justicia de conformidad con el artículo 65 del Estatu- 
to de la Corte, opinión que se considerará decisiva. 


4. Todo Estado, en el momento de la firma o la 
ratificación, la aceptación o la aprobación de la presente 
Convención o de su adhesión a la misma, o toda organi- 
.zación regional de integración económica en el momen- 
to de la firma o el depósito de un acto de confirmación 
formal o de la adhesión, podrá declarar que no se consi- 
dera obligado por los párrafos 2 y 3 del presente artícu- 
lo. Las demás Partes no estarán obligadas por los párra- 
fos 2 y 3 del presente artículo. Las demás Partes no 
estarán obligadas por los párrafos 2 y 3 del presente 
artículo ante ninguna Parte que haya hecho dicha decla- 
ración. 


5. Toda Parte que haya hecho la declaración prevista 
en el párrafo 4 del presente artículo podrá retirarla en 
cualquier momento notificándolo al secretario general. 

Artículo 33 


TEXTOS AUTENTICOS 


Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso de la presente Convención son igualmente auténti- 
cos. 


Artículo 34 
DEPOSITARIO 


El secretario general será el depositario de la presen- 
te Convención. 
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EN TESTIMONIO DE LO CUAL los abajo firman- 
tes, debidamente autorizados para ello, han firmado la 
presente Convención. 


HECHA EN VIENA, en un solo original, el día veinte 
de diciembre de mil novecientos ochenta y ocho, 


ANEXO 

Cuadro I Cuadro II 
Acido lisérgico Acetona 
Efedrina Acido antranílico 
Ergometrina Acido fenilacético 
Ergotamina - Anhídrido acético 
1 -fenil-2-propanona Eter etílico 
Seudoetedrina Piperidina 


Las sales de las sustancias Las sales de las sustancias 


enumeradas en el presente enumeradas en el presente Cuadro, 
Cuadro siempre que la existencia siempre que la existencia 


de dichas sales sea posihle. de dichas sales sea posible. 


Pour le secrétaire général, 
Le Conseiller juridique: 


For the secretary-general, 
The Legal Counsel: 


Carl-August Fleischhauer” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - En los distribuidos que han venido a 
sala no figura un informe de la Comisión como tal; sólo se ha 
distribuido uno que preparamos personalmente. En realidad, se 
nos encargó el estudio del tema a nivel de la Comisión; pero en 
ésta hay distintas posiciones. En general, la idea es aprobar el 
proyecto de ley que sanciona esta Convención por la cual el 
país adhiere a la de Viena sobre Tráfico Ilícito de Estupefa- 


cientes y Sustancias Psicotrópicas. 


A efectos de que quede constancia en la versión taquigráfi- 
ca, quiero decir que hemos votado este proyecto de ley con 
salvedades. Asimismo, el informe que hemos realizado es abun- 
dante en argumentos acerca de las razones por las cuales he- 


mos procedido de esa torma. 
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Por otro lado, hay un informe circunstanciado desde el pun- 
to de vista jurídico del profesor doctor Gonzalo Fernández, 


quien realiza un sinnúmero de objeciones a la Convención en sí 


misma, Por nuestra parte, hemos agregado algunas considera- 
ciones de carácter político que se pueden leer en el distribuido. 


En consecuencia, a efectos de que quede constancia en la 
versión taquigráfica de esta sesión, solicitamos que estos infor- 
mes antecedieran al proyecto de ley que se va a sancionar en 
tanto explican relativamente bien la posición que sostenemos. 
Es indudable que debe existir una Convención Internacional 
que reprima el Tráfico Hícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas. También es cierto que en el mundo de hoy, todas 
las disposiciones legales al respecto están pensadas exclusiva- 
mente para que afecten de hecho a los países productores pero 
no a los consumidores, que tienen una gran responsabilidad. En 
torno a este tema, se ha iniciado un debate internacional muy 
extenso. 


El Parlamento colombiano ha sancionado esta Convención 
con reservas expresas que mencionamos en el seno de la Comi- 
sión. A nuestro entender, en la medida en que no se adopte otro 
tipo de decisiones de carácter jurídico, la Convención no tendrá 
nada más que un efecto represivo; no logrará eliminar la pre- 
sencia de los “carteles” que trafican con las drogas y que tienen 
un inmenso poder económico y de corrupción en el plano polí- 
tico. Efectivamente, la represión ha sido parcialmente efectiva 
en algunos países del Tercer Mundo; pero, por ejemplo, en los 
del llamado Primer Mundo -y, específicamente, en los Estados 
Unidos de América, cuya Agencia de represión del tráfico de 
drogas tiene relevancia internacional- no hay un solo grupo 
mafioso que haya sido descubierto, sometido a la Justicia y 
reprimido. 


En el texto de las notas políticas que incorporamos a nues- 
tro informe, hablamos también de que existe un volumen muy 
grande de dinero proveniente del tráfico ilícito de drogas circu- 
lando por el mundo. Se trata de más de U$S 500.000:000.000, 
que circulan anualmente; nueve décimas de esta cifra lo hacen 
en los países desarrollados. Existe también la convicción mo- 
ral, en algunos estudiosos de este tema, de que gran parte del 
impulso para que se sancione este tipo de normas tiende a 
lograr que la circulación del dinero negro deje de hacerse en 
los países dependientes y se concentre en los desarrollados, 


Es evidente que este terha nos afecta mucho. En el informe, 
se agrega una fotocopia de una revista internacional -que nos 
fue proporcionada por el señor senador Blanco- donde se indi- 
vidualiza al Uruguay como un paraíso fiscal, por donde transita 
el dinero sucio. Es decir, el Ministerio de Justicia norteameri- 
cano señala a nuestro país como área donde se blanquean nar- 
codólares y donde han sido detectadas grandes anomalías en 
los balances de pago del país por parte del Fondo Monetario 
Internacional. Todo esto comprobaría la presencia de dinero 
proveniente del crimen. El país no puede ser indiferente a este 
tipo de apreciaciones que aparecen en publicaciones internacio- 
nales que estudian el tema. 
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Finalmente, quiero decir que este asunto hubiera merecido 
una consideración mucho más detenida por el Senado. Por nues- 
tra parte, lo hemos estudiado en la medida de nuestras posibili- 
dades y recurrimos a la experiente y estudiosa opinión del 
profesor Gonzalo Fernández. Quizás la lectura de su informe 
llevaría, desde el punto de vista exclusivamente jurídico, a no 
aprobar la Convención. Sin embargo, existen razones de tipo 
político que hacen que lo votemos afirmativamente, aunque 
con salvedades. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa debe puntualizar que es 
de orden que todos los anexos, hayan sido o no repartidos -en 
este caso hubo una omisión administrativa- se incorporen a la 
versión que pasa al Diario de Sesiones. Por otra parte, el repar- 
tido se encuentra en poder de la Mesa y contiene el extenso 
informe del señor senador Gargano. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Fiene la palabra el señor senador. 
'SSEÑOR ZUMARAN. - Quien habla votó afirmativamente 


este proyecto en Comisión y recomienda al Senado su aproba- 
ción. Ello no impide que, si realizamos un análisis puramente 


jurídico, compartamos algunas de las salvedades expuestas en 


el informe del doctor Fernández -distinguido penalista- así como 
también algunas de las apreciaciones realizadas por el señor 
senador Gargano con respecto a este tema. 


Sin embargo, nos pareció que el país, en este caso el Parla- 
mento, debía suscribir este Tratado, ¿Por qué? Porque no esca- 
pa a nadie que a esta altura del siglo XX, el problema del 
tráfico de estupefacientes debe ser, sín duda, el flagelo más 
importante que azota a lá humanidad. Luego de ingresar, al 
parecer, en un período de paz, de ausencia de acciones bélicas, 
la droga es lo que causa el mayor número de víctimas a nivel 
internacional. 


Esta Convención es el resultado de un esfuerzo que ha 
hecho la comunidad internacional en el sentido de obtener con- 
senso al más amplio nivel, a los efectos de unificar las normas. 
En virtud de ello, todos los países de la comunidad internacio- 
nal regularán su enfrentamiento al flagelo del narcotráfico. Asi- 
mismo, esta Convención es el resultado de un trabajo desarro- 
lado en las. Naciones Unidas, por resolución 39/191 de la Asam- 
blea General, de fecha 14 de diciembre de 1984. Esta fecha da 
ya la idea de que la Convención ha sido el producto de una 
larga elaboración, aunque, al mismo tiempo, no recoge las ex- 
periencias más actuales en la materia. Sin embargo, como es 
sabido se creó una Comisión Internacional que finalmente dio 
lugar a la Convención en cuestión. El Poder Ejecutivo envió al 
Parlamento el Mensaje correspondiente aconsejando la ratifica- 
ción del Tratado en el año 1991. Realmente, nos parece que 
este período legislativo no debe finalizar sin que el Uruguay, 
por medio de su Poder Legislativo, rubrique esta pieza interna- 
cional, que es el resultado, reitero, del esfuerzo de la comuni- 
dad internacional para enfrentar el desafío más importante que 
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tenemos por delante o, dicho de otra manera, el flagelo más 
actual que está azotando a la humanidad, 


Lo que he dicho no implica que muchas de las observacio- 
nes realizadas por el señor senador Gargano en el seno de la 
Comisión no sean aceptables para nosotros. Sin embargo, cree- 
mos que la opción es muy clara. El Uruguay suscribe esta 
Convención y se convierte así en uno de los países que estrecha 
filas para luchar contra el narcotráfico, o queda al margen de 
este esfuerzo internacional que se está realizando en ese senti- 
do. Pensamos que el prestigio y el buen nombre del país nos 
tienen que colocar en un solo tado: en el de quienes están 
decididos a enfrentar el narcotráfico. 


Por estas razones creemos que es importante que el Parla- 
mento vote hoy la adhesión del país a este Tratado Internacio- 
nal. 

SEÑOR BRUERA. - En principio, deseo manifestar que es 
necesario que el Parlamento discuta en algún momento -yo 
diría bajo la iniciativa del Puder Ejecutivo- sobre medidas con- 
cretas que se deben adoptar en relación con el problema del 
narcotráfico ya que, como aquí se ha dicho, existen publicacio- 
nes que afirman que nuestro país es una plaza importante del 
lavado de dólares provenientes del narcotráfico. 


En el mundo se reconocen, dentro de los problemas globa- 
les: la situación existente entre el Norte y el Sur, los problemas 
de carácter ecológico, los virósicos y los relativos al narcotráfi- 
co. Todos hemos visto en estos días en la prensa las declaracio- 
nes hechas en Colombia respecto a que al campo financiero 
han ingresado U$S 3.000:000.000 provenientes del gran nego- 
cio que significan las actividades vinculadas al narcotráfico. 
También la opinión pública ha podido saber que los narcotrafi- 
cantes han sido quienes asesinaron a un candidato a la Presi- 
dencia de México. Asimismo, nos hemos enterado de la huelga 
que llevaron a cabo los plantadores de coca en Bolivia, debido 
a que fueron engañados para cambiar de cultivo y el precio que 
en principio se les había ofrecido, ahora no se cumple. 


La situación se torna dramática para el mundo. La guerra 
del opio es a esta altura algo que pasó al recuerdo, puesto que 
hoy observamós un fenómeno destructivo de gran magnitud. 


En consecuencia, creo que es necesario conocer la opinión 
del Poder Ejecutivo sobré las medidas concretas que nuestro 
país está poniendo en práctica en torno a este terna. 

Es cuanto deseaba señalar. 

SEÑOR BLANCO. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 

SEÑOR BLANCO. - Señor presidente: en Comisión tuve la 


oportunidad de acompañar con mi voto este proyecto de ley y, 
por supuesto, del mismo modo voy a actuar en el Senado, no 
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obstante lo cual antes me gustaría hacer algunos comentarios al 
respecto. 


Quiero señalar que es importante tener en cuenta que esta 
Convención, en su propósito, en su teleología, en su objetivo, 
está dirigida a buscar una coincidencia, una sincronización de 
las legislaciones penales de los distintos países en materia de 
represión de las actividades vinculadas al narcotráfico, así como 
la organización de un sistema de cooperación jurídica entre los 
Estados miembros. 


La Convención que ahora se está considerando en el Sena- 
do tiene dos partes claramente diferenciadas: por un lado, la 
configuración de determinados ilícitos penales, buscando que 
los tipos delictivos consiguientes sean concordantes O estén 
sintonizados de un país a otro y, por otro, el establecimiento de 
medidas de cooperación y de asistencia jurídica y judicial entre 
los países miembros. 


En este segundo aspecto, la Convención sigue la línea de 
otros instrumentos internacionales que ya hemos aprobado en 
el Senado y, como es lógico, frente a formas de delincuencia 
internacional, busca la cooperación entre la Justicia que persi- 
gue a esos delincuentes. 


En lo que refiere a los tipos delictivos -y aclaro que voy al 
encuentro de algunas objeciones formuladas en el fundado es- 
tudio que presentó en la Comisión el señor senador Gargano- la 
legislación comparada en esta materia no sigue la misma ten- 
dencia u orientación que la legislación penal nacional habitual, 
que es la de estructurar estos tipos delictivos con un número 
reducido de verbos nucleares, que definen la acción punible. 
Siguiendo la técnica que prevalece en los países anglosajones, 
utiliza una gran cantidad de verbos nucleares, a fin de cubrir 
todos los matices imaginables -inclusive, algunos que ni siquie- 
ra es fácil imaginar- de la posible acción delictiva. 


Entonces, si hemos de buscar la eficacia en la lucha contra 
el narcotráfico por medio de una concordancia de las legisla- 
ciones penales correspondientes, es preciso que éstas se ciñan a 
la misma técnica de definición del tipo delictivo. 


Por otra parte, deseo señalar que las medidas que la Con- 
vención estipula como obligatorias para las partes deberán ser 
tomadas por los Estados de acuerdo con sus propios procedi- 
mientos internos. Por ejemplo, con respecto a la extradición 
-tema sensible y recurrente- en el quinto párrafo del artículo 6” 
se dice: “La extradición estará sujeta a las condiciones previs- 
tas por la legislación de la Parte requerida o por los tratados de 
extradición aplicables, incluidos los motivos por los que la 
Parte requerida puede denegar la extradición”. Esto es, que la 
aplicación de las medidas previstas en la Convención se realiza 
en función de las decisiones soberanas que toman los países. 


Asimismo, me gustaría destacar que tos delitos que prevé la 
Convención, y la cooperación que instituye, no se refieren úni- 
camente a actividades ilícitas o presuntamente ilícitas que se 
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desarrollen en favor del narcotráfico en países productores de 
la droga, sino que también alcanza a los países consumidores. 
¿Por qué decimos esto? Porque el artículo 3* de la Convención 
así lo define, puesto que en él no solamente se habla de la 
producción, la fabricación, la extracción, la preparación y la 
oferta sino, también, de la oferta para la venta, la distribución, 
la venta, la entrega en cualesquiera condiciones, el corretaje, el 
envío, el envío en tránsito, el transporte, etcétera. De tal modo 
que, insisto, no se trata sólo de normas referidas a los lugares 
en donde se produce la droga, sino también a los países en que 
se la consume. 


Por lo expuesto, creo que es oportuno que nuestro país 
apruebe esta Convención como una expresión política de su 
voluntad firme de combatir el narcotráfico. Pienso que es un 
paso positivo en la materia, aun cuando, como es obvio, todos 
sabemos que este flagelo no habrá de combatirse ni solucionar- 
se exclusivamente con esta Convención; pero es un medio idó- 
neo para cooperar en esa tarea a la que todos estamos convocados. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto, 


(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión pasticular. 

SEÑOR ZUMARAN. - Solicito que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud que 
acaba de plantear el señor senador Zumarán. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo único. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase la Convención de fas 
Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas, adoptada en Viena el 20 de diciembre 
de 1988, suscripta por la República Oriental del Uruguay el día 
19 de diciembre de 1989”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único del proyecto. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley, que será comunicado al Poder Ejecutivo a los efectos de su 


promulgación. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


33) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una exposición 
escrita, 


(Se da de la siguiente:) 


“Los señores senadores Gargano, Batalla, Pozzolo, Ricaldo- 
ni, Cassina, Elso Goñi y Zumarán solicitan se curse una exposi- 
ción escrita al Banco de Seguros del Estado relacionada con la 
situación de la Comisión de Fomento Edilicio y Social del 
Cerro, la Asociación de Jubilados y Pensionistas del Cerro y el 
Subprograma Adultos Mayores (Apex-Cerro)”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 7 de setiembre de 1994. 


Sr. presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad a lo dispuesto por el Reglamento 
del Senado, cúmpleme, plantear, por la vía de la presen- 
te exposición escrita, la situación de la Comisión de 
Fomento Edilicio y Social del Cerro, la Asociación de 
Jubilados y Pensionistas del Cerro y el Subprograma 
Adultos Mayores (Apex - Cerro), los cuales solicitan la 
permanencia de las instituciones gestionantes en el local 
ubicado en Grecia y Prusia (antigua sede de la Asisten- 
cia del Ministerio de Salud Pública, hoy trasladado al 
Centro Coordinado), propiedad del Banco de Seguros 
del Estado, al que éste intenta recuperar mediante una 
acción de desalojo, ya en trámite de lanzamiento para el 
21 de setiembre de 1994. 


Las instituciones mencionadas desean mantenerse en 
el local, que fue reciclado, instalándose en él diferentes 
talleres y clases que comienzan a vitalizarlo, intentando 
una participación plena de la comunidad mediante el 
desarrollo de un programa local de salud especialmente 
referido, en una primera etapa, a los adultos mayores. 
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Se han emprendido ya por parte de las instituciones 
que ocupan el bien, una serie de acciones comunitarias, 
tales como: 


1) Instrumentación de un centro diurno de atención 
geriátrica y a más largo plazo un servicio de atención 
geriátrica domiciliaria; 


2) Cumplir un rol terapéutico en la resocialización 
de personas mayores con carencias afectivas y sociales; 


3) Realizar un censo neuroepidemiológico mediante 
la participación del Instituto de Neurología de la Facul- 
tad de Medicina; 


4) Llevar a cabo un plan de difusión de patologías de 
los adultos mayores y de promoción de la formación de 
grupos de autoayuda familiar. 


Surge de la lectura del documento que se adjunta, la 
excelente inspiración que mueve a los gestionantes, lo 
cual aconseja solicitar la suspensión de cualquier proce- 
dimiento de desalojo al propietario del local, organismo 
público que también debe impulsar toda acción solida- 
na. 


En términos generales parece muy interesante esti- 
mular la creación de núcleos de trabajo como este, don- 
de exista participación directa de los interesados, es de- 
cir, adultos mayores todavía capacitados para cumplir 
tareas de servicio y ayuda. Tales núcleos, sin embargo, 
deben funcionar coordinadamente con organizaciones que 
cumplan similares funciones, en un régimen de autono- 
mía y cooperación mutua. 


Por tanto solicitamos que se remita la presente expo- 


sición escrita al Banco de Seguros del Estado, a los - 


efectos de que, por Jo menos, suspenda la realización 
del lanzamiento fijado para el día 21 de setiembre que 
ha de producir un mal irremediable para la comunidad 
sin beneficio alguno para el organismo propietario, 


Agradeciendo al señor presidente la atención que se 
sirva dispensarle a esta gestión, le saludo muy atenta- 
mente. 


Gargano, Batalla, Pozzolo, Ricaldoni, Cassi- 
na, Elso Goñi, Zumarán. Senadores. 


El Subprograma Adultos Mayores forma parte del 
Programa APEX-CERRO. 


El APEX se define como un programa de integra- 
ción Docente-Asistencial que se desarrolla en el marco 
de la Atención Primaria de la Salud. Propone una nueva 
forma de extensión universitaria, asociada a la docencia, 
al servicio y a la participación activa de la comunidad. 
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APEX (Aprendizaje y Extensión) es parte del Pro- 
yecto “UNI” de la Fundación Kellogg y desde 1993 por 
resolución del Consejo Directivo Central de la Universi- 
dad de la República, se integra totalmente a ésta desde 
una perspectiva original y novedosa: 


En forma resumida señalamos sus principales finali- 
dades: 


1- Transformar el proceso de Atención de la Salud 
actualmente existente en el Cerro, con desarrollo 
de un programa de Atención Primaria de la Salud 
(APS), contribuyendo a la gestación de un Siste- 
ma Local de Salud. 


2- Mejorar la calidad de vida de la población, pro- 

moviendo la participación activa, efectiva y sis- 
temática de la comunidad en la gestión, adminis- 
tración y uso eficaz de la Red de Salud a su 
disposición, e impulsar su protagonismo en el 
proceso de Educación continua. 


3- Generar una nueva modalidad en el proceso de 
enseñanza-aprendizaje universitario. 


El Subprograma Adultos Mayores se integra a una 
historia y esfuerzos previos y propios de la comunidad 
del Cerro. 


El mismo local de Grecia y Prusia (antiguo local de 
la Asistencia del M.S.P.) resume con su historia el :in- 
tento de la comunidad por rescatar un rol protagónico. 
Abandonado, luego del traslado del M.S.P. hacia el Centro 
Coordinado del Cerro, la Comisión de Fomento Edilicio 
y Social del Cerro, constituida en su inmensa mayoría 
por mujeres mayores, protagoniza un rescate de la plan- 
ta física. Posteriormente, se instalan diferentes talleres y 
clases que dan vida al local nuevamente. La integración 
de la Asociación de Jubilados y Pensionistas del Cerro, 
con sus tareas gremiales y de asesoramiento comple- 
mentan un entorno más que propicio para abordar la 
problemática de la Salud desde una perspectiva humani- 
zada e integral con el Programa APEX. 


Hoy, en el local funciona el Subprograma Adultos 
Mayores, el cual busca interpretar cabalmente los objeti- 
vos finalistas del APEX. Integrado por técnicos univer- 
sitarios (médicos postgrados de Geriatría, Nutricionista 
y Psicólogo) y con participación plena de la comunidad 
en todos los niveles de decisión, a través de delegados 
de la Asociación de Jubilados y de la Comisión de Fo- 
mento, 


Como programa “abierto” se presupone la progresi- 
va integración - incorporación, de otras Facultades y 
Escuelas Universitarias con el desarrollo del sistema, así 
como representantes de otros grupos comunitarios. 
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Actualmente las actividades de la propia comunidad 
cumplen con un rol terapéutico importante en la resocia- 
lización de personas mayores con diferentes carencias 
afectivas o sociales, aislados, con núcleos familiares no 
continentes, permitiendo mantener a la persona mayor 
inserta en su medio socio-familiar y evitando la tenden- 
cia a “institucionalizar” que muchas veces existe. 


La importancia del local deriva de que ha sido un 
sitio referente tradicional en lo asistericial en el Cerro. 
Su ubicación, su lugar en el imaginario colectivo, y lo 
más importante el hecho de que ha sido la propia comu- 
nidad la que recicló el local, le dan un valor afectivo 
insoslayable. Es la propia comunidad la que da solución 
a una carencia específica en la zona pues esta carece de 
recursos asistenciales públicos o privados que atiendan 
en forma especializada la problemática del Adulto Ma- 
yor. Hoy, el 50% de los pacientes provienen o son usua- 
rios de instituciones médicas colectivas. 


Se tiende así, a caminar en el sentido de cumplir 
desde el Programa APEX con una de sus finalidades: la 
de contribuir a desarrollar un Sistema Local de Salud. 


Se hallan en desarrollo la formación de Agentes de 
Salud específicos para el grupo etario de los Adultos 
Mayores, así como la instrumentación de un Centro Diur- 
no y a más largo plazo un Servicio de Atención Geriátri- 
ca Domiciliaria. Ello permitiría constituir un Sistema de 
Atención Primaria Geriátrico-Gerontológica único y 
ejemplar a nivel nacional, ámbito de formación: para 
postgrados y pregrados de diferentes disciplinas. 


El casco del Cerro, lugar donde se encuentra el local 
del Centro Comunitario de Grecia y Prusia, nuclea a la 
mayoría de los Adultos Mayores de la Villa, por lo que 
también existen razones demográficas para fundamentar 
su necesidad. 


El Banco de Seguros, propietario del local ha hecho 
caso omiso de todas estas razones. Ha escatimado entre- 
vistas. Sus directores no han visitado una sola vez el 
Centro Comunitario en actividad, o lo han hecho días 
feriados o domingos. Alguna vez, esgrimió la necesidad 
de vender el local a Secundaria para reciclarlo para un 
liceo, generándose o pretendiendo generar una falsa con- 
tradicción entre jóvenes y personas mayores. Lo cierto 
es que informes de peritos arquitectos de Secundaria 
descartan el local por no apto para tales fines y porque 
requeriría de una inversión irracional que de todas for- 
mas tampoco daría satisfacción a la necesidad de un 
liceo. También ha hecho caso omiso a comisiones parla- 
mentarias, que reconocen la importancia de la obra que 
se lleva a cabo, 


Pese a ser evasivo para concretar entrevistas, este 
Directorio ha sido muy rápido en completar los trámites 
legales para el lanzamiento del local. 
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El Banco desaloja, no a “cuatro viejos locos” como 
dijera algún director, sino una experiencia única a nivel 
nacional y tal vez latinoamericano. Desaloja también a 
niños y adolescentes que asisten a diferentes talleres que 
permiten una solución integradora e intergeneracional 
de la problemática del Adulto Mayor. Desaloja un ámbi- 
to de formación e investigación universitaria. Desaloja 
una solución integral y económica, complementaria del 
Sistema de Salud Público y Privado del Cerro. 


Hoy la policlínica del Programa permite una evalua- 
ción de cada paciente que asiste desde una perspectiva 
multiprofesional. Se cuenta con un horario amplio, con 
trabajo en equipo que genera soluciones específicas aten- 
diendo a la persona en un sentido integral. 


Le adjuntamos un informe preliminar de un estudio 
sobre los cien primeros pacientes que consideramos re- 
presentativos de la población asistida. 


Destacamos también que en el mismo local se reali- 
za un Censo Neuroepidemiológico, por parte del Institu- 
to de Neurología de la Facultad de Medicina y el Subpro- 
grama de Salud mental de APEX, tendiente a detectar 
enfermedades neurológicas y redes de apoyo social en la 
zona. De las zonas censadas se destaca la detección de 
más de 800 pacientes con patología neurológica en este 
grupo etario. Pero también se han detectado un número 
similar de niños que son evaluados en una segunda eta- 
pa por neuropediatras. 


El mismo local ha servido también para llevar a 
cabo un plan de difusión de patologías tan frecuentes 
como la demencia senil, y la promoción de la formación 
de grupos de Autoayuda familiar, en conjunto con 
A.U.D.A.S, (Asociación Uruguaya de Ayuda al Alzhei- 
mer y Similares). 


En suma, si el local no sirve para liceo y se pretende 
desalojar a una comunidad que soluciona o busca solu- 
ciones a Sus problemas, ¿a quién volverá el local? ¿a las 
ratas como antes de que la comunidad lo rescatara y le 
diera un fin acorde a sus demandas reales? 


Comisión de Fomento Edilicio y Social del Cerro. 
Asociación de Jubilados y Pensionistas del Cerro. 
Subprograma Adultos Mayores (APEX-CERRO). 
Mayo 1994. 


POLICLINA ADULTOS MAYORES 
Informe preliminar sobre estudio descriptivo 


El presente estudio se realizó con tos 100 primeros 
pacientes captados por la Policlínica. 


La patología más frecuente es la hipertensión ar- 
terial (HTA): 53%. 
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Este porcentaje se distribuye en un rango de edades 
que va de los 60 años a los 87 años, con una media de 
71 años (+ 6,6 desvíos standart). 


El 75,47% son de sexo femenino y el 24,53% de 
sexo masculino. 


Aproximadamente el 70% de estos pacientes se ha- 
llan incompletamente estudiados o no estudiados, inde- 
pendientemente del tipo de asistencia previa (pública o 
privada). 


El 49% de los pacientes desconocía su enfermedad y 
no eran tratados, ni controlados. Un 6%, aunque conocía 
su patología, no era controlado periódicamente. 


Se pesquisaron también factores de riesgo cardiovas- - 


cular asociados: 

1. Obesidad o sobrepeso: 50,94% 

2”. Diabetes (tipo 1D): 18,86% 

3”. Dislipemia (comprobada): 11,32% 

4”. Tabaquismo: 5,66% 

5”. Hiperuricemia: 1,88% 

Otras patologías: 

Artrosis (demostrada y sintomática): 39% 

Patología digestiva: 17% 

Hipertiroidismo: 5,5% 

Parkinson: 5,5% 

A partir de esta realidad se instrumentan medidas de 
Promoción de Salud - Educación para la Salud (charlas 
informativas, etc.) 

Se adquiere un equipo Accutrend para determina- 
ción de glicemia capilar y mejor control de los diabéti- 
cos. La comunidad participa instrumentando un sistema 
de reposición de las tiras del equipo reactivo. 

Se realizan asimismo jornadas de revalorización de 
la marcha-caminata como actividad física (Cerro-Cami- 


nata, paseos programados, etc.), vinculando la atención 
a la recreación. 


Mayo 1994.” 
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34) “CAPITAN DE CORBETA ERNESTO MOTTO”. De- 
sígnase con este nombre a la base naval secundaria de 
la Armada Nacional ubicada en el actual Apostadero 
Naval de La Paloma. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en decimoctavo lugar del orden del día: “Proyecto 
de ley por el que se designa con el nombre “Capitán de Corbeta 
Ernesto Motto' la base naval secundaria de la Armada Nacio- 
nal ubicada en La Paloma. (Carp. N” 1495/94 - Rep. N” 881/ 
94).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1495/94 
Rep. N” 881/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Capi- 
tán de Corbeta Ermesto Motto” a la Base Naval Secun- 
daria de la Armada Nacional ubicada en el actual Apos- 
tadero Naval de La Paloma. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 8 de junio de 1994, 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Defensa Nacional 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Capi- 
tán de Corbeta Ernesto Motto” a la Base Naval Secun- 
daria de la Armada Nacional ubicada en el actual Apos- 
tadero Naval de La Paloma. 


Sala de la Comisión, 1? de agosto de 1994. 
Raumar Jude (Miembro Informante), Daoiz 


Librán Bonino, Walter Santoro, José Korze- 
niak (Discorde). Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general. 
(Se vata:) 

-13 en 18. Afirmativa. 

-En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Capitán de 
Corbeta Ernesto Motto' a la base naval secundaria de la Arma- 
da Nacional ubicada en el actual Apostadero Naval de La Palo- 


” 


ma”. 
-En consideración. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


“SEÑOR KORZENIAK. - Señor presidente: adelanto que 
nuestra bancada no habrá de votar la denominación que se 
propone para la Base Naval de La Paloma -pese a que en 
términos técnicos se le llama Base Naval Secundaria de la 
Armada Nacional- porque entendemos que merece llevar el 
nombre de otros marinos fallecidos que han tenido una mejor 
trayectoria que la del capitán de corbeta Ernesto Motto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 


se va a votar el artículo único del proyecto de ley. 
(Se vota:) 
-12 en 18. Afirmativa. 


Queda aprobado en general y particular el proyecto de ley, 
que será comunicado al Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


35) RESIDENCIAS MEDICAS HOSPITALARIAS. Modi- 
ficación del decreto ley N* 15.372 de 4 de abril de 1983. 
Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en vigésimo tercero término del orden del día: “Pro- 
yecto de ley por el que se modifican varios artículos del decre- 
to-ley N* 15,372, de 4 de abril de 1983, relativo a la creación y 
fijación de cometidos de la Comisión Técnica de Residencias 
Médicas Hospitalarias. (Carp. N* 1579/94 - Rep. N” 913/94)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 1579/94 
Rep. N* 913/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Sustitúyese el artículo 1” del decreto- 
ley N” 15.372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 1”. - El régimen de Residencias Médi- 
cas Hospitalarias es el sistema de capacitación progresi- 
va que vincula funcionalmente al recién egresado con 
un centro asistencial o docente, debidamente acredita- 
dos, de carácter público o privado, en el que actúa en 
forma intensiva bajo la orientación y supervisión del 
personal superior estable de dicho centro”. 


Art. 2%. - Sustitúyese el artículo 3” del decreto-ley 
N? 15.372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 3”. - Créase la Comisión Técnica de 
Residencias Médicas Hospitalarias la que estará integra- 
da por tres representantes médicos del Ministerio de 
Salud Pública y tres representantes médicos de la Uni- 
versidad de la República; la que actuará en la órbita del 
Ministerio de Salud Pública y de la Facultad de Medici- 
na. 


Sus integrantes deberán tener como mínimo cinco 
años de ejercicio de la profesión. 


La presidencia será rotativa en forma anual entre un 
representante del Ministerio de Salud Pública y un re- 
presentante de la Facultad de Medicina. 


Para el caso en el cual se registrase empate en las 
votaciones de la Comisión, el presidente en ejercicio de 


la misma tendrá doble voto”, 


Art. 3%, - Sustitúyese el artículo 4” del decreto-ley 
N? 15.372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 4”. - Es competencia de la Comisión 
Técnica de Residencias Médicas Hospitalarias: 


A) La supervisión general del régimen de Residen- 
cias Médicas Hospitalarias. 


B) Decidir en los aspectos éticos y disciplinarios re- 
lativos a la actuación del residente. 


C) Proponer la reelección anual de los residentes. 
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D) Autorizar a los residentes la realización de aque- 
llas actividades que a su juicio no interfieran con 
la Residencia Médica. 


E) Designar Comisiones Asesoras Delegadas con po- 
testades de asesoramiento para cada una de las 
especialidades en que se capaciten los residentes, 
disponiendo la cantidad de sus miembros. 


F) Establecer convenios con aquellas instituciones 
de asistencia médica públicas o privadas que de- 
cidan vincularse al régimen de Residencias Mé- 
dicas y que a juicio de la Comisión sean debida- 
mente acreditadas para cumplir los objetivos pro- 
puestos. 


Sin perjuicio de lo dispuesto como competencias de 
la Comisión, se faculta a la misma a resolver las dife- 
rentes situaciones referidas al régimen de Residencias 
Médicas Hospitalarias que afecten su normal funciona- 
miento y desarrollo”. 


Art. 4%, - Sustitúyese el artículo 7” del decreto-ley 
N?* 15.372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 7”. - Los cargos de Residencias Médi- 
cas Hospitalarias serán provistos por concurso de oposí- 
ción, de acuerdo a las disposiciones legales vigentes y a 
la reglamentación que para el caso se dicte, entre aque- 
llos egresados de la Facultad de Medicina que no tengan 
más de tres años de titulados a la fecha de la inscripción 
para el concurso. Se entiende por titulación la fecha de 
expedición del título por la Universidad de la Repúbli- 


$e 


ca. 


Art. 5”. - Sustitúyese el artículo 8” del decreto-ley 
N?* 15,372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 8". - La Residencia Médica Hospitala- 
ria se extenderá por un plazo mínimo de tres años, suje- 
to el primero a las resultancias de los concursos de opo- 
sición y los sucesivos a la reelección anual a propuesta 
de la Comisión Técnica de Residencias Médicas Hospi- 
talarias. El residente, en consecuencia, estará sujeto para 
la continuación en el desempeño de su cargo a la pro- 
puesta de reelección anual por parte de la Comisión 
Técnica mencionada, la que tendrá en consideración los 
informes de los jefes de servicio y los jefes residentes. 


Cada Residencia Médica Hospitalaria se extenderá 
por el plazo que determine la Comisión Técnica de Re- 
sidencias Médicas Hospitalarias, sujeto el primero a las 
resultancias de los concursos de oposición y los restan- 
tes a la reelección anual a propuesta de la Comisión 
Técnica de Residencias Médicas Hospitalarias, Órgano 
que solicitará los informes pertinentes. 
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Durante el último año de la Residencia el médico 
residente deberá efectuar una pasantía mínima de seis 
meses en el interior del país, salvo situaciones excepcio- 
nales'contempladas y decididas por la Comisión Técni- 


, 


ca. 


Art. 6”. - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 
9” del decreto-ley N* 15,372, de 4 de abril de 1983, por 
el siguiente: 


“El Ministerio de Salud Pública ofrecerá un número 
no menor de cien cargos para nuevos residentes por año 
para desempeño en sus propias dependencias. Las res- 
tantes entidades, estatales, paraestatales, públicas o pri- 
vadas, informarán al Ministerio de Salud Pública, a efec- 
tos de su llamado, el número de cargos disponibles anual- 
mente”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 2 de agosto de 1994. 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra el señor miembro informante. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: este es un proyecto 
de ley que ya ha sido aprobado por la Cámara de Representan- 
tes y, a su vez, por la Comisión de Salud Pública del Senado. 


Concretamente, se trata de una iniciativa -la Universidad de 
la República y, fundamentalmente, la Facultad de Medicina, 
tienen particular interés en su aprobación- por la que se habilita 
a que las restantes entidades estatales, paraestatales, públicas o 
privadas -al día de hoy, las residencias médico-hospitalarias 
sólo se pueden hacer en los hospitales del Estado, de acuerdo 
con el cupo que asigna para ello el Ministerio de Salud Públi- 
ca- que deseen tener residentes en sus sanatorios, lo comuni- 
quen al Ministerio de Salud Pública. Cabe señalar que las Resi- 
dencias Médicas Hospitalarias pueden ser realizadas por los 
médicos que tienen hasta tres años de graduados, Jo que les . 
permite adquirir una capacitación progresiva que vincula al 
recién egresado con un centro asistencial. De ese modo, el 
cupo de cien residentes por año que tiene que dar obligatoria- 
mente el Ministerio -como lo hace en la: actualidad- puede 
ampliarse a efectos de que los médicos recién graduados reali- 
cen el posgrado de internista con mayor facilidad. Es de indicar 
que el acceso a una residencia de esas características -y tal 
como figuraba en la ley anterior- se logra a través del concurso. 
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En definitiva, este proyecto de ley que estamos consideran- 
do plantea la posibilidad de que en el caso que las instituciones 
de Asistencia Médica Colectiva entiendan conveniente y pru- 
dente abrir una determinada cantidad de cargos para cubrirlos 
con médicos que deseen hacer la residencia, se lo deberán 
comunicar al Ministerio de Salud Pública. Con ello se permiti- 
rá ampliar anualmente la cantidad de profesionales recién egre- 
sados que están en condiciones de acceder a esos cargos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 19. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 1”, - Sustitúyese el artículo 1? del decreto-ley 
N* 15,372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


*ARTICULO 1". - El régimen de Residencias Médicas Hos- 
pitalarias es el sistema de capacitación progresiva que vincula 
funcionalmente al recién egresado con un centro asistencial o 
docente, debidamente acreditados, de carácter público o priva- 
do, en el que actúa en forma intensiva bajo la orientación y 
supervisión del personal superior estable de dicho centro'..” 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota: ) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 2”. 


SEÑOR ZUMARAN. - Solicito que se suprima la lectura 
de todos los artículos restantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se suprime la 
lectura de todos los artículos. 


(Se vota: ) 
-18 en 19. Afirmativa. 
SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: formulo moción para 
que se voten en bloque los restantes artículos de este proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador Pérez, 
secundada por el señor senador Gargano. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 
En consideración los artículos 2” a 6? del proyecto de ley. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir, 
es el siguiente: 


“ARTICULO 2”. - Sustitúyese el artículo 3" del de- 
creto-ley N* 15,372 de 4 de abril de 1983, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 3”. - Créase la Comisión Técnica de 
Residencias Médicas Hospitalarias la que estará integra- 
da por tres representantes médicos del Ministerio de 
Salud Pública y tres representantes médicos de la Uni- 
versidad de la República; la que actuará en la órbita del 
Ministerio de Salud Pública y de la Facultad de Medici- 


na. 


Sus integrantes deberán tener como mínimo cinco 
años de ejercicio de la profesión. 


La presidencia será rotativa en forma anual entre un 
representante del Ministerio de Salud Pública y un re- 
presentante de la Facultad de Medicina. 


Para el caso en el cual se registrase empate en las 
votaciones de la Comisión, el presidente en ejercicio de 
la misma tendrá doble voto”, 


Art. 3%. - Sustitúyese el artículo 4% del decreto-ley 
N? 15,372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 4”. - Es competencia de la Comisión 
Técnica de Residencias Médicas Hospitalarias: 


A) La supervisión general del régimen de Residen- 
cias Médicas Hospitalarias. 


B) Decidir en los aspectos éticos y disciplinarios re- 
lativos a la actuación del residente. 


C) Proponer la reelección anual de los residentes. 
D) Autorizar a los residentes la realización de aque- 


las actividades que a su juicio no interfieran con 
la Residencia Médica. 
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E) Designar Comisiones Asesoras Delegadas con po- 
testades de asesoramiento para cada una de las 
especialidades en que se capaciten los residentes, 
disponiendo la cantidad de sus miembros. 


F) Establecer convenios con aquellas instituciones 
de asistencia médica públicas o privadas que. de- 
cidan vincularse al régimen de Residencias Mé- 
dicas y que a juicio de la Comisión sean debida- 
mente acreditadas para cumplir los objetivos pro- 
puestos, 


Sin perjuicio de lo dispuesto corno competencias de 
la Comisión, se faculta a la misma a resolver las dife- 
rentes situaciones referidas al régimen de Residencias 
Médicas Hospitalarias que afecten su normal funciona- 
miento y desarrollo”. 


Art. 4%. - Sustitúyese el artículo 7” del decreto-ley 
N” 15.372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO 7”. - Los cargos de Residencias Médi- 
cas Hospitalarias serán provistos por concurso de oposi- 
ción, de acuerdo a las disposiciones legales vigentes y a 
la reglamentación que para el caso se dicte, entre aque- 
llos egresados de la Facultad de Medicina que no tengan 
más de tres años de titulados a la fecha de la inscripción 
para el concurso. Se entiende por titulación la fecha de 
expedición del título por la Universidad de la Repúbli- 


” 


ca. ; 


Art. 5”. - Sustitúyese el artículo 8” del decreto-ley 
N* 15:372, de 4 de abril de 1983, por el siguiente: 


“ARTICULO $”. - La Residencia Médica Hospitala- 
ria se extenderá por un plazo mínimo de tres años, suje- 
to el primero a las resultancias de los concursos de opo- 
sición y los sucesivos a la reelección anual a propuesta 
de la Comisión Técnica de Residencias Médicas Hospi- 
talarias. El residente, en consecuencia, estará sujeto para 
la continuación en el desempeño de su cargo a la pro- 
puesta de reelección anual por parte de la Comisión 
Técnica mencionada, la que tendrá en consideración los 
informes de los jefes de Servicio y los jefes Residentes. 


Cada Residencia Médica Hospitalaria se extenderá 
por el plazo que determine la Comisión Técnica de Re- 
sidencias Médicas Hospitalarias, sujeto el primero a las 
resultancias de los concursos de oposición y los restan- 
tes a la reelección anual a propuesta de la Comisión 
Técnica de Residencias Médicas Hospitalarias, órgano 
que solicitan los informes pertinentes. 


Durante el último año de la Residencia el médico 
residente deberá efectuar una pasantía mínima de seis 
meses en el interior del país, salvo situaciones excepcio- 
nales contempladas y decididas por la Comisión Técni- 


»” 


ca. 


CAMARA DE SENADORES €C.S.- 505 


Art. 6”. - Sustitúyese el inciso segundo del artículo 
9” del decreto-ley N* 15.372, de 4 de abril de 1983, por 
el siguiente: 


“El Ministerio de Salud Pública ofrecerá un número 
no menor de cien cargos para nuevos residentes por año 
para desempeñar en sus propias dependencias. Las rés- 
tantes entidades estatales, paraestatales, públicas o pri- 
vadas, informarán al Ministerio de Salud Pública, a efec- 
tos de su llamado el número de cargos disponibles anual- 
mente”) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se van a votar los artículos 2? a 6? del proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 19. Afirmativa. 

Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley, que se comunicará al Poder Ejecutivo a los efectos de su 


promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


36) SALUD CARDIOVASCULAR. Se declaran de interés 


nacional las actividades de control de los factores de 
riesgo y se crea la Comisión Honoraria para la Salud 
Cardiovascular. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en vigesimocuarto término del orden del día: “Pro- 
yecto de ley por el que se declaran de interés nacional las 
actividades tendientes a controlar los factores de riesgo para la 
salud cardiovascular y se crea la Comisión Honoraria. (Carp. 
N” 1568/94 - Rep. N” 912/94)”, 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1568/94 
Rep. N* 912/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Salud 
Pública 
Ministerio de Economía 
y Finanzas 
Ministerio de 
Educación y Cultura 
Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social 


Montevideo, 19 jul. 1994 


Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de someter a ese 
Cuerpo el adjunto proyecto de ley por el que se declara 
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de interés nacional las actividades tendientes a controlar 
los factores de riesgo para la salud cardiovascular y se 
crea la Comisión Honoraría para la Salud Cardiovascu- 
lar con carácter de persona de derecho público no estatal. 


Dicho proyecto fue elaborado por una Comisión in- 
tegrada al efecto por: Fundación Procardias, Comisión 
Interinstitucional Asesora del Programa de Enferrmeda- 
des Cardiovasculares del Ministerio de Salud Pública, 
Sociedad Uruguaya de Cardiología, Cátedra de Cardio- 
logía de la Facultad de Medicina, Sindicato Médico del 
Uruguay y Federación Médica del Interior. 


Los objetivos que se proponen con la aprobación del 
adjunto proyecto de ley surgen de la siguiente exposi- 
ción: 


Las enfermedades cardiovasculares constituyen la pri- 
mera causa de muerte en nuestro país. Á pesar de ello 
este problema no ha sido objeto de una acción sistemáti- 
ca y planificada del sector salud, tanto en los niveles de 
promoción y prevención, como en la uniformización del 
contro! del tratamiento y de la rehabilitación de las pa- 
cientes. 


Esta situación hondamente preocupante, ha sido ana- 
lizada con detención en campos científicos y trabajos de 
investigación epidemiológicos realizados en nuestro país 
que han aportado elementos esclarecedores para diseñar 
una estrategia adecuada, con posibles soluciones a me- 
diano y largo plazo. 


De estos estudios, surgen líneas de acción que orien- 
tan a una política de salud, que aporte eficiencia y efica- 
cia a las actividades a desarrollar por las instituciones 
públicas y privadas del sector. 


De ahí la necesidad de dotar a los planes de preser- 
vación y recuperación de la salud cardiovascular, de un 
dinamismo mayor, y de atributos especiales, con lo que 
se espera obtener un abatimiento significativo en el mis- 
mo plazo, en las tasas de morbimortalidad cardiovascu- 
lar, tal coma ha ocurrido en los países desarrollados. 


Resulta aconsejable, para ello, dar a los planes de 
salud cardiovascular, los caracteres de un emprendimiento 
nacional, con implicancias y responsabilidades sociales, 
educacionales, sanitarias y económicas. 


- — Coordinar e integrar en un programa nacional las * 


actividades hasta ahora desarrolladas en forma 
inconexa por las instituciones del sector. 


- — Confiar a un organismo multisectorial descentra- 
lizado con suficiente autonomía administrativa y 
financiera la política global de salud cardiovas- 
cular, asegurando la continuidad de tal política, y 
mejorando de esta manera los resultados. 


- —Comprometer a los sectores sociales, en un plan 
de acciones donde se coordinen armónicamente 
actividades educativas, preventivas, de recupera- 
ción y de rehabilitación integral, con un centro 
normatizador, coordinador y en ciertas áreas eje- 
cutor. 


En la historia sanitaria del Uruguay, se han señalado 
períodos y circunstancias dramáticas para la salud de la 
población: el arsenal terapéutico parecía insuficiente y 
las medidas preventivas no alcanzaban a revertir la si- 
tuación. Así fue como la incidencia y prevalencia de la 
tuberculosis, la expansión de la hidatidosis, el alarmante 
predominio del cáncer en todas sus formas, la inequidad 
en la atención médica de alto costo, fueron situaciones 
que preocuparon hondamente a las autoridades sanita- 
rias. Sin embargo, la oportuna sanción de leyes específi- 
cas para cada uno de los daños señalados, han permitido 
conjurar total o parcialmente sus efectos. Estas leyes 
crearon, para cada circunstancia, Comisiones Honora- 
rias con carácter de persona jurídica de derecho público 
no estatal; en todos los casos, su gestión ha significado 
un sensible abatimiento de las tasas de morbimortalidad, 
y un creciente control sobre las enfermedades. Los re- 
sultados obtenidos, han merecido el reconocimiento na- 
cional y de los organismos internacionales de salud. 


La creación de estas Comisiones Honorarias pues, ha 
resultado una experiencia exitosa en el Uruguay. De ahí 
que parezca indicado la aplicación de esta experiencia 
al control de otras enfermedades que, como las cardio- 
vasculares, constituyen actualmente verdaderos proble- 
mas. 


Las enfermedades cardiovasculares con tener un ma- 
yor peso en las estadísticas de morbimortalidad, que las 
afecciones referidas, justificarían sobradamente la san- 
ción de una ley de creación de una Comisión Honoraria, 
con estructura jurídica y cometidos similares a los ya 
creados para el control de otras patologías. 


No es presumible que la sola acción curativa o repa- 
radora aun con la disponibilidad de tecnología de avan- 
zada, pueda por sí sola conjurar el problema cardiovas- 
cular en sus consecuencias biológicas, sociales y cconó- 
micas. 


Una vez establecido el daño, las expectativas de una 
recuperación total son relativas, cuando no conduzcan a 
un fín inexorable. La estrategia obligada, pues, consiste 
en adelantarse al daño, controlar los factores de riesgo, 
que salvo algunos de origen genético o hereditario están 
indisolublemente unidos a los hábitos y costumbres de 
la población. 


Esta situación marca la dificultad de obtener buenos 
resultados con políticas sectoriales, o institucionales, si 
no están encumbradas en planes globales con participa- 
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ción multisectorial, orientados a obtener, en el mediano 
y largo plazo hábitos y comportamientos saludables de 
la población, en los que los factores de riesgo aparezcan 
debidamente controtados. 


Estudios internacionales, han demostrado que si fue- 
ra posible la eliminación de los factores de riesgo con- 
trolables (tabaquismo, obesidad, sedentarismo, hiperten- 


sión, diabetes, stress), la incidencia de la enfermedad: 


coronaria se podría reducir en 80 a 90%, paralelamente 
se lograría un aumento en la expectativa de vida de unos 
9 años. E 


Estas consideraciones invitan a alentar esperanzas de 
que, en la medida en que al más alto nivel, se adopten 
las decisiones adecuadas, sea posible, en el mediano 
plazo, ejercer un control efectivo sobre los factores de 
riesgo que condicionan la incidencia y gravitación de 
las enfermedades cardiovasculares en nuestra población. 


De acuerdo a investigaciones recientes, el gasto esti- 
mado que ocasionan las enfermedades cardiovasculares 
al país asciende a U$S 320: (dólares americanos tres- 
cientos veinte millones): 


U$S 100: (dólares americanos cien millones) en aten- 
ción médica y rehabilitación. 


U$S 220: (dólares americanos doscientos veinte mi- 
liones) en la pérdida de fuerza de trabajo por incapaci- 
dad y muerte. 


Dentro de este contexto, durante la Conferencia In- 
ternacional de Salud Cardiovascular desarrollada en Vic- 
toria (Canadá, año 1992) patrocinada por la Organiza- 
ción Mundial de la Salud y la Liga Mundial contra la 
Hipertensión Arterial a través de su Junta Asesora, se 
recomienda a los gobiernos nacionales y municipales 
que la promoción de salud y la prevención de enferme- 
dades cardiovasculares, deberán ser elevadas a nivel gu- 
bernamental creando, a tales fines, organizaciones que 
desarrollen actividades en relación a la salud cardiovas- 
cular, sobre todo en los grupos menos favorecidos y de 
más bajo nivel económico. 


Dentro de los cometidos de la Comisión Honoraria a 
crearse, estarían naturalmente incluidos los referidos a 
las enfermedades cardiovasculares de origen congénito. 


En los países desarrollados las cardiopatías congéni- 
tas constituyen la primer causa de muerte neonatal y 
pediátrica hasta el año de edad. En el Uruguay, esta será 
la situación antes del año 2000, por aumento de las 
madres gestantes con cardiopatías congénitas tratadas y 
disminución de las causas comunes de mortalidad infan- 
til, a saber: distrofia, diarreas, etcétera. 
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Teniendo en cuenta que el 1% de los recién nacidos 
vivos presentan cardiopatías congénitas, podemos presu- 
mir que en nuestro país nacen anualmente quinientos 
niños con cardiopatías, de los cuales el 30% (ciento 
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cincuenta pacientes/año) padecen una cardiopatía de. 


ALTO RIESGO, es decir, con hipoxia severa y/o insufi- 
ciencia cardíaca en el recién nacido, con altísima morta- 
lidad sí no son rápidamente estudiados e intervenidos. 


Aproximadamente otro 30% (ciento cincuenta pa-' 


cientes/año), tendrán una cardiopatía de bajo riesgo, es 
decir, sin sintomatología evidente o sólo evidente en la 
niñez o adolescencia, con baja morbimortalidad y que 
incluso puede curar espontáneamente o no requerir tra- 
tamiento y en caso de que sea necesario, será de riesgo 
mínimo, con excelente pronóstico, 


En suma hoy, en el Uruguay, no menos de trescien- 
tos pacientes por año, presentan una cardiopatía congé- 
nita que requiere tratamiento quirúrgico o por cateteris- 
mo con relativa urgencia. 


Gran parte de los problemas se reducirían significati- 
vamente, con una adecuada organización sanitaria basa- 
da en un programa de regionalización del país, que im- 
plemente la detección precoz del niño portador de car- 
diopatía y su traslado al centro de alta especialización, 
cuando sea apropiado. 


Asimismo existen en los niños cardiopatías provoca- 
das por la fiebre reumática y Enfermedad de Chagas, a 
las cuales se extenderían los beneficios de la prevención 
y detección precoz. 


Como es sabido, los cambios de hábitos de vida, hay 
que introducirlos tempranamente en la edad escolar, ya 
que se ha comprobado que en dicho período etario, co- 
mienzan enfermedades como la Hipertensión Arterial y 
otras, que adquirirán una intensidad progresiva, a medi- 
da que la persona avanza en la edad. 


Respecto al texto del proyecto, cabe destacar: 


En el ARTICULO 1”: Se declaran de “Interés Nacio- 
nal” todas las actividades que tiendan al contralor de los 
factores de riesgo para la salud cardiovascular; este pro- 
pósito no sólo responde a la magnitud y trascendencia 
del problema, sino que recoge el texto del decreto 79/ 
992 de 25 de febrero de 1992 en el que se les asigna el 
carácter de “Interés Nacional” a aquellas actividades. 


Por el ARTICULO 2”: Se crea la Comisión Honora- 
ria para la Salud Cardiovascular. La creación de Comi- 
siones Honorarias, con carácter de persona jurídica de 
derecho público no estatal, ha sido un instrumento efec- 
tivo para afrontar graves contingencias para la salud de 


la población. La lucha contra la tuberculosis, el cáncer, 


la hidatidosis, han significado experiencias exitosas en 
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el Uruguay. Los programas ejecutados por estas Comi- 
siones Honorarias, han logrado abatir sensiblemente las 
tasas de morbimortalidad, habiendo merecido el recono- 
cimiento nacional y el elogio de los organismos interna- 
cionales de salud. 


La integración multiinstitucional propuesta, respon- 
de al propósito de comprometer a los sectores sociales, 
en un plan de acción donde se coordinen armónicamen- 
te las actividades educativas, preventivas, de recupera- 
ción y de rehabilitación integral, en el ámbito de un 
centro coordinador normatizador, y en ciertas áreas eje- 
cutoras. 


En cuanto al número de integrantes de la Comisión 
Honoraria, parece prudente no extender su número más 
allá de 7 miembros, representantes de instituciones vin- 
culadas a los problemas cardiovasculares y con mayor 
actuación en el tema. 


En el ARTICULO 3": Se establece la forma de de- 
signación de los miembros de la Comisión Honoraria y 
el tiempo de permanencia en sus cargos. Es de orden y 
no requiere explicitación. 


En el ARTICULO 4”: Se comete a la Comisión Ho- 
noraria, el nombramiento de un director ejecutivo, cuyo 
perfil, funciones y responsabilidades serán definidos en 
la reglamentación de la ley. 


El director ejecutivo tendría bajo su responsabilidad, 
el cumplimiento de las políticas y la ejecución de los 
programas aprobados por la Comisión Honoraria, así 
como elevar propuestas para el mejor cumplimiento de 
los distintos programas. 


Los cometidos y atribuciones de la Comisión Hono- 
raria definidos en el ARTICULO $* se explican por sí 
mismos. 


En cuanto a la Semana del Corazón a que refiere el 
ARTICULO €” fue instituida por el decreto 79/992 de 
25 de febrero de 1992 (Artículo 2”) con tas finalidades 
allí expresadas. 


Desde entonces se ha desarrollado, con el auspicio 
oficial del Ministerio de Salud Pública y de la Organiza- 
ción Panamericana de la Salud, y con el apoyo de la 
Facultad de Medicina, la Sociedad Uruguaya de Cardio- 
logía, la Fundación Procardias, e instituciones sociales, 
gremiales y culturales. 


Los ARTICULOS 7” y 8? se explican por sí mismos. 


ARTICULO 9”: La aplicación de un adicional del 
1,5% al Impuesto Específico Interno (IMESD) a la re- 
caudación derivada de la aplicación del numeral 4” del 
artículo 1? del Título XI del Texto Ordenado, proporcio- 


naría a la Comisión Honoraria, alrededor de 1,5 miilo- 
nes de dólares al año, cantidad estimada suficiente para 
el cumplimiento de los cometidos asignados a la Comi- 
sión. 


ARTICULO 10: Los recursos provenientes de los 
créditos bancarios son imprescindibles para la instala- 
ción y funcionamiento de la Comisión Honoraria, hasta 
tanto se perciban los recursos referidos en el artículo 9”. 


ARTICULO 11: La participación de la Comisión 
Honoraria para la Lucha Antituberculosa, a que alude el 
presente artículo, en las actividades de la Comisión Ho- 
noraria para la Salud Cardiovascular, aportaría a ésta 
valiosísima información epidemiológica sobre inciden- 
cia y prevalencia de enfermedades cardiovasculares, a 
través de su excelente infraestructura, y los relevamien- 
tos de población que aquella Comisión Honoraria reali- 
za periódicamente. 


ARTICULO 12: La fundamentación de este artículo 
se justifica en que, para diseñar un programa de: salud 
cardiovascular, con suficiente cobertura e impacto, so- 
bre las tasas de morbimortalidad, es indispensable ca- 
racterizar a la población susceptible o en riesgo de sufrir 
el daño. Resulta pues imprescindible recabar toda la 
información necesaria, de las instituciones públicas y 
privadas de atención médica, centralizando y procesan- 
do esta información en la Comisión Honoraria' para la 
Salud Cardiovascular (ello contribuirá a una correcta 
vigilancia epidemiológica). 


ARTICULO 13: Es de orden. 
ARTICULO 14: Es de orden. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor presidente con ta 
mayor consideración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera (PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA), Guillermo García Cos- 
ta, Pablo Landoni, Ricardo Reilly, Ignacio de 
Posadas Montero. 


PROYECTO DE LEY 


CREACION DE LA COMISION 
HONORARIA PARA LA SALUD 
CARDIOVASCULAR 


Artículo 1”. - Declárase de Interés Nacional todas 
las actividades que tiendan a controlar los factores de 
riesgo para la salud cardiovascular. 


Art. 2. - Créase la Comisión Honoraria para la Sa- 
lud Cardiovascular, con carácter de persona jurídica de 
derecho público no estatal, la que se integrará de la 
siguiente manera: 
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a) Un delegado del Poder Ejecutivo, que la presidi- 
rá. 


b) Un delegado del Ministerio de Salud Pública (Pro- 
grama Prioritario). 


c) Un delegado de la Facultad de Medicina. 


d) Un delegado de la Sociedad Uruguaya de Car- 
diología. 


e) Un delegado de las Gremiales Médicas más re- 
presentativas. 


f) Un delegado de la ONG'S, con mayor actuación 
en Programas de Prevención y Rehabilitación Car- 
diovascular. 


g) Un delegado del Banco de Previsión Social. 


Art. 3”. - Los integrantes de la Comisión Honoraria 
para la Salud Cardiovascular, serán designados por el 
Poder Ejecutivo, a propuesta de las instituciones respec- 
tivas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
anterior y por un período de cinco años. Podrán ser 
reelectos y se mantendrán en el ejercicio de sus cargos 
hasta tanto sean nombrados quienes deban sustituirlos. 


Art. 47. - Una vez instalada la Comisión Honoraria, 
procederá al nombramiento de un director ejecutivo cuyo 
perfil, funciones y responsabilidades, serán definidas en 
la reglamentación de la ley. 


Art. 5%, - Son cometidos y atribuciones de la Comi- 
sión Honoraria Para la Salud Cardiovascular; 


a) Promover, coordinar y desarrollar planes y pro- 
gramas concernientes a la prevención, diagnósti- 
co precoz, tratamiento y rehabilitación de las per- 
sonas expuestas o afectadas por Enfermedades 
Cardiovasculares. 


b) Proporcionar en forma sistemática, información 
destinada a la población y aportar y requerir in- 
formes técnicos a organismos nacionales e inter- 
“nacionales de salud. 


c) Impulsar programas de difusión coordinando las 
acciones pertinentes con entidades oficiales O pri- 
vadas, asistenciales, sociales, sindicales, cultura- 
les, deportivas, cooperativas, fundaciones, etc. 


d) Promover la educación de la población, acerca 
del necesario control de.los factores de riesgo 
cardiovascular, recurriendo fundamentalmente a 
los sistemas formal e informal de educación pú- 
blica. 


CAMARA DE SENADORES Cs. 


1 


e) Estimular, con la participación de los servicios 
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correspondientes, planes de investigación (bási- 


ca, epidemiológica y operativa) impulsando los 
esfuerzos científicos nacionales, para el diagnós- 
tico y tratamiento de las Enfermedades Cardio- 
vasculares. 


f) Propiciar, a través del intercambio con centros y 
organismos internacionales especializados, el 
adiestramiento de personal afectado a los progra- 
mas, así como su actualización. 


e) Programar y presupuestar anualmente su plan de 
actividades, realizar inversiones y aplicar recur- 
sos, informando al Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio de Salud Pública. 


h) Concertar, con el Banco de la República Oriental 
del Uruguay, y demás Bancos del Estado, fórmu- 
las de asistencia financiera para ejecutar sus pro- 
gramas. 


Art. 6”. - La Comisión Honoraría Para la Salud Car- 
diovascular organizará cada año, de serle posible duran- 


te la última semana del mes de noviembre, la SEMANA 


DEL CORAZON, con el propósito de impulsar la cam- 
paña nacional Pro Salud Cardiovascular. A los efectos 
de su organización se crearán Comisiones Departamen- 
tales y Locales, las que funcionarán conforme a las nor- 
mas reglamentarias que dictará la Comisión Honoraria 
para la Salud Cardiovascular. 


Art. 7%. - La representación legal de la Comisión 
Honoraria Para la Salud Cardiovascular, será ejercida 


por su presidente y secretario actuando conjuntamente. 


Art. 8”. - Constituyen fuente de ingreso para la Co- 
misión Honoraria Para la Salud Cardiovascular: 


a) Asignaciones fijadas por Ley Presupuestal. 


b) Frutos civiles y naturales de los bienes que le 
pertenezcan. 


c) Herencias, legados y donaciones. 
d) Contraprestaciones de servicios. 
e) Créditos y préstamos. 


f) Producto de colectas públicas, sorteos y espec- 
táculos a beneficio. 


g) Derecho de dominio y demás derechos reales so- 
bre los bienes que se le asignaran, así como dere- 


chos personales que le pudieran corresponder. 


h) Tributos cuyo producido se le asignara. 
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Art. 9”. - Establécese un adicional del 1.5% al Im- 
puesto Específico Interno (IMESD a la recaudación de- 
rivada de la aplicación del numeral 4) del Art. 1? del 
Título XT del Texto Ordenado. El producido del adicio- 
nal mencionado, será destinado para la Comisión Hono- 
raria para la Salud Cardiovascular. 


Art. 10. - Establécese que la Comisión Honoraria 
para la Lucha Antituberculosa, además de la competen- 
cia y atribuciones conferidas por la ley N* 10.709, de 17 
de enero de 1946 y demás concordantes, coordinará con 
la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular, 
actividades para el cumplimiento de los fines previstos 
en la presente ley. 


La reglamentación determinará la naturaleza y al- 
cance de aquellas actividades. 


Art. 11. - Todas las instituciones de Atención Médi- 
ca, Públicas y Privadas, deberán llevar un registro esta- 
dístico de pacientes por patología cardiovascular, con 
los datos que determine la Comisión Honoraria para la 
Salud Cardiovascular. Las referidas Instituciones, que- 
darán obligadas a suministrar a la Comisión Honoraria 
para Salud Cardiovascular dicha información toda vez 
que le sea requerida. 


Art. 12. - Contra las resoluciones de la Comisión 
Honoraria para la Salud Cardiovascular, procederá re- 
cursos de reposición que deberá interponerse dentro de 
los veinte días hábiles, a partir del siguiente de la notifi- 
cación del acto al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, el presidente de la 
Comisión Honoraria Para la Salud Cardiovascular, dis- 
pondrá de veinte días hábiles para instruir y resolver y 
se considerará denegatoria ficta, por la sola circunstan- 
cia de no dictarse resolución en dicho plazo. 


Denegado el recurso de reposición, el recurrente po- 
drá interponer únicamente por razones de legalidad, de- 
manda de anulación del acto impugnado ante el Tribu- 
nal de Apelaciones en lo Civil de Turno, a la fecha en 
que dicho acto fue dictado. La interposición de esta 
demanda deberá hacerse dentro del término de veinte 
días hábiles de notificada la denegatoria ficta. La de- 
manda de anulación, sólo podrá ser interpuesta por el 
titular de un derecho subjetivo, o de un interés directo, 
personal y legítimo, violado o lesionado por el acto im- 
pugnado. 


El Tribunal fallará en única instancia. 


Art. 13, - Dentro de los sesenta días a partir de su 
constitución, la Comisión Honoraria Para la Salud Car- 
diovascular deberá elevar al Ministerio de Salud Pública 
un Anteproyecto de Reglamento de la presente ley y 
aprobará el Reglamento para su funcionamiento interno. 
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Art. 14. - Comuníquese, publíquese. 


Guillermo García Costa, Pablo Landoni, Ri- 
cardo Reilly, Ignacio de Posadas Montero”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra el señor miembro informante, 


SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: este proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo intenta perfeccionar las activi- 
dades tendientes a controlar los factores de riesgo para la salud 
cardiovascular, que son la principal causa de muerte. 


Cabe aclarar que la iniciativa fue elaborada por una Comi- 
sión integrada por técnicos muy calificados -comno se dice en su 
fundamentación- de distintas entidades: Fundación Procardias, 
Comisión Interinstitucional Asesora del Programa de Enferme- 
dades Cardiovasculares del Ministerio de Salud Pública, Socie- 
dad Uruguaya de Cardiología, Cátedra de Cardiología de la 
Facultad de Medicina, Sindicato Médico del Uruguay y Federa- 
ción Médica del Interior. 


En realidad, se trata de una norma de gran importancia e 
interés, a efectos de procurar una solución a este tema. Sin 
perjuicio de ello, deseo precisar que recibí a una delegación de 
personas, en nombre del Ministerio de Salud Pública, que tra- 
bajaron en la elaboración de este proyecto de ley, quienes me 
solicitaron que en su tratamiento se efectuara una ligera modi- 
ficación. Precisamente, nos sugirieron que en la integración de 
la Comisión antes mencionada -aunque vemos que en la funda- 
mentación está expresado lo que ellos nos solicitan- se tenga en 
cuenta al Sindicato Médico del Uruguay y a la Federación 
Médica del Interior. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor presidente: simplemente, quie- 
ro dejar constancia de que en el apartado e) del artículo 2” del 
proyecto de ley, se expresa: “Un delegado de las Gremiales 
Médicas más representativas”. Se supone que entre ellas están 
comprendidos el Sindicato Médico del Uruguay y la Federa- 
ción Médica del Interior. Lo que sucede es que, quizás, las dos 
tendrán un solo delegado. : 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor senador 
Pérez. 
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SEÑOR PEREZ. - Agradezco al señor senador Gargano su 
aporte. Creo que con este intercambio de opiniones, una vez 
aprobado el proyecto de ley, quedará claro que se trata de un 
delegado del Sindicato Médico del Uruguay y uno de la Fede- 
ración Médica del Interior. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia desea formular 
una pregunta al señor senador Pérez. En el literal f) del artículo 
2” del proyecto de ley se dice: “Un delegado de las ONG'S, 
con mayor actuación en Programas de Prevención y Rehabilita- 
ción Cardiovascular”. Nos parece que estos términos deberían 
escribirse con minúscula, pero ese no es el problema. En reali- 
dad, la Presidencia quiere saber qué se entiende por “ONG'S”, 
aunque se supone que se hace referencia a organizaciones no 
gubernamentales. Concretamente, lo que no comprendemos es 
por qué se utiliza un apóstrofe y una “S”. 


SEÑOR BLANCO. - A mi entender, señor presidente, quie- 
re decir “Non Governmental Organizations”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Consideramos, entonces, que es 
pertinente utilizar en castellano, la expresión “Un delegado de 
las organizaciones no gubernamentales con mayor actuación en 
Programas de Prevención y Rehabilitación Cardiovascular”. Si 
el Senado está de acuerdo, procederíamos de esa forma. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 


SEÑOR GARGANO. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PEREZ. - Formulo moción para que se voten en. 


bloque todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


CAMARA Lo: 


DORES C.S.- 


En consideración los artículos 1% a 13. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“Artículo 1”, - Declárase de Interés Nacional todas 
las actividades que tiendan a controlar los factores de 
riesgo para la salud cardiovascular. 


Art. 2”. - Créase la Comisión Honoraria para la Sa- 
lud Cardiovascular, con carácter de persona jurídica de 
derecho público no estatal, la que se integrará de la 
siguiente Manera: 


a) Un delegado del Poder Ejecutivo, que la presidi- 
rá. 


b) Un delegado del Ministerio de Salud Pública (Pro- 
grama Prioritario). 


c) Un delegado de la Facultad de Medicina. * 


d) Un delegado de la Sociedad Uruguaya de Car- 
diología. 


e) Un delegado de las Gremiales Médicas más re- 
presentativas. 


f) Un delegado de las ONG'S, con mayor actuación 
en Programas de Prevención y Rehabilitación Car- 
diovascular. 


g) Un delegado del Banco de Previsión Social. 


Art. 3”. - Los integrantes de la Comisión Honoraria 
para la Salud Cardiovascular, serán designados por el 
Poder Ejecutivo, a propuesta de las instituciones respec- 
tivas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
anterior y por un período de cinco años. Podrán ser 
reelectos y se mantendrán en el ejercicio de sus cargos 
hasta tanto sean nombrados quienes deban sustituirlos. 


Art. 4%. - Una vez instalada la Comisión Honoraria, 
procederá al nombramiento de un director ejecutivo cuyo 
perfil, funciones y responsabilidades, serán definidas en 
la reglamentación de la ley. 


Art. 5”. - Son cometidos y atribuciones de la Comi- 
sión Honoraria Para la Salud Cardiovascular: 


a) Promover, coordinar y desarrollar planes y pro- 
gramas concernientes a la prevención, diagnósti- 
co precoz, tratamiento y rehabilitación de las per- 
sonas expuestas o afectadas por Enfermedades 
Cardiovasculares. 


b) Proporcionar en forma sistemática, información 
destinada a la población y aportar y requerir in- 
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formes técnicos a organismos nacionales e inter- 
nacionales de salud. 


c) Impulsar programas de difusión coordinando las 
acciones pertinentes con entidades oficiales o pri- 
vadas, asistenciales, sociales, sindicales, cultura- 
les, deportivas, cooperativas, fundaciones, etc. 


d) Promover la educación de la población, acerca 
del necesario control de los factores de riesgo 
cardiovascular, recurriendo fundamentalmente a 
los sistemas formal e informal de educación pú- 
blica. 


e) Estimular, con la participación de los servicios 
correspondientes, planes de investigación (bási- 
ca, epidemiológica y operativa) impulsando los 
esfuerzos científicos nacionales, para el diagnós- 
tico y tratamiento de las Enfermedades Cardio- 
vasculares. 


f) Propiciar, a través del intercambio con centros y 
organismos internacionales especializados, el 
adiestramiento de personal afectado a los progra- 
mas, así como su actualización. 


g) Programar y presupuestar anualmente su plan de 
actividades, realizar inversiones y aplicar recur- 
sos, informando al Poder Ejecutivo a través del 
Ministerio de Salud Pública. 


h) Concertar, con el Banco de la República Oriental 
del Uruguay, y demás Bancos del Estado, fórmu- 
las de asistencia financiera para ejecutar sus pro- 
gramas. 


Art. 6”. - La Comisión Honoraria Para la Salud Car- 
diovascular organizará cada año, de serle posible duran- 
te la última semana del mes de noviembre, la SEMANA 
DEL CORAZON, con el propósito de impulsar la cam- 
paña nacional Pro Salud Cardiovascular. A los efectos 
de su organización, se crearán Comisiones Departamen- 
tales y Locales, las que funcionarán conforme a las nor- 
mas reglamentarias que dictará la Comisión Honoraria 
para la Salud Cardiovascular. 


Art. 7%. - La representación legal de la Comisión 
Honoraria Para la Salud Cardiovascular, será ejercida 


por su presidente y secretafio actuando conjuntamente. 


Art. 8”. - Constituyen fuente de ingreso para la Co- 
misión Honoraria Para la Salud Cardiovascular: 


a) Asignaciones fijadas por Ley Presupuestal. 


b) Frutos civiles y naturales de los bienes que le 
pertenezcan. 


c) Herencias, legados y donaciones. 


d) Contraprestaciones de servicios. 


e) Créditos y préstamos. 


f) Producto de colectas públicas, sorteos y espec- 
táculos a beneficio. 


2). Derecho de dominio y demás derechos reales so- 
bre los bienes que se le asignaran, así como dere- 
chos personales que le pudieran corresponder. 


h) Tributos cuyo producido se le asignara. 


Art. 9”. - Establécese un adicional del 1.5% al Im- 
puesto Específico Interno (IMEST) a la recaudación de- 
rivada de la aplicación del numeral 4) del Art. 1? del 
Título X1 del Texto Ordenado, El producido del adicio- 
nal mencionado, será destinado para la Comisión Hono- 
raria para la Salud Cardiovascular. . 


Art. 10. - Establécese que la Comisión Honoraria 
para la Lucha Antituberculosa, además de la competen- 
cia y atribuciones conferidas por la ley N” 10,709, de 17 
de enero de 1946 y demás concordantes, coordinará con 
la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular, 
actividades para el cumplimiento de los fines previstos 
en la presente ley. 


La reglamentación determinará la naturaleza y al- 
cance de aquellas actividades. 


Art. 11. - Todas las instituciones de atención médi- 
ca, públicas y privadas, deberán llevar un registro esta- 
dístico de pacientes por patología cardiovascular, con 
los datos que determine la Comisión Honoraria para la 
Salud Cardiovascular. Las referidas Instituciones, que- 
darán obligadas a suministrar a la Comisión Honoraria 
para Salud Cardiovascular dicha información toda vez 
que le sea requerida. 


Art. 12, - Contra las resoluciones de la Comisión 
Honoraria para la Salud Cardiovascular, procederá re- 
cursos de reposición que deberá interponerse dentro de 
los veinte días hábiles, a partir del siguiente de la notifi- 
cación del acto al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, el presidente de la 
Comisión Honoraria Para la Salud Cardiovascular, dis- 
pondrá de veinte días hábiles para instruir y resolver y 
se considerará denegatoria ficta, por la sola circunstan- 
cia de no dictarse resolución en dicho plazo. 


Denegado el recurso de reposición, el recurrente po- 
drá interponer únicamente por razones de legalidad, de- 
manda de anulación del acto impugnado ante el Tribu- 
nal de Apelaciones en lo Civil de Turno, a la fecha en 
que dicho acto fue dictado. La interposición de esta 
demanda deberá hacerse dentro del término de veinte 
días hábiles de notificada la denegatoria ficta. La de- 
manda de anulación, sólo podrá ser interpuesta por el 
titular de un derecho subjetivo, o de un interés directo, 
personal y legítimo, violado o lesionado por el acto im- 
pugnado. 


Fl Tribunal fallará en única instancia. 


7 de Seliembre de 1994 


7 de Setiembre de 1994 


Art. 13. - Dentro de los sesenta días a partir de su 
constitución, la Comisión Honoraria Para la Salud Car- 
diovascular deberá elevar al Ministerio de Salud Pública 
un Anteproyecto de Reglamentación de la presente ley y 
aprobará el Reglamento para su funcionamiento inter- 
no”.) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se van a votar todos los artículos, con la modificación anterior- 
mente indicada. 


(Se vota:) 
-18 en 18, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado en general y en particular el proyecto de 
ley, que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1”. - Declárase de interés nacional todas las acti- 
vidades que tiendan a controlar los factores de riesgo para la 
salud cardiovascular. 


Art. 22, - Créase la Comisión Honoraria Para la Salud Car- 
diovascular, con carácter de persona jurídica de derecho públi- 
co no estatal, la que se integrará de la siguiente manera: 


a) Un delegado del Poder Ejecutivo, que la presidirá. 


b) Un delegado del Ministerio de Salud Pública (Programa 
Prioritario). 


c) Un delegado de la Facultad de Medicina. 
d) Un delegado de la Sociedad Uruguaya de Cardiología, 


e) Un delegado de las gremiales médicas más representati- 
vas. E 


t) Un delegado de las organizaciones no gubernamentales 
con mayor actuación en programas de prevención y rehabilita- 
ción cardiovascular. 


e) Un delegado del Banco de Previsión Social. 


Art. 3". - Los integrantes de la Comisión Honoraria para la 
Salud Cardiovascular, serán designados por el Poder Ejecutivo, 
a propuesta de las instituciones respectivas, de conformidad 
con lo establecido en el artículo anterior y por un período. de 
cinco años. Podrán ser reelectos y se mantendrán en el ejercicio 
de sus cargos hasta tanto sean nombrados quienes deban susti- 
tuirlos. 


Art. 4%, - Una vez instalada, la Comisión Honoraria proce- 
derá al nombramiento de un director ejecutivo cuyo perfil, 
funciones y responsabilidades, serán definidas en la reglamen- 
tación de la ley. 


Art. 5”. - Son cometidos y atribuciones de la Comisión 
Honoraria Para la Salud Cardiovascular: 
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a) Promover, coordinar y desarrollar planes y programas 
concernientes a la prevención, diagnóstico precoz, tratamiento 
y rehabilitación de las personas expuestas o afectadas por en- 
fermedades cardiovasculares. 


b) Proporcionar en forma sistemática, información destina- 
da a la población y aportar y requerir informes técnicos a orga- 
nismos nacionales e internacionales de salud, 


c) Impulsar programas de difusión coordinando las accio- 
nes pertinentes con entidades oficiales o privadas, asistenciales, 
sociales, sindicales, culturales, deportivas, cooperativas, funda- 
ciones, etc. 


d) Promover la educación de la población, acerca del nece- 
sario control de los factores de riesgo cardiovascular, recurrien- 
do fundamentalmente a los sistemas formal e informal de edu- 
cación pública. 


e) Estimular, con la participación de los servicios corres- 
pondientes, planes de investigación (básica, epidemiológica y 
operativa) impulsando los esfuerzos científicos nacionales, para 
el diagnóstico y tratamiento de las enfermedades cardiovascu- 
lares. 


f) Propiciar, a través del intercambio con centros y orga- 
nismos internacionales especializados, el adiestramiento de per- 
sonal afectado a los programas, así como su actualización. 


g) Programar y presupuestar anualmente su plan de activi- 
dades, realizar inversiones y aplicar recursos, informando al 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud Pública. 


h) Concertar, con el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, y demás bancos del Estado, fórmulas de asistencia 
financiera para ejecutar sus programas. 


Art. 6”. - La Comisión Honoraria para la Salud Cardiovas- 
cular organizará cada año, de serle posible durante la última 
semana del mes de noviembre, la Semana del Corazón, con el 
propósito de impulsar la campaña nacional pro salud cardiovas- 
cular. A los efectos de su Organización, se crearán comisiones 
departamentales y locales, las que funcionarán conforme a las 
normas reglamentarias que dictará la Comisión Honoraria Para 
la Salud Cardiovascular. 


Art. 7”. - La representación legal de la Comisión Honoraria 
Para.la Salud Cardiovascular, será ejercida por su presidente y 
secretario actuando conjuntamente. 


Art. 8”. - Constituyen fuente de ingreso para la Comisión 
Honoraria Para la Salud Cardiovascular: 


a) Asignaciones fijadas por ley presupuestal. 


b) Frutos civiles y naturales de los bienes que le pertenez- 
can. 


c) Herencias, legados y donaciones. 


d) Contraprestaciones de servicios. 
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e) Créditos y préstamos. 


f) Producto de colectas públicas, sorteos y espectáculos a 
beneficio. 


g) Derecho de. dominio y demás derechos reales sobre los 
bienes que se le asignaran, así como derechos personales que le 
pudieran corresponder. 


h) Tributos cuyo producido se le asignara. 


Art. 9”. - Establécese un adicional del 1,5% al Impuesto 
Específico Interno (IMESI) a la recaudación derivada de la 
aplicación del numeral 4) del artículo 1? del Título XI del 
Texto Ordenado. El producido del adicional mencionado, será 
destinado para la Comisión Honoraria Para la Salud Cardiovas- 


cular. 


Art. 10. - Establécese que la Comisión Honoraria Para la 
Lucha Antituberculosa, además de la competencia y atribucio- 
nes conferidas por la Ley N* 10.709, de 17 de enero de 1946 y 
demás concordantes, coordinará con la Comisión Honoraria 
Para la Salud Cardiovascular, actividades para el cumplimiento 
de los fines previstos en la presente ley. 


La reglamentación determinará la naturaleza y alcance de 
aquellas actividades. 


Art. 11. - Todas las instituciones de atención médica, públi- 
cas y privadas, deberán llevar un registro estadístico de pacien- 
tes por patología cardiovascular, con los datos que determine la 
Comisión Honoraria Para la Salud Cardiovascular. 


Las referidas instituciones, quedarán obligadas a suminis- 
trar a la Comisión Honoraria Para la Salud Cardiovascular di- 
cha información toda vez que le sea requerida. 


Art. 12. - Contra las resoluciones de la Comisión Honoraria 
Para la Salud Cardiovascular, procederá recursos de reposición 
que deberá interponerse dentro de los veinte días hábiles, a 
partir del siguiente de la notificación del acto al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, el presidente de la Comisión 
Honoraria Para la Salud Cardiovascular, dispondrá de veinte 
días hábiles para instruir y resolver y se considerará denegato- 
ría ficta, por la sola circunstancia de no dictarse resolución en 
dicho plazo. 


Denegado el recurso de reposición, el recurrente podrá in- 
terponer únicamente por razones de legalidad, demanda de anu- 
lación del acto impugnado ante el Tribunal de Apelaciones en 
lo Civil de Turno, a la fecha en que dicho acto fue dictado. La 
interposición de esta demanda deberá hacerse dentro del térmi- 
no de veinte días hábiles de notificada la denegatoria ficta. La 
demanda de anulación, sólo podrá ser interpuesta por el titular 
de un derecho subjetivo o de un interés directo, personal y 
legítimo, violado o lesionado por el acto impugnado, 


El Tribunal fallará en única instancia. 


Art. 13, - Dentro de los sesenta días a partir de su constitu- 
ción, la Comisión Honoraria Para la Salud Cardiovascular de- 
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berá elevar al Ministerio de Salud Pública un anteproyecto de 
reglamentación de la presente ley y aprobará el reglamento 
para su funcionamiento interno.” 


37) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Correspondería pasar a conside- 
rar el asunto que figura en vigésimo quinto lugar del orden del 
día. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA..- En virtud de que restan 
unos pocos minutos para que se cumpla la hora prevista para la 
finalización de la sesión, de acuerdo con lo solicitado por mi 
bancada y aprobado por el Cuerpo, y teniendo en cuenta que el 
punto que corresponde pasar a considerar es lo suficientemente 
relevante como para que el Cuerpo lo estudie con detenimien- 
to, formulamos moción en el sentido de que se levante la se- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-12 en 18. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 18 y 54 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores sena- 
dores Alonso Tellechea, Amorín Larrañaga, Blanco, Bou- 
zas, Bruera, Cassina, Gargano, Korzeniak, Moreira Graña, 
Olascoaga, Pereyra, Pérez, Pozzolo, Ricaldoni, Rubio, Urios- 
te y Zumarán.) 
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